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TEMARI GENERAL

Tema 1

La Constitució espanyola de 1978. Estructura i principis generals. 
Drets i deures fonamentals.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 1 a 55 — 55 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.

Artículo 7.
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Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
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reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
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Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
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mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
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efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.
3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.
2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
responderán a los criterios de eficiencia y economía.
3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los
cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las
de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.
2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y
empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.
2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
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que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.
3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.
4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una
distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.
2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso
de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.
3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.
2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
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proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.
2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.
Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus
problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.
3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
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poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.
2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1

1. Según el artículo 3 de la CE, el castellano es la lengua oficial del Estado y todos los españoles:

A) Tienen el deber de usar y el derecho de conocer el castellano

B) Tienen el derecho y el deber de conocer el castellano

C) Tienen el deber de conocer y el derecho de usar el castellano

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. ¿Cómo será, según nuestro texto constitucional, la estructura interna y funcionamiento de los sindicatos de 
trabajadores?

A) Política.

B) Democrática.

C) Política y democrática.

D) Pluralista y justa.
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3. ¿Cuáles son los valores superiores del ordenamiento jurídico español?

A) Libertad, justicia y propiedad.

B) Libertad, justicia, igualdad y pluralismo político.

C) Solidaridad, igualdad y monarquía.

D) Democracia, justicia y seguridad.

4. La Constitución Española de 1978 regula en su artículo 51 la defensa de los consumidores. En relación con 
este principio rector de la política social y económica, señale la correcta:

A) Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos seguros la salud y los derechos subjetivos de los mismos.

B) Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán 
sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley 
establezca.

C) Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de los consumidores y 
usuarios en las organizaciones que se constituyan.

D) Los poderes públicos realizarán una política de evaluación y seguimiento del comercio interior y el régimen 
de autorización de productos comerciales.

5. El artículo 21 de la CE reconoce el derecho:

A) De reunión

B) De manifestación

C) De reunión pacífica y sin armas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. El art. 30 de la Constitución establece que los españoles:

A) Tienen el derecho de defender a España

B) Tienen el deber de defender a España

C) Tienen el derecho y el deber de defender a España

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. ¿Cómo se puede gozar del derecho de asilo en España?

A) Según las declaraciones internacionales de derechos humanos.

B) De acuerdo con el derecho internacional.

C) De acuerdo con el principio de reciprocidad.

D) En los términos fijados por la ley. (Art. 13.4 CE)

8. Los derechos y libertades se encuentran regulados en la Constitución Española en el:

A) Capítulo II del Título I

B) Capítulo III del título I

C) Título II

D) Título Preliminar

9. Según el art. 18.2 CE, el domicilio es inviolable y ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin:

A) Consentimiento del titular

B) Resolución judicial

C) Flagrante delito

D) Todas son correctas
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10. El principio de igualdad viene recogido:

A) En el artículo 14 de la Constitución

B) En el artículo 15 de la Constitución

C) En el artículo 16 de la Constitución

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 C · 2 B · 3 B · 4 B · 5 C · 6 C · 7 D · 8 A · 9 D · 10 A

Te quedan 699 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

Les fonts del Dret Públic. El poder legislatiu, executiu i judicial: 
composició, organització i atribucions. La potestat legislativa. El 

Govern: composició, organització i atribucions. El control.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 66 a 102 · arts. 108 a 127 — 57 incluidos

TÍTULO III De las Cortes Generales

CAPÍTULO PRIMERO De las Cámaras

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.
2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.
3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.
2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.
3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.
2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.
3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.
4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.
5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.
6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.
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2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.
3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a efectos
de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria, Mallorca y
Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La Gomera, El
Hierro, Lanzarote y La Palma.
4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.
5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.
6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.
Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se celebren
tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.
b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.
c) Al Defensor del Pueblo.
d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.
e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.
f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control judicial,
en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.
2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán
ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de
la Cámara respectiva.
3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.

Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.
2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.
3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
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1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.
2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.
2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener
por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión presentará un
texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el Congreso por
mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.
2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.
3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.
2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la
presentación directa por manifestaciones ciudadanas.
2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.
2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.
3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.
4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.
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Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.
2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.
3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO De la elaboración de las leyes

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.
2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.
2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de
textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.
3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con
fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la
publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.
4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios y
criterios que han de seguirse en su ejercicio.
5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido
de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.
6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada
caso fórmulas adicionales de control.

Artículo 83.
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:
a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.
b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el
Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición
de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

Artículo 85.
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.
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Artículo 86.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas
provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I,
al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.
2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de
los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su
promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su
convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.
3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley
por el procedimiento de urgencia.

Artículo 87.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y
los Reglamentos de las Cámaras.
2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres
miembros de la Asamblea encargados de su defensa.
3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de
proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha
iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la
prerrogativa de gracia.

Artículo 88.
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de
una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

Artículo 89.
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la
prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados
por el artículo 87.
2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán
al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.

Artículo 90.
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará
inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste.
2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje
motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría absoluta.
El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría absoluta, en
caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la interposición del
mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.
3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte
días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y
ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.
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1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos
los ciudadanos.
2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente
autorizada por el Congreso de los Diputados.
3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum
previstas en esta Constitución.

CAPÍTULO TERCERO De los Tratados Internacionales

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.
b) Tratados o convenios de carácter militar.
c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.
d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.
e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.

Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.
2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si existe
o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la
forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.
2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO IV Del Gobierno y de la Administración

Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 
del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.
2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
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perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.
3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.
4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia
del Gobierno.
2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.
3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviere la mayoría simple.
4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.
5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.
3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

TÍTULO V De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales

Artículo 108.
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados.

Artículo 109.
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda
que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las
Comunidades Autónomas.

Artículo 110.
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno.
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2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos.

Artículo 111.
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le
formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal.
2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición.

Artículo 112.
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de
los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La
confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.

Artículo 113.
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción
por mayoría absoluta de la moción de censura.
2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de
incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.
3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los
dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas.
4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones.

Artículo 114.
1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a
continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99.
2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato
incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo 99.
El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.

Artículo 115.
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva
responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será
decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones.
2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura.
3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el
artículo 99, apartado 5.

Artículo 116.
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones
correspondientes.
2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por
un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al
efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito
territorial a que se extienden los efectos de la declaración.
3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros,
previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción
deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración,
que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.
4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta
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exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones.
5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren en
período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se
produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del
Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.
6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes.

TÍTULO VI Del Poder Judicial

Artículo 117.
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.
2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de
las causas y con las garantías previstas en la ley.
3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.
4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.
5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La ley
regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de
estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.
6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118.
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119.
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten
insuficiencia de recursos para litigar.

Artículo 120.
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.
2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.
3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.

Artículo 121.
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.

Artículo 122.
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo
único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.
2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su
estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de
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nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.
3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre
Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a
propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por
mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123.
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.
2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124.
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés
público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los
Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.
2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad
de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.
3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.
4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General
del Poder Judicial.

Artículo 125.
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como
en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.

Artículo 126.
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de
averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley
establezca.

Artículo 127.
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de
asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.
2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá
asegurar la total independencia de los mismos.

Ley 50/1997 del Gobierno

Ley-Gobierno · BOE-A-1997-25336 · arts. 1 a 10 · arts. 22 a 29 — 18 incluidos

TÍTULO I Del Gobierno: composición, organización y órganos de colaboración y apoyo

CAPÍTULO I Del Gobierno, su composición, organización y funciones
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Artículo 1. Del Gobierno.
1. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.
2. El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros.
3. Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno.

Artículo 2. Del Presidente del Gobierno.
1. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión.
2. En todo caso, corresponde al Presidente del Gobierno:

a) Representar al Gobierno.
b) Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la política interior y exterior
y velar por su cumplimiento.
c) Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la disolución del Congreso, del Senado o
de las Cortes Generales.
d) Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión de
confianza.
e) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización del Congreso de los
Diputados.
f) Dirigir la política de defensa y ejercer respecto de las Fuerzas Armadas las funciones previstas en la
legislación reguladora de la defensa nacional y de la organización militar.
g) Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros, sin perjuicio de lo
previsto en el artículo 62.g) de la Constitución.
h) Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y demás normas con
rango de ley, de acuerdo con lo establecido en los artículos 64 y 91 de la Constitución.
i) Interponer el recurso de inconstitucionalidad.
j) Crear, modificar y suprimir, por Real Decreto, los Departamentos Ministeriales, así como las Secretarías
de Estado, Asimismo, le corresponde la aprobación de la estructura orgánica de la Presidencia del
Gobierno.
k) Proponer al Rey el nombramiento y separación de los Vicepresidentes y de los Ministros.
l) Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes Ministerios.
m) Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno.
n) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las leyes.

Artículo 3. Del Vicepresidente o Vicepresidentes del Gobierno.
1. Al Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando existan, les corresponderá el ejercicio de las funciones que les
encomiende el Presidente.
2. El Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento Ministerial, ostentará, además, la condición
de Ministro.

Artículo 4. De los Ministros.
1. Los Ministros, como titulares de sus Departamentos, tienen competencia y responsabilidad en la esfera
específica de su actuación, y les corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de conformidad con los acuerdos
adoptados en Consejo de Ministros o con las directrices del Presidente del Gobierno.
b) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento.
c) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento
del Gobierno y cualesquiera otras disposiciones.
d) Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia.
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2. Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les
atribuirá la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales. En caso de que existan Ministros
sin cartera, por Real Decreto se determinará el ámbito de sus competencias, la estructura administrativa, así
como los medios materiales y personales que queden adscritos al mismo.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-10566#dftercera ., entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior:
"2. Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les atribuirá la responsabilidad de
determinadas funciones gubernamentales."

Se modifica el apartado 2, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566#dftercera .

Artículo 5. Del Consejo de Ministros.
1. Al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde el ejercicio de las siguientes
funciones:

a) Aprobar los proyectos de ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.
b) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.
c) Aprobar los Reales Decretos-leyes y los Reales Decretos Legislativos.
d) Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales, así como su aplicación provisional.
e) Remitir los Tratados internacionales a las Cortes Generales en los términos previstos en los artículos 94 y
96.2 de la Constitución.
f) Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de los Diputados la declaración del
estado de sitio.
g) Disponer la emisión de Deuda Pública o contraer crédito, cuando haya sido autorizado por una Ley.
h) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes, previo dictamen del Consejo de
Estado, así como las demás disposiciones reglamentarias que procedan.
i) Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamentos Ministeriales.
j) Adoptar programas, planes y directrices vinculantes para todos los órganos de la Administración General
del Estado.
k) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución, las leyes y cualquier otra disposición.

2. A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros
altos cargos, cuando sean convocados para ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales
válidamente celebrados por España.
Téngase en cuenta que esta actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref.
BOE-A-2025-76#df -11, entra en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1. Redacción anterior: "2. A las reuniones del
Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros altos cargos, cuando sean convocados para ello." 3. Las
deliberaciones del Consejo de Ministros serán secretas.

Se modifica el apartado 2, con efectos desde el 3 de abril de 2025, por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-
A-2025-76

Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Artículo 6. De las Comisiones Delegadas del Gobierno.
1. La creación, modificación y supresión de las Comisiones Delegadas del Gobierno será acordada por el
Consejo de Ministros mediante Real Decreto, a propuesta del Presidente del Gobierno.
2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso:

a) El miembro del Gobierno que asume la presidencia de la Comisión.
b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran.
c) Las funciones que se atribuyen a la Comisión.
d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma.
e) El régimen interno de funcionamiento y en particular el de convocatorias y suplencias. Téngase en
cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.3 de la Ley
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40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera ., entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según
determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "2. El Real Decreto de creación de una
Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso: a) El miembro del Gobierno que asume la presidencia
de la Comisión. b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran. c) Las
funciones que se atribuyen a la Comisión. d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría
de la misma."

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrán ser convocados a las reuniones de las Comisiones
Delegadas los titulares de aquellos otros órganos superiores y directivos de la Administración General del
Estado que se estime conveniente.
4. Corresponde a las Comisiones Delegadas, como órganos colegiados del Gobierno:

a) Examinar las cuestiones de carácter general que tengan relación con varios de los Departamentos
Ministeriales que integren la Comisión.
b) Estudiar aquellos asuntos que, afectando a varios Ministerios, requieran la elaboración de una propuesta
conjunta previa a su resolución por el Consejo de Ministros.
c) Resolver los asuntos que, afectando a más de un Ministerio, no requieran ser elevados al Consejo de
Ministros.
d) Ejercer cualquier otra atribución que les confiera el ordenamiento jurídico o que les delegue el Consejo
de Ministros.

5. Las deliberaciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno serán secretas.
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, el apartado 2 por la disposición final 3.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566#dftercera .

CAPÍTULO II De los órganos de colaboración y apoyo del Gobierno

Artículo 7. De los Secretarios de Estado.
1. Los Secretarios de Estado son órganos superiores de la Administración General del Estado, directamente
responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un sector de actividad específica de un
Departamento o de la Presidencia del Gobierno.
2. Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que pertenezcan. Cuando estén adscritos a la
Presidencia del Gobierno, actúan bajo la dirección del Presidente. Téngase en cuenta que esta última
actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-10566#dftercera ., entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18
de la citada ley. Redacción anterior: "2. Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que
pertenezcan. Cuando estén adscritos a la Presidencia del Gobierno, actúan bajo la dirección del Presidente.
Asimismo, podrán ostentar por delegación expresa de sus respectivos Ministros la representación de éstos en
materias propias de su competencia, incluidas aquéllas con proyección internacional, sin perjuicio, en todo
caso, de las normas que rigen las relaciones de España con otros Estados y con las Organizaciones
internacionales."
3. Las competencias de los Secretarios de Estado son las que se determinan en la Ley de Organización y
Funcionamiento de la Administración General del Estado.
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, el apartado 2 por la disposición final 3.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566#dftercera .

Artículo 8. De la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.
1. La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios estará integrada por los titulares de las
Secretarías de Estado y por los Subsecretarios de los distintos Departamentos Ministeriales. Asistirá
igualmente el Abogado General del Estado y aquellos altos cargos con rango de Secretario de Estado o
Subsecretario que sean convocados por el Presidente por razón de la materia de que se trate.
2. La Presidencia de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios corresponde a un
Vicepresidente del Gobierno o, en su defecto, al Ministro de la Presidencia. En caso de ausencia del Presidente
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de la Comisión, la presidencia recaerá en el Ministro que corresponda según el orden de precedencia de los
Departamentos ministeriales. No se entenderá por ausencia la interrupción transitoria en la asistencia a la
reunión de la Comisión. En ese caso, las funciones que pudieran corresponder al Presidente serán ejercidas
por la siguiente autoridad en rango presente, de conformidad con el orden de precedencia de los distintos
Departamentos ministeriales.
3. La Secretaría de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios será ejercida por el
Subsecretario de la Presidencia. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, actuará como Secretario el
Director del Secretariado del Gobierno.
4. Las deliberaciones de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios serán reservadas. En
ningún caso la Comisión podrá adoptar decisiones o acuerdos por delegación del Gobierno.
5. Corresponde a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios:

a) El examen de todos los asuntos que vayan a someterse a aprobación del Consejo de Ministros, excepto
los nombramientos, ceses, ascensos a cualquiera de los empleos de la categoría de oficiales generales y
aquéllos que, excepcionalmente y por razones de urgencia, deban ser sometidos directamente al Consejo
de Ministros.
b) El análisis o discusión de aquellos asuntos que, sin ser competencia del Consejo de Ministros o sus
Comisiones Delegadas, afecten a varios Ministerios y sean sometidos a la Comisión por su presidente.

6. La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios podrá celebrar sesiones, deliberar y aprobar
actas a distancia por medios electrónicos, siempre que los miembros participantes se encuentren en territorio
español y quede acreditada su identidad. Asimismo, se deberá asegurar la comunicación entre ellos en tiempo
real durante la sesión, disponiéndose los medios necesarios para garantizar el carácter secreto o reservado de
sus deliberaciones.
Se añade el apartado 6 por el art. 221.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a2-33

Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.5 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Artículo 9. Del Secretariado del Gobierno.
1. El Secretariado del Gobierno, como órgano de apoyo del Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas
del Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, ejercerá las siguientes
funciones:

a) La asistencia al Ministro-Secretario del Consejo de Ministros.
b) La remisión de las convocatorias a los diferentes miembros de los órganos colegiados anteriormente
enumerados.
c) La colaboración con las Secretarías Técnicas de las Comisiones Delegadas del Gobierno.
d) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del día y actas de las reuniones.
e) Velar por el cumplimiento de los principios de buena regulación aplicables a las iniciativas normativas y
contribuir a la mejora de la calidad técnica de las disposiciones aprobadas por el Gobierno.
f) Velar por la correcta y fiel publicación de las disposiciones y normas emanadas del Gobierno que deban
insertarse en el "Boletín Oficial del Estado".

2. Asimismo, el Secretariado del Gobierno, como órgano de asistencia al Ministro de la Presidencia, ejercerá
las siguientes funciones:

a) Los trámites relativos a la sanción y promulgación real de las leyes aprobadas por las Cortes Generales y
la expedición de los Reales Decretos.
b) La tramitación de los actos y disposiciones del Rey cuyo refrendo corresponde al Presidente del
Gobierno.
c) La tramitación de los actos y disposiciones que el ordenamiento jurídico atribuye a la competencia del
Presidente del Gobierno.

3. El Secretariado del Gobierno se integra en la estructura orgánica del Ministerio de la Presidencia, tal como
se prevea en el Real Decreto de estructura de ese Ministerio. El Director del Secretariado del Gobierno ejercerá
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la secretaría adjunta de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.
4. De conformidad con las funciones que tiene atribuidas y de acuerdo con las normas que rigen la elaboración
de las disposiciones de carácter general, el Secretariado del Gobierno propondrá al Ministro de la Presidencia
la aprobación de las instrucciones que han de seguirse para la tramitación de asuntos ante los órganos
colegiados del Gobierno y los demás previstos en el apartado segundo de este artículo. Las instrucciones
preverán expresamente la forma de documentar las propuestas y acuerdos adoptados por medios electrónicos,
que deberán asegurar la identidad de los órganos intervinientes y la fehaciencia del contenido. Téngase en
cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre.
Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera ., entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final
18 de la citada ley. Redacción anterior: "1. El Secretariado del Gobierno, como órgano de apoyo del Consejo de
Ministros, de las Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y
Subsecretarios, ejercerá las siguientes funciones:

a) La asistencia al Ministro-Secretario del Consejo de Ministros.
b) La remisión de las convocatorias a los diferentes miembros de los órganos colegiados anteriormente
enumerados.
c) La colaboración con las Secretarías Técnicas de las Comisiones Delegadas del Gobierno.
d) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del día y actas de las reuniones.
e) Velar por la correcta y fiel publicación de las disposiciones y normas emanadas del Gobierno que deban
insertarse en el «Boletín Oficial del Estado». 2. El Secretariado del Gobierno se integra en la estructura
orgánica del Ministerio de la Presidencia."

Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Artículo 10. De los Gabinetes.
1. Los Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico del Presidente del Gobierno, de los Vicepresidentes,
de los Ministros y de los Secretarios de Estado. Los miembros de los Gabinetes realizan tareas de confianza y
asesoramiento especial sin que en ningún caso puedan adoptar actos o resoluciones que correspondan
legalmente a los órganos de la Administración General del Estado o de las organizaciones adscritas a ella, sin
perjuicio de su asistencia o pertenencia a órganos colegiados que adopten decisiones administrativas.
Asimismo, los directores de los gabinetes podrán dictar los actos administrativos propios de la jefatura de la
unidad que dirigen. Particularmente, los Gabinetes prestan su apoyo a los miembros del Gobierno y
Secretarios de Estado en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de carácter
parlamentario y en sus relaciones con las instituciones y la organización administrativa. El Gabinete de la
Presidencia del Gobierno se regulará por Real Decreto del Presidente en el que se determinará, entre otros
aspectos, su estructura y funciones. El resto de Gabinetes se regulará por lo dispuesto en esta Ley.
2. Los Directores de Gabinete tendrán el nivel orgánico que se determine reglamentariamente. El resto de
miembros del Gabinete tendrán la situación y grado administrativo que les corresponda en virtud de la
legislación correspondiente.
3. Las retribuciones de los miembros de los Gabinetes se determinan por el Consejo de Ministros dentro de las
consignaciones presupuestarias establecidas al efecto adecuándose, en todo caso, a las retribuciones de la
Administración General del Estado. Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la
disposición final 3.7 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera ., entra en vigor el 2
de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "1. Los
Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico del Presidente del Gobierno, de los Vicepresidentes, de los
Ministros y de los Secretarios de Estado. Los miembros de los Gabinetes realizan tareas de confianza y
asesoramiento especial sin que en ningún caso puedan adoptar actos o resoluciones que correspondan
legalmente a los órganos de la Administración General del Estado o de las organizaciones adscritas a ella.
Particularmente les prestan su apoyo en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de
carácter parlamentario y en sus relaciones con las instituciones y la organización administrativa. 2. A los
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Directores, Subdirectores y demás miembros de estos Gabinetes les corresponde el nivel orgánico que
reglamentariamente se determine. 3. El número y las retribuciones de sus miembros se determinan por el
Consejo de Ministros dentro de las consignaciones presupuestarias establecidas al efecto adecuándose, en
todo caso, a las retribuciones de la Administración General del Estado."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.7 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

TÍTULO V De la iniciativa legislativa, de la potestad reglamentaria y del control de los actos

Artículo 22. Del ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria del Gobierno.
El Gobierno ejercerá la iniciativa y la potestad reglamentaria de conformidad con los principios y reglas
establecidos en el Título VI de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas y en el presente Título. Téngase en cuenta que esta última actualización,
establecida por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .,
entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción
anterior: "Artículo 22. De la iniciativa legislativa del Gobierno.
1. El Gobierno ejercerá la iniciativa legislativa prevista en los artículos 87 y 88 de la Constitución mediante la
elaboración, aprobación y posterior remisión de los proyectos de ley al Congreso de los Diputados o, en su
caso, al Senado.
2. El procedimiento de elaboración de proyectos de ley a que se refiere el apartado anterior, se iniciará en el
ministerio o ministerios competentes mediante la elaboración del correspondiente anteproyecto, que irá
acompañado por la memoria, los estudios o informes sobre la necesidad y oportunidad del mismo, un informe
sobre el impacto por razón de género de las medidas que se establecen en el mismo, así como por una
memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar. En todo caso, los anteproyectos de
ley habrán de ser informados por la Secretaría General Técnica.
3. El titular del Departamento proponente elevará el Anteproyecto al Consejo de Ministros a fin de que éste
decida sobre los ulteriores trámites y, en particular, sobre las consultas, dictámenes e informes que resulten
convenientes, así como sobre los términos de su realización, sin perjuicio de los legalmente preceptivos.
4. Una vez cumplidos los trámites a que se refiere el apartado anterior, el titular del Departamento proponente
someterá el Anteproyecto, de nuevo, al Consejo de Ministros para su aprobación como Proyecto de Ley y su
remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado, acompañándolo de una Exposición de Motivos
y de la Memoria y demás antecedentes necesarios para pronunciarse sobre él.
5. Cuando razones de urgencia así lo aconsejen, el Consejo de Ministros podrá prescindir de los trámites
contemplados en el apartado tercero de este artículo, salvo los que tengan carácter preceptivo, y acordar la
aprobación de un Proyecto de Ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Se modifica el apartado 2 por el art. 1 de la Ley 30/2003, de 13 de octubre. Ref. BOE-A-2003-18920

Artículo 23. Disposiciones de entrada en vigor.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2.1 del Código Civil, las disposiciones de entrada en vigor de las
leyes o reglamentos, cuya aprobación o propuesta corresponda al Gobierno o a sus miembros, y que impongan
nuevas obligaciones a las personas físicas o jurídicas que desempeñen una actividad económica o profesional
como consecuencia del ejercicio de ésta, preverán el comienzo de su vigencia el 2 de enero o el 1 de julio
siguientes a su aprobación. Lo previsto en este artículo no será de aplicación a los reales decretos-leyes, ni
cuando el cumplimiento del plazo de transposición de directivas europeas u otras razones justificadas así lo
aconsejen, debiendo quedar este hecho debidamente acreditado en la respectiva Memoria. Téngase en cuenta
que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-10566#dftercera ., entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18
de la citada ley. Redacción anterior: "Artículo 23. De la potestad reglamentaria.
1. El ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde al Gobierno de acuerdo con la Constitución y las leyes.
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2. Los reglamentos no podrán regular materias objeto de reserva de ley, ni infringir normas con dicho rango.
Además, sin perjuicio de su función de desarrollo o colaboración con respecto a la ley, no podrán tipificar
delitos, faltas o infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, cánones u otras
cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público.
3. Los reglamentos se ajustarán a las siguientes normas de competencia y jerarquía: 1º. Disposiciones
aprobadas por Real Decreto del Presidente del Gobierno o del Consejo de Ministros. 2º. Disposiciones
aprobadas por Orden Ministerial. Ningún reglamento podrá vulnerar preceptos de otro de jerarquía superior.
4. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en un reglamento, aunque hayan
sido dictadas por órganos de igual o superior jerarquía que el que lo haya aprobado."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Artículo 24. De la forma y jerarquía de las disposiciones y resoluciones del Gobierno de la Nación y de sus 
miembros.
1. Las decisiones del Gobierno de la Nación y de sus miembros revisten las formas siguientes:

a) Reales Decretos Legislativos y Reales Decretos-leyes, las decisiones que aprueban, respectivamente, las
normas previstas en los artículos 82 y 86 de la Constitución.
b) Reales Decretos del Presidente del Gobierno, las disposiciones y actos cuya adopción venga atribuida al
Presidente.
c) Reales Decretos acordados en Consejo de Ministros, las decisiones que aprueben normas reglamentarias
de la competencia de éste y las resoluciones que deban adoptar dicha forma jurídica.
d) Acuerdos del Consejo de Ministros, las decisiones de dicho órgano colegiado que no deban adoptar la
forma de Real Decreto.
e) Acuerdos adoptados en Comisiones Delegadas del Gobierno, las disposiciones y resoluciones de tales
órganos colegiados. Tales acuerdos revestirán la forma de Orden del Ministro competente o del Ministro de
la Presidencia, cuando la competencia corresponda a distintos Ministros.
f) Órdenes Ministeriales, las disposiciones y resoluciones de los Ministros. Cuando la disposición o
resolución afecte a varios Departamentos revestirá la forma de Orden del Ministro de la Presidencia,
dictada a propuesta de los Ministros interesados.

2. Los reglamentos se ordenarán según la siguiente jerarquía:
1.º Disposiciones aprobadas por Real Decreto del Presidente del Gobierno o acordado en el Consejo de
Ministros.
2.º Disposiciones aprobadas por Orden Ministerial. Téngase en cuenta que esta última actualización,
establecida por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566#dftercera ., entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18
de la citada ley. Redacción anterior: "Artículo 24. Del procedimiento de elaboración de los reglamentos.
1. La elaboración de los reglamentos se ajustará al siguiente procedimiento:

a) La iniciación del procedimiento de elaboración de un reglamento se llevará a cabo por el centro directivo
competente mediante la elaboración del correspondiente proyecto, al que se acompañará un informe sobre
la necesidad y oportunidad de aquél, así como una memoria económica que contenga la estimación del
coste a que dará lugar.
b) A lo largo del proceso de elaboración deberán recabarse, además de los informes, dictámenes y
aprobaciones previas preceptivos, cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar el
acierto y la legalidad del texto. En todo caso, los reglamentos deberán ir acompañados de un informe sobre
el impacto por razón de género de las medidas que se establecen en el mismo.
c) Elaborado el texto de una disposición que afecte a los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos,
se les dará audiencia, durante un plazo razonable y no inferior a quince días hábiles, directamente o a
través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley que los agrupen o los representen y cuyos
fines guarden relación directa con el objeto de la disposición. La decisión sobre el procedimiento escogido
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para dar audiencia a los ciudadanos afectados será debidamente motivada en el expediente por el órgano
que acuerde la apertura del trámite de audiencia. Asimismo, y cuando la naturaleza de la disposición lo
aconseje, será sometida a información pública durante el plazo indicado. Este trámite podrá ser abreviado
hasta el mínimo de siete días hábiles cuando razones debidamente motivadas así lo justifiquen. Sólo podrá
omitirse dicho trámite cuando graves razones de interés público, que asimismo deberán explicitarse, lo
exijan.
d) No será necesario el trámite previsto en la letra anterior, si las organizaciones o asociaciones
mencionadas hubieran participado por medio de informes o consultas en el proceso de elaboración
indicado en el apartado b).
e) El trámite de audiencia a los ciudadanos, en sus diversas formas, reguladas en la letra c), no se aplicará a
las disposiciones que regulan los órganos, cargos y autoridades de la presente Ley, así como a las
disposiciones orgánicas de la Administración General del Estado o de las organizaciones dependientes o
adscritas a ella.
f) Junto a la memoria o informe sucintos que inician el procedimiento de elaboración del reglamento se
conservarán en el expediente todos los estudios y consultas evacuados y demás actuaciones practicadas. 2.
En todo caso, los proyectos de reglamentos habrán de ser informados por la Secretaría General Técnica, sin
perjuicio del dictamen del Consejo de Estado en los casos legalmente previstos.

3. Será necesario informe previo del Ministerio de Administraciones Públicas cuando la norma reglamentaria
pudiera afectar a la distribución de las competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.
4. La entrada en vigor de los reglamentos aprobados por el Gobierno requiere su íntegra publicación en el
«Boletín Oficial del Estado»."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Se añade un párrafo al apartado 1 b) por el art. 2 d la Ley 30/2003, de 13 de octubre. Ref. BOE-A-2003-18920

Artículo 25. Plan Anual Normativo.
1. El Gobierno aprobará anualmente un Plan Normativo que contendrá las iniciativas legislativas o
reglamentarias que vayan a ser elevadas para su aprobación en el año siguiente.
2. El Plan Anual Normativo identificará, con arreglo a los criterios que se establezcan reglamentariamente, las
normas que habrán de someterse a un análisis sobre los resultados de su aplicación, atendiendo
fundamentalmente al coste que suponen para la Administración o los destinatarios y las cargas
administrativas impuestas a estos últimos.
3. Cuando se eleve para su aprobación por el órgano competente una propuesta normativa que no figurara en
el Plan Anual Normativo al que se refiere el presente artículo será necesario justificar este hecho en la
correspondiente Memoria del Análisis de Impacto Normativo.
4. El Plan Anual Normativo estará coordinado por el Ministerio de la Presidencia, con el objeto de asegurar la
congruencia de todas las iniciativas que se tramiten y de evitar sucesivas modificaciones del régimen legal
aplicable a un determinado sector o área de actividad en un corto espacio de tiempo. El Ministro de la
Presidencia elevará el Plan al Consejo de Ministros para su aprobación antes del 30 de abril. Por orden del
Ministerio de la Presidencia se aprobarán los modelos que contengan la información a remitir sobre cada
iniciativa normativa para su inclusión en el Plan. Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida
por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera ., entra en
vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior:
"Artículo 25. De la forma de las disposiciones y resoluciones del Gobierno, de sus miembros y de las
Comisiones Delegadas. Las decisiones de los órganos regulados en esta Ley revisten las formas siguientes:

a) Reales Decretos Legislativos y Reales Decretos Leyes, las decisiones que aprueban, respectivamente, las
normas previstas en los artículos 82 y 86 de la Constitución.
b) Reales Decretos del Presidente del Gobierno, las disposiciones y actos cuya adopción venga atribuida al
Presidente.
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c) Reales Decretos acordados en Consejo de Ministros, las decisiones que aprueben normas reglamentarias
de la competencia de éste y las resoluciones que deban adoptar dicha forma jurídica.
d) Acuerdos del Consejo de Ministros, las decisiones de dicho órgano colegiado que no deban adoptar la
forma de Real Decreto.
e) Acuerdos adoptados en Comisiones Delegadas del Gobierno, las disposiciones y resoluciones de tales
órganos colegiados. Tales acuerdos revestirán la forma de Orden del Ministro competente o del Ministro de
la Presidencia, cuando la competencia corresponda a distintos Ministros.
f) Órdenes Ministeriales, las disposiciones y resoluciones de los Ministros. Cuando la disposición o
resolución afecte a varios Departamentos revestirá la forma de Orden del Ministro de la Presidencia,
dictada a propuesta de los Ministros interesados."

Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Artículo 26. Procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos.
La elaboración de los anteproyectos de ley, de los proyectos de real decreto legislativo y de normas
reglamentarias se ajustará al siguiente procedimiento:
1. Su redacción estará precedida de cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar el
acierto y la legalidad de la norma.
2. Se sustanciará una consulta pública, a través del portal web del departamento competente, con carácter
previo a la elaboración del texto, en la que se recabará opinión de los sujetos potencialmente afectados por la
futura norma y de las organizaciones más representativas acerca de:

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma.
b) La necesidad y oportunidad de su aprobación.
c) Los objetivos de la norma.
d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. Podrá prescindirse del trámite de
consulta pública previsto en este apartado cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias: a)
Cuando se trate de normas presupuestarias u organizativas de la Administración General del Estado o de las
organizaciones dependientes o vinculadas a éstas. b) Cuando concurran razones graves de interés público
que lo justifiquen. c) Cuando la propuesta normativa no tenga un impacto significativo en la actividad
económica. d) Cuando la propuesta no imponga obligaciones relevantes a los destinatarios.
e) Cuando la propuesta regule aspectos parciales de una materia.
f) Cuando se acuerde la tramitación urgente de iniciativas normativas, en los términos previstos en el
artículo 27.2. La concurrencia de alguna o varias de estas razones, debidamente motivadas, se justificarán
en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. La consulta pública deberá realizarse de tal forma que
todos los potenciales destinatarios de la norma tengan la posibilidad de emitir su opinión, para lo cual
deberá proporcionarse un tiempo suficiente, que en ningún caso será inferior a quince días naturales.
Téngase en cuenta que esta actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 11.2 de la Ley
Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76#df -11, entra en vigor el 3 de abril de 2025 según
determina su disposición final 38.1. Redacción anterior: "2. Se sustanciará una consulta pública, a través
del portal web del departamento competente, con carácter previo a la elaboración del texto, en la que se
recabará opinión de los sujetos potencialmente afectados por la futura norma y de las organizaciones más
representativas acerca de: a) Los problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma. b) La
necesidad y oportunidad de su aprobación. c) Los objetivos de la norma. d) Las posibles soluciones
alternativas regulatorias y no regulatorias. Podrá prescindirse del trámite de consulta pública previsto en
este apartado en el caso de la elaboración de normas presupuestarias u organizativas de la Administración
General del Estado o de las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas, cuando concurran razones
graves de interés público que lo justifiquen, o cuando la propuesta normativa no tenga un impacto
significativo en la actividad económica, no imponga obligaciones relevantes a los destinatarios o regule
aspectos parciales de una materia. También podrá prescindirse de este trámite de consulta en el caso de
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tramitación urgente de iniciativas normativas, tal y como se establece en el artículo 27.2. La concurrencia
de alguna o varias de estas razones, debidamente motivadas, se justificarán en la Memoria del Análisis de
Impacto Normativo. La consulta pública deberá realizarse de tal forma que todos los potenciales
destinatarios de la norma tengan la posibilidad de emitir su opinión, para lo cual deberá proporcionarse un
tiempo suficiente, que en ningún caso será inferior a quince días naturales."

3. El centro directivo competente elaborará con carácter preceptivo una Memoria del Análisis de Impacto
Normativo, que deberá contener los siguientes apartados:

a) Oportunidad de la propuesta y alternativas de regulación estudiadas, lo que deberá incluir una
justificación de la necesidad de la nueva norma frente a la alternativa de no aprobar ninguna regulación.
b) Contenido y análisis jurídico, con referencia al Derecho nacional y de la Unión Europea, que incluirá el
listado pormenorizado de las normas que quedarán derogadas como consecuencia de la entrada en vigor
de la norma.
c) Análisis sobre la adecuación de la norma propuesta al orden de distribución de competencias.
d) Impacto económico y presupuestario, que evaluará las consecuencias de su aplicación sobre los
sectores, colectivos o agentes afectados por la norma, incluido el efecto sobre la competencia, la unidad de
mercado y la competitividad y su encaje con la legislación vigente en cada momento sobre estas materias.
Este análisis incluirá la realización del test Pyme de acuerdo con la práctica de la Comisión Europea.
e) Asimismo, se identificarán las cargas administrativas que conlleva la propuesta, se cuantificará el coste
de su cumplimiento para la Administración y para los obligados a soportarlas con especial referencia al
impacto sobre las pequeñas y medianas empresas.
f) Impacto por razón de género, que analizará y valorará los resultados que se puedan seguir de la
aprobación de la norma desde la perspectiva de la eliminación de desigualdades y de su contribución a la
consecución de los objetivos de igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, a partir de
los indicadores de situación de partida, de previsión de resultados y de previsión de impacto.
g) Un resumen de las principales aportaciones recibidas en el trámite de consulta pública regulado en el
apartado 2.
h) Impacto por razón de cambio climático, que deberá ser valorado en términos de mitigación y adaptación
al mismo. La Memoria del Análisis de Impacto Normativo incluirá cualquier otro extremo que pudiera ser
relevante a criterio del órgano proponente.

4. Cuando la disposición normativa sea un anteproyecto de ley o un proyecto de real decreto legislativo,
cumplidos los trámites anteriores, el titular o titulares de los Departamentos proponentes lo elevarán, previo
sometimiento a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, al Consejo de Ministros, a fin
de que éste decida sobre los ulteriores trámites y, en particular, sobre las consultas, dictámenes e informes que
resulten convenientes, así como sobre los términos de su realización, sin perjuicio de los legalmente
preceptivos. Cuando razones de urgencia así lo aconsejen, y siempre que se hayan cumplimentado los trámites
de carácter preceptivo, el Consejo de Ministros podrá prescindir de este y acordar la aprobación del
anteproyecto de ley o proyecto de real decreto legislativo y su remisión, en su caso, al Congreso de los
Diputados o al Senado, según corresponda.
5. A lo largo del procedimiento de elaboración de la norma, el centro directivo competente recabará, además
de los informes y dictámenes que resulten preceptivos, cuantos estudios y consultas se estimen convenientes
para garantizar el acierto y la legalidad del texto. Salvo que normativamente se establezca otra cosa, los
informes preceptivos se emitirán en un plazo de diez días, o de un mes cuando el informe se solicite a otra
Administración o a un órgano u Organismo dotado de especial independencia o autonomía. El centro directivo
competente podrá solicitar motivadamente la emisión urgente de los informes, estudios y consultas
solicitados, debiendo estos ser emitidos en un plazo no superior a la mitad de la duración de los indicados en
el párrafo anterior. En todo caso, los anteproyectos de ley, los proyectos de real decreto legislativo y los
proyectos de disposiciones reglamentarias, deberán ser informados por la Secretaría General Técnica del
Ministerio o Ministerios proponentes. Asimismo, cuando la propuesta normativa afectara a la organización
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administrativa de la Administración General del Estado, a su régimen de personal, a los procedimientos y a la
inspección de los servicios, será necesario recabar la aprobación previa del Ministerio de Hacienda y Función
Pública una vez emitidos el resto de informes que conformen el expediente, a excepción en su caso del
dictamen del Consejo de Estado, y antes de ser sometida al órgano competente para promulgarla. Si
transcurridos 15 días desde la recepción de la solicitud y de los textos definitivos de la propuesta no se hubiera
formulado ninguna objeción, se entenderá concedida la aprobación. Será además necesario informe previo
del Ministerio de Política Territorial cuando la norma pudiera afectar a la distribución de las competencias
entre el Estado y las Comunidades Autónomas.
6. Sin perjuicio de la consulta previa a la redacción del texto de la iniciativa, cuando la norma afecte a los
derechos e intereses legítimos de las personas, el centro directivo competente publicará el texto en el portal
web correspondiente, con el objeto de dar audiencia a los ciudadanos afectados y obtener cuantas
aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o entidades. Asimismo, podrá recabarse
directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por ley que agrupen o representen a
las personas cuyos derechos o intereses legítimos se vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden
relación directa con su objeto. El plazo mínimo de esta audiencia e información públicas será de 15 días
hábiles, y podrá ser reducido hasta un mínimo de siete días hábiles cuando razones debidamente motivadas
así lo justifiquen; así como cuando se aplique la tramitación urgente de iniciativas normativas, tal y como se
establece en el artículo 27.2. De ello deberá dejarse constancia en la Memoria del Análisis de Impacto
Normativo. El trámite de audiencia e información pública sólo podrá omitirse cuando existan graves razones
de interés público, que deberán justificarse en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. Asimismo, no
será de aplicación a las disposiciones presupuestarias o que regulen los órganos, cargos y autoridades del
Gobierno o de las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas.
7. Se recabará el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente cuando fuera preceptivo o se
considere conveniente.
8. Cumplidos los trámites anteriores, la propuesta se someterá a la Comisión General de Secretarios de Estado
y Subsecretarios y se elevará al Consejo de Ministros para su aprobación y, en caso de proyectos de ley, su
remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado, acompañándolo de una Exposición de Motivos
y de la documentación propia del procedimiento de elaboración a que se refieren las letras b) y d) del artículo
7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y su
normativa de desarrollo.
9. El Ministerio de la Presidencia, con el objeto de asegurar la coordinación y la calidad de la actividad
normativa del Gobierno analizará los siguientes aspectos:

a) La calidad técnica y el rango de la propuesta normativa.
b) La congruencia de la iniciativa con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea,
con otras que se estén elaborando en los distintos Ministerios o que vayan a hacerlo de acuerdo con el Plan
Anual Normativo, así como con las que se estén tramitando en las Cortes Generales.
c) La necesidad de incluir la derogación expresa de otras normas, así como de refundir en la nueva otras
existentes en el mismo ámbito.
d) El contenido preceptivo de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo y, en particular, la inclusión
de una sistemática de evaluación posterior de la aplicación de la norma cuando fuere preceptivo.
e) El cumplimiento de los principios y reglas establecidos en este Título.
f) El cumplimiento o congruencia de la iniciativa con los proyectos de reducción de cargas administrativas
o buena regulación que se hayan aprobado en disposiciones o acuerdos de carácter general para la
Administración General del Estado.
g) La posible extralimitación de la iniciativa normativa respecto del contenido de la norma comunitaria que
se trasponga al derecho interno. Reglamentariamente se determinará la composición del órgano encargado
de la realización de esta función así como su modo de intervención en el procedimiento.

10. Se conservarán en el correspondiente expediente administrativo, en formato electrónico, la Memoria del
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Análisis de Impacto Normativo, los informes y dictámenes recabados para su tramitación, así como todos los
estudios y consultas emitidas y demás actuaciones practicadas.
11. Lo dispuesto en este artículo y en el siguiente no será de aplicación para la tramitación y aprobación de
decretos-leyes, a excepción de la elaboración de la memoria prevista en el apartado 3, con carácter abreviado,
y lo establecido en los números 1, 8, 9 y 10.
Se modifica el apartado 2, con efectos desde el 3 de abril de 2025, por la disposición final 11.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-
A-2025-76

Se modifica el apatado 5 por la disposición final 8 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-8

Se añade la letra h) al apartado 3 por la disposición final 5 de la Ley 7/2021, de 20 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8447#df-5

Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Artículo 27. Tramitación urgente de iniciativas normativas en el ámbito de la Administración General del 
Estado.
1. El Consejo de Ministros, a propuesta del titular del departamento al que corresponda la iniciativa normativa,
podrá acordar la tramitación urgente del procedimiento de elaboración y aprobación de anteproyectos de ley,
reales decretos legislativos y de reales decretos, en alguno de los siguientes casos:

a) Cuando fuere necesario para que la norma entre en vigor en el plazo exigido para la transposición de
directivas comunitarias o el establecido en otras leyes o normas de Derecho de la Unión Europea.
b) Cuando concurran otras circunstancias extraordinarias que, no habiendo podido preverse con
anterioridad, exijan la aprobación urgente de la norma. La Memoria del Análisis de Impacto Normativo que
acompañe al proyecto mencionará la existencia del acuerdo de tramitación urgente, así como las
circunstancias que le sirven de fundamento.

2. La tramitación por vía de urgencia implicará que:
a) Los plazos previstos para la realización de los trámites del procedimiento de elaboración, establecidos en
ésta o en otra norma, se reducirán a la mitad de su duración. Si, en aplicación de la normativa reguladora
de los órganos consultivos que hubieran de emitir dictamen, fuera necesario un acuerdo para requerirlo en
dicho plazo, se adoptará por el órgano competente; y si fuera el Consejo de Ministros, se recogerá en el
acuerdo previsto en el apartado 1 de este artículo.
b) No será preciso el trámite de consulta pública previsto en el artículo 26.2, sin perjuicio de la realización
de los trámites de audiencia pública o de información pública sobre el texto a los que se refiere el artículo
26.6, cuyo plazo de realización será de siete días.
c) La falta de emisión de un dictamen o informe preceptivo en plazo no impedirá la continuación del
procedimiento, sin perjuicio de su eventual incorporación y consideración cuando se reciba.

Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .,
entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley.

Se añade, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

Artículo 28. Informe anual de evaluación.
1. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de la Presidencia, aprobará, antes del 30 de abril de cada
año, un informe anual en el que se refleje el grado de cumplimiento del Plan Anual Normativo del año
anterior, las iniciativas adoptadas que no estaban inicialmente incluidas en el citado Plan, así como las
incluidas en anteriores informes de evaluación con objetivos plurianuales que hayan producido al menos parte
de sus efectos en el año que se evalúa.
2. En el informe se incluirán las conclusiones del análisis de la aplicación de las normas a que se refiere el
artículo 25.2, que, de acuerdo con lo previsto en su respectiva Memoria, hayan tenido que ser evaluadas en el
ejercicio anterior. La evaluación se realizará en los términos y plazos previstos en la Memoria del Análisis de
Impacto Normativo y deberá comprender, en todo caso:

a) La eficacia de la norma, entendiendo por tal la medida en que ha conseguido los fines pretendidos con
su aprobación.
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b) La eficiencia de la norma, identificando las cargas administrativas que podrían no haber sido necesarias.
c) La sostenibilidad de la disposición. El informe podrá contener recomendaciones específicas de
modificación y, en su caso, derogación de las normas evaluadas, cuando así lo aconsejase el resultado del
análisis.

Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .,
entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley.

Se añade, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .

TÍTULO VI Del control del Gobierno

Artículo 29. Del control de los actos del Gobierno.
1. El Gobierno está sujeto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico en toda su actuación.
2. Todos los actos y omisiones del Gobierno están sometidos al control político de las Cortes Generales.
3. Los actos, la inactividad y las actuaciones materiales que constituyan una vía de hecho del Gobierno y de los
órganos y autoridades regulados en la presente Ley son impugnables ante la jurisdicción contencioso-
administrativa, de conformidad con lo dispuesto en su Ley reguladora.
4. La actuación del Gobierno es impugnable ante el Tribunal Constitucional en los términos de la Ley Orgánica
reguladora del mismo.
Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 3.13 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .,
entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. No obstante, su contenido se corresponde con el
anterior artículo 26, vigente hasta la citada fecha.

Se añade, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.13 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566#dftercera .
Su anterior numeración era art. 26.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2

1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por:

A) Las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones

B) Sus actos en el ejercicio de sus funciones

C) Las opiniones manifestadas y sus actos en el ejercicio de sus funciones

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. El sistema y modalidades de asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales se establecerá:

A) Por ley orgánica.

B) Por Reglamento.

C) Los jueces, magistrados y fiscales no podrán asociarse profesionalmente mientras permanezcan en activo.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

3. La Constitución Española contiene en su estructura:

A) 4 Disposiciones Adicionales y 9 Transitorias

B) 7 Disposiciones Adicionales y 9 Transitorias

C) 9 Disposiciones Adicionales y 4 Transitorias

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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4. ¿En cuántos títulos se estructura la Constitución española?

A) 10 títulos.

B) 12 títulos.

C) 18 títulos.

D) Título preliminar e 10 títulos.

5. Según el artículo 5.3 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, las deliberaciones del Consejo de 
Ministros serán:

A) Secretas.

B) Públicas.

C) Motivadas.

D) Sancionadas por el Rey.

6. La Diputación Permanente de las Cámaras:

A) Es un órgano permanente y vigente toda la legislatura.

B) Se constituye únicamente si hay alguna urgencia.

C) Se constituye cuando lo solicita el Jefe del Estado.

D) Opera en los periodos intersesiones o interlegislaturas.

7. En cuanto a las disposiciones administrativas de carácter general:

A) Son anulables en caso de vulneración del principio de jerarquía normativa, y por tanto susceptibles de 
convalidación.

B) Son nulas de pleno derecho las que vulneren la Constitución, las Leyes u otras disposiciones administrativas 
de rango superior, las que regulen materias reservadas a la ley, y las que establezcan la retroactividad de 
disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.

C) Son nulas de pleno derecho cuando tengan un vicio de nulidad y así lo determine la jurisdicción contencioso-
administrativa, en el caso de Cataluña, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

D) Son nulas de pleno derecho las que vulneren la Constitución, las Leyes u otras disposiciones administrativas 
de rango superior, las que regulen materias reservadas a la ley, y las que establezcan la irretroactividad de 
disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.

8. ¿En qué artículo de la Constitución española de 1978 se dice que el Rey sancionará en el plazo de quince 
días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y ordenará su inmediata publicación?

A) 64.3

B) 91

C) 92.1

D) 58

9. Según el artículo 117 de la CE, los Jueces y Magistrados del poder judicial son:

A) Independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.

B) Independientes, libres, iguales y sometidos al estado de derecho.

C) Libres, responsables, neutrales y sometidos al imperio de la ley.

D) Responsables, profesionales, neutrales y sometidos al estado de derecho.

10. Las disposiciones del ejecutivo con fuerza de ley son:

A) Las Leyes ordinarias y orgánicas.

B) Los decretos legislativos y los decretos-ley.

C) Los reglamentos y las órdenes ministeriales.

D) Ninguna de las anteriores es correcta.
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SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 A · 4 D · 5 A · 6 D · 7 B · 8 B · 9 A · 10 B

Te quedan 737 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

L'Administració Pública a l'ordenament espanyol. Principis 
constitucionals d'actuació i Principis Generals.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 103 a 107 — 5 incluidos

TÍTULO IV Del Gobierno y de la Administración

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la ley y al Derecho.
2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.
3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.
2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:
a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.
b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.
c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 106.
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.
2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.
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Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público

LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 1 a 4 — 4 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
La presente Ley establece y regula las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, los
principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas y de la potestad sancionadora, así
como la organización y funcionamiento de la Administración General del Estado y de su sector público
institucional para el desarrollo de sus actividades.

Artículo 2. Ámbito Subjetivo.
1. La presente Ley se aplica al sector público que comprende:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las Entidades que integran la Administración Local.
d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:
a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.
b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en
particular a los principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades
administrativas.
c) Las Universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
previsiones de la presente Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2.

Artículo 3. Principios generales.
1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes
principios:

a) Servicio efectivo a los ciudadanos.
b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.
c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.
d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de
gestión.
e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.
f) Responsabilidad por la gestión pública.
g) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las
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políticas públicas.
h) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.
i) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.
j) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.
k) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.

2. Las Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades
vinculados o dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad y seguridad de
los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, garantizarán la protección de los datos de carácter
personal, y facilitarán preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados.
3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y de
los correspondientes de las Entidades Locales, la actuación de la Administración Pública respectiva se
desarrolla para alcanzar los objetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.
4. Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con
personalidad jurídica única.

Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una 
actividad.
1. Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, establezcan medidas
que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el
desarrollo de una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida menos
restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así como justificar su adecuación para
lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.
Asimismo deberán evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.
2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación que
resulte aplicable, para lo cual podrán, en el ámbito de sus respectivas competencias y con los límites
establecidos en la legislación de protección de datos de carácter personal, comprobar, verificar, investigar e
inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que fueran
necesarias.

Ley 26/2010 régimen jurídico y procedimiento administraciones públicas 
de Cataluña

L26-2010-CAT · BOE-A-2010-13313 · arts. 31 a 33 — 3 incluidos

TÍTULO II Actuación administrativa

CAPÍTULO II Principios de la actuación administrativa

Artículo 31. Principios generales.
1. Las administraciones públicas de Cataluña sirven con objetividad los intereses generales y actúan, bajo la
dirección de sus respectivos órganos de gobierno, con sometimiento pleno a la ley y al derecho.
2. Las administraciones públicas de Cataluña cumplen las funciones que tienen atribuidas y actúan de acuerdo
con los siguientes principios generales: Primero. Eficacia y eficiencia. Segundo. Buena fe y confianza legítima.
Tercero. Proximidad. Cuarto. Imparcialidad. Quinto. Proporcionalidad. Sexto. Simplificación y racionalidad
administrativa. Séptimo. Transparencia y accesibilidad. Octavo. Participación ciudadana. Noveno. Lealtad
institucional. Décimo. Colaboración y cooperación interadministrativas. Undécimo. Proactividad,
accesibilidad universal, personalización de los servicios y equidad territorial en el acceso a los servicios.
Duodécimo. Buena administración, de acuerdo con los principios de racionalidad, eficiencia, economía,
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objetividad, eficacia, coordinación y confianza en las relaciones jurídicas administrativas. La atribución y el
ejercicio de las potestades administrativas y las relaciones de las personas con la Administración se
fundamentan en el principio de la confianza recíproca en la acción correcta y legítima de esta, de sus
empleados públicos y de la ciudadanía.
Se modifica el apartado 2 por el art. 5 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 32. Principios de actuación con medios electrónicos.
Con el fin de garantizar el mantenimiento íntegro de los derechos de los ciudadanos ante la actuación de las
administraciones públicas reconocidos por el ordenamiento jurídico, el uso de medios electrónicos en la
actuación de las administraciones públicas de Cataluña está informado por los principios generales a que se
refiere el artículo 31 y, en particular, por los siguientes principios: Primero. Igualdad en el acceso de los
ciudadanos a la prestación de los servicios públicos y a cualquier actuación o procedimiento administrativo.
Segundo. Accesibilidad a la información y a los servicios públicos por medios electrónicos, de forma segura y
comprensible. Tercero. Neutralidad tecnológica en el uso de los medios electrónicos y adaptabilidad al
progreso de las técnicas y sistemas de comunicaciones electrónicas, con independencia de las alternativas
tecnológicas escogidas por los ciudadanos. Cuarto. Seguridad con relación a la identidad, la integridad, la
conservación y, si procede, la confidencialidad de la información y de las transacciones. Quinto.
Interoperabilidad entre los medios electrónicos de las distintas administraciones públicas.

Artículo 33. Principio de intervención mínima.
Las administraciones públicas de Cataluña que en el ejercicio de las competencias respectivas establezcan
medidas que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos, o exijan el cumplimiento de requisitos
para el desarrollo de una actividad, deben escoger la medida menos restrictiva, motivar la necesidad de la
medida para la protección del interés general y justificar su adecuación para conseguir las finalidades que se
persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3

1. El principio que atiende a la optimización en el uso de los recursos materiales y humanos para la 
consecución de los fines planteados y la mejora de la calidad de los servicios, condicionando la toma de 
decisiones para lograr mayores logros a menores costes, es el principio de:

A) Eficacia

B) Eficiencia

C) Efectividad

D) Coordinación

2. ¿Qué artículo de la Constitución recoge los principios a los que debe ajustarse la Administración en su 
actuación?

A) El artículo 103

B) El artículo 102

C) El artículo 104

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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3. Según el artículo 106.1 de la Constitución Española: ¿Quién controla la potestad reglamentaria y la 
legalidad de la actuación administrativa?:

A) El Gobierno.

B) La Fiscalía General del Estado.

C) El Gobierno central y los Gobiernos autonómicos.

D) Los Tribunales.

4. Según el artículo 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público tienen la 
consideración de Administraciones Públicas:

A) Sólo la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las 
Entidades que integran la Administración Local

B) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades 
que integran la Administración Local, así como los organismos públicos y entidades de derecho público 
previstos en la letra a) del apartado 2.

C) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades 
que integran la Administración Local, así como los organismos públicos y entidades de derecho privado 
vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas.

D) Sólo la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las 
Entidades que integran la Administración Local y las Universidades públicas.

5. La Administración Pública actúa conforme al principio de:

A) Discrecionalidad absoluta

B) Neutralidad política

C) Objetividad y sometimiento pleno a la ley y al Derecho

D) Autonomía funcional plena

6. Según la Constitución Española (art. 103), el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función 
pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a 
sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus 
funciones se regularán:

A) Por Reglamento

B) Por Real Decreto

C) Por las normas que correspondan en cada caso

D) Por Ley

7. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los 
principios de:

A) Competencia, legalidad, proporcionalidad, desconcentración y coordinación.

B) Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación.

C) Eficacia, legalidad, proporcionalidad, desconcentración y solidaridad.

D) Competencia, jerarquía, descentralización, desconcentración y solidaridad.
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8. Cuando las Administraciones Públicas establezcan medidas que limiten el ejercicio de derechos 
individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo de una actividad deberán 
(señale la respuesta incorrecta):

A) Aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la menos restrictiva

B) Motivar su necesidad para la protección del interés público

C) Justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se puedan producir 
diferencias de trato discriminatorias.

D) Evaluar anualmente los efectos y resultados obtenidos.

9. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno se regulan en la Constitución 
Española en su artículo:

A) 105.

B) 125.

C) 104.

D) 124.

10. De conformidad con el artículo 3.4 de la Ley 40/2015:

A) La Administración Pública tiene personalidad jurídica única.

B) Cada Administración actúa con diferente personalidad jurídica, según el ámbito territorial respectivo.

C) Las distintas administraciones públicas actúan con una única personalidad jurídica en todo el Estado.

D) Cada una de las administraciones públicas actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica 
única.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 D · 4 B · 5 C · 6 D · 7 B · 8 D · 9 C · 10 D

Te quedan 132 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

L'Estatut d'Autonomia de Catalunya de 2006: estructura, drets i deures 
de l'àmbit civil i social, en l'àmbit polític i de l'Administració i 

lingüístics. Principis rectors.

Estatuto de Autonomía de Cataluña

EA-CAT · BOE-A-2006-13087 · art. 4 · art. 6 · arts. 15 a 36 · arts. 39 a 54 — 40 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 4. Derechos y principios rectores.
1. Los poderes públicos de Cataluña deben promover el pleno ejercicio de las libertades y los derechos que
reconocen el presente Estatuto, la Constitución, la Unión Europea, la Declaración Universal de Derechos
Humanos, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y los demás tratados y convenios
internacionales suscritos por España que reconocen y garantizan los derechos y las libertades fundamentales.
2. Los poderes públicos de Cataluña deben promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de los
individuos y de los grupos sean reales y efectivas; deben facilitar la participación de todas las personas en la
vida política, económica, cultural y social, y deben reconocer el derecho de los pueblos a conservar y
desarrollar su identidad.
3. Los poderes públicos de Cataluña deben promover los valores de la libertad, la democracia, la igualdad, el
pluralismo, la paz, la justicia, la solidaridad, la cohesión social, la equidad de género y el desarrollo sostenible.

Artículo 6. La lengua propia y las lenguas oficiales.
1. La lengua propia de Cataluña es el catalán. Como tal, el catalán es la lengua de uso normal y preferente de
las Administraciones públicas y de los medios de comunicación públicos de Cataluña, y es también la lengua
normalmente utilizada como vehicular y de aprendizaje en la enseñanza. Téngase en cuenta que se declara la
inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 1 por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de
junio. Ref. BOE-A-2010-11409 .
2. El catalán es la lengua oficial de Cataluña. También lo es el castellano, que es la lengua oficial del Estado
español. Todas las personas tienen derecho a utilizar las dos lenguas oficiales y los ciudadanos de Cataluña el
derecho y el deber de conocerlas. Los poderes públicos de Cataluña deben establecer las medidas necesarias
para facilitar el ejercicio de estos derechos y el cumplimiento de este deber. De acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 32, no puede haber discriminación por el uso de una u otra lengua.
3. La Generalitat y el Estado deben emprender las acciones necesarias para el reconocimiento de la oficialidad
del catalán en la Unión Europea y la presencia y la utilización del catalán en los organismos internacionales y
en los tratados internacionales de contenido cultural o lingüístico.
4. La Generalitat debe promover la comunicación y la cooperación con las demás comunidades y los demás
territorios que comparten patrimonio lingüístico con Cataluña. A tales efectos, la Generalitat y el Estado,
según proceda, pueden suscribir convenios, tratados y otros mecanismos de colaboración para la promoción y
la difusión exterior del catalán.
5. La lengua occitana, denominada aranés en Arán, es la lengua propia de este territorio y es oficial en
Cataluña, de acuerdo con lo establecido por el presente Estatuto y las leyes de normalización lingüística.
Se declara que el apartado 2 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 6, por
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Sentencia 137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 1 y que el apartado 2 no es inconstitucional, siempre que se
interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 114.b), por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

TÍTULO I Derechos, deberes y principios rectores

CAPÍTULO I Derechos y deberes del ámbito civil y social

Artículo 15. Derechos de las personas.
1. Los ciudadanos de Cataluña son titulares de los derechos y deberes reconocidos por las normas a que se
refiere el artículo 4.1.
2. Todas las personas tienen derecho a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de
malos tratos y de todo tipo de discriminación, y tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y
capacidad personal.
3. Los derechos que el presente Estatuto reconoce a los ciudadanos de Cataluña pueden extenderse a otras
personas, en los términos que establecen las leyes.

Artículo 16. Derechos en el ámbito de las familias.
Todas las personas tienen derecho, de acuerdo con los requisitos establecidos por la ley, a recibir prestaciones
sociales y ayudas públicas para atender las cargas familiares.

Artículo 17. Derechos de los menores.
Los menores tienen derecho a recibir la atención integral necesaria para el desarrollo de su personalidad y su
bienestar en el contexto familiar y social.

Artículo 18. Derechos de las personas mayores.
Las personas mayores tienen derecho a vivir con dignidad, libres de explotación y de malos tratos, sin que
puedan ser discriminadas debido a su edad.

Artículo 19. Derechos de las mujeres.
1. Todas las mujeres tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal, y a vivir con
dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, malos tratos y todo tipo de discriminación.
2. Las mujeres tienen derecho a participar en condiciones de igualdad de oportunidades con los hombres en
todos los ámbitos públicos y privados.

Artículo 20. Derecho a vivir con dignidad el proceso de la muerte.
1. Todas las personas tienen derecho a recibir un adecuado tratamiento del dolor y cuidados paliativos
integrales y a vivir con dignidad el proceso de su muerte.
2. Todas las personas tienen derecho a expresar su voluntad de forma anticipada para dejar constancia de las
instrucciones sobre las intervenciones y los tratamientos médicos que puedan recibir, que deben ser
respetadas en los términos que establecen las leyes, especialmente por el personal sanitario cuando no estén
en condiciones de expresar personalmente su voluntad.

Artículo 21. Derechos y deberes en el ámbito de la educación.
1. Todas las personas tienen derecho a una educación de calidad y a acceder a la misma en condiciones de
igualdad. La Generalitat debe establecer un modelo educativo de interés público que garantice estos derechos.
2. Las madres y los padres tienen garantizado, de acuerdo con los principios establecidos por el artículo 37.4,
el derecho que les asiste para que sus hijos e hijas reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo
con sus convicciones en las escuelas de titularidad pública, en las que la enseñanza es laica.
3. Los centros docentes privados pueden ser sostenidos con fondos públicos de acuerdo con lo que determinen
las leyes, para garantizar los derechos de acceso en condiciones de igualdad y a la calidad de la enseñanza.
4. La enseñanza es gratuita en todas las etapas obligatorias y en los demás niveles que se establezcan por ley.
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5. Todas las personas tienen derecho a la formación profesional y a la formación permanente, en los términos
establecidos por las leyes.
6. Todas las personas tienen derecho a disponer, en los términos y condiciones que establezcan las leyes, de
ayudas públicas para satisfacer los requerimientos educativos y para acceder en igualdad de condiciones a los
niveles educativos superiores, en función de sus recursos económicos, aptitudes y preferencias.
7. Las personas con necesidades educativas especiales tienen derecho a recibir el apoyo necesario que les
permita acceder al sistema educativo, de acuerdo con lo establecido por las leyes.
8. Los miembros de la comunidad educativa tienen derecho a participar en los asuntos escolares y
universitarios en los términos establecidos por las leyes.

Artículo 22. Derechos y deberes en el ámbito cultural.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a la cultura y al desarrollo de sus
capacidades creativas individuales y colectivas.
2. Todas las personas tienen el deber de respetar y preservar el patrimonio cultural.

Artículo 23. Derechos en el ámbito de la salud.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad y gratuidad a los servicios
sanitarios de responsabilidad pública, en los términos que se establecen por ley.
2. Los usuarios de la sanidad pública tienen derecho al respeto de sus preferencias en lo que concierne a la
elección de médico o médica y de centro sanitario, en los términos y las condiciones que establecen las leyes.
3. Todas las personas, con relación a los servicios sanitarios públicos y privados, tienen derecho a ser
informadas sobre los servicios a que pueden acceder y los requisitos necesarios para su uso; sobre los
tratamientos médicos y sus riesgos, antes de que les sean aplicados; a dar el consentimiento para cualquier
intervención; a acceder a la historia clínica propia, y a la confidencialidad de los datos relativos a la salud
propia, en los términos que se establecen por ley.

Artículo 24. Derechos en el ámbito de los servicios sociales.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las prestaciones de la red de
servicios sociales de responsabilidad pública, a ser informadas sobre estas prestaciones y a dar el
consentimiento para cualquier actuación que les afecte personalmente, en los términos que establecen las
leyes.
2. Las personas con necesidades especiales, para mantener la autonomía personal en las actividades de la vida
diaria, tienen derecho a recibir la atención adecuada a su situación, de acuerdo con las condiciones que
legalmente se establecen.
3. Las personas o las familias que se encuentran en situación de pobreza tienen derecho a acceder a una renta
garantizada de ciudadanía que les asegure los mínimos de una vida digna, de acuerdo con las condiciones que
legalmente se establecen.
4. Las organizaciones del tercer sector social tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la
participación y la colaboración sociales.

Artículo 25. Derechos en el ámbito laboral.
1. Los trabajadores tienen derecho a formarse y promoverse profesionalmente y a acceder de forma gratuita a
los servicios públicos de ocupación.
2. Las personas excluidas del mercado de trabajo porque no han podido acceder o reinsertarse al mismo y no
disponen de medios de subsistencia propios tienen derecho a percibir prestaciones y recursos no
contributivos de carácter paliativo, en los términos establecidos por ley.
3. Todos los trabajadores tienen derecho a ejercer las tareas laborales y profesionales en condiciones de
garantía para la salud, la seguridad y la dignidad de las personas.
4. Los trabajadores, o sus representantes, tienen derecho a la información, la consulta y la participación en las
empresas.
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5. Las organizaciones sindicales y empresariales tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la
concertación social, la participación y la colaboración social.

Artículo 26. Derechos en el ámbito de la vivienda.
Las personas que no disponen de los recursos suficientes tienen derecho a acceder a una vivienda digna, para
lo cual los poderes públicos deben establecer por ley un sistema de medidas que garantice este derecho, con
las condiciones que la ley determine.

Artículo 27. Derechos y deberes con relación al medio ambiente.
1. Todas las personas tienen derecho a vivir en un medio equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud,
de acuerdo con los estándares y los niveles de protección que determinan las leyes. Tienen también derecho a
gozar de los recursos naturales y del paisaje en condiciones de igualdad y tienen el deber de hacer un uso
responsable de los mismos y evitar su despilfarro.
2. Todas las personas tienen derecho a la protección ante las distintas formas de contaminación, de acuerdo
con los estándares y los niveles que se determinen por ley. Tienen también el deber de colaborar en la
conservación del patrimonio natural y en las actuaciones que tiendan a eliminar las diferentes formas de
contaminación, con el objetivo de su mantenimiento y conservación para las generaciones futuras.
3. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información medioambiental de que disponen los poderes
públicos. El derecho de información sólo puede ser limitado por motivos de orden público justificados, en los
términos que establecen las leyes.

Artículo 28. Derechos de los consumidores y usuarios.
1. Las personas, en su condición de consumidoras y usuarias de bienes y de servicios, tienen derecho a la
protección de su salud y seguridad. Tienen también derecho a una información veraz y comprensible sobre las
características y los precios de los productos y de los servicios, a un régimen de garantías de los productos
adquiridos y de los suministros contratados y a la protección de sus intereses económicos ante conductas
abusivas, negligentes o fraudulentas.
2. Los consumidores y usuarios tienen derecho a ser informados y a participar, directamente o mediante sus
representantes, en lo que se refiere a las Administraciones públicas de Cataluña, en los términos que
establecen las leyes.

CAPÍTULO II De los derechos en el ámbito político y de la Administración

Artículo 29. Derecho de participación.
1. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a participar en condiciones de igualdad en los asuntos públicos
de Cataluña, de forma directa o bien a través de representantes, en los supuestos y en los términos que
establecen el presente Estatuto y las leyes.
2. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a elegir a sus representantes en los órganos políticos
representativos y a presentarse como candidatos, de acuerdo con las condiciones y los requisitos que
establecen las leyes.
3. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover y presentar iniciativas legislativas al Parlamento, en
los términos que establecen el presente Estatuto y las leyes.
4. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a participar, directamente o a través de entidades asociativas, en
el proceso de elaboración de las leyes del Parlamento, mediante los procedimientos que establezca el
Reglamento del Parlamento.
5. Todas las personas tienen derecho a dirigir peticiones y a plantear quejas, en la forma y con los efectos que
establecen las leyes, a las instituciones y la Administración de la Generalitat, así como a los entes locales de
Cataluña, en materias de las respectivas competencias. La ley debe establecer las condiciones de ejercicio y los
efectos de este derecho y las obligaciones de las instituciones receptoras.
6. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover la convocatoria de consultas populares por parte de
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la Generalitat y los Ayuntamientos, en materia de las competencias respectivas, en la forma y las condiciones
que las leyes establecen.

Artículo 30. Derechos de acceso a los servicios públicos y a una buena Administración.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a los servicios públicos y a los
servicios económicos de interés general. Las Administraciones públicas deben fijar las condiciones de acceso
y los estándares de calidad de estos servicios, con independencia del régimen de su prestación.
2. Todas las personas tienen derecho a ser tratadas por los poderes públicos de Cataluña, en los asuntos que les
afectan, de forma imparcial y objetiva, y a que la actuación de los poderes públicos sea proporcionada a las
finalidades que la justifican.
3. Las leyes deben regular las condiciones de ejercicio y las garantías de los derechos a que se refieren los
apartados 1 y 2 y determinar los casos en que las Administraciones públicas de Cataluña y los servicios
públicos que de ella dependen deben adoptar una carta de derechos de los usuarios y de obligaciones de los
prestadores.

Artículo 31. Derecho a la protección de los datos personales.
Todas las personas tienen derecho a la protección de los datos personales contenidos en los ficheros que son
competencia de la Generalitat y el derecho a acceder a los mismos, a su examen y a obtener su corrección.
Una autoridad independiente, designada por el Parlamento, debe velar por el respeto de estos derechos en los
términos que establecen las leyes.

CAPÍTULO III Derechos y deberes lingüísticos

Artículo 32. Derechos y deberes de conocimiento y uso de las lenguas.
Todas las personas tienen derecho a no ser discriminadas por razones lingüísticas. Los actos jurídicos
realizados en cualquiera de las dos lenguas oficiales tienen, en cuanto a la lengua, plena validez y eficacia.

Artículo 33. Derechos lingüísticos ante las Administraciones públicas y las instituciones estatales.
1. Los ciudadanos tienen el derecho de opción lingüística. En las relaciones con las instituciones, las
organizaciones y las Administraciones públicas en Cataluña, todas las personas tienen derecho a utilizar la
lengua oficial que elijan. Este derecho obliga a las instituciones, organizaciones y Administraciones públicas,
incluida la Administración electoral en Cataluña, y, en general, a las entidades privadas que dependen de las
mismas cuando ejercen funciones públicas.
2. Todas las personas, en las relaciones con la Administración de Justicia, el Ministerio Fiscal, el notariado y
los registros públicos, tienen derecho a utilizar la lengua oficial que elijan en todas las actuaciones judiciales,
notariales y registrales, y a recibir toda la documentación oficial emitida en Cataluña en la lengua solicitada,
sin que puedan sufrir indefensión ni dilaciones indebidas debido a la lengua utilizada, ni se les pueda exigir
ningún tipo de traducción.
3. Para garantizar el derecho de opción lingüística, los Jueces y los Magistrados, los Fiscales, los notarios, los
registradores de la propiedad y mercantiles, los encargados del Registro Civil y el personal al servicio de la
Administración de Justicia, para prestar sus servicios en Cataluña, deben acreditar, en la forma establecida en
las leyes, que tienen un nivel de conocimiento adecuado y suficiente de las lenguas oficiales, que los hace
aptos para ejercer las funciones propias de su cargo o su puesto de trabajo.
4. Para garantizar el derecho de opción lingüística, la Administración del Estado situada en Cataluña debe
acreditar que el personal a su servicio tiene un nivel de conocimiento adecuado y suficiente de las dos lenguas
oficiales, que lo hace apto para ejercer las funciones propias de su puesto de trabajo.
5. Los ciudadanos de Cataluña tienen el derecho a relacionarse por escrito en catalán con los órganos
constitucionales y con los órganos jurisdiccionales de ámbito estatal, de acuerdo con el procedimiento
establecido por la legislación correspondiente. Estas instituciones deben atender y deben tramitar los escritos
presentados en catalán que tendrán, en todo caso, plena eficacia jurídica.
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Se declara que el apartado 5 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 21, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 6, la Sentencia del TC
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 34. Derechos lingüísticos de los consumidores y usuarios.
Todas las personas tienen derecho a ser atendidas oralmente y por escrito en la lengua oficial que elijan en su
condición de usuarias o consumidoras de bienes, productos y servicios. Las entidades, las empresas y los
establecimientos abiertos al público en Cataluña quedan sujetos al deber de disponibilidad lingüística en los
términos establecidos por ley.
Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 22, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 6, la Sentencia del TC
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 35. Derechos lingüísticos en el ámbito de la enseñanza.
1. Todas las personas tienen derecho a recibir la enseñanza en catalán, de acuerdo con lo establecido por el
presente Estatuto. El catalán debe utilizarse normalmente como lengua vehicular y de aprendizaje en la
enseñanza universitaria y en la no universitaria.
2. Los alumnos tienen derecho a recibir la enseñanza en catalán en la enseñanza no universitaria. Tienen
también el derecho y el deber de conocer con suficiencia oral y escrita el catalán y el castellano al finalizar la
enseñanza obligatoria, sea cual sea su lengua habitual al incorporarse a la enseñanza. La enseñanza del
catalán y el castellano debe tener una presencia adecuada en los planes de estudios.
3. Los alumnos tienen derecho a no ser separados en centros ni en grupos de clase distintos por razón de su
lengua habitual.
4. Los alumnos que se incorporen más tarde de la edad correspondiente al sistema escolar de Cataluña gozan
del derecho a recibir un apoyo lingüístico especial si la falta de comprensión les dificulta seguir con
normalidad la enseñanza.
5. El profesorado y el alumnado de los centros universitarios tienen derecho a expresarse, oralmente y por
escrito, en la lengua oficial que elijan.
Se declara que el apartado 1 y el primer enunciado del apartado 2 no son inconstitucionales, siempre que se interpreten en los términos establecidos
en el fundamento jurídico 24, por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 36. Derechos con relación al aranés.
1. En Arán todas las personas tienen el derecho a conocer y utilizar el aranés y a ser atendidas oralmente y por
escrito en aranés en sus relaciones con las Administraciones públicas y con las entidades públicas y privadas
que dependen de las mismas.
2. Los ciudadanos de Arán tienen el derecho a utilizar el aranés en sus relaciones con la Generalitat.
3. Deben determinarse por ley los demás derechos y deberes lingüísticos con relación al aranés.

CAPÍTULO V Principios rectores

Artículo 39. Disposiciones generales.
1. Los poderes públicos de Cataluña deben orientar las políticas públicas de acuerdo con los principios
rectores que establecen la Constitución y el presente Estatuto. En el ejercicio de sus competencias, los poderes
públicos de Cataluña deben promover y adoptar las medidas necesarias para garantizar su plena eficacia.
2. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios rectores informan la legislación positiva, la
práctica judicial y la actuación de los poderes públicos.
3. Los principios rectores son exigibles ante la jurisdicción, de acuerdo con lo que determinan las leyes y las
demás disposiciones que los desarrollan.

Artículo 40. Protección de las personas y de las familias.
1. Los poderes públicos deben tener como objetivo la mejora de la calidad de vida de todas las personas.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 50

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



2. Los poderes públicos deben garantizar la protección jurídica, económica y social de las distintas
modalidades de familia previstas en las leyes, como estructura básica y factor de cohesión social y como
primer núcleo de convivencia de las personas. Asimismo, deben promover las medidas económicas y
normativas de apoyo a las familias dirigidas a garantizar la conciliación de la vida laboral y familiar y a tener
descendencia, con especial atención a las familias numerosas.
3. Los poderes públicos deben garantizar la protección de los niños, especialmente contra toda forma de
explotación, abandono, malos tratos o crueldad y de la pobreza y sus efectos. En todas las actuaciones llevadas
a cabo por los poderes públicos o por instituciones privadas el interés superior del niño debe ser prioritario.
4. Los poderes públicos deben promover políticas públicas que favorezcan la emancipación de los jóvenes,
facilitándoles el acceso al mundo laboral y a la vivienda para que puedan desarrollar su propio proyecto de
vida y participar en igualdad de derechos y deberes en la vida social y cultural.
5. Los poderes públicos deben garantizar la protección jurídica de las personas con discapacidades y deben
promover su integración social, económica y laboral. También deben adoptar las medidas necesarias para
suplir o complementar el apoyo de su entorno familiar directo.
6. Los poderes públicos deben garantizar la protección de las personas mayores para que puedan llevar una
vida digna e independiente y participar en la vida social y cultural. También deben procurar la plena
integración de las personas mayores en la sociedad mediante políticas públicas basadas en el principio de
solidaridad intergeneracional.
7. Los poderes públicos deben promover la igualdad de las distintas uniones estables de pareja, teniendo en
cuenta sus características, con independencia de la orientación sexual de sus miembros. La ley debe regular
dichas uniones y otras formas de convivencia y sus efectos.
8. Los poderes públicos deben promover la igualdad de todas las personas con independencia de su origen,
nacionalidad, sexo, raza, religión, condición social u orientación sexual, así como promover la erradicación
del racismo, del antisemitismo, de la xenofobia, de la homofobia y de cualquier otra expresión que atente
contra la igualdad y la dignidad de las personas.

Artículo 41. Perspectiva de género.
1. Los poderes públicos deben garantizar el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades entre
mujeres y hombres en el acceso a la ocupación, la formación, la promoción profesional, las condiciones de
trabajo, incluida la retribución, y en todas las demás situaciones, así como garantizar que las mujeres no sean
discriminadas por causa de embarazo o maternidad.
2. Los poderes públicos deben garantizar la transversalidad en la incorporación de la perspectiva de género y
de las mujeres en todas las políticas públicas para conseguir la igualdad real y efectiva y la paridad entre
mujeres y hombres.
3. Las políticas públicas deben garantizar que se haga frente de modo integral a todas las formas de violencia
contra las mujeres y a los actos de carácter sexista y discriminatorio; deben fomentar el reconocimiento del
papel de las mujeres en los ámbitos cultural, histórico, social y económico, y deben promover la participación
de los grupos y las asociaciones de mujeres en la elaboración y evaluación de dichas políticas.
4. Los poderes públicos deben reconocer y tener en cuenta el valor económico del trabajo de cuidado y
atención en el ámbito doméstico y familiar en la fijación de sus políticas económicas y sociales.
5. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias y en los supuestos previstos en la ley, deben velar
para que la libre decisión de la mujer sea determinante en todos los casos que puedan afectar a su dignidad,
integridad y bienestar físico y mental, en particular en lo que concierne al propio cuerpo y a su salud
reproductiva y sexual.

Artículo 42. La cohesión y el bienestar sociales.
1. Los poderes públicos deben promover políticas públicas que fomenten la cohesión social y que garanticen
un sistema de servicios sociales, de titularidad pública y concertada, adecuado a los indicadores económicos y
sociales de Cataluña.
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2. Los poderes públicos deben velar por la plena integración social, económica y laboral de las personas y los
colectivos más necesitados de protección, especialmente de los que se encuentran en situación de pobreza y
riesgo de exclusión social.
3. Los poderes públicos deben velar por la dignidad, la seguridad y la protección integral de las personas,
especialmente de las más vulnerables.
4. Los poderes públicos deben garantizar la calidad del servicio y la gratuidad de la asistencia sanitaria pública
en los términos que establece la ley.
5. Los poderes públicos deben promover políticas preventivas y comunitarias y deben garantizar la calidad del
servicio y la gratuidad de los servicios sociales que las leyes determinan como básicos.
6. Los poderes públicos deben emprender las acciones necesarias para establecer un régimen de acogida de
las personas inmigradas y deben promover las políticas que garanticen el reconocimiento y la efectividad de
los derechos y deberes de las personas inmigradas, la igualdad de oportunidades, las prestaciones y las ayudas
que permitan su plena acomodación social y económica y la participación en los asuntos públicos.
7. Los poderes públicos deben velar por la convivencia social, cultural y religiosa entre todas las personas en
Cataluña y por el respeto a la diversidad de creencias y convicciones éticas y filosóficas de las personas, y
deben fomentar las relaciones interculturales mediante el impulso y la creación de ámbitos de conocimiento
recíproco, diálogo y mediación. También deben garantizar el reconocimiento de la cultura del pueblo gitano
como salvaguarda de la realidad histórica de este pueblo.

Artículo 43. Fomento de la participación.
1. Los poderes públicos deben promover la participación social en la elaboración, prestación y evaluación de
las políticas públicas, así como la participación individual y asociativa en los ámbitos cívico, social, cultural,
económico y político, con pleno respeto a los principios de pluralismo, libre iniciativa y autonomía.
2. Los poderes públicos deben facilitar la participación y representación ciudadanas y políticas, con especial
atención a las zonas menos pobladas del territorio.
3. Los poderes públicos deben procurar que las campañas institucionales que se organicen en ocasión de los
procesos electorales tengan como finalidad la de promover la participación ciudadana y que los electores
reciban de los medios de comunicación una información veraz, objetiva, neutral y respetuosa del pluralismo
político sobre las candidaturas que concurren en los procesos electorales.

Artículo 44. Educación, investigación y cultura.
1. Los poderes públicos deben garantizar la calidad del sistema de enseñanza y deben impulsar una formación
humana, científica y técnica del alumnado basada en los valores sociales de igualdad, solidaridad, libertad,
pluralismo, responsabilidad cívica y los otros que fundamentan la convivencia democrática.
2. Los poderes públicos deben promover el conocimiento suficiente de una tercera lengua al finalizar la
enseñanza obligatoria.
3. Los poderes públicos deben promover e impulsar la implicación y la participación de la familia en la
educación de los hijos e hijas, en el marco de la comunidad educativa, y deben facilitar y promover el acceso a
las actividades de educación en el tiempo libre.
4. Los poderes públicos deben fomentar la investigación y la investigación científica de calidad, la creatividad
artística y la conservación y la difusión del patrimonio cultural de Cataluña.
5. Los poderes públicos deben emprender las acciones necesarias para facilitar a todas las personas el acceso a
la cultura, a los bienes y a los servicios culturales y al patrimonio cultural, arqueológico, histórico, industrial y
artístico de Cataluña.

Artículo 45. Ámbito socioeconómico.
1. Los poderes públicos deben adoptar las medidas necesarias para promover el progreso económico y el
progreso social de Cataluña y de sus ciudadanos, basados en los principios de la solidaridad, la cohesión, el
desarrollo sostenible y la igualdad de oportunidades.
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2. Los poderes públicos deben promover una distribución de la renta personal y territorial más equitativa en el
marco de un sistema catalán de bienestar.
3. Los poderes públicos deben adoptar las medidas necesarias para garantizar los derechos laborales y
sindicales de los trabajadores, deben impulsar y deben promover su participación en las empresas y las
políticas de ocupación plena, de fomento de la estabilidad laboral, de formación de las personas trabajadoras,
de prevención de riesgos laborales, de seguridad e higiene en el trabajo, de creación de unas condiciones
dignas en el puesto de trabajo, de no discriminación por razón de género y de garantía del descanso necesario
y vacaciones retribuidas.
4. La Generalitat debe promover la creación de un espacio catalán de relaciones laborales establecido en
función de la realidad productiva y empresarial específica de Cataluña y de sus agentes sociales, en el cual
deben estar representadas las organizaciones sindicales y empresariales y la Administración de la Generalitat.
En este marco, los poderes públicos deben fomentar una práctica propia de diálogo social, de concertación, de
negociación colectiva, de resolución extrajudicial de conflictos laborales y de participación en el desarrollo y
la mejora del entramado productivo.
5. La Generalitat debe favorecer el desarrollo de la actividad empresarial y el espíritu emprendedor teniendo
en cuenta la responsabilidad social de la empresa, la libre iniciativa y las condiciones de competencia, y debe
proteger especialmente la economía productiva, la actividad de los emprendedores autónomos y la de la
pequeña y media empresas. La Generalitat debe fomentar la acción de las cooperativas y las sociedades
laborales y debe estimular las iniciativas de la economía social.
6. Las organizaciones sindicales y empresariales deben participar en la definición de las políticas públicas que
les afecten. La Generalitat debe promover la mediación y el arbitraje para la resolución de conflictos de
intereses entre los diversos agentes sociales.
7. Las organizaciones profesionales y las corporaciones de derecho público representativas de intereses
económicos y profesionales y las entidades asociativas del tercer sector deben ser consultadas en la definición
de las políticas públicas que les afecten.
8. La Generalitat, en consideración a las funciones social, cultural y de promoción económica que ejercen las
cajas de ahorro, debe proteger la autonomía institucional y debe promover la contribución social de dichas
entidades a las estrategias económicas y sociales de los distintos territorios de Cataluña.

Artículo 46. Medio ambiente, desarrollo sostenible y equilibrio territorial.
1. Los poderes públicos deben velar por la protección del medio ambiente mediante la adopción de políticas
públicas basadas en el desarrollo sostenible y la solidaridad colectiva e intergeneracional.
2. Las políticas medioambientales deben dirigirse especialmente a la reducción de las distintas formas de
contaminación, la fijación de estándares y de niveles mínimos de protección, la articulación de medidas
correctivas del impacto ambiental, la utilización racional de los recursos naturales, la prevención y el control
de la erosión y de las actividades que alteran el régimen atmosférico y climático, y el respeto a los principios
de preservación del medio, la conservación de los recursos naturales, la responsabilidad, la fiscalidad
ecológica y el reciclaje y la reutilización de los bienes y los productos.
3. Los poderes públicos deben hacer efectivas las condiciones para la preservación de la naturaleza y la
biodiversidad, deben promover la integración de objetivos ambientales en las políticas sectoriales y deben
establecer las condiciones que permitan a todas las personas el goce del patrimonio natural y paisajístico.
4. Los poderes públicos deben velar por la cohesión económica y territorial aplicando políticas que aseguren
un tratamiento especial de las zonas de montaña, la protección del paisaje, la defensa del litoral, el fomento de
las actividades agrarias, ganaderas y silvícolas y una distribución equilibrada al territorio de los distintos
sectores productivos, los servicios de interés general y las redes de comunicación.
5. Los poderes públicos deben facilitar a los ciudadanos la información medioambiental y deben fomentar la
educación en los valores de la preservación y de la mejora del medio ambiente como patrimonio común.

Artículo 47. Vivienda.
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Los poderes públicos deben facilitar el acceso a la vivienda mediante la generación de suelo y la promoción de
vivienda pública y de vivienda protegida, con especial atención a los jóvenes y los colectivos más necesitados.

Artículo 48. Movilidad y seguridad vial.
1. Los poderes públicos deben promover políticas de transporte y de comunicación, basadas en criterios de
sostenibilidad, que fomenten la utilización del transporte público y la mejora de la movilidad garantizando la
accesibilidad para las personas con movilidad reducida.
2. Los poderes públicos deben impulsar, de forma prioritaria, las medidas destinadas al incremento de la
seguridad vial y la disminución de los accidentes de tráfico, con especial incidencia en la prevención, la
educación vial y la atención a las víctimas.

Artículo 49. Protección de los consumidores y usuarios.
1. Los poderes públicos deben garantizar la protección de la salud, la seguridad y la defensa de los derechos y
los intereses legítimos de los consumidores y usuarios.
2. Los poderes públicos deben garantizar la existencia de instrumentos de mediación y arbitraje en materia de
consumo, promoviendo su conocimiento y utilización, y deben apoyar a las organizaciones de consumidores y
usuarios.

Artículo 50. Fomento y difusión del catalán.
1. Los poderes públicos deben proteger el catalán en todos los ámbitos y sectores y deben fomentar su uso,
difusión y conocimiento. Estos principios también deben aplicarse con respecto al aranés.
2. El Gobierno, las universidades y las instituciones de enseñanza superior, en el ámbito de las competencias
respectivas, deben adoptar las medidas pertinentes para garantizar el uso del catalán en todos los ámbitos de
las actividades docentes, no docentes y de investigación.
3. Las políticas de fomento del catalán deben extenderse al conjunto del Estado, a la Unión Europea y al resto
del mundo.
4. Los poderes públicos deben promover que los datos que figuren en el etiquetado, en el embalaje y en las
instrucciones de uso de los productos distribuidos en Cataluña consten también en catalán.
5. La Generalitat, la Administración local y las demás corporaciones públicas de Cataluña, las instituciones y
las empresas que dependen de las mismas y los concesionarios de sus servicios deben utilizar el catalán en sus
actuaciones internas y en la relación entre ellos. También deben utilizarlo en las comunicaciones y las
notificaciones dirigidas a personas físicas o jurídicas residentes en Cataluña, sin perjuicio del derecho de los
ciudadanos a recibirlas en castellano si lo piden.
6. Los poderes públicos deben garantizar el uso de la lengua de signos catalana y las condiciones que permitan
alcanzar la igualdad de las personas con sordera que opten por esta lengua, que debe ser objeto de enseñanza,
protección y respeto.
7. El Estado, de acuerdo con lo que dispone la Constitución, debe apoyar la aplicación de los principios
establecidos por el presente artículo. Deben establecerse los instrumentos de coordinación y, si procede, de
actuación conjunta para que sean más efectivos.
Se declara que el apartado 5 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 23, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 51. Cooperación al fomento de la paz y cooperación al desarrollo.
1. La Generalitat debe promover la cultura de la paz y acciones de fomento de la paz en el mundo.
2. La Generalitat debe promover acciones y políticas de cooperación al desarrollo de los pueblos y debe
establecer programas de ayuda humanitaria de emergencia.

Artículo 52. Medios de comunicación social.
1. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para garantizar el derecho a la información y
a recibir de los medios de comunicación una información veraz y unos contenidos que respeten la dignidad de
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las personas y el pluralismo político, social, cultural y religioso. En el caso de los medios de comunicación de
titularidad pública la información también debe ser neutral.
2. Los poderes públicos deben promover las condiciones para garantizar el acceso sin discriminaciones a los
servicios audiovisuales en el ámbito de Cataluña.

Artículo 53. Acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación.
1. Los poderes públicos deben facilitar el conocimiento de la sociedad de la información y deben impulsar el
acceso a la comunicación y a las tecnologías de la información, en condiciones de igualdad, en todos los
ámbitos de la vida social, incluido el laboral; deben fomentar que estas tecnologías se pongan al servicio de las
personas y no afecten negativamente a sus derechos, y deben garantizar la prestación de servicios mediante
dichas tecnologías, de acuerdo con los principios de universalidad, continuidad y actualización.
2. La Generalitat debe promover la formación, la investigación y la innovación tecnológicas para que las
oportunidades de progreso que ofrece la sociedad del conocimiento y de la información contribuyan a la
mejora del bienestar y la cohesión sociales.

Artículo 54. Memoria histórica.
1. La Generalitat y los demás poderes públicos deben velar por el conocimiento y el mantenimiento de la
memoria histórica de Cataluña como patrimonio colectivo que atestigua la resistencia y la lucha por los
derechos y las libertades democráticas. A tal fin, deben adoptar las iniciativas institucionales necesarias para
el reconocimiento y la rehabilitación de todos los ciudadanos que han sufrido persecución como consecuencia
de la defensa de la democracia y el autogobierno de Cataluña.
2. La Generalitat debe velar para que la memoria histórica se convierta en símbolo permanente de tolerancia,
de dignidad de los valores democráticos, de rechazo de los totalitarismos y de reconocimiento de todas
aquellas personas que han sufrido persecución debido a sus opciones personales, ideológicas o de conciencia.

PONTE A PRUEBA

2 preguntas del Tema 4

1. Según el Estatuto autonómico de Cataluña, no son derechos en el ámbito político y de la administración:

A) Derecho a la protección de los datos personales contenidos en los ficheros que son competencia de la 
Generalitat.

B) Derechos de las personas a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de malos tratos 
y de todo tipo de discriminación.

C) Derechos de participación en condiciones de igualdad en los asuntos públicos de Cataluña.

D) Derechos de acceso a los servicios públicos y a una buena Administración.

2. De acuerdo con el artículo 6 del Estatuto de Autonomía, en Cataluña:

A) La única lengua oficial es el catalán

B) La única lengua oficial es el castellano

C) El catalán y el castellano son lenguas oficiales

D) El catalán, el castellano y el aranés son lenguas propias de todo el territorio de Cataluña

SOLUCIONES 1 B · 2 C
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Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

El Municipi: concepte i elements. El principi d'autonomia local: 
significat contingut i límits. La regulació de les competències a la Llei 

de Bases del Règim Local. L'Organització Municipal.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · art. 137 · arts. 140 a 141 — 3 incluidos

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado

CAPÍTULO PRIMERO Principios generales

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

CAPÍTULO SEGUNDO De la Administración Local

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda
el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de los
límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.
2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.
3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.
4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 1 a 28 — 29 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1.
1. Los Municipios son entidades básicas de la organización territorial del Estado y cauces inmediatos de
participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los intereses
propios de las correspondientes colectividades.
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2. La Provincia y, en su caso, la Isla gozan, asimismo, de idéntica autonomía para la gestión de los intereses
respectivos.

Artículo 2.
1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades locales, la legislación
del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de acción pública, según la
distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su
derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las
competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se trate y a la
capacidad de gestión de la Entidad Local, de conformidad con los principios de descentralización, proximidad,
eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera.
2. Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente deberán determinar las competencias que ellas
mismas atribuyan o que, en todo caso, deban corresponder a los entes locales en las materias que regulen.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se declara que no es inconstitucional el apartado 2, interpretado en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21
de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 .

Artículo 3.
1. Son Entidades Locales territoriales:

a) El Municipio.
b) La Provincia.
c) La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2. Gozan, asimismo, de la condición de Entidades Locales:
a) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades
Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.
b) Las Áreas Metropolitanas.
c) Las Mancomunidades de Municipios. Se modifica el apartado 2 por el art. 1.2 de la Ley 27/2013, de 27 de
diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones transitorias 4 y 5 de
la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las que estén en
constitución.

Artículo 4.
1. En su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus
competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.
b) Las potestades tributaria y financiera.
c) La potestad de programación o planificación.
d) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio de sus bienes.
e) La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos.
f) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.
g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.
h) Las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública para los créditos
de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y de las comunidades
autónomas; así como la inembargabilidad de sus bienes y derechos en los términos previstos en las leyes.

2. Lo dispuesto en el número precedente podrá ser de aplicación a las entidades territoriales de ámbito
inferior al municipal y, asimismo, a las comarcas, áreas metropolitanas y demás entidades locales, debiendo
las leyes de las comunidades autónomas concretar cuáles de aquellas potestades serán de aplicación, excepto
en el supuesto de las mancomunidades, que se rigen por lo dispuesto en el apartado siguiente.
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3. Corresponden a las mancomunidades de municipios, para la prestación de los servicios o la ejecución de las
obras de su competencia, las potestades señaladas en el apartado 1 de este artículo que determinen sus
Estatutos. En defecto de previsión estatutaria, les corresponderán todas las potestades enumeradas en dicho
apartado, siempre que sean precisas para el cumplimiento de su finalidad, y de acuerdo con la legislación
aplicable a cada una de dichas potestades, en ambos casos.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-
T-1990-624

Artículo 5.
Para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respectivas competencias, las Entidades locales, de
acuerdo con la Constitución y las leyes, tendrán plena capacidad jurídica para adquirir, poseer, reivindicar,
permutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos, establecer y explotar obras o servicios
públicos, obligarse, interponer los recursos establecidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 5 de la Sentencia del TC 214/1989, de 21 de
diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 Y por conexión todas las remisiones al mismo contenidas en la presente Ley.

Artículo 6.
1. Las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y actúan de
acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.
2. Los Tribunales ejercen el control de legalidad de los acuerdos y actos de las entidades locales.

Artículo 7.
1. Las competencias de las Entidades Locales son propias o atribuidas por delegación.
2. Las competencias propias de los Municipios, las Provincias, las Islas y demás Entidades Locales territoriales
solo podrán ser determinadas por Ley y se ejercen en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad,
atendiendo siempre a la debida coordinación en su programación y ejecución con las demás Administraciones
Públicas.
3. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán delegar en
las Entidades Locales el ejercicio de sus competencias. Las competencias delegadas se ejercen en los términos
establecidos en la disposición o en el acuerdo de delegación, según corresponda, con sujeción a las reglas
establecidas en el artículo 27, y preverán técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia.
4. Las Entidades Locales solo podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por
delegación cuando no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal,
de acuerdo con los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y
no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público con otra Administración
Pública. A estos efectos, serán necesarios y vinculantes los informes previos de la Administración competente
por razón de materia, en el que se señale la inexistencia de duplicidades, y de la Administración que tenga
atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias. En todo caso, el
ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los términos previstos en la legislación del Estado y de las
Comunidades Autónomas.
Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 8.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las Provincias y las islas podrán realizar la gestión
ordinaria de servicios propios de la Administración autonómica, de conformidad con los Estatutos de
Autonomía y la legislación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 9.
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Las normas de desarrollo de esta Ley que afecten a los Municipios, Provincias, islas u otras entidades locales
territoriales no podrán limitar su ámbito de aplicación a una o varias de dichas entidades con carácter
singular, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley para los regímenes municipales o provinciales especiales.

Artículo 10.
1. La Administración Local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus relaciones recíprocas a los
deberes de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales
respectivos.
2. Procederá la coordinación de las competencias de las Entidades Locales entre sí y, especialmente, con las de
las restantes Administraciones públicas, cuando las actividades o los servicios locales trasciendan el interés
propio de las correspondientes Entidades, incidan o condicionen relevantemente los de dichas
Administraciones o sean concurrentes o complementarios de los de éstas.
3. En especial, la coordinación de las Entidades Locales tendrá por objeto asegurar el cumplimiento de la
legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
4. Las funciones de coordinación serán compatibles con la autonomía de las Entidades Locales.
Se modifica el apartado 3 y se añade el 4 por el art. 1.4 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

TÍTULO II El municipio

Artículo 11.
1. El Municipio es la entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene personalidad jurídica
y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.
2. Son elementos del Municipio el territorio, la población y la organización.

CAPÍTULO I Territorio y población

Artículo 12.
1. El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.
2. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. único.1 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 13.
1. La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos municipales, se regularán por la
legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la alteración de términos municipales
pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provinciales. Requerirán en todo caso audiencia
de los municipios interesados y dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo superior de los
Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, si existiere, así como informe de la Administración que
ejerza la tutela financiera. Simultáneamente a la petición de este dictamen se dará conocimiento a la
Administración General del Estado.
2. La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población
territorialmente diferenciados, de al menos 4.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean
financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias
municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios que venían siendo prestados.
3. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios
geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de
municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.
4. Los municipios, con independencia de su población, colindantes dentro de la misma provincia podrán
acordar su fusión mediante un convenio de fusión, sin perjuicio del procedimiento previsto en la normativa
autonómica. El nuevo municipio resultante de la fusión no podrá segregarse hasta transcurridos diez años
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desde la adopción del convenio de fusión. Al municipio resultante de esta fusión le será de aplicación lo
siguiente:

a) El coeficiente de ponderación que resulte de aplicación de acuerdo con el artículo 124.1 del texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo se incrementará en 0,10.
b) El esfuerzo fiscal y el inverso de la capacidad tributaria que le corresponda en ningún caso podrá ser
inferior al más elevado de los valores previos que tuvieran cada municipio por separado antes de la fusión
de acuerdo con el artículo 124.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,
aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
c) Su financiación mínima será la suma de las financiaciones mínimas que tuviera cada municipio por
separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
d) De la aplicación de las reglas contenidas en las letras anteriores no podrá derivarse, para cada ejercicio,
un importe total superior al que resulte de lo dispuesto en el artículo 123 del citado texto refundido de la
Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
e) Se sumarán los importes de las compensaciones que, por separado, corresponden a los municipios que
se fusionen y que se derivan de la reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas de la disposición
adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de Reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
Reguladora de las Haciendas Locales, actualizadas en los mismos términos que los ingresos tributarios del
Estado en cada ejercicio respecto a 2004, así como la compensación adicional, regulada en la disposición
adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, actualizada en los mismos términos que los
ingresos tributarios del Estado en cada ejercicio respecto a 2006.
f) Queda dispensado de prestar nuevos servicios mínimos de los previstos en el artículo 26 que le
corresponda por razón de su aumento poblacional.
g) Durante, al menos, los cinco primeros años desde la adopción del convenio de fusión, tendrá preferencia
en la asignación de planes de cooperación local, subvenciones, convenios u otros instrumentos basados en
la concurrencia. Este plazo podrá prorrogarse por la Ley de Presupuestos Generales del Estado. La fusión
conllevará: a) La integración de los territorios, poblaciones y organizaciones de los municipios, incluyendo
los medios personales, materiales y económicos, del municipio fusionado. A estos efectos, el Pleno de cada
Corporación aprobará las medidas de redimensionamiento para la adecuación de las estructuras
organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de su nueva situación. De la ejecución de
las citadas medidas no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en los municipios afectados.
b) El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante estará constituido transitoriamente por la suma
de los concejales de los municipios fusionados en los términos previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de
junio, del Régimen Electoral General. c) Si se acordara en el Convenio de fusión, cada uno de los
municipios fusionados, o alguno de ellos podrá funcionar como forma de organización desconcentrada de
conformidad con lo previsto en el artículo 24 bis. d) El nuevo municipio se subrogará en todos los derechos
y obligaciones de los anteriores municipios, sin perjuicio de lo previsto en la letra e). e) Si uno de los
municipios fusionados estuviera en situación de déficit se podrán integrar, por acuerdo de los municipios
fusionados, las obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren liquidables en un fondo,
sin personalidad jurídica y con contabilidad separada, adscrito al nuevo municipio, que designará un
liquidador al que le corresponderá la liquidación de este fondo. Esta liquidación deberá llevarse a cabo
durante los cinco años siguientes desde la adopción del convenio de fusión, sin perjuicio de los posibles
derechos que puedan corresponder a los acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá que
ajustarse la contabilidad del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, a
propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado. f) El nuevo municipio aprobará un
nuevo presupuesto para el ejercicio presupuestario siguiente a la adopción del convenio de fusión.

5. Las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, en colaboración con la Comunidad Autónoma,
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coordinarán y supervisarán la integración de los servicios resultantes del proceso de fusión.
6. El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría simple de cada uno de los plenos de los municipios
fusionados. La adopción de los acuerdos previstos en el artículo 47.2, siempre que traigan causa de una fusión,
será por mayoría simple de los miembros de la corporación. Se modifica el apartado 2 por el art. 128.1 del Real
Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40 Téngase en cuenta, para los
procedimientos de desanexión iniciados o en tramitación, lo que establece la disposición transitoria 11 de el
citado Real Decreto-ley.
Se modifica por el art. 1.5 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 14.
1. Los cambios de denominación de los Municipios solo tendrán carácter oficial cuando, tras haber sido
anotados en un Registro creado por la Administración del Estado para la inscripción de todas las entidades a
que se refiere la presente Ley, se publiquen en el «Boletín Oficial del Estado».
2. La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en cualquier otra lengua
española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas.

Artículo 15.
Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del municipio en el que resida
habitualmente. Quien viva en varios municipios deberá inscribirse únicamente en el que habite durante más
tiempo al año. El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del municipio.
Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio. La condición de vecino se adquiere en el
mismo momento de su inscripción en el Padrón.
Se modifica por el art. único.2 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 16.
1. El Padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo. Las certificaciones
que de dichos datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente para todos los efectos
administrativos. La inscripción en el Padrón Municipal sólo surtirá efecto de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 15 por el tiempo que subsista el hecho que la motivó y, en todo caso, deberá ser objeto de
renovación periódica cada dos años cuando se trate de la inscripción de extranjeros sin autorización de
residencia de larga duración, no pertenecientes a un Estado miembro de la Unión Europea, a Estados parte en
el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o a otros Estados a los que, en virtud de un convenio
internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados mencionados
anteriormente. El transcurso del plazo señalado en el párrafo anterior será causa para acordar la caducidad de
las inscripciones que deban ser objeto de renovación periódica, siempre que el interesado no hubiese
procedido a tal renovación. En este caso, la caducidad podrá declararse sin necesidad de audiencia previa del
interesado.
2. La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obligatorios sólo los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos.
b) Sexo.
c) Domicilio habitual, con especificación de la referencia catastral, en el territorio fiscal común o el código
equivalente en los territorios forales, siempre que el domicilio cuente con referencia catastral o código
equivalente.
d) Nacionalidad.
e) Lugar y fecha de nacimiento.
f) Número de documento nacional de identidad o, tratándose de extranjeros:

1.º Número de identidad de extranjero que conste en el certificado de inscripción en el Registro Central
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de Extranjeros expedido por las autoridades españolas, o en su defecto, número del documento
acreditativo de la identidad o del pasaporte en vigor expedido por las autoridades del país de
procedencia, tratándose de ciudadanos nacionales de Estados miembros de la Unión Europea, de otros
Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o de Estados a los que, en virtud de un
convenio internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados
mencionados.
2.º Número de identidad de extranjero que conste en documento, en vigor, expedido por las autoridades
españolas o, en su defecto, por no ser titulares de estos, el número del pasaporte en vigor expedido por
las autoridades del país de procedencia, tratándose de ciudadanos nacionales de Estados no
comprendidos en el párrafo anterior, salvo que, por virtud de Tratado o Acuerdo Internacional, disfruten
de un régimen específico de exención de visado en materia de pequeño tráfico fronterizo con el
municipio en el que se pretenda el empadronamiento, en cuyo caso, se exigirá el correspondiente visado.

g) Certificado o título escolar o académico que se posea.
h) Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la elaboración del Censo Electoral, siempre que se
garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Española. Asimismo, de
conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, la inscripción en el Padrón municipal podrá recoger la aportación voluntaria de
los datos relativos a la designación de las personas que pueden representar a cada vecino ante la
administración municipal a efectos padronales, el número de teléfono de contacto y la dirección de correo
electrónico.

3. Los datos obligatorios del Padrón Municipal se cederán a otras Administraciones públicas que lo soliciten
sin consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de sus
respectivas competencias, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos
relevantes. También pueden servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los
términos previstos en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública y en las leyes de
estadística de las Comunidades Autónomas con competencia en la materia. Los datos de aportación voluntaria
no serán susceptibles de cesión en ningún caso. Se modifica por el art. 128.2 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19
de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40 Téngase en cuenta, en relación con la nueva redacción dada al
artículo 16.2.c), lo que establece la disposición transitoria 9 de el citado Real Decreto-ley.
Se modifica la letra f) del apartado 2 por el art. 1.6 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Se añaden los párrafos
segundo y tercero al apartado 1 y se modifican los apartados 2.f) y 3 por el art. 3.1 a .3 de la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre. Ref. BOE-
A-2003-21187

Se modifica por el art. único.3 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 17.
1. La formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al Ayuntamiento, de
acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. Con este fin, los distintos organismos de la
Administración General del Estado, competentes por razón de la materia, remitirán periódicamente a cada
Ayuntamiento información sobre las variaciones de los datos de sus vecinos que con carácter obligatorio
deben figurar en el Padrón municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente. La gestión del
Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos con medios informáticos. Las Diputaciones Provinciales o
entidades equivalentes, Cabildos y Consejos insulares asumirán la gestión informatizada de los Padrones de
los municipios que, por su insuficiente capacidad económica y de gestión, no puedan mantener los datos de
forma automatizada.
2. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones necesarias para mantener actualizados sus
Padrones de modo que los datos contenidos en éstos concuerden con la realidad. Si un ayuntamiento no
llevara a cabo dichas actuaciones, el Instituto Nacional de Estadística, previo informe del Consejo de
Empadronamiento, podrá requerirle previamente concretando la inactividad, y si fuere rechazado, sin
perjuicio de los recursos jurisdiccionales que procedan, podrá acudir a la ejecución sustitutoria prevista en el
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artículo 60 de la presente ley.
3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Estadística los datos de sus respectivos Padrones, en la
forma que reglamentariamente se determine por la Administración General del Estado, a fin de que pueda
llevarse a cabo la coordinación entre los Padrones de todos los municipios. El Instituto Nacional de
Estadística, en aras a subsanar posibles errores y evitar duplicidades, realizará las comprobaciones oportunas,
y comunicará a los Ayuntamientos las actuaciones y operaciones necesarias para que los datos padronales
puedan servir de base para la elaboración de estadísticas de población a nivel nacional, para que las cifras
resultantes de las revisiones anuales puedan ser declaradas oficiales, y para que los Ayuntamientos puedan
remitir, debidamente actualizados, los datos del Censo Electoral. Corresponderá a la persona que ejerza la
Presidencia del Instituto Nacional de Estadística la resolución de las discrepancias que, en materia de
empadronamiento, surjan entre los Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes,
Cabildos y Consejos insulares o entre estos entes y el Instituto Nacional de Estadística, así como elevar al
Gobierno de la Nación la propuesta de cifras oficiales de población de los municipios españoles,
comunicándolo en los términos que reglamentariamente se determinan al Ayuntamiento interesado. El
Instituto Nacional de Estadística podrá ceder los datos de su base padronal a otras Administraciones Públicas
en las mismas condiciones señaladas en el artículo 16.3. Asimismo, el Instituto Nacional de Estadística
facilitará a los Institutos estadísticos de las Comunidades Autónomas, u órganos competentes en la materia,
los datos relativos a los padrones de los municipios de su ámbito territorial en las condiciones previstas en el
artículo 16.3, y con la periodicidad que se acuerde entre las partes.
4. Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el Consejo de Empadronamiento como órgano
colegiado de colaboración entre la Administración General del Estado y los Entes Locales en materia padronal,
de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca. El Consejo será presidido por el Presidente del
Instituto Nacional de Estadística y estará formado por representantes de la Administración General del Estado
y de los Entes Locales. El Consejo funcionará en Pleno y en Comisión, existiendo en cada provincia una
Sección Provincial bajo la presidencia del Delegado del Instituto Nacional de Estadística y con representación
de los Entes Locales. El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguientes funciones:

A) Elevar a la decisión de la persona que ejerza la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística
propuesta vinculante de resolución de las discrepancias que surjan en materia de empadronamiento entre
Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, Cabildos, Consejos insulares o entre
estos entes y el Instituto Nacional de Estadística.
B) Informar, con carácter vinculante, las propuestas que eleve al Gobierno el Presidente del Instituto
Nacional de Estadística sobre cifras oficiales de población de los municipios españoles.
C) Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas precisas para la gestión de los padrones
municipales.
D) Cualquier otra función que se le atribuya por disposición legal o reglamentaria.

5. La Administración General del Estado, en colaboración con los Ayuntamientos y Administraciones de las
Comunidades Autónomas confeccionará un Padrón de españoles residentes en el extranjero, al que será de
aplicación las normas de esta Ley que regulan el Padrón municipal. Las personas inscritas en este Padrón se
considerarán vecinos del municipio español que figura en los datos de su inscripción únicamente a efectos del
ejercicio del derecho de sufragio, no constituyendo, en ningún caso, población del municipio. Se modifican los
apartados 1, 3 y 4 por el art. 128.3 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40
Se añade el párrafo segundo al apartado 2 y se modifica el último párrafo del apartado 3 por el art. 3.4 de la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de
noviembre. Ref. BOE-A-2003-21187

Se modifica por el art. único.4 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 18.
1. Son derechos y deberes de los vecinos:

a) Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en la legislación electoral.
b) Participar en la gestión municipal de acuerdo con lo dispuesto en las leyes y, en su caso, cuando la
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colaboración con carácter voluntario de los vecinos sea interesada por los órganos de gobierno y
administración municipal.
c) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públicos municipales, y acceder a los
aprovechamientos comunales, conforme a las normas aplicables.
d) Contribuir mediante las prestaciones económicas y personales legalmente previstas a la realización de
las competencias municipales.
e) Ser informado, previa petición razonada, y dirigir solicitudes a la Administración municipal en relación
a todos los expedientes y documentación municipal, de acuerdo con lo previsto en el artículo 105 de la
Constitución.
f) Pedir la consulta popular en los términos previstos en la ley.
g) Exigir la prestación y, en su caso, el establecimiento del correspondiente servicio público, en el supuesto
de constituir una competencia municipal propia de carácter obligatorio.
h) Ejercer la iniciativa popular en los términos previstos en el artículo 70 bis.
i) Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las leyes.

2. La inscripción de los extranjeros en el padrón municipal no constituirá prueba de su residencia legal en
España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación vigente, especialmente en materia de
derechos y libertades de los extranjeros en España.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2 por el art. único.5 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

CAPÍTULO II Organización

Artículo 19.
1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en
régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales.
2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es
elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral
general.
3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se ajustará a lo dispuesto
en el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régimen común regulado en los artículos
siguientes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 20.
1. La organización municipal responde a las siguientes reglas:

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.
b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en
los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento.
c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno
Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que
corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a
participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en
proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno.
d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios señalados en el título X, y
en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría absoluta del número
legal de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico.
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e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en
el artículo 116.

2. Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen local podrán establecer una organización
municipal complementaria a la prevista en el número anterior.
3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros órganos
complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las comunidades
autónomas a las que se refiere el número anterior.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.2 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.b) conforme a la corrección de errores
publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados del apartado 1.c), si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y
del apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 21.
1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

a) Dirigir el gobierno y la administración municipal.
b) Representar al ayuntamiento.
c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta ley y en la legislación
electoral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cualesquiera otros órganos municipales cuando así se
establezca en disposición legal o reglamentaria, y decidir los empates con voto de calidad.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales.
e) Dictar bandos.
f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de
los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en el
artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por ciento de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de puestos
de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida la
separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta ley.
i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal.
j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no
expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos
de urbanización.
k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de
su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias
de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.
l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de la
Alcaldía.
m) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o de infortunios públicos o
grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas dando cuenta inmediata al Pleno.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 66

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas municipales,
salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos. ñ) (Derogada)
o) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el presupuesto.
p) (Derogada)
q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la
Junta de Gobierno Local.
r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento.
s) Las demás que expresamente le atribuyan las leyes y aquellas que la legislación del Estado o de las
comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde.
3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de calidad, la concertación de
operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de los funcionarios y
el despido del personal laboral, y las enunciadas en los párrafos a), e), j), k), l) y m) del apartado 1 de este
artículo. No obstante, podrá delegar en la Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones
contempladas en el párrafo j).
Se deroga el apartado 1.ñ) y .p) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 1.f) por el art. 46.1 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786

Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.f) y .m) conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se añade la letra m) y se reordena la anterior letra m) como n) por el art. 4.1 y .2 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se añade el párrafo n) al apartado 1 por el art. 4.1, 4.2 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 22.
1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde.
2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea vecinal en el
régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; alteración del término
municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades a que se refiere el artículo 45; creación de
órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad del municipio y el cambio de nombre de éste o de
aquellas entidades y la adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo.
c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal
de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística, así como los
convenios que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de dichos instrumentos.
d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas.
e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y modificación de los
presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su competencia y la aprobación de las cuentas; todo
ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización.
g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones públicas.
h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás Administraciones
públicas.
i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de
las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y régimen del
personal eventual.
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j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en materias de
competencia plenaria.
k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento.
l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio
económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto -salvo las de tesorería, que
le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15
por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior- todo ello de conformidad con lo
dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
n) (Derogada) ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su
contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos.
o) (Derogada)
p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial.
q) Las demás que expresamente le confieran las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de
confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en todo
caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.
4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de Gobierno Local, salvo
las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) y p), y en el apartado 3 de este artículo.
Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, texto refundido aprobado por Real Decreto
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11723#danovena .

Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2008-10792

Se deroga el apartado 1.n) y .o) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica el párrafo primero y las letras c) y o) del apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Ref. BOE-
A-2007-10701

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.4 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 23.
1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no superior al tercio del
número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.
2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan las leyes.

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por éste de entre los miembros de la Junta
de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.
4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de Gobierno
Local y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de las delegaciones especiales que,
para cometidos específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera Concejales, aunque no pertenecieran a
aquélla.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.5 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 24.
1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los municipios
podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización, funciones y
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competencias que cada ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del asentamiento de la
población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.
2. En los municipios señalados en el artículo 121 será de aplicación el régimen de gestión desconcentrada
establecido en el artículo 128.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 24 bis.
1. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local regularán los entes de ámbito territorial
inferior al Municipio, que carecerán de personalidad jurídica, como forma de organización desconcentrada
del mismo para la administración de núcleos de población separados, bajo su denominación tradicional de
caseríos, parroquias, aldeas, barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o
aquella que establezcan las leyes.
2. La iniciativa corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento correspondiente.
Este último debe ser oído en todo caso.
3. Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración
desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley Orgánica
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Se añade por el art. 1.7 de la
Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones
transitorias 4 y 5 de la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las
que estén en constitución.

CAPÍTULO III Competencias

Artículo 25.
1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede promover
actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la
comunidad vecinal en los términos previstos en este artículo.
2. El Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la legislación del Estado
y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión del
Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con criterios de
sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación.
b) Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos, gestión de los residuos sólidos
urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas.
c) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.
d) Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad.
e) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en
situación o riesgo de exclusión social.
f) Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios.
g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo urbano.
h) Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local.
i) Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante.
j) Protección de la salubridad pública.
k) Cementerios y actividades funerarias.
l) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre.
m) Promoción de la cultura y equipamientos culturales.
n) Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con las
Administraciones educativas correspondientes en la obtención de los solares necesarios para la
construcción de nuevos centros docentes. La conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios de
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titularidad local destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación
especial. ñ) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso eficiente y
sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones.
o) Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres así como contra la violencia de
género.
p) Promoción y participación en comunidades ciudadanas de energía y comunidades de energías
renovables que permitan contribuir a la obtención de beneficios medioambientales, económicos o sociales
en los municipios donde operan, así como el impulso de actuaciones de transición energética tales como la
eficiencia energética, la electrificación y el fomento del autoconsumo.

3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se determinarán por Ley
debiendo evaluar la conveniencia de la implantación de servicios locales conforme a los principios de
descentralización, eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera.
4. La Ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acompañada de una memoria económica que refleje el
impacto sobre los recursos financieros de las Administraciones Públicas afectadas y el cumplimiento de los
principios de estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la actividad. La Ley debe prever
la dotación de los recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera de las Entidades Locales sin que
ello pueda conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de las Administraciones Públicas. Los proyectos de leyes
estatales se acompañarán de un informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en el que se
acrediten los criterios antes señalados.
5. La Ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no se produce una
atribución simultánea de la misma competencia a otra Administración Pública.
6. Con carácter previo a la atribución de competencias a los municipios, de acuerdo con el principio de
diferenciación, deberá realizarse una ponderación específica de la capacidad de gestión de la entidad local,
dejando constancia de tal ponderación en la motivación del instrumento jurídico que realice la atribución
competencial, ya sea en su parte expositiva o en la memoria justificativa correspondiente.
Se añade la letra p) al apartado 2 por la disposición final 2 del Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo. Ref. BOE-A-2026-6544#df-2

Se añade el apartado 6 por el art. 128.4 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40

Se añade la letra o) al apartado 2 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-A-2018-11135#df

Se modifica por el art. 1.8 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se declara que no es inconstitucional el apartado 3, por conexión a lo declarado para el art. 2.2, interpretado en los términos del fundamento
jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 .

Artículo 26.
1. Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes:

a) En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria,
abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población y
pavimentación de las vías públicas.
b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, biblioteca pública
y tratamiento de residuos.
c) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: protección civil, evaluación e
información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de
exclusión social, prevención y extinción de incendios e instalaciones deportivas de uso público.
d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: transporte colectivo urbano de
viajeros y medio ambiente urbano.

2. En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación provincial o entidad
equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes servicios:

a) Recogida y tratamiento de residuos.
b) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.
c) Limpieza viaria.
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d) Acceso a los núcleos de población.
e) Pavimentación de vías urbanas.
f) Alumbrado público. Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, con la
conformidad de los municipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la forma
de prestación, consistente en la prestación directa por la Diputación o la implantación de fórmulas de
gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. Para reducir los costes
efectivos de los servicios el mencionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formulada que deberá
contar con el informe preceptivo de la Comunidad Autónoma si es la Administración que ejerce la tutela
financiera. Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos destacados, en la
redacción dada por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756#aprimero ., por
Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839 . Cuando el municipio justifique ante la
Diputación que puede prestar estos servicios con un coste efectivo menor que el derivado de la forma de
gestión propuesta por la Diputación provincial o entidad equivalente, el municipio podrá asumir la
prestación y coordinación de estos servicios si la Diputación lo considera acreditado. Cuando la Diputación
o entidad equivalente asuma la prestación de estos servicios repercutirá a los municipios el coste efectivo
del servicio en función de su uso. Si estos servicios estuvieran financiados por tasas y asume su prestación
la Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la tasa para la financiación de los
servicios.

3. La asistencia de las Diputaciones o entidades equivalentes a los Municipios, prevista en el artículo 36, se
dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios mínimos. Se declaran
inconstitucionales y nulos los incisos destacados del apartado 2, en la redacción dada por el art. 1.9 de la Ley
27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756#aprimero ., por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio.
Ref. BOE-A-2016-6839 .
Se modifica por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se modifica el apartado 1.c) por el art. 24 del Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13002

Se añade el apartado 4 por el art. 1 de la Ley 10/1993, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1993-10455

Artículo 27.
1. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán delegar en
los Municipios el ejercicio de sus competencias. La delegación habrá de mejorar la eficiencia de la gestión
pública, contribuir a eliminar duplicidades administrativas y ser acorde con la legislación de estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera. La delegación deberá determinar el alcance, contenido,
condiciones y duración de ésta, que no podrá ser inferior a cinco años, así como el control de eficiencia que se
reserve la Administración delegante y los medios personales, materiales y económicos, que ésta asigne sin que
pueda suponer un mayor gasto de las Administraciones Públicas. La delegación deberá acompañarse de una
memoria económica donde se justifiquen los principios a que se refiere el párrafo segundo de este apartado y
se valore el impacto en el gasto de las Administraciones Públicas afectadas sin que, en ningún caso, pueda
conllevar un mayor gasto de las mismas.
2. Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deleguen en dos o más municipios de la misma provincia
una o varias competencias comunes, dicha delegación deberá realizarse siguiendo criterios homogéneos. La
Administración delegante podrá solicitar la asistencia de las Diputaciones provinciales o entidades
equivalentes para la coordinación y seguimiento de las delegaciones previstas en este apartado.
3. Con el objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios públicos y el
servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización administrativa, generando
un ahorro neto de recursos, la Administración del Estado y las de las Comunidades Autónomas podrán delegar,
siguiendo criterios homogéneos, entre otras, las siguientes competencias:

a) Vigilancia y control de la contaminación ambiental.
b) Protección del medio natural.
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c) Prestación de los servicios sociales, promoción de la igualdad de oportunidades y la prevención de la
violencia contra la mujer.
d) Conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales de titularidad de la Comunidad
Autónoma.
e) Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles de educación de titularidad pública de
primer ciclo de educación infantil.
f) Realización de actividades complementarias en los centros docentes.
g) Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado, con estricta
sujeción al alcance y condiciones que derivan del artículo 149.1.28.ª de la Constitución Española.
h) Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado,
incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se usen fuera del horario lectivo.
i) Inspección y sanción de establecimientos y actividades comerciales.
j) Promoción y gestión turística.
k) Comunicación, autorización, inspección y sanción de los espectáculos públicos.
l) Liquidación y recaudación de tributos propios de la Comunidad Autónoma o del Estado.
m) Inscripción de asociaciones, empresas o entidades en los registros administrativos de la Comunidad
Autónoma o de la Administración del Estado.
n) Gestión de oficinas unificadas de información y tramitación administrativa.
o) Cooperación con la Administración educativa a través de los centros asociados de la Universidad
Nacional de Educación a Distancia.

4. La Administración delegante podrá, para dirigir y controlar el ejercicio de los servicios delegados, dictar
instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en cualquier momento, información sobre la gestión
municipal, así como enviar comisionados y formular los requerimientos pertinentes para la subsanación de
las deficiencias observadas. En caso de incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones
solicitadas, o inobservancia de los requerimientos formulados, la Administración delegante podrá revocar la
delegación o ejecutar por sí misma la competencia delegada en sustitución del Municipio. Los actos del
Municipio podrán ser recurridos ante los órganos competentes de la Administración delegante.
5. La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por el Municipio interesado.
6. La delegación habrá de ir acompañada en todo caso de la correspondiente financiación, para lo cual será
necesaria la existencia de dotación presupuestaria adecuada y suficiente en los presupuestos de la
Administración delegante para cada ejercicio económico, siendo nula sin dicha dotación. El incumplimiento
de las obligaciones financieras por parte de la Administración autonómica delegante facultará a la Entidad
Local delegada para compensarlas automáticamente con otras obligaciones financieras que ésta tenga con
aquélla.
7. La disposición o acuerdo de delegación establecerá las causas de revocación o renuncia de la delegación.
Entre las causas de renuncia estará el incumplimiento de las obligaciones financieras por parte de la
Administración delegante o cuando, por circunstancias sobrevenidas, se justifique suficientemente la
imposibilidad de su desempeño por la Administración en la que han sido delegadas sin menoscabo del
ejercicio de sus competencias propias. El acuerdo de renuncia se adoptará por el Pleno de la respectiva
Entidad Local.
8. Las competencias delegadas se ejercen con arreglo a la legislación del Estado o de las Comunidades
Autónomas.
Se modifica por el art. 1.10 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 28.
Podrán establecerse, en municipios determinados de menos de 20.000 habitantes, sistemas de gestión
colaborativa dirigidos a garantizar los recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias
municipales y, en particular, para una prestación de calidad, financieramente sostenible, de los servicios
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públicos mínimos obligatorios, mediante medidas de racionalización organizativa y de funcionamiento; de
garantía de la prestación de dichos servicios mediante fórmulas de gestión comunes o asociativas; de
sostenimiento del personal en común con otro u otros municipios; y, en general, de fomento del desarrollo
económico y social de los municipios. La aplicación efectiva a un municipio de la gestión colaborativa
requerirá decisión en tal sentido de la Comunidad Autónoma respectiva, adoptada conforme a su legislación
de régimen local propia, y en todo caso, con la conformidad previa del municipio afectado y el informe de las
entidades locales afectadas. Se dota de contenido por el art. 128.5 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de
diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40
Se suprime por el art. 1.11 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (DL 2/2003)

TRLMRLC · DOGC-f-2003-90008 · arts. 11 a 25 · arts. 39 a 65 — 42 incluidos

TÍTULO II Del territorio, la denominación, la capitalidad y los símbolos de los entes locales

CAPÍTULO I El término municipal

Artículo 11. Definición y características.
1. El término municipal es el ámbito territorial donde el ayuntamiento ejerce sus competencias.
2. La delimitación territorial del término municipal tiene que atender a las dimensiones que le son más
idóneas para el ejercicio de las funciones públicas que el ayuntamiento tiene encomendadas, con especial
consideración de los criterios siguientes: la representación de una colectividad que tiene conciencia como tal,
la existencia de valores históricos y tradicionales y la capacidad para la gestión de los servicios públicos que el
ayuntamiento tiene encomendados.

Artículo 12. Alteración.
1. El término municipal puede ser alterado:

a) Por agregación total de un municipio o diversos municipios a otro limítrofe, al cual se incorporan.
b) Por fusión de dos, o más, municipios limítrofes para constituir uno nuevo.
c) Por segregación de parte de un municipio o de diversos municipios para constituir uno independiente.
d) Por segregación de parte de un municipio o de diversos municipios para agregarse a otro.

2. Ninguna alteración puede dar lugar a un término municipal discontinuo.
3. Los límites territoriales de los términos municipales tienen que estar contenidos en el mapa municipal, de
acuerdo con lo que establece el artículo 28. Estos límites territoriales de los términos municipales pueden
rectificarse para adecuarlos a las iniciativas de corrección de disfuncionalidades territoriales elaboradas por la
Comisión de Delimitación Territorial. La modificación tiene que ser acordada por el Gobierno de la
Generalidad, a propuesta del Departamento de Gobernación y Relaciones Institucionales, con informe previo
de los municipios afectados y dictamen previo de la Comisión Jurídica Asesora y con el cumplimiento del
requisito establecido por el artículo 17.1.e).

Artículo 13. Agregación total o fusión de municipios.
1. Puede procederse a la agregación total o a la fusión de municipios en alguno de los supuestos siguientes:

a) Cuando hay insuficiencia de medios económicos, materiales y personales para gestionar los servicios
mínimos obligatorios establecidos por la legislación de régimen local.
b) Cuando los núcleos de población forman un solo conjunto con continuidad urbana.
c) Cuando consideraciones de orden geográfico, demográfico, económico o administrativo lo hacen
necesario o aconsejable.
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2. La aplicación de lo que establece el apartado 1 comporta la supresión del municipio o de los municipios
afectados.

Artículo 14. Agregación parcial de municipios.
Puede procederse a la agregación parcial en los supuestos establecidos por el artículo 13.1.b) y 13.1.c).

Artículo 15. Creación de municipios.
1. Pueden crearse nuevos municipios por segregación sólo cuando concurren todos los requisitos siguientes:

a) Hay núcleos de población territorialmente diferenciados, de manera que haya una franja clasificada
como suelo no urbanizable, de una anchura mínima de 3.000 metros, entre los núcleos más próximos de
los municipios resultantes.
b) Contar, los municipios, con el territorio y los recursos suficientes para el cumplimiento de las
competencias municipales.
c) No comportar, la segregación, disminución de la calidad media de los servicios que se prestaban en el
municipio.
d) Tener, los municipios resultantes, una población suficiente para asegurar su viabilidad. En todo caso, el
municipio nuevo tiene que contar, como mínimo, con una población de 2.000 habitantes y el municipio o
los municipios de los cuales se segrega no tienen que bajar de este límite poblacional.
e) Contar, el municipio nuevo, con características relevantes de su propia identidad por razones históricas,
sociales, económicas, geográficas o urbanísticas.

2. Sin perjuicio del requisito establecido por el apartado 1.b), hace falta también que se justifique que la
segregación comporta una mejora objetiva en la prestación de los servicios en el nuevo municipio.

Artículo 16. Suficiencia de recursos.
En ningún caso puede procederse a la alteración de términos si no se garantiza que, después de la alteración,
el municipio o los municipios afectados dispondrán de recursos ordinarios suficientes para prestar los
servicios mínimos obligatorios establecidos por la legislación de régimen local.

Artículo 17. Procedimiento de alteración de términos.
1. La alteración de los términos municipales a que se refiere el artículo 12.1 tiene que ajustarse al
procedimiento siguiente:

a) El expediente se inicia por acuerdo del ayuntamiento o ayuntamientos interesados o del consejo o
consejos comarcales interesados, o bien lo inicia de oficio el departamento competente en materia de
Administración local. Puede iniciarse también a petición de los vecinos, en una mayoría del 50 %, como
mínimo, del último censo electoral del municipio o de la parte o partes del mismo en el supuesto de
segregación. En este último caso, el ayuntamiento debe adoptar el acuerdo en el plazo de un mes, a contar
desde la presentación de la petición en el registro municipal.
b) Los acuerdos municipales o comarcales sobre alteración de términos requieren el voto favorable de la
mayoría absoluta del número legal de miembros de la corporación y deben someterse a información
pública por un período de un mes. Las corporaciones deben enviar los acuerdos al departamento
competente en materia de Administración local junto con la resolución de las reclamaciones y alegaciones
presentadas, que debe ser adoptada con el mismo quórum requerido para el acuerdo inicial. También debe
realizarse el envío cuando el expediente se ha iniciado a instancia de los vecinos para la segregación de
parte del municipio, aunque el acuerdo o acuerdos municipales no sean favorables.
c) Tiene que pedirse informe a los ayuntamientos y a los consejos comarcales interesados en todos los
casos en que no hayan promovido ellos el expediente.
d) El informe previo de la Comisión de Delimitación Territorial y el dictamen de la Comisión Jurídica
Asesora son preceptivos.
e) El Departamento de Gobernación y Relaciones Institucionales tiene que poner en conocimiento de la
Administración del Estado la tramitación del expediente.
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f) La resolución definitiva del expediente tiene que hacerse por decreto del Gobierno de la Generalidad y
tiene que publicarse en el DOGC.

2. Antes de iniciar el expediente tiene que elaborarse una memoria que justifique los motivos y los objetivos de
la alteración y que acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos por los artículos 12 a 17.
3. En los supuestos de agregación total y en los de fusión de municipios, la alteración de términos municipales
proyectada tiene que someterse a consulta de los vecinos de los municipios afectados por el expediente
instruido, durante un plazo de treinta días. Se modifican las letras a) y b) del apartado 1 por el art. 19.2 de la
Ley 16/2015, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2015-9208 .

Artículo 18.
Resolución. 18.1 Corresponde al Gobierno la resolución de expedientes de alteración de los términos
municipales, a propuesta de la persona titular del departamento competente en materia de Administración
local. 18.2 El Gobierno debe aprobar la propuesta de la alteración de los términos municipales promovida a
iniciativa del municipio o de los vecinos si se produce el acuerdo favorable de los municipios interesados y no
formulan objeciones la Comisión de Delimitación Territorial ni la Comisión Jurídica Asesora.
Se modifica por el art. 97.1 de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-953

Se modifica el apartado 1 y se deroga el apartado 2 por el art. 19.3 y la disposición derogatoria única.3 de la Ley 16/2015, de 24 de julio. Ref. BOE-
A-2015-9208 ., respectivamente.

Artículo 19.
Contenido del decreto. 19.1 El decreto debe determinar la delimitación de los términos municipales, el reparto
del patrimonio, la asignación del personal, la forma en que deben liquidarse las deudas o los créditos
contraídos por los municipios y la fijación de la capitalidad, si procede. Estas determinaciones deben ajustarse
a los pactos intermunicipales que pueden establecerse entre los municipios interesados. 19.2 La aprobación de
la alteración de los términos municipales no comporta los efectos económicos establecidos en el apartado 1
cuando el departamento competente en materia de Administración local haya iniciado el expediente de
alteración para adaptar la línea de término establecida en un expediente de delimitación a la realidad
geográfica o administrativa existente.
Se modifica por el art. 97.2 de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-953

Se modifica por el art. 19.4 de la Ley 16/2015, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2015-9208 .

Artículo 20. Fomento de fusiones o agregaciones municipales.
1. El Gobierno de la Generalidad tiene que impulsar medidas de fomento para la fusión o la agregación
voluntaria de municipios cuando consideraciones de orden geográfico, demográfico, económico o
administrativo lo aconsejen. Las medidas de fomento pueden consistir, entre otras, en:

a) Ayudas económicas y técnicas para las iniciativas de fusión o de agregación que se emprendan.
b) Previsiones especiales en los criterios de distribución del Fondo de cooperación local de Cataluña.
c) Criterios prioritarios o especiales en la asignación de subvenciones finalistas.
d) Previsiones especiales para la realización de inversiones a cargo de la Administración de la Generalidad.

2. La fusión o la agregación voluntarias tienen que concretarse en un acuerdo intermunicipal, el cual tiene que
contener las determinaciones a que se refiere el artículo 20.1, en aquello que sea procedente, y puede incluir
también:

a) Las medidas de territorialización de las inversiones derivadas de la aplicación de lo que determinan los
apartados 1.b) y 1.c) y de las que en el futuro podrá acordar el nuevo municipio.
b) La constitución de núcleos de población separados como órganos de participación.
c) Los otros pactos o las otras condiciones que establezcan libremente los municipios en el marco de la
legislación de régimen local.

3. El acuerdo intermunicipal de fusión o de agregación tiene que ser aprobado por cada ayuntamiento con el
quórum establecido por el artículo 114.2 y tiene que elevarse al Gobierno de la Generalidad para que lo
apruebe por decreto.
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Artículo 21. Fomento de mancomunidades.
1. El Gobierno también tiene que impulsar medidas para fomentar la constitución de mancomunidades de
municipios, reguladas por los artículos 115 y siguientes de esta Ley, cuando la mejor garantía en la prestación
de servicios públicos de competencia municipal y la eficacia necesaria en su prestación lo hagan conveniente.
2. Las medidas de fomento pueden consistir en:

a) Ayudas económicas y técnicas para las iniciativas de constitución de mancomunidades que se lleven a
cabo.
b) Previsiones especiales en los criterios de distribución del Fondo de cooperación local de Cataluña y en la
asignación de subvenciones finalistas.
c) Cualquier otra que conduzca a la finalidad especificada por el apartado 1.

3. Para poder disfrutar de las medidas de fomento a que se refiere el apartado 2, es una condición necesaria
que el objetivo de la mancomunidad municipal que pueda constituirse sea compatible con las determinaciones
del Programa de actuación de la comarca o las comarcas correspondientes.

Artículo 22. Reforma de la organización municipal.
1. Si las medidas de fomento a que se refieren los artículos 20 y 21 de esta Ley, o la intervención de los entes
supramunicipales no son suficientes para garantizar un nivel homogéneo en la prestación de los servicios de
competencia municipal, el Gobierno puede iniciar un proceso de reforma de la organización municipal en los
ámbitos territoriales de Cataluña que lo requieran.
2. En el procedimiento establecido por el apartado 1 tienen que participar necesariamente todos los
municipios afectados y tiene que darse audiencia a las comarcas respectivas.
3. La propuesta que adopte el Gobierno de la Generalidad tiene que enviarse como proyecto de Ley al
Parlamento de Cataluña.
4. La ley de reforma, en función de las características de los municipios afectados, tiene que determinar:

a) Las técnicas de alteración de términos aplicables en cada caso.
b) El mantenimiento de los antiguos núcleos municipales como órganos de participación territorial o como
entidades municipales descentralizadas.

Artículo 23. Informe de órganos colegiados.
Para la aplicación de lo que establecen los artículos 20 y 22 son preceptivos el informe de la Comisión de
Delimitación Territorial y el dictamen de la Comisión Jurídica Asesora. Simultáneamente a la solicitud de este
dictamen, hay que informar a la Administración del Estado.

Artículo 24. Modificación de demarcaciones comarcales.
Cuando la alteración de términos municipales afecta a más de una comarca, hay que proceder a la
modificación de las demarcaciones comarcales respectivas, de acuerdo con el procedimiento establecido por
la Ley de organización comarcal de Cataluña.

Artículo 25.
Delimitación de los términos municipales. 25.1 Los ayuntamientos tienen la facultad de promover la
delimitación de sus términos municipales, de acuerdo con el procedimiento establecido por reglamento. 25.2
Los conflictos que pueden plantearse entre municipios en relación con la delimitación de sus términos deben
ser resueltos por el departamento competente en materia de Administración local, previo informe de la
Comisión de Delimitación Territorial y previo dictamen de la Comisión Jurídica Asesora. 25.3 En caso de que la
línea de término aprobada no se adapte a la realidad geográfica o administrativa existente, el departamento
competente en materia de Administración local, a propuesta de alguno de los ayuntamientos afectados, puede
iniciar un expediente de alteración de términos municipales para modificar la línea de término y suspender la
efectividad de la delimitación aprobada hasta la resolución del expediente por parte del Gobierno.
Se modifica por el art. 97.3 de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-953
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TÍTULO III De la población

Artículo 39. Inscripción en el padrón.
1. Toda persona que viva en Cataluña está obligada a inscribirse en el padrón del municipio en el que reside
habitualmente. Los ciudadanos que residen en diversos municipios tienen que inscribirse exclusivamente en
el padrón del municipio donde pasen más tiempo durante el año. El conjunto de personas inscritas en el
padrón municipal constituye la población del municipio.
2. Las personas inscritas en el padrón municipal son los vecinos del municipio. La condición de vecino o
vecina se adquiere en el mismo momento de la inscripción en el padrón correspondiente.
3. Las personas inscritas en el padrón de españoles residentes en el extranjero se consideran vecinas del
municipio de Cataluña que figure en los datos de su inscripción, únicamente a efectos del derecho de sufragio,
sin que en ningún caso constituyan población del municipio.
4. Todas las personas que, de acuerdo con lo que establecen los apartados 1, 2 y 3 tienen vecindad
administrativa en un municipio de Cataluña, tienen la condición política de catalanes.

Artículo 40. Definición y carácter de los datos del padrón.
1. El padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Los datos que
constan en el padrón constituyen una prueba en lo que concierne a la residencia en el municipio y en el
domicilio habitual. Las certificaciones expedidas por los ayuntamientos sobre estos datos tienen carácter de
documento público y, en consecuencia, disfrutan de la presunción de veracidad y constituyen prueba de los
datos que se consignan, a todos los efectos administrativos.
2. Los datos que constan en el padrón municipal son confidenciales. El acceso a estos datos se rige por las
normas que regulan el acceso administrativo de los ciudadanos a los archivos y a los registros públicos y por la
Ley 5/2002, de 19 de abril, de la Agencia Catalana de Protección de Datos.
3. Sin perjuicio de lo que dispone el apartado 2 y sin que haga falta el consentimiento de la persona interesada,
los datos del padrón pueden ser comunicados a otras administraciones públicas que lo soliciten cuando sean
necesarias para ejercer las competencias respectivas, y exclusivamente para los asuntos en que sea relevante
conocer la residencia o el domicilio.

Artículo 41. Datos obligatorios.
La inscripción en el padrón municipal tiene que contener, con carácter obligatorio, los datos siguientes:
a) El nombre y los apellidos.
b) El sexo.
c) El domicilio habitual.
d) La nacionalidad.
e) El lugar y la fecha de nacimiento.
f) El número del documento nacional de identidad o, si se trata de ciudadanos extranjeros, del documento
oficial equivalente.
g) El certificado o el título escolar o académico.
h) Los datos necesarios a los efectos de la elaboración del censo electoral, siempre que se garantice el respeto
a los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución.

Artículo 42. Gestión del padrón.
1. La formación, el mantenimiento, la revisión y la custodia del padrón municipal corresponden al
ayuntamiento. La gestión del padrón tiene que hacerse por medios informáticos. Los consejos comarcales
pueden asumir la gestión informatizada del padrón de los ayuntamientos que lo soliciten por falta de
capacidad económica.
2. Los ayuntamientos tienen que efectuar las actuaciones y las operaciones necesarias con el fin de mantener
actualizados los padrones municipales, con la finalidad de que los datos que constan se ajusten a la realidad.
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3. En el acto de confección del censo, los ayuntamientos pueden solicitar otros datos personales de interés
municipal a efectos bioestadísticos. En estos casos, es aplicable lo que dispone el artículo 40 de esta Ley.

Artículo 43. Derechos y deberes de los vecinos.
1. Son derechos y deberes de los vecinos:

a) Ser elector y elegible, de acuerdo con lo que dispone la legislación electoral.
b) Participar en la gestión municipal, de acuerdo con lo que disponen las leyes y los reglamentos propios
del municipio y, en su caso, cuando los órganos de gobierno y administración municipal pidan la
colaboración con carácter voluntario.
c) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públicos municipales y acceder a los
aprovechamientos comunales de acuerdo con las normas aplicables.
d) Contribuir, mediante las prestaciones económicas y personales establecidas por ley, al ejercicio de las
competencias municipales.
e) Ser informado, con petición razonada, y dirigir solicitud previa a la administración municipal, en
relación con todos los expedientes y la documentación municipal, de acuerdo con lo que establecen el
artículo 105 de la Constitución, la legislación de régimen local y los reglamentos de la corporación.
f) Solicitar la consulta popular en los términos establecidos por la ley.
g) Exigir la prestación y, si procede, el establecimiento del servicio público correspondiente, cuando
constituya competencia municipal propia de carácter obligatorio.
h) Los otros derechos y deberes establecidos por las leyes y, en su marco, por los reglamentos de la
corporación.

2. Los extranjeros domiciliados mayores de edad tienen los derechos y los deberes propios de los vecinos,
salvo los de carácter político. No obstante, tienen derecho a sufragio activo en los términos establecidos por la
legislación reguladora de las elecciones locales.
3. Los españoles menores de edad emancipados o judicialmente habilitados tienen los mismos derechos y
deberes que los vecinos, a excepción de los de carácter político.

Artículo 44. Efectividad y exigibilidad de los derechos.
1. Para hacer efectivos los derechos establecidos por el artículo 43, los titulares pueden iniciar los
procedimientos administrativos y jurisdiccionales que corresponden por ley, y también pueden pedir la
actuación del Síndic de Greuges.
2. Para exigir la prestación o el establecimiento de los servicios obligatorios, pueden formularse, en cualquier
caso, reclamaciones contra la aprobación inicial de los presupuestos, cuando éstos no consignen los créditos
necesarios a estos efectos. Contra los actos que resuelvan definitivamente la reclamación los interesados
pueden interponer recurso contencioso administrativo. El ejercicio de este derecho también puede obtenerse
por la aplicación del artículo 151, mediante la presentación de la solicitud correspondiente ante la
Administración de la Generalidad, siempre que concurran los requisitos establecidos legalmente.

Artículo 45. Derechos y deberes para con la comarca.
Sin perjuicio de los derechos y los deberes que corresponden a los vecinos y a los extranjeros domiciliados
para con del municipio, les corresponde también, en relación con la comarca respectiva:
a) Participar en la gestión comarcal, de acuerdo con lo que establecen las leyes y las disposiciones propias de
la comarca.
b) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públicos comarcales.
c) Contribuir, mediante las prestaciones económicas y personales legalmente establecidas, al ejercicio de las
competencias comarcales.
d) Ser informados por la administración comarcal, mediante petición razonada, y dirigir a ésta solicitudes en
relación con todos los expedientes y la documentación comarcal, de acuerdo con lo que establecen el artículo
105 de la Constitución, la legislación de régimen local y los reglamentos propios de la comarca.
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e) Ejercer y cumplir los otros derechos y deberes establecidos por las leyes.
f) Exigir la prestación y, si procede, el establecimiento del servicio público correspondiente, si se trata de una
competencia comarcal propia de carácter obligatorio.

TÍTULO IV Del municipio

Artículo 46. Definición y características.
1. El municipio es la entidad básica de la organización territorial y el elemento primario de participación
ciudadana en los asuntos públicos.
2. Las leyes de Cataluña garantizan la participación del municipio en todos los asuntos públicos que afectan
directamente a sus intereses.
3. El municipio disfruta de autonomía, tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el ejercicio de las
funciones públicas que tiene encomendadas, para representar los intereses de la colectividad respectiva y para
gestionar los servicios públicos cuya titularidad asuman.
4. Son elementos del municipio el territorio, la población y la organización.

CAPÍTULO I La organización municipal

Artículo 47. Gobierno y administración municipales.
1. El gobierno y la administración municipales corresponden al ayuntamiento, integrado por el alcalde y los
concejales.
2. El régimen especial de consejo abierto se rige por principios organizativos especiales.
3. En los ayuntamientos en los cuales ha tenido predominio a lo largo de la historia otra denominación para el
alcalde o para los concejales, puede utilizarse, indistintamente, la denominación tradicional o la que establece
esta Ley.

Artículo 48. Órganos del municipio.
1. La organización municipal se rige por las reglas siguientes:

a) El alcalde, los tenientes de alcalde y el pleno existen en todos los ayuntamientos.
b) Hay una comisión de gobierno en los municipios con una población de derecho superior a cinco mil
habitantes y en los de menos cuando lo acuerda el pleno del ayuntamiento o lo establece el reglamento
orgánico de éste. En cualquier caso, la comisión de gobierno existe en todos los municipios que sean
capital de comarca, con independencia del número de habitantes.
c) La comisión especial de cuentas existe en todos los ayuntamientos.

2. Pueden complementar a la organización municipal:
a) Las comisiones de estudio, informe o consulta.
b) Los órganos de participación ciudadana.
c) El síndico o la síndica municipal de greuges, si lo acuerda el pleno por mayoría absoluta, a propuesta de
un grupo municipal.
d) El consejo asesor urbanístico.
e) La junta local de seguridad.
f) Cualquier otro órgano establecido por el municipio.

Artículo 49. Órganos complementarios.
El ayuntamiento, en ejercicio de su autonomía organizativa, puede crear otros órganos municipales
complementarios, respetando en todo caso la organización básica determinada por las leyes. La creación de
los órganos complementarios tiene que responder a los principios de eficacia, economía organizativa y
participación ciudadana.

Artículo 50. Grupos municipales.
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1. Para el mejor funcionamiento de los órganos de gobierno de la corporación, el pleno puede acordar la
creación de grupos municipales. Tienen que constituirse grupos municipales en los municipios de más de
veinte mil habitantes.
2. Si ningún acuerdo del pleno regula lo contrario, por cada lista electoral sólo puede constituirse un grupo
municipal. Cada lista electoral que obtenga representación en el ayuntamiento puede formar grupo municipal.
3. Sólo el concejal o los concejales de una misma lista electoral pueden constituir grupo municipal.
4. En el plazo que establezca el acuerdo a que se refiere el apartado 1, y en los municipios de más de veinte mil
habitantes antes del primer pleno ordinario después de la constitución del ayuntamiento, cada concejal tiene
que presentar a la alcaldía una declaración firmada donde tiene que expresar el grupo municipal al cual desea
ser adscrito.
5. Los concejales que no queden integrados en un grupo quedarán automáticamente incorporados al grupo
mixto. La participación de este grupo en las actividades del ayuntamiento es análoga a la de los otros grupos.
6. Los concejales que abandonan el grupo formado por la candidatura por la que se presentaron a las
elecciones locales no pueden integrarse en el grupo mixto, sino que quedan como concejales no adscritos.
Este precepto no es aplicable en el caso de candidaturas presentadas con la fórmula de coalición electoral,
cuándo alguno de los partidos políticos que la integran decide abandonarla.
7. Los concejales que, de conformidad con lo que establece el apartado 6, quedan en la condición de no
adscritos, tienen los deberes y los derechos individuales, incluidos los de carácter material y económico, que
según las leyes forman parte del estatuto de los miembros de las corporaciones locales y participan en las
actividades propias del ayuntamiento de manera análoga a la del resto de concejales.
8. El municipio, de acuerdo con el reglamento orgánico y en la medida de sus posibilidades, tiene que poner a
disposición de los grupos los medios necesarios para poder llevar a término sus tareas.

Artículo 51. Funciones y atribuciones de los grupos.
Las funciones y las atribuciones de los grupos municipales se entienden, en todo caso, sin perjuicio de las que
la legislación de régimen local atribuye a los órganos municipales y a los miembros de la corporación.

Artículo 52. Pleno.
1. El pleno está integrado por todos los concejales y está presidido por el alcalde.
2. Corresponden al pleno las atribuciones siguientes:

a) Controlar y fiscalizar los órganos de gobierno.
b) Tomar acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; la alteración del
término municipal; la creación o la supresión de municipios y de entidades de administración
descentralizada; la creación de órganos desconcentrados; la alteración de la capitalidad del municipio; el
cambio de nombre del municipio o de las entidades mencionadas, y la adopción o la modificación de la
bandera, la enseña o el escudo.
c) La aprobación inicial del planeamiento general del municipio y la aprobación que ponga fin a la
tramitación municipal de los planes y otros instrumentos de ordenación urbanísticos.
d) Aprobar el reglamento orgánico y las ordenanzas.
e) Crear y regular órganos complementarios.
f) Determinar los recursos propios de carácter tributario. Aprobar y modificar los presupuestos, disponer
gastos en los asuntos de su competencia y aprobar las cuentas.
g) Aprobar las formas de gestión de los servicios y los expedientes de municipalización.
h) Aceptar la delegación de competencias hecha por otras administraciones públicas.
i) Plantear conflictos de competencia a otras entidades locales y las restantes administraciones públicas.
j) Aprobar la plantilla del personal y la relación de los puestos de trabajo, fijar la cuantía de las
retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y el régimen del personal
eventual, todo eso en los términos establecidos por la legislación sobre función pública local.
k) Ejercer las acciones administrativas y judiciales, y también declarar la lesividad de los actos
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administrativos emanados de los órganos del ayuntamiento, en materias de la competencia respectiva.
l) Alterar la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada en cada ejercicio económico
exceda del 10% de los recursos ordinarios del presupuesto –salvo las de tesorería, que le corresponderán
cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15% de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior–, todo ello de conformidad con lo que dispone la Ley
reguladora de las haciendas locales.
n) Las contrataciones y las concesiones de todo tipo cuando su importe supere el 10% de los recursos
ordinarios del presupuesto y, en cualquier caso, los 6.010.121,04 euros, y también los contratos y las
concesiones plurianuales cuando su duración sea superior a cuatro años y los plurianuales de menor
duración cuando el importe acumulado de todas sus anualidades supere el porcentaje indicado, referido a
los recursos ordinarios del presupuesto del primer ejercicio y, en todo caso, cuando sea superior a la
cuantía señalada en esta letra.
o) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión, y cuando todavía no estén previstos en los presupuestos.
p) La adquisición de bienes y derechos cuando su valor supere el 10% de los recursos ordinarios del
presupuesto y, en todo caso, cuando sea superior a 3.005.060,52 euros, y también las enajenaciones
patrimoniales en los supuestos siguientes: Cuando se trate de bienes inmuebles o de bienes muebles que
estén declarados de valor histórico o artístico, y no estén previstas en el presupuesto. Cuando estando
previstas en el presupuesto, superen los mismos porcentajes y cuantías indicados para las adquisiciones de
bienes.
q) Las otras que tienen que corresponder al pleno, por el hecho de que su aprobación exige una mayoría
cualificada.
r) Las otras que expresamente le atribuyan las leyes. 3 Corresponde igualmente al pleno la votación sobre la
moción de censura al alcalde y sobre la cuestión de confianza planteada por éste mismo, todo lo cual se
rige por lo que dispone la legislación electoral general. 4 El pleno puede delegar el ejercicio de sus
atribuciones al alcalde y a la comisión de gobierno, excepto las mencionadas en el apartado 2, letras a), b),
c), d), e), f), g), h), i), j), l) y q), y en el apartado 3 de este artículo.

Artículo 53. Alcalde o alcaldesa.
1. El alcalde o alcaldesa es el presidente o presidenta de la corporación y tiene, en todo caso, las atribuciones
siguientes:

a) Representar al Ayuntamiento.
b) Dirigir el Gobierno y la Administración municipales.
c) Convocar y presidir las sesiones del pleno, de la comisión de gobierno y de cualesquiera otros órganos
municipales, y decidir los empates con voto de calidad.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y las obras municipales.
e) Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos municipales.
f) Dictar bandos y velar para que se cumplan.
g) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el presupuesto municipal aprobado, autorizar y
disponer gastos dentro de los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión
de las que prevé el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales,
siempre que aquéllas estén previstas en el presupuesto y su importe acumulado en cada ejercicio
económico no supere el 10% de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderá cuando
el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no superen el 15% de los ingresos
liquidados en el ejercicio anterior; reconocer obligaciones en los límites de su competencia; ordenar pagos
y rendir cuentas; todo ello, de acuerdo con la Ley reguladora de las haciendas locales.
h) Aprobar la oferta de ocupación pública de acuerdo con el presupuesto y la plantilla aprobados por el
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pleno, aprobar las bases de las pruebas para seleccionar al personal y para los concursos de provisión de
lugares de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
i) Ejercer la dirección superior de todo el personal de la corporación y acordar su nombramiento y
sanciones, incluida la separación del servicio de los funcionarios de la corporación y el despido del
personal laboral, dando cuenta al pleno en estos dos últimos supuestos en la primera sesión que aquél
convoque. Esta atribución se entiende sin perjuicio de lo que disponen los apartados 1 y 3 del artículo 99 de
la Ley reguladora de las bases del régimen local.
j) Ejercer la dirección superior de la policía municipal, y también nombrar y sancionar a los funcionarios
que llevan armas.
k) Ejercer acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de su
competencia y también cuando éstas hayan sido delegadas a otro órgano y, en caso de urgencia, en
materias de la competencia del pleno. En este último supuesto tiene que darse cuenta al pleno en la
primera sesión que éste convoque para su ratificación.
l) La iniciativa para proponer al pleno la declaración de lesividad de los actos administrativos en materias
que son de la competencia de la alcaldía. Asimismo, el alcalde o alcaldesa puede declarar la lesividad con
respecto a competencias del pleno, en razón de urgencia que haga inviable la convocatoria, y en la primera
reunión que tenga tiene que dar cuenta de ello.
m) Adoptar personalmente y bajo su responsabilidad, en el caso de catástrofe o de infortunios públicos o
de grave peligro de éstos, las medidas necesarias y adecuadas, y dar cuenta inmediata al pleno.
n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o las infracciones de las ordenanzas municipales,
salvo en los casos en que la facultad se atribuya a otros órganos.
o) Las contrataciones y las concesiones de todo tipo cuando su importe no supere el 10% de los recursos
ordinarios del presupuesto ni, en cualquier caso, los 6.010.121,04 euros, incluidas las de carácter plurianual
cuando su duración no sea superior a cuatro años, siempre que el importe acumulado de todas sus
anualidades no supere ni el porcentaje indicado, referido a los recursos ordinarios del presupuesto del
primer ejercicio, ni la cuantía señalada.
p) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el presupuesto.
q) La adquisición de bienes y derechos cuando su valor no supere el 10% de los recursos ordinarios del
presupuesto ni los 3.005.060,52 euros, y también la enajenación del patrimonio que no supere el porcentaje
ni la cuantía indicados en los supuestos siguientes: La de bienes inmuebles, siempre que esté prevista en el
presupuesto. La de bienes muebles, salvo los declarados de valor histórico o artístico cuya enajenación no
se encuentre prevista en el presupuesto.
r) Conceder licencias, salvo que las leyes sectoriales atribuyan esta facultad expresamente al pleno o a la
comisión de gobierno.
s) Las aprobaciones de los instrumentos de desarrollo del planeamiento general del municipio no
atribuidas expresamente al pleno, y también la aprobación de los instrumentos de gestión urbanística y de
los proyectos de urbanización complementarios.
t) Imponer sanciones con relación a las competencias municipales, de acuerdo con las leyes y los
reglamentos de desarrollo.
u) Las otras atribuciones que expresamente le atribuyen las leyes y las que la legislación asigna al
municipio y no atribuye a otros órganos municipales.

2. Corresponde también al alcalde o alcaldesa el nombramiento de los tenientes de alcalde.
3. El alcalde o alcaldesa puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las
sesiones de pleno y de la comisión de gobierno, decidir los empates con el voto de calidad, la concertación de
operaciones de crédito, la dirección superior de todo el personal, la separación del servicio de los funcionarios
y el despido del personal laboral, y las mencionadas en las letras b), f), s), k), l) y m) del apartado 1.
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Artículo 54. Comisión de gobierno.
1. La comisión de gobierno está integrada por el alcalde o alcaldesa y un número de concejales no superior al
tercio del número legal de éstos, nombrados y separados libremente por el alcalde o alcaldesa, el cual tiene
que dar cuenta al pleno.
2. Corresponde a la comisión de gobierno:

a) El asistencia al alcalde o alcaldesa en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el alcalde o alcaldesa u otro órgano municipal le deleguen y las que le atribuyen las
leyes.

Artículo 55. Tenientes de alcalde o de alcaldesa.
El alcalde o alcaldesa designa y revoca libremente a los tenientes de alcalde de entre los miembros de la
comisión de gobierno y cuando no los hay, de entre los concejales. Los tenientes de alcalde sustituyen al
alcalde o alcaldesa, por orden de nombramiento, en los casos de vacante, de ausencia o de enfermedad.

Artículo 56. Delegación del alcalde o alcaldesa.
1. El alcalde o alcaldesa puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, excepto las del artículo 53.3, en los
miembros de la comisión de gobierno y cuando no los hay, en los tenientes de alcalde.
2. El acuerdo de delegación tiene que determinar los asuntos que ésta comprende, las potestades que se
delegan y las condiciones concretas de su ejercicio.
3. El alcalde o alcaldesa puede también conferir delegaciones especiales para encargos específicos, a favor de
cualquier concejal, aunque no pertenezca a la comisión de gobierno.

Artículo 57. Delegaciones del pleno a la comisión de gobierno.
La delegación de atribuciones del pleno a favor de la comisión de gobierno requiere el acuerdo adoptado por
mayoría absoluta del número legal de miembros de la corporación.

Artículo 58. Comisión especial de cuentas.
1. Corresponde a la comisión especial de cuentas el examen, el estudio y el informe de las cuentas anuales de
la corporación. Estos quedan integrados por la cuenta general del presupuesto, la cuenta de administración
del patrimonio, la cuenta de valores independientes y auxiliares de presupuesto y las cuentas de entidades u
organismos municipales de gestión.
2. Para el ejercicio adecuado de sus funciones, la comisión puede requerir, por medio del alcalde o alcaldesa,
la documentación complementaria que considere necesaria y la presencia de los miembros y los funcionarios
de la corporación especialmente relacionados con las cuentas que se analicen.
3. La comisión está integrada por miembros de todos los grupos políticos integrantes de la corporación. El
número de miembros es proporcional a su representatividad en el ayuntamiento o igual para cada grupo. En
este último caso se aplica el sistema de voto ponderado.
4. Las competencias de la comisión especial de cuentas se entienden sin perjuicio de las que corresponden al
Tribunal de Cuentas y a la Sindicatura de Cuentas, de acuerdo con su legislación específica.

Artículo 59. Síndico o síndica municipal de greuges.
1. Para poder ser elegido síndico o síndica municipal de greuges, tienen que cumplirse las condiciones
siguientes:

a) Ser mayor de edad y disfrutar de la plenitud de derechos civiles y políticos.
b) Tener la condición política de catalán, de acuerdo con lo que establece el artículo 6 del Estatuto de
autonomía de Cataluña.

2. El síndico o síndica municipal de greuges es escogido por el pleno del ayuntamiento por una mayoría de las
tres quintas partes de sus miembros, en primera votación; si no se alcanza esta mayoría, en la segunda
votación es suficiente la mayoría absoluta. Corresponde al alcalde o a alcaldesa nombrar al síndico o síndica
municipal de greuges.
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3. El cargo de síndico o síndica municipal de greuges tiene una duración de cinco años; sólo puede cesar por
renuncia expresa, por muerte o por incapacidad sobrevenida o por condena firme por delito doloso.
4. La función de síndico o síndica municipal de greuges es defender los derechos fundamentales y las
libertades públicas de los vecinos del municipio, por lo que puede supervisar las actividades de la
Administración municipal. El síndico o síndica municipal de greuges ejerce su función con independencia y
objetividad.

Artículo 60. Comisiones de estudio, de informe o de consulta.
1. En todos los municipios de más de cinco mil habitantes tienen que constituirse comisiones de estudio, de
informe o de consulta. En los otros municipios pueden existir estas comisiones, siempre que las haya previsto
el reglamento orgánico o lo acuerde el pleno del ayuntamiento. En cualquier caso, en los municipios que son
capital de comarca tienen que constituirse las mencionadas comisiones, con independencia del número de
habitantes del municipio.
2. Corresponde a estas comisiones el estudio y el dictamen previos de los asuntos que tienen que someterse a
la decisión del pleno o de la comisión de gobierno cuando actúe por delegación de éste. También pueden
intervenir en relación con los asuntos que tienen que someterse a la comisión de gobierno cuando este órgano
les pida dictamen.
3. Corresponde al pleno determinar el número y la denominación de las comisiones de estudio, de informe o
de consulta, y sus modificaciones.
4. Estas comisiones pueden también constituirse con carácter temporal para tratar de temas específicos.
5. Las comisiones están integradas por los miembros que designen los diferentes grupos políticos que forman
parte de la corporación, de acuerdo con los mismos criterios del artículo 58.3.

Artículo 61. Órganos territoriales de gestión desconcentrada.
1. Con el fin de facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos municipales, el pleno puede
acordar la creación de órganos territoriales de gestión desconcentrada.
2. Para constituir estos órganos, tienen que aplicarse las reglas siguientes:

a) Tienen que integrar concejales, representantes de vecinos y de las asociaciones ciudadanas.
b) En relación con el número de miembros que integren el órgano, el número de concejales no puede ser
superior a un tercio del total.
c) Para distribuir los lugares que corresponden a las asociaciones ciudadanas, se aplica el criterio de
proporcionalidad en relación con su implantación efectiva, de acuerdo con los datos que resultan del
registro establecido por el artículo 158.4.
d) Preside el órgano el concejal en quien el alcalde o alcaldesa delegue, de acuerdo con lo que establece la
letra f).
e) Para designar los concejales se garantiza el principio de proporcionalidad con los votos obtenidos en el
territorio correspondiente en las últimas elecciones municipales.
f) Para designar a representantes de los vecinos se aplica un procedimiento análogo al establecido por el
artículo 81.3 y 81.5, y el cargo de concejal presidente tiene que corresponder en un miembro de la lista más
votada en el ámbito territorial de que se trata.

Artículo 62. Órganos de participación sectorial.
1. Asimismo, por acuerdo del pleno, pueden crearse órganos de participación sectorial en relación con los
ámbitos de actuación pública municipal que por su naturaleza lo permitan, con la finalidad de integrar la
participación de los ciudadanos y de sus asociaciones en los asuntos municipales.
2. Presiden los órganos de participación sectorial los concejales en quien el alcalde o alcaldesa delegue.

Artículo 63. Funciones de los órganos de participación.
Corresponden a los órganos de participación, en relación con el territorio o el sector material
correspondiente, las funciones siguientes:
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a) Formular propuestas para resolver los problemas administrativos que les afectan.
b) Emitir informes a iniciativa propia o del ayuntamiento, sobre materias de competencia municipal.
c) Emitir y formular propuestas y sugerencias en relación con el funcionamiento de los servicios y los
organismos públicos municipales.
d) Las otras de naturaleza análoga que determine el acuerdo de creación.

Artículo 64. Delegación de funciones.
1. Los órganos territoriales de participación pueden ejercer por delegación funciones deliberativas y ejecutivas
en las materias relativas a la gestión y la utilización de los servicios y los bienes destinados a actividades
sanitarias, asistenciales, culturales, deportivas y de recreo cuando su naturaleza permita la gestión
desconcentrada y no afecte a los intereses generales del municipio. Puede ampliarse la delegación a otras
actividades, siempre que concurran las condiciones anteriores.
2. Con el fin de garantizar el principio de unidad de gobierno y de gestión del municipio:

a) El ejercicio de las facultades de gestión y ejecución corresponde, en todo caso, al concejal presidente, de
acuerdo con las decisiones adoptadas por el órgano de participación.
b) Tienen que establecerse los sistemas de revisión y control de los actos y los acuerdos adoptados por los
órganos de participación.
c) Los órganos desconcentrados tienen que ejercer sus funciones de acuerdo con los programas y las
directrices establecidos por el pleno.
d) Los actos de los órganos de participación territorial pueden impugnarse ante al órgano correspondiente
del ayuntamiento mediante el recurso de altura.

Artículo 65. Núcleos separados de población.
1. Los grupos de población que dentro de un municipio constituyen núcleos separados pueden constituirse
como órganos territoriales de participación. La constitución es obligatoria cuando la mayoría de los vecinos
interesados lo pida.
2. Preside el órgano el concejal que a este efecto designe el alcalde, a propuesta de la cabeza de la lista más
votada en el ámbito territorial correspondiente. El resto de miembros son determinados y designados por el
pleno, en función de la población y de acuerdo con un procedimiento análogo a lo establecido para el artículo
81.2, 81.3 y 81.5.
3. Corresponden a estos órganos de participación las atribuciones establecidas por los artículos 63 y 64.1.

Carta Europea de Autonomia Local

CEAL · BOE-A-1989-4370 · arts. 2 a 11 — 10 incluidos

Artículo 2. Fundamento constitucional y legal de la autonomía local.
El principio de la autonomía local debe estar reconocido en la legislación interna y, en lo posible, en la
Constitución.

Artículo 3. Concepto de la autonomía local.
1. Por autonomía local se entiende el derecho y la capacidad efectiva de las Entidades locales de ordenar y
gestionar una parte importante de los asuntos públicos, en el marco de la Ley, bajo su propia responsabilidad y
en beneficio de sus habitantes.
2. Este derecho se ejerce por Asambleas o Consejos integrados por miembros elegidos por sufragio libre,
secreto, igual, directo y universal y que pueden disponer de órganos ejecutivos responsables ante ellos
mismos. Esta disposición no causará perjuicio al recurso a las asambleas de vecinos, al referéndum o a
cualquier otra forma de participación directa de los ciudadanos, allí donde esté permitido por la Ley.
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Artículo 4. Alcance de la autonomía local.
1. Las competencias básicas de las Entidades locales vienen fijadas por la Constitución o por la Ley. Sin
embargo, esta disposición no impide la atribución a las Entidades locales de competencias para fines
específicos, de conformidad con la Ley.
2. Las Entidades locales tienen, dentro del ámbito de la Ley, libertad plena para ejercer su iniciativa en toda
materia que no esté excluida de su competencia o atribuida a otra autoridad.
3. El ejercicio de las competencias públicas debe, de modo general, incumbir preferentemente a las
autoridades más cercanas a los ciudadanos. La atribución de una competencia a otra autoridad debe tener en
cuenta la amplitud o la naturaleza de la tarea o las necesidades de eficacia o economía.
4. Las competencias encomendadas a las Entidades locales, deben ser normalmente plenas y completas. No
pueden ser puestas en tela de juicio ni limitadas por otra autoridad central o regional, más que dentro del
ámbito de la Ley.
5. En caso de delegación de poderes por una autoridad central o regional, las Entidades locales deben disfrutar
en lo posible de la libertad de adaptar su ejercicio a las condiciones locales.
6. Las Entidades locales deben ser consultadas, en la medida de lo posible, a su debido tiempo y de forma
apropiada, a lo largo de los procesos de planificación y de decisión para todas las cuestiones que les afectan
directamente.

Artículo 5. Protección de los límites territoriales de las Entidades locales.
Para cualquier modificación de los límites territoriales locales, las colectividades locales afectadas deberán ser
consultadas previamente, llegado el caso, por vía de referéndum allá donde la legislación lo permita.

Artículo 6.
Adecuación de las estructuras y de los medios administrativos a los cometidos de las Entidades locales:
1. Sin perjuicio de las disposiciones más generales creadas por la Ley, las Entidades locales deben poder
definir por sí mismas las estructuras administrativas internas con las que pretenden dotarse, con objeto de
adaptarlas a sus necesidades específicas y a fin de permitir una gestión eficaz.
2. El Estatuto del personal de las Entidades locales debe permitir una selección de calidad, fundamentado en
los principios de mérito y capacidad; a este fin, debe reunir condiciones adecuadas de formación,
remuneración y perspectivas de carrera.

Artículo 7. Condiciones del ejercicio de las responsabilidades a nivel local.
1. El Estatuto de los representantes locales debe asegurar el libre ejercicio de su mandato.
2. Debe permitir la compensación financiera adecuada a los gastos causados con motivo del ejercicio de su
mandato, así como si llega el caso, la compensación financiera de los beneficios perdidos o una remuneración
del trabajo desempeñado y la cobertura social correspondiente.
3. Las funciones y actividades incompatibles con el mandato del representante local no pueden ser fijadas más
que por Ley o por principios jurídicos fundamentales.

Artículo 8. Control administrativo de los actos de las Entidades locales.
1. Todo control administrativo sobre las Entidades locales no puede ser ejercido sino según las formas y en los
casos previstos por la Constitución o por Ley.
2. Todo control administrativo de los actos de las Entidades locales no debe normalmente tener como objetivo
más que asegurar el respeto a la legalidad y de los principios constitucionales. Sin embargo, tal control podrá
extenderse a un control de oportunidad, ejercido por autoridades de nivel superior, respecto de las
competencias cuya ejecución se haya delegado en las Entidades locales.
3. El control administrativo de las Entidades locales debe ejercerse manteniendo una proporcionalidad entre
la amplitud de la intervención de la autoridad de control y la importancia de los intereses que pretende
salvaguardar.
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Artículo 9. Los recursos financieros de las Entidades locales.
1. Las Entidades locales tienen derecho, en el marco de la política económica nacional, a tener recursos
propios suficientes de los cuales pueden disponer libremente en el ejercicio de sus competencias.
2. Los recursos financieros de las Entidades locales deben ser proporcionales a las competencias previstas por
la Constitución o por la Ley.
3. Una parte al menos de los recursos financieros de las Entidades locales debe provenir de ingresos
patrimoniales y de tributos locales respecto de los que tengan la potestad de fijar la cuota o el tipo dentro de
los límites de la Ley.
4. Los sistemas financieros sobre los cuales descansan los recursos de que disponen las Entidades locales
deben ser de una naturaleza suficientemente diversificada y evolutiva como para permitirles seguir, en la
medida de lo posible y en la práctica, la evolución real de los costes del ejercicio de sus competencias.
5. La protección de las Entidades locales financieramente más débiles reclama la adopción de procedimientos
de compensación financiera o de las medidas equivalentes destinadas a corregir los efectos del desigual
reparto de las fuentes potenciales de financiación, así como de las cargas que les incumben. Tales
procedimientos o medidas no deben reducir la libertad de opción de las Entidades locales, en su propio
ámbito de competencia.
6. Las Entidades locales deben ser consultadas según formas apropiadas, sobre las modalidades de
adjudicación a éstas de los recursos redistribuidos.
7. En la medida de lo posible, las subvenciones concedidas a las Entidades locales no deben ser destinadas a la
financiación de proyectos específicos. La concesión de subvenciones no deberá causar perjuicio a la libertad
fundamental de la política de las Entidades locales, en su propio ámbito de competencia.
8. Con el fin de financiar sus gastos de inversión, las Entidades locales deben tener acceso, de conformidad con
la Ley, al mercado nacional de capitales.

Artículo 10. El derecho de asociación de las Entidades locales.
1. Las Entidades locales tienen el derecho, en el ejercicio de sus competencias, de cooperar y, en el ámbito de
la Ley, asociarse con otras Entidades locales para la realización de tareas de interés común.
2. El derecho de las Entidades locales de integrarse en una asociación para la protección y promoción de sus
intereses comunes y el de integrarse en una asociación internacional de Entidades locales deben ser
reconocidos por cada Estado.
3. Las Entidades locales pueden, en las condiciones eventualmente previstas por la ley, cooperar con las
Entidades de otros Estados.

Artículo 11. Protección legal de la autonomía local.
Las Entidades locales deben disponer de una vía de recurso jurisdiccional a fin de asegurar el libre ejercicio de
sus competencias y el respeto a los principios de autonomía local consagrados en la Constitución o en la
legislación interna.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5

1. La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas:

A) Es una atribución que corresponde a la Junta de Gobierno Local.

B) Es una atribución del Pleno municipal que puede delegar en el Alcalde y en la Junta de Gobierno Local.

C) Es una atribución de la alcaldía, previo conocimiento de la comisión informativa de régimen interior.

D) Es una atribución del Pleno municipal que no puede delegar.
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2. El nombramiento de los aspirantes que superen las pruebas establecidas y, en su caso, los 
correspondientes cursos selectivos, corresponderá al:

A) Al Alcalde

B) A la Junta de Gobierno

C) Al Pleno de la Corporación

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Según el artículo 19.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, el 
Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en régimen 
de Concejo Abierto, corresponde al Ayuntamiento, integrado por…

A) El Alcalde y los Concejales.

B) Los Concejales.

C) Los Grupos Políticos Municipales.

D) El Alcalde y los Grupos Municipales.

4. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y:

A) Un número de concejales no superior al tercio del número legal de los mismos.

B) Un número de concejales igual al tercio del número legal de los mismos.

C) Un número de concejales no superior al cuarto del número legal de los mismos.

D) B y C son correctas.

5. Según el artículo 25.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, los 
Municipios pueden ejercer como propias las siguientes competencias:

A) Protección del medio natural.

B) Promoción y gestión turística.

C) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

6. Según la Constitución Española, el Estado se organiza territorialmente en:

A) Municipios, en provincias, comarcas y en las Comunidades Autónomas que se constituyan

B) Municipios, en provincias, y en las Comunidades Autónomas que se constituyan

C) Municipios, en provincias, nacionalidades, regiones y en las Comunidades Autónomas que se constituyan

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. Los elementos que componen el municipio son:

A) El territorio, las ordenanzas y la población

B) El territorio, el alcalde y la organización

C) El territorio, la población y la organización

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. La Ley 7/1985, en su artículo 11.2 establece como elementos del municipio:

A) El territorio, la población y la administración.

B) Elementos organizativos, territorial y físicos.

C) El territorio, la población y la organización.

D) Ninguna respuesta es correcta.
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9. El artículo 85 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, clasifica la gestión 
directa de los servicios públicos en:

A) Gestión por la propia Entidad Local, organismo autónomo local, entidad pública empresarial local y sociedad 
mercantil local, cuyo capital social sea de titularidad pública.

B) Gestión por la propia Entidad Local, consorcio, entidad pública empresarial local y sociedad mercantil local, 
cuyo capital social sea de titularidad pública.

C) Gestión por la propia Entidad Local, organismo autónomo local, entidad pública empresarial local y sociedad 
mercantil local, cuyo capital social sea de titularidad privada.

D) Gestión por la propia Entidad Local, fondos sin personalidad jurídica, fundaciones, entidad pública 
empresarial local y sociedad mercantil local, cuyo capital social sea de titularidad privada.

10. Son competencias de la gestión deportiva municipal:

A) Construcción y mantenimiento de instalaciones y promoción deportiva

B) Mantenimiento de instalaciones deportivas y apoyo al deporte de alto rendimiento

C) Promoción deportiva y estrategias de comunicación

D) Construcción de instalaciones deportivas y atención al usuario

SOLUCIONES 1 D · 2 A · 3 A · 4 A · 5 C · 6 B · 7 C · 8 C · 9 A · 10 A

Te quedan 1158 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

El Reglament Orgànic Municipal de Sant Cugat de 2017: ús de la 
llengua catalana, òrgans de govern municipals, òrgans d'estudi, 

informe i consulta, estructura administrativa gerencial i estatut dels 
membres de la corporació. Funcionament dels òrgans municipals. 
Cartipàs municipal. Organismes autònoms de Sant Cugat. Entitats 

públiques empresarials locals de Sant Cugat.

Text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (DL 2/2003)

TRLMRLC · DOGC-f-2003-90008 · art. 5 · arts. 47 a 65 · arts. 97 a 114 · arts. 162 a 170 · arts. 252 a 254 — 50 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 5. Lengua de los entes locales.
1. El catalán es la lengua propia de la Administración local de Cataluña y, por lo tanto, tiene que ser la lengua
de uso normal y general en sus actividades.
2. Todos los ciudadanos y ciudadanas tienen derecho a escoger la lengua oficial con la que se relacionan con
los entes locales, y éstos tienen el deber correlativo de atenderles en la lengua escogida, en los términos
establecidos por la Ley 1/1998, de 7 de enero, de política lingüística.

TÍTULO IV Del municipio

CAPÍTULO I La organización municipal

Artículo 47. Gobierno y administración municipales.
1. El gobierno y la administración municipales corresponden al ayuntamiento, integrado por el alcalde y los
concejales.
2. El régimen especial de consejo abierto se rige por principios organizativos especiales.
3. En los ayuntamientos en los cuales ha tenido predominio a lo largo de la historia otra denominación para el
alcalde o para los concejales, puede utilizarse, indistintamente, la denominación tradicional o la que establece
esta Ley.

Artículo 48. Órganos del municipio.
1. La organización municipal se rige por las reglas siguientes:

a) El alcalde, los tenientes de alcalde y el pleno existen en todos los ayuntamientos.
b) Hay una comisión de gobierno en los municipios con una población de derecho superior a cinco mil
habitantes y en los de menos cuando lo acuerda el pleno del ayuntamiento o lo establece el reglamento
orgánico de éste. En cualquier caso, la comisión de gobierno existe en todos los municipios que sean
capital de comarca, con independencia del número de habitantes.
c) La comisión especial de cuentas existe en todos los ayuntamientos.

2. Pueden complementar a la organización municipal:
a) Las comisiones de estudio, informe o consulta.
b) Los órganos de participación ciudadana.
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c) El síndico o la síndica municipal de greuges, si lo acuerda el pleno por mayoría absoluta, a propuesta de
un grupo municipal.
d) El consejo asesor urbanístico.
e) La junta local de seguridad.
f) Cualquier otro órgano establecido por el municipio.

Artículo 49. Órganos complementarios.
El ayuntamiento, en ejercicio de su autonomía organizativa, puede crear otros órganos municipales
complementarios, respetando en todo caso la organización básica determinada por las leyes. La creación de
los órganos complementarios tiene que responder a los principios de eficacia, economía organizativa y
participación ciudadana.

Artículo 50. Grupos municipales.
1. Para el mejor funcionamiento de los órganos de gobierno de la corporación, el pleno puede acordar la
creación de grupos municipales. Tienen que constituirse grupos municipales en los municipios de más de
veinte mil habitantes.
2. Si ningún acuerdo del pleno regula lo contrario, por cada lista electoral sólo puede constituirse un grupo
municipal. Cada lista electoral que obtenga representación en el ayuntamiento puede formar grupo municipal.
3. Sólo el concejal o los concejales de una misma lista electoral pueden constituir grupo municipal.
4. En el plazo que establezca el acuerdo a que se refiere el apartado 1, y en los municipios de más de veinte mil
habitantes antes del primer pleno ordinario después de la constitución del ayuntamiento, cada concejal tiene
que presentar a la alcaldía una declaración firmada donde tiene que expresar el grupo municipal al cual desea
ser adscrito.
5. Los concejales que no queden integrados en un grupo quedarán automáticamente incorporados al grupo
mixto. La participación de este grupo en las actividades del ayuntamiento es análoga a la de los otros grupos.
6. Los concejales que abandonan el grupo formado por la candidatura por la que se presentaron a las
elecciones locales no pueden integrarse en el grupo mixto, sino que quedan como concejales no adscritos.
Este precepto no es aplicable en el caso de candidaturas presentadas con la fórmula de coalición electoral,
cuándo alguno de los partidos políticos que la integran decide abandonarla.
7. Los concejales que, de conformidad con lo que establece el apartado 6, quedan en la condición de no
adscritos, tienen los deberes y los derechos individuales, incluidos los de carácter material y económico, que
según las leyes forman parte del estatuto de los miembros de las corporaciones locales y participan en las
actividades propias del ayuntamiento de manera análoga a la del resto de concejales.
8. El municipio, de acuerdo con el reglamento orgánico y en la medida de sus posibilidades, tiene que poner a
disposición de los grupos los medios necesarios para poder llevar a término sus tareas.

Artículo 51. Funciones y atribuciones de los grupos.
Las funciones y las atribuciones de los grupos municipales se entienden, en todo caso, sin perjuicio de las que
la legislación de régimen local atribuye a los órganos municipales y a los miembros de la corporación.

Artículo 52. Pleno.
1. El pleno está integrado por todos los concejales y está presidido por el alcalde.
2. Corresponden al pleno las atribuciones siguientes:

a) Controlar y fiscalizar los órganos de gobierno.
b) Tomar acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; la alteración del
término municipal; la creación o la supresión de municipios y de entidades de administración
descentralizada; la creación de órganos desconcentrados; la alteración de la capitalidad del municipio; el
cambio de nombre del municipio o de las entidades mencionadas, y la adopción o la modificación de la
bandera, la enseña o el escudo.
c) La aprobación inicial del planeamiento general del municipio y la aprobación que ponga fin a la
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tramitación municipal de los planes y otros instrumentos de ordenación urbanísticos.
d) Aprobar el reglamento orgánico y las ordenanzas.
e) Crear y regular órganos complementarios.
f) Determinar los recursos propios de carácter tributario. Aprobar y modificar los presupuestos, disponer
gastos en los asuntos de su competencia y aprobar las cuentas.
g) Aprobar las formas de gestión de los servicios y los expedientes de municipalización.
h) Aceptar la delegación de competencias hecha por otras administraciones públicas.
i) Plantear conflictos de competencia a otras entidades locales y las restantes administraciones públicas.
j) Aprobar la plantilla del personal y la relación de los puestos de trabajo, fijar la cuantía de las
retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y el régimen del personal
eventual, todo eso en los términos establecidos por la legislación sobre función pública local.
k) Ejercer las acciones administrativas y judiciales, y también declarar la lesividad de los actos
administrativos emanados de los órganos del ayuntamiento, en materias de la competencia respectiva.
l) Alterar la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada en cada ejercicio económico
exceda del 10% de los recursos ordinarios del presupuesto –salvo las de tesorería, que le corresponderán
cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15% de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior–, todo ello de conformidad con lo que dispone la Ley
reguladora de las haciendas locales.
n) Las contrataciones y las concesiones de todo tipo cuando su importe supere el 10% de los recursos
ordinarios del presupuesto y, en cualquier caso, los 6.010.121,04 euros, y también los contratos y las
concesiones plurianuales cuando su duración sea superior a cuatro años y los plurianuales de menor
duración cuando el importe acumulado de todas sus anualidades supere el porcentaje indicado, referido a
los recursos ordinarios del presupuesto del primer ejercicio y, en todo caso, cuando sea superior a la
cuantía señalada en esta letra.
o) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión, y cuando todavía no estén previstos en los presupuestos.
p) La adquisición de bienes y derechos cuando su valor supere el 10% de los recursos ordinarios del
presupuesto y, en todo caso, cuando sea superior a 3.005.060,52 euros, y también las enajenaciones
patrimoniales en los supuestos siguientes: Cuando se trate de bienes inmuebles o de bienes muebles que
estén declarados de valor histórico o artístico, y no estén previstas en el presupuesto. Cuando estando
previstas en el presupuesto, superen los mismos porcentajes y cuantías indicados para las adquisiciones de
bienes.
q) Las otras que tienen que corresponder al pleno, por el hecho de que su aprobación exige una mayoría
cualificada.
r) Las otras que expresamente le atribuyan las leyes. 3 Corresponde igualmente al pleno la votación sobre la
moción de censura al alcalde y sobre la cuestión de confianza planteada por éste mismo, todo lo cual se
rige por lo que dispone la legislación electoral general. 4 El pleno puede delegar el ejercicio de sus
atribuciones al alcalde y a la comisión de gobierno, excepto las mencionadas en el apartado 2, letras a), b),
c), d), e), f), g), h), i), j), l) y q), y en el apartado 3 de este artículo.

Artículo 53. Alcalde o alcaldesa.
1. El alcalde o alcaldesa es el presidente o presidenta de la corporación y tiene, en todo caso, las atribuciones
siguientes:

a) Representar al Ayuntamiento.
b) Dirigir el Gobierno y la Administración municipales.
c) Convocar y presidir las sesiones del pleno, de la comisión de gobierno y de cualesquiera otros órganos
municipales, y decidir los empates con voto de calidad.
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d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y las obras municipales.
e) Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos municipales.
f) Dictar bandos y velar para que se cumplan.
g) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el presupuesto municipal aprobado, autorizar y
disponer gastos dentro de los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión
de las que prevé el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales,
siempre que aquéllas estén previstas en el presupuesto y su importe acumulado en cada ejercicio
económico no supere el 10% de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderá cuando
el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no superen el 15% de los ingresos
liquidados en el ejercicio anterior; reconocer obligaciones en los límites de su competencia; ordenar pagos
y rendir cuentas; todo ello, de acuerdo con la Ley reguladora de las haciendas locales.
h) Aprobar la oferta de ocupación pública de acuerdo con el presupuesto y la plantilla aprobados por el
pleno, aprobar las bases de las pruebas para seleccionar al personal y para los concursos de provisión de
lugares de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
i) Ejercer la dirección superior de todo el personal de la corporación y acordar su nombramiento y
sanciones, incluida la separación del servicio de los funcionarios de la corporación y el despido del
personal laboral, dando cuenta al pleno en estos dos últimos supuestos en la primera sesión que aquél
convoque. Esta atribución se entiende sin perjuicio de lo que disponen los apartados 1 y 3 del artículo 99 de
la Ley reguladora de las bases del régimen local.
j) Ejercer la dirección superior de la policía municipal, y también nombrar y sancionar a los funcionarios
que llevan armas.
k) Ejercer acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de su
competencia y también cuando éstas hayan sido delegadas a otro órgano y, en caso de urgencia, en
materias de la competencia del pleno. En este último supuesto tiene que darse cuenta al pleno en la
primera sesión que éste convoque para su ratificación.
l) La iniciativa para proponer al pleno la declaración de lesividad de los actos administrativos en materias
que son de la competencia de la alcaldía. Asimismo, el alcalde o alcaldesa puede declarar la lesividad con
respecto a competencias del pleno, en razón de urgencia que haga inviable la convocatoria, y en la primera
reunión que tenga tiene que dar cuenta de ello.
m) Adoptar personalmente y bajo su responsabilidad, en el caso de catástrofe o de infortunios públicos o
de grave peligro de éstos, las medidas necesarias y adecuadas, y dar cuenta inmediata al pleno.
n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o las infracciones de las ordenanzas municipales,
salvo en los casos en que la facultad se atribuya a otros órganos.
o) Las contrataciones y las concesiones de todo tipo cuando su importe no supere el 10% de los recursos
ordinarios del presupuesto ni, en cualquier caso, los 6.010.121,04 euros, incluidas las de carácter plurianual
cuando su duración no sea superior a cuatro años, siempre que el importe acumulado de todas sus
anualidades no supere ni el porcentaje indicado, referido a los recursos ordinarios del presupuesto del
primer ejercicio, ni la cuantía señalada.
p) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el presupuesto.
q) La adquisición de bienes y derechos cuando su valor no supere el 10% de los recursos ordinarios del
presupuesto ni los 3.005.060,52 euros, y también la enajenación del patrimonio que no supere el porcentaje
ni la cuantía indicados en los supuestos siguientes: La de bienes inmuebles, siempre que esté prevista en el
presupuesto. La de bienes muebles, salvo los declarados de valor histórico o artístico cuya enajenación no
se encuentre prevista en el presupuesto.
r) Conceder licencias, salvo que las leyes sectoriales atribuyan esta facultad expresamente al pleno o a la
comisión de gobierno.
s) Las aprobaciones de los instrumentos de desarrollo del planeamiento general del municipio no
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atribuidas expresamente al pleno, y también la aprobación de los instrumentos de gestión urbanística y de
los proyectos de urbanización complementarios.
t) Imponer sanciones con relación a las competencias municipales, de acuerdo con las leyes y los
reglamentos de desarrollo.
u) Las otras atribuciones que expresamente le atribuyen las leyes y las que la legislación asigna al
municipio y no atribuye a otros órganos municipales.

2. Corresponde también al alcalde o alcaldesa el nombramiento de los tenientes de alcalde.
3. El alcalde o alcaldesa puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las
sesiones de pleno y de la comisión de gobierno, decidir los empates con el voto de calidad, la concertación de
operaciones de crédito, la dirección superior de todo el personal, la separación del servicio de los funcionarios
y el despido del personal laboral, y las mencionadas en las letras b), f), s), k), l) y m) del apartado 1.

Artículo 54. Comisión de gobierno.
1. La comisión de gobierno está integrada por el alcalde o alcaldesa y un número de concejales no superior al
tercio del número legal de éstos, nombrados y separados libremente por el alcalde o alcaldesa, el cual tiene
que dar cuenta al pleno.
2. Corresponde a la comisión de gobierno:

a) El asistencia al alcalde o alcaldesa en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el alcalde o alcaldesa u otro órgano municipal le deleguen y las que le atribuyen las
leyes.

Artículo 55. Tenientes de alcalde o de alcaldesa.
El alcalde o alcaldesa designa y revoca libremente a los tenientes de alcalde de entre los miembros de la
comisión de gobierno y cuando no los hay, de entre los concejales. Los tenientes de alcalde sustituyen al
alcalde o alcaldesa, por orden de nombramiento, en los casos de vacante, de ausencia o de enfermedad.

Artículo 56. Delegación del alcalde o alcaldesa.
1. El alcalde o alcaldesa puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, excepto las del artículo 53.3, en los
miembros de la comisión de gobierno y cuando no los hay, en los tenientes de alcalde.
2. El acuerdo de delegación tiene que determinar los asuntos que ésta comprende, las potestades que se
delegan y las condiciones concretas de su ejercicio.
3. El alcalde o alcaldesa puede también conferir delegaciones especiales para encargos específicos, a favor de
cualquier concejal, aunque no pertenezca a la comisión de gobierno.

Artículo 57. Delegaciones del pleno a la comisión de gobierno.
La delegación de atribuciones del pleno a favor de la comisión de gobierno requiere el acuerdo adoptado por
mayoría absoluta del número legal de miembros de la corporación.

Artículo 58. Comisión especial de cuentas.
1. Corresponde a la comisión especial de cuentas el examen, el estudio y el informe de las cuentas anuales de
la corporación. Estos quedan integrados por la cuenta general del presupuesto, la cuenta de administración
del patrimonio, la cuenta de valores independientes y auxiliares de presupuesto y las cuentas de entidades u
organismos municipales de gestión.
2. Para el ejercicio adecuado de sus funciones, la comisión puede requerir, por medio del alcalde o alcaldesa,
la documentación complementaria que considere necesaria y la presencia de los miembros y los funcionarios
de la corporación especialmente relacionados con las cuentas que se analicen.
3. La comisión está integrada por miembros de todos los grupos políticos integrantes de la corporación. El
número de miembros es proporcional a su representatividad en el ayuntamiento o igual para cada grupo. En
este último caso se aplica el sistema de voto ponderado.
4. Las competencias de la comisión especial de cuentas se entienden sin perjuicio de las que corresponden al
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Tribunal de Cuentas y a la Sindicatura de Cuentas, de acuerdo con su legislación específica.

Artículo 59. Síndico o síndica municipal de greuges.
1. Para poder ser elegido síndico o síndica municipal de greuges, tienen que cumplirse las condiciones
siguientes:

a) Ser mayor de edad y disfrutar de la plenitud de derechos civiles y políticos.
b) Tener la condición política de catalán, de acuerdo con lo que establece el artículo 6 del Estatuto de
autonomía de Cataluña.

2. El síndico o síndica municipal de greuges es escogido por el pleno del ayuntamiento por una mayoría de las
tres quintas partes de sus miembros, en primera votación; si no se alcanza esta mayoría, en la segunda
votación es suficiente la mayoría absoluta. Corresponde al alcalde o a alcaldesa nombrar al síndico o síndica
municipal de greuges.
3. El cargo de síndico o síndica municipal de greuges tiene una duración de cinco años; sólo puede cesar por
renuncia expresa, por muerte o por incapacidad sobrevenida o por condena firme por delito doloso.
4. La función de síndico o síndica municipal de greuges es defender los derechos fundamentales y las
libertades públicas de los vecinos del municipio, por lo que puede supervisar las actividades de la
Administración municipal. El síndico o síndica municipal de greuges ejerce su función con independencia y
objetividad.

Artículo 60. Comisiones de estudio, de informe o de consulta.
1. En todos los municipios de más de cinco mil habitantes tienen que constituirse comisiones de estudio, de
informe o de consulta. En los otros municipios pueden existir estas comisiones, siempre que las haya previsto
el reglamento orgánico o lo acuerde el pleno del ayuntamiento. En cualquier caso, en los municipios que son
capital de comarca tienen que constituirse las mencionadas comisiones, con independencia del número de
habitantes del municipio.
2. Corresponde a estas comisiones el estudio y el dictamen previos de los asuntos que tienen que someterse a
la decisión del pleno o de la comisión de gobierno cuando actúe por delegación de éste. También pueden
intervenir en relación con los asuntos que tienen que someterse a la comisión de gobierno cuando este órgano
les pida dictamen.
3. Corresponde al pleno determinar el número y la denominación de las comisiones de estudio, de informe o
de consulta, y sus modificaciones.
4. Estas comisiones pueden también constituirse con carácter temporal para tratar de temas específicos.
5. Las comisiones están integradas por los miembros que designen los diferentes grupos políticos que forman
parte de la corporación, de acuerdo con los mismos criterios del artículo 58.3.

Artículo 61. Órganos territoriales de gestión desconcentrada.
1. Con el fin de facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos municipales, el pleno puede
acordar la creación de órganos territoriales de gestión desconcentrada.
2. Para constituir estos órganos, tienen que aplicarse las reglas siguientes:

a) Tienen que integrar concejales, representantes de vecinos y de las asociaciones ciudadanas.
b) En relación con el número de miembros que integren el órgano, el número de concejales no puede ser
superior a un tercio del total.
c) Para distribuir los lugares que corresponden a las asociaciones ciudadanas, se aplica el criterio de
proporcionalidad en relación con su implantación efectiva, de acuerdo con los datos que resultan del
registro establecido por el artículo 158.4.
d) Preside el órgano el concejal en quien el alcalde o alcaldesa delegue, de acuerdo con lo que establece la
letra f).
e) Para designar los concejales se garantiza el principio de proporcionalidad con los votos obtenidos en el
territorio correspondiente en las últimas elecciones municipales.
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f) Para designar a representantes de los vecinos se aplica un procedimiento análogo al establecido por el
artículo 81.3 y 81.5, y el cargo de concejal presidente tiene que corresponder en un miembro de la lista más
votada en el ámbito territorial de que se trata.

Artículo 62. Órganos de participación sectorial.
1. Asimismo, por acuerdo del pleno, pueden crearse órganos de participación sectorial en relación con los
ámbitos de actuación pública municipal que por su naturaleza lo permitan, con la finalidad de integrar la
participación de los ciudadanos y de sus asociaciones en los asuntos municipales.
2. Presiden los órganos de participación sectorial los concejales en quien el alcalde o alcaldesa delegue.

Artículo 63. Funciones de los órganos de participación.
Corresponden a los órganos de participación, en relación con el territorio o el sector material
correspondiente, las funciones siguientes:
a) Formular propuestas para resolver los problemas administrativos que les afectan.
b) Emitir informes a iniciativa propia o del ayuntamiento, sobre materias de competencia municipal.
c) Emitir y formular propuestas y sugerencias en relación con el funcionamiento de los servicios y los
organismos públicos municipales.
d) Las otras de naturaleza análoga que determine el acuerdo de creación.

Artículo 64. Delegación de funciones.
1. Los órganos territoriales de participación pueden ejercer por delegación funciones deliberativas y ejecutivas
en las materias relativas a la gestión y la utilización de los servicios y los bienes destinados a actividades
sanitarias, asistenciales, culturales, deportivas y de recreo cuando su naturaleza permita la gestión
desconcentrada y no afecte a los intereses generales del municipio. Puede ampliarse la delegación a otras
actividades, siempre que concurran las condiciones anteriores.
2. Con el fin de garantizar el principio de unidad de gobierno y de gestión del municipio:

a) El ejercicio de las facultades de gestión y ejecución corresponde, en todo caso, al concejal presidente, de
acuerdo con las decisiones adoptadas por el órgano de participación.
b) Tienen que establecerse los sistemas de revisión y control de los actos y los acuerdos adoptados por los
órganos de participación.
c) Los órganos desconcentrados tienen que ejercer sus funciones de acuerdo con los programas y las
directrices establecidos por el pleno.
d) Los actos de los órganos de participación territorial pueden impugnarse ante al órgano correspondiente
del ayuntamiento mediante el recurso de altura.

Artículo 65. Núcleos separados de población.
1. Los grupos de población que dentro de un municipio constituyen núcleos separados pueden constituirse
como órganos territoriales de participación. La constitución es obligatoria cuando la mayoría de los vecinos
interesados lo pida.
2. Preside el órgano el concejal que a este efecto designe el alcalde, a propuesta de la cabeza de la lista más
votada en el ámbito territorial correspondiente. El resto de miembros son determinados y designados por el
pleno, en función de la población y de acuerdo con un procedimiento análogo a lo establecido para el artículo
81.2, 81.3 y 81.5.
3. Corresponden a estos órganos de participación las atribuciones establecidas por los artículos 63 y 64.1.

TÍTULO IX Del funcionamiento de los entes locales

CAPÍTULO I Régimen de las sesiones

Artículo 97. Clases de sesiones.
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Los órganos colegiados de los entes locales funcionan en régimen de sesiones ordinarias, de periodicidad
preestablecida, y de sesiones extraordinarias, que pueden ser, si procede, urgentes.

Artículo 98. Sesiones del pleno.
El pleno tiene que ajustar su funcionamiento a las reglas siguientes:
a) El pleno tiene sesión ordinaria cada mes, como mínimo, en los ayuntamientos de municipios de más de
20.000 habitantes y en las diputaciones provinciales; cada dos meses en los ayuntamientos de municipios de
una población entre 5.001 y 20.000 habitantes; y cada tres meses en los ayuntamientos de municipios de hasta
5.000 habitantes. Asimismo, el pleno tiene sesión extraordinaria cuando el presidente lo decide o cuando lo
pide la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la corporación, sin que ningún concejal
pueda solicitar más de tres anualmente. En este último caso, la celebración de este pleno no puede retrasarse
más allá de quince días hábiles desde que ha sido solicitada, y no puede incorporarse el asunto al orden del día
de un pleno ordinario o de otro extraordinario con más asuntos si los solicitantes de la convocatoria no lo
autorizan expresamente. Si el presidente no convocara el pleno extraordinario solicitado por el número de
concejales indicado dentro del plazo de quince días señalado, éste quedará convocado automáticamente para
el décimo día hábil siguiente al de la finalización del plazo mencionado, a las doce horas, lo que tiene que ser
notificado por el secretario de la corporación a todos los miembros de ésta el día siguiente de finalizar aquel
plazo de quince días. En ausencia del presidente o de quien tenga que sustituirlo legalmente, el pleno quedará
válidamente constituido siempre que se produzca el quórum que requiere la letra c) de este artículo, caso en el
cual será presidido por el miembro de la corporación de más edad entre los presentes.
b) Las sesiones plenarias tienen que convocarse, como mínimo, con dos días hábiles de antelación, salvo las
extraordinarias con carácter urgente, cuya convocatoria tiene que ser ratificada por el pleno. La
documentación íntegra de los asuntos incluidos en el orden del día que tiene que servir de base para el debate
y, en su caso, la votación, tiene que estar a disposición de los concejales en la secretaría de la corporación
antes de la expedición de la convocatoria.
c) El pleno se constituye válidamente con la asistencia de un tercio de su número legal de miembros, que
nunca puede ser inferior a tres. Este quórum tiene que mantenerse durante toda la sesión. Hace falta la
asistencia del presidente o la presidenta y del secretario o la secretaria o de quien legalmente los sustituya.
d) La adopción de acuerdos se produce mediante votación ordinaria, a menos que el mismo pleno acuerde, en
relación con un caso concreto, hacerlo mediante votación nominal. El voto puede emitirse en sentido
afirmativo o negativo, y los miembros de la corporación pueden abstenerse de votar. La ausencia de un
concejal o más, una vez iniciada la deliberación de un asunto, equivale, a efectos de la votación
correspondiente, a la abstención. En caso de votaciones con resultado de empate, tiene que efectuarse otra
votación, y, si persiste el empate, decide el voto de calidad del presidente.
e) En los plenos ordinarios la parte dedicada al control del resto de órganos de la corporación tiene que tener
una substantividad propia y diferenciada de la parte resolutiva, garantizando de manera efectiva su
funcionamiento y, en su caso, en su regulación, la participación de todos los grupos municipales en la
formulación de ruegos, preguntas y mociones.

Artículo 99. Sesiones de la comisión de gobierno.
1. La comisión de gobierno, para ejercer sus competencias resolutorias, tiene sesiones ordinarias con la
periodicidad determinada por el pleno de la corporación, y sesiones extraordinarias cuando el presidente lo
decide.
2. Para ejercer sus funciones de asistencia, se reúne cuando el presidente de la corporación lo determina.

Artículo 100. Sesiones de las comisiones de estudio, de informe o de consulta.
La periodicidad de las sesiones ordinarias de las comisiones de estudio, de informe o de consulta y de los
órganos de participación tiene que ser determinada por el pleno. Pueden, no obstante, tener sesiones
extraordinarias cuando su presidente lo decide o cuando lo pide la cuarta parte, al menos, del número legal de
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miembros.

Artículo 101. Sesiones de la comisión especial de cuentas.
1. La comisión especial de cuentas tiene que reunirse necesariamente antes del día 1 de junio de cada año para
examinar las cuentas generales de la corporación, junto con los justificantes y antecedentes, y emitir informe.
Puede, no obstante, tener reuniones preparatorias si su presidente o presidenta lo decide o si lo pide una
cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la comisión.
2. Por acuerdo del pleno de la corporación, la comisión de estudio, de informe o de consulta especializada en
materia de finanzas puede actuar como comisión especial de cuentas.
3. Las cuentas generales y la documentación complementaria tienen que estar a disposición de los miembros
de la comisión, para que puedan examinarlos y consultarlos, como mínimo quince días antes de la primera de
las reuniones.

Artículo 102. Lugar y asistencia a las sesiones.
1. Las sesiones de los órganos de la corporación tienen que hacerse en la sede de ésta, salvo en los casos en
que, por fuerza mayor, el presidente o la presidenta crea conveniente hacerlas en otro lugar del ámbito
territorial de la corporación.
2. A las sesiones del pleno y de la comisión de gobierno, cuando ejerce competencias resolutorias, tiene que
asistir al secretario o secretaria de la corporación o quien legalmente le sustituye.

Artículo 103. Convocatoria de los órganos colegiados.
1. La convocatoria de los órganos colegiados tiene que incluir el orden del día de los asuntos a tratar.
2. En las sesiones extraordinarias, convocadas a solicitud de los miembros de la corporación, la convocatoria
tiene que incluir el orden del día propuesto por quienes han adoptado la iniciativa. No obstante, el presidente
puede incluir en la convocatoria otros asuntos si lo considera conveniente.
3. El orden del día de las sesiones ordinarias, en caso de urgencia, puede ser ampliado si el pleno o la comisión
lo acuerdan por mayoría absoluta, a propuesta del presidente o presidenta, de una cuarta parte de los
miembros o de alguno de los portavoces. Cuando la propuesta se presenta en el pleno la apreciación de la
urgencia exime del trámite de dictamen o informe de la comisión informativa respectiva.
4. En el caso de las sesiones extraordinarias, no pueden tratarse asuntos que no se han incluido en el orden del
día.

CAPÍTULO II Ordenación de las propuestas y de los debates

Artículo 104. Informes de las comisiones.
1. A los dictámenes o informes de las comisiones de estudio, de informe o de consulta tienen que adjuntarse
los votos particulares formulados por los miembros que forman parte. Los otros miembros de la corporación
pueden formular también enmiendas antes de que el asunto se someta a debate y votación del pleno.
2. El informe de la comisión especial de cuentas, con los votos particulares y las enmiendas presentados, junto
con las cuentas generales de la corporación, tienen que ser objeto de información pública antes de ser
sometidos a la aprobación del pleno. En el periodo de información pública pueden presentarse reclamaciones
y observaciones sobre las cuentas generales.

Artículo 105. Ruegos y preguntas.
1. Los miembros de la corporación pueden formular ruegos y preguntas en el pleno relativos a la actuación o a
los propósitos de actuación de los órganos de gobierno de la corporación.
2. En el orden del día de las sesiones ordinarias tiene que reservarse un tiempo para formular preguntas. Las
preguntas formuladas oralmente en el transcurso de una sesión tienen que ser contestadas en la sesión
siguiente, a menos que el interpelado dé respuesta inmediatamente.
3. Si la pregunta se formula por escrito veinticuatro horas antes, como mínimo, del comienzo de la sesión,

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 98

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



tiene que contestarse en el transcurso de ésta, a menos que el destinatario de la pregunta pida el aplazamiento
para la sesión siguiente. 14. Pueden formularse también preguntas a responder por escrito. En este caso,
tienen que ser contestadas en el plazo máximo de un mes.

Artículo 106. Propuestas de resolución.
1. Los grupos o un mínimo de tres miembros de la corporación pueden presentar al pleno propuestas de
resolución para debate y votación. En el caso de que no se hayan constituido grupos, este derecho corresponde
a todos los concejales, individualmente.
2. Tienen que incluirse en el orden del día las propuestas presentadas antes de la convocatoria del pleno. Si la
propuesta se presenta después, sólo puede procederse al debate y la votación mediante acuerdo previo del
pleno que aprecie la urgencia, adoptado por mayoría absoluta.

Artículo 107. Debates.
1. Antes de someterlos a votación, los asuntos tienen que ser objeto de debate, a menos que nadie pida la
palabra.
2. Si se han formulado votos particulares o enmiendas, éstas tienen que debatirse en primer lugar y después
pasar a la discusión del dictamen o el informe.
3. Todos los miembros de la corporación tienen derecho a intervenir en los debates de acuerdo con las reglas
de ordenación y de intervención establecidas por el pleno, las cuales tienen que garantizar la máxima
participación.
4. Corresponden al presidente o presidenta las facultades de ordenación y de dirección de los debates.
Asimismo, le corresponde decidir sobre la procedencia de las intervenciones solicitadas por rectificación o
por alusiones.

Artículo 108. Aprobación de las propuestas.
Se consideran como aprobadas por asentimiento las propuestas del presidente si, una vez anunciadas, no
originan ninguna objeción o ninguna oposición. De lo contrario, tiene que hacerse votación ordinaria o, en su
caso, nominal, de acuerdo con lo que establece el artículo 98.d).

Artículo 109. Explicación del voto.
Una vez hecha una votación o el conjunto de votaciones sobre una misma cuestión, los grupos que no han
intervenido en el debate pueden explicar el voto. Si un miembro de la corporación ha votado en sentido
contrario al de su grupo puede hacer explicación individual de voto.

CAPÍTULO III Actos de las sesiones

Artículo 110. Obligación de levantar acta.
1. De todas las sesiones tiene que levantarse acta, la cual tiene que contener, como mínimo:

a) La fecha y la hora en que empieza y en que se levanta la sesión.
b) La relación de materias debatidas.
c) La relación de los asistentes.
d) La indicación de las personas que han intervenido.
e) Las incidencias ocurridas.
f) Los votos emitidos y los acuerdos adoptados.
g) La relación sucinta de las opiniones emitidas.

2. Corresponde al secretario o secretaria de la corporación o, en su caso, al del órgano responsable, de
elaborar el acta.
3. El acta tiene que someterse a votación en la sesión ordinaria siguiente del órgano y tiene que ser leída
previamente si antes no ha sido distribuida entre sus miembros. Se tiene que hacer constar en el acta la lectura
y la aprobación del acta anterior, y también las rectificaciones que sean pertinentes; en ningún caso puede
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modificar el fondo de los acuerdos, y las rectificaciones tienen que limitarse a los errores materiales.

Artículo 111. Libro de actas.
1. Las actas de las sesiones, una vez aprobadas, tienen que transcribirse en el libro o en los pliegos de hojas
habilitadas legalmente.
2. Las hojas del libro o de los pliegos tienen que ser numeradas y protocolizadas con la rúbrica del presidente y
el sello de la corporación.
3. Los requisitos y las formalidades que tienen que cumplirse para la habilitación de los pliegos de hojas y la
encuadernación posterior tienen que fijarse por reglamento.
4. Los acuerdos adoptados tienen que transcribirse en los libros o pliegos.

CAPÍTULO IV Disposiciones comunes para otros órganos

Artículo 112. Funcionamiento de otros órganos colegiados.
1. Las reglas y los requisitos generales relativos a la convocatoria y al sistema de votación del pleno son
aplicables a los otros órganos colegiados.
2. El quórum de asistencia para la constitución válida de estos órganos es el de un tercio del número legal de
miembros. El quórum tiene que mantenerse durante toda la sesión. Los acuerdos se adoptan por mayoría
simple y, en caso de empate, decide el voto del presidente o presidenta.

Artículo 113. Funcionamiento de los órganos de participación.
El régimen de funcionamiento de los órganos de participación es determinado por el pleno de la corporación.

CAPÍTULO V Régimen de adopción de acuerdos

Artículo 114. Adopción de acuerdos.
1. Los acuerdos del pleno de las corporaciones locales se adoptan, por regla general, por mayoría simple de los
miembros presentes. Hay mayoría simple si los votos afirmativos son más que los negativos.
2. Se requiere el voto favorable de las dos terceras partes del número de hecho y, en todo caso, de la mayoría
absoluta del número legal de miembros de la corporación para adoptar acuerdos sobre las materias siguientes:

a) La creación y la supresión de municipios y la alteración de los términos municipales.
b) La creación, la modificación y la supresión de las entidades de administración descentralizada.
c) La aprobación de la delimitación del término municipal.
d) La alteración del nombre del municipio o de la comarca y de la capitalidad del municipio.

3. Es necesario el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la corporación para
adoptar acuerdos sobre las materias siguientes:

a) La aprobación y la modificación del reglamento orgánico propio de la corporación.
b) La creación y la regulación de los órganos complementarios.
c) La adopción de acuerdos iniciales de creación y modificación de comarcas.
d) La creación, la modificación y la disolución de mancomunidades u otras organizaciones asociativas, así
como también la adhesión a éstas y la aprobación y la modificación de sus estatutos.
e) La dispensa de servicios mínimos y la transferencia de funciones o actividades a otras administraciones
públicas, y también la aceptación de las delegaciones o encargos de gestión realizados por otras
administraciones, a menos que éstas sean impuestas obligatoriamente por ley.
f) La cesión, por cualquier título, del aprovechamiento de bienes comunales.
g) La concesión de bienes o servicios por más de cinco años, siempre que su cuantía exceda el 20% de los
recursos ordinarios de su presupuesto.
h) El ejercicio de actividades económicas en régimen de monopolio y la aprobación de la forma concreta de
gestión del servicio correspondiente.
i) La aprobación de operaciones financieras o de crédito y la concesión de quitas y esperas, si su importe
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excede el 10% de los recursos ordinarios de su presupuesto, así como también las operaciones de crédito
previstas en el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales.
j) La imposición y la ordenación de los recursos propios de carácter tributario.
k) Los acuerdos que tenga que adoptar la corporación en la tramitación de los planes y los instrumentos de
ordenación urbanística.
l) La enajenación de bienes, si su cuantía excede el 20% de los recursos ordinarios del presupuesto.
m) La alteración de la calificación jurídica de los bienes demaniales o comunales.
n) La cesión gratuita de bienes a otras administraciones o instituciones públicas.
o) Las otras materias determinadas por ley.

TÍTULO XV Del estatuto de los miembros de las corporaciones locales

Artículo 162. Legislación aplicable.
1. Se rigen por lo que dispone la legislación básica del Estado y, en su caso, por la legislación específica
aplicable:

a) La situación y los derechos de los funcionarios que pasen a tener la condición de miembros de las
corporaciones locales.
b) El régimen y los límites de las retribuciones a percibir por los miembros de las corporaciones locales,
como consecuencia del ejercicio del cargo.
c) El régimen de responsabilidad civil y penal de los actos y las omisiones cometidos en el ejercicio del
cargo.

2. La determinación del número de miembros de los ayuntamientos y de las diputaciones provinciales, el
procedimiento para elegirlos, la duración de su mandato y los supuestos de inelegibilidad y de
incompatibilidad se regulan por lo que dispone la legislación electoral.

CAPÍTULO I Derechos y deberes

Artículo 163. Registro de intereses.
1. Todos los miembros de las corporaciones locales están obligados a formular, antes de tomar posesión del
cargo y cuando se produzcan variaciones en el curso del mandato y con ocasión de cesamiento, una
declaración de los bienes y de las actividades privadas que les proporcionan o pueden proporcionarles
ingresos económicos o que afectan al ámbito de las competencias de las corporaciones. Las declaraciones
tienen que inscribirse en un registro de intereses que tiene que constituir cada corporación local.
2. Los miembros de las corporaciones locales no pueden invocar o utilizar esta condición para ejercer
actividades comerciales, industriales o profesionales.
3. El registro de intereses está bajo la responsabilidad directa del presidente de la corporación o del miembro
en quien delegue. El registro de causas de posible incompatibilidad y de actividades tiene carácter público, y
los miembros de la corporación tienen derecho a consultarlo, y también todas las personas que acrediten un
interés legítimo y directo.
4. Los miembros de las corporaciones locales que consideren amenazada su seguridad personal en razón del
cargo, podrán realizar la declaración de intereses en los términos establecidos en el artículo 75.7 de la Ley de
bases de régimen local, modificado por la Ley orgánica 1/2003, de 10 de marzo, de garantía de la democracia
en los ayuntamientos y la seguridad de los concejales.

Artículo 164. Derecho de información.
1. Todos los miembros de las corporaciones locales tienen derecho a obtener del alcalde o alcaldesa o del
presidente o presidenta, o de la comisión de gobierno, todos los antecedentes, los datos o las informaciones
que están en poder de los servicios de la corporación y son necesarios para el desarrollo de su función.
2. Los servicios de la corporación tienen que facilitar directamente información a los miembros de las
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corporaciones cuando:
a) Ejerzan funciones delegadas y la información se refiera a asuntos propios de su responsabilidad.
b) Se trate de asuntos incluidos en el orden del día de las sesiones de cuyos órganos colegiados son
miembros.
c) Se trate del acceso a información o documentación de la corporación local que sea de libre acceso a los
ciudadanos.

3. En los otros casos, la solicitud de información se entiende como aceptada por silencio administrativo si no
se dicta resolución denegatoria en el plazo de cuatro días a contar de la fecha de presentación de la solicitud.
En cualquier caso, la resolución denegatoria tiene que motivarse, y sólo puede fundamentarse en los supuestos
siguientes:

a) Cuando el conocimiento o la difusión de la información pueda vulnerar el derecho constitucional al
honor, la intimidad personal o familiar o a la propia imagen.
b) Cuando se trate de materias afectadas por la legislación general sobre secretos oficiales o por secreto
sumarial.

4. Lo que disponen los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de la obligación de facilitar a todos los
miembros de la corporación la documentación íntegra de todos los asuntos incluidos en el orden del día de las
sesiones de los órganos colegiados, desde el mismo momento de la convocatoria. Cuando se trate de un asunto
incluido por declaración de urgencia, tendrá que distribuirse, como mínimo, la documentación indispensable
para poder tener conocimiento de los aspectos esenciales de la cuestión sometida a debate.
5. Los miembros de la corporación tienen derecho a obtener copia de la documentación a la cual tienen
acceso. Esta copia puede obtenerse en formato papel o bien en el soporte técnico que permita acceder a la
información requerida.
6. Los miembros de la corporación tienen que respetar la confidencialidad de la información a que tienen
acceso en razón del cargo si el hecho de publicarlo puede perjudicar los intereses del ente local o de terceros.

Artículo 165. Asistencia a las sesiones.
1. Los miembros de las corporaciones locales tienen el derecho y el deber de asistir a todas las sesiones del
pleno y de las comisiones de las que forman parte.
2. Los miembros de las corporaciones locales tienen derecho a voto en el pleno y en las comisiones de las que
forman parte. Tienen también derecho a intervenir en los debates de acuerdo con las leyes y con el
reglamento orgánico de la corporación.
3. Los miembros de las corporaciones locales están obligados a observar la cortesía debida y a respetar las
normas de funcionamiento de los órganos de la corporación, y también a guardar secreto sobre los debates
que tienen este carácter.

Artículo 166. Retribuciones e indemnizaciones.
1. Los miembros de las corporaciones locales tienen que percibir retribuciones por el ejercicio de sus cargos
cuando lo hacen en régimen de dedicación exclusiva o parcial, y tienen que ser dados de alta en el régimen
general de la Seguridad Social; las corporaciones tienen que asumir el pago de las cuotas empresariales.
2. Los miembros de las corporaciones locales pueden percibir indemnizaciones en la cuantía y las condiciones
que acuerda el pleno de la corporación.
3. Las corporaciones locales tienen que consignar en los presupuestos las retribuciones o las indemnizaciones
a que se refieren los apartados 1 y 2, dentro de los límites establecidos con carácter general.

Artículo 167. Incompatibilidades.
1. En el ejercicio del cargo, los miembros de las corporaciones locales tienen que observar en todo momento
las normas sobre incompatibilidades establecidas por el ordenamiento vigente y tienen que abstenerse de
participar en la deliberación, la votación, la decisión y la ejecución de cualquier asunto si concurren algunas
de las causas a que se refiere la legislación sobre procedimiento administrativo y la de contratos de las
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administraciones públicas.
2. La actuación de los miembros de las corporaciones locales en que concurren las mencionadas causas tiene
que comportar, si ha sido determinando, la invalidez de los actos en que han intervenido.

CAPÍTULO II Sanciones

Artículo 168. Supuestos e instrucción de expediente.
1. Los miembros de las corporaciones locales que sin justificación suficiente no asisten a dos reuniones
consecutivas del pleno o de las comisiones de que forman parte, o a tres alternas, durante un periodo de un
año, pueden ser sancionados por el presidente o presidenta con la pérdida del derecho a percibir la
retribución o la asignación económica hasta un máximo de tres meses.
2. A este efecto, se instruirá un expediente sancionador de acuerdo con el procedimiento legalmente previsto,
en el cual tiene que garantizarse la audiencia del miembro de la corporación a fin de que pueda formular
alegaciones. La resolución adoptada por el presidente o presidenta de la corporación tiene que determinar la
cuantía o la duración de la sanción, dentro de los límites señalados por el apartado 1.
3. El presidente o presidenta de la corporación, con autorización previa del pleno y la instrucción del
expediente sancionador correspondiente, con la audiencia del interesado, puede privar también del derecho a
percibir las retribuciones o las asignaciones económicas en caso de incumplimiento reiterado de los deberes
que corresponden en los miembros de las corporaciones locales, según la legislación de régimen local y, si
procede, el reglamento orgánico de la corporación.

CAPÍTULO III Denominación y tratamientos

Artículo 169. Supuestos.
1. Los miembros de las corporaciones locales de Cataluña tienen la denominación siguiente:

a) Concejales o concejalas, los miembros de los ayuntamientos.
b) Consejeros o consejeras comarcales, los miembros de los consejos comarcales.
c) Diputados o diputadas provinciales, los miembros de las diputaciones provinciales.

2. Las autoridades locales de Cataluña tienen el tratamiento siguiente:
a) El alcalde o alcaldesa de Barcelona, Excelentísimo Señor o Excelentísima Señora, y los otros alcaldes o
alcaldesas, Ilustrísimo Señor o Ilustrísima Señora.
b) Los presidentes o presidentas de los consejos comarcales, Ilustrísimo Señor o Ilustrísima Señora.
c) Los presidentes o presidentas de las diputaciones provinciales, Ilustrísimo Señor o Ilustrísima Señora.

3. Se respetan los tratamientos reconocidos tradicionalmente o por disposición legal expresa.
4. Las precedencias y la ordenación de las autoridades locales son las que determinen las normas específicas
que regulan el protocolo de la Generalidad.

CAPÍTULO IV Medios de apoyo

Artículo 170. De los concejales y grupos municipales.
1. En los municipios de más de dos mil habitantes, todos los grupos municipales tienen que disponer de un
espacio para el desarrollo de sus actividades, que tiene que estar situado preferentemente en la sede del
ayuntamiento mismo o en un local habilitado a estos efectos, y también de un espacio para tener reuniones en
el mismo edificio de la corporación. Igualmente, el ayuntamiento tiene que facilitar a los grupos municipales
los medios humanos y materiales mínimos e indispensables para que puedan desarrollar sus funciones; tienen
que determinarse los criterios y las condiciones de utilización por acuerdo del pleno.
2. El pleno del ayuntamiento tiene que garantizar la participación de los concejales y de los grupos
municipales en los órganos de información y difusión municipal, como la televisión local, las emisoras de
radio municipales y las publicaciones y los boletines editados por el ayuntamiento. En este sentido, los
respectivos plenos tienen que aprobar un reglamento que regule las condiciones de acceso y de uso de estos
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medios por los concejales y los grupos municipales constituidos en el seno de la corporación.

TÍTULO XIX Del patrimonio, las obras, las actividades, los servicios y la contratación

CAPÍTULO II Obras, actividades y servicios

Artículo 252. Gestión directa.
1. En la gestión directa por el propio ente local, éste asume y centraliza el servicio, y ejerce de manera
exclusiva las potestades de dirección y de gestión.
2. Los medios personales y materiales del servicio se adscriben y se integran en el presupuesto del ente local,
de acuerdo con el principio de unidad presupuestaria.

Artículo 253. Organización especial.
La gestión directa por el ente local puede hacerse también por medio de una organización especial, con un
consejo de administración y una gerencia. En este caso, tiene que abrirse una sección propia con el
presupuesto del ente local y tiene que llevarse también una contabilidad especial. Los actos del consejo son
impugnables ante el órgano correspondiente del ente local, mediante recurso de alzada.

Artículo 254. Organismo autónomo.
1. Para la gestión directa de los servicios pueden constituirse organismos autónomos que tienen personalidad
jurídica pública. La constitución requiere la dotación de un patrimonio independiente y comporta la
imputación al organismo autónomo de derechos y obligaciones propias.
2. El organismo autónomo puede tener carácter administrativo o carácter industrial, comercial, financiero o
análogo.
3. Corresponde al organismo autónomo, en régimen de descentralización, la organización y la administración
del servicio público, sin perjuicio de las facultades locales de tutela.
4. Los actos de los organismos autónomos pueden impugnarse ante el órgano correspondiente del ente local,
mediante recurso de alzada.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 19 a 24 · arts. 46 a 47 · arts. 73 a 78 · art. 85 — 20 incluidos

TÍTULO II El municipio

CAPÍTULO II Organización

Artículo 19.
1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en
régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales.
2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es
elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral
general.
3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se ajustará a lo dispuesto
en el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régimen común regulado en los artículos
siguientes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 20.
1. La organización municipal responde a las siguientes reglas:
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a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.
b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en
los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento.
c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno
Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que
corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a
participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en
proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno.
d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios señalados en el título X, y
en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría absoluta del número
legal de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico.
e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en
el artículo 116.

2. Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen local podrán establecer una organización
municipal complementaria a la prevista en el número anterior.
3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros órganos
complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las comunidades
autónomas a las que se refiere el número anterior.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.2 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.b) conforme a la corrección de errores
publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados del apartado 1.c), si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y
del apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 21.
1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

a) Dirigir el gobierno y la administración municipal.
b) Representar al ayuntamiento.
c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta ley y en la legislación
electoral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cualesquiera otros órganos municipales cuando así se
establezca en disposición legal o reglamentaria, y decidir los empates con voto de calidad.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales.
e) Dictar bandos.
f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de
los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en el
artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por ciento de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de puestos
de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida la
separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
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cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta ley.
i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal.
j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no
expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos
de urbanización.
k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de
su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias
de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.
l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de la
Alcaldía.
m) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o de infortunios públicos o
grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas dando cuenta inmediata al Pleno.
n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas municipales,
salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos. ñ) (Derogada)
o) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el presupuesto.
p) (Derogada)
q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la
Junta de Gobierno Local.
r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento.
s) Las demás que expresamente le atribuyan las leyes y aquellas que la legislación del Estado o de las
comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde.
3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de calidad, la concertación de
operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de los funcionarios y
el despido del personal laboral, y las enunciadas en los párrafos a), e), j), k), l) y m) del apartado 1 de este
artículo. No obstante, podrá delegar en la Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones
contempladas en el párrafo j).
Se deroga el apartado 1.ñ) y .p) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 1.f) por el art. 46.1 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786

Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.f) y .m) conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se añade la letra m) y se reordena la anterior letra m) como n) por el art. 4.1 y .2 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se añade el párrafo n) al apartado 1 por el art. 4.1, 4.2 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 22.
1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde.
2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea vecinal en el
régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; alteración del término
municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades a que se refiere el artículo 45; creación de
órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad del municipio y el cambio de nombre de éste o de
aquellas entidades y la adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo.
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c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal
de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística, así como los
convenios que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de dichos instrumentos.
d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas.
e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y modificación de los
presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su competencia y la aprobación de las cuentas; todo
ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización.
g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones públicas.
h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás Administraciones
públicas.
i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de
las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y régimen del
personal eventual.
j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en materias de
competencia plenaria.
k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento.
l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio
económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto -salvo las de tesorería, que
le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15
por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior- todo ello de conformidad con lo
dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
n) (Derogada) ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su
contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos.
o) (Derogada)
p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial.
q) Las demás que expresamente le confieran las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de
confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en todo
caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.
4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de Gobierno Local, salvo
las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) y p), y en el apartado 3 de este artículo.
Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, texto refundido aprobado por Real Decreto
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11723#danovena .

Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2008-10792

Se deroga el apartado 1.n) y .o) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica el párrafo primero y las letras c) y o) del apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Ref. BOE-
A-2007-10701

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.4 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 23.
1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no superior al tercio del
número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.
2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local:
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a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan las leyes.

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por éste de entre los miembros de la Junta
de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.
4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de Gobierno
Local y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de las delegaciones especiales que,
para cometidos específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera Concejales, aunque no pertenecieran a
aquélla.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.5 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 24.
1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los municipios
podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización, funciones y
competencias que cada ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del asentamiento de la
población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.
2. En los municipios señalados en el artículo 121 será de aplicación el régimen de gestión desconcentrada
establecido en el artículo 128.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 24 bis.
1. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local regularán los entes de ámbito territorial
inferior al Municipio, que carecerán de personalidad jurídica, como forma de organización desconcentrada
del mismo para la administración de núcleos de población separados, bajo su denominación tradicional de
caseríos, parroquias, aldeas, barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o
aquella que establezcan las leyes.
2. La iniciativa corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento correspondiente.
Este último debe ser oído en todo caso.
3. Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración
desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley Orgánica
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Se añade por el art. 1.7 de la
Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones
transitorias 4 y 5 de la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las
que estén en constitución.

TÍTULO V Disposiciones comunes a las Entidades locales

CAPÍTULO I Régimen de funcionamiento

Artículo 46.
1. Los órganos colegiados de las entidades locales funcionan en régimen de sesiones ordinarias de
periodicidad preestablecida y extraordinarias, que pueden ser, además, urgentes.
2. En todo caso, el funcionamiento del Pleno de las Corporaciones Locales se ajusta a las siguientes reglas:

a) El Pleno celebra sesión ordinaria como mínimo cada mes en los Ayuntamientos de municipios de más de
20.000 habitantes y en las Diputaciones Provinciales; cada dos meses en los Ayuntamientos de los
municipios de una población entre 5.001 habitantes y 20.000 habitantes; y cada tres en los municipios de
hasta 5.000 habitantes. Asimismo, el Pleno celebra sesión extraordinaria cuando así lo decida el Presidente
o lo solicite la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la Corporación, sin que ningún
concejal pueda solicitar más de tres anualmente. En este último caso, la celebración del mismo no podrá
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demorarse por más de quince días hábiles desde que fuera solicitada, no pudiendo incorporarse el asunto
al orden del día de un Pleno ordinario o de otro extraordinario con más asuntos si no lo autorizan
expresamente los solicitantes de la convocatoria. Si el Presidente no convocase el Pleno extraordinario
solicitado por el número de concejales indicado dentro del plazo señalado, quedará automáticamente
convocado para el décimo día hábil siguiente al de la finalización de dicho plazo, a las doce horas, lo que
será notificado por el Secretario de la Corporación a todos los miembros de la misma al día siguiente de la
finalización del plazo citado anteriormente. En ausencia del Presidente o de quien legalmente haya de
sustituirle, el Pleno quedará válidamente constituido siempre que concurra el quórum requerido en la letra
c) de este precepto, en cuyo caso será presidido por el miembro de la Corporación de mayor edad entre los
presentes.
b) Las sesiones plenarias han de convocarse, al menos, con dos días hábiles de antelación, salvo las
extraordinarias que lo hayan sido con carácter urgente, cuya convocatoria con este carácter deberá ser
ratificada por el Pleno. La documentación íntegra de los asuntos incluidos en el orden del día, que deba
servir de base al debate y, en su caso, votación, deberá figurar a disposición de los Concejales o Diputados,
desde el mismo día de la convocatoria, en la Secretaría de la Corporación.
c) El Pleno se constituye válidamente con la asistencia de un tercio del mínimo legal de miembros del
mismo, que nunca podrá ser inferior a tres. En los municipios de hasta 100 residentes, que no funcionen en
régimen de Concejo Abierto, el Pleno se constituirá válidamente con la asistencia del número legal de
miembros del mismo, que nunca deberá ser inferior a dos. Estos quórums deberán mantenerse durante
toda la sesión. En todo caso, se requiere la asistencia del Presidente y del Secretario de la Corporación o de
quienes legalmente les sustituyan.
d) La adopción de acuerdos se produce mediante votación ordinaria, salvo que el propio Pleno acuerde,
para un caso concreto, la votación nominal. El voto puede emitirse en sentido afirmativo o negativo,
pudiendo los miembros de las Corporaciones abstenerse de votar. La ausencia de uno o varios Concejales o
Diputados, una vez iniciada la deliberación de un asunto, equivale, a efectos de la votación
correspondiente, a la abstención. En el caso de votaciones con resultado de empate, se efectuará una nueva
votación, y si persistiera el empate, decidirá el voto de calidad del Presidente.
e) En los plenos ordinarios la parte dedicada al control de los demás órganos de la Corporación deberá
presentar sustantividad propia y diferenciada de la parte resolutiva, debiéndose garantizar de forma
efectiva en su funcionamiento y, en su caso, en su regulación, la participación de todos los grupos
municipales en la formulación de ruegos, preguntas y mociones.

3. En todo caso, cuando concurran situaciones excepcionales de fuerza mayor, de grave riesgo colectivo, o
catástrofes públicas que impidan o dificulten de manera desproporcionada el normal funcionamiento del
régimen presencial de las sesiones de los órganos colegiados de las Entidades Locales, estos podrán, apreciada
la concurrencia de la situación descrita por el Alcalde o Presidente o quien válidamente les sustituya al efecto
de la convocatoria de acuerdo con la normativa vigente, constituirse, celebrar sesiones y adoptar acuerdos a
distancia por medios electrónicos y telemáticos, siempre que sus miembros participantes se encuentren en
territorio español y quede acreditada su identidad. Asimismo, se deberá asegurar la comunicación entre ellos
en tiempo real durante la sesión, disponiéndose los medios necesarios para garantizar el carácter público o
secreto de las mismas según proceda legalmente en cada caso. A los efectos anteriores, se consideran medios
electrónicos válidos las audioconferencias, videoconferencias, u otros sistemas tecnológicos o audiovisuales
que garanticen adecuadamente la seguridad tecnológica, la efectiva participación política de sus miembros, la
validez del debate y votación de los acuerdos que se adopten.
Se añade el apartado 3 por la disposición final 2 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo. Ref. BOE-A-2020-4208#df-2

Se modifica el apartado 2.c) por la disposición final 1.2 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Se modifica el apartado 2.a) y se añade el apartado 2.e) por el art. 1.10 y 11 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el
apartado 2.a) y .e) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Artículo 47.
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1. Los acuerdos de las corporaciones locales se adoptan, como regla general, por mayoría simple de los
miembros presentes. Existe mayoría simple cuando los votos afirmativos son más que los negativos.
2. Se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de las corporaciones
para la adopción de acuerdos en las siguientes materias:

a) Creación y supresión de municipios y alteración de términos municipales.
b) Creación, modificación y supresión de las entidades a que se refiere el artículo 45 de esta ley.
c) Aprobación de la delimitación del término municipal.
d) Alteración del nombre y de la capitalidad del municipio.
e) Adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo.
f) Aprobación y modificación del reglamento orgánico propio de la corporación.
g) Creación, modificación o disolución de mancomunidades u otras organizaciones asociativas, así como la
adhesión a las mismas y la aprobación y modificación de sus estatutos.
h) Transferencia de funciones o actividades a otras Administraciones públicas, así como la aceptación de
las delegaciones o encomiendas de gestión realizadas por otras administraciones, salvo que por ley se
impongan obligatoriamente.
i) Cesión por cualquier título del aprovechamiento de los bienes comunales.
j) Concesión de bienes o servicios por más de cinco años, siempre que su cuantía exceda del 20 por ciento
de los recursos ordinarios del presupuesto.
k) Municipalización o provincialización de actividades en régimen de monopolio y aprobación de la forma
concreta de gestión del servicio correspondiente.
l) Aprobaciones de operaciones financieras o de crédito y concesiones de quitas o esperas, cuando su
importe supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios de su presupuesto, así como las operaciones de
crédito previstas en el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas
Locales. ll) Los acuerdos que corresponda adoptar a la corporación en la tramitación de los instrumentos
de planeamiento general previstos en la legislación urbanística.
m) Enajenación de bienes, cuando su cuantía exceda del 20 por ciento de los recursos ordinarios de su
presupuesto.
n) Alteración de la calificación jurídica de los bienes demaniales o comunales. ñ) Cesión gratuita de bienes
a otras Administraciones o instituciones públicas.
o) Las restantes determinadas por la ley.

3. Las normas relativas a adopción de acuerdos en los municipios señalados en el artículo 121 de esta ley, son
las contenidas en el apartado 2 del artículo 123.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 3 por el art. 1.12 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 3.g) conforme a la
corrección de errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se modifica el apartado 3.i) por el art. 4.4 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se modifica el apartado 3.i) por el art. 4.4 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

CAPÍTULO V Estatuto de los miembros de las Corporaciones locales

Artículo 73.
1. La determinación del número de miembros de las Corporaciones locales, el procedimiento para su elección,
la duración de su mandato y los supuestos de inelegibilidad e incompatibilidad se regularán en la legislación
electoral.
2. Los miembros de las Corporaciones locales gozan, una vez que tomen posesión de su cargo, de los honores,
prerrogativas y distinciones propios del mismo que se establezcan por la Ley del Estado o de las Comunidades
Autónomas y están obligados al cumplimiento estricto de los deberes y obligaciones inherentes a aquél.
3. A efectos de su actuación corporativa, los miembros de las corporaciones locales se constituirán en grupos
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políticos, en la forma y con los derechos y las obligaciones que se establezcan con excepción de aquéllos que
no se integren en el grupo político que constituya la formación electoral por la que fueron elegidos o que
abandonen su grupo de procedencia, que tendrán la consideración de miembros no adscritos. El Pleno de la
corporación, con cargo a los Presupuestos anuales de la misma, podrá asignar a los grupos políticos una
dotación económica que deberá contar con un componente fijo, idéntico para todos los grupos y otro variable,
en función del número de miembros de cada uno de ellos, dentro de los límites que, en su caso, se establezcan
con carácter general en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado y sin que puedan destinarse al pago de
remuneraciones de personal de cualquier tipo al servicio de la corporación o a la adquisición de bienes que
puedan constituir activos fijos de carácter patrimonial. Los derechos económicos y políticos de los miembros
no adscritos no podrán ser superiores a los que les hubiesen correspondido de permanecer en el grupo de
procedencia, y se ejercerán en la forma que determine el reglamento orgánico de cada corporación. Esta
previsión no será de aplicación en el caso de candidaturas presentadas como coalición electoral, cuando
alguno de los partidos políticos que la integren decida abandonarla. Respecto a la dotación a que se refiere el
párrafo segundo de este apartado 3, las aportaciones que los grupos políticos destinen a los partidos políticos,
de conformidad con lo dispuesto en la normativa de financiación de estos últimos, no serán objeto de
contabilidad específica excepto de aquellas cantidades que, en su caso, se pudiera reservar el grupo municipal
que pondrá a disposición del pleno de la corporación siempre que este lo pida. Téngase en cuenta que este
párrafo 5 del apartado 3, modificado por la disposición final 7.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref.
BOE-A-2025-76#df-7 , entra en vigor el 3 de abril de 2025, según determina su disposición final 38.1 Redacción
anterior: "Los grupos políticos deberán llevar con una contabilidad específica de la dotación a que se refiere el
párrafo segundo de este apartado 3, que pondrán a disposición del Pleno de la Corporación, siempre que éste
lo pida." Cuando la mayoría de los concejales de un grupo político municipal abandonen la formación política
que presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones o sean expulsados de la misma, serán los
concejales que permanezcan en la citada formación política los legítimos integrantes de dicho grupo político a
todos los efectos. En cualquier caso, el secretario de la corporación podrá dirigirse al representante legal de la
formación política que presentó la correspondiente candidatura a efectos de que notifique la acreditación de
las circunstancias señaladas.
Se modifica el párrafo 5 del apartado 3, con efectos de 3 de abril de 2025, por la disposición final 7.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref.
BOE-A-2025-76#df-7

Se modifica el apartado 3 por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se añade el apartado 3 por el art. 1.22 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 74.
1. Los miembros de las Corporaciones locales quedan en situación de servicios especiales en los siguientes
supuestos:

a) Cuando sean funcionarios de la propia Corporación para la que han sido elegidos.
b) Cuando sean funcionarios de carrera de otras Administraciones públicas y desempeñen en la
Corporación para la que han sido elegidos un cargo retribuido y de dedicación exclusiva. En ambos
supuestos, las Corporaciones afectadas abonarán las cotizaciones de las mutualidades obligatorias
correspondientes para aquellos funcionarios que dejen de prestar el servicio que motivaba su pertenencia
a ellas, extendiéndose a las cuotas de clases pasivas.

2. Para el personal laboral rigen idénticas reglas, de acuerdo con lo previsto en su legislación específica.
3. Los miembros de las Corporaciones locales que no tengan dedicación exclusiva en dicha condición tendrán
garantizada, durante el período de su mandato, la permanencia en el centro o centros de trabajo públicos o
privados en el que estuvieran prestando servicios en el momento de la elección, sin que puedan ser
trasladados u obligados a concursar a otras plazas vacantes en distintos lugares.

Artículo 75.
1. Los miembros de las Corporaciones locales percibirán retribuciones por el ejercicio de sus cargos cuando
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los desempeñen con dedicación exclusiva, en cuyo caso serán dados de alta en el Régimen general de la
Seguridad Social, asumiendo las Corporaciones el pago de las cuotas empresariales que corresponda, salvo lo
dispuesto en el artículo anterior. En el supuesto de tales retribuciones, su percepción será incompatible con la
de otras retribuciones con cargo a los presupuestos de las Administraciones públicas y de los entes,
organismos o empresas de ellas dependientes, así como para el desarrollo de otras actividades, todo ello en los
términos de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las
Administraciones Públicas.
2. Los miembros de las Corporaciones locales que desempeñen sus cargos con dedicación parcial por realizar
funciones de presidencia, vicepresidencia u ostentar delegaciones, o desarrollar responsabilidades que así lo
requieran, percibirán retribuciones por el tiempo de dedicación efectiva a las mismas, en cuyo caso serán
igualmente dados de alta en el Régimen General de la Seguridad Social en tal concepto, asumiendo las
Corporaciones las cuotas empresariales que corresponda, salvo lo dispuesto en el artículo anterior. Dichas
retribuciones no podrán superar en ningún caso los límites que se fijen, en su caso, en las Leyes de
Presupuestos Generales del Estado. En los acuerdos plenarios de determinación de los cargos que lleven
aparejada esta dedicación parcial y de las retribuciones de los mismos, se deberá contener el régimen de la
dedicación mínima necesaria para la percepción de dichas retribuciones. Los miembros de las Corporaciones
locales que sean personal de las Administraciones públicas y de los entes, organismos y empresas de ellas
dependientes solamente podrán percibir retribuciones por su dedicación parcial a sus funciones fuera de su
jornada en sus respectivos centros de trabajo, en los términos señalados en el artículo 5 de la Ley 53/1984, de
26 de diciembre, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado sexto del presente artículo.
3. Sólo los miembros de la Corporación que no tengan dedicación exclusiva ni dedicación parcial percibirán
asistencias por la concurrencia efectiva a las sesiones de los órganos colegiados de la Corporación de que
formen parte, en la cuantía señalada por el pleno de la misma.
4. Los miembros de las Corporaciones locales percibirán indemnizaciones por los gastos efectivos ocasionados
en el ejercicio de su cargo, según las normas de aplicación general en las Administraciones públicas y las que
en desarrollo de las mismas apruebe el pleno corporativo.
5. Las Corporaciones locales consignarán en sus presupuestos las retribuciones, indemnizaciones y asistencias
a que se hace referencia en los cuatro números anteriores, dentro de los límites que con carácter general se
establezcan, en su caso. Deberán publicarse íntegramente en el "Boletín Oficial" de la Provincia y fijarse en el
tablón de anuncios de la Corporación los acuerdos plenarios referentes a retribuciones de los cargos con
dedicación exclusiva y parcial y régimen de dedicación de estos últimos, indemnizaciones y asistencias, así
como los acuerdos del Presidente de la Corporación determinando los miembros de la misma que realizarán
sus funciones en régimen de dedicación exclusiva o parcial.
6. A efectos de lo dispuesto en el artículo 37.3.d) del Estatuto de los Trabajadores y en el artículo 30.2 de la Ley
30/1984, se entiende por tiempo indispensable para el desempeño del cargo electivo de una Corporación local,
el necesario para la asistencia a las sesiones del pleno de la Corporación o de las Comisiones y atención a las
Delegaciones de que forme parte o que desempeñe el interesado.
7. Los representantes locales, así como los miembros no electos de la Junta de Gobierno Local, formularán
declaración sobre causas de posible incompatibilidad y sobre cualquier actividad que les proporcione o pueda
proporcionar ingresos económicos. Formularán asimismo declaración de sus bienes patrimoniales y de la
participación en sociedades de todo tipo, con información de las sociedades por ellas participadas y de las
autoliquidaciones de los impuestos sobre la Renta, Patrimonio y, en su caso, Sociedades. Tales declaraciones,
efectuadas en los modelos aprobados por los plenos respectivos, se llevarán a cabo antes de la toma de
posesión, con ocasión del cese y al final del mandato, así como cuando se modifiquen las circunstancias de
hecho. Las declaraciones anuales de bienes y actividades serán publicadas con carácter anual, y en todo caso
en el momento de la finalización del mandato, en los términos que fije el Estatuto municipal. Tales
declaraciones se inscribirán en los siguientes Registros de intereses, que tendrán carácter público:

a) La declaración sobre causas de posible incompatibilidad y actividades que proporcionen o puedan
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proporcionar ingresos económicos, se inscribirá, en el Registro de Actividades constituido en cada Entidad
local.
b) La declaración sobre bienes y derechos patrimoniales se inscribirá en el Registro de Bienes
Patrimoniales de cada Entidad local, en los términos que establezca su respectivo estatuto. Los
representantes locales y miembros no electos de la Junta de Gobierno Local respecto a los que, en virtud de
su cargo, resulte amenazada su seguridad personal o la de sus bienes o negocios, la de sus familiares,
socios, empleados o personas con quienes tuvieran relación económica o profesional podrán realizar la
declaración de sus bienes y derechos patrimoniales ante el Secretario o la Secretaria de la Diputación
Provincial o, en su caso, ante el órgano competente de la Comunidad Autónoma correspondiente. Tales
declaraciones se inscribirán en el Registro Especial de Bienes Patrimoniales, creado a estos efectos en
aquellas instituciones. En este supuesto, aportarán al Secretario o Secretaria de su respectiva entidad mera
certificación simple y sucinta, acreditativa de haber cumplimentado sus declaraciones, y que éstas están
inscritas en el Registro Especial de Intereses a que se refiere el párrafo anterior, que sea expedida por el
funcionario encargado del mismo.

8. Durante los dos años siguientes a la finalización de su mandato, a los representantes locales a que se refiere
el apartado primero de este artículo que hayan ostentado responsabilidades ejecutivas en las diferentes áreas
en que se organice el gobierno local, les serán de aplicación en el ámbito territorial de su competencia las
limitaciones al ejercicio de actividades privadas establecidas en el artículo 15 de la Ley 3/2015, de 30 de marzo,
reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado. A estos efectos, los
Ayuntamientos podrán contemplar una compensación económica durante ese periodo para aquéllos que,
como consecuencia del régimen de incompatibilidades, no puedan desempeñar su actividad profesional, ni
perciban retribuciones económicas por otras actividades. Se modifican los apartados 7 y 8 por la disposición
adicional 9.3 y 4 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, texto refundido aprobado por Real Decreto
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11723#danovena . Se modifican los apartados 7 y 8 por la
disposición adicional 9.3 y .4 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2008-10792
Se modifica el apartado 7 y se añade el apartado 8 por la disposición adicional 9.3 y .4 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10701 Se
añaden los párrafos cinco y seis al apartado 7 por el art. 6 de la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-2003-4923

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 207, de 29 de agosto de 2003. Ref. BOE-A-2003-16835

Se modifica por el art. 42 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2000-24357

Se modifica el apartado 1 por el art. 1.23 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se modifica por el art. 4 de la Ley 9/1991, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-1991-7736

Artículo 75 bis. Régimen retributivo de los miembros de las Corporaciones Locales y del personal al 
servicio de las Entidades Locales.
1. Los miembros de las Corporaciones Locales serán retribuidos por el ejercicio de su cargo en los términos
establecidos en el artículo anterior. Los Presupuestos Generales del Estado determinarán, anualmente, el
límite máximo total que pueden percibir los miembros de las Corporaciones Locales por todos los conceptos
retributivos y asistencias, excluidos los trienios a los que en su caso tengan derecho aquellos funcionarios de
carrera que se encuentren en situación de servicios especiales, atendiendo entre otros criterios a la naturaleza
de la Corporación local y a su población según la siguiente tabla: Habitantes Referencia Más de 500.000
Secretario de Estado. 300.001 a 500.000 Secretario de Estado -10%. 150.001 a 300.000 Secretario de Estado -20%.
75.001 a 150.000 Secretario de Estado -25%. 50.001 a 75.000 Secretario de Estado -35%. 20.001 a 50.000
Secretario de Estado -45%. 10.001 a 20.000 Secretario de Estado -50%. 5.001 a 10.000 Secretario de Estado -55%.
1.000 a 5.000 Secretario de Estado -60%. Los miembros de Corporaciones locales de población inferior a 1.000
habitantes no tendrán dedicación exclusiva. Excepcionalmente, podrán desempeñar sus cargos con
dedicación parcial, percibiendo sus retribuciones dentro de los límites máximos señalados al efecto en la Ley
de Presupuestos Generales del Estado.
2. Sin perjuicio de la regla general establecida en el apartado anterior, en el caso de las retribuciones de los
Presidentes de las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, tendrán un límite máximo por todos los
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conceptos retributivos y asistencias que será igual a la retribución del tramo correspondiente al Alcalde o
Presidente de la Corporación municipal más poblada de su provincia. En el caso de los Cabildos y Consejos
Insulares, sus Presidentes tendrán un límite máximo por todos los conceptos retributivos y asistencias
referenciado a la retribución del tramo correspondiente al Alcalde o Presidente de la Corporación municipal
más poblada de su provincia, según la siguiente tabla: Habitantes Referencia Más de 150.000 Alcalde o
Presidente de la Corporación municipal más poblada de su provincia. 25.000 a 150.000 70% del Alcalde o
Presidente de la Corporación municipal más poblada de su provincia. 0 a 25.000 50% del Alcalde o Presidente
de la Corporación municipal más poblada de su provincia. Los concejales que sean proclamados diputados
provinciales o equivalentes deberán optar por mantener el régimen de dedicación exclusiva en una u otra
Entidad Local, sin que en ningún caso puedan acumularse ambos regímenes de dedicación.
3. Solo los miembros de la Corporación que no tengan dedicación exclusiva ni dedicación parcial percibirán
asistencias por la concurrencia efectiva a las sesiones de los órganos colegiados de la Corporación de que
formen parte, en la cuantía señalada por el Pleno de la misma.
4. En el marco de lo establecido en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y
Sostenibilidad Financiera, y en el artículo 93.2 de esta Ley, las Leyes anuales de Presupuestos Generales del
Estado podrán establecer un límite máximo y mínimo total que por todos los conceptos retributivos pueda
percibir el personal al servicio de las Entidades Locales y entidades de ellas dependientes en función del grupo
profesional de los funcionarios públicos o equivalente del personal laboral, así como de otros factores que se
puedan determinar en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado de cada año. Se añade por el art. 1.18 de
la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta para la aplicación de las
limitaciones referidas al número de personal eventual y cargos públicos con dedicación exclusiva, la
disposición transitoria décima de la citada Ley.

Artículo 75 ter. Limitación en el número de los cargos públicos de las Entidades Locales con dedicación 
exclusiva.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 75 de esta Ley, la prestación de servicios en los
Ayuntamientos en régimen de dedicación exclusiva por parte de sus miembros deberá ajustarse en todo caso a
los siguientes límites:

a) En los Ayuntamientos de Municipios con población inferior a 1.000 habitantes, ningún miembro podrá
prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva.
b) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 1.001 y 2.000 habitantes, solo un
miembro podrá prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva.
c) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 2.001 y 3.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de dos.
d) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 3.001 y 10.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de tres.
e) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 10.001 y 15.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de cinco.
f) En Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 15.001 y 20.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de siete.
g) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 20.001 y 35.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de diez.
h) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 35.001 y 50.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de once.
i) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 50.001 y 100.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de quince.
j) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 100.001 y 300.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de dieciocho.
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k) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 300.001 y 500.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de veinte.
l) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 500.001 y 700.000 habitantes, los
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de veintidós.
m) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 700.001 y 1.000.000 habitantes,
los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de
veinticinco.
n) En los Ayuntamientos de Municipios de Madrid y Barcelona, los miembros que podrán prestar sus
servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederán, respectivamente, de cuarenta y cinco y de
treinta y dos.

2. El número máximo de miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva en las
Diputaciones provinciales será el mismo que el del tramo correspondiente a la Corporación del municipio más
poblado de su provincia.
3. En los Cabildos y Consejos Insulares el número máximo de miembros que podrán prestar sus servicios en
régimen de dedicación exclusiva se determinará en función del siguiente criterio: en las islas con más de
800.000 habitantes se reduce en 2 respecto al número actual de miembros de cabildo, y en las de menos de
800.000 habitantes el 60% de los cargos electos en cada Cabildo Insular. Se añade por el art. 1.19 de la Ley
27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta para la aplicación de las limitaciones
referidas al número de cargos públicos con dedicación exclusiva, la disposición transitoria décima de la citada
Ley.

Artículo 76.
Sin perjuicio de las causas de incompatibilidad establecidas por la Ley, los miembros de las Corporaciones
locales deberán abstenerse de participar en la deliberación, votación, decisión y ejecución de todo asunto
cuando concurra alguna de las causas a que se refiere la legislación de procedimiento administrativo y
contratos de las Administraciones Públicas. La actuación de los miembros en que concurran tales motivos
implicará, cuando haya sido determinante, la invalidez de los actos en que hayan intervenido.

Artículo 77.
Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la
Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la
Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función. La solicitud de ejercicio del derecho recogido
en el párrafo anterior habrá de ser resuelta motivadamente en los cinco días naturales siguientes a aquél en
que se hubiese presentado.
Se añade el segundo párrafo por el art. 1.24 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Artículo 78.
1. Los miembros de las Corporaciones locales están sujetos a responsabilidad civil y penal por los actos y
omisiones realizados en el ejercicio de su cargo. Las responsabilidades se exigirán ante los Tribunales de
Justicia competentes y se tramitarán por el procedimiento ordinario aplicable.
2. Son responsables de los acuerdos de las Corporaciones locales los miembros de las mismas que los
hubiesen votado favorablemente.
3. Las Corporaciones locales podrán exigir la responsabilidad de sus miembros cuando por dolo o culpa grave,
hayan causado daños y perjuicios a la Corporación o a terceros, si éstos hubiesen sido indemnizados por
aquélla.
4. Los Presidentes de las Corporaciones locales podrán sancionar con multa a los miembros de las mismas,
por falta no justificada de asistencia a las sesiones o incumplimiento reiterado de sus obligaciones, en los
términos que determine la Ley de la Comunidad Autónoma y, supletoriamente, la del Estado.
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TÍTULO VI Bienes, actividades y servicios, y contratación

CAPÍTULO II Actividades y servicios

Artículo 85.
1. Son servicios públicos locales los que prestan las entidades locales en el ámbito de sus competencias.
2. Los servicios públicos de competencia local habrán de gestionarse de la forma más sostenible y eficiente de
entre las enumeradas a continuación:

A) Gestión directa:
a) Gestión por la propia Entidad Local.
b) Organismo autónomo local.
c) Entidad pública empresarial local.
d) Sociedad mercantil local, cuyo capital social sea de titularidad pública. Solo podrá hacerse uso de las
formas previstas en las letras c) y d) cuando quede acreditado mediante memoria justificativa elaborada al
efecto que resultan más sostenibles y eficientes que las formas dispuestas en las letras a) y b), para lo que se
deberán tener en cuenta los criterios de rentabilidad económica y recuperación de la inversión. Además,
deberá constar en el expediente la memoria justificativa del asesoramiento recibido que se elevará al Pleno
para su aprobación en donde se incluirán los informes sobre el coste del servicio, así como, el apoyo
técnico recibido, que deberán ser publicitados. A estos efectos, se recabará informe del interventor local
quien valorará la sostenibilidad financiera de las propuestas planteadas, de conformidad con lo previsto en
el artículo 4 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad
Financiera.
B) Gestión indirecta, mediante las distintas formas previstas para el contrato de gestión de servicios
públicos en el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto
Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre. La forma de gestión por la que se opte deberá tener en cuenta lo
dispuesto en el artículo 9 del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de
abril, en lo que respecta al ejercicio de funciones que corresponden en exclusiva a funcionarios públicos.

Se modifica el apartado 2 y se suprime el 3 por el art. 1.21 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 1 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 85 bis.
1. La gestión directa de los servicios de la competencia local mediante las formas de organismos autónomos
locales y de entidades públicas empresariales locales se regirán, respectivamente, por lo dispuesto en los
artículos 45 a 52 y 53 a 60 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la
Administración General del Estado, en cuanto les resultase de aplicación, con las siguientes especialidades:

a) Su creación, modificación, refundición y supresión corresponderá al Pleno de la entidad local, quien
aprobará sus estatutos. Deberán quedar adscritas a una Concejalía, Área u órgano equivalente de la entidad
local, si bien, en el caso de las entidades públicas empresariales, también podrán estarlo a un organismo
autónomo local. Excepcionalmente, podrán existir entidades públicas empresariales cuyos estatutos les
asignen la función de dirigir o coordinar a otros entes de la misma o distinta naturaleza.
b) El titular del máximo órgano de dirección de los mismos deberá ser un funcionario de carrera o laboral
de las Administraciones públicas o un profesional del sector privado, titulados superiores en ambos casos,
y con más de cinco años de ejercicio profesional en el segundo. En los municipios señalados en el título X,
tendrá la consideración de órgano directivo.
c) En los organismos autónomos locales deberá existir un consejo rector, cuya composición se determinará
en sus estatutos.
d) En las entidades públicas empresariales locales deberá existir un consejo de administración, cuya
composición se determinará en sus Estatutos. El secretario del Consejo de Administración, que debe ser un
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funcionario público al que se exija para su ingreso titulación superior, ejercerá las funciones de fe pública y
asesoramiento legal de los órganos unipersonales y colegiados de estas entidades.
e) La determinación y modificación de las condiciones retributivas, tanto del personal directivo como del
resto del personal, deberán ajustarse en todo caso a las normas que al respecto apruebe el Pleno o la Junta
de Gobierno, según corresponda.
f) Estarán sometidos a controles específicos sobre la evolución de los gastos de personal y de la gestión de
sus recursos humanos por las correspondientes concejalías, áreas u órganos equivalentes de la entidad
local.
g) Su inventario de bienes y derechos se remitirá anualmente a la concejalía, área u órgano equivalente de
la entidad local.
h) Será necesaria la autorización de la concejalía, área u órgano equivalente de la entidad local a la que se
encuentren adscritos, para celebrar contratos de cuantía superior a las cantidades previamente fijadas por
aquélla.
i) Estarán sometidos a un control de eficacia por la concejalía, área u órgano equivalente de la entidad local
a la que estén adscritos.
j) Cualquier otra referencia a órganos estatales efectuada en la Ley 6/1997, de 14 de abril, y demás
normativa estatal aplicable, se entenderá realizada a los órganos competentes de la entidad local. Las
referencias efectuadas en el presente artículo a la Junta de Gobierno, se entenderán efectuadas al Pleno en
los municipios en que no exista aquélla.

2. Los estatutos de los organismos autónomos locales y de las entidades públicas empresariales locales
comprenderán los siguientes extremos:

a) La determinación de los máximos órganos de dirección del organismo, ya sean unipersonales o
colegiados, así como su forma de designación, con respeto en todo caso a lo dispuesto en el apartado
anterior, con indicación de aquellos actos y resoluciones que agoten la vía administrativa.
b) Las funciones y competencias del organismo, con indicación de las potestades administrativas generales
que éste puede ejercitar.
c) En el caso de las entidades públicas empresariales, los estatutos también determinarán los órganos a los
que se confiera el ejercicio de las potestades administrativas.
d) El patrimonio que se les asigne para el cumplimiento de sus fines y los recursos económicos que hayan
de financiar el organismo.
e) El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio y contratación.
f) El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, de intervención, control financiero y
control de eficacia, que serán, en todo caso, conformes con la legislación sobre las Haciendas Locales y con
lo dispuesto en el capítulo III del título X de esta ley.

3. Los estatutos deberán ser aprobados y publicados con carácter previo a la entrada en funcionamiento
efectivo del organismo público correspondiente.
Se añade por el art. 1.3 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 85 ter.
1. Las sociedades mercantiles locales se regirán íntegramente, cualquiera que sea su forma jurídica, por el
ordenamiento jurídico privado, salvo las materias en que les sea de aplicación la normativa presupuestaria,
contable, de control financiero, de control de eficacia y contratación, y sin perjuicio de lo señalado en el
apartado siguiente de este artículo.
2. La sociedad deberá adoptar una de las formas previstas en el texto refundido de la Ley de Sociedades de
Capital aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y en la escritura de constitución constará
el capital que deberá ser aportado por las Administraciones Públicas o por las entidades del sector público
dependientes de las mismas a las que corresponda su titularidad.
3. Los estatutos determinarán la forma de designación y el funcionamiento de la Junta General y del Consejo
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de Administración, así como los máximos órganos de dirección de las mismas.
Se modifica el apartado 2 por el art. 1.22 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se añade por el art. 1.3 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

RD 2568/1986 organización y funcionamiento entidades locales

ROF · BOE-A-1986-33252 · art. 38 — 1 incluidos

TÍTULO II Organización necesaria de los Entes locales territoriales

CAPÍTULO I Del Municipio

Sección primera. Constitución, vigencia y finalización del mandato corporativo

Artículo 38.
Dentro de los treinta días siguientes al de la sesión constitutiva, el Alcalde convocará la sesión o sesiones
extraordinarias del Pleno de la Corporación que sean precisas, a fin de resolver sobre los siguientes puntos:
a) Periodicidad de sesiones del Pleno.
b) Creación y composición de las Comisiones informativas permanentes.
c) Nombramientos de representantes de la Corporación en órganos colegiados, que sean de la competencia del
Pleno.
d) Conocimiento de las resoluciones del Alcalde en materia de nombramientos de Tenientes de Alcalde,
miembros de la Comisión de Gobierno, si debe existir, y Presidentes de las Comisiones informativas, así como
de las delegaciones que la Alcaldía estime oportuno conferir. Redactada la letra c) conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6

1. ¿Puede el Alcalde delegar la dirección del personal del Ayuntamiento?

A) No, nunca

B) No, excepto aprobación del Pleno

C) Sí, siempre

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. La aprobación de las formas de gestión de los servicios públicos en los Ayuntamientos de Municipios de 
régimen común corresponde genuinamente:

A) Al Pleno.

B) Al Presidente.

C) A la Junta de Gobierno Local.

D) A la Comunidad Autónoma respectiva.

3. Según lo previsto en el artículo 23 de la LBRL, la Junta de Gobierno Local se integra:

A) Por un número de Concejales no superior a un cuarto del número legal de los mismos.

B) Por el Alcalde y un número de Concejales no superior a un cuarto del número legal de los mismos.

C) Por el Alcalde y un número de Concejales no superior al tercio del número legal de los mismos.

D) Ninguna es correcta.
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4. El Pleno está conformado por,

A) El Alcalde y los Tenientes de Alcalde

B) El Alcalde y los grupos políticos

C) El Alcalde y los concejales de la Corporación

D) Ninguna es correcta.

5. Indica la afirmación correcta, según el artículo 74 de la LBRL:

A) Los miembros de las corporaciones locales con dedicación exclusiva tendrán garantizada, durante su 
mandato, la permanencia en su centro de trabajo público o privado del momento de la elección, sin que puedan 
ser trasladados u obligados a concursar a otras plazas vacantes en distintos lugares.

B) Los miembros de CC.LL. sin dedicación exclusiva tendrán garantizada, durante su mandato, la permanencia 
en su centro de trabajo (público o privado) del momento de la elección, sin poder ser trasladados u obligados a 
concursar a otras plazas vacantes en distintos lugares.

C) Los miembros de las corporaciones locales con dedicación exclusiva no tendrán garantizada, durante su 
mandato, la permanencia en su centro de trabajo público o privado del momento de la elección, ni podrán ser 
trasladados u obligados a concursar a otras plazas vacantes en distintos lugares.

D) Miembros de corporaciones locales sin dedicación exclusiva no tendrán garantizada, durante su mandato, la 
permanencia en su centro de trabajo público o privado del momento de la elección, pudiendo ser trasladados u 
obligados a concursar a otras plazas vacantes en distintos lugares.

6. Según la legislación de régimen local, ¿qué órgano tiene atribuida la competencia para el control y 
fiscalización de los órganos de gobierno municipales?

A) El Secretario del Ayuntamiento.

B) El Pleno del Ayuntamiento.

C) La Junta de Gobierno Local.

D) El Consejo de Participación Ciudadana.

7. La Junta de Gobierno Local:

A) Existe en todos los Municipios.

B) Existe en todos los Municipios con una población superior a 2.000 habitantes.

C) Existe en todos los Municipios que se rigen por el Título X LRBRL.

D) Existe únicamente cuando así lo disponga el Reglamento Orgánico o lo acuerde el Pleno del Ayuntamiento.

8. La aprobación del reglamento orgánico, según la Ley 7/1985, de 2 abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local, corresponde

A) Al alcalde.

B) Al pleno.

C) A la Junta de Gobierno Local.

D) Las respuestas A y C son correctas.

9. Existen en todos los ayuntamientos y municipios:

A) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno

B) La Comisión Especial de Cuentas

C) La Junta de Gobierno Local

D) Las respuestas a y b son correctas
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10. La Junta de Gobierno Local está integrada por:

A) El Alcalde, un número de concejales no superior al tercio del número legal de los mismos y el Interventor.

B) El Alcalde, un número de concejales no superior al cuarto del número legal de los mismos y el Secretario.

C) El Alcalde y un número de concejales no superior al tercio del número legal de los mismos.

D) El Alcalde, un número de concejales no superior al cuarto del número legal de los mismos y el Interventor.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 C · 4 C · 5 A · 6 B · 7 C · 8 B · 9 D · 10 C

Te quedan 491 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 120

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 7

Les persones davant l'activitat de l'administració: drets i obligacions 
de la ciutadania. La persona interessada: concepte, capacitat d'obrar i 
representació. La identificació de les persones interessades i els seus 

drets en el procediment.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 3 a 12 · arts. 13 a 14 · arts. 18 a 19 · art. 53 — 15 incluidos

TÍTULO I De los interesados en el procedimiento

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado

Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.
b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.
c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.
2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.
3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.
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4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.
5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo
acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El
documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos
correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.
6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.
7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los
que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación
salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en
cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el
interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal, este
registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los registros
generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se
inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada Organismo
podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.
2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.
3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.
b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.
c) Fecha de inscripción.
d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.
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e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.
4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:

a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.
c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.
6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.
7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.
Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.
2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
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garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun
cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.
4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.1 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.
2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de
medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.
b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos
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en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo
dispuesto en la letra c).

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.
4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.
5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.2 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.
2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.
c) Interponer recursos.
d) Desistir de acciones.
e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.
2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.
3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
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comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son
titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:
a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la
Administración.
b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en
esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento
Jurídico.
e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda
legalmente.
g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley.
h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos
que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. Estos derechos se entienden sin perjuicio
de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas.
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas
para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas
a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la
persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier
momento.
2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes
sujetos:

a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la
propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas
por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por
cada Administración.

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 126

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que
por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

Artículo 18. Colaboración de las personas.
1. Las personas colaborarán con la Administración en los términos previstos en la Ley que en cada caso resulte
aplicable, y a falta de previsión expresa, facilitarán a la Administración los informes, inspecciones y otros
actos de investigación que requieran para el ejercicio de sus competencias, salvo que la revelación de la
información solicitada por la Administración atentara contra el honor, la intimidad personal o familiar o
supusieran la comunicación de datos confidenciales de terceros de los que tengan conocimiento por la
prestación de servicios profesionales de diagnóstico, asesoramiento o defensa, sin perjuicio de lo dispuesto en
la legislación en materia de blanqueo de capitales y financiación de actividades terroristas.
2. Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que
no hayan comparecido en él tienen el deber de proporcionárselos a la Administración actuante.
3. Cuando las inspecciones requieran la entrada en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que
requieran autorización del titular, se estará a lo dispuesto en el artículo 100.

Artículo 19. Comparecencia de las personas.
1. La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios
electrónicos, sólo será obligatoria cuando así esté previsto en una norma con rango de ley.
2. En los casos en que proceda la comparecencia, la correspondiente citación hará constar expresamente el
lugar, fecha, hora, los medios disponibles y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla.
3. Las Administraciones Públicas entregarán al interesado certificación acreditativa de la comparecencia
cuando así lo solicite.

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

CAPÍTULO I Garantías del procedimiento

Artículo 53. Derechos del interesado en el procedimiento administrativo.
1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento administrativo,
tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la
condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su
instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos. Quienes se
relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán derecho a consultar
la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la obligación de la
Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta
a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o
en las sedes electrónicas que correspondan.
b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.
c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.
d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
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trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.
e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser
tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.
f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.
g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos previstos en el artículo 98.2.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de procedimientos administrativos de
naturaleza sancionadora, los presuntos responsables tendrán los siguientes derechos:

a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y
de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la
autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.
b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo
contrario.

Ley 26/2010 régimen jurídico y procedimiento administraciones públicas 
de Cataluña

L26-2010-CAT · BOE-A-2010-13313 · arts. 21 a 26 · arts. 29 a 30 — 11 incluidos

TÍTULO II Actuación administrativa

CAPÍTULO I Derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 21.
Derecho a la no-discriminación y a una atención adecuada.
1. Los ciudadanos, en sus relaciones con las administraciones públicas de Cataluña, tienen derecho a ser
atendidos con el respeto y la consideración que merece su dignidad, sin discriminación por razón de
nacimiento, sexo, raza, origen, religión, orientación sexual, opinión o cualquier otra circunstancia personal o
social. La atención adecuada incluye el derecho a un trato correcto, respetuoso y accesible, con las preceptivas
adaptaciones y apoyo a la toma de decisiones, de acuerdo con la Convención sobre los derechos de las
personas con discapacidad y los demás tratados internacionales.
2. Los ciudadanos tienen derecho a obtener de las administraciones públicas servicios de atención,
información y orientación para el ejercicio y la protección de sus derechos e intereses, en el cumplimiento de
sus deberes y obligaciones y en la redacción de documentos administrativos.
3. El derecho a que se refiere el apartado 2 incluye el derecho a escoger, entre los medios que en cada
momento estén disponibles, el que los ciudadanos desean utilizar para recibir los servicios de atención,
información y orientación, que pueden ser la asistencia a oficinas presenciales, la atención telefónica, en la
medida en que los criterios de seguridad lo permitan, los medios electrónicos u otros que sean técnicamente
posibles y económicamente proporcionales.
4. La cita previa no puede ser obligatoria en ningún caso y solo puede establecerse para mejorar los servicios
de atención presencial.
Se modifica por el art. 1 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 22.
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Derecho a una buena administración. 1.El derecho de los ciudadanos a una buena administración incluye:
a) El derecho a que la actuación administrativa sea proporcional a la finalidad perseguida.
b) El derecho a participar en la toma de decisiones y, especialmente, el derecho de audiencia y el derecho a
presentar alegaciones en cualquier fase del procedimiento administrativo, de acuerdo con lo establecido por la
normativa aplicable.
c) El derecho a que las decisiones de las administraciones públicas estén motivadas en lenguaje claro y
comprensible, en los supuestos establecidos legalmente, con una sucinta referencia a los hechos y a los
fundamentos jurídicos, con la identificación de las normas aplicables y con la indicación del régimen de
recursos que proceda.
d) El derecho a obtener una resolución expresa clara y comprensible y que se les notifique dentro del plazo
legalmente establecido.
e) El derecho a no aportar los datos o documentos que estén en poder de las administraciones públicas o de los
que estas puedan disponer.
f) El derecho a conocer en cualquier momento el estado de tramitación de los procedimientos en los que son
personas interesadas.
g) El derecho a la prestación proactiva y personalizada de los servicios públicos.
h) El derecho a la tramitación unificada de los procedimientos para la gestión, de forma simultánea o
secuencial, de los trámites que correspondan ante las diferentes administraciones públicas. 2. Las
administraciones públicas de Cataluña deben fomentar la participación ciudadana en las actuaciones
administrativas de su competencia, a fin de recoger las propuestas, sugerencias e iniciativas de la ciudadanía,
mediante un proceso previo de información y debate.
Se modifica el apartado 1 por el art. 2 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 22 bis. Principio de confianza y derecho de las personas a rectificar los errores frente a la 
Administración.
1. De acuerdo con el principio de confianza en las relaciones jurídicas administrativas, las personas tienen
derecho a rectificar sus errores frente a la Administración en Cataluña, respetando en todo caso las
competencias del Estado.
2. La atribución y el ejercicio de las potestades administrativas y las relaciones de las personas con la
Administración se fundamentan en el principio de la confianza recíproca en la acción correcta y legítima de
esta, de sus empleados públicos y de la ciudadanía.
3. Los empleados públicos solo son responsables por acciones u omisiones llevadas a cabo con dolo o con
culpa o negligencia grave.
4. Se entiende por culpa o negligencia grave la flagrante violación de las normas de prudencia, pericia y
diligencia debida y la omisión de las precauciones, comprobaciones e informaciones previas normalmente
exigibles en la actividad administrativa al funcionario público en función de la competencia específica y en
relación con el caso concreto, teniendo en cuenta los estándares de buena administración.
5. El error cometido por el empleado público actuando con la debida diligencia, de buena fe y sin fraude no es
un supuesto de culpa o negligencia grave.
6. La persona física o jurídica que haya infringido por primera vez una norma aplicable a su situación o haya
cometido errores materiales o formales al informar de sus datos o de su situación dentro del plazo legal o
reglamentariamente establecido no puede ser objeto de sanción pecuniaria o consistente en la privación total
o parcial de una prestación a la que pueda tener derecho de acuerdo con la normativa vigente, siempre que:

a) La persona haya actuado de buena fe y sin fraude en el momento de cometer el error.
b) La persona subsane el error y regularice su situación, ya sea a solicitud propia o por invitación de oficio
de la Administración, que le debe indicar el plazo para hacerlo teniendo en cuenta, con la diligencia debida
propia del derecho a una buena administración, su situación particular.

7. Con relación a lo establecido por el apartado 6, la Administración debe ponderar con la diligencia debida las
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circunstancias específicas del caso, debe resolver si existe el derecho a subsanar el error y debe fundamentar y
motivar su decisión con el debido cuidado.
8. Lo establecido por los apartados 6 y 7 no es de aplicación en los siguientes casos:

a) Si la persona ha actuado de mala fe o existe fraude.
b) Si las consecuencias negativas para la persona, incluida la privación total o parcial de una prestación,
derivan de las siguientes circunstancias:

1.ª Aplicación de normas del derecho de la Unión Europea.
2.ª Vulneración o incumplimiento de normas que preservan directamente la salud pública o la seguridad
de las personas, de los bienes o del medio.
3.ª Estipulaciones incluidas en contratos de la Administración.

9. La determinación de la mala fe o del fraude corresponde a la Administración, que puede tener en cuenta el
comportamiento pasado de la persona ante la propia Administración, y así lo debe acreditar en una resolución
debidamente motivada.
Se añade por el art. 3 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 22 ter.
Derecho de las personas a no ser perjudicadas por un error administrativo en las prestaciones destinadas a
garantizar las necesidades esenciales de subsistencia.
1. Las personas físicas, si se detecta un pago indebido derivado de un error administrativo o de una actuación
administrativa indebida, sin la debida diligencia, en las prestaciones destinadas a garantizar las necesidades
esenciales de subsistencia, no están obligadas a devolver el importe principal ni los intereses de la prestación
indebidamente percibida, siempre que concurran las siguientes condiciones:

a) Que la persona beneficiaria no haya contribuido, por acción u omisión, a la producción del error
administrativo.
b) Que el error administrativo sea imputable exclusivamente a la Administración.

2. La Administración, en los casos a que se refiere el apartado 1, debe iniciar el procedimiento de reintegro del
importe principal de la prestación, pero no puede exigir importe alguno en concepto de intereses de demora o
de cualquier otro tipo de recargo, de acuerdo con los principios de proporcionalidad, equidad y buena
administración. Asimismo, de acuerdo con estos principios, deben efectuarse planes de devolución flexibles y
ajustados a la capacidad económica de las personas.
3. La Administración debe valorar con la diligencia debida las circunstancias específicas del caso y debe
fundamentar y motivar adecuadamente la decisión de no exigir los intereses correspondientes, de acuerdo con
los principios de seguridad jurídica y de protección de la confianza legítima.
Se añade por el art. 4 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 23. Derecho a servicios públicos de calidad.
1. Todos los ciudadanos tienen derecho a:

a) Acceder en condiciones de igualdad a los servicios públicos y a que estos sean de calidad.
b) Plantear las sugerencias y las quejas relativas al funcionamiento de la actividad administrativa.

2. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, el Gobierno debe establecer por decreto el
procedimiento específico para la atención y la respuesta a las sugerencias, reclamaciones y quejas con
relación a la prestación de los servicios públicos de su titularidad.
3. Las administraciones públicas de Cataluña deben tener cartas de servicios a disposición de los ciudadanos,
empresas y profesionales, como instrumentos para la mejora de la calidad de los servicios, en los términos
establecidos por la normativa vigente.
4. Las unidades orgánicas de la Administración de la Generalidad con un rango mínimo de dirección general
deben disponer de una carta de servicios por cada uno de los servicios finalistas que prestan. Las cartas
pueden ser individualizadas por cada servicio o bien agrupadas, deben evaluarse cada dos años y deben
actualizarse, como mínimo, cada cinco años.
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Se modifica el apartado 3 y se añade el apartado 4 por el art. 18.1 y 2 de la Ley 16/2015, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2015-9208 .

Artículo 24. Derecho al uso de los medios electrónicos.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a relacionarse con las administraciones públicas de Cataluña utilizando
medios electrónicos para el ejercicio de los derechos que establece la legislación básica, así como para obtener
informaciones, realizar consultas y alegaciones, obtener copia de la información publicada en la sede
electrónica, formular solicitudes, manifestar consentimiento, entablar pretensiones, efectuar pagos, realizar
transacciones y oponerse a las resoluciones y a los actos administrativos.
2. Los ciudadanos, en los términos de la legislación básica y de la presente ley, tienen derecho a escoger, entre
los canales que en cada momento estén disponibles, el que desean utilizar para relacionarse por medios
electrónicos con cada una de las administraciones públicas de Cataluña.
3. Las administraciones públicas de Cataluña pueden garantizar el derecho que establece el presente artículo a
todos los ciudadanos mediante el establecimiento de puntos públicos que permitan el acceso efectivo a los
medios electrónicos.
4. Para hacer efectivo el derecho al uso de los medios electrónicos:

a) Las administraciones públicas deben habilitar, del modo que consideren adecuado, distintos canales o
medios para la prestación de los servicios electrónicos, y garantizar la seguridad, la confidencialidad y la
protección de los datos de carácter personal en el ejercicio del derecho al uso de medios electrónicos.
b) Las administraciones públicas deben garantizar un sistema de gestión y conservación de los documentos
electrónicos que forman parte de un expediente y que afectan a los derechos e intereses de los ciudadanos.

5. Los ciudadanos tienen el derecho a obtener y utilizar cualquier sistema de firma electrónica, en los
términos y con los límites que establece la normativa de aplicación.
6. La utilización de medios electrónicos en la actividad interna y externa de las administraciones públicas
catalanas no puede comportar la eliminación, la limitación o el condicionamiento de los derechos o de los
deberes de los ciudadanos.

Artículo 25. Derecho a la presentación de solicitudes, comunicaciones y demás documentos.
1. Los ciudadanos tienen derecho a presentar los documentos que dirigen a las administraciones públicas
catalanas por cualquier medio, en cualquier registro de la administración destinataria o en los demás lugares
establecidos por la legislación básica.
2. Los ciudadanos pueden presentar en los registros de la Administración de la Generalidad y de los
organismos y entidades públicas que dependen de esta o están vinculados a la misma, documentos dirigidos a
otra administración.
3. Las administraciones públicas de Cataluña aparte de las mencionadas en el apartado 2 deben informar, en
su sede electrónica y a las personas que lo soliciten, sobre los convenios suscritos con otras administraciones
públicas al efecto del registro de solicitudes, escritos y comunicaciones.
4. Los ciudadanos sólo deben presentar los datos o los documentos exigidos por las normas de aplicación al
procedimiento, no debiendo presentar los que ya se encuentren en poder de las administraciones públicas, si
bien en dicho caso se les puede requerir que faciliten información sobre el expediente, actuación o archivo en
que se encuentra el dato o el documento.

Artículo 26. Derecho de acceso a los expedientes administrativos.
Los ciudadanos que tienen la condición de personas interesadas en un procedimiento administrativo en
trámite tienen derecho a acceder al expediente y a obtener copia de los documentos que forman parte de él. Si
los documentos son en formato electrónico, los ciudadanos tienen derecho a obtener copias electrónicas de
los mismos.

Artículo 26 bis. Derecho de acceso y utilización de datos y documentos propios.
Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los datos y a los documentos que las administraciones públicas de
Cataluña tienen en su poder relativos a su persona o actividad, a través de un espacio personal, privado y
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seguro disponible en las sedes electrónicas correspondientes. Igualmente, pueden aportar y conservar
voluntariamente documentos propios con la finalidad de facilitar la aportación en procedimientos
administrativos. Desde este espacio, las personas interesadas pueden visualizar y seleccionar los datos y los
documentos mencionados para incorporarlos directamente a los trámites o procedimientos administrativos
que inicien o en los que participen como personas interesadas. Las administraciones públicas de Cataluña
tienen que garantizar la interoperabilidad de sus sistemas de información para hacer efectivo el derecho que
establece este artículo, y tienen que habilitar los mecanismos técnicos necesarios para permitir la
incorporación segura y automatizada de los datos y los documentos.
Se añade por el art. 6.1 del Decreto-ley 3/2026, de 24 de marzo. Ref. BOE-A-2026-10430

Artículo 29. Garantía de los derechos.
Las administraciones públicas de Cataluña deben garantizar en su actuación el ejercicio y la efectividad de los
derechos de los ciudadanos, cualquiera que sea el medio de relación.

Artículo 30. Deberes de los ciudadanos.
Los ciudadanos, en sus relaciones con las administraciones públicas de Cataluña y en el uso de los servicios
públicos, deben actuar con la diligencia, responsabilidad y respeto debidos a las personas, instituciones y
bienes públicos.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7

1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

A) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

B) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

C) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

2. A los efectos previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, ¿tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas?:

A) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté 
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerce la patria potestad, tutela o 
curatela.

B) Los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes 
o autónomos, en todos los procedimientos administrativos sin excepción.

C) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo exclusivamente a las normas 
penales.

D) En ningún supuesto los menores de edad para el ejercicio y defensa de sus derechos e intereses.

3. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

A) Formular solicitudes.

B) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.

C) Desistir de acciones.

D) Todas las respuestas son correctas.
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4. El artículo 53.1.e) de la LPACAP dispone que los interesados en un procedimiento administrativo tienen 
derecho a formular alegaciones y aportar documentos:

A) En cualquier fase del procedimiento.

B) En cualquier fase del procedimiento y con anterioridad a su resolución.

C) En cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia.

D) En cualquier fase del procedimiento si no se hubieran interpuesto recurso.

5. Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den 
lugar se efectuarán:

A) Con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que figure en 
primer término.

B) Únicamente con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado.

C) A cada uno de ellos.

D) Con el que figure en primer término, y, en su defecto, con el representante o el interesado que expresamente 
hayan señalado.

6. Derecho administrativo. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Según su artículo 4, se consideran interesados en el procedimiento 
administrativo:

A) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

B) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

C) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

D) Las tres respuestas anteriores son correctas.

7. ¿Quiénes, de los siguientes, no tienen la condición de interesados?

A) Los que no han iniciado el procedimiento, aunque tengan derechos que pueda resultar afectados por la 
decisión que se adopte.

B) Los que se personan en el procedimiento en curso por tener intereses legítimos que puedan resultar 
afectados por la resolución.

C) Las asociaciones representativas de intereses económicos, aunque sean titulares de intereses legítimos 
colectivos.

D) Todos tienen la condición de interesados.

8. La representación, en el ámbito de las Administraciones Públicas, de acuerdo con la Ley 39/2015, podrá 
acreditarse:

A) Únicamente mediante poder notarial general.

B) Sólo mediante poder notarial especial.

C) Mediante comparecencia personal, exclusivamente.

D) Mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna de su existencia.
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9. Según el artículo 18 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, ¿cuál de las siguientes afirmaciones es correcta respecto a la colaboración de las 
personas con la Administración?

A) Las personas no tienen obligación de colaborar con la Administración, salvo en procedimientos relacionados 
con la seguridad nacional.

B) Las personas deben facilitar a la Administración los informes que requieran para el ejercicio de sus 
competencias.

C) Los interesados que no hayan comparecido decaerán en su derecho por no haber colaborado.

D) Las inspecciones que requieran la entrada en el domicilio no necesitan autorización del titular si se realizan 
en el marco de un procedimiento administrativo.

10. En relación a la identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo, según el 
Capítulo II del Título I de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas podemos afirmar que:

A) Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas solamente a través 
de sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica.

B) Las administraciones públicas requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para realizar consultas.

C) Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la 
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.

D) Las Administraciones Públicas procurarán que los interesados pueden relacionarse con la Administración a 
través de medios electrónicos.

SOLUCIONES 1 D · 2 A · 3 D · 4 C · 5 A · 6 D · 7 D · 8 D · 9 B · 10 C

Te quedan 323 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

L'acte administratiu: concepte, classes i elements. La forma i la 
motivació. Eficàcia i validesa dels actes administratius. La demora i 

retroactivitat de l'eficàcia.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 34 a 39 · arts. 47 a 52 — 12 incluidos

TÍTULO III De los actos administrativos

CAPÍTULO I Requisitos de los actos administrativos

Artículo 34. Producción y contenido.
1. Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a instancia del
interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose a los requisitos y al procedimiento
establecido.
2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y
adecuado a los fines de aquéllos.

Artículo 35. Motivación.
1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.
b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos,
recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.
c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos
consultivos.
d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de
medidas provisionales previstas en el artículo 56.
e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de
actuaciones complementarias.
f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.
g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo
por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la Administración en
procedimientos iniciados de oficio.
h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que
resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.
i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en
virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

2. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva se
realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo
caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte.

Artículo 36. Forma.
1. Los actos administrativos se producirán por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su
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naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia.
2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia
escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario
que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se
tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de
forma verbal, con expresión de su contenido.
3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como
nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, acordado por el órgano
competente, que especificará las personas u otras circunstancias que individualicen los efectos del acto para
cada interesado.

CAPÍTULO II Eficacia de los actos

Artículo 37. Inderogabilidad singular.
1. Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una
disposición de carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que
dictó la disposición general.
2. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así
como aquellas que incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47.

Artículo 38. Ejecutividad.
Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo
dispuesto en esta Ley.

Artículo 39. Efectos.
1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y
producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.
2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación,
publicación o aprobación superior.
3. Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos
anulados, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho
necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o
intereses legítimos de otras personas.
4. Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas en el ejercicio de su propia
competencia deberán ser observadas por el resto de los órganos administrativos, aunque no dependan
jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra Administración.
5. Cuando una Administración Pública tenga que dictar, en el ámbito de sus competencias, un acto que
necesariamente tenga por base otro dictado por una Administración Pública distinta y aquélla entienda que es
ilegal, podrá requerir a ésta previamente para que anule o revise el acto de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, y, de
rechazar el requerimiento, podrá interponer recurso contencioso-administrativo. En estos casos, quedará
suspendido el procedimiento para dictar resolución.

CAPÍTULO III Nulidad y anulabilidad

Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes:

a) Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.
b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.
c) Los que tengan un contenido imposible.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 136

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.
e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las
normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.
f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o
derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.
g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición con rango de Ley.

2. También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las
leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y
las que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

Artículo 48. Anulabilidad.
1. Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento
jurídico, incluso la desviación de poder.
2. No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos
formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados.
3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la
anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo.

Artículo 49. Límites a la extensión de la nulidad o anulabilidad de los actos.
1. La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean
independientes del primero.
2. La nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo no implicará la de las partes del mismo
independientes de aquélla, salvo que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto administrativo
no hubiera sido dictado.

Artículo 50. Conversión de actos viciados.
Los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos constitutivos de otro distinto
producirán los efectos de éste.

Artículo 51. Conservación de actos y trámites.
El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción.

Artículo 52. Convalidación.
1. La Administración podrá convalidar los actos anulables, subsanando los vicios de que adolezcan.
2. El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha, salvo lo dispuesto en el artículo 39.3 para la
retroactividad de los actos administrativos.
3. Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la convalidación podrá realizarse por el
órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.
4. Si el vicio consistiese en la falta de alguna autorización, podrá ser convalidado el acto mediante el
otorgamiento de la misma por el órgano competente.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 137

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. Podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos administrativos cuando:

A) Produzcan efectos no favorables para el interesado

B) Los supuestos de hecho necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y con 
independencia de que pueda lesionar derechos o intereses legítimos de otras personas

C) Se dicten en sustitución de actos anulados

D) En ningún caso se puede otorgar eficacia retroactiva a un acto administrativo

2. Según el artículo 36 de la Ley 39/2015, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de 
expresión y constancia, los actos administrativos se producirán:

A) Por escrito a través de medios electrónicos.

B) De forma verbal.

C) Por escrito en soporte papel.

D) Por escrito en soporte papel o a través de medios electrónicos, según acuerde el titular de la competencia.

3. Según el art. 51 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas:

A) El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos 
y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción.

B) El órgano que tiene la competencia delegada para resolver dispondrá siempre la conservación de aquellos 
actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción.

C) El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conversión de aquellos actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera modificado de no haberse cometido la infracción.

D) El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá, cuando sea preceptivo, la conservación 
de aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción.

4. Los actos presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos 
cuando no se tengan los requisitos esenciales para adquirirlos:

A) Son actos inexistentes.

B) Son actos dictados por silencio administrativo.

C) Son actos anulables.

D) Son actos nulos de pleno derecho.

5. Según lo estipulado en la Ley 39/2015, las Administraciones Públicas emitirán los documentos 
administrativos:

A) Por escrito, a través de medios electrónicos, o verbalmente si así lo solicita el interesado.

B) Por escrito, a través de medios no electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de 
expresión y constancia.

C) Por escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de 
expresión y constancia.

D) Por escrito, a través de medios no electrónicos, o verbalmente si así lo solicita el interesado.
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6. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Pública, los defectos de forma en un acto administrativo, que den lugar a indefensión de los 
interesados:

A) Provocan la nulidad de pleno derecho del acto administrativo.

B) Provocan la inexistencia del acto administrativo.

C) Provocan una irregularidad no invalidante.

D) Provocan la anulabilidad del acto administrativo.

7. Los actos administrativos que limiten derechos objetivos o intereses legítimos:

A) Podrán ser motivados.

B) Serán motivados. (*)

C) Nunca serán motivados.

D) Ninguna respuesta es correcta.

8. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y 
producirán efectos:

A) Desde el día siguiente al de la fecha en que se dictaron

B) Desde la fecha en que se notifiquen, en cualquier caso

C) Desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

9. Según el artículo 52 de Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, si el vicio de un acto anulable consistiera en incompetencia no determinante de 
nulidad:

A) Podrá efectuarse la conversión por el órgano competente.

B) Podrá efectuarse la convalidación por el órgano superior jerárquico del que dictó el acto viciado, en todo caso.

C) Podrá efectuarse la convalidación por el órgano competente, cuando sea superior jerárquico del que dictó el 
acto viciado.

D) No podrá efectuarse la convalidación.

10. Según el artículo 47 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, los actos administrativos son nulos de pleno derecho en los casos siguientes:

A) Cuando sean dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de jerarquía.

B) Cuando se dicten prescindiendo total y absolutamente de las reglas esenciales para la formación de la 
voluntad de los órganos colegiados.

C) Cuando incurran en desviación de poder.

D) Cuando se dicten por órgano manifiestamente competente por razón de la materia o del territorio.

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 A · 4 D · 5 C · 6 D · 7 B · 8 C · 9 C · 10 B

Te quedan 452 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 9

La revisió dels actes i de les disposicions per la pròpia administració: 
supòsits. La revocació dels actes. La rectificació d'errors materials o de 
fet. L'acció de nul·litat, procediments i límits. La declaració de lesivitat.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 106 a 111 — 6 incluidos

TÍTULO V De la revisión de los actos en vía administrativa

CAPÍTULO I Revisión de oficio

Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos.
1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y
previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma,
si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía
administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1.
2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar
la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2.
3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las
solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano
consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del
artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran
desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.
4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la
misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias
previstas en los artículos 32.2 y 34.1 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que,
tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma.
5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio
sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud
de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo.

Artículo 107. Declaración de lesividad de actos anulables.
1. Las Administraciones Públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los
actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa su
declaración de lesividad para el interés público.
2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto
administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los
términos establecidos por el artículo 82. Sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de
admisibilidad de la acción en el proceso judicial correspondiente, la declaración de lesividad no será
susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los interesados a los meros efectos informativos.
3. Transcurrido el plazo de seis meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la
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lesividad, se producirá la caducidad del mismo.
4. Si el acto proviniera de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas, la
declaración de lesividad se adoptará por el órgano de cada Administración competente en la materia.
5. Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local, la declaración de lesividad se
adoptará por el Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad.

Artículo 108. Suspensión.
Iniciado el procedimiento de revisión de oficio al que se refieren los artículos 106 y 107, el órgano competente
para declarar la nulidad o lesividad, podrá suspender la ejecución del acto, cuando ésta pudiera causar
perjuicios de imposible o difícil reparación.

Artículo 109. Revocación de actos y rectificación de errores.
1. Las Administraciones Públicas podrán revocar, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción, sus
actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no
permitida por las leyes, ni sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.
2. Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia
de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos.

Artículo 110. Límites de la revisión.
Las facultades de revisión establecidas en este Capítulo, no podrán ser ejercidas cuando por prescripción de
acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la
buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes.

Artículo 111.
Competencia para la revisión de oficio de las disposiciones y de actos nulos y anulables en la Administración
General del Estado. En el ámbito estatal, serán competentes para la revisión de oficio de las disposiciones y los
actos administrativos nulos y anulables:
a) El Consejo de Ministros, respecto de sus propios actos y disposiciones y de los actos y disposiciones dictados
por los Ministros.
b) En la Administración General del Estado:

1.º Los Ministros, respecto de los actos y disposiciones de los Secretarios de Estado y de los dictados por
órganos directivos de su Departamento no dependientes de una Secretaría de Estado.
2.º Los Secretarios de Estado, respecto de los actos y disposiciones dictados por los órganos directivos de
ellos dependientes.

c) En los Organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración
General del Estado:

1.º Los órganos a los que estén adscritos los Organismos públicos y entidades de derecho público, respecto
de los actos y disposiciones dictados por el máximo órgano rector de éstos.
2.º Los máximos órganos rectores de los Organismos públicos y entidades de derecho público, respecto de
los actos y disposiciones dictados por los órganos de ellos dependientes.

Ley 26/2010 régimen jurídico y procedimiento administraciones públicas 
de Cataluña

L26-2010-CAT · BOE-A-2010-13313 · arts. 71 a 74 — 4 incluidos

TÍTULO V La revisión y la reclamación previa en vía administrativa

CAPÍTULO I La revisión de oficio de las disposiciones reglamentarias y de los actos administrat
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Artículo 71. Órganos competentes para la revisión de disposiciones y actos nulos.
1. La competencia para iniciar y resolver los procedimientos de revisión de oficio de disposiciones
reglamentarias y para iniciar el de revisión de actos nulos corresponde al órgano que los ha aprobado o
dictado.
2. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, la competencia para resolver los procedimientos de
revisión de oficio de actos nulos que provienen del presidente o presidenta de la Generalidad, del Gobierno y
de los consejeros corresponde al órgano que los ha dictado, y en el caso de los actos que provienen de otros
órganos, incluidos los dictados por los órganos de gobierno de los organismos o las entidades públicas,
corresponde al consejero o consejera del departamento competente por razón de la materia.
3. La competencia para resolver los procedimientos de revisión de oficio de actos nulos dictados por los entes
locales corresponde a los órganos que determina la normativa de régimen local.

Artículo 72. Dictamen de la Comisión Jurídica Asesora.
El dictamen de la Comisión Jurídica Asesora es preceptivo en los expedientes de la Administración de la
Generalidad o de la Administración local relativos a la revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho y de
disposiciones reglamentarias.

Artículo 73. Órganos competentes para la declaración de lesividad de actos anulables.
1. La competencia para iniciar los procedimientos para la declaración de lesividad de los actos anulables
corresponde al órgano que ha dictado el acto.
2. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, la competencia para declarar la lesividad de los actos
anulables corresponde a los órganos establecidos por el artículo 71.2.
3. La competencia para la declaración de lesividad de actos dictados por los entes locales corresponde a los
órganos que determina la normativa de régimen local.

Artículo 74. Órganos competentes para la revocación de actos y la rectificación de errores.
1. La competencia para revocar un acto de gravamen o desfavorable corresponde al órgano que lo ha dictado.
2. La competencia para rectificar errores materiales, de hecho o aritméticos en los actos y disposiciones
reglamentarias corresponde al órgano que los ha dictado.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · art. 53 — 1 incluidos

TÍTULO V Disposiciones comunes a las Entidades locales

CAPÍTULO I Régimen de funcionamiento

Artículo 53.
Sin perjuicio de las previsiones específicas contenidas en los artículos 65, 67 y 110 de esta Ley, las
Corporaciones locales podrán revisar sus actos y acuerdos en los términos y con el alcance que, para la
Administración del Estado, se establece en la legislación del Estado reguladora del procedimiento
administrativo común.
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Text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (DL 2/2003)

TRLMRLC · DOGC-f-2003-90008 · art. 173 — 1 incluidos

TÍTULO XVI Del régimen jurídico y de la impugnación de actos y acuerdos

CAPÍTULO I Régimen jurídico

Artículo 173. Revisión de disposiciones, actos y acuerdos.
1. Los entes locales pueden revisar sus disposiciones, actos o acuerdos en los términos establecidos por la
legislación reguladora del procedimiento administrativo común, sin perjuicio de supuestos específicos
establecidos por la legislación básica de régimen local.
2. Les es igualmente aplicable la legislación reguladora del procedimiento administrativo común en materia
de invalidez de los actos y de los acuerdos y de silencio administrativo.

Ley 29/1998 jurisdiccion contencioso-administrativa

LJCA · BOE-A-1998-16718 · art. 43 — 1 incluidos

TÍTULO IV Procedimiento contencioso-administrativo

CAPÍTULO I Procedimiento en primera o única instancia

Sección 1.ª Diligencias preliminares

Artículo 43.
Cuando la propia Administración autora de algún acto pretenda demandar su anulación ante la Jurisdicción
Contencioso-administrativa deberá, previamente, declararlo lesivo para el interés público.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. La declaración de lesividad:

A) No podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto administrativo.

B) Se utiliza por la administración en el supuesto de actos favorables para los interesados que sean nulos 
conforme a lo dispuesto en el artículo 47.1

C) No se exige la audiencia a los interesados en el mismo

D) Transcurrido el plazo de cuatro meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la 
lesividad, se producirá la caducidad del mismo.
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2. Ante un acto anulable de una administración local:

A) La administración de la Comunidad Autónoma está legitimada para impugnarlo ante el orden jurisdiccional 
Contencioso-Administrativo, previa su declaración de lesividad para el interés público en los términos 
establecidos en la ley.

B) La Administración autora de dicho acto está legitimada para impugnarlo ante el orden jurisdiccional 
Contencioso-Administrativo, previa su declaración de lesividad.

C) Cabe su impugnación, previa declaración de lesividad, que no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro 
años desde que se dictó el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de todos los interesados en el mismo.

D) Las respuestas B y C son correctas.

3. Según lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, ¿qué actuación previa tienen que realizar las Administraciones Públicas para 
poder impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los actos favorables para los 
interesados que sean anulables?

A) Declaración expresa de anulabilidad.

B) Interponer recurso extraordinario de revisión.

C) Declaración de lesividad para el interés público.

D) Declaración de no procedencia de interposición de recurso potestativo de revisión.

4. Señale la respuesta incorrecta. Conforme al Artículo 106 de la Ley 39/2015, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el órgano competente para la revisión de oficio 
podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los interesados, sin 
necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma:

A) Cuando las mismas se basen exclusivamente en alguna de las causas de nulidad del artículo 47.1 de la Ley 
39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

B) Cuando carezcan manifiestamente de fundamento.

C) Cuando se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

D) Cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 47.1 de la Ley 39/2015, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

5. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, las Administraciones Públicas podrán revocar sus actos:

A) Favorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes.

B) De gravamen o desfavorables, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción.

C) De gravamen o desfavorables en todo momento, y sus actos favorables solo mientras no haya transcurrido el 
plazo de prescripción.

D) Favorables en todo momento, y sus actos de gravamen o desfavorables siempre que tal revocación no 
constituya dispensa o exención no permitida por las leyes.

6. Contra la declaración de lesividad contemplada en el artículo 107 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas

A) Cabe recurso administrativo.

B) Cabe recurso extraordinario de revisión.

C) No cabe recurso alguno.

D) Todas son falsas.
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7. Tal y como dispone el artículo 109 de la Ley 39/2015, referente a la revocación de actos:

A) Las Administraciones Públicas podrán revocar sus actos, previa declaración de lesividad.

B) Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local, la revocación se adoptará por el 
Pleno de la Corporación.

C) La revocación no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto administrativo.

D) Las Administraciones Públicas podrán revocar sus actos de gravamen o desfavorables.

8. Señala la respuesta correcta según queda regulada en la Ley 39/2015 (art. 106), de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

A) Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y 
previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, 
si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía 
administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.

B) Las Administraciones Públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los 
actos favorables para los interesados que sean nulos conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa su 
declaración de lesividad para el interés público.

C) La declaración de lesividad podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto 
administrativo.

D) Transcurrido el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la 
lesividad, se producirá la caducidad del mismo.

9. De conformidad a lo previsto en el artículo 107.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, si el acto anulable proviniera de las entidades que 
integran la Administración Local, la declaración de lesividad se adoptará por:

A) La Junta de Gobierno Local.

B) El Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad.

C) Resolución de la Alcaldía.

D) Resolución de la Concejalía competente.

10. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 107 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, las Administraciones Públicas podrán impugnar 
ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo:

A) Los actos desfavorables para los interesados que sean anulables, previa su declaración de lesividad para el 
interés general.

B) Los actos desfavorables para los interesados que sean nulos, previa su declaración de lesividad para el interés 
público.

C) Los actos favorables para los interesados que sean nulos, previa su declaración de lesividad para el interés 
general.

D) Los actos favorables para los interesados, que sean anulables, previa su declaración de lesividad para el 
interés público.

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 C · 4 A · 5 B · 6 C · 7 D · 8 A · 9 B · 10 D

Te quedan 81 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

Recursos administratius: principis generals. Actes susceptibles de 
recurs administratiu. Classes de recursos. Peculiaritats en l'àmbit 

local. El recurs contenciós administratiu.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 112 a 126 — 15 incluidos

TÍTULO V De la revisión de los actos en vía administrativa

CAPÍTULO II Recursos administrativos

Sección 1.ª Principios generales

Artículo 112. Objeto y clases.
1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del
asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio
irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y
potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos
en los artículos 47 y 48 de esta Ley. La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los
interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.
2. Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y cuando
la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación, reclamación,
conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a
instrucciones jerárquicas, con respeto a los principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a las
personas y a los interesados en todo procedimiento administrativo. En las mismas condiciones, el recurso de
reposición podrá ser sustituido por los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, respetando su
carácter potestativo para el interesado. La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la
Administración Local no podrá suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias reconocidas a los
órganos representativos electos establecidos por la Ley.
3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa. Los
recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de alguna disposición
administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante el órgano que dictó dicha
disposición.
4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos establecidos por su
legislación específica.

Artículo 113. Recurso extraordinario de revisión.
Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso extraordinario de revisión cuando
concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 125.1.

Artículo 114. Fin de la vía administrativa.
1. Ponen fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones de los recursos de alzada.
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b) Las resoluciones de los procedimientos a que se refiere el artículo 112.2.
c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley
establezca lo contrario.
d) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del
procedimiento.
e) La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, cualquiera que
fuese el tipo de relación, pública o privada, de que derive.
f) La resolución de los procedimientos complementarios en materia sancionadora a los que se refiere el
artículo 90.4.
g) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo
establezca.

2. Además de lo previsto en el apartado anterior, en el ámbito estatal ponen fin a la vía administrativa los actos
y resoluciones siguientes:

a) Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno.
b) Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen
atribuidas los órganos de los que son titulares.
c) Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o superior, en relación con las
competencias que tengan atribuidas en materia de personal.
d) En los Organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la
Administración General del Estado, los emanados de los máximos órganos de dirección unipersonales o
colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se establezca otra cosa.

Artículo 115. Interposición de recurso.
1. La interposición del recurso deberá expresar:

a) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo.
b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación.
c) Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso, del lugar que se señale a
efectos de notificaciones.
d) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige y su correspondiente código de identificación.
e) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas.

2. El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su
tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter.
3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado.

Artículo 116. Causas de inadmisión.
Serán causas de inadmisión las siguientes:
a) Ser incompetente el órgano administrativo, cuando el competente perteneciera a otra Administración
Pública. El recurso deberá remitirse al órgano competente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14.1 de
la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.
b) Carecer de legitimación el recurrente.
c) Tratarse de un acto no susceptible de recurso.
d) Haber transcurrido el plazo para la interposición del recurso.
e) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento.

Artículo 117. Suspensión de la ejecución.
1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario,
no suspenderá la ejecución del acto impugnado.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa
ponderación, suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la
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suspensión y el ocasionado al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá
suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado cuando concurran alguna de
las siguientes circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.
b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el
artículo 47.1 de esta Ley.

3. La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurrido un mes desde que la solicitud de
suspensión haya tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para
decidir sobre la misma, el órgano a quien competa resolver el recurso no ha dictado y notificado resolución
expresa al respecto. En estos casos, no será de aplicación lo establecido en el artículo 21.4 segundo párrafo, de
esta Ley.
4. Al dictar el acuerdo de suspensión podrán adoptarse las medidas cautelares que sean necesarias para
asegurar la protección del interés público o de terceros y la eficacia de la resolución o el acto impugnado.
Cuando de la suspensión puedan derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, aquélla sólo producirá efectos
previa prestación de caución o garantía suficiente para responder de ellos, en los términos establecidos
reglamentariamente. La suspensión se prolongará después de agotada la vía administrativa cuando,
habiéndolo solicitado previamente el interesado, exista medida cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la
vía contencioso-administrativa. Si el interesado interpusiera recurso contencioso-administrativo, solicitando
la suspensión del acto objeto del proceso, se mantendrá la suspensión hasta que se produzca el
correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud.
5. Cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto administrativo que afecte a una pluralidad
indeterminada de personas, la suspensión de su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en que
aquél se insertó.

Artículo 118. Audiencia de los interesados.
1. Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario,
se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince,
formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes. No se tendrán
en cuenta en la resolución de los recursos, hechos, documentos o alegaciones del recurrente, cuando
habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho. Tampoco podrá solicitarse la
práctica de pruebas cuando su falta de realización en el procedimiento en el que se dictó la resolución
recurrida fuera imputable al interesado.
2. Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso para que en el plazo antes citado,
aleguen cuanto estimen procedente.
3. El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documentos nuevos a los efectos de este
artículo. Tampoco lo tendrán los que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la
resolución impugnada.

Artículo 119. Resolución.
1. La resolución del recurso estimará en todo o en parte o desestimará las pretensiones formuladas en el
mismo o declarará su inadmisión.
2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre el fondo se ordenará la
retroacción del procedimiento al momento en el que el vicio fue cometido, sin perjuicio de que eventualmente
pueda acordarse la convalidación de actuaciones por el órgano competente para ello, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 52.
3. El órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el
procedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados. En este último caso se les oirá previamente. No
obstante, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por el recurrente, sin que en ningún
caso pueda agravarse su situación inicial.
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Artículo 120. Pluralidad de recursos administrativos.
1. Cuando deban resolverse una pluralidad de recursos administrativos que traigan causa de un mismo acto
administrativo y se hubiera interpuesto un recurso judicial contra una resolución administrativa o bien contra
el correspondiente acto presunto desestimatorio, el órgano administrativo podrá acordar la suspensión del
plazo para resolver hasta que recaiga pronunciamiento judicial.
2. El acuerdo de suspensión deberá ser notificado a los interesados, quienes podrán recurrirlo. La
interposición del correspondiente recurso por un interesado, no afectará a los restantes procedimientos de
recurso que se encuentren suspendidos por traer causa del mismo acto administrativo.
3. Recaído el pronunciamiento judicial, será comunicado a los interesados y el órgano administrativo
competente para resolver podrá dictar resolución sin necesidad de realizar ningún trámite adicional, salvo el
de audiencia, cuando proceda.

Sección 2.ª Recurso de alzada

Artículo 121. Objeto.
1. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1, cuando no pongan fin a la vía administrativa,
podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los
Tribunales y órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y cualesquiera
otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se considerarán dependientes del órgano al
que estén adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los mismos.
2. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente para
resolverlo. Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, éste deberá
remitirlo al competente en el plazo de diez días, con su informe y con una copia completa y ordenada del
expediente. El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del cumplimiento de lo
previsto en el párrafo anterior.

Artículo 122. Plazos.
1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido
dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos. Si el acto no fuera
expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en cualquier momento
a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del
silencio administrativo.
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Transcurrido este plazo sin que
recaiga resolución, se podrá entender desestimado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1,
tercer párrafo.
3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso
extraordinario de revisión, en los casos establecidos en el artículo 125.1.

Sección 3.ª Recurso potestativo de reposición

Artículo 123. Objeto y naturaleza.
1. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en
reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden
jurisdiccional contencioso-administrativo.
2. No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya
producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto.

Artículo 124. Plazos.
1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera expreso.
Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio,
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en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión. Si el acto no fuera expreso, el solicitante y
otros posibles interesados podrán interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día
siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto.
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes.
3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso.

Sección 4.ª Recurso extraordinario de revisión

Artículo 125. Objeto y plazos.
1. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso extraordinario de revisión ante
el órgano administrativo que los dictó, que también será el competente para su resolución, cuando concurra
alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos
incorporados al expediente.
b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores,
evidencien el error de la resolución recurrida.
c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por
sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.
d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia,
maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial
firme.

2. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de la causa a) del apartado anterior,
dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los
demás casos, el plazo será de tres meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que la
sentencia judicial quedó firme.
3. Lo establecido en el presente artículo no perjudica el derecho de los interesados a formular la solicitud y la
instancia a que se refieren los artículos 106 y 109.2 de la presente Ley ni su derecho a que las mismas se
sustancien y resuelvan.

Artículo 126. Resolución.
1. El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite,
sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma,
cuando el mismo no se funde en alguna de las causas previstas en el apartado 1 del artículo anterior o en el
supuesto de que se hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.
2. El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión debe pronunciarse no sólo
sobre la procedencia del recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto
recurrido.
3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraordinario de revisión sin haberse
dictado y notificado la resolución, se entenderá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional
contencioso-administrativa.

Ley 26/2010 régimen jurídico y procedimiento administraciones públicas 
de Cataluña

L26-2010-CAT · BOE-A-2010-13313 · arts. 75 a 80 — 6 incluidos

TÍTULO V La revisión y la reclamación previa en vía administrativa
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CAPÍTULO II Recursos administrativos y reclamaciones previas al ejercicio de acciones civiles y

Artículo 75. Fin de la vía administrativa.
1. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, ponen fin a la vía administrativa los actos
administrativos de los siguientes órganos:

a) El presidente o presidenta de la Generalidad, el Gobierno, los consejeros y, en su caso, el consejero
primero o consejera primera, y el vicepresidente o vicepresidenta.
b) Los secretarios generales, los directores generales y los órganos directivos de los organismos y entidades
públicas dependientes de la Administración de la Generalidad en materia de personal.
c) Cualquier otro órgano, si actúa por delegación de un órgano cuya actuación pone fin a la vía
administrativa.
d) Los órganos que no tienen superior jerárquico, salvo que una ley establezca lo contrario.
e) Otros órganos, si así lo establece una norma.

2. Los actos que agotan la vía administrativa son:
a) La resolución de un recurso de alzada.
b) La resolución de los procedimientos de reclamación o de impugnación que establece el artículo 79.
c) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan como efecto la finalización del procedimiento.

3. Al efecto de la interposición de recursos, se entiende que los órganos de gobierno de los organismos o
entidades públicas dependientes de la Administración de la Generalidad tienen como superior al consejero o
consejera del departamento de adscripción, salvo que una ley establezca lo contrario.
4. Los acuerdos y resoluciones adoptados por las entidades que integran la Administración local agotan la vía
administrativa en los supuestos que establece la normativa de régimen local.

Artículo 76. Recurso de alzada.
Contra los actos que no ponen fin a la vía administrativa las personas interesadas pueden interponer el recurso
de alzada en los términos y en los supuestos que establece la legislación básica.

Artículo 77. Recurso potestativo de reposición.
Contra los actos que ponen fin a la vía administrativa las personas interesadas pueden interponer el recurso
potestativo de reposición ante el mismo órgano que los ha dictado o impugnarlos directamente ante el orden
jurisdiccional contencioso-administrativo en los términos que establece la legislación básica.

Artículo 78. Recurso extraordinario de revisión.
Contra los actos firmes en vía administrativa las personas interesadas pueden interponer el recurso
extraordinario de revisión ante el órgano administrativo que los ha dictado, que también es el competente para
su resolución, previo dictamen de la Comisión Jurídica Asesora, en los términos que establece la normativa
vigente.

Artículo 79. Sustitución de los recursos administrativos.
1. Los recursos de alzada y el potestativo de reposición pueden ser sustituidos, en los supuestos establecidos
por una ley, por otros procedimientos de impugnación y reclamación, conciliación, mediación y arbitraje ante
un órgano colegiado no sometido a instrucciones jerárquicas. Quedan excluidos del procedimiento de arbitraje
los recursos de reposición respecto a los cuales el órgano competente para resolver es el presidente o
presidenta de la Generalidad o el Gobierno.
2. La ley que sustituye los recursos debe establecer el procedimiento administrativo de actuación, la
composición y el funcionamiento del órgano colegiado, de conformidad con los principios, garantías y plazos
que establece la legislación básica.

Artículo 80. Reclamación previa a la vía judicial civil y laboral.
1. La reclamación en vía administrativa es un requisito previo para el ejercicio de acciones judiciales civiles o
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laborales contra cualquier administración pública catalana, sin perjuicio de las excepciones establecidas por
ley.
2. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, la reclamación previa a la vía judicial civil debe
plantearse ante el consejero o consejera del departamento competente por razón de la materia objeto de la
reclamación. En los organismos y entidades públicas que dependen de ella o están vinculados a la misma, se
plantea ante el órgano establecido por la ley de regulación o los estatutos, y a falta de disposición específica,
ante el presidente o presidenta.
3. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, la reclamación previa en la vía judicial laboral debe
plantearse ante el secretario o secretaria general del departamento de adscripción. En los organismos y
entidades públicas que dependen de ella o están vinculados a la misma, se plantea ante el órgano establecido
por la ley de regulación o los estatutos, y a falta de disposición específica, ante el director o directora u órgano
asimilable.
4. El plazo para resolver y notificar las reclamaciones previas a la vía judicial civil es de tres meses, y de un mes
en las previas a la vía judicial laboral.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · art. 52 · arts. 63 a 68 · art. 108 — 8 incluidos

TÍTULO V Disposiciones comunes a las Entidades locales

CAPÍTULO I Régimen de funcionamiento

Artículo 52.
1. Contra los actos y acuerdos de las Entidades locales que pongan fin a la vía administrativa, los interesados
podrán ejercer las acciones que procedan ante la jurisdicción competente, pudiendo no obstante interponer
con carácter previo y potestativo recurso de reposición.
2. Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los siguientes órganos y autoridades:

a) Las del Pleno, los Alcaldes o Presidentes y las Juntas de Gobierno, salvo en los casos excepcionales en
que una ley sectorial requiera la aprobación ulterior de la Administración del Estado o de la comunidad
autónoma, o cuando proceda recurso ante éstas en los supuestos del artículo 27.2.
b) Las de autoridades y órganos inferiores en los casos que resuelvan por delegación del Alcalde, del
Presidente o de otro órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa.
c) Las de cualquier otra autoridad u órgano cuando así lo establezca una disposición legal.

Se modifica el apartado 2.a) por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 1 por el art. 1.16 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

CAPÍTULO III Impugnación de actos y acuerdos y ejercicio de acciones

Artículo 63.
1. Junto a los sujetos legitimados en el régimen general del proceso contencioso-administrativo podrán
impugnar los actos y acuerdos de las entidades locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico:

a) La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas, en los casos y términos previstos en
este Capítulo.
b) Los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos y acuerdos.

2. Están igualmente legitimadas en todo caso las entidades locales territoriales para la impugnación de las
disposiciones y actos de la Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas que lesionen su
autonomía, tal como ésta resulta garantizada por la Constitución y esta Ley.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 152

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



3. Asimismo, las entidades locales territoriales estarán legitimadas para promover, en los términos del artículo
119 de esta Ley, la impugnación ante el Tribunal Constitucional de leyes del Estado o de las Comunidades
Autónomas cuando se estime que son éstas las que lesionan la autonomía constitucionalmente garantizada.

Artículo 64.
La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas pueden solicitar ampliación de la
información a que se refiere el número 1 del artículo 56, que deberá remitirse en el plazo máximo de veinte
días hábiles, excepto en el caso previsto en el artículo 67 de esta Ley, en el que lo será de cinco días hábiles. En
tales casos se suspende el cómputo de los plazos a que se refieren el número 2 del artículo 65 y el 1 del artículo
67, que se reanudarán a partir de la recepción de la documentación interesada.
Se modifica por el art. 1.18 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 65.
1. Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas considere, en el ámbito de las
respectivas competencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad local infringe el ordenamiento jurídico,
podrá requerirla, invocando expresamente el presente artículo, para que anule dicho acto en el plazo máximo
de un mes.
2. El requerimiento deberá ser motivado y expresar la normativa que se estime vulnerada. Se formulará en el
plazo de quince días hábiles a partir de la recepción de la comunicación del acuerdo.
3. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá impugnar el acto o
acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa dentro del plazo señalado para la interposición del
recurso de tal naturaleza señalado en la Ley Reguladora de dicha Jurisdicción, contado desde el día siguiente a
aquel en que venza el requerimiento dirigido a la Entidad local, o al de la recepción de la comunicación de la
misma rechazando el requerimiento, si se produce dentro del plazo señalado para ello.
4. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá también impugnar
directamente el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa, sin necesidad de formular
requerimiento, en el plazo señalado en la Ley Reguladora de dicha Jurisdicción.
Se modifica por el art. 1.19 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 66.
Los actos o acuerdos de las Entidades locales que menoscaben competencias del Estado o de las Comunidades
Autónomas, interfieran su ejercicio o excedan de la competencia de dichas Entidades, podrán ser impugnados
por cualquiera de los procedimientos previstos en el artículo anterior. La impugnación deberá precisar la
lesión o, en su caso, extralimitación competencial que la motiva y las normas legales vulneradas en que se
funda. En el caso de que, además, contuviera petición expresa de suspensión del acto o acuerdo impugnado,
razonada en la integridad y efectividad del interés general o comunitario afectado, el Tribunal, si la estima
fundada, acordará dicha suspensión en el primer trámite subsiguiente a la presentación de la impugnación.
No obstante, a instancia de la entidad local y oyendo a la Administración demandante, podrá alzar en
cualquier momento, en todo o en parte, la suspensión decretada, en caso de que de ella hubiera de derivarse
perjuicio al interés local no justificado por las exigencias del interés general o comunitario hecho valer en la
impugnación.
Se modifica el primer párrafo por el art. 1.20 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 67.
1. Si una Entidad local adoptara actos o acuerdos que atenten gravemente al interés general de España, el
Delegado del Gobierno, previo requerimiento para su anulación al Presidente de la Corporación efectuado
dentro de los diez días siguientes al de la recepción de aquéllos, podrá suspenderlos y adoptar las medidas
pertinentes para la protección de dicho interés.
2. El plazo concedido al Presidente de la Corporación en el requerimiento de anulación no podrá ser superior a
cinco días. El del ejercicio de la facultad de suspensión será de diez días, contados a partir del siguiente al de la
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finalización del plazo del requerimiento o al de la respuesta del Presidente de la Corporación, si fuese anterior.
3. Acordada la suspensión de un acto o acuerdo, el Delegado del Gobierno deberá impugnarlo en el plazo de
diez días desde la suspensión ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa.
Se modifica por el art. 1.21 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores
publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Artículo 68.
1. Las entidades locales tienen la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa de sus bienes y
derechos.
2. Cualquier vecino que se hallare en pleno goce de sus derechos civiles y políticos podrá requerir su ejercicio
a la entidad interesada. Este requerimiento, del que se dará conocimiento a quienes pudiesen resultar
afectados por las correspondientes acciones, suspenderá el plazo para el ejercicio de las mismas por un
término de treinta días hábiles.
3. Si en el plazo de esos treinta días la entidad no acordara el ejercicio de las acciones solicitadas, los vecinos
podrán ejercitar dicha acción en nombre e interés de la entidad local.
4. De prosperar la acción, el actor tendrá derecho a ser reembolsado por la entidad de las costas procesales y a
la indemnización de cuantos daños y perjuicios se le hubieran seguido.

TÍTULO VIII Haciendas Locales

Artículo 108.
Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, y de los restantes ingresos de Derecho
Público de las entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias,
precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición específicamente
previsto a tal efecto en la Ley reguladora de las Haciendas Locales. Dicho recurso tendrá carácter potestativo
en los municipios a que se refiere el título X de esta ley.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 21.1 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1998-30155

Text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (DL 2/2003)

TRLMRLC · DOGC-f-2003-90008 · art. 172 · arts. 180 a 183 — 5 incluidos

TÍTULO XVI Del régimen jurídico y de la impugnación de actos y acuerdos

CAPÍTULO I Régimen jurídico

Artículo 172. Fin de la vía administrativa.
1. Contra los actos y los acuerdos de los entes locales que ponen fin a la vía administrativa, los interesados
pueden ejercer las acciones correspondientes ante la jurisdicción competente. No obstante, pueden
igualmente interponer, con carácter previo y potestativo, recurso de reposición.
2. Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los órganos y las autoridades siguientes:

a) Las del pleno, las de los alcaldes o presidentes, las de las comisiones de gobierno y las del gerente, salvo
los casos excepcionales en que la ley requiere la aprobación ulterior de otra administración o cuando es
procedente la interposición de recurso en vía administrativa, en los supuestos de delegación o asignación
de competencias.
b) Las de las autoridades y los órganos inferiores en los casos en que resuelven por delegación del alcalde o
alcaldesa, presidente o presidenta u otros órganos cuyas resoluciones ponen fin a la vía administrativa.
c) Las de cualquier otra autoridad u órgano, si una disposición legal lo establece.
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CAPÍTULO II Impugnación de actos y acuerdos

Artículo 180. Sujetos legitimados.
1. De acuerdo con la Ley de bases de régimen local, y en los términos que ésta establece, pueden impugnar los
actos y los acuerdos de los entes locales:

a) La Administración de la Generalidad, en los supuestos determinados en los artículos siguientes, sin
perjuicio de los supuestos de legitimación establecidos con carácter general por la legislación reguladora
de la jurisdicción contenciosa administrativa.
b) Los miembros de las corporaciones locales que han votado en contra de los actos o de los acuerdos.

2. Los entes locales pueden impugnar las disposiciones y los actos de la Administración de la Generalidad de
acuerdo con lo que establece la Ley de bases de régimen local y la legislación reguladora de la jurisdicción
contenciosa administrativa.

Artículo 181. Impugnación o requerimiento por la Generalidad.
1. Si la Administración de la Generalidad considera que un acto o un acuerdo de un ente local infringe el
ordenamiento jurídico, puede impugnarlo directamente ante la jurisdicción contenciosa administrativa dentro
de los dos meses siguientes a la comunicación de ésta.
2. A pesar de lo que dispone el apartado 1, la Administración de la Generalidad puede optar por requerir al
ente local, invocando este artículo y el 65 de la Ley de bases del régimen local, para que anule el acto o el
acuerdo.
3. El requerimiento, que tiene que estar motivado y tiene que expresar la normativa que se considera
vulnerada, tiene que formularse en el plazo de quince días hábiles a contar a partir de la recepción de la
comunicación del acuerdo.
4. Si el requerimiento no es atendido, pasado un mes desde su recepción por el ente local, la Administración
de la Generalidad puede impugnar el acto o acuerdo ante la jurisdicción contenciosa administrativa dentro del
plazo señalado por interponer el recurso de esta naturaleza según lo que prevé la ley reguladora de la
jurisdicción mencionada, contado desde el día siguiente al día de vencimiento del requerimiento dirigido a la
entidad local, o al de la recepción de la comunicación de la entidad local interesada rechazando el
requerimiento, si se produce dentro del plazo señalado para ello.

Artículo 182. Impugnación directa por la Generalidad.
1. Los actos y los acuerdos de los entes locales que afectan a competencias de la Generalidad, interfieren su
ejercicio o exceden la competencia de los entes locales pueden ser impugnados directamente ante la
jurisdicción contenciosa administrativa, sin necesidad de requerimiento previo, en el plazo de quince días
hábiles a contar de la recepción de la comunicación del acuerdo. No obstante, la Administración de la
Generalidad puede optar también por requerir previamente al ente local, en los términos que establece el
artículo 181.2, 181.3 y 181.4.
2. La impugnación tiene que precisar la lesión o, en su caso, la extralimitación competencial que la motiva y
las normas legales en que se fundamenta.
3. Si la integridad y la efectividad de los intereses de la Generalidad afectados lo requieren, la Administración
de la Generalidad puede formular petición expresa de suspensión del acto o del acuerdo impugnado.
4. De acuerdo con lo que establece la Ley de bases de régimen local, el tribunal, si considera fundamentada la
petición, tiene que acordar la suspensión en el primer trámite subsiguiente a la presentación de la
impugnación.
5. Sin perjuicio de lo que disponen los apartados anteriores, el tribunal, a instancia del ente local, una vez
escuchada la Administración de la Generalidad, puede levantar en cualquier momento, total o parcialmente, la
suspensión decretada, cuando pudiera derivar perjuicio para el interés local no justificado por las exigencias
del interés comunitario alegado en la impugnación.
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Artículo 183. Ampliación de información.
En los supuestos establecidos por los artículos 181 y 182, la Administración de la Generalidad puede solicitar al
ente local la ampliación de la información enviada de acuerdo con lo que establece el artículo 145 de esta Ley,
que tiene que remitirse en el plazo máximo de veinte días hábiles. En este caso, se interrumpe el plazo para
formular el requerimiento o para impugnar directamente el acto o el acuerdo.

RDLeg 2/2004 haciendas locales

TRLRHL · BOE-A-2004-4214 · art. 14 — 1 incluidos

TÍTULO I Recursos de las haciendas locales

CAPÍTULO III Tributos

Sección 1.ª Normas generales

Artículo 14. Revisión de actos en vía administrativa.
1. Respecto de los procedimientos especiales de revisión de los actos dictados en materia de gestión tributaria,
se estará a lo dispuesto en el artículo 110 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen
Local y en los párrafos siguientes:

a) La devolución de ingresos indebidos y la rectificación de errores materiales en el ámbito de los tributos
locales se ajustarán a lo dispuesto en los artículos 32 y 220 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria.
b) No serán en ningún caso revisables los actos administrativos confirmados por sentencia judicial firme.
Los actos dictados en materia de gestión de los restantes ingresos de derecho público de las entidades
locales, también estarán sometidos a los procedimientos especiales de revisión conforme a lo previsto en
este apartado.

2. Contra los actos de aplicación y efectividad de los tributos y restantes ingresos de derecho público de las
entidades locales, sólo podrá interponerse el recurso de reposición que a continuación se regula.

a) Objeto y naturaleza.-Son impugnables, mediante el presente recurso de reposición, todos los actos
dictados por las entidades locales en vía de gestión de sus tributos propios y de sus restantes ingresos de
derecho público. Lo anterior se entiende sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la posibilidad
de formular reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los
tributos locales; en tales casos, cuando los actos hayan sido dictados por una entidad local, el presente
recurso de reposición será previo a la reclamación económico-administrativa.
b) Competencia para resolver.-Será competente para conocer y resolver el recurso de reposición el órgano
de la entidad local que haya dictado el acto administrativo impugnado.
c) Plazo de interposición.-El recurso de reposición se interpondrá dentro del plazo de un mes contado
desde el día siguiente al de la notificación expresa del acto cuya revisión se solicita o al de finalización del
período de exposición pública de los correspondientes padrones o matrículas de contribuyentes u
obligados al pago.
d) Legitimación.-Podrán interponer el recurso de reposición:

1.º Los sujetos pasivos y, en su caso, los responsables de los tributos, así como los obligados a efectuar el
ingreso de derecho público de que se trate.
2.º Cualquiera otra persona cuyos intereses legítimos y directos resulten afectados por el acto
administrativo de gestión.

e) Representación y dirección técnica.-Los recurrentes podrán comparecer por sí mismos o por medio de
representante, sin que sea preceptiva la intervención de abogado ni procurador.
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f) Iniciación.-El recurso de reposición se interpondrá por medio de escrito en el que se harán constar los
siguientes extremos:

1.º Las circunstancias personales del recurrente y, en su caso, de su representante, con indicación del
número del documento nacional de identidad o del código identificador.
2.º El órgano ante quien se formula el recurso.
3.º El acto administrativo que se recurre, la fecha en que se dictó, número del expediente y demás datos
relativos a aquel que se consideren convenientes.
4.º El domicilio que señale el recurrente a efectos de notificaciones.
5.º El lugar y la fecha de interposición del recurso. En el escrito de interposición se formularán las
alegaciones tanto sobre cuestiones de hecho como de derecho. Con dicho escrito se presentarán los
documentos que sirvan de base a la pretensión que se ejercita. Si se solicita la suspensión del acto
impugnado, al escrito de iniciación del recurso se acompañarán los justificantes de las garantías
constituidas de acuerdo con el párrafo i) siguiente.

g) Puesta de manifiesto del expediente.-Si el interesado precisare del expediente de gestión o de las
actuaciones administrativas para formular sus alegaciones, deberá comparecer a tal objeto ante la oficina
gestora a partir del día siguiente a la notificación del acto administrativo que se impugna y antes de que
finalice el plazo de interposición del recurso. La oficina o dependencia de gestión, bajo la responsabilidad
de su jefe, tendrá la obligación de poner de manifiesto al interesado el expediente o las actuaciones
administrativas que se requieran.
h) Presentación del recurso.-El escrito de interposición del recurso se presentará en la sede del órgano de la
entidad local que dictó el acto administrativo que se impugna o en su defecto en las dependencias u
oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
i) Suspensión del acto impugnado.-La interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución
del acto impugnado, con las consecuencias legales consiguientes, incluso la recaudación de cuotas o
derechos liquidados, intereses y recargos. Los actos de imposición de sanciones tributarias quedarán
automáticamente suspendidos conforme a lo previsto en la Ley General Tributaria. No obstante, y en los
mismos términos que en el Estado, podrá suspenderse la ejecución del acto impugnado mientras dure la
sustanciación del recurso aplicando lo establecido en el Real Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, por el
que se reglamenta el recurso de reposición previo al económico-administrativo, y en el Real Decreto
391/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de procedimiento en las reclamaciones
económico-administrativas, con las siguientes especialidades:

1.º En todo caso será competente para tramitar y resolver la solicitud el órgano de la entidad local que
dictó el acto.
2.º Las resoluciones desestimatorias de la suspensión sólo serán susceptibles de impugnación en vía
contencioso-administrativa.
3.º Cuando se interponga recurso contencioso-administrativo contra la resolución del recurso de
reposición, la suspensión acordada en vía administrativa se mantendrá, siempre que exista garantía
suficiente, hasta que el órgano judicial competente adopte la decisión que corresponda en relación con
dicha suspensión.

j) Otros interesados.-Si del escrito inicial o de las actuaciones posteriores resultaren otros interesados
distintos del recurrente, se les comunicará la interposición del recurso para que en el plazo de cinco días
aleguen lo que a su derecho convenga.
k) Extensión de la revisión.-La revisión somete a conocimiento del órgano competente, para su resolución,
todas las cuestiones que ofrezca el expediente, hayan sido o no planteadas en el recurso. Si el órgano estima
pertinente examinar y resolver cuestiones no planteadas por los interesados, las expondrá a los que
estuvieren personados en el procedimiento y les concederá un plazo de cinco días para formular
alegaciones.
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l) Resolución del recurso.-El recurso será resuelto en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de
su presentación, con excepción de los supuestos regulados en los párrafos j) y k) anteriores, en los que el
plazo se computará desde el día siguiente al que se formulen las alegaciones o se dejen transcurrir los
plazos señalados. El recurso se entenderá desestimado cuando no haya recaído resolución en plazo. La
denegación presunta no exime de la obligación de resolver el recurso.
m) Forma y contenido de la resolución.-La resolución expresa del recurso se producirá siempre de forma
escrita. Dicha resolución, que será siempre motivada, contendrá una sucinta referencia a los hechos y a las
alegaciones del recurrente, y expresará de forma clara las razones por las que se confirma o revoca total o
parcialmente el acto impugnado.
n) Notificación y comunicación de la resolución.-La resolución expresa deberá ser notificada al recurrente
y a los demás interesados, si los hubiera, en el plazo máximo de 10 días desde que aquélla se produzca. ñ)
Impugnación de la resolución.-Contra la resolución del recurso de reposición no puede interponerse de
nuevo este recurso, pudiendo los interesados interponer directamente recurso contencioso-administrativo,
todo ello sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la interposición de reclamaciones económico-
administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos locales.

Ley 29/1998 jurisdiccion contencioso-administrativa

LJCA · BOE-A-1998-16718 · arts. 1 a 5 · arts. 18 a 24 · arts. 25 a 42 · arts. 44 a 48 — 35 incluidos

TÍTULO I Del orden jurisdiccional contencioso-administrativo

CAPÍTULO I Ámbito

Artículo 1.
1. Los Juzgados y Tribunales del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se
deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al Derecho Administrativo, con
las disposiciones generales de rango inferior a la Ley y con los Decretos legislativos cuando excedan los límites
de la delegación.
2. Se entenderá a estos efectos por Administraciones públicas:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las Entidades que integran la Administración local.
d) Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, las Comunidades
Autónomas o las Entidades locales.

3. Conocerán también de las pretensiones que se deduzcan en relación con:
a) Los actos y disposiciones en materia de personal, administración y gestión patrimonial sujetos al
derecho público adoptados por los órganos competentes del Congreso de los Diputados, del Senado, del
Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuentas y del Defensor del Pueblo, así como de las Asambleas
Legislativas de las Comunidades Autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de
Cuentas y al Defensor del Pueblo.
b) Los actos y disposiciones del Consejo General del Poder Judicial y la actividad administrativa de los
órganos de gobierno de los Juzgados y Tribunales, en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
c) La actuación de la Administración electoral, en los términos previstos en la Ley Orgánica del Régimen
Electoral General.

Artículo 2.
El orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las cuestiones que se susciten en relación con:
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a) La protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, los elementos reglados y la determinación de
las indemnizaciones que fueran procedentes, todo ello en relación con los actos del Gobierno o de los Consejos
de Gobierno de las Comunidades Autónomas, cualquiera que fuese la naturaleza de dichos actos.
b) Los contratos administrativos y los actos de preparación y adjudicación de los demás contratos sujetos a la
legislación de contratación de las Administraciones públicas.
c) Los actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho público, adoptados en el ejercicio de funciones
públicas.
d) Los actos administrativos de control o fiscalización dictados por la Administración concedente, respecto de
los dictados por los concesionarios de los servicios públicos que impliquen el ejercicio de potestades
administrativas conferidas a los mismos, así como los actos de los propios concesionarios cuando puedan ser
recurridos directamente ante este orden jurisdiccional de conformidad con la legislación sectorial
correspondiente.
e) La responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, cualquiera que sea la naturaleza de la
actividad o el tipo de relación de que derive, no pudiendo ser demandadas aquellas por este motivo ante los
órdenes jurisdiccionales civil o social, aun cuando en la producción del daño concurran con particulares o
cuenten con un seguro de responsabilidad.
f) Las restantes materias que le atribuya expresamente una Ley.
Se modifica la letra e) por la disposición adicional 14.1 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644 .

Artículo 3.
No corresponden al orden jurisdiccional contencioso-administrativo:
a) Las cuestiones expresamente atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil, penal y social, aunque estén
relacionadas con la actividad de la Administración pública.
b) El recurso contencioso-disciplinario militar.
c) Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la Administración pública y los conflictos de
atribuciones entre órganos de una misma Administración.
d) Los recursos directos o indirectos que se interpongan contra las Normas Forales fiscales de las Juntas
Generales de los Territorios Históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que corresponderán, en exclusiva, al
Tribunal Constitucional en los términos establecidos por la disposición adicional quinta de su Ley Orgánica.
Se añade la letra d) por la disposición adicional única de la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero. Ref. BOE-A-2010-2739 .

Artículo 4.
1. La competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo se extiende al conocimiento y decisión
de las cuestiones prejudiciales e incidentales no pertenecientes al orden administrativo, directamente
relacionadas con un recurso contencioso-administrativo, salvo las de carácter constitucional y penal y lo
dispuesto en los Tratados internacionales.
2. La decisión que se pronuncie no producirá efectos fuera del proceso en que se dicte y no vinculará al orden
jurisdiccional correspondiente.

Artículo 5.
1. La Jurisdicción Contencioso-administrativa es improrrogable.
2. Los órganos de este orden jurisdiccional apreciarán de oficio la falta de jurisdicción y resolverán sobre la
misma, previa audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal por plazo común de diez días.
3. En el supuesto previsto en el apartado anterior, si la nueva demanda que se formule ante el juzgado o
tribunal competente del orden jurisdiccional indicado en la referida resolución se presenta en el plazo de un
mes desde que fuera notificada, se entenderá presentada en la fecha en que se inició el plazo para interponer
el recurso contencioso-administrativo, si se hubiere formulado éste siguiendo las indicaciones de la
notificación del acto o ésta fuese defectuosa. Al objeto de acreditar tales extremos la parte interesada podrá
solicitar testimonio de los particulares necesarios al órgano judicial que haya dictado la resolución a que se
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refiere el apartado anterior.
Téngase en cuenta que la modificación de este apartado 3, establecida por el art. 102.1 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-
A-2023-25758#a1-14 , entra en vigor el 20 de marzo de 2024, según determina su disposición final 9.2. Redacción anterior: "3. En todo caso, esta
declaración será fundada y se efectuará indicando siempre el concreto orden jurisdiccional que se estime competente. Si la parte demandante se
personare ante el mismo en el plazo de un mes desde la notificación de la resolución que declare la falta de jurisdicción, se entenderá haberlo
efectuado en la fecha en que se inició el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo, si hubiere formulado éste siguiendo las
indicaciones de la notificación del acto o ésta fuese defectuosa."

Se modifica el apartado 3 por el art. 102.1 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 Esta modificación entra
en vigor el 20 de marzo de 2024, según establece la disposición final 9.2 del citado Real Decreto-ley.

TÍTULO II Las partes

CAPÍTULO I Capacidad procesal

Artículo 18.
Tienen capacidad procesal ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, además de las personas
que la ostenten con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil, los menores de edad para la defensa de aquellos
de sus derechos e intereses legítimos cuya actuación les esté permitida por el ordenamiento jurídico sin
necesidad de asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Los grupos de afectados,
uniones sin personalidad o patrimonios independientes o autónomos, entidades todas ellas aptas para ser
titulares de derechos y obligaciones al margen de su integración en las estructuras formales de las personas
jurídicas, también tendrán capacidad procesal ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo cuando
la Ley así lo declare expresamente.

CAPÍTULO II Legitimación

Artículo 19.
1. Están legitimados ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo:

a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten un derecho o interés legítimo.
b) Las corporaciones, asociaciones, sindicatos y grupos y entidades a que se refiere el artículo 18 que
resulten afectados o estén legalmente habilitados para la defensa de los derechos e intereses legítimos
colectivos.
c) La Administración del Estado, cuando ostente un derecho o interés legítimo, para impugnar los actos y
disposiciones de la Administración de las Comunidades Autónomas y de los Organismos públicos
vinculados a éstas, así como los de las Entidades locales, de conformidad con lo dispuesto en la legislación
de régimen local, y los de cualquier otra entidad pública no sometida a su fiscalización.
d) La Administración de las Comunidades Autónomas, para impugnar los actos y disposiciones que afecten
al ámbito de su autonomía, emanados de la Administración del Estado y de cualquier otra Administración u
Organismo público, así como los de las Entidades locales, de conformidad con lo dispuesto en la legislación
de régimen local.
e) Las Entidades locales territoriales, para impugnar los actos y disposiciones que afecten al ámbito de su
autonomía, emanados de las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, así como los
de Organismos públicos con personalidad jurídica propia vinculados a una y otras o los de otras Entidades
locales.
f) El Ministerio Fiscal para intervenir en los procesos que determine la Ley.
g) Las Entidades de Derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de
cualquiera de las Administraciones públicas para impugnar los actos o disposiciones que afecten al ámbito
de sus fines.
h) Cualquier ciudadano, en ejercicio de la acción popular, en los casos expresamente previstos por las
Leyes.
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i) Para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación e intolerancia, además de las
personas afectadas y siempre con su autorización, estará también legitimada la Autoridad Independiente
para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, así como, en relación con las personas afiliadas o
asociadas a los mismos, los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones profesionales de trabajadores
autónomos, las organizaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones
legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos humanos, de
acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación. Cuando las
personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil determinación, la legitimación para
instar acciones judiciales en defensa de derechos o intereses difusos corresponderá a la Autoridad
Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, a los partidos políticos, los sindicatos y las
asociaciones profesionales de trabajadores autónomos más representativos, así como a las organizaciones
de personas consumidoras y usuarias de ámbito estatal, y a las organizaciones, de ámbito estatal o del
ámbito territorial en el que se produce la situación de discriminación, que tengan entre sus fines la defensa
y promoción de los derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la igualdad de
trato y la no discriminación, sin perjuicio en todo caso de la legitimación individual de aquellas personas
afectadas que estuviesen determinadas. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre
acoso sexual y acoso discriminatorio.
j) Para la defensa de los derechos e intereses de las personas víctimas de discriminación por orientación e
identidad sexual, expresión de género o características sexuales, además de las personas afectadas y
siempre que cuenten con su autorización expresa, estarán también legitimados los partidos políticos, las
organizaciones sindicales, las organizaciones empresariales, las asociaciones profesionales de personas
trabajadoras autónomas, las asociaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones y
organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos
de las personas lesbianas, gais, bisexuales, trans e intersexuales o de sus familias, de acuerdo con lo
establecido en la Ley para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos
de las personas LGTBI. Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil
determinación, la legitimación para demandar en juicio la defensa de estos intereses difusos
corresponderá exclusivamente a los organismos públicos con competencia en la materia, a los partidos
políticos, las organizaciones sindicales, las organizaciones empresariales, las asociaciones profesionales de
personas trabajadoras autónomas, las asociaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones
y organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los
derechos de las personas lesbianas, gais, bisexuales, trans e intersexuales o de sus familias. La persona
acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso discriminatorio por razón de orientación e
identidad sexual, expresión de género o características sexuales.
k) Los sindicatos estarán también legitimados para actuar, en nombre interés del personal funcionario y
estatutario afiliado a ellos que así lo autorice, en defensa de sus derechos individuales, recayendo sobre
dichos afiliados los efectos de aquella actuación. Téngase en cuenta que la letra k), añadida al apartado 1
por el art. 21.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76#a2-3 , entra en vigor el 3 de
abril de 2025, según determina su disposición final 38.1.

2. La Administración autora de un acto está legitimada para impugnarlo ante este orden jurisdiccional, previa
su declaración de lesividad para el interés público en los términos establecidos por la Ley.
3. El ejercicio de acciones por los vecinos en nombre e interés de las Entidades locales se rige por lo dispuesto
en la legislación de régimen local.
4. Las Administraciones públicas y los particulares podrán interponer recurso contencioso-administrativo
contra las decisiones adoptadas por los órganos administrativos a los que corresponde resolver los recursos
especiales y las reclamaciones en materia de contratación a que se refiere la legislación de Contratos del
Sector Público sin necesidad, en el primer caso, de declaración de lesividad.
5. Tendrán legitimación para recurrir ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo las resoluciones
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del Tribunal Administrativo del Deporte que se dicten en asuntos de disciplina deportiva en materia de dopaje,
todas las personas mencionadas en el artículo 40.4 de la Ley Orgánica de Protección de la Salud del Deportista
y Lucha contra el Dopaje en la Actividad Deportiva.
Se añade la letra k) al apartado 1, con efectos desde el 3 de abril de 2025, por el art. 21.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-
A-2025-76#a2-3

Se añade la letra j) del apartado 1 por la disposición final 4.1 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-4

Se modifica la letra i) del apartado 1 por la disposición final 3.1 de la Ley 15/2022, de 12 de julio. Ref. BOE-A-2022-11589#df-3

Se añade el apartado 5 por la disposición final 5 de la Ley Orgánica 3/2013, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2013-6732 .

Se añade el apartado 4 por el art. 3.3 de la Ley 34/2010, de 5 de agosto. Ref. BOE-A-2010-12765 .

Se añade la letra i) al apartado 1 por la disposición adicional 6.1 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115 .

Artículo 20.
No pueden interponer recurso contencioso-administrativo contra la actividad de una Administración pública:
a) Los órganos de la misma y los miembros de sus órganos colegiados, salvo que una Ley lo autorice
expresamente.
b) Los particulares cuando obren por delegación o como meros agentes o mandatarios de ella.
c) Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, las Comunidades
Autónomas o las Entidades locales, respecto de la actividad de la Administración de la que dependan. Se
exceptúan aquellos a los que por Ley se haya dotado de un estatuto específico de autonomía respecto de dicha
Administración.

Artículo 21.
1. Se considera parte demandada:

a) Las Administraciones públicas o cualesquiera de los órganos mencionados en el artículo 1.3 contra cuya
actividad se dirija el recurso.
b) Las personas o entidades cuyos derechos o intereses legítimos pudieran quedar afectados por la
estimación de las pretensiones del demandante.
c) Las aseguradoras de las Administraciones públicas, que siempre serán parte codemandada junto con la
Administración a quien aseguren.

2. A efectos de lo dispuesto en el párrafo a) del apartado anterior, cuando se trate de Organismos o
Corporaciones públicos sujetos a fiscalización de una Administración territorial, se entiende por
Administración demandada:

a) El Organismo o Corporación autores del acto o disposición fiscalizados, si el resultado de la fiscalización
es aprobatorio.
b) La que ejerza la fiscalización, si mediante ella no se aprueba íntegramente el acto o disposición.

3. En los recursos contra las decisiones adoptadas por los órganos administrativos a los que corresponde
resolver los recursos especiales y las reclamaciones en materia de contratación a que se refiere la legislación
de Contratos del Sector Público los citados órganos no tendrán la consideración de parte demandada, siéndolo
las personas o Administraciones favorecidas por el acto objeto del recurso, o que se personen en tal concepto,
conforme a lo dispuesto en el artículo 49.
4. Si el demandante fundara sus pretensiones en la ilegalidad de una disposición general, se considerará
también parte demandada a la Administración autora de la misma, aunque no proceda de ella la actuación
recurrida.
Se renumera el apartado 3 como 4 y se añade un nuevo apartado 3 por el art. 3.4 de la Ley 34/2010, de 5 de agosto. Ref. BOE-A-2010-12765 .

Se modifica el apartado 1 por la disposición adicional 14.4 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644 .

Artículo 22.
Si la legitimación de las partes derivare de alguna relación jurídica transmisible, el causahabiente podrá
suceder en cualquier estado del proceso a la persona que inicialmente hubiere actuado como parte.
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CAPÍTULO III Representación y defensa de las partes

Artículo 23.
1. En sus actuaciones ante órganos unipersonales, las partes podrán conferir su representación a un
Procurador y serán asistidas, en todo caso, por Abogado. Cuando las partes confieran su representación al
Abogado, será a éste a quien se notifiquen las actuaciones.
2. En sus actuaciones ante órganos colegiados, las partes deberán conferir su representación a un Procurador
y ser asistidas por Abogado.
3. Podrán, no obstante, comparecer por sí mismos los funcionarios públicos en defensa de sus derechos
estatutarios, cuando se refieran a cuestiones de personal que no impliquen separación de empleados públicos
inamovibles. En este caso, estarán obligados al empleo de los sistemas electrónicos existentes, tanto para la
remisión de escritos, iniciadores o no, y demás documentos, como para la recepción de notificaciones, de
forma tal que esté garantizada su autenticidad y quede constancia fehaciente de la remisión y la recepción
íntegras, así como de la fecha en que éstas se hicieren.
4. En todo caso, la representación prevista en este artículo podrá conferirse electrónicamente a través de los
medios establecidos para ello.
Téngase en cuenta que la modificación de este apartado 3 y el apartado 4, añadido por el art. 102.3 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de
diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 , entra en vigor el 20 de marzo de 2024, según determina su disposición final 9.2. Redacción anterior:
"3. Podrán, no obstante, comparecer por sí mismos los funcionarios públicos en defensa de sus derechos estatutarios, cuando se refieran a
cuestiones de personal que no impliquen separación de empleados públicos inamovibles."

Se modifica el apartado 3 y se añade el 4 por el art. 102.3 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 Esta
modificación entra en vigor el 20 de marzo de 2024, según establece la disposición final 9.2 del citado Real Decreto-ley.

Se añade el apartado 3 por la disposición final 4 de la Ley 42/2015, de 5 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10727#dfcuaa .

Se deroga el apartado 3 por la disposición final 2 de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre. Ref. BOE-A-2012-14301 .

Artículo 24.
La representación y defensa de las Administraciones públicas y de los órganos constitucionales se rige por lo
dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en la Ley de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones
Públicas, así como en las normas que sobre la materia y en el marco de sus competencias hayan dictado las
Comunidades Autónomas.

TÍTULO III Objeto del recurso contencioso-administrativo

CAPÍTULO I Actividad administrativa impugnable

Artículo 25.
1. El recurso contencioso-administrativo es admisible en relación con las disposiciones de carácter general y
con los actos expresos y presuntos de la Administración pública que pongan fin a la vía administrativa, ya sean
definitivos o de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la
imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos o
intereses legítimos.
2. También es admisible el recurso contra la inactividad de la Administración y contra sus actuaciones
materiales que constituyan vía de hecho, en los términos establecidos en esta Ley.

Artículo 26.
1. Además de la impugnación directa de las disposiciones de carácter general, también es admisible la de los
actos que se produzcan en aplicación de las mismas, fundada en que tales disposiciones no son conformes a
Derecho.
2. La falta de impugnación directa de una disposición general o la desestimación del recurso que frente a ella
se hubiera interpuesto no impiden la impugnación de los actos de aplicación con fundamento en lo dispuesto
en el apartado anterior.
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Artículo 27.
1. Cuando un Juez o Tribunal de lo Contencioso-administrativo hubiere dictado sentencia firme estimatoria
por considerar ilegal el contenido de la disposición general aplicada, deberá plantear la cuestión de ilegalidad
ante el Tribunal competente para conocer del recurso directo contra la disposición, salvo lo dispuesto en los
dos apartados siguientes.
2. Cuando el Juez o Tribunal competente para conocer de un recurso contra un acto fundado en la invalidez de
una disposición general lo fuere también para conocer del recurso directo contra ésta, la sentencia declarará
la validez o nulidad de la disposición general.
3. Sin necesidad de plantear cuestión de ilegalidad, el Tribunal Supremo anulará cualquier disposición general
cuando, en cualquier grado, conozca de un recurso contra un acto fundado en la ilegalidad de aquella norma.

Artículo 28.
No es admisible el recurso contencioso-administrativo respecto de los actos que sean reproducción de otros
anteriores definitivos y firmes y los confirmatorios de actos consentidos por no haber sido recurridos en
tiempo y forma.

Artículo 29.
1. Cuando la Administración, en virtud de una disposición general que no precise de actos de aplicación o en
virtud de un acto, contrato o convenio administrativo, esté obligada a realizar una prestación concreta en favor
de una o varias personas determinadas, quienes tuvieran derecho a ella pueden reclamar de la Administración
el cumplimiento de dicha obligación. Si en el plazo de tres meses desde la fecha de la reclamación, la
Administración no hubiera dado cumplimiento a lo solicitado o no hubiera llegado a un acuerdo con los
interesados, éstos pueden deducir recurso contencioso-administrativo contra la inactividad de la
Administración.
2. Cuando la Administración no ejecute sus actos firmes podrán los afectados solicitar su ejecución, y si ésta
no se produce en el plazo de un mes desde tal petición, podrán los solicitantes formular recurso contencioso-
administrativo, que se tramitará por el procedimiento abreviado regulado en el artículo 78.

Artículo 30.
En caso de vía de hecho, el interesado podrá formular requerimiento a la Administración actuante, intimando
su cesación. Si dicha intimación no hubiere sido formulada o no fuere atendida dentro de los diez días
siguientes a la presentación del requerimiento, podrá deducir directamente recurso contencioso-
administrativo.

CAPÍTULO II Pretensiones de las partes

Artículo 31.
1. El demandante podrá pretender la declaración de no ser conformes a Derecho y, en su caso, la anulación de
los actos y disposiciones susceptibles de impugnación según el capítulo precedente.
2. También podrá pretender el reconocimiento de una situación jurídica individualizada y la adopción de las
medidas adecuadas para el pleno restablecimiento de la misma, entre ellas la indemnización de los daños y
perjuicios, cuando proceda.

Artículo 32.
1. Cuando el recurso se dirija contra la inactividad de la Administración pública, conforme a lo dispuesto en el
artículo 29, el demandante podrá pretender del órgano jurisdiccional que condene a la Administración al
cumplimiento de sus obligaciones en los concretos términos en que estén establecidas.
2. Si el recurso tiene por objeto una actuación material constitutiva de vía de hecho, el demandante podrá
pretender que se declare contraria a Derecho, que se ordene el cese de dicha actuación y que se adopten, en su
caso, las demás medidas previstas en el artículo 31.2.
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Artículo 33.
1. Los órganos del orden jurisdiccional contencioso-administrativo juzgarán dentro del límite de las
pretensiones formuladas por las partes y de los motivos que fundamenten el recurso y la oposición.
2. Si el Juez o Tribunal, al dictar sentencia, estimare que la cuestión sometida a su conocimiento pudiera no
haber sido apreciada debidamente por las partes, por existir en apariencia otros motivos susceptibles de
fundar el recurso o la oposición, lo someterá a aquéllas mediante providencia en que, advirtiendo que no se
prejuzga el fallo definitivo, los expondrá y concederá a los interesados un plazo común de diez días para que
formulen las alegaciones que estimen oportunas, con suspensión del plazo para pronunciar el fallo. Contra la
expresada providencia no cabrá recurso alguno.
3. Esto mismo se observará si, impugnados directamente determinados preceptos de una disposición general,
el Tribunal entendiera necesario extender el enjuiciamiento a otros de la misma disposición por razones de
conexión o consecuencia con los preceptos recurridos.

CAPÍTULO III Acumulación

Artículo 34.
1. Serán acumulables en un proceso las pretensiones que se deduzcan en relación con un mismo acto,
disposición o actuación.
2. Lo serán también las que se refieran a varios actos, disposiciones o actuaciones cuando unos sean
reproducción, confirmación o ejecución de otros o exista entre ellos cualquier otra conexión directa.

Artículo 35.
1. El actor podrá acumular en su demanda cuantas pretensiones reúnan los requisitos señalados en el artículo
anterior.
2. Si el Letrado de la Administración de Justicia no estimare pertinente la acumulación, dará cuenta al
Tribunal, quien, en su caso, ordenará a la parte que interponga por separado los recursos en el plazo de treinta
días. Si no lo efectuare, el Juez tendrá por caducado aquel recurso respecto del cual no se hubiere dado
cumplimiento a lo ordenado. Se modifican las referencias a " Secretarios judiciales" por la disposición
adicional 1 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167#daprimera
Se modifica el apartado 2 por el art. 14.2 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 .

Artículo 36.
1. Si antes de la sentencia se dictare o se tuviere conocimiento de la existencia de algún acto, disposición o
actuación que guarde con el que sea objeto del recurso en tramitación la relación prevista en el artículo 34, el
demandante podrá solicitar, dentro del plazo que señala el artículo 46, la ampliación del recurso a aquel acto
administrativo, disposición o actuación.
2. De esta petición, que producirá la suspensión del curso del procedimiento, el letrado o letrada de la
Administración de Justicia dará traslado a las partes para que presenten alegaciones en el plazo común de
cinco días. No obstante lo anterior, se mantendrán los señalamientos ya acordados, siempre que la decisión
sobre la ampliación se produzca antes de la celebración de aquellos actos y no interfiera en los derechos de las
partes ni en el interés de terceros. Téngase en cuenta que la modificación de este apartado 2, establecida por el
art. 102.4 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 , entra en vigor el 20 de
marzo de 2024, según determina su disposición final 9.2. Redacción anterior: "2. De esta petición, que
producirá la suspensión del curso del procedimiento, el Letrado de la Administración de Justicia dará traslado
a las partes para que presenten alegaciones en el plazo común de cinco días."
3. Si el órgano jurisdiccional accediere a la ampliación, continuará la suspensión de la tramitación del proceso
en tanto no se alcance respecto de aquélla el mismo estado que tuviere el procedimiento inicial.
4. Será asimismo aplicable lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo cuando en los recursos contencioso-
administrativos interpuestos contra actos presuntos la Administración dictare durante su tramitación
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resolución expresa respecto de la pretensión inicialmente deducida. En tal caso podrá el recurrente desistir
del recurso interpuesto con fundamento en la aceptación de la resolución expresa que se hubiere dictado o
solicitar la ampliación a la resolución expresa. Una vez producido el desistimiento del recurso inicialmente
interpuesto, el plazo para recurrir la resolución expresa, que será de dos meses, se contará desde el día
siguiente al de la notificación de la misma.
Se modifica el apartado 2 por el art. 102.4 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 Esta modificación entra
en vigor el 20 de marzo de 2024, según establece la disposición final 9.2 del citado Real Decreto-ley. Se modifican las referencias a " Secretarios
judiciales" por la disposición adicional 1 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167#daprimera

Se modifica el apartado 2 por el art. 14.3 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 .

Artículo 37.
1. Interpuestos varios recursos contencioso-administrativos con ocasión de actos, disposiciones o actuaciones
en los que concurra alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 34, el órgano jurisdiccional podrá en
cualquier momento procesal, previa audiencia de las partes por plazo común de cinco días, acordar la
acumulación de oficio o a instancia de alguna de ellas.
2. Cuando ante un juez o tribunal estuviera pendiente una pluralidad de recursos con idéntico objeto, el
órgano jurisdiccional, si no se hubiesen acumulado, tramitará uno o varios con carácter preferente previa
audiencia de las partes por plazo común de cinco días, suspendiendo el curso de los demás, en el estado en
que se encuentren, hasta que se dicte sentencia en los primeros. En caso de que esa pluralidad de recursos con
idéntico objeto pudiera, a su vez, agruparse por categorías o grupos que planteen una controversia
sustancialmente análoga, el órgano jurisdiccional, si no se hubieran acumulado, tramitará uno o varios de
cada grupo o categoría con carácter preferente, previa audiencia de las partes por plazo común de cinco días,
suspendiendo el curso de los demás en el estado en que se encuentren hasta que se dicte sentencia en los
tramitados preferentemente para cada grupo o categoría. Téngase en cuenta que esta actualización del
apartado 2, establecida por el art. 224.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, Ref. BOE-
A-2023-15135#a2-36 , entra en vigor el 29 de julio de 2023, según establece su disposición final 9. Redacción
anterior: "2. Cuando ante un Juez o Tribunal estuviera pendiente una pluralidad de recursos con idéntico
objeto, el órgano jurisdiccional, si no se hubiesen acumulado, deberá tramitar uno o varios con carácter
preferente previa audiencia de las partes por plazo común de cinco días, suspendiendo el curso de los demás
hasta que se dicte sentencia en los primeros."
3. Una vez firme, el Secretario judicial llevará testimonio de la sentencia a los recursos suspendidos y la
notificará a los recurrentes afectados por la suspensión a fin de que en el plazo de cinco días puedan interesar
la extensión de sus efectos en los términos previstos en el artículo 111, la continuación del procedimiento o
bien desistir del recurso.
Se modifica el apartado 2 por el art. 224.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a2-36 Esta modificación entra en
vigor el 29 de julio de 2023, según establece la disposición final 9 del citado Real Decreto-ley.

Véase la disposición transitoria 10, en cuanto a la aplicación de esta modificación. Se modifican los apartados 2 y 3 por el art. 14.4 de la Ley
13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 .

Se modifica por la disposición adicional 14.5 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644 .

Artículo 38.
1. La Administración comunicará al Tribunal, al remitirle el expediente administrativo, si tiene conocimiento
de la existencia de otros recursos contencioso-administrativos en los que puedan concurrir los supuestos de
acumulación que previene el presente capítulo.
2. El Secretario judicial pondrá en conocimiento del Juez o Tribunal los procesos que se tramiten en la Oficina
judicial en los que puedan concurrir los supuestos de acumulación que previene el presente Capítulo.
Se modifica el apartado 2 por el art. 14.5 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 .

Artículo 39.
Contra las resoluciones sobre acumulación, ampliación y tramitación preferente solo se dará recurso de
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reposición.
Téngase en cuenta que la modificación de este artículo, establecida por el art. 102.5 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-
A-2023-25758#a1-14 , entra en vigor el 20 de marzo de 2024, según determina su disposición final 9.2. Redacción anterior: "Contra las
resoluciones sobre acumulación, ampliación y tramitación preferente sólo se dará recurso de súplica"

Se modifica por el art. 102.5 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 Esta modificación entra en vigor el 20
de marzo de 2024, según establece la disposición final 9.2 del citado Real Decreto-ley.

CAPÍTULO IV Cuantía del recurso

Artículo 40.
1. El Secretario judicial fijará la cuantía del recurso contencioso-administrativo una vez formulados los escritos
de demanda y contestación, en los que las partes podrán exponer, por medio de otrosí, su parecer al respecto.
2. Cuando así no se hiciere, el Secretario judicial requerirá al demandante para que fije la cuantía,
concediéndole al efecto un plazo no superior a diez días, transcurrido el cual sin haberlo realizado se estará a
la que fije el Secretario judicial, previa audiencia del demandado.
3. Cuando el demandado no estuviere de acuerdo con la cuantía fijada por el demandante, lo expondrá por
escrito dentro del término de diez días, resolviendo el Secretario judicial lo procedente. En este caso el Juez o
Tribunal, en la sentencia, resolverá definitivamente la cuestión.
4. La parte perjudicada por la resolución prevista en el apartado anterior podrá fundar el recurso de queja en
la indebida determinación de la cuantía si por causa de ésta no se tuviere por preparado el recurso de casación
o no se admitiera el recurso de casación para la unificación de doctrina o el de apelación.
Se modifica por el art. 14.6 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 .

Artículo 41.
1. La cuantía del recurso contencioso-administrativo vendrá determinada por el valor económico de la
pretensión objeto del mismo.
2. Cuando existan varios demandantes, se atenderá al valor económico de la pretensión deducida por cada uno
de ellos, y no a la suma de todos.
3. En los supuestos de acumulación o de ampliación, la cuantía vendrá determinada por la suma del valor
económico de las pretensiones objeto de aquéllas, pero no comunicará a las de cuantía inferior la posibilidad
de casación o apelación.

Artículo 42.
1. Para fijar el valor económico de la pretensión se tendrán en cuenta las normas de la legislación procesal
civil, con las especialidades siguientes:

a) Cuando el demandante solicite solamente la anulación del acto, se atenderá al contenido económico del
mismo, para lo cual se tendrá en cuenta el débito principal, pero no los recargos, las costas ni cualquier
otra clase de responsabilidad, salvo que cualquiera de éstos fuera de importe superior a aquél.
b) Cuando el demandante solicite, además de la anulación, el reconocimiento de una situación jurídica
individualizada, o cuando solicite el cumplimiento de una obligación administrativa, la cuantía vendrá
determinada: Primero. Por el valor económico total del objeto de la reclamación, si la Administración
pública hubiere denegado totalmente, en vía administrativa, las pretensiones del demandante. Segundo.
Por la diferencia de la cuantía entre el objeto de la reclamación y el del acto que motivó el recurso, si la
Administración hubiera reconocido parcialmente, en vía administrativa, las pretensiones del demandante.

2. Se reputarán de cuantía indeterminada los recursos dirigidos a impugnar directamente las disposiciones
generales, incluidos los instrumentos normativos de planeamiento urbanístico, los que se refieran a los
funcionarios públicos cuando no versen sobre derechos o sanciones susceptibles de valoración económica, así
como aquéllos en los que junto a pretensiones evaluables económicamente se acumulen otras no susceptibles
de tal valoración. También se reputarán de cuantía indeterminada los recursos interpuestos contra actos, en
materia de Seguridad Social, que tengan por objeto la inscripción de empresas, formalización de la protección
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frente a riesgos profesionales, tarifación, cobertura de la prestación de incapacidad temporal, afiliación, alta,
baja y variaciones de datos de trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 14.7 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 .

TÍTULO IV Procedimiento contencioso-administrativo

CAPÍTULO I Procedimiento en primera o única instancia

Sección 1.ª Diligencias preliminares

Artículo 44.
1. En los litigios entre Administraciones públicas no cabrá interponer recurso en vía administrativa. No
obstante, cuando una Administración interponga recurso contencioso-administrativo contra otra, podrá
requerirla previamente para que derogue la disposición, anule o revoque el acto, haga cesar o modifique la
actuación material, o inicie la actividad a que esté obligada. Cuando la Administración contratante, el
contratista o terceros pretendan recurrir las decisiones adoptadas por los órganos administrativos a los que
corresponde resolver los recursos especiales y las reclamaciones en materia de contratación a que se refiere la
legislación de Contratos del Sector Público interpondrán el recurso directamente y sin necesidad de previo
requerimiento o recurso administrativo.
2. El requerimiento deberá dirigirse al órgano competente mediante escrito razonado que concretará la
disposición, acto, actuación o inactividad, y deberá producirse en el plazo de dos meses contados desde la
publicación de la norma o desde que la Administración requirente hubiera conocido o podido conocer el acto,
actuación o inactividad.
3. El requerimiento se entenderá rechazado si, dentro del mes siguiente a su recepción, el requerido no lo
contestara.
4. Queda a salvo lo dispuesto sobre esta materia en la legislación de régimen local.
Se añade un párrafo al apartado 1 por el art. 3.5 de la Ley 34/2010, de 5 de agosto. Ref. BOE-A-2010-12765 .

Sección 2.ª Interposición del recurso y reclamación del expediente

Artículo 45.
1. El recurso contencioso-administrativo se iniciará por un escrito reducido a citar la disposición, acto,
inactividad o actuación constitutiva de vía de hecho que se impugne y a solicitar que se tenga por interpuesto
el recurso, salvo cuando esta Ley disponga otra cosa.
2. A este escrito se acompañará:

a) El documento que acredite la representación del compareciente, salvo si figurase unido a las actuaciones
de otro recurso pendiente ante el mismo Juzgado o Tribunal, en cuyo caso podrá solicitarse que se expida
certificación para su unión a los autos.
b) El documento o documentos que acrediten la legitimación del actor cuando la ostente por habérsela
transmitido otro por herencia o por cualquier otro título.
c) La copia o traslado de la disposición o del acto expreso que se recurran, o indicación del expediente en
que haya recaído el acto o el periódico oficial en que la disposición se haya publicado. Si el objeto del
recurso fuera la inactividad de la Administración o una vía de hecho, se mencionará el órgano o
dependencia al que se atribuya una u otra, en su caso, el expediente en que tuvieran origen, o cualesquiera
otros datos que sirvan para identificar suficientemente el objeto del recurso.
d) El documento o documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos para entablar
acciones las personas jurídicas con arreglo a las normas o estatutos que les sean de aplicación, salvo que se
hubieran incorporado o insertado en lo pertinente dentro del cuerpo del documento mencionado en la
letra a) de este mismo apartado.
e) En los casos en que el recurso se haya interpuesto por un sindicato que actúe en nombre e interés del
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personal funcionario y estatutario conforme dispone la letra k) del artículo 19.1, el documento o
documentos que acrediten la afiliación de dicho personal y la existencia de comunicación por el sindicato
al afiliado de la voluntad de iniciar el proceso, así como la autorización expresa del afiliado al sindicato
para dicha iniciación. Téngase en cuenta que la letra e), añadida al apartado 2 por el art. 21.3 de la Ley
Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76#a2-3 , entra en vigor el 3 de abril de 2025, según
determina su disposición final 38.1.

3. El Secretario judicial examinará de oficio la validez de la comparecencia tan pronto como se haya
presentado el escrito de interposición. Si estima que es válida, admitirá a trámite el recurso. Si con el escrito
de interposición no se acompañan los documentos expresados en el apartado anterior o los presentados son
incompletos y, en general, siempre que el Secretario judicial estime que no concurren los requisitos exigidos
por esta Ley para la validez de la comparecencia, requerirá inmediatamente la subsanación de los mismos,
señalando un plazo de diez días para que el recurrente pueda llevarla a efecto y, si no lo hiciere, el Juez o
Tribunal se pronunciará sobre el archivo de las actuaciones.
4. El recurso de lesividad se iniciará por demanda formulada con arreglo al artículo 56.1, que fijará con
precisión la persona o personas demandadas y su sede o domicilio si constara. A esta demanda se
acompañarán en todo caso la declaración de lesividad, el expediente administrativo y, si procede, los
documentos de las letras a) y d) del apartado 2 de este artículo.
5. El recurso dirigido contra una disposición general, acto, inactividad o vía de hecho en que no existan
terceros interesados podrá iniciarse también mediante demanda en que se concretará la disposición, acto o
conducta impugnados y se razonará su disconformidad a Derecho. Con la demanda se acompañarán los
documentos que procedan de los previstos en el apartado 2 de este artículo.
Se añade la letra e) al apartado 2, con efectos desde el 3 de abril de 2025, por el art. 21.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-
A-2025-76#a2-3

Se modifica el apartado 3 por el art. 14.8 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 .

Artículo 46.
1. El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo será de dos meses contados desde el día
siguiente al de la publicación de la disposición impugnada o al de la notificación o publicación del acto que
ponga fin a la vía administrativa, si fuera expreso. Si no lo fuera, el plazo será de seis meses y se contará, para
el solicitante y otros posibles interesados, a partir del día siguiente a aquél en que, de acuerdo con su
normativa específica, se produzca el acto presunto.
2. En los supuestos previstos en el artículo 29, los dos meses se contarán a partir del día siguiente al
vencimiento de los plazos señalados en dicho artículo.
3. Si el recurso contencioso-administrativo se dirigiera contra una actuación en vía de hecho, el plazo para
interponer el recurso será de diez días a contar desde el día siguiente a la terminación del plazo establecido en
el artículo 30. Si no hubiere requerimiento, el plazo será de veinte días desde el día en que se inició la
actuación administrativa en vía de hecho.
4. El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo se contará desde el día siguiente a aquel en
que se notifique la resolución expresa del recurso potestativo de reposición o en que éste deba entenderse
presuntamente desestimado.
5. El plazo para interponer recurso de lesividad será de dos meses a contar desde el día siguiente a la fecha de
la declaración de lesividad.
6. En los litigios entre Administraciones, el plazo para interponer recurso contencioso-administrativo será de
dos meses, salvo que por Ley se establezca otra cosa. Cuando hubiera precedido el requerimiento regulado en
los tres primeros apartados del artículo 44, el plazo se contará desde el día siguiente a aquel en que se reciba la
comunicación del acuerdo expreso o se entienda presuntamente rechazado.

Artículo 47.
1. Una vez cumplido lo dispuesto en el artículo 45.3, el letrado de la Administración de Justicia en el siguiente
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día hábil acordará, si lo solicita el recurrente, que se anuncie la interposición del recurso y remitirá el oficio
electrónicamente para su publicación por el órgano competente, sin perjuicio de que sea costeada por el
recurrente, en el periódico oficial que proceda atendiendo al ámbito territorial de competencia del órgano
autor de la actividad administrativa recurrida. El letrado de la Administración de Justicia podrá también
acordar de oficio la publicación, si lo estima conveniente. Téngase en cuenta que la modificación de este
apartado 1, establecida por el art. 102.6 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-
A-2023-25758#a1-14 , entra en vigor el 20 de marzo de 2024, según determina su disposición final 9.2.
Redacción anterior: "1. Una vez cumplido lo dispuesto en el artículo 45.3, el Secretario judicial en el siguiente
día hábil acordará, si lo solicita el recurrente, que se anuncie la interposición del recurso y remitirá el oficio
para su publicación por el órgano competente, sin perjuicio de que sea costeada por el recurrente, en el
periódico oficial que proceda atendiendo al ámbito territorial de competencia del órgano autor de la actividad
administrativa recurrida. El Secretario judicial podrá también acordar de oficio la publicación, si lo estima
conveniente."
2. Si se hubiera iniciado el recurso mediante demanda en los supuestos previstos por el artículo 45.5 y éste se
dirige contra una disposición general, deberá procederse a la publicación del anuncio de interposición de
aquél, en el que se concederán quince días para la personación de quienes tengan interés legítimo en sostener
la conformidad a Derecho de la disposición, acto o conducta impugnados. Transcurrido este plazo, el
Secretario judicial procederá a dar traslado de la demanda y de los documentos que la acompañen para que
sea contestada primero por la Administración y luego por los demás demandados que se hubieran personado.
Se modifica el apartado 1 por el art. 102.6 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 Esta modificación entra
en vigor el 20 de marzo de 2024, según establece la disposición final 9.2 del citado Real Decreto-ley.

Se modifica por el art. 14.9 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 .

Artículo 48.
1. El letrado o letrada de la Administración de Justicia, al acordar lo previsto en el apartado 1 del artículo
anterior, o mediante diligencia si la publicación no fuere necesaria, requerirá a la Administración que le
remita el expediente administrativo, ordenándole que practique los emplazamientos previstos en el artículo
49. El expediente se reclamará al órgano autor de la disposición o acto impugnado o a aquél al que se impute la
inactividad o vía de hecho.
2. No se reclamará el expediente en el caso del apartado 2 del artículo anterior, sin perjuicio de la facultad
otorgada por el apartado 5 de este artículo 48.
3. El expediente deberá ser remitido en el plazo improrrogable de veinte días, a contar desde que la
comunicación judicial tenga entrada en el registro general del órgano requerido. La entrada se pondrá en
conocimiento del órgano jurisdiccional.
4. El expediente se enviará completo, en soporte electrónico, foliado, autentificado y acompañado de un
índice, asimismo autentificado, de los documentos que contenga. Al remitir el expediente, la Administración
deberá identificar al órgano responsable del cumplimiento de la resolución judicial. Si el expediente fuera
reclamado por varios juzgados o tribunales, la Administración enviará copias en soporte electrónico del
mismo, que deberán reunir los requisitos anteriormente expresados.
5. Cuando el recurso contra la disposición se hubiere iniciado por demanda, el tribunal podrá recabar de oficio
o a petición del actor el expediente de elaboración, que se remitirá en soporte electrónico. Recibido el
expediente, el letrado o letrada de la Administración de Justicia lo entregará a las partes por cinco días para
que formulen alegaciones.
6. Se excluirán del expediente, mediante resolución motivada, los documentos clasificados como secreto
oficial, haciéndolo constar así en el índice de documentos y en el lugar del expediente donde se encontraran
los documentos excluidos.
7. Transcurrido el plazo de remisión del expediente sin haberse recibido completo, se reiterará la reclamación
y, si no se enviara en el término de diez días contados como dispone el apartado 3, tras constatarse su
responsabilidad, previo apercibimiento del letrado o letrada de la Administración de Justicia notificado
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personalmente para formulación de alegaciones, el juez, la jueza o el tribunal impondrán una multa coercitiva
de trescientos a mil doscientos euros a la autoridad o empleado responsable. La multa será reiterada cada
veinte días, hasta el cumplimiento de lo requerido. De darse la causa de imposibilidad de determinación
individualizada de la autoridad o empleado responsable, la Administración será la responsable del pago de la
multa sin perjuicio de que se repercuta contra el responsable.
8. Contra los autos en los que se acuerde la imposición de multas a las que se refiere el apartado anterior podrá
interponerse recurso de reposición en los términos previstos en el artículo 79.
9. Si no se hubieran satisfecho voluntariamente, las multas firmes se harán efectivas por vía judicial de
apremio.
10. Impuestas las tres primeras multas coercitivas sin lograr que se remita el expediente completo, el Juez o
Tribunal pondrá los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal, sin perjuicio de seguir imponiendo nuevas
multas. El requerimiento cuya desatención pueda dar lugar a la tercera multa coercitiva contendrá el oportuno
apercibimiento.
11. La Administración remitirá el expediente electrónicamente, utilizando, a tal efecto, los sistemas de
interoperabilidad que resulten aplicables, al objeto de que el expediente administrativo en soporte electrónico
así remitido quede automáticamente integrado en los sistemas de gestión procesal correspondientes. Téngase
en cuenta que la modificación de estos apartados 1, 4, 5, 7, 8 y el nuevo apartado 11, añadido por el art. 102.7
del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 , entra en vigor el 20 de marzo de
2024, según determina su disposición final 9.2. Redacción anterior: "Artículo 48. 1. El Secretario judicial, al
acordar lo previsto en el apartado 1 del artículo anterior, o mediante diligencia si la publicación no fuere
necesaria, requerirá a la Administración que le remita el expediente administrativo, ordenándole que
practique los emplazamientos previstos en el artículo 49. El expediente se reclamará al órgano autor de la
disposición o acto impugnado o a aquél al que se impute la inactividad o vía de hecho. Se hará siempre una
copia autentificada de los expedientes tramitados en grados o fases anteriores, antes de devolverlos a su
oficina de procedencia. 2... 3... 4. El expediente, original o copiado, se enviará completo, foliado y, en su caso,
autentificado, acompañado de un índice, asimismo autentificado, de los documentos que contenga. La
Administración conservará siempre el original o una copia autentificada de los expedientes que envíe. Si el
expediente fuera reclamado por diversos Juzgados o Tribunales, la Administración enviará copias
autentificadas del original o de la copia que conserve. 5. Cuando el recurso contra la disposición se hubiere
iniciado por demanda, el Tribunal podrá recabar de oficio o a petición del actor el expediente de elaboración.
Recibido el expediente, el Secretario judicial lo pondrá de manifiesto a las partes por cinco días para que
formulen alegaciones. 6... 7. Transcurrido el plazo de remisión del expediente sin haberse recibido completo,
se reiterará la reclamación y, si no se enviara en el término de diez días contados como dispone el apartado 3,
tras constatarse su responsabilidad, previo apercibimiento del Secretario judicial notificado personalmente
para formulación de alegaciones, el Juez o Tribunal impondrá una multa coercitiva de trescientos a mil
doscientos euros a la autoridad o empleado responsable. La multa será reiterada cada veinte días, hasta el
cumplimiento de lo requerido. De darse la causa de imposibilidad de determinación individualizada de la
autoridad o empleado responsable, la Administración será la responsable del pago de la multa sin perjuicio de
que se repercuta contra el responsable. 8. Contra los autos en los que se acuerde la imposición de multas a las
que se refiere el apartado anterior podrá interponerse recurso de súplica (*) en los términos previstos en el
artículo 79. 9... 10..." Se modifican los apartados 1, 4, 5, 7, 8 y se añade el 11 por el art. 102.7 del Real Decreto-
ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-14 Esta modificación entra en vigor el 20 de marzo de
2024, según establece la disposición final 9.2 del citado Real Decreto-ley. Se modifican los apartados 1, 5 y 7 por
el art. 14.10 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17493 . Se modifican los apartados 7 y 8 por
el art. 86.1 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23936 .
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10

1. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, contra las disposiciones administrativas de carácter general:

A) Cabe interponer recurso de alzada, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad 
previstos en los artículos 47 y 48 de la Ley.

B) No cabrá recurso en vía administrativa.

C) Cabe interponer recurso potestativo de reposición, ante el mismo órgano que las dictó.

D) Cabe interponer recurso extraordinario de revisión.

2. Según lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, el recurso potestativo de reposición:

A) Se interpone frente a los actos expresos que ponen fin a la vía administrativa en el plazo de un mes

B) Se interpone frente a los actos que no ponen fin a la vía administrativa

C) Se interpone frente a los actos expresos que ponen fin a la vía administrativa en el plazo de dos meses

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. La Ley 39/2015 determina que las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos 
sectoriales determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos 
de:

A) Conciliación.

B) Ninguna de las otras respuestas es correcta.

C) Ilegalización.

D) El recurso de alzada no puede ser sustituido.

4. Contra los actos firmes en vía administrativa que hayan sido dictados incurriendo en un error de hecho que 
resulte de los propios documentos incorporados al expediente, cabe interponer:

A) Recurso de alzada

B) Recurso contencioso-administrativo

C) Recurso extraordinario de revisión

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. Según lo previsto en el artículo 65.2 de la Ley de Bases de Régimen Local una Ordenanza Municipal no 
fiscal, entrará en vigor cuando:

A) se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo de 15 días.

B) se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo de 20 días.

C) se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo de 10 días.

D) se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo de 30 días.

6. En relación con los actos administrativos, ponen fin a la vía administrativa (señala la incorrecta):

A) Las resoluciones de los recursos de alzada.

B) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del procedimiento.

C) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de inferior jerárquico, salvo que una Ley 
establezca lo contrario.

D) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo 
establezca.
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7. Serán causas de inadmisión de recurso las siguientes:

A) Ser incompetente el órgano administrativo.

B) Carecer de legitimación el recurrente.

C) Tratarse de un acto no susceptible de recurso.

D) Todas son correctas.

8. ¿Cuál de los siguientes actos pone fin a la vía administrativa?

A) Las resoluciones de órganos inferiores.

B) Los actos de trámite cualificados.

C) Las resoluciones de los recursos de alzada.

D) Los actos dictados en fase de instrucción.

9. ¿Cuál es el órgano competente para resolver un recurso de alzada?

A) El Tribunal Supremo

B) El órgano administrativo que dictó el acto impugnado

C) El Ministerio de Justicia

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

10. Señala la respuesta correcta según queda regulada en el artículo 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

A) Contra las disposiciones administrativas de carácter general podrán interponerse por los interesados los 
recursos de alzada y potestativo de reposición.

B) Contra las resoluciones y los actos de trámite indicados en el artículo 112.1 de esta ley, podrán interponerse 
por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los 
motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de esta Ley.

C) Contra los actos firmes en vía administrativa y los actos de trámite indicados en el artículo 112.1 de esta ley, 
podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en 
cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de esta Ley.

D) Contra las disposiciones administrativas de carácter general podrán interponerse por los interesados recurso 
extraordinario de revisión.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 A · 4 C · 5 A · 6 C · 7 D · 8 C · 9 D · 10 B

Te quedan 424 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 11

Els mitjans electrònics aplicats al procediment administratiu comú. 
L'administració electrònica: pilars i principis. Esquema Nacional de 
Seguretat i Esquema Nacional d'Interoperabilitat. Conceptes bàsics.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 16 a 17 · arts. 26 a 28 · art. 31 · art. 41 · art. 43 · art. 70 — 9 incluidos

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 16. Registros.
1. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente
asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo
público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. También se podrán anotar en el mismo, la salida de los
documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares. Los Organismos públicos vinculados o
dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico plenamente
interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración de la que depende. El
Registro Electrónico General de cada Administración funcionará como un portal que facilitará el acceso a los
registros electrónicos de cada Organismo. Tanto el Registro Electrónico General de cada Administración como
los registros electrónicos de cada Organismo cumplirán con las garantías y medidas de seguridad previstas en
la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. Las disposiciones de creación de los
registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente y su texto íntegro deberá estar
disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo caso, las disposiciones de
creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la
fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles. En la sede electrónica de acceso a cada registro
figurará la relación actualizada de trámites que pueden iniciarse en el mismo.
2. Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán
la fecha del día en que se produzcan. Concluido el trámite de registro, los documentos serán cursados sin
dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que
hubieran sido recibidas.
3. El registro electrónico de cada Administración u Organismo garantizará la constancia, en cada asiento que
se practique, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha y hora de su presentación,
identificación del interesado, órgano administrativo remitente, si procede, y persona u órgano administrativo
al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del documento que se registra. Para ello, se emitirá
automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, incluyendo la
fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros
documentos que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos.
4. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán
presentarse:

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes
registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1.
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b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.
c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.
d) En las oficinas de asistencia en materia de registros.
e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. Los registros electrónicos de todas y cada
una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su
compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales
y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros.

5. Los documentos presentados de manera presencial ante las Administraciones Públicas, deberán ser
digitalizados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 y demás normativa aplicable, por la oficina de
asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al expediente
administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, sin perjuicio de aquellos supuestos en
que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte obligatoria
la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de digitalización.
Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de presentar determinados
documentos por medios electrónicos para ciertos procedimientos y colectivos de personas físicas que, por
razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.
6. Podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente cualesquiera
cantidades que haya que satisfacer en el momento de la presentación de documentos a las Administraciones
Públicas, sin perjuicio de la posibilidad de su abono por otros medios.
7. Las Administraciones Públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas en
las que se prestará asistencia para la presentación electrónica de documentos.
8. No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial
establezca otra forma de presentación.

Artículo 17. Archivo de documentos.
1. Cada Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos electrónicos que
correspondan a procedimientos finalizados, en los términos establecidos en la normativa reguladora aplicable.
2. Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar la autenticidad,
integridad y conservación del documento, así como su consulta con independencia del tiempo transcurrido
desde su emisión. Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes
que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. La eliminación de dichos documentos deberá ser
autorizada de acuerdo a lo dispuesto en la normativa aplicable.
3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de
acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad,
confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. En particular,
asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, así como el cumplimiento de las garantías
previstas en la legislación de protección de datos.

Artículo 26. Emisión de documentos por las Administraciones Públicas.
1. Se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de las
Administraciones Públicas. Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos por
escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de
expresión y constancia.
2. Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato
determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.
b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible
incorporación a un expediente electrónico.
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c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.
d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.
e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa
aplicable. Se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos requisitos, sean
trasladados a un tercero a través de medios electrónicos.

3. No requerirán de firma electrónica, los documentos electrónicos emitidos por las Administraciones Públicas
que se publiquen con carácter meramente informativo, así como aquellos que no formen parte de un
expediente administrativo. En todo caso, será necesario identificar el origen de estos documentos.

Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas.
1. Cada Administración Pública determinará los órganos que tengan atribuidas las competencias de
expedición de copias auténticas de los documentos públicos administrativos o privados. Las copias auténticas
de documentos privados surten únicamente efectos administrativos. Las copias auténticas realizadas por una
Administración Pública tendrán validez en las restantes Administraciones. A estos efectos, la Administración
General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales podrán realizar copias auténticas
mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa automatizada. Se deberá mantener
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
expedición de copias auténticas que deberán ser plenamente interoperables y estar interconectados con los de
las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de comprobar la validez de la citada habilitación. En este
registro o sistema equivalente constarán, al menos, los funcionarios que presten servicios en las oficinas de
asistencia en materia de registros.
2. Tendrán la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado las
realizadas, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en las
que quede garantizada la identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido. Las copias auténticas
tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales.
3. Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o en papel, y por tanto su carácter de
copias auténticas, las Administraciones Públicas deberán ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de
Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, así como a las
siguientes reglas:

a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o
sin cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se
visualicen al consultar el documento.
b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de
digitalización, requerirán que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que
acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento. Se entiende por
digitalización, el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o en otro
soporte no electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del
documento.
c) Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán que en las mismas figure la
condición de copia y contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que
permitirá contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u
Organismo público emisor.
d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán
mediante una copia auténtica en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la
Administración o bien mediante una puesta de manifiesto electrónica conteniendo copia auténtica del
documento original. A estos efectos, las Administraciones harán públicos, a través de la sede electrónica
correspondiente, los códigos seguros de verificación u otro sistema de verificación utilizado.

4. Los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los
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documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las Administraciones Públicas.
La solicitud se dirigirá al órgano que emitió el documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones
derivadas de la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en el plazo de quince días a contar desde la
recepción de la solicitud en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente. Asimismo,
las Administraciones Públicas estarán obligadas a expedir copias auténticas electrónicas de cualquier
documento en papel que presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente administrativo.
5. Cuando las Administraciones Públicas expidan copias auténticas electrónicas, deberá quedar expresamente
así indicado en el documento de la copia.
6. La expedición de copias auténticas de documentos públicos notariales, registrales y judiciales, así como de
los diarios oficiales, se regirá por su legislación específica.

Artículo 28. Documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo.
1. Los interesados deberán aportar al procedimiento administrativo los datos y documentos exigidos por las
Administraciones Públicas de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. Asimismo, los interesados
podrán aportar cualquier otro documento que estimen conveniente.
2. Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la
Administración actuante o hayan sido elaborados por cualquier otra Administración. La administración
actuante podrá consultar o recabar dichos documentos salvo que el interesado se opusiera a ello. No cabrá la
oposición cuando la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de potestades
sancionadoras o de inspección. Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos
electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante consulta a las plataformas de intermediación
de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto. Cuando se trate de informes preceptivos ya
elaborados por un órgano administrativo distinto al que tramita el procedimiento, estos deberán ser remitidos
en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este plazo, se informará al interesado de que
puede aportar este informe o esperar a su remisión por el órgano competente.
3. Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación de documentos originales, salvo que, con
carácter excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. Asimismo, las
Administraciones Públicas no requerirán a los interesados datos o documentos no exigidos por la normativa
reguladora aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a cualquier Administración.
A estos efectos, el interesado deberá indicar en qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los
citados documentos, debiendo las Administraciones Públicas recabarlos electrónicamente a través de sus
redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas
electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el procedimiento la oposición expresa del interesado o
la ley especial aplicable requiera su consentimiento expreso. Excepcionalmente, si las Administraciones
Públicas no pudieran recabar los citados documentos, podrán solicitar nuevamente al interesado su
aportación.
4. Cuando con carácter excepcional, y de acuerdo con lo previsto en esta Ley, la Administración solicitara al
interesado la presentación de un documento original y éste estuviera en formato papel, el interesado deberá
obtener una copia auténtica, según los requisitos establecidos en el artículo 27, con carácter previo a su
presentación electrónica. La copia electrónica resultante reflejará expresamente esta circunstancia.
5. Excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el procedimiento lo exija o existan dudas
derivadas de la calidad de la copia, las Administraciones podrán solicitar de manera motivada el cotejo de las
copias aportadas por el interesado, para lo que podrán requerir la exhibición del documento o de la
información original.
6. Las copias que aporten los interesados al procedimiento administrativo tendrán eficacia, exclusivamente en
el ámbito de la actividad de las Administraciones Públicas.
7. Los interesados se responsabilizarán de la veracidad de los documentos que presenten. Se modifican los
apartados 2 y 3 por la disposición final 12 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-
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CAPÍTULO II Términos y plazos

Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros.
1. Cada Administración Pública publicará los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las
oficinas que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de
los interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos.
2. El registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá a efectos de cómputo de los plazos, por
la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad
necesarias para garantizar su integridad y figurar de modo accesible y visible. El funcionamiento del registro
electrónico se regirá por las siguientes reglas:

a) Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas.
b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos
por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer
día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil. Los
documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil.
Los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo
fueran el primer día hábil posterior.
c) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá
determinado por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u
Organismo. En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a
quien presentó el documento.

3. La sede electrónica del registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, atendiendo al
ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquélla y al calendario previsto en el artículo
30.7, los días que se considerarán inhábiles a los efectos previstos en este artículo. Este será el único
calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de plazos en los registros electrónicos, sin
que resulte de aplicación a los mismos lo dispuesto en el artículo 30.6.

TÍTULO III De los actos administrativos

CAPÍTULO II Eficacia de los actos

Artículo 41. Condiciones generales para la práctica de las notificaciones.
1. Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el
interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. No obstante lo anterior, las Administraciones podrán
practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes supuestos:

a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su
representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y solicite la comunicación o notificación
personal en ese momento.
b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la
notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante. Con
independencia del medio utilizado, las notificaciones serán válidas siempre que permitan tener constancia
de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus
fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la misma.
La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente. Los interesados que no estén
obligados a recibir notificaciones electrónicas, podrán decidir y comunicar en cualquier momento a la
Administración Pública, mediante los modelos normalizados que se establezcan al efecto, que las
notificaciones sucesivas se practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos.
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Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de practicar electrónicamente
las notificaciones para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por
razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. Adicionalmente, el interesado podrá
identificar un dispositivo electrónico y/o una dirección de correo electrónico que servirán para el envío de
los avisos regulados en este artículo, pero no para la práctica de notificaciones.

2. En ningún caso se efectuarán por medios electrónicos las siguientes notificaciones:
a) Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de
conversión en formato electrónico.
b) Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques.

3. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará por el medio
señalado al efecto por aquel. Esta notificación será electrónica en los casos en los que exista obligación de
relacionarse de esta forma con la Administración. Cuando no fuera posible realizar la notificación de acuerdo
con lo señalado en la solicitud, se practicará en cualquier lugar adecuado a tal fin, y por cualquier medio que
permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, la
identidad y el contenido del acto notificado.
4. En los procedimientos iniciados de oficio, a los solos efectos de su iniciación, las Administraciones Públicas
podrán recabar, mediante consulta a las bases de datos del Instituto Nacional de Estadística, los datos sobre el
domicilio del interesado recogidos en el Padrón Municipal, remitidos por las Entidades Locales en aplicación
de lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.
5. Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará
constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación y el medio, dando por
efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento.
6. Con independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las
Administraciones Públicas enviarán un aviso al dispositivo electrónico y/o a la dirección de correo electrónico
del interesado que éste haya comunicado, informándole de la puesta a disposición de una notificación en la
sede electrónica de la Administración u Organismo correspondiente o en la dirección electrónica habilitada
única. La falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida.
7. Cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha de notificación la de
aquélla que se hubiera producido en primer lugar.

Artículo 43. Práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos.
1. Las notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de
la Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante
ambos sistemas, según disponga cada Administración u Organismo. A los efectos previstos en este artículo, se
entiende por comparecencia en la sede electrónica, el acceso por el interesado o su representante
debidamente identificado al contenido de la notificación.
2. Las notificaciones por medios electrónicos se entenderán practicadas en el momento en que se produzca el
acceso a su contenido. Cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido
expresamente elegida por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días
naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.
3. Se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo 40.4 con la puesta a disposición de la
notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica
habilitada única.
4. Los interesados podrán acceder a las notificaciones desde el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración, que funcionará como un portal de acceso.

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común
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CAPÍTULO III Ordenación del procedimiento

Artículo 70. Expediente Administrativo.
1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de
antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla.
2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación ordenada de cuantos
documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos,
así como un índice numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita. Asimismo, deberá
constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada.
3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo
previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de
Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo
autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e
inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su recuperación
siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes
electrónicos.
4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como
la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes,
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor
emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos,
solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público

LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 38 a 46 · arts. 155 a 158 — 14 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO V Funcionamiento electrónico del sector público

Artículo 38. La sede electrónica.
1. La sede electrónica es aquella dirección electrónica, disponible para los ciudadanos a través de redes de
telecomunicaciones, cuya titularidad corresponde a una Administración Pública, o bien a una o varios
organismos públicos o entidades de Derecho Público en el ejercicio de sus competencias.
2. El establecimiento de una sede electrónica conlleva la responsabilidad del titular respecto de la integridad,
veracidad y actualización de la información y los servicios a los que pueda accederse a través de la misma.
3. Cada Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos de creación de las sedes
electrónicas, con sujeción a los principios de transparencia, publicidad, responsabilidad, calidad, seguridad,
disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. En todo caso deberá garantizarse la
identificación del órgano titular de la sede, así como los medios disponibles para la formulación de
sugerencias y quejas.
4. Las sedes electrónicas dispondrán de sistemas que permitan el establecimiento de comunicaciones seguras
siempre que sean necesarias.
5. La publicación en las sedes electrónicas de informaciones, servicios y transacciones respetará los principios
de accesibilidad y uso de acuerdo con las normas establecidas al respecto, estándares abiertos y, en su caso,
aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos.
6. Las sedes electrónicas utilizarán, para identificarse y garantizar una comunicación segura con las mismas,
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certificados reconocidos o cualificados de autenticación de sitio web o medio equivalente.

Artículo 39. Portal de internet.
Se entiende por portal de internet el punto de acceso electrónico cuya titularidad corresponda a una
Administración Pública, organismo público o entidad de Derecho Público que permite el acceso a través de
internet a la información publicada y, en su caso, a la sede electrónica correspondiente.

Artículo 40. Sistemas de identificación de las Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones Públicas podrán identificarse mediante el uso de un sello electrónico basado en un
certificado electrónico reconocido o cualificado que reúna los requisitos exigidos por la legislación de firma
electrónica. Estos certificados electrónicos incluirán el número de identificación fiscal y la denominación
correspondiente, así como, en su caso, la identidad de la persona titular en el caso de los sellos electrónicos de
órganos administrativos. La relación de sellos electrónicos utilizados por cada Administración Pública,
incluyendo las características de los certificados electrónicos y los prestadores que los expiden, deberá ser
pública y accesible por medios electrónicos. Además, cada Administración Pública adoptará las medidas
adecuadas para facilitar la verificación de sus sellos electrónicos.
2. Se entenderá identificada la Administración Pública respecto de la información que se publique como
propia en su portal de internet.

Artículo 41. Actuación administrativa automatizada.
1. Se entiende por actuación administrativa automatizada, cualquier acto o actuación realizada íntegramente a
través de medios electrónicos por una Administración Pública en el marco de un procedimiento
administrativo y en la que no haya intervenido de forma directa un empleado público.
2. En caso de actuación administrativa automatizada deberá establecerse previamente el órgano u órganos
competentes, según los casos, para la definición de las especificaciones, programación, mantenimiento,
supervisión y control de calidad y, en su caso, auditoría del sistema de información y de su código fuente.
Asimismo, se indicará el órgano que debe ser considerado responsable a efectos de impugnación.

Artículo 42. Sistemas de firma para la actuación administrativa automatizada.
En el ejercicio de la competencia en la actuación administrativa automatizada, cada Administración Pública
podrá determinar los supuestos de utilización de los siguientes sistemas de firma electrónica:
a) Sello electrónico de Administración Pública, órgano, organismo público o entidad de derecho público,
basado en certificado electrónico reconocido o cualificado que reúna los requisitos exigidos por la legislación
de firma electrónica.
b) Código seguro de verificación vinculado a la Administración Pública, órgano, organismo público o entidad
de Derecho Público, en los términos y condiciones establecidos, permitiéndose en todo caso la comprobación
de la integridad del documento mediante el acceso a la sede electrónica correspondiente.

Artículo 43. Firma electrónica del personal al servicio de las Administraciones Públicas.
1. Sin perjuicio de lo previsto en los artículos 38, 41 y 42, la actuación de una Administración Pública, órgano,
organismo público o entidad de derecho público, cuando utilice medios electrónicos, se realizará mediante
firma electrónica del titular del órgano o empleado público.
2. Cada Administración Pública determinará los sistemas de firma electrónica que debe utilizar su personal,
los cuales podrán identificar de forma conjunta al titular del puesto de trabajo o cargo y a la Administración u
órgano en la que presta sus servicios. Por razones de seguridad pública los sistemas de firma electrónica
podrán referirse sólo el número de identificación profesional del empleado público.

Artículo 44. Intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación.
1. Los documentos electrónicos transmitidos en entornos cerrados de comunicaciones establecidos entre
Administraciones Públicas, órganos, organismos públicos y entidades de derecho público, serán considerados
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válidos a efectos de autenticación e identificación de los emisores y receptores en las condiciones establecidas
en este artículo.
2. Cuando los participantes en las comunicaciones pertenezcan a una misma Administración Pública, ésta
determinará las condiciones y garantías por las que se regirá que, al menos, comprenderá la relación de
emisores y receptores autorizados y la naturaleza de los datos a intercambiar.
3. Cuando los participantes pertenezcan a distintas Administraciones, las condiciones y garantías citadas en el
apartado anterior se establecerán mediante convenio suscrito entre aquellas.
4. En todo caso deberá garantizarse la seguridad del entorno cerrado de comunicaciones y la protección de los
datos que se transmitan.

Artículo 45. Aseguramiento e interoperabilidad de la firma electrónica.
1. Las Administraciones Públicas podrán determinar los trámites e informes que incluyan firma electrónica
reconocida o cualificada y avanzada basada en certificados electrónicos reconocidos o cualificados de firma
electrónica.
2. Con el fin de favorecer la interoperabilidad y posibilitar la verificación automática de la firma electrónica de
los documentos electrónicos, cuando una Administración utilice sistemas de firma electrónica distintos de
aquellos basados en certificado electrónico reconocido o cualificado, para remitir o poner a disposición de
otros órganos, organismos públicos, entidades de Derecho Público o Administraciones la documentación
firmada electrónicamente, podrá superponer un sello electrónico basado en un certificado electrónico
reconocido o cualificado.

Artículo 46. Archivo electrónico de documentos.
1. Todos los documentos utilizados en las actuaciones administrativas se almacenarán por medios
electrónicos, salvo cuando no sea posible.
2. Los documentos electrónicos que contengan actos administrativos que afecten a derechos o intereses de los
particulares deberán conservarse en soportes de esta naturaleza, ya sea en el mismo formato a partir del que
se originó el documento o en otro cualquiera que asegure la identidad e integridad de la información necesaria
para reproducirlo. Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes
que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones.
3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de
acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad,
confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. En particular,
asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, el cumplimiento de las garantías previstas
en la legislación de protección de datos, así como la recuperación y conservación a largo plazo de los
documentos electrónicos producidos por las Administraciones Públicas que así lo requieran, de acuerdo con
las especificaciones sobre el ciclo de vida de los servicios y sistemas utilizados.

Artículo 46 bis. Ubicación de los sistemas de información y comunicaciones para el registro de datos.
Los sistemas de información y comunicaciones para la recogida, almacenamiento, procesamiento y gestión
del censo electoral, los padrones municipales de habitantes y otros registros de población, datos fiscales
relacionados con tributos propios o cedidos y datos de los usuarios del sistema nacional de salud, así como los
correspondientes tratamientos de datos personales, deberán ubicarse y prestarse dentro del territorio de la
Unión Europea. Los datos a que se refiere el apartado anterior no podrán ser objeto de transferencia a un
tercer país u organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de
adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales
asumidas por el Reino de España. Se añade por el art. 4.1 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref.
BOE-A-2019-15790#a4 Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria segunda del citado Real
Decreto-ley.
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TÍTULO III Relaciones interadministrativas

CAPÍTULO IV Relaciones electrónicas entre las Administraciones

Artículo 155. Transmisiones de datos entre Administraciones Públicas.
1. De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de
27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE y en la Ley
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y su
normativa de desarrollo, cada Administración deberá facilitar el acceso de las restantes Administraciones
Públicas a los datos relativos a los interesados que obren en su poder, especificando las condiciones,
protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios para acceder a dichos datos con las máximas garantías
de seguridad, integridad y disponibilidad.
2. En ningún caso podrá procederse a un tratamiento ulterior de los datos para fines incompatibles con el fin
para el cual se recogieron inicialmente los datos personales. De acuerdo con lo previsto en el artículo 5.1.b)
del Reglamento (UE) 2016/679, no se considerará incompatible con los fines iniciales el tratamiento ulterior de
los datos personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines
estadísticos.
3. Fuera del caso previsto en el apartado anterior y siempre que las leyes especiales aplicables a los respectivos
tratamientos no prohíban expresamente el tratamiento ulterior de los datos para una finalidad distinta,
cuando la Administración Pública cesionaria de los datos pretenda el tratamiento ulterior de los mismos para
una finalidad que estime compatible con el fin inicial, deberá comunicarlo previamente a la Administración
Pública cedente a los efectos de que esta pueda comprobar dicha compatibilidad. La Administración Pública
cedente podrá, en el plazo de diez días oponerse motivadamente. Cuando la Administración cedente sea la
Administración General del Estado podrá en este supuesto, excepcionalmente y de forma motivada, suspender
la transmisión de datos por razones de seguridad nacional de forma cautelar por el tiempo estrictamente
indispensable para su preservación. En tanto que la Administración Pública cedente no comunique su
decisión a la cesionaria esta no podrá emplear los datos para la nueva finalidad pretendida. Se exceptúan de lo
dispuesto en el párrafo anterior los supuestos en que el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que
se recogieron los datos personales esté previsto en una norma con rango de ley de conformidad con lo previsto
en el artículo 23.1 del Reglamento (UE) 2016/679. Se modifica por el art. 4.2 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31
de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a4 Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria segunda
del citado Real Decreto-ley.

Artículo 156. Esquema Nacional de Interoperabilidad y Esquema Nacional de Seguridad.
1. El Esquema Nacional de Interoperabilidad comprende el conjunto de criterios y recomendaciones en
materia de seguridad, conservación y normalización de la información, de los formatos y de las aplicaciones
que deberán ser tenidos en cuenta por las Administraciones Públicas para la toma de decisiones tecnológicas
que garanticen la interoperabilidad.
2. El Esquema Nacional de Seguridad tiene por objeto establecer la política de seguridad en la utilización de
medios electrónicos en el ámbito de la presente Ley, y está constituido por los principios básicos y requisitos
mínimos que garanticen adecuadamente la seguridad de la información tratada.

Artículo 157. Reutilización de sistemas y aplicaciones de propiedad de la Administración.
1. Las Administraciones pondrán a disposición de cualquiera de ellas que lo solicite las aplicaciones,
desarrolladas por sus servicios o que hayan sido objeto de contratación y de cuyos derechos de propiedad
intelectual sean titulares, salvo que la información a la que estén asociadas sea objeto de especial protección
por una norma. Las Administraciones cedentes y cesionarias podrán acordar la repercusión del coste de
adquisición o fabricación de las aplicaciones cedidas.
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2. Las aplicaciones a las que se refiere el apartado anterior podrán ser declaradas como de fuentes abiertas,
cuando de ello se derive una mayor transparencia en el funcionamiento de la Administración Pública o se
fomente con ello la incorporación de los ciudadanos a la Sociedad de la información.
3. Las Administraciones Públicas, con carácter previo a la adquisición, desarrollo o al mantenimiento a lo
largo de todo el ciclo de vida de una aplicación, tanto si se realiza con medios propios o por la contratación de
los servicios correspondientes, deberán consultar en el directorio general de aplicaciones, dependiente de la
Administración General del Estado, si existen soluciones disponibles para su reutilización, que puedan
satisfacer total o parcialmente las necesidades, mejoras o actualizaciones que se pretenden cubrir, y siempre
que los requisitos tecnológicos de interoperabilidad y seguridad así lo permitan. En este directorio constarán
tanto las aplicaciones disponibles de la Administración General del Estado como las disponibles en los
directorios integrados de aplicaciones del resto de Administraciones. En el caso de existir una solución
disponible para su reutilización total o parcial, las Administraciones Públicas estarán obligadas a su uso, salvo
que la decisión de no reutilizarla se justifique en términos de eficiencia conforme al artículo 7 de la Ley
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

Artículo 158. Transferencia de tecnología entre Administraciones.
1. Las Administraciones Públicas mantendrán directorios actualizados de aplicaciones para su libre
reutilización, de conformidad con lo dispuesto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad. Estos directorios
deberán ser plenamente interoperables con el directorio general de la Administración General del Estado, de
modo que se garantice su compatibilidad informática e interconexión.
2. La Administración General del Estado, mantendrá un directorio general de aplicaciones para su
reutilización, prestará apoyo para la libre reutilización de aplicaciones e impulsará el desarrollo de
aplicaciones, formatos y estándares comunes en el marco de los esquemas nacionales de interoperabilidad y
seguridad.

RD 311 2022 Esquema Nacional de Seguridad

ENS · BOE-A-2022-7191 · arts. 1 a 34 · arts. 40 a 41 — 36 incluidos

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. Este real decreto tiene por objeto regular el Esquema Nacional de Seguridad (en adelante, ENS), establecido
en el artículo 156.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
2. El ENS está constituido por los principios básicos y requisitos mínimos necesarios para una protección
adecuada de la información tratada y los servicios prestados por las entidades de su ámbito de aplicación, con
objeto de asegurar el acceso, la confidencialidad, la integridad, la trazabilidad, la autenticidad, la
disponibilidad y la conservación de los datos, la información y los servicios utilizados por medios electrónicos
que gestionen en el ejercicio de sus competencias.
3. Lo dispuesto en este real decreto, por cuanto afecta a los sistemas de información utilizados para la
prestación de los servicios públicos, deberá considerarse comprendido en los recursos y procedimientos
integrantes del Sistema de Seguridad Nacional recogidos en la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad
Nacional.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. El presente real decreto es de aplicación a todo el sector público, en los términos en que este se define por el
artículo 2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 156.2 de la misma.
2. Asimismo, sin perjuicio de la aplicación de la Ley 9/1968, de 5 de abril, de Secretos Oficiales y otra normativa
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especial, este real decreto será de aplicación a los sistemas que tratan información clasificada, pudiendo
resultar necesario adoptar medidas complementarias de seguridad, específicas para dichos sistemas,
derivadas de los compromisos internacionales contraídos por España o de su pertenencia a organismos o foros
internacionales.
3. Este real decreto también se aplica a los sistemas de información de las entidades del sector privado,
incluida la obligación de contar con la política de seguridad a que se refiere el artículo 12, cuando, de acuerdo
con la normativa aplicable y en virtud de una relación contractual, presten servicios o provean soluciones a las
entidades del sector público para el ejercicio por estas de sus competencias y potestades administrativas. La
política de seguridad a que se refiere el artículo 12 será aprobada en el caso de estas entidades por el órgano
que ostente las máximas competencias ejecutivas. Los pliegos de prescripciones administrativas o técnicas de
los contratos que celebren las entidades del sector público incluidas en el ámbito de aplicación de este real
decreto contemplarán todos aquellos requisitos necesarios para asegurar la conformidad con el ENS de los
sistemas de información en los que se sustenten los servicios prestados por los contratistas, tales como la
presentación de las correspondientes Declaraciones o Certificaciones de Conformidad con el ENS. Esta cautela
se extenderá también a la cadena de suministro de dichos contratistas, en la medida que sea necesario y de
acuerdo con los resultados del correspondiente análisis de riesgos.
4. Cuando las entidades del sector público lleven a cabo la instalación, despliegue y explotación de redes 5G o
la prestación de servicios 5G, además de las previsiones de este real decreto será de aplicación lo establecido
en el Real Decreto-ley 7/2022, de 29 de marzo, sobre requisitos para garantizar la seguridad de las redes y
servicios de comunicaciones electrónicas de quinta generación, en particular, lo dispuesto en su artículo 17
relativo a la gestión de seguridad por las administraciones públicas, así como su normativa de desarrollo.

Artículo 3. Sistemas de información que traten datos personales.
1. Cuando un sistema de información trate datos personales le será de aplicación lo dispuesto en el
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación
de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos) y en la
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales,
o, en su caso, la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones
penales, el resto de normativa de aplicación, así como los criterios que se establezcan por la Agencia Española
de Protección de Datos o en su ámbito competencial, por las autoridades autonómicas de protección de datos,
sin perjuicio de los requisitos establecidos en el presente real decreto.
2. En estos supuestos, el responsable o el encargado del tratamiento, asesorado por el delegado de protección
de datos, realizarán un análisis de riesgos conforme al artículo 24 del Reglamento General de Protección de
Datos y, en los supuestos de su artículo 35, una evaluación de impacto en la protección de datos.
3. En todo caso, prevalecerán las medidas a implantar como consecuencia del análisis de riesgos y, en su caso,
de la evaluación de impacto a los que se refiere el apartado anterior, en caso de resultar agravadas respecto de
las previstas en el presente real decreto.

Artículo 4. Definiciones.
A los efectos previstos en este real decreto, las definiciones, palabras, expresiones y términos han de ser
entendidos en el sentido indicado en el Glosario de términos incluido en el anexo IV.

CAPÍTULO II Principios básicos

Artículo 5. Principios básicos del Esquema Nacional de Seguridad.
El objeto último de la seguridad de la información es garantizar que una organización podrá cumplir sus
objetivos, desarrollar sus funciones y ejercer sus competencias utilizando sistemas de información. Por ello,
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en materia de seguridad de la información deberán tenerse en cuenta los siguientes principios básicos:
a) Seguridad como proceso integral.
b) Gestión de la seguridad basada en los riesgos.
c) Prevención, detección, respuesta y conservación.
d) Existencia de líneas de defensa.
e) Vigilancia continua.
f) Reevaluación periódica.
g) Diferenciación de responsabilidades.

Artículo 6. La seguridad como un proceso integral.
1. La seguridad se entiende como un proceso integral constituido por todos los elementos humanos,
materiales, técnicos, jurídicos y organizativos relacionados con el sistema de información. La aplicación del
ENS estará presidida por este principio, que excluye cualquier actuación puntual o tratamiento coyuntural.
2. Se prestará la máxima atención a la concienciación de las personas que intervienen en el proceso y la de los
responsables jerárquicos, para evitar que, la ignorancia, la falta de organización y de coordinación o de
instrucciones adecuadas, constituyan fuentes de riesgo para la seguridad.

Artículo 7. Gestión de la seguridad basada en los riesgos.
1. El análisis y la gestión de los riesgos es parte esencial del proceso de seguridad, debiendo constituir una
actividad continua y permanentemente actualizada.
2. La gestión de los riesgos permitirá el mantenimiento de un entorno controlado, minimizando los riesgos a
niveles aceptables. La reducción a estos niveles se realizará mediante una apropiada aplicación de medidas de
seguridad, de manera equilibrada y proporcionada a la naturaleza de la información tratada, de los servicios a
prestar y de los riesgos a los que estén expuestos.

Artículo 8. Prevención, detección, respuesta y conservación.
1. La seguridad del sistema debe contemplar las acciones relativas a los aspectos de prevención, detección y
respuesta, al objeto de minimizar sus vulnerabilidades y lograr que las amenazas sobre el mismo no se
materialicen o que, en el caso de hacerlo, no afecten gravemente a la información que maneja o a los servicios
que presta.
2. Las medidas de prevención, que podrán incorporar componentes orientados a la disuasión o a la reducción
de la superficie de exposición, deben eliminar o reducir la posibilidad de que las amenazas lleguen a
materializarse.
3. Las medidas de detección irán dirigidas a descubrir la presencia de un ciberincidente.
4. Las medidas de respuesta, que se gestionarán en tiempo oportuno, estarán orientadas a la restauración de la
información y los servicios que pudieran haberse visto afectados por un incidente de seguridad.
5. Sin merma de los restantes principios básicos y requisitos mínimos establecidos, el sistema de información
garantizará la conservación de los datos e información en soporte electrónico. De igual modo, el sistema
mantendrá disponibles los servicios durante todo el ciclo vital de la información digital, a través de una
concepción y procedimientos que sean la base para la preservación del patrimonio digital.

Artículo 9. Existencia de líneas de defensa.
1. El sistema de información ha de disponer de una estrategia de protección constituida por múltiples capas de
seguridad, dispuesta de forma que, cuando una de las capas sea comprometida, permita:

a) Desarrollar una reacción adecuada frente a los incidentes que no han podido evitarse, reduciendo la
probabilidad de que el sistema sea comprometido en su conjunto.
b) Minimizar el impacto final sobre el mismo.

2. Las líneas de defensa han de estar constituidas por medidas de naturaleza organizativa, física y lógica.

Artículo 10. Vigilancia continua y reevaluación periódica.
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1. La vigilancia continua permitirá la detección de actividades o comportamientos anómalos y su oportuna
respuesta.
2. La evaluación permanente del estado de la seguridad de los activos permitirá medir su evolución,
detectando vulnerabilidades e identificando deficiencias de configuración.
3. Las medidas de seguridad se reevaluarán y actualizarán periódicamente, adecuando su eficacia a la
evolución de los riesgos y los sistemas de protección, pudiendo llegar a un replanteamiento de la seguridad, si
fuese necesario.

Artículo 11. Diferenciación de responsabilidades.
1. En los sistemas de información se diferenciará el responsable de la información, el responsable del servicio,
el responsable de la seguridad y el responsable del sistema.
2. La responsabilidad de la seguridad de los sistemas de información estará diferenciada de la responsabilidad
sobre la explotación de los sistemas de información concernidos.
3. La política de seguridad de la organización detallará las atribuciones de cada responsable y los mecanismos
de coordinación y resolución de conflictos.

CAPÍTULO III Política de seguridad y requisitos mínimos de seguridad

Artículo 12. Política de seguridad y requisitos mínimos de seguridad.
1. La política de seguridad de la información es el conjunto de directrices que rigen la forma en que una
organización gestiona y protege la información que trata y los servicios que presta. A tal efecto, el instrumento
que apruebe dicha política de seguridad deberá incluir, como mínimo, los siguientes extremos:

a) Los objetivos o misión de la organización.
b) El marco regulatorio en el que se desarrollarán las actividades.
c) Los roles o funciones de seguridad, definiendo para cada uno, sus deberes y responsabilidades, así como
el procedimiento para su designación y renovación.
d) La estructura y composición del comité o los comités para la gestión y coordinación de la seguridad,
detallando su ámbito de responsabilidad y la relación con otros elementos de la organización.
e) Las directrices para la estructuración de la documentación de seguridad del sistema, su gestión y acceso.
f) Los riesgos que se derivan del tratamiento de los datos personales.

2. Cada administración pública contará con una política de seguridad formalmente aprobada por el órgano
competente. Asimismo, cada órgano o entidad con personalidad jurídica propia comprendido en el ámbito
subjetivo del artículo 2 deberá contar con una política de seguridad formalmente aprobada por el órgano
competente. No obstante, la totalidad o una parte de los sujetos de un sector público institucional podrán
quedar incluidos en el ámbito subjetivo de la política de seguridad aprobada por la Administración con la que
guarden relación de vinculación, dependencia o adscripción, cuando así lo determinen los órganos
competentes en el ejercicio de las potestades de organización.
3. En la Administración General del Estado, cada ministerio contará con su política de seguridad, que aprobará
la persona titular del Departamento. Los organismos públicos y entidades pertenecientes al sector público
institucional estatal podrán contar con su propia política de seguridad, aprobada por el órgano competente,
que será coherente con la del Departamento con el que mantenga la relación de vinculación, dependencia o
adscripción, o bien quedar comprendidos en el ámbito subjetivo de la política de seguridad de este. También
podrán contar con su propia política de seguridad, aprobada por el órgano competente, coherente con la del
Departamento del que dependan o al que estén adscritos, los centros directivos de la propia Administración
General del Estado que gestionen servicios bajo la declaración de servicios compartidos.
4. La Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación
Digital dispondrá de su propia política de seguridad, que será aprobada por la persona titular de la misma.
5. Los municipios podrán disponer de una política de seguridad común elaborada por la entidad local
comarcal o provincial que asuma la responsabilidad de la seguridad de la información de los sistemas
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municipales.
6. La política de seguridad se establecerá de acuerdo con los principios básicos señalados en el capítulo II y se
desarrollará aplicando los siguientes requisitos mínimos:

a) Organización e implantación del proceso de seguridad.
b) Análisis y gestión de los riesgos.
c) Gestión de personal.
d) Profesionalidad.
e) Autorización y control de los accesos.
f) Protección de las instalaciones.
g) Adquisición de productos de seguridad y contratación de servicios de seguridad.
h) Mínimo privilegio.
i) Integridad y actualización del sistema.
j) Protección de la información almacenada y en tránsito.
k) Prevención ante otros sistemas de información interconectados.
l) Registro de la actividad y detección de código dañino.
m) Incidentes de seguridad.
n) Continuidad de la actividad. ñ) Mejora continua del proceso de seguridad.

7. Los requisitos mínimos se exigirán en proporción a los riesgos identificados en cada sistema, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 28, alguno de los cuales podrá obviarse en sistemas sin riesgos
significativos.

Artículo 13. Organización e implantación del proceso de seguridad.
1. La seguridad de los sistemas de información deberá comprometer a todos los miembros de la organización.
2. La política de seguridad, en aplicación del principio de diferenciación de responsabilidades a que se refiere
el artículo 11 y según se detalla en la sección 3.1 del anexo II, deberá ser conocida por todas las personas que
formen parte de la organización e identificar de forma inequívoca a los responsables de velar por su
cumplimiento, los cuales tendrán las siguientes funciones:

a) El responsable de la información determinará los requisitos de la información tratada b) El responsable
del servicio determinará los requisitos de los servicios prestados. c) El responsable de la seguridad
determinará las decisiones para satisfacer los requisitos de seguridad de la información y de los servicios,
supervisará la implantación de las medidas necesarias para garantizar que se satisfacen los requisitos y
reportará sobre estas cuestiones. d) El responsable del sistema, por sí o a través de recursos propios o
contratados, se encargará de desarrollar la forma concreta de implementar la seguridad en el sistema y de
la supervisión de la operación diaria del mismo, pudiendo delegar en administradores u operadores bajo su
responsabilidad.

3. El responsable de la seguridad será distinto del responsable del sistema, no debiendo existir dependencia
jerárquica entre ambos. En aquellas situaciones excepcionales en las que la ausencia justificada de recursos
haga necesario que ambas funciones recaigan en la misma persona o en distintas personas entre las que exista
relación jerárquica, deberán aplicarse medidas compensatorias para garantizar la finalidad del principio de
diferenciación de responsabilidades previsto en el artículo 11.
4. Una Instrucción Técnica de Seguridad regulará el Esquema de Certificación de Responsables de la
Seguridad, que recogerá las condiciones y requisitos exigibles a esta figura.
5. En el caso de servicios externalizados, salvo por causa justificada y documentada, la organización
prestataria de dichos servicios deberá designar un POC (Punto o Persona de Contacto) para la seguridad de la
información tratada y el servicio prestado, que cuente con el apoyo de los órganos de dirección, y que canalice
y supervise, tanto el cumplimiento de los requisitos de seguridad del servicio que presta o solución que
provea, como las comunicaciones relativas a la seguridad de la información y la gestión de los incidentes para
el ámbito de dicho servicio. Dicho POC de seguridad será el propio Responsable de Seguridad de la
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organización contratada, formará parte de su área o tendrá comunicación directa con la misma. Todo ello sin
perjuicio de que la responsabilidad última resida en la entidad del sector público destinataria de los citados
servicios.

Artículo 14. Análisis y gestión de los riesgos.
1. Cada organización que desarrolle e implante sistemas para el tratamiento de la información o la prestación
de servicios realizará su propia gestión de riesgos.
2. Esta gestión se realizará por medio del análisis y tratamiento de los riesgos a los que está expuesto el
sistema. Sin perjuicio de lo dispuesto en el anexo II, se empleará alguna metodología reconocida
internacionalmente.
3. Las medidas adoptadas para mitigar o suprimir los riesgos deberán estar justificadas y, en todo caso, existirá
una proporcionalidad entre ellas y los riesgos.

Artículo 15. Gestión de personal.
1. El personal, propio o ajeno, relacionado con los sistemas de información sujetos a lo dispuesto en este real
decreto, deberá ser formado e informado de sus deberes, obligaciones y responsabilidades en materia de
seguridad. Su actuación, que deberá ser supervisada para verificar que se siguen los procedimientos
establecidos, aplicará las normas y procedimientos operativos de seguridad aprobados en el desempeño de sus
cometidos.
2. El significado y alcance del uso seguro del sistema se concretará y plasmará en unas normas de seguridad
que serán aprobadas por la dirección o el órgano superior correspondiente.

Artículo 16. Profesionalidad.
1. La seguridad de los sistemas de información estará atendida y será revisada y auditada por personal
cualificado, dedicado e instruido en todas las fases de su ciclo de vida: planificación, diseño, adquisición,
construcción, despliegue, explotación, mantenimiento, gestión de incidencias y desmantelamiento.
2. Las entidades del ámbito de aplicación de este real decreto exigirán, de manera objetiva y no
discriminatoria, que las organizaciones que les presten servicios de seguridad cuenten con profesionales
cualificados y con unos niveles idóneos de gestión y madurez en los servicios prestados.
3. Las organizaciones determinarán los requisitos de formación y experiencia necesaria del personal para el
desarrollo de su puesto de trabajo.

Artículo 17. Autorización y control de los accesos.
El acceso controlado a los sistemas de información comprendidos en el ámbito de aplicación de este real
decreto deberá estar limitado a los usuarios, procesos, dispositivos u otros sistemas de información,
debidamente autorizados, y exclusivamente a las funciones permitidas.

Artículo 18. Protección de las instalaciones.
Los sistemas de información y su infraestructura de comunicaciones asociada deberán permanecer en áreas
controladas y disponer de los mecanismos de acceso adecuados y proporcionales en función del análisis de
riesgos, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen medidas para la
protección de las infraestructuras críticas y en el Real Decreto 704/2011, de 20 de mayo, por el que se aprueba
el Reglamento de protección de las infraestructuras críticas.

Artículo 19. Adquisición de productos de seguridad y contratación de servicios de seguridad.
1. En la adquisición de productos de seguridad o contratación de servicios de seguridad de las tecnologías de la
información y la comunicación que vayan a ser empleados en los sistemas de información del ámbito de
aplicación de este real decreto, se utilizarán, de forma proporcionada a la categoría del sistema y el nivel de
seguridad determinados, aquellos que tengan certificada la funcionalidad de seguridad relacionada con el
objeto de su adquisición.
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2. El Organismo de Certificación del Esquema Nacional de Evaluación y Certificación de Seguridad de las
Tecnologías de la Información del Centro Criptológico Nacional (en adelante, CCN), constituido al amparo de
lo dispuesto en el artículo 2.2.c) del Real Decreto 421/2004, de 12 de marzo, por el que se regula el Centro
Criptológico Nacional, teniendo en cuenta los criterios y metodologías de evaluación nacionales e
internacionales reconocidas por este organismo y en función del uso previsto del producto o servicio concreto
dentro de sus competencias, determinará los siguientes aspectos:

a) Los requisitos funcionales de seguridad y de aseguramiento de la certificación.
b) Otras certificaciones de seguridad adicionales que se requieran normativamente.
c) Excepcionalmente, el criterio a seguir en los casos en que no existan productos o servicios certificados.

3. Para la contratación de servicios de seguridad se estará a lo señalado en los apartados anteriores y a lo
dispuesto en el artículo 16.

Artículo 20. Mínimo privilegio.
Los sistemas de información deben diseñarse y configurarse otorgando los mínimos privilegios necesarios
para su correcto desempeño, lo que implica incorporar los siguientes aspectos:
a) El sistema proporcionará la funcionalidad imprescindible para que la organización alcance sus objetivos
competenciales o contractuales.
b) Las funciones de operación, administración y registro de actividad serán las mínimas necesarias, y se
asegurará que sólo son desarrolladas por las personas autorizadas, desde emplazamientos o equipos asimismo
autorizados; pudiendo exigirse, en su caso, restricciones de horario y puntos de acceso facultados.
c) Se eliminarán o desactivarán, mediante el control de la configuración, las funciones que sean innecesarias o
inadecuadas al fin que se persigue. El uso ordinario del sistema ha de ser sencillo y seguro, de forma que una
utilización insegura requiera de un acto consciente por parte del usuario.
d) Se aplicarán guías de configuración de seguridad para las diferentes tecnologías, adaptadas a la
categorización del sistema, al efecto de eliminar o desactivar las funciones que sean innecesarias o
inadecuadas.

Artículo 21. Integridad y actualización del sistema.
1. La inclusión de cualquier elemento físico o lógico en el catálogo actualizado de activos del sistema, o su
modificación, requerirá autorización formal previa.
2. La evaluación y monitorización permanentes permitirán adecuar el estado de seguridad de los sistemas
atendiendo a las deficiencias de configuración, las vulnerabilidades identificadas y las actualizaciones que les
afecten, así como la detección temprana de cualquier incidente que tenga lugar sobre los mismos.

Artículo 22. Protección de información almacenada y en tránsito.
1. En la organización e implantación de la seguridad se prestará especial atención a la información
almacenada o en tránsito a través de los equipos o dispositivos portátiles o móviles, los dispositivos
periféricos, los soportes de información y las comunicaciones sobre redes abiertas, que deberán analizarse
especialmente para lograr una adecuada protección.
2. Se aplicarán procedimientos que garanticen la recuperación y conservación a largo plazo de los documentos
electrónicos producidos por los sistemas de información comprendidos en el ámbito de aplicación de este real
decreto, cuando ello sea exigible.
3. Toda información en soporte no electrónico que haya sido causa o consecuencia directa de la información
electrónica a la que se refiere este real decreto, deberá estar protegida con el mismo grado de seguridad que
ésta. Para ello, se aplicarán las medidas que correspondan a la naturaleza del soporte, de conformidad con las
normas que resulten de aplicación.

Artículo 23. Prevención ante otros sistemas de información interconectados.
Se protegerá el perímetro del sistema de información, especialmente, si se conecta a redes públicas, tal y
como se definen en la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones, reforzándose las tareas de
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prevención, detección y respuesta a incidentes de seguridad. En todo caso, se analizarán los riesgos derivados
de la interconexión del sistema con otros sistemas y se controlará su punto de unión. Para la adecuada
interconexión entre sistemas se estará a lo dispuesto en la Instrucción Técnica de Seguridad correspondiente.

Artículo 24. Registro de actividad y detección de código dañino.
1. Con el propósito de satisfacer el objeto de este real decreto, con plenas garantías del derecho al honor, a la
intimidad personal y familiar y a la propia imagen de los afectados, y de acuerdo con la normativa sobre
protección de datos personales, de función pública o laboral, y demás disposiciones que resulten de
aplicación, se registrarán las actividades de los usuarios, reteniendo la información estrictamente necesaria
para monitorizar, analizar, investigar y documentar actividades indebidas o no autorizadas, permitiendo
identificar en cada momento a la persona que actúa.
2. Al objeto de preservar la seguridad de los sistemas de información, garantizando la rigurosa observancia de
los principios de actuación de las Administraciones públicas, y de conformidad con lo dispuesto en el
Reglamento General de Protección de Datos y el respeto a los principios de limitación de la finalidad,
minimización de los datos y limitación del plazo de conservación allí enunciados, los sujetos comprendidos en
el artículo 2 podrán, en la medida estrictamente necesaria y proporcionada, analizar las comunicaciones
entrantes o salientes, y únicamente para los fines de seguridad de la información, de forma que sea posible
impedir el acceso no autorizado a las redes y sistemas de información, detener los ataques de denegación de
servicio, evitar la distribución malintencionada de código dañino así como otros daños a las antedichas redes y
sistemas de información.
3. Para corregir o, en su caso, exigir responsabilidades, cada usuario que acceda al sistema de información
deberá estar identificado de forma única, de modo que se sepa, en todo momento, quién recibe derechos de
acceso, de qué tipo son éstos, y quién ha realizado una determinada actividad.

Artículo 25. Incidentes de seguridad.
1. La entidad titular de los sistemas de información del ámbito de este real decreto dispondrá de
procedimientos de gestión de incidentes de seguridad de acuerdo con lo previsto en el artículo 33, la
Instrucción Técnica de Seguridad correspondiente y, en caso de tratarse de un operador de servicios
esenciales o de un proveedor de servicios digitales, de acuerdo con lo previsto en el anexo del Real Decreto
43/2021, de 26 de enero, por el que se desarrolla el Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, de seguridad
de las redes y sistemas de información.
2. Asimismo, se dispondrá de mecanismos de detección, criterios de clasificación, procedimientos de análisis
y resolución, así como de los cauces de comunicación a las partes interesadas y el registro de las actuaciones.
Este registro se empleará para la mejora continua de la seguridad del sistema.

Artículo 26. Continuidad de la actividad.
Los sistemas dispondrán de copias de seguridad y se establecerán los mecanismos necesarios para garantizar
la continuidad de las operaciones en caso de pérdida de los medios habituales.

Artículo 27. Mejora continua del proceso de seguridad.
El proceso integral de seguridad implantado deberá ser actualizado y mejorado de forma continua. Para ello,
se aplicarán los criterios y métodos reconocidos en la práctica nacional e internacional relativos a la gestión de
la seguridad de las tecnologías de la información.

Artículo 28. Cumplimiento de los requisitos mínimos.
1. Para dar cumplimiento a los requisitos mínimos establecidos en el presente real decreto, las entidades
comprendidas en su ámbito de aplicación adoptarán las medidas y refuerzos de seguridad correspondientes
indicados en el anexo II, teniendo en cuenta:

a) Los activos que constituyen los sistemas de información concernidos.
b) La categoría del sistema, según lo previsto en el artículo 40 y en el anexo I.
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c) Las decisiones que se adopten para gestionar los riesgos identificados.
2. Las medidas a las que se refiere el apartado 1 tendrán la condición de mínimos exigibles, siendo ampliables
a criterio del responsable de la seguridad, quien podrá incluir medidas adicionales, habida cuenta del estado
de la tecnología, la naturaleza de la información tratada o los servicios prestados y los riesgos a que están
expuestos los sistemas de información afectados. La relación de medidas de seguridad seleccionadas se
formalizará en un documento denominado Declaración de Aplicabilidad, firmado por el responsable de la
seguridad.
3. Las medidas de seguridad referenciadas en el anexo II podrán ser reemplazadas por otras compensatorias,
siempre y cuando se justifique documentalmente que protegen, igual o mejor, del riesgo sobre los activos
(anexo I) y se satisfacen los principios básicos y los requisitos mínimos previstos en los capítulos II y III. Como
parte integral de la Declaración de Aplicabilidad se indicará, de forma detallada, la correspondencia entre las
medidas compensatorias implantadas y las medidas del anexo II que compensan. El conjunto será objeto de la
aprobación formal por parte del responsable de la seguridad. Una Guía CCN-STIC de las previstas en la
disposición adicional segunda guiará en la selección de dichas medidas, así como su registro e inclusión en la
Declaración de Aplicabilidad.

Artículo 29. Infraestructuras y servicios comunes.
La utilización de infraestructuras y servicios comunes de las administraciones públicas, incluidos los
compartidos o transversales, facilitará el cumplimiento de lo dispuesto en este real decreto. Los supuestos
concretos de utilización de estas infraestructuras y servicios serán determinados por cada administración
pública.

Artículo 30. Perfiles de cumplimiento específicos y acreditación de entidades de implementación de 
configuraciones seguras.
1. En virtud del principio de proporcionalidad y buscando una eficaz y eficiente aplicación del ENS a
determinadas entidades o sectores de actividad concretos, se podrán implementar perfiles de cumplimiento
específicos que comprenderán aquel conjunto de medidas de seguridad que, trayendo causa del preceptivo
análisis de riesgos, resulten idóneas para una concreta categoría de seguridad.
2. De forma análoga a lo dispuesto en el apartado anterior, para posibilitar la adecuada implantación y
configuración de soluciones o plataformas suministradas por terceros, que vayan a ser usadas por las
entidades comprendidas en el ámbito de aplicación de este real decreto, se podrán implementar esquemas de
acreditación de entidades y validación de personas, que garanticen la seguridad de dichas soluciones o
plataformas y la conformidad con lo dispuesto en este real decreto.
3. El CCN, en el ejercicio de sus competencias, validará y publicará los correspondientes perfiles de
cumplimiento específicos que se definan y los antedichos esquemas de acreditación y validación, de acuerdo
con las instrucciones técnicas de seguridad y guías de seguridad aprobadas conforme a lo previsto en la
disposición adicional segunda.
4. Las correspondientes instrucciones técnicas de seguridad o, en su caso, las guías de Seguridad CCN-STIC,
precisarán las condiciones a las que deberán sujetarse las implementaciones en modo local de productos,
sistemas o servicios originariamente prestados en la nube o en forma remota, así como las condiciones
específicas para su evaluación y auditoría.

CAPÍTULO IV Seguridad de los sistemas: auditoría, informe e incidentes de seguridad

Artículo 31. Auditoría de la seguridad.
1. Los sistemas de información comprendidos en el ámbito de aplicación de este real decreto serán objeto de
una auditoría regular ordinaria, al menos cada dos años, que verifique el cumplimiento de los requerimientos
del ENS. Con carácter extraordinario, deberá realizarse dicha auditoría siempre que se produzcan
modificaciones sustanciales en los sistemas de información, que puedan repercutir en las medidas de
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seguridad requeridas. La realización de la auditoria extraordinaria determinará la fecha de cómputo para el
cálculo de los dos años, establecidos para la realización de la siguiente auditoría regular ordinaria, indicados
en el párrafo anterior. El plazo de dos años señalado en los párrafos anteriores podrá extenderse durante tres
meses cuando concurran impedimentos de fuerza mayor no imputables a la entidad titular del sistema o
sistemas de información concernidos.
2. La auditoría se realizará en función de la categoría del sistema y, en su caso, del perfil de cumplimiento
específico que corresponda, según lo dispuesto en los anexos I y III y de conformidad con lo regulado en la
Instrucción Técnica de Seguridad de Auditoría de la Seguridad de los Sistemas de Información.
3. En la realización de las auditorías de la seguridad se utilizarán los criterios, métodos de trabajo y de
conducta generalmente reconocidos, así como la normalización nacional e internacional aplicables a este tipo
de actividades.
4. El informe de auditoría deberá dictaminar sobre el grado de cumplimiento de este real decreto identificando
los hallazgos de cumplimiento e incumplimiento detectados. Deberá, igualmente, incluir los criterios
metodológicos de auditoría utilizados, el alcance y el objetivo de la auditoría, y los datos, hechos y
observaciones en que se basen las conclusiones formuladas, todo ello de conformidad con la citada
Instrucción Técnica de Seguridad de Auditoría de la Seguridad de los Sistemas de Información.
5. Los informes de auditoría serán presentados al responsable del sistema y al responsable de la seguridad.
Estos informes serán analizados por este último que presentará sus conclusiones al responsable del sistema
para que adopte las medidas correctoras adecuadas.
6. En el caso de los sistemas de categoría ALTA, visto el dictamen de auditoría y atendiendo a una eventual
gravedad de las deficiencias encontradas, el responsable del sistema podrá suspender temporalmente el
tratamiento de informaciones, la prestación de servicios o la total operación del sistema, hasta su adecuada
subsanación o mitigación.
7. Los informes de auditoría podrán ser requeridos por los responsables de cada organización, con
competencias sobre seguridad de las tecnologías de la información, y por el CCN.

Artículo 32. Informe del estado de la seguridad.
1. La Comisión Sectorial de Administración Electrónica recogerá la información relacionada con el estado de
las principales variables de la seguridad en los sistemas de información a los que se refiere este real decreto,
de forma que permita elaborar un perfil general del estado de la seguridad en las entidades titulares de los
sistemas de información comprendidos en el ámbito de aplicación del artículo 2, que se plasmará en el
informe correspondiente.
2. El CCN articulará los procedimientos necesarios para la recogida y consolidación de la información, así
como los aspectos metodológicos para su tratamiento y explotación, a través de los correspondientes grupos
de trabajo que se constituyan al efecto en la Comisión Sectorial de Administración Electrónica y en los órganos
colegiados competentes en el ámbito de la Administración General del Estado.
3. Los resultados del informe serán utilizados por las autoridades competentes que impulsarán las medidas
oportunas que faciliten la mejora continua del estado de la seguridad utilizando en su caso, cuadros de mando
e indicadores que contribuyan a la toma de decisiones mediante el uso de las herramientas que el CCN provea
para tal efecto.

Artículo 33. Capacidad de respuesta a incidentes de seguridad.
1. El CCN articulará la respuesta a los incidentes de seguridad en torno a la estructura denominada CCN-CERT
(por su acrónimo en inglés de Computer Emergency Response Team), que actuará sin perjuicio de las
capacidades de respuesta a incidentes de seguridad que pueda tener cada administración pública y de la
función de coordinación a nivel nacional e internacional del CCN.
2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 19.4 del Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, las
entidades del sector público notificarán al CCN aquellos incidentes que tengan un impacto significativo en la
seguridad de los sistemas de información concernidos, de acuerdo con la correspondiente Instrucción Técnica
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de Seguridad.
3. Cuando un operador esencial que haya sido designado como operador crítico sufra un incidente, los CSIRT
de referencia se coordinarán con el Ministerio del Interior, a través de su Oficina de Coordinación de
Ciberseguridad, según lo previsto en el artículo 11.2 del Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre.
4. Cuando un operador con incidencia en la Defensa Nacional sufra un incidente deberá analizar si, por su
alcance, éste pudiera tener impacto en el funcionamiento del Ministerio de Defensa o en la operatividad de las
Fuerzas Armadas, lo pondrá de inmediato en conocimiento de su CSIRT de referencia, quien informará a la
capacidad de respuesta e incidentes de seguridad de referencia para el ámbito de la Defensa nacional,
denominada ESPDEF-CERT, del Mando Conjunto del Ciberespacio (MCCE) a través de los canales establecidos.
En estos casos, el ESPDEF-CERT del Mando Conjunto del Ciberespacio deberá ser oportunamente informado
de la evolución de la gestión del incidente y podrá colaborar en la supervisión con la autoridad competente.
5. De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, el CCN ejercerá la
coordinación nacional de la respuesta técnica de los equipos de respuesta a incidentes de seguridad
informática (denominados por su acrónimo en inglés Computer Security Incident Response Team, en
adelante, CSIRT) en materia de seguridad de las redes y sistemas de información del sector público.
6. Tras un incidente de seguridad, el CCN-CERT determinará técnicamente el riesgo de reconexión del sistema
o sistemas afectados, indicando los procedimientos a seguir y las salvaguardas a implementar con objeto de
reducir el impacto para, en la medida de lo posible, evitar que vuelvan a darse las circunstancias que lo
propiciaron. Tras un incidente de seguridad, la Secretaría General de Administración Digital, sin perjuicio de
la normativa que regula la continuidad de los sistemas de información implicados en la seguridad pública o la
normativa que regule la continuidad de los sistemas de información militares implicados en la Defensa
Nacional que requieran la participación del ESPDEF-CERT del Mando Conjunto del Ciberespacio, autorizará la
reconexión a los medios y servicios comunes comprendidos bajo su ámbito de responsabilidad, incluidos los
compartidos o transversales, si un informe de superficie de exposición del CCN-CERT hubiere determinado
que el riesgo es asumible. En caso de que se trate de un incidente de seguridad que afecte a un medio o
servicio común bajo ámbito de responsabilidad de la Intervención General de la Administración del Estado,
esta participará en el proceso de autorización de la reconexión a que se refiere el párrafo anterior.
7. Las organizaciones del sector privado que presten servicios a las entidades públicas notificarán al INCIBE-
CERT, centro de respuesta a incidentes de seguridad de referencia para los ciudadanos y entidades de derecho
privado en España operado por la S.M.E. Instituto Nacional de Ciberseguridad de España M.P., S.A. (INCIBE)
dependiente del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, los incidentes que les afecten a
través de su equipo de respuesta a incidentes de seguridad informática, quien, sin perjuicio de sus
competencias y de lo previsto en los artículos 9, 10 y 11 del Real Decreto 43/2021, de 26 de enero, en relación
con la Plataforma de Notificación y Seguimiento de Ciberincidentes, lo pondrá inmediatamente en
conocimiento del CCN-CERT.

Artículo 34. Prestación de servicios de respuesta a incidentes de seguridad a las entidades del sector 
público.
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 33, el CCN-CERT prestará los siguientes servicios:

a) Soporte y coordinación para el tratamiento de vulnerabilidades y la resolución de incidentes de
seguridad que tengan las entidades del ámbito de aplicación de este real decreto. El CCN-CERT, a través de
su servicio de apoyo técnico y de coordinación, actuará con la máxima celeridad ante cualquier agresión
recibida en los sistemas de información afectados. Para el cumplimiento de los fines indicados en los
párrafos anteriores se podrán recabar informes, registros de auditoría y configuraciones de los sistemas
afectados y cualquier otra información que se considere relevante, así como los soportes informáticos que
se estimen necesarios para la investigación del incidente de los sistemas afectados, sin perjuicio de lo
dispuesto en la normativa de protección de datos que resulte de aplicación, así como de la posible
confidencialidad de datos de carácter institucional u organizativo.
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b) Investigación y divulgación de las mejores prácticas sobre seguridad de la información entre todos los
miembros de las entidades del sector público. Con esta finalidad, las series de documentos CCN-STIC (CCN-
Seguridad de las Tecnologías de Información y la Comunicación), elaboradas por el CCN, ofrecerán
normas, instrucciones, guías, recomendaciones y mejores prácticas para aplicar el ENS y para garantizar la
seguridad de los sistemas de información del ámbito de aplicación de este real decreto.
c) Formación destinada al personal del sector público especialista en el campo de la seguridad de las
tecnologías de la información, al objeto de facilitar la actualización de conocimientos y de lograr la
sensibilización y mejora de sus capacidades para la prevención, detección y gestión de incidentes.
d) Información sobre vulnerabilidades, alertas y avisos de nuevas amenazas a los sistemas de información,
recopiladas de diversas fuentes de reconocido prestigio, incluidas las propias.

2. El CCN desarrollará un programa que ofrezca la información, formación, recomendaciones y herramientas
necesarias para que las entidades del sector público puedan desarrollar sus propias capacidades de respuesta a
incidentes de seguridad, y en el que, aquel, será coordinador a nivel público estatal.

CAPÍTULO VII Categorización de los sistemas de información

Artículo 40. Categorías de seguridad.
1. La categoría de seguridad de un sistema de información modulará el equilibrio entre la importancia de la
información que maneja y los servicios que presta y el esfuerzo de seguridad requerido, en función de los
riesgos a los que está expuesto, bajo el principio de proporcionalidad.
2. La determinación de la categoría de seguridad se efectuará en función de la valoración del impacto que
tendría un incidente que afectase a la seguridad de la información o de los servicios con perjuicio para la
disponibilidad, autenticidad, integridad, confidencialidad o trazabilidad, siguiendo el procedimiento descrito
en el anexo I.

Artículo 41. Facultades.
1. La facultad para efectuar las valoraciones a las que se refiere el artículo 40, así como, en su caso, su
posterior modificación, corresponderá al responsable o responsables de la información o servicios afectados.
2. Con base en las valoraciones señaladas en el apartado anterior, la determinación de la categoría de
seguridad del sistema corresponderá al responsable o responsables de la seguridad.

Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad

ENI · BOE-A-2010-1331 · arts. 1 a 18 · arts. 20 a 24 — 23 incluidos

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. El presente real decreto tiene por objeto regular el Esquema Nacional de Interoperabilidad establecido en el
artículo 42 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
2. El Esquema Nacional de Interoperabilidad comprenderá los criterios y recomendaciones de seguridad,
normalización y conservación de la información, de los formatos y de las aplicaciones que deberán ser tenidos
en cuenta por las Administraciones públicas para asegurar un adecuado nivel de interoperabilidad
organizativa, semántica y técnica de los datos, informaciones y servicios que gestionen en el ejercicio de sus
competencias y para evitar la discriminación a los ciudadanos por razón de su elección tecnológica.

Artículo 2. Definiciones.
A los efectos previstos en este real decreto, las definiciones, palabras, expresiones y términos se entenderán
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en el sentido indicado en el Glosario de Términos incluido en el anexo.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 61, de 11 de marzo de 2010. Ref. BOE-A-2010-4053

Artículo 3. Ámbito de aplicación.
1. El ámbito de aplicación del presente real decreto será el establecido en el artículo 2 de la Ley 11/2007, de 22
de junio.
2. El Esquema Nacional de Interoperabilidad y sus normas de desarrollo, prevalecerán sobre cualquier otro
criterio en materia de política de interoperabilidad en la utilización de medios electrónicos para el acceso de
los ciudadanos a los servicios públicos.

CAPÍTULO II Principios básicos

Artículo 4. Principios básicos del Esquema Nacional de Interoperabilidad.
La aplicación del Esquema Nacional de Interoperabilidad se desarrollará de acuerdo con los principios
generales establecidos en el artículo 4 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, y con los siguientes principios
específicos de la interoperabilidad:
a) La interoperabilidad como cualidad integral.
b) Carácter multidimensional de la interoperabilidad.
c) Enfoque de soluciones multilaterales.

Artículo 5. La interoperabilidad como cualidad integral.
La interoperabilidad se tendrá presente de forma integral desde la concepción de los servicios y sistemas y a lo
largo de su ciclo de vida: planificación, diseño, adquisición, construcción, despliegue, explotación,
publicación, conservación y acceso o interconexión con los mismos.

Artículo 6. Carácter multidimensional de la interoperabilidad.
La interoperabilidad se entenderá contemplando sus dimensiones organizativa, semántica y técnica. La
cadena de interoperabilidad se manifiesta en la práctica en los acuerdos interadministrativos, en el despliegue
de los sistemas y servicios, en la determinación y uso de estándares, en las infraestructuras y servicios básicos
de las Administraciones públicas y en la publicación y reutilización de las aplicaciones de las
Administraciones públicas, de la documentación asociada y de otros objetos de información. Todo ello sin
olvidar la dimensión temporal que ha de garantizar el acceso a la información a lo largo del tiempo.

Artículo 7. Enfoque de soluciones multilaterales.
Se favorecerá la aproximación multilateral a la interoperabilidad de forma que se puedan obtener las ventajas
derivadas del escalado, de la aplicación de las arquitecturas modulares y multiplataforma, de compartir, de
reutilizar y de colaborar.

CAPÍTULO III Interoperabilidad organizativa

Artículo 8. Servicios de las Administraciones públicas disponibles por medios electrónicos.
1. Las Administraciones públicas establecerán y publicarán las condiciones de acceso y utilización de los
servicios, datos y documentos en formato electrónico que pongan a disposición del resto de Administraciones
especificando las finalidades, las modalidades de consumo, consulta o interacción, los requisitos que deben
satisfacer los posibles usuarios de los mismos, los perfiles de los participantes implicados en la utilización de
los servicios, los protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios para acceder a dichos servicios, los
necesarios mecanismos de gobierno de los sistemas interoperables, así como las condiciones de seguridad
aplicables. Estas condiciones deberán en todo caso resultar conformes a los principios, derechos y
obligaciones contenidos en la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter
Personal y su normativa de desarrollo, así como a lo dispuesto en el Esquema Nacional de Seguridad, y los
instrumentos jurídicos que deberán suscribir las Administraciones públicas requeridoras de dichos servicios,
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datos y documentos. Se potenciará el establecimiento de convenios entre las Administraciones públicas
emisoras y receptoras y, en particular, con los nodos de interoperabilidad previstos en el apartado 3 de este
artículo, con el objetivo de simplificar la complejidad organizativa sin menoscabo de las garantías jurídicas. Al
objeto de dar cumplimiento de manera eficaz a lo establecido en el artículo 9 de la Ley 11/2007, de 22 de junio,
en el Comité Sectorial de Administración electrónica se identificarán, catalogarán y priorizarán los servicios
de interoperabilidad que deberán prestar las diferentes Administraciones públicas.
2. Las Administraciones públicas publicarán aquellos servicios que pongan a disposición de las demás
administraciones a través de la Red de comunicaciones de las Administraciones públicas españolas, o de
cualquier otra red equivalente o conectada a la misma que garantice el acceso seguro al resto de
administraciones.
3. Las Administraciones públicas podrán utilizar nodos de interoperabilidad, entendidos como entidades a las
cuales se les encomienda la gestión de apartados globales o parciales de la interoperabilidad organizativa,
semántica o técnica.

Artículo 9. Inventarios de información administrativa.
1. Cada Administración Pública mantendrá actualizado el conjunto de sus inventarios de información
administrativa que incluirá, al menos:

a) La relación de los procedimientos administrativos y servicios prestados de forma clasificada y
estructurada. Las Administraciones Públicas conectarán electrónicamente sus inventarios con el Sistema
de Información Administrativa gestionado por el Ministerio de Política Territorial y Función Pública en
colaboración con el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.
b) La relación de sus órganos administrativos y oficinas orientadas al público y sus relaciones entre ellos.
Dicho inventario se conectará electrónicamente con el Directorio Común de Unidades Orgánicas y Oficinas,
gestionado por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, en colaboración con el
Ministerio de Política Territorial y Función Pública, que proveerá una codificación unívoca.

2. Cada Administración Pública regulará la creación y mantenimiento de estos dos inventarios, en las
condiciones que se determinen, con carácter general, por las normas técnicas de interoperabilidad
correspondientes; en su caso, las Administraciones Públicas podrán hacer uso de los citados Sistema de
Información Administrativa y Directorio Común de Unidades Orgánicas y Oficinas para la creación y
mantenimiento de sus propios inventarios. Para la descripción y modelización de los procedimientos
administrativos y de los procesos que los soportan será de aplicación lo previsto sobre estándares en el
artículo 11.
Se modifica por la disposición final 2.1 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2021-5032#df-2

CAPÍTULO IV Interoperabilidad semántica

Artículo 10. Activos semánticos.
1. Se establecerá y mantendrá actualizada la Relación de modelos de datos de intercambio que tengan el
carácter de comunes, que serán de preferente aplicación para los intercambios de información en las
Administraciones públicas, de acuerdo con el procedimiento establecido en disposición adicional primera.
2. Los órganos de la Administración pública o Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de
aquélla, titulares de competencias en materias sujetas a intercambio de información con los ciudadanos y con
otras Administraciones públicas, así como en materia de infraestructuras, servicios y herramientas comunes,
establecerán y publicarán los correspondientes modelos de datos de intercambio que serán de obligatoria
aplicación para los intercambios de información en las Administraciones públicas.
3. Los modelos de datos a los que se refieren los apartados 1 y 2, se ajustarán a lo previsto sobre estándares en
el artículo 11 y se publicarán, junto con las definiciones y codificaciones asociadas, a través del Centro de
Interoperabilidad Semántica de la Administración, según las condiciones de licenciamiento previstas en el
artículo 16.
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4. Las definiciones y codificaciones empleadas en los modelos de datos a los que se refieren los apartados
anteriores tendrán en cuenta lo dispuesto en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública y
el resto de disposiciones que regulan la función estadística.

CAPÍTULO V Interoperabilidad técnica

Artículo 11. Estándares aplicables.
1. Las Administraciones públicas usarán estándares abiertos, así como, en su caso y de forma
complementaria, estándares que sean de uso generalizado por los ciudadanos, al objeto de garantizar la
independencia en la elección de alternativas tecnológicas por los ciudadanos y las Administraciones públicas y
la adaptabilidad al progreso de la tecnología y, de forma que:

a) Los documentos y servicios de administración electrónica que los órganos o Entidades de Derecho
Público emisores pongan a disposición de los ciudadanos o de otras Administraciones públicas se
encontrarán, como mínimo, disponibles mediante estándares abiertos.
b) Los documentos, servicios electrónicos y aplicaciones puestos por las Administraciones públicas a
disposición de los ciudadanos o de otras Administraciones públicas serán, según corresponda,
visualizables, accesibles y funcionalmente operables en condiciones que permitan satisfacer el principio
de neutralidad tecnológica y eviten la discriminación a los ciudadanos por razón de su elección tecnológica.

2. En las relaciones con los ciudadanos y con otras Administraciones públicas, el uso en exclusiva de un
estándar no abierto sin que se ofrezca una alternativa basada en un estándar abierto se limitará a aquellas
circunstancias en las que no se disponga de un estándar abierto que satisfaga la funcionalidad satisfecha por el
estándar no abierto en cuestión y sólo mientras dicha disponibilidad no se produzca. Las Administraciones
públicas promoverán las actividades de normalización con el fin de facilitar la disponibilidad de los estándares
abiertos relevantes para sus necesidades.
3. Para la selección de estándares, en general y, para el establecimiento del catálogo de estándares, en
particular, se atenderá a los siguientes criterios:

a) El uso de las especificaciones técnicas de las TIC en la contratación pública junto con las definiciones de
norma y especificación técnica establecidos en el Reglamento n.º 1025/2012, del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre normalización europea.
b) La definición de estándar abierto establecida en la Ley 11/2007, de 22 de junio, anexo, letra k).
c) Carácter de especificación formalizada.
d) Definición de «coste que no suponga una dificultad de acceso», establecida en el anexo de este real
decreto.
e) Consideraciones adicionales referidas a la adecuación del estándar a las necesidades y funcionalidad
requeridas; a las condiciones relativas a su desarrollo, uso o implementación, documentación disponible y
completa, publicación, y gobernanza del estándar; a las condiciones relativas a la madurez, apoyo y
adopción del mismo por parte del mercado, a su potencial de reutilización, a la aplicabilidad
multiplataforma y multicanal y a su implementación bajo diversos modelos de desarrollo de aplicaciones.

4. Para el uso de los estándares complementarios a la selección indicada en el apartado anterior, se tendrá en
cuenta la definición de «uso generalizado por los ciudadanos» establecida en el anexo del presente real
decreto.
5. En cualquier caso los ciudadanos podrán elegir las aplicaciones o sistemas para relacionarse con las
Administraciones públicas, o dirigirse a las mismas, siempre y cuando utilicen estándares abiertos o, en su
caso, aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos. Para facilitar la interoperabilidad con las
Administraciones públicas el catálogo de estándares contendrá una relación de estándares abiertos y en su
caso complementarios aplicables.
Se modifica la letra a) del apartado 3 por la disposición final 2.2 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2021-5032#df-2
Redactado el apartado 4 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 61, de 11 de marzo de 2010. Ref. BOE-A-2010-4053
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CAPÍTULO VI Infraestructuras y servicios comunes

Artículo 12. Uso de infraestructuras y servicios comunes y herramientas genéricas.
Las Administraciones públicas enlazarán aquellas infraestructuras y servicios que puedan implantar en su
ámbito de actuación con las infraestructuras y servicios comunes que proporcione la Administración General
del Estado para facilitar la interoperabilidad y la relación multilateral en el intercambio de información y de
servicios entre todas las Administraciones públicas.

CAPÍTULO VII Comunicaciones de las Administraciones públicas

Artículo 13. Red de comunicaciones de las Administraciones públicas españolas.
1. Al objeto de satisfacer lo previsto en el artículo 43 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, las Administraciones
públicas utilizarán preferentemente la Red de comunicaciones de las Administraciones públicas españolas
para comunicarse entre sí, para lo cual conectarán a la misma, bien sus respectivas redes, bien sus nodos de
interoperabilidad, de forma que se facilite el intercambio de información y de servicios entre las mismas, así
como la interconexión con las redes de las Instituciones de la Unión Europea y de otros Estados miembros. La
Red SARA prestará la citada Red de comunicaciones de las Administraciones públicas españolas.
2. Para la conexión a la Red de comunicaciones de las Administraciones públicas españolas serán de
aplicación los requisitos previstos en la disposición adicional primera.

Artículo 14. Plan de direccionamiento de la Administración.
Las Administraciones Públicas aplicarán el Plan de direccionamiento e interconexión de redes en la
Administración, desarrollado en la norma técnica de interoperabilidad correspondiente, para su
interconexión a través de las redes de comunicaciones.
Se modifica por la disposición final 2.3 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2021-5032#df-2

Artículo 15. Hora oficial.
1. Los sistemas o aplicaciones implicados en la provisión de un servicio público por vía electrónica se
sincronizarán con la hora oficial, con una precisión y desfase que garanticen la certidumbre de los plazos
establecidos en el trámite administrativo que satisfacen.
2. La sincronización de la fecha y la hora se realizará con el Real Instituto y Observatorio de la Armada, de
conformidad con lo previsto sobre la hora legal en el Real Decreto 1308/1992, de 23 de octubre, por el que se
declara al Laboratorio del Real Instituto y Observatorio de la Armada, como laboratorio depositario del patrón
nacional de Tiempo y laboratorio asociado al Centro Español de Metrología y, cuando sea posible, con la hora
oficial a nivel europeo.

CAPÍTULO VIII Reutilización y transferencia de tecnología

Artículo 16. Condiciones de licenciamiento aplicables.
1. Las condiciones de licenciamiento de las aplicaciones informáticas, documentación asociada, y cualquier
otro objeto de información cuya titularidad de los derechos de la propiedad intelectual sea de una
Administración Pública y permita su puesta a disposición de otra Administración y de los ciudadanos tendrán
en cuenta los siguientes aspectos:

a) El fin perseguido es el aprovechamiento y la reutilización de recursos públicos.
b) La completa protección contra su apropiación exclusiva o parcial por parte de terceros.
c) La exención de responsabilidad del cedente por el posible mal uso por parte del cesionario.
d) La no obligación de asistencia técnica o de mantenimiento por parte del cedente.
e) La ausencia total de responsabilidad por parte del cedente con respecto al cesionario en caso de errores
o mal funcionamiento de la aplicación.
f) El licenciamiento se realizará por defecto sin contraprestación y sin necesidad de establecer convenio
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alguno. Sólo se podrá acordar la repercusión parcial del coste de adquisición o desarrollo de las
aplicaciones cedidas en aquellos casos en los que este pago repercuta directamente en el incremento de
funcionalidades del activo cedido, incluya adaptaciones concretas para su uso en el organismo cesionario,
o impliquen el suministro de servicios de asistencia o soporte para su reutilización en el organismo
cesionario.

2. Las Administraciones Públicas utilizarán para las aplicaciones informáticas, documentación asociada, y
cualquier otro objeto de información declarados como de fuentes abiertas aquellas licencias que aseguren que
los programas, datos o información cumplen los siguientes requisitos:

a) Pueden ejecutarse para cualquier propósito.
b) Permiten conocer su código fuente.
c) Pueden modificarse o mejorarse.
d) Pueden redistribuirse a otros usuarios con o sin cambios siempre que la obra derivada mantenga estas
cuatro garantías.

3. Para este fin se procurará la aplicación de la Licencia Pública de la Unión Europea, sin perjuicio de otras
licencias que garanticen los mismos derechos expuestos en los apartados 1 y 2.
4. A efectos de facilitar el establecimiento de las condiciones de licenciamiento, las Administraciones Públicas
incluirán en los pliegos de cláusulas técnicas de aquellos contratos que tengan por finalidad el desarrollo de
nuevas aplicaciones informáticas, los siguientes aspectos:

a) Que la Administración contratante adquiera los derechos completos de propiedad intelectual de las
aplicaciones y cualquier otro objeto de información que se desarrollen como objeto de ese contrato.
b) Que en el caso de reutilizar activos previamente existentes, la Administración contratante reciba un
producto que pueda ofrecer para su reutilización posterior a otras Administraciones Públicas. Además, en
el caso de partir de productos de fuentes abiertas, que sea posible declarar como de fuentes abiertas la
futura aplicación desarrollada.

Se modifica por la disposición final 2.4 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2021-5032#df-2

Artículo 17. Directorios de aplicaciones reutilizables.
1. La Administración General del Estado mantendrá el Directorio general de aplicaciones para su libre
reutilización, de acuerdo al artículo 158 de la Ley 40/2015, de 1 octubre, a través del Centro de Transferencia de
Tecnología. Este directorio podrá ser utilizado por otras Administraciones Públicas. En el caso de disponer de
un directorio propio, deberá garantizar que las aplicaciones disponibles en ese directorio propio se pueden
consultar también a través del Centro de Transferencia de Tecnología.
2. Las Administraciones Públicas conectarán los directorios de aplicaciones para su libre reutilización entre sí;
y con instrumentos equivalentes del ámbito de la Unión Europea.
3. Las Administraciones Públicas publicarán las aplicaciones reutilizables, en modo producto o en modo
servicio, en los directorios de aplicaciones para su libre reutilización, con al menos el siguiente contenido:

a) Código fuente de las aplicaciones finalizadas, en el caso de ser reutilizables en modo producto y haber
sido declaradas de fuentes abiertas.
b) Documentación asociada.
c) Condiciones de licenciamiento de todos los activos, en el caso de ser reutilizables en modo producto, o
nivel de servicio ofrecido, en el caso de ser reutilizables en modo servicio.
d) Los costes asociados a su reutilización, en el caso de que existieran.

4. Las Administraciones procurarán la incorporación a la aplicación original de aquellas modificaciones o
adaptaciones realizadas sobre cualquier aplicación que se haya obtenido desde un directorio de aplicaciones
reutilizables.
Se modifica por la disposición final 2.5 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2021-5032#df-2

CAPÍTULO IX Firma electrónica y certificados

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 200

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Artículo 18. Interoperabilidad en la política de firma electrónica y de certificados.
1. La Administración General del Estado definirá una política de firma electrónica y de certificados que servirá
de marco general de interoperabilidad para el reconocimiento mutuo de las firmas electrónicas basadas en
certificados de documentos administrativos en las Administraciones Públicas. Todos los organismos y
entidades de derecho público de la Administración General del Estado aplicarán la política de firma
electrónica y de certificados a que se refiere el párrafo anterior. La no aplicación de dicha política deberá ser
justificada por el órgano u organismo competente y autorizada por la Secretaría General de Administración
Digital.
2. Las restantes Administraciones Públicas podrán acogerse a la política de firma electrónica y de certificados
a que hace referencia el apartado anterior.
3. Sin perjuicio de lo expuesto en el apartado anterior, las Administraciones Públicas podrán aprobar otras
políticas de firma electrónica dentro de sus respectivos ámbitos competenciales. Las políticas de firma
electrónica que aprueben las Administraciones Públicas partirán de la norma técnica establecida a tal efecto
en la disposición adicional primera, de los estándares técnicos existentes, y deberán ser interoperables con la
política marco de firma electrónica mencionada en el apartado 1, en particular, con sus ficheros de
implementación. La Administración Pública proponente de una política de firma electrónica particular
garantizará su interoperabilidad con la citada política marco de firma electrónica y con sus correspondientes
ficheros de implementación según las condiciones establecidas en la norma técnica de interoperabilidad
recogida a tal efecto en la disposición adicional primera.
4. Al objeto de garantizar la interoperabilidad de las firmas electrónicas emitidas conforme a las políticas
establecidas, las políticas de firma electrónica que las Administraciones Públicas aprueben deberán ser
comunicadas, junto con sus correspondientes ficheros de implementación, a la Secretaría General de
Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.
5. Las Administraciones Públicas receptoras de documentos electrónicos firmados, siempre que hayan
admitido con anterioridad la política de firma del emisor, permitirán la validación de las firmas electrónicas
según la política de firma indicada en la firma del documento electrónico.
6. Los perfiles comunes de los campos de los certificados definidos por la política de firma electrónica y de
certificados posibilitarán la interoperabilidad entre las aplicaciones usuarias, de manera que tanto la
identificación como la firma electrónica generada a partir de estos perfiles comunes puedan ser reconocidos
por las aplicaciones de las distintas Administraciones Públicas sin ningún tipo de restricción técnica,
semántica u organizativa.
7. Los procedimientos en los que se utilicen certificados de firma electrónica deberán atenerse a la política de
firma electrónica y de certificados aplicable en su ámbito, particularmente en la aplicación de los datos
obligatorios y opcionales, las reglas de creación y validación de firma electrónica, los algoritmos a utilizar y
longitudes de clave mínimas aplicables.
Se modifica por la disposición final 2.6 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2021-5032#df-2

Artículo 20. Plataformas de validación de certificados electrónicos y de firma electrónica.
1. Las plataformas de validación de certificados electrónicos y de firma electrónica proporcionarán servicios
de confianza a las aplicaciones usuarias o consumidoras de los servicios de certificación y firma,
proporcionando servicios de validación de los certificados y firmas generadas y admitidas en diversos ámbitos
de las Administraciones públicas.
2. Proporcionarán, en un único punto de llamada, todos los elementos de confianza y de interoperabilidad
organizativa, semántica y técnica necesarios para integrar los distintos certificados reconocidos y firmas que
pueden encontrase en los dominios de dos administraciones diferentes.
3. Potenciarán la armonización técnica y la utilización común de formatos, estándares y políticas de firma
electrónica y de certificados para las firmas electrónicas entre las aplicaciones usuarias, y de otros elementos
de interoperabilidad relacionados con los certificados, tales como el análisis de los campos y extracción
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univoca de la información pertinente. En particular, se tendrán en cuenta los estándares europeos de las
Organizaciones Europeas de Estandarización en el campo de las Tecnologías de Información y Comunicación
aplicadas a la firma electrónica.
4. Incorporarán las listas de confianza de los certificados interoperables entre las distintas Administraciones
públicas nacionales y europeas según el esquema operativo de gestión correspondiente de la lista de confianza.

CAPÍTULO X Recuperación y conservación del documento electrónico

Artículo 21. Condiciones para la recuperación y conservación de documentos.
1. Las Administraciones públicas adoptarán las medidas organizativas y técnicas necesarias con el fin de
garantizar la interoperabilidad en relación con la recuperación y conservación de los documentos electrónicos
a lo largo de su ciclo de vida. Tales medidas incluirán:

a) La definición de una política de gestión de documentos en cuanto al tratamiento, de acuerdo con las
normas y procedimientos específicos que se hayan de utilizar en la formación y gestión de los documentos
y expedientes.
b) La inclusión en los expedientes de un índice electrónico firmado por el órgano o entidad actuante que
garantice la integridad del expediente electrónico y permita su recuperación.
c) La identificación única e inequívoca de cada documento por medio de convenciones adecuadas, que
permitan clasificarlo, recuperarlo y referirse al mismo con facilidad.
d) La asociación de los metadatos mínimos obligatorios y, en su caso, complementarios, asociados al
documento electrónico, a lo largo de su ciclo de vida, e incorporación al esquema de metadatos.
e) La clasificación, de acuerdo con un plan de clasificación adaptado a las funciones, tanto generales como
específicas, de cada una de las Administraciones públicas y de las Entidades de Derecho Público vinculadas
o dependientes de aquéllas.
f) El período de conservación de los documentos, establecido por las comisiones calificadoras que
correspondan, de acuerdo con la legislación en vigor, las normas administrativas y obligaciones jurídicas
que resulten de aplicación en cada caso.
g) El acceso completo e inmediato a los documentos a través de métodos de consulta en línea que permitan
la visualización de los documentos con todo el detalle de su contenido, la recuperación exhaustiva y
pertinente de los documentos, la copia o descarga en línea en los formatos originales y la impresión a papel
de aquellos documentos que sean necesarios. El sistema permitirá la consulta durante todo el período de
conservación al menos de la firma electrónica, incluido, en su caso, el sello de tiempo, y de los metadatos
asociados al documento.
h) La adopción de medidas para asegurar la conservación de los documentos electrónicos a lo largo de su
ciclo de vida, de acuerdo con lo previsto en el artículo 22, de forma que se pueda asegurar su recuperación
de acuerdo con el plazo mínimo de conservación determinado por las normas administrativas y
obligaciones jurídicas, se garantice su conservación a largo plazo, se asegure su valor probatorio y su
fiabilidad como evidencia electrónica de las actividades y procedimientos, así como la transparencia, la
memoria y la identificación de los órganos de las Administraciones públicas y de las Entidades de Derecho
Público vinculadas o dependientes de aquéllas que ejercen la competencia sobre el documento o
expediente.
i) La coordinación horizontal entre el responsable de gestión de documentos y los restantes servicios
interesados en materia de archivos.
j) Transferencia, en su caso, de los expedientes entre los diferentes repositorios electrónicos a efectos de
conservación, de acuerdo con lo establecido en la legislación en materia de Archivos, de manera que se
pueda asegurar su conservación, y recuperación a medio y largo plazo.
k) Si el resultado del procedimiento de evaluación documental así lo establece, borrado de la información,
o en su caso, destrucción física de los soportes, de acuerdo con la legislación que resulte de aplicación,
dejando registro de su eliminación.
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l) La formación tecnológica del personal responsable de la ejecución y del control de la gestión de
documentos, como de su tratamiento y conservación en archivos o repositorios electrónicos.
m) La documentación de los procedimientos que garanticen la interoperabilidad a medio y largo plazo, así
como las medidas de identificación, recuperación, control y tratamiento de los documentos electrónicos.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado 1, las Administraciones públicas crearán repositorios
electrónicos, complementarios y equivalentes en cuanto a su función a los archivos convencionales,
destinados a cubrir el conjunto del ciclo de vida de los documentos electrónicos.

Artículo 22. Seguridad.
1. Para asegurar la conservación de los documentos electrónicos se aplicará lo previsto en el Esquema
Nacional de Seguridad en cuanto al cumplimento de los principios básicos y de los requisitos mínimos de
seguridad mediante la aplicación de las medidas de seguridad adecuadas a los medios y soportes en los que se
almacenen los documentos, de acuerdo con la categorización de los sistemas.
2. Cuando los citados documentos electrónicos contengan datos de carácter personal les será de aplicación lo
dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y normativa de desarrollo.
3. Estas medidas se aplicarán con el fin de garantizar la integridad, autenticidad, confidencialidad,
disponibilidad, trazabilidad, calidad, protección, recuperación y conservación física y lógica de los
documentos electrónicos, sus soportes y medios, y se realizarán atendiendo a los riesgos a los que puedan
estar expuestos y a los plazos durante los cuales deban conservarse los documentos.
4. Los aspectos relativos a la firma electrónica en la conservación del documento electrónico se establecerán
en la Política de firma electrónica y de certificados, y a través del uso de formatos de firma longeva que
preserven la conservación de las firmas a lo largo del tiempo. Cuando la firma y los certificados no puedan
garantizar la autenticidad y la evidencia de los documentos electrónicos a lo largo del tiempo, éstas les
sobrevendrán a través de su conservación y custodia en los repositorios y archivos electrónicos, así como de
los metadatos de gestión de documentos y otros metadatos vinculados, de acuerdo con las características que
se definirán en la Política de gestión de documentos.

Artículo 23. Formatos de los documentos.
1. Con el fin de garantizar la conservación, el documento se conservará en el formato en que haya sido
elaborado, enviado o recibido, y preferentemente en un formato correspondiente a un estándar abierto que
preserve a lo largo del tiempo la integridad del contenido del documento, de la firma electrónica y de los
metadatos que lo acompañan.
2. La elección de formatos de documento electrónico normalizados y perdurables para asegurar la
independencia de los datos de sus soportes se realizará de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.
3. Cuando exista riesgo de obsolescencia del formato o bien deje de figurar entre los admitidos en el presente
Esquema Nacional de Interoperabilidad, se aplicarán procedimientos normalizados de copiado auténtico de
los documentos con cambio de formato, de etiquetado con información del formato utilizado y, en su caso, de
las migraciones o conversiones de formatos.

Artículo 24. Digitalización de documentos en soporte papel.
1. La digitalización de documentos en soporte papel por parte de las Administraciones públicas se realizará de
acuerdo con lo indicado en la norma técnica de interoperabilidad correspondiente en relación con los
siguientes aspectos:

a) Formatos estándares de uso común para la digitalización de documentos en soporte papel y técnica de
compresión empleada, de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.
b) Nivel de resolución.
c) Garantía de imagen fiel e íntegra.
d) Metadatos mínimos obligatorios y complementarios, asociados al proceso de digitalización.

2. La gestión y conservación del documento electrónico digitalizado atenderá a la posible existencia del mismo
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en otro soporte.

Ley 29/2010 del uso de los medios electrónicos en el sector público de 
Cataluña

L29-2010-CAT · BOE-A-2010-13843 · arts. 1 a 4 · arts. 9 a 18 — 14 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
El objeto de la presente ley es regular:
a) El uso de los medios electrónicos en las actuaciones del sector público de Cataluña.
b) El uso de los medios electrónicos en las relaciones entre las entidades del sector público y los ciudadanos en
Cataluña.
c) La definición de los instrumentos para desarrollar y fomentar la relación entre las entidades y los
organismos que conforman el sector público de Cataluña, y entre estos y los ciudadanos, por medios
electrónicos.
d) La concreción del modelo catalán de administración electrónica entre las entidades del sector público de
Cataluña.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. La presente ley es de aplicación al sector público de Cataluña, que, a los efectos de lo establecido por la
presente ley, está integrado por:

a) La Administración de la Generalidad y los entes locales, así como las entidades públicas vinculadas o que
dependen de ellos, sin perjuicio del principio de autonomía local establecido por el artículo 159.6 del
Estatuto de autonomía.
b) Los consorcios, las fundaciones en que es mayoritaria la presencia o participación de las entidades
mencionadas en la letra a, directa o indirectamente, y las asociaciones y sociedades constituidas
exclusivamente por las entidades mencionadas en la letra a.
c) Las entidades de derecho público con personalidad jurídica propia, con independencia funcional o con
una autonomía especial reconocida por la ley, que tengan atribuidas funciones de regulación o de control
externo sobre un sector o una actividad determinados.
d) Las universidades públicas, en el marco de su autonomía y de acuerdo con su normativa específica.

2. La presente ley también es de aplicación, en el ejercicio de potestades administrativas, a las siguientes
entidades:

a) Los concesionarios de servicios públicos en sus relaciones con las administraciones públicas y con los
ciudadanos, si así lo dispone el título concesional o lo aprueban sus órganos de gobierno.
b) Las corporaciones de derecho público.

3. La presente ley también es de aplicación a las relaciones que se establecen entre las instituciones de la
Generalidad cuando usan medios electrónicos.
4. La presente ley se aplica a los ciudadanos, empresas y entes sin personalidad jurídica que se relacionan con
el sector público de Cataluña cuando usan medios electrónicos, en las actuaciones que no están sometidas al
derecho privado.

Artículo 3. Finalidades.
Las finalidades de la presente ley, para mejorar la transparencia, eficacia, eficiencia y calidad en las relaciones
entre el sector público y los ciudadanos, son:
a) Garantizar que el uso de los medios electrónicos promueva una administración pública abierta,
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transparente, accesible, eficaz y eficiente.
b) Promover que las actividades derivadas del ejercicio de las competencias de los entes, organismos y
entidades que conforman el sector público, sus relaciones y las relaciones con los ciudadanos sean más ágiles,
eficaces y eficientes, mediante el uso de los medios electrónicos.
c) Consolidar los instrumentos de colaboración y coordinación entre las administraciones catalanas en el
desarrollo de políticas y servicios para la introducción y el uso de los medios electrónicos.

Artículo 4. Principios.
La incorporación de los medios electrónicos en las actuaciones del sector público de Cataluña debe ser
informada por los siguientes principios: Primero. Proximidad.–Las entidades del sector público deben facilitar
que el uso de los medios electrónicos, por los ciudadanos, las haga más próximas y adaptadas a sus
necesidades, reduciendo costes y cargas. Segundo. Transparencia y participación.–Las entidades del sector
público deben garantizar el acceso al estado de las tramitaciones administrativas y a la información que consta
en sus archivos, de acuerdo con lo establecido por el ordenamiento jurídico, así como la rendición de cuentas
y el establecimiento de mecanismos de participación activa en las decisiones públicas. Tercero. Accesibilidad.–
Las entidades del sector público deben garantizar que el uso de los medios electrónicos no ocasione
discriminaciones por razón del medio utilizado o por razón de las discapacidades o dificultades especiales de
los destinatarios de estas. Cuarto. Calidad.–Las entidades del sector público deben adoptar las medidas
necesarias para que la difusión de la información pública y la tramitación de los procedimientos
administrativos por medios electrónicos satisfagan las necesidades de sus destinatarios y faciliten la
consecución de las finalidades del artículo 3. Quinto. Simplificación, eficacia, eficiencia y economía.–Las
entidades del sector público deben adoptar las medidas necesarias para rediseñar los servicios, trámites y
procedimientos administrativos; reducir las cargas, los costes, los plazos y el tiempo de los procedimientos
administrativos, y alcanzar más eficacia, eficiencia y economía en la actividad administrativa. Sexto.
Seguridad.–Las entidades del sector público deben garantizar que el uso de los medios electrónicos asegura la
identidad, integridad, conservación y, si procede, confidencialidad de la información y las transacciones que
se llevan a cabo utilizando medios electrónicos. Séptimo. Neutralidad tecnológica.–Las entidades del sector
público deben permitir el uso de los medios electrónicos independientemente de las opciones tecnológicas
escogidas por los destinatarios y deben promover el uso de estándares abiertos. Octavo. Cooperación y
colaboración.–Las entidades del sector público deben trabajar en común, compartir estrategias, generar
soluciones organizativas y tecnológicas comunes, así como garantizar la interoperabilidad de sus sistemas de
información. Noveno. Proporcionalidad.–Las entidades del sector público deben actuar con proporcionalidad
en la exigencia de garantías y medidas de seguridad en la incorporación de los medios electrónicos a las
actuaciones del sector público de Cataluña, así como en la petición de información y datos a los ciudadanos
para llevar a cabo trámites y servicios de su competencia. Décimo. Principio de legalidad.–Mantenimiento de
la integridad de las garantías jurídicas de los ciudadanos ante las administraciones públicas, de acuerdo con lo
regulado por el régimen jurídico y el procedimiento de las administraciones públicas.

TÍTULO III De la información del sector público y la participación de los ciudadanos y las empr

CAPÍTULO I Difusión de la información del sector público por medios electrónicos

Artículo 9. Calidad de la información del sector público.
1. La información del sector público que se difunde por medios electrónicos debe ser:

a) Actualizada, que indique la fecha de la última actualización y que retire los contenidos obsoletos.
b) Objetiva, de manera que la información que se difunde por medios electrónicos debe ser completa, veraz
y precisa.
c) Útil, para que sea fácilmente usada por los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento
de sus obligaciones. A tal efecto, la información debe ser clara, sencilla, comprensible y fácil de encontrar
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por medio del uso de buscadores o de otros medios e instrumentos que se habiliten.
d) Accesible, de acuerdo con los estándares vigentes, garantizando su conocimiento universal para que
todos los ciudadanos puedan acceder a la información en condiciones de igualdad, especialmente los
colectivos con discapacidad o con dificultades especiales.

2. Las entidades del sector público deben adoptar las medidas internas necesarias para garantizar que la
difusión de la información cumpla las condiciones del apartado 1.
3. Las entidades del sector público, sin perjuicio de lo establecido por la normativa de protección de datos de
carácter personal, deben determinar los instrumentos adecuados a fin de que los ciudadanos puedan solicitar
que se corrija la información difundida si esta no cumple los requisitos establecidos por el apartado 1.
4. Las entidades del sector público deben indicar la unidad, el órgano o el organismo responsable de la
difusión de la información que debe velar por que se cumpla lo establecido por el presente artículo.

Artículo 10. Información general del sector público.
1. Las entidades que integran el sector público deben difundir, en el ámbito de sus competencias, por medios
electrónicos, la siguiente información:

a) Información sobre la organización, que permita a los ciudadanos conocer la organización
administrativa, las competencias de las entidades que integran el sector público, las autoridades, el
personal directivo y el personal a su servicio responsables de la tramitación de los procedimientos
administrativos y de la prestación de los servicios públicos, así como la relación actualizada de los puestos
de trabajo, de sus funciones y las correspondientes mesas retributivas.
b) Información sobre los procedimientos que son de interés para los ciudadanos y, en particular, los que
hacen referencia a los requisitos jurídicos y técnicos establecidos por el ordenamiento jurídico para los
proyectos, actuaciones o solicitudes; los procedimientos administrativos que tramitan, precisando sus
plazos y el sentido del silencio; el perfil de contratante; las convocatorias y resoluciones de ayudas y
subvenciones; el acceso y selección del personal, y el Catálogo de datos y documentos interoperables que
obran en poder de las administraciones públicas.
c) Información sobre la actividad, que incluye la que hace referencia a las actuaciones que llevan a cabo las
entidades que conforman el sector público y, en particular, la información relativa a los servicios públicos
prestados, las prestaciones previstas, su disponibilidad y las cartas de servicios, así como la información
relativa a los acuerdos que toman las entidades del sector público, de conformidad con lo establecido por
su normativa reguladora.
d) Información sobre la normativa en vigor aplicable en el ámbito de sus competencias, sin perjuicio de la
publicación de los diarios oficiales en la correspondiente sede electrónica.
e) Información de interés general para los ciudadanos, como la información cartográfica o sobre el tráfico,
tiempo, medio ambiente, cultura, salud y educación, sin perjuicio de las obligaciones de información
impuestas por la correspondiente normativa específica.

2. Las entidades locales deben publicar en su sede electrónica las actas de las sesiones del pleno. En su
publicación, deben tenerse en cuenta los principios y garantías establecidos por la normativa de protección de
datos y la de protección del derecho al honor y la intimidad. A estos efectos, pueden incluirse datos de carácter
personal sin contar con el consentimiento de la persona interesada, si se trata de datos referentes a actos
debatidos en el pleno de la corporación o a disposiciones objeto de publicación en correspondiente el boletín
oficial. En el resto de supuestos, sin perjuicio de lo dispuesto por otras leyes, la publicación únicamente es
posible si se cuenta con el consentimiento de la persona interesada o los datos no pueden, en ningún caso,
vincularse con la propia persona interesada.

Artículo 11. Difusión de la información del sector público por medios electrónicos.
1. El servicio público de difusión de la información general del sector público incluida en las letras a, b y c del
artículo 10.1 se presta mediante la correspondiente sede electrónica.
2. Las entidades que integran el sector público pueden difundir la información del sector público por medios
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diferentes a los establecidos por el apartado 1. Si la difusión de la información por otros medios electrónicos
puede afectar a la calidad de la información del sector público, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 9, se
debe informar de ello a los ciudadanos e indicar claramente los efectos de la información pública difundida.
3. Las entidades que integran el sector público deben informar a los ciudadanos de las características y los
efectos de la información difundida por los distintos medios electrónicos a su disposición, de acuerdo con lo
dispuesto por el presente artículo.
4. Las entidades que integran el sector público deben promover herramientas y buscadores que faciliten a los
ciudadanos el acceso sencillo y eficaz a la información pública por medios electrónicos, y deben garantizar
siempre la protección de los datos de carácter personal.
5. Las entidades que integran el sector público deben facilitar que la información difundida por medios
electrónicos pueda ser conocida por medio de otros canales que permitan especialmente su conocimiento por
personas con discapacidad o con dificultades especiales.

CAPÍTULO II Comunicación de los ciudadanos y las empresas con las entidades del sector público

Artículo 12. Participación pública por medios electrónicos.
1. Las entidades del sector público deben fomentar el uso de los medios electrónicos para canalizar la
participación de los ciudadanos y empresas en la actividad administrativa, así como en los trámites de
información pública en la elaboración de disposiciones de carácter general.
2. Las entidades del sector público deben impulsar el uso de los medios electrónicos en la convocatoria,
constitución, adopción y documentación de acuerdos de los órganos colegiados en que participan ciudadanos
y empresas.
3. Las entidades del sector público deben promover el uso de tecnologías de red social para facilitar la
construcción de comunidades virtuales de ciudadanos y empresas con intereses comunes o conexos y facilitar
su canalización hacia las entidades del sector público. Las entidades del sector público pueden crear
comunidades virtuales, direcciones de Internet, direcciones electrónicas o cualquier mecanismo electrónico
que permita la interacción con los ciudadanos y las empresas, ya sea de carácter genérico o de carácter
específico, con el fin de conocer su opinión sobre temáticas que se planteen y poderlas integrar en la actividad
que desarrollan los entes del sector público. Pueden crear, asimismo, en su caso, por medios electrónicos,
barómetros de opinión sobre los asuntos que consideren adecuados a fin de poder integrarlos en su actividad.

Artículo 13. Derecho a un espacio personalizado en las relaciones del sector público de Cataluña con los 
ciudadanos y las empresas.
1. Los ciudadanos y las empresas, en las relaciones con el sector público, tienen derecho a disponer de un
espacio personalizado en la sede electrónica corporativa, en que, debidamente identificados y autenticados,
puedan, de forma sencilla, llevar a cabo las siguientes acciones:

a) Acceder al estado de las relaciones y los trámites que llevan a cabo electrónicamente con la
correspondiente administración.
b) Acceder a la documentación anexada a los trámites y gestiones efectuados electrónicamente.
c) Recibir el documento acreditativo de la resolución del procedimiento iniciado electrónicamente.
d) Acceder a las notificaciones y comunicaciones que les envía la Administración.
e) Acceder a su perfil y modificarlo, en su caso.
f) Poner a disposición del sector público la información necesaria para resolver sus procedimientos
administrativos.

2. El sector público de la Administración de la Generalidad debe incorporar al espacio personalizado del
ciudadano o ciudadana y la empresa, de forma progresiva, los documentos y la información necesarios para
iniciar la tramitación de los procedimientos que, sobre la base de la información de que la Generalidad
dispone, debe llevar a cabo.
3. La Administración de la Generalidad puede crear una base de datos con el fin de mantener los datos de los
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ciudadanos y las empresas de Cataluña exactos y puestos al día para permitir la comunicación de los distintos
órganos de la Administración de la Generalidad con las personas interesadas respecto a las relaciones jurídico-
administrativas derivadas de sus competencias, así como facilitar el acceso a los datos y el ejercicio de los
derechos de rectificación y cancelación. La base de datos debe contener el nombre, apellidos, domicilio, sexo
y fecha de nacimiento, así como otros datos necesarios para establecer comunicaciones electrónicas. Esta base
de datos puede ser objeto de cesión a otras administraciones, para cumplir la misma finalidad, sin el
consentimiento de las personas interesadas.

Artículo 14. Identificación y representación por medios electrónicos.
1. Los ciudadanos y las empresas pueden usar los sistemas de firma electrónica para relacionarse con el sector
público de Cataluña, de acuerdo con la normativa de procedimiento y de firma electrónica.
2. Los ciudadanos y las empresas pueden actuar mediante personas físicas o jurídicas autorizadas con carácter
general en las administraciones públicas.
3. La persona que presenta documentos por medios electrónicos debe actuar con la representación necesaria
en cada caso. Las entidades del sector público de Cataluña pueden requerir, en cualquier momento, la
acreditación de esta representación, que puede hacerse por cualquier medio válido en derecho que deje
constancia fidedigna de ella o mediante una declaración en una comparecencia personal de la persona
interesada ante el correspondiente órgano administrativo.

Artículo 15. Criterios para la incorporación de los medios electrónicos en la actuación del sector público.
1. La incorporación de los medios electrónicos en la actuación del sector público debe ser el resultado de un
proceso documentado de rediseño funcional y de racionalización y simplificación normativas y
administrativas, en el que deben haberse tenido en cuenta los siguientes aspectos:

a) El impacto de la incorporación de los medios electrónicos en su regulación y en las aplicaciones que les
apoyan.
b) La simplificación documental, en particular, por medio de la incorporación de datos y documentos en el
Catálogo de datos y documentos interoperables en Cataluña establecido por el artículo 21.
c) El impacto de la incorporación de los medios electrónicos y la viabilidad económica.
d) El impacto de la incorporación de los medios electrónicos en la seguridad de la documentación e
información y los datos de carácter personal que contienen.
e) La integración e interoperabilidad de las aplicaciones requeridas con otras aplicaciones del órgano
responsable de la tramitación o con las aplicaciones de otras entidades implicadas en la tramitación del
procedimiento que ya están en funcionamiento. A tal efecto, las entidades que integran el sector público,
para facilitar la interoperabilidad, deben determinar las condiciones técnicas específicas que deben
concurrir en los documentos que los ciudadanos les dirigen por medio de los registros electrónicos, según
lo establecido por el Marco de interoperabilidad del sector público de Cataluña.

2. Si los procedimientos afectan específicamente a un determinado colectivo, puede pedirse la participación
activa en el proceso de rediseño funcional y de racionalización y simplificación administrativas. Asimismo,
puede solicitarse la participación de otras entidades públicas que intervengan en la tramitación del
procedimiento en cuestión.
3. Debe evaluarse, periódicamente, el impacto del uso de los medios electrónicos en la actuación
administrativa y deben hacerse auditorías internas de los sistemas de información y de los procedimientos
administrativos que se tramitan por medios electrónicos. A los efectos de lo establecido por el presente
apartado, deben determinarse los indicadores correspondientes que han de formar parte de la evaluación.

Artículo 16. Impulso de la incorporación de los medios electrónicos en las relaciones de las entidades del 
sector público de Cataluña con las empresas.
1. El sector público de Cataluña debe usar preferentemente los medios electrónicos en las relaciones con las
empresas en el ejercicio de su actividad económica siempre y cuando, globalmente, no represente un coste
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mayor para las empresas. Los servicios electrónicos que presta el sector público de Cataluña dirigidos a las
empresas deben ser accesibles en la correspondiente sede electrónica.
2. A los efectos de la presente ley, se entiende por empresa la entidad que ejerce una actividad económica,
independientemente de su forma jurídica.
3. Las entidades que integran el sector público de Cataluña deben impulsar, con carácter general, la
incorporación de los medios electrónicos para agilizar y mejorar la eficacia y eficiencia de sus relaciones con
las empresas y, específicamente, en las relaciones contractuales y de facturación.
4. Las entidades que integran el sector público de Cataluña deben impulsar la creación de servicios
electrónicos de contratación administrativa, por medio de los cuales se hagan efectivos los principios de
publicidad y concurrencia, de igualdad y no discriminación, y de transparencia, y se permita poner al alcance
de las entidades restantes que conforman el sector público catalán la integración de la información general de
la contratación administrativa catalana a los efectos de la información, comunicación y difusión con las
empresas licitadoras, la transparencia ante los ciudadanos y la agilización en la tramitación de los
correspondientes expedientes administrativos.

CAPÍTULO III Medidas para fomentar el uso de los medios electrónicos en las relaciones entre el

Artículo 17. Instrumentos para facilitar el uso de los medios electrónicos en las relaciones entre el sector 
público y los ciudadanos.
El sector público debe facilitar el uso de los medios electrónicos en las relaciones con los ciudadanos por
medio de los siguientes instrumentos:
a) La creación de puntos de acceso a las entidades públicas en el marco de la Red de telecentros de Cataluña.
b) La formación dirigida a los ciudadanos y, en particular, a las personas con dificultades especiales para el uso
de los medios electrónicos.
c) La asistencia a los ciudadanos, y la orientación de estos, en el uso de los medios electrónicos.
d) El fomento de la creación de páginas web y redes ciudadanas por medio de las cuales se difunda
información pública.
e) La creación de herramientas multilingües que faciliten la tramitación de los procedimientos administrativos
en la lengua escogida por los ciudadanos, como mínimo en las lenguas oficiales en Cataluña.

Artículo 18. Reducción de las tasas y los plazos.
Las entidades del sector público, de acuerdo con lo establecido por la legislación vigente, deben impulsar,
cuando los ciudadanos usan los medios electrónicos en la tramitación de los procedimientos administrativos,
las siguientes medidas:
a) La reducción de las tasas, que debe ser proporcional al impacto económico que se deriva de incorporar los
medios electrónicos en la tramitación de los procedimientos administrativos.
b) La reducción de los plazos de los procedimientos, que no puede afectar a los principios de celeridad, de
orden ni de oficialidad y que debe tener en cuenta la economía procesal que puede comportar el uso de los
medios electrónicos así como los distintos canales por medio de los cuales puede tramitarse el procedimiento
administrativo.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 11

1. Los escritos que los ciudadanos dirigen a la Administración pueden presentarse en:

A) Oficina de Correos

B) Representaciones Diplomáticas

C) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirija

D) Todas son correctas

2. Según el artículo 31.1 del Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de 
Seguridad (ENS), indique la afirmación correcta en relación al tiempo en el que un sistema de información 
debe ser objeto de una auditoría regular ordinaria que verifique el cumplimiento de los requerimientos del 
ENS:

A) Al menos cada año si el sistema es considerado de categoría Alta y cada 2 años si el sistema es considerado de 
categoría Media o Baja.

B) Al menos cada 3 años, siempre que no se produzcan modificaciones sustanciales en los sistemas de 
información.

C) Al menos cada 2 años.

D) Al menos cada 2 años si el sistema es considerado de categoría Baja, cada año si el sistema es considerado de 
categoría Media, y cada 6 meses si el sistema es considerado de categoría Alta, siempre que no se produzcan 
modificaciones sustanciales en los sistemas de información.

3. El artículo 17.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo de las 
Administraciones Públicas obliga a cada Administración:

A) A mantener un archivo electrónico único

B) A implantar un Sistema de Gestión Documental

C) A implantar las aplicaciones tecnológicas desarrollas por el Estado

D) A implantar un Sistema de Intercambio de Registros

4. Los medios o soportes en que se almacenen documentos deberán contar con medidas de seguridad:

A) De acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad.

B) De acuerdo con lo previsto en el Sello Electrónico de Administración Pública.

C) De acuerdo con lo previsto en el Código Seguro de Verificación.

D) De acuerdo con lo previsto en la Sede electrónica.

5. A los efectos del cómputo de plazos fijados en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos 
para los interesados:

A) La presentación de un documento en el registro electrónico en un día inhábil se entenderá realizada en la 
primera hora del primer día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día 
inhábil.

B) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá determinado 
por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u Organismo.

C) La fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a quien presentó el 
documento en el registro electrónico.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 210

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



6. Cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente 
elegida por el interesado, se entenderá rechazada desde la puesta a disposición de la notificación sin que se 
acceda a su contenido en un plazo de:

A) 10 días naturales

B) 10 días hábiles

C) En ningún caso se considerará rechazada si no se ha accedido a su contenido

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. ¿En qué fase del análisis documental se utiliza MARC 21?

A) Análisis documental de contenido

B) Análisis de contenidos

C) Selección de conceptos y normalización de análisis documental de contenido

D) Análisis formal

8. Tras la presentación de un documento, el Registro Electrónico General emitirá automáticamente:

A) Un recibo consistente en una copia autenticada del documento electrónico de que se trate

B) Un recibo acreditativo de otros documentos que, en su caso, lo acompañen

C) Las dos respuestas anteriores son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

9. Tienen asignado el valor "Copia electrónica parcial auténtica" en el metadato Estado de elaboración, las 
copias de documentos que se obtienen:

A) De la digitalización del documento en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de 
digitalización a través de medios fotoeléctricos, con valor probatorio pleno sobre los hechos o actos que 
documenta, equivalente al documento original.

B) Mediante extractos del contenido del documento origen que corresponda a través de la utilización de otros 
métodos electrónicos que permitan mantener la confidencialidad de aquellos datos que no afecten al interesado.

C) De la aplicación de una conversión entre documentos electrónicos que se realiza según lo establecido en 
establecido en la Norma Técnica de Interoperabilidad de Digitalización de documentos.

D) Mediante la generación de una copia papel auténtica de un documento administrativo electrónico.

10. De conformidad con el artículo 42 de la Ley 40/2015, ¿cuáles son los sistemas de firma para la actuación 
administrativa automatizada?

A) Firma electrónica del titular del órgano o empleado público.

B) Sello electrónico y/o código seguro de verificación.

C) Sede electrónica y portal de internet.

D) Firma electrónica del titular del órgano o empleado público, sello electrónico, y código seguro de verificación.

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 A · 4 A · 5 D · 6 A · 7 D · 8 C · 9 B · 10 B

Te quedan 562 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 11, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 12

El règim jurídic de les hisendes locals: criteris inspiradors del sistema 
de recursos i principis pressupostaris.

RDLeg 2/2004 haciendas locales

TRLRHL · BOE-A-2004-4214 · arts. 1 a 2 · art. 6 · art. 56 · arts. 162 a 173 · art. 176 — 17 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Ámbito de aplicación

Artículo 1. Ámbito de aplicación.
1. Tienen la consideración de bases del régimen jurídico financiero de la Administración local, dictadas al
amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, los preceptos contenidos en esta ley, con excepción de los
apartados 2 y 3 del artículo 186, salvo los que regulan el sistema tributario local, dictados en virtud de lo
dispuesto en el artículo 133 de la Constitución y los que desarrollan las participaciones en los tributos del
Estado a que se refiere el artículo 142 de la Constitución ; todo ello sin perjuicio de las competencias exclusivas
que corresponden al Estado en virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución.
2. Esta ley se aplicará en todo el territorio nacional, sin perjuicio de los regímenes financieros forales de los
Territorios Históricos del País Vasco y Navarra.
3. Igualmente, esta ley se aplicará sin perjuicio de los tratados y convenios internacionales.

TÍTULO I Recursos de las haciendas locales

CAPÍTULO I Enumeración

Artículo 2. Enumeración de los recursos de las entidades locales.
1. La hacienda de las entidades locales estará constituida por los siguientes recursos:

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.
b) Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles
sobre los impuestos de las comunidades autónomas o de otras entidades locales.
c) Las participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas.
d) Las subvenciones.
e) Los percibidos en concepto de precios públicos.
f) El producto de las operaciones de crédito.
g) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.
h) Las demás prestaciones de derecho público.

2. Para la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de derecho público, tales como
prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones
pecuniarias, debe percibir la hacienda de las entidades locales de conformidad con lo previsto en el apartado
anterior, dicha Hacienda ostentará las prerrogativas establecidas legalmente para la hacienda del Estado, y
actuará, en su caso, conforme a los procedimientos administrativos correspondientes.

CAPÍTULO III Tributos

Sección 1.ª Normas generales
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Artículo 6. Principios de tributación local.
Los tributos que establezcan las entidades locales al amparo de lo dispuesto en el artículo 106.1 de la Ley
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, respetarán, en todo caso, los siguientes
principios:
a) No someter a gravamen bienes situados, actividades desarrolladas, rendimientos originados ni gastos
realizados fuera del territorio de la respectiva entidad.
b) No gravar, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera del territorio de la Entidad
impositora, ni el ejercicio o la transmisión de bienes, derechos u obligaciones que no hayan nacido ni
hubieran de cumplirse en dicho territorio.
c) No implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, mercancías o servicios y capitales, ni
afectar de manera efectiva a la fijación de la residencia de las personas o la ubicación de empresas y capitales
dentro del territorio español, sin que ello obste para que las entidades locales puedan instrumentar la
ordenación urbanística de su territorio.

TÍTULO II Recursos de los municipios

CAPÍTULO I Enumeración

Artículo 56. Recursos de los municipios.
La hacienda de los municipios estará constituida por los recursos enumerados en el artículo 2 de esta ley en
los términos y con las especialidades que se recogen en este título.

TÍTULO VI Presupuesto y gasto público

CAPÍTULO I De los presupuestos

Sección 1.ª Contenido y aprobación

Artículo 162. Definición.
Los presupuestos generales de las entidades locales constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática de
las obligaciones que, como máximo, pueden reconocer la entidad, y sus organismos autónomos, y de los
derechos que prevean liquidar durante el correspondiente ejercicio, así como de las previsiones de ingresos y
gastos de las sociedades mercantiles cuyo capital social pertenezca íntegramente a la entidad local
correspondiente.

Artículo 163. Ámbito temporal.
El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural y a él se imputarán:
a) Los derechos liquidados en el ejercicio, cualquiera que sea el período de que deriven; y b) Las obligaciones
reconocidas durante el ejercicio.

Artículo 164. Contenido del presupuesto general.
1. Las entidades locales elaborarán y aprobarán anualmente un presupuesto general en el que se integrarán:

a) El presupuesto de la propia entidad.
b) Los de los organismos autónomos dependientes de esta.
c) Los estados de previsión de gastos e ingresos de las sociedades mercantiles cuyo capital social
pertenezca íntegramente a la entidad local.

2. Los organismos autónomos de las entidades locales se clasifican, a efectos de su régimen presupuestario y
contable, en la forma siguiente:

a) Organismos autónomos de carácter administrativo.
b) Organismos autónomos de carácter comercial, industrial, financiero o análogo. Las normas de creación
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de cada organismo autónomo deberán indicar expresamente su carácter.

Artículo 165. Contenido de los presupuestos integrantes del presupuesto general.
1. El presupuesto general atenderá al cumplimiento del principio de estabilidad en los términos previstos en la
Ley 18/2001, General de Estabilidad Presupuestaria, y contendrá para cada uno de los presupuestos que en él
se integren:

a) Los estados de gastos, en los que se incluirán, con la debida especificación, los créditos necesarios para
atender al cumplimiento de las obligaciones.
b) Los estados de ingresos, en los que figurarán las estimaciones de los distintos recursos económicos a
liquidar durante el ejercicio. Asimismo, incluirá las bases de ejecución, que contendrán la adaptación de
las disposiciones generales en materia presupuestaria a la organización y circunstancias de la propia
entidad, así como aquellas otras necesarias para su acertada gestión, estableciendo cuantas prevenciones
se consideren oportunas o convenientes para la mejor realización de los gastos y recaudación de los
recursos, sin que puedan modificar lo legislado para la administración económica ni comprender
preceptos de orden administrativo que requieran legalmente procedimiento y solemnidades específicas
distintas de lo previsto para el presupuesto.

2. Los recursos de la entidad local y de cada uno de sus organismos autónomos y sociedades mercantiles se
destinarán a satisfacer el conjunto de sus respectivas obligaciones, salvo en el caso de ingresos específicos
afectados a fines determinados.
3. Los derechos liquidados y las obligaciones reconocidas se aplicarán a los presupuestos por su importe
íntegro, quedando prohibido atender obligaciones mediante minoración de los derechos a liquidar o ya
ingresados, salvo que la ley lo autorice de modo expreso. Se exceptúan de lo anterior las devoluciones de
ingresos que se declaren indebidos por tribunal o autoridad competentes.
4. Cada uno de los presupuestos que se integran en el presupuesto general deberá aprobarse sin déficit inicial.

Artículo 166. Anexos al presupuesto general.
1. Al presupuesto general se unirán como anexos:

a) Los planes y programas de inversión y financiación que, para un plazo de cuatro años, podrán formular
los municipios y demás entidades locales de ámbito supramunicipal.
b) Los programas anuales de actuación, inversiones y financiación de las sociedades mercantiles de cuyo
capital social sea titular único o partícipe mayoritario la entidad local.
c) El estado de consolidación del presupuesto de la propia entidad con el de todos los presupuestos y
estados de previsión de sus organismos autónomos y sociedades mercantiles.
d) El estado de previsión de movimientos y situación de la deuda comprensiva del detalle de operaciones de
crédito o de endeudamiento pendientes de reembolso al principio del ejercicio, de las nuevas operaciones
previstas a realizar a lo largo del ejercicio y del volumen de endeudamiento al cierre del ejercicio
económico, con distinción de operaciones a corto plazo, operaciones a largo plazo, de recurrencia al
mercado de capitales y realizadas en divisas o similares, así como de las amortizaciones que se prevén
realizar durante el mismo ejercicio.

2. El plan de inversiones que deberá coordinarse, en su caso, con el programa de actuación y planes de etapas
de planeamiento urbanístico, se completará con el programa financiero, que contendrá:

a) La inversión prevista a realizar en cada uno de los cuatro ejercicios.
b) Los ingresos por subvenciones, contribuciones especiales, cargas de urbanización, recursos
patrimoniales y otros ingresos de capital que se prevean obtener en dichos ejercicios, así como una
proyección del resto de los ingresos previstos en el citado período.
c) Las operaciones de crédito que resulten necesarias para completar la financiación, con indicación de los
costes que vayan a generar.

3. De los planes y programas de inversión y financiación se dará cuenta, en su caso, al Pleno de la Corporación
coincidiendo con la aprobación del presupuesto, debiendo ser objeto de revisión anual, añadiendo un nuevo
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ejercicio a sus previsiones.

Artículo 167. Estructura de los estados de ingresos y gastos.
1. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas establecerá con carácter general la estructura de los
presupuestos de las entidades locales teniendo en cuenta la naturaleza económica de los ingresos y de los
gastos, las finalidades u objetivos que con estos últimos se propongan conseguir y de acuerdo con los criterios
que se establecen en los siguientes apartados de este artículo.
2. Las entidades locales podrán clasificar los gastos e ingresos atendiendo a su propia estructura de acuerdo
con sus reglamentos o decretos de organización.
3. Los estados de gastos de los presupuestos generales de las entidades locales aplicarán las clasificaciones por
programas y económica de acuerdo con los siguientes criterios:

a) La clasificación por programas que constará de los siguientes niveles: el primero relativo al área de
gasto, el segundo a la política de gasto, el tercero a los grupos de programas, que se subdividirán en
programas. Esta clasificación podrá ampliarse en más niveles, relativos a subprogramas respectivamente.
En todo caso, y con las peculiaridades que puedan concurrir en el ámbito de las entidades locales, los
niveles de área de gasto y de política de gasto se ajustarán a los establecidos para la Administración del
Estado.
b) La clasificación económica presentará con separación los gastos corrientes y los gastos de capital, de
acuerdo con los siguientes criterios: En los créditos para gastos corrientes se incluirán los de
funcionamiento de los servicios, los de intereses y las transferencias corrientes. En los créditos para gastos
de capital, los de inversiones reales, las transferencias de capital y las variaciones de activos y pasivos
financieros.
c) la clasificación económica constará de tres niveles, el primero relativo al capítulo, el segundo al artículo
y el tercero al concepto. Esta clasificación podrá ampliarse en uno o dos niveles, relativos al subconcepto y
la partida respectivamente. En todo caso, los niveles de capítulo y artículo habrán de ser los mismos que los
establecidos para la Administración del Estado.

4. La aplicación presupuestaria cuya expresión cifrada constituye el crédito presupuestario vendrá definida, al
menos, por la conjunción de las clasificaciones por programas y económica, a nivel de grupo de programa o
programa y concepto o subconcepto respectivamente. En el caso de que la entidad local opte por utilizar la
clasificación orgánica, ésta integrará asimismo la aplicación presupuestaria. El control contable de los gastos
se realizará sobre la aplicación presupuestaria antes definida y el fiscal sobre el nivel de vinculación
determinado conforme dispone el artículo 172 de esta Ley.
5. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas establecerá la estructura de la información de los
presupuestos, de su ejecución y liquidación, a la que deberán ajustarse todas las entidades locales a efectos del
cumplimiento de sus obligaciones de remisión de dicha información.
Se modifica por la disposición final 10 de la Ley 8/2013, de 26 de junio. Ref. BOE-A-2013-6938 .

Artículo 168. Procedimiento de elaboración y aprobación inicial.
1. El presupuesto de la Entidad Local será formado por su Presidente y a él habrá de unirse la siguiente
documentación:

a) Memoria explicativa de su contenido y de las principales modificaciones que presente en relación con el
vigente.
b) Liquidación del presupuesto del ejercicio anterior y avance de la del corriente, referida, al menos, a seis
meses del ejercicio corriente.
c) Anexo de personal de la Entidad Local.
d) Anexo de las inversiones a realizar en el ejercicio.
e) Anexo de beneficios fiscales en tributos locales conteniendo información detallada de los beneficios
fiscales y su incidencia en los ingresos de cada Entidad Local.
f) Anexo con información relativa a los convenios suscritos con las Comunidades Autónomas en materia de
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gasto social, con especificación de la cuantía de las obligaciones de pago y de los derechos económicos que
se deben reconocer en el ejercicio al que se refiere el presupuesto general y de las obligaciones pendientes
de pago y derechos económicos pendientes de cobro, reconocidos en ejercicios anteriores, así como de la
aplicación o partida presupuestaria en la que se recogen, y la referencia a que dichos convenios incluyen la
cláusula de retención de recursos del sistema de financiación a la que se refiere el artículo 57 bis de la Ley
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.
g) Un informe económico-financiero, en el que se expongan las bases utilizadas para la evaluación de los
ingresos y de las operaciones de crédito previstas, la suficiencia de los créditos para atender el
cumplimiento de las obligaciones exigibles y los gastos de funcionamiento de los servicios y, en
consecuencia, la efectiva nivelación del presupuesto.

2. El presupuesto de cada uno de los organismos autónomos integrantes del general, propuesto inicialmente
por el órgano competente de aquéllos, será remitido a la Entidad Local de la que dependan antes del 15 de
septiembre de cada año, acompañado de la documentación detallada en el apartado anterior.
3. Las sociedades mercantiles, incluso de aquellas en cuyo capital sea mayoritaria la participación de la
Entidad Local, remitirán a ésta, antes del día 15 de septiembre de cada año, sus previsiones de gastos e
ingresos, así como los programas anuales de actuación, inversiones y financiación para el ejercicio siguiente.
4. Sobre la base de los presupuestos y estados de previsión a que se refieren los apartados anteriores, el
presidente de la entidad formará el presupuesto general y lo remitirá, informado por la Intervención y con los
anexos y documentación complementaria detallados en el apartado 1 del artículo 166 y en el presente artículo,
al Pleno de la corporación antes del día 15 de octubre para su aprobación, enmienda o devolución.
5. El acuerdo de aprobación, que será único, habrá de detallar los presupuestos que integran el presupuesto
general, no pudiendo aprobarse ninguno de ellos separadamente.
Se modifica por la disposición final 1.2 del Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2014-13613 .

Artículo 169. Publicidad, aprobación definitiva y entrada en vigor.
1. Aprobado inicialmente el presupuesto general, se expondrá al público, previo anuncio en el boletín oficial
de la provincia o, en su caso, de la comunidad autónoma uniprovincial, por 15 días, durante los cuales los
interesados podrán examinarlos y presentar reclamaciones ante el Pleno. El presupuesto se considerará
definitivamente aprobado si durante el citado plazo no se hubiesen presentado reclamaciones; en caso
contrario, el Pleno dispondrá de un plazo de un mes para resolverlas.
2. La aprobación definitiva del presupuesto general por el Pleno de la corporación habrá de realizarse antes
del día 31 de diciembre del año anterior al del ejercicio en que deba aplicarse.
3. El presupuesto general, definitivamente aprobado, será insertado en el boletín oficial de la corporación, si lo
tuviera, y, resumido por capítulos de cada uno de los presupuestos que lo integran, en el de la provincia o, en
su caso, de la comunidad autónoma uniprovincial.
4. Del presupuesto general definitivamente aprobado se remitirá copia a la Administración del Estado y a la
correspondiente comunidad autónoma. La remisión se realizará simultáneamente al envío al boletín oficial a
que se refiere el apartado anterior.
5. El presupuesto entrará en vigor, en el ejercicio correspondiente, una vez publicado en la forma prevista en
el apartado 3 de este artículo.
6. Si al iniciarse el ejercicio económico no hubiese entrado en vigor el presupuesto correspondiente, se
considerará automáticamente prorrogado el del anterior, con sus créditos iniciales, sin perjuicio de las
modificaciones que se realicen conforme a lo dispuesto en los artículos 177, 178 y 179 de esta ley y hasta la
entrada en vigor del nuevo presupuesto. La prórroga no afectará a los créditos para servicios o programas que
deban concluir en el ejercicio anterior o que estén financiados con crédito u otros ingresos específicos o
afectados.
7. La copia del presupuesto y de sus modificaciones deberá hallarse a disposición del público, a efectos
informativos, desde su aprobación definitiva hasta la finalización del ejercicio.
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Artículo 170. Reclamación administrativa: legitimación activa y causas.
1. A los efectos de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo anterior, tendrán la consideración de interesados:

a) Los habitantes en el territorio de la respectiva entidad local.
b) Los que resulten directamente afectados, aunque no habiten en el territorio de la entidad local.
c) Los colegios oficiales, cámaras oficiales, sindicatos, asociaciones y demás entidades legalmente
constituidas para velar por intereses profesionales o económicos y vecinales, cuando actúen en defensa de
los que les son propios.

2. Únicamente podrán entablarse reclamaciones contra el presupuesto:
a) Por no haberse ajustado su elaboración y aprobación a los trámites establecidos en esta ley.
b) Por omitir el crédito necesario para el cumplimiento de obligaciones exigibles a la entidad local, en
virtud de precepto legal o de cualquier otro título legítimo.
c) Por ser de manifiesta insuficiencia los ingresos con relación a los gastos presupuestados o bien de estos
respecto a las necesidades para las que esté previsto.

Artículo 171. Recurso contencioso-administrativo.
1. Contra la aprobación definitiva del presupuesto podrá interponerse directamente recurso contencioso-
administrativo, en la forma y plazos que establecen las normas de dicha jurisdicción.
2. El Tribunal de Cuentas deberá informar previamente a la resolución del recurso cuando la impugnación
afecte o se refiera a la nivelación presupuestaria.
3. La interposición de recursos no suspenderá por sí sola la aplicación del presupuesto definitivamente
aprobado por la corporación.

Sección 2.ª De los créditos y sus modificaciones

Artículo 172. Especialidad y limitación de los créditos.
1. Los créditos para gastos se destinarán exclusivamente a la finalidad específica para la cual hayan sido
autorizados en el presupuesto general de la entidad local o por sus modificaciones debidamente aprobadas.
2. Los créditos autorizados tienen carácter limitativo y vinculante. Los niveles de vinculación serán los que
vengan establecidos en cada momento por la legislación presupuestaria del Estado, salvo que
reglamentariamente se disponga otra cosa.

Artículo 173. Exigibilidad de las obligaciones, prerrogativas y limitación de los compromisos de gasto.
1. Las obligaciones de pago sólo serán exigibles de la hacienda local cuando resulten de la ejecución de sus
respectivos presupuestos, con los límites señalados en el artículo anterior, o de sentencia judicial firme.
2. Los tribunales, jueces y autoridades administrativas no podrán despachar mandamientos de ejecución ni
dictar providencias de embargo contra los derechos, fondos, valores y bienes de la hacienda local ni exigir
fianzas, depósitos y cauciones a las entidades locales, excepto cuando se trate de bienes patrimoniales no
afectados a un uso o servicio público.
3. El cumplimiento de las resoluciones judiciales que determinen obligaciones a cargo de las entidades locales
o de sus organismos autónomos corresponderá exclusivamente a aquéllas, sin perjuicio de las facultades de
suspensión o inejecución de sentencias previstas en las leyes.
4. La Autoridad administrativa encargada de la ejecución acordará el pago en la forma y con los límites del
respectivo presupuesto. Si para el pago fuere necesario un crédito extraordinario o un suplemento de crédito,
deberá solicitarse del Pleno uno u otro dentro de los tres meses siguientes al día de notificación de la
resolución judicial.
5. No podrán adquirirse compromisos de gastos por cuantía superior al importe de los créditos autorizados en
los estados de gastos, siendo nulos de pleno derecho los acuerdos, resoluciones y actos administrativos que
infrinjan la expresada norma, sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar.
6. No obstante lo previsto en el apartado anterior, la disponibilidad de los créditos presupuestarios quedará
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condicionada, en todo caso, a:
a) La existencia de documentos fehacientes que acrediten compromisos firmes de aportación, en caso de
ayudas, subvenciones, donaciones u otras formas de cesión de recursos por terceros tenidos en cuenta en
las previsiones iniciales del presupuesto a efecto de su nivelación y hasta el importe previsto en los estados
de ingresos en orden a la afectación de dichos recursos en la forma prevista por la ley o, en su caso, a las
finalidades específicas de las aportaciones a realizar.
b) La concesión de las autorizaciones previstas en el artículo 53, de conformidad con las reglas contenidas
en el capítulo VII del título I de esta ley, en el caso de que existan previsiones iniciales dentro del capítulo
IX del estado de ingresos.

Artículo 176. Temporalidad de los créditos.
1. Con cargo a los créditos del estado de gastos de cada presupuesto sólo podrán contraerse obligaciones
derivadas de adquisiciones, obras, servicios y demás prestaciones o gastos en general que se realicen en el año
natural del propio ejercicio presupuestario.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se aplicarán a los créditos del presupuesto vigente, en el
momento de su reconocimiento, las obligaciones siguientes:

a) Las que resulten de la liquidación de atrasos a favor del personal que perciba sus retribuciones con cargo
a los presupuestos generales de la entidad local.
b) Las derivadas de compromisos de gastos debidamente adquiridos en ejercicios anteriores, previa
incorporación de los créditos en el supuesto establecido en el artículo 182.3.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 105 a 107 · arts. 109 a 116 — 13 incluidos

TÍTULO VIII Haciendas Locales

Artículo 105.
1. De conformidad con la legislación prevista en el artículo 5, se dotará a las Haciendas locales de recursos
suficientes para el cumplimiento de los fines de las entidades locales.
2. Las Haciendas locales se nutren, además de tributos propios y de las participaciones reconocidas en los del
Estado y en los de las Comunidades Autónomas, de aquellos otros recursos que prevea la Ley.

Artículo 106.
1. Las entidades locales tendrán autonomía para establecer y exigir tributos de acuerdo con lo previsto en la
legislación del Estado reguladora de las Haciendas locales y en las Leyes que dicten las Comunidades
Autónomas en los supuestos expresamente previstos en aquélla.
2. La potestad reglamentaria de las entidades locales en materia tributaria se ejercerá a través de Ordenanzas
fiscales reguladoras de sus tributos propios y de Ordenanzas generales de gestión, recaudación e inspección.
Las Corporaciones locales podrán emanar disposiciones interpretativas y aclaratorias de las mismas.
3. Es competencia de las entidades locales la gestión, recaudación e inspección de sus tributos propios, sin
perjuicio de las delegaciones que puedan otorgar a favor de las entidades locales de ámbito superior o de las
respectivas Comunidades Autónomas, y de las fórmulas de colaboración con otras entidades locales, con las
Comunidades Autónomas o con el Estado, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado.

Artículo 107.
1. Las Ordenanzas fiscales reguladoras de los tributos locales comenzarán a aplicarse en el momento de su
publicación definitiva en el "Boletín Oficial" de la provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma
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uniprovincial, salvo que en las mismas se señale otra fecha.
2. Las Ordenanzas fiscales obligan en el territorio de la respectiva entidad local y se aplican conforme a los
principios de residencia efectiva y de territorialidad, según los casos.
Se modifica el apartado 1 por la disposición adicional 1.1 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29623

Artículo 109.
1. La extinción total o parcial de las deudas que el Estado, las Comunidades Autónomas, la Seguridad Social y
cualesquiera entidades de Derecho público dependientes de las anteriores tengan respectivamente con las
Entidades Locales, o viceversa, podrá acordarse por vía de compensación, cuando se trate de deudas vencidas,
líquidas y exigibles. Lo previsto en este apartado se aplicará de conformidad con lo dispuesto en la normativa
específica de la Seguridad Social y de la Hacienda Pública en materia de compensación de deudas.
2. La extinción total o parcial de las deudas de derecho público que las Comunidades Autónomas y
cualesquiera otras entidades de Derecho público dependientes de ellas tengan con las entidades de Derecho
público o sociedades vinculadas, dependientes o íntegramente participadas por las Entidades Locales, o
viceversa, podrá acordarse por vía de compensación, cuando se trate de deudas vencidas, líquidas y exigibles.
Se modifica por el art. 1.29 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 110.
1. Corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno derecho y la revisión de los
actos dictados en vía de gestión tributaria, en los casos y de acuerdo con el procedimiento establecido en los
artículos 153 y 154 de la Ley General Tributaria.
2. En los demás casos, las entidades locales no podrán anular sus propios actos declarativos de derechos, y su
revisión requerirá la previa declaración de lesividad para el interés público y su impugnación en vía
contencioso-administrativa, con arreglo a la Ley de dicha Jurisdicción.

Artículo 111.
Los acuerdos de establecimiento, supresión y ordenación de tributos locales, así como las modificaciones de
las correspondientes Ordenanzas fiscales, serán aprobados, publicados y entrarán en vigor, de acuerdo con lo
dispuesto en las normas especiales reguladoras de la Imposición y Ordenación de tributos locales, sin que les
sea de aplicación lo previsto en el artículo 70.2 en relación con el 65.2, ambos de la presente Ley.
Se modifica por la disposición adicional 1.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29623

Artículo 112.
1. Las entidades locales aprueban anualmente un presupuesto único que constituye la expresión cifrada,
conjunta y sistemática de las obligaciones que, como máximo, pueden reconocer, y de los derechos con
vencimiento o que se prevean realizar durante el correspondiente ejercicio económico. El Presupuesto
coincide con el año natural y está integrado por el de la propia entidad y los de todos los organismos y
empresas locales con personalidad jurídica propia dependientes de aquélla.
2. La Administración del Estado determinará con carácter general la estructura de los Presupuestos de las
entidades locales.
3. Aprobado inicialmente el presupuesto, se expondrá al público durante el plazo que señale la legislación del
Estado reguladora de las Haciendas locales, con objeto de que los interesados puedan interponer
reclamaciones frente al mismo. Una vez resueltas las que se hayan presentado, en los términos que prevea la
Ley, el presupuesto definitivamente aprobado será insertado en el «Boletín Oficial» de la Corporación, si lo
tuviera, y resumido, en el de la Provincia.
4. La aprobación definitiva del presupuesto por el Pleno de la Corporación habrá de realizarse antes del 31 de
diciembre del año anterior al del ejercicio en que deba aplicarse.
5. Si el presupuesto no fuera aprobado antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, quedará
automáticamente prorrogada la vigencia del anterior.
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Artículo 113.
1. Contra los actos que pongan fin a las reclamaciones formuladas en relación con los acuerdos de las
Corporaciones en materia de presupuestos, imposición, aplicación y efectividad de tributos o aprobación y
modificación de Ordenanzas fiscales, los interesados podrán interponer directamente el recurso contencioso-
administrativo.
2. El Tribunal de Cuentas deberá en todo caso emitir informe cuando la impugnación afecte o se refiera a la
nivelación presupuestaria.
3. La interposición del recurso previsto en el párrafo primero y de las reclamaciones establecidas en los
artículos 49, 108 y 112, número 3, no suspenderá por sí sola la efectividad del acto o acuerdo impugnado.

Artículo 114.
Las entidades locales quedan sometidas al régimen de contabilidad pública. La Administración del Estado
establecerá, con carácter general, el plan de cuentas de las entidades locales.

Artículo 115.
La fiscalización externa de las cuentas y de la gestión económica de las entidades locales corresponde al
Tribunal de Cuentas, con el alcance y condiciones que establece la Ley Orgánica que lo regula, y sin perjuicio
de los supuestos de delegación previstos en la misma.

Artículo 116.
Las cuentas anuales se someterán antes del 1 de junio a informe de la Comisión Especial de Cuentas de la
entidad local, la cual estará constituida por miembros de los distintos grupos políticos integrantes de la
Corporación, y serán asimismo objeto de información pública antes de someterse a la aprobación del Pleno, a
fin de que puedan formularse contra las mismas reclamaciones, reparos u observaciones. Todo ello sin
perjuicio de que pueda denunciarse ante el Tribunal de Cuentas la existencia de irregularidades en la gestión
económica y en las cuentas aprobadas.

Artículo 116 bis. Contenido y seguimiento del plan económico-financiero.
1. Cuando por incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, del objetivo de deuda pública o de la
regla de gasto, las corporaciones locales incumplidoras formulen su plan económico-financiero lo harán de
conformidad con los requisitos formales que determine el Ministerio de Hacienda y Administraciones
Públicas.
2. Adicionalmente a lo previsto en el artículo 21 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, el mencionado plan incluirá al menos las siguientes medidas:

a) Supresión de las competencias que ejerza la Entidad Local que sean distintas de las propias y de las
ejercidas por delegación.
b) Gestión integrada o coordinada de los servicios obligatorios que presta la Entidad Local para reducir sus
costes.
c) Incremento de ingresos para financiar los servicios obligatorios que presta la Entidad Local.
d) Racionalización organizativa.
e) Supresión de entidades de ámbito territorial inferior al municipio que, en el ejercicio presupuestario
inmediato anterior, incumplan con el objetivo de estabilidad presupuestaria o con el objetivo de deuda
pública o que el período medio de pago a proveedores supere en más de treinta días el plazo máximo
previsto en la normativa de morosidad.
f) Una propuesta de fusión con un municipio colindante de la misma provincia.

3. La Diputación provincial o entidad equivalente asistirá al resto de corporaciones locales y colaborará con la
Administración que ejerza la tutela financiera, según corresponda, en la elaboración y el seguimiento de la
aplicación de las medidas contenidas en los planes económicos-financiero. La Diputación o entidad
equivalente propondrá y coordinará las medidas recogidas en el apartado anterior cuando tengan carácter
supramunicipal, que serán valoradas antes de aprobarse el plan económico-financiero, así como otras
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medidas supramunicipales distintas que se hubieran previsto, incluido el seguimiento de la fusión de
Entidades Locales que se hubiera acordado.
Se añade por el art. 1.30 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 116 ter. Coste efectivo de los servicios.
1. Todas las Entidades Locales calcularán antes del día 1 de noviembre de cada año el coste efectivo de los
servicios que prestan, partiendo de los datos contenidos en la liquidación del presupuesto general y, en su
caso, de las cuentas anuales aprobadas de las entidades vinculadas o dependientes, correspondiente al
ejercicio inmediato anterior.
2. El cálculo del coste efectivo de los servicios tendrá en cuenta los costes reales directos e indirectos de los
servicios conforme a los datos de ejecución de gastos mencionados en el apartado anterior: Por Orden del
Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas se desarrollarán estos criterios de cálculo.
3. Todas las Entidades Locales comunicarán los costes efectivos de cada uno de los servicios al Ministerio de
Hacienda y Administraciones Públicas para su publicación.
Se añade por el art. 1.31 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · art. 133 · art. 142 — 2 incluidos

TÍTULO VII Economía y Hacienda

Artículo 133.
1. La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley.
2. Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo
con la Constitución y las leyes.
3. Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado deberá establecerse en virtud de ley.
4. Las administraciones públicas sólo podrán contraer obligaciones financieras y realizar gastos de acuerdo
con las leyes.

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado

CAPÍTULO SEGUNDO De la Administración Local

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 12
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1. La hacienda de las Entidades Locales estará constituida, entre otros, por los tributos que se clasifican en:

A) En tasas, precios públicos, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles sobre los impuestos 
de las comunidades autónomas o de otras entidades locales.

B) En tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles sobre los impuestos de las 
comunidades autónomas o de otras entidades locales.

C) En tasas, operaciones de créditos, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles sobre los 
impuestos de las comunidades autónomas o de otras entidades locales.

D) Ningún de las opciones son correctas.

2. Aprobado inicialmente el presupuesto general y en el caso que se presenten alegaciones, ¿qué plazo tiene el 
Pleno para resolverlas?

A) 15 días

B) 1 mes

C) 30 días

D) 30 días hábiles

3. Según el artículo 116 ter de la Ley 7/1985, de 2 abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, todas las 
Entidades Locales, calcularán el coste efectivo de los servicios que prestan:

A) Antes del día 15 de diciembre de cada año.

B) Antes del día 1 de diciembre de cada año.

C) Antes del día 31 de diciembre de cada año.

D) Antes del día 1 de noviembre de cada año.

4. ¿En qué capítulo de ingresos quedan clasificados los precios públicos?

A) Capítulo 1

B) Capítulo 2

C) Capítulo 3

D) Capítulo 4

5. Según el artículo 31.2 de la Constitución Española, el gasto público realizará una asignación equitativa de 
los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de:

A) Igualdad y progresividad.

B) Capacidad económica.

C) Eficiencia y economía.

D) Estabilidad presupuestaria.

6. De acuerdo con el art. 2 TRLHL, no es un recurso de las entidades locales:

A) Subvenciones.

B) Producto de las operaciones de crédito.

C) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado.

D) Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos.
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7. Los estados de gastos de los presupuestos generales de las entidades locales, según el Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aplicarán las clasificaciones por programas y económica de acuerdo con los siguientes 
criterios. (indicar la respuesta correcta):

A) En los créditos para gastos corrientes se incluirán los de funcionamiento de los servicios, los de intereses y 
los activos y pasivos financieros

B) La clasificación por programas constará de los siguientes niveles: el primero, relativo al área de gasto, el 
segundo, a la política de gasto, el tercero a programas, que se subdividirán en subprogramas

C) En los créditos para gastos de capital, se incluirán, los de inversiones reales, las transferencias de capital y las 
variaciones de activos y pasivos financieros

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. La hacienda de las entidades locales estará constituida por los siguientes recursos (señale la opción 
INCORRECTA):

A) Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles 
sobre los impuestos de las comunidades autónomas o de otras entidades locales.

B) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.

C) El producto de las operaciones de crédito.

D) Las participaciones en los tributos del Estado, de las comunidades autónomas y de los municipios.

9. De acuerdo con el artículo 166 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, señale 
cuál de los siguientes no tiene la consideración de anexo del Presupuesto General de la entidad local:

A) El estado de consolidación del presupuesto de la propia entidad con el de todos los presupuestos y estados de 
previsión de sus organismos autónomos y sociedades mercantiles.

B) Los planes y programas de inversión y financiación que, para un plazo de cuatro años, podrán formular los 
municipios y demás entidades locales de ámbito supramunicipal.

C) El anexo de personal de la entidad local.

D) Todos los anteriores tienen la consideración de anexos del Presupuesto General.

10. Respecto a las Sociedades Mercantiles municipales los presupuestos contendrán:

A) Las mismas determinaciones que para los Organismos Autónomos.

B) Las previsiones de ingresos y gastos cuando su capital pertenezca mayoritariamente a la Entidad local.

C) Las mismas determinaciones que para la propia Corporación.

D) Los estados de previsión de gastos e ingresos cuando su capital social pertenezca íntegramente a la Entidad 
local.

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 D · 4 C · 5 C · 6 C · 7 C · 8 D · 9 C · 10 D

Te quedan 330 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 12, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 13

Disposicions generals sobre la contractació del sector públic: 
racionalitat i consistència, llibertat de pactes i contingut mínim del 

contracte, perfecció i forma del contracte.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 28 a 37 — 10 incluidos

LIBRO PRIMERO Configuración general de la contratación del sector público y elementos estructur

TÍTULO I Disposiciones generales sobre la contratación del sector público

CAPÍTULO I Racionalidad y consistencia de la contratación del sector público

Artículo 28. Necesidad e idoneidad del contrato y eficiencia en la contratación.
1. Las entidades del sector público no podrán celebrar otros contratos que aquellos que sean necesarios para el
cumplimiento y realización de sus fines institucionales. A tal efecto, la naturaleza y extensión de las
necesidades que pretenden cubrirse mediante el contrato proyectado, así como la idoneidad de su objeto y
contenido para satisfacerlas, cuando se adjudique por un procedimiento abierto, restringido o negociado sin
publicidad, deben ser determinadas con precisión, dejando constancia de ello en la documentación
preparatoria, antes de iniciar el procedimiento encaminado a su adjudicación.
2. Las entidades del sector público velarán por la eficiencia y el mantenimiento de los términos acordados en
la ejecución de los procesos de contratación pública, favorecerán la agilización de trámites, valorarán la
incorporación de consideraciones sociales, medioambientales y de innovación como aspectos positivos en los
procedimientos de contratación pública y promoverán la participación de la pequeña y mediana empresa y el
acceso sin coste a la información, en los términos previstos en la presente Ley.
3. De acuerdo con los principios de necesidad, idoneidad y eficiencia establecidos en este artículo, las
entidades del sector público podrán, previo cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos, celebrar
contratos derivados de proyectos promovidos por la iniciativa privada, en particular con respecto a los
contratos de concesión de obras y concesión de servicios, incluidos en su modalidad de sociedad de economía
mixta.
4. Las entidades del sector público programarán la actividad de contratación pública, que desarrollarán en un
ejercicio presupuestario o períodos plurianuales y darán a conocer su plan de contratación anticipadamente
mediante un anuncio de información previa previsto en el artículo 134 que al menos recoja aquellos contratos
que quedarán sujetos a una regulación armonizada.

Artículo 29. Plazo de duración de los contratos y de ejecución de la prestación.
1. La duración de los contratos del sector público deberá establecerse teniendo en cuenta la naturaleza de las
prestaciones, las características de su financiación y la necesidad de someter periódicamente a concurrencia
la realización de las mismas, sin perjuicio de las normas especiales aplicables a determinados contratos.
2. El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características permanezcan inalterables
durante el período de duración de estas, sin perjuicio de las modificaciones que se puedan introducir de
conformidad con lo establecido en los artículos 203 a 207 de la presente Ley. La prórroga se acordará por el
órgano de contratación y será obligatoria para el empresario, siempre que su preaviso se produzca al menos
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con dos meses de antelación a la finalización del plazo de duración del contrato, salvo que en el pliego que rija
el contrato se establezca uno mayor. Quedan exceptuados de la obligación de preaviso los contratos cuya
duración fuera inferior a dos meses. En ningún caso podrá producirse la prórroga por el consentimiento tácito
de las partes. La prórroga del contrato establecida en este apartado no será obligatoria para el contratista en
los casos en que en el contrato se dé la causa de resolución establecida en el artículo 198.6 por haberse
demorado la Administración en el abono del precio más de seis meses.
3. Cuando se produzca demora en la ejecución de la prestación por parte del empresario, el órgano de
contratación podrá conceder una ampliación del plazo de ejecución, sin perjuicio de las penalidades que en su
caso procedan, resultando aplicables en el caso de los contratos administrativos lo previsto en los artículos 192
y siguientes de esta Ley.
4. Los contratos de suministros y de servicios de prestación sucesiva tendrán un plazo máximo de duración de
cinco años, incluyendo las posibles prórrogas que en aplicación del apartado segundo de este artículo acuerde
el órgano de contratación, respetando las condiciones y límites establecidos en las respectivas normas
presupuestarias que sean aplicables al ente contratante. Excepcionalmente, en los contratos de suministros y
de servicios se podrá establecer un plazo de duración superior al establecido en el párrafo anterior, cuando lo
exija el período de recuperación de las inversiones directamente relacionadas con el contrato y estas no sean
susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad productiva del contratista o su utilización fuera
antieconómica, siempre que la amortización de dichas inversiones sea un coste relevante en la prestación del
suministro o servicio, circunstancias que deberán ser justificadas en el expediente de contratación con
indicación de las inversiones a las que se refiera y de su período de recuperación. El concepto de coste
relevante en la prestación del suministro o servicio será objeto de desarrollo reglamentario. El contrato de
servicios de mantenimiento que se concierte conjuntamente con el de la compra del bien a mantener, cuando
dicho mantenimiento solo pueda ser prestado por razones de exclusividad por la empresa que suministró
dicho bien, podrá tener como plazo de duración el de la vida útil del producto adquirido. Asimismo podrá
establecerse en los contratos de servicios relativos a los servicios a las personas un plazo de duración mayor
cuando ello fuera necesario para la continuidad de aquellos tratamientos a los usuarios en los que el cambio
del prestador pudiera repercutir negativamente. No obstante lo establecido en los apartados anteriores,
cuando al vencimiento de un contrato no se hubiera formalizado el nuevo contrato que garantice la
continuidad de la prestación a realizar por el contratista como consecuencia de incidencias resultantes de
acontecimientos imprevisibles para el órgano de contratación producidas en el procedimiento de adjudicación
y existan razones de interés público para no interrumpir la prestación, se podrá prorrogar el contrato
originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato y en todo caso por un periodo máximo de nueve
meses, sin modificar las restantes condiciones del contrato, siempre que el anuncio de licitación del nuevo
contrato se haya publicado con una antelación mínima de tres meses respecto de la fecha de finalización del
contrato originario o, tratándose de un contrato basado en un acuerdo marco o un contrato específico en el
marco un sistema dinámico de adquisición, se hayan enviado las invitaciones a presentar oferta del nuevo
contrato basado o específico al menos quince días antes de la finalización del contrato originario.
5. La duración de los contratos de arrendamiento de bienes muebles no podrá exceder, incluyendo las posibles
prórrogas que en aplicación del apartado segundo de este artículo acuerde el órgano de contratación, de cinco
años.
6. Los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios tendrán un plazo de duración limitado, el
cual se calculará en función de las obras y de los servicios que constituyan su objeto y se hará constar en el
pliego de cláusulas administrativas particulares. Si la concesión de obras o de servicios sobrepasara el plazo de
cinco años, la duración máxima de la misma no podrá exceder del tiempo que se calcule razonable para que el
concesionario recupere las inversiones realizadas para la explotación de las obras o servicios, junto con un
rendimiento sobre el capital invertido, teniendo en cuenta las inversiones necesarias para alcanzar los
objetivos contractuales específicos. Las inversiones que se tengan en cuenta a efectos del cálculo incluirán
tanto las inversiones iniciales como las realizadas durante la vida de la concesión. En cualquier caso, la
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duración de los contratos de concesión de obras o de concesión de servicios a la que se refiere el segundo
párrafo del presente apartado, no podrá exceder, incluyendo las posibles prórrogas, de:

a) Cuarenta años para los contratos de concesión de obras, y de concesión de servicios que comprendan la
ejecución de obras y la explotación de servicio.
b) Veinticinco años en los contratos de concesión de servicios que comprendan la explotación de un
servicio no relacionado con la prestación de servicios sanitarios.
c) Diez años en los contratos de concesión de servicios que comprendan la explotación de un servicio cuyo
objeto consista en la prestación de servicios sanitarios siempre que no estén comprendidos en la letra a).
Los plazos fijados en los pliegos de condiciones solo podrán ser ampliados en un 15 por ciento de su
duración inicial para restablecer el equilibrio económico del contrato en las circunstancias previstas en los
artículos 270 y 290. No se tendrán en cuenta a efectos del cómputo del plazo de duración de la concesión y
del establecido para la ejecución de las obras aquellos períodos en los que estas deban suspenderse por una
causa imputable a la Administración concedente o debida a fuerza mayor. Si el concesionario fuera
responsable del retraso en la ejecución de las obras se estará a lo dispuesto en el régimen de penalidades
contenido en el pliego de cláusulas administrativas particulares y en esta Ley, sin que haya lugar a la
ampliación del plazo de la concesión.

7. No obstante lo dispuesto anteriormente, los contratos de servicios que sean complementarios de otros
contratos de obras o de suministro podrán tener un plazo de vigencia superior al señalado en el apartado 4
que, en ningún caso, excederá del plazo de duración del contrato principal, salvo en los contratos que
comprendan trabajos relacionados con la liquidación del contrato principal, cuyo plazo final excederá al del
mismo en el tiempo necesario para realizarlos. Ha de entenderse por contratos complementarios aquellos que
tienen una relación de dependencia respecto de otro, el principal, y cuyo objeto se considere necesario para la
correcta realización de la prestación o prestaciones a las que se refiera dicho contrato principal. Los contratos
de servicios complementarios de un contrato menor de obras podrán tramitarse también como contratos
menores, aun cuando su duración exceda del año previsto en el apartado siguiente de este artículo, siempre
que cumplan los requisitos previstos en el artículo 118 de esta ley, que su duración no exceda de 30 meses y
que el exceso sobre el año de duración venga justificado exclusivamente por la duración del período de
garantía establecido en el contrato de obras principal y los trabajos relacionados con la liquidación de dicho
contrato principal.
8. Los contratos menores definidos en el apartado primero del artículo 118 no podrán tener una duración
superior a un año ni ser objeto de prórroga.
9. El período de recuperación de la inversión a que se refieren los apartados 4 y 6 de este artículo será
calculado de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto al que se refieren los artículos 4 y 5 de la Ley
2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española. Se modifica el apartado 4 por la
disposición final 27.1 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-27 Se modifica el
apartado 7 por la disposición final 1.1 de la Ley 9/2022, de 14 de junio de 2022. Ref. BOE-A-2022-9837#df
Téngase en cuenta, para su aplicación, la disposición transitoria primera de la citada Ley.
Se modifica el segundo párrafo del apartado 4 por la disposición final 7.1 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo. Ref. BOE-
A-2020-4208#df-7

Artículo 30.
Ejecución directa de prestaciones por la Administración Pública con la colaboración de empresarios
particulares o a través de medios propios no personificados.
1. La ejecución de obras podrá realizarse por los servicios de la Administración Pública, ya sea empleando
exclusivamente medios propios no personificados o con la colaboración de empresarios particulares cuando
concurra alguna de estas circunstancias:

a) Que la Administración tenga montadas fábricas, arsenales, maestranzas o servicios técnicos o
industriales suficientemente aptos para la realización de la prestación, en cuyo caso deberá normalmente
utilizarse este sistema de ejecución.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 226

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



b) Que la Administración posea elementos auxiliares utilizables, cuyo empleo suponga una economía
superior al 5 por 100 del importe del presupuesto del contrato o una mayor celeridad en su ejecución,
justificándose, en este caso, las ventajas que se sigan de la misma.
c) Que no haya habido ofertas de empresarios en la licitación previamente efectuada.
d) Cuando se trate de un supuesto de emergencia, de acuerdo con lo previsto en el artículo 120.
e) Cuando, dada la naturaleza de la prestación, sea imposible la fijación previa de un precio cierto o la de
un presupuesto por unidades simples de trabajo.
f) Cuando sea necesario relevar al contratista de realizar algunas unidades de obra por no haberse llegado a
un acuerdo en los precios contradictorios correspondientes.
g) Las obras de mera conservación y mantenimiento, definidas en el artículo 232.5.
h) Excepcionalmente, la ejecución de obras definidas en virtud de un anteproyecto, cuando no se aplique el
artículo 146.2 relativo a la valoración de las ofertas con más de un criterio de adjudicación. En los
supuestos contemplados en las letras a), b), c), e) y f) anteriores, deberá redactarse el correspondiente
proyecto, cuyo contenido se fijará reglamentariamente.

2. La fabricación de bienes muebles podrá efectuarse por los servicios de la Administración, ya sea empleando
de forma exclusiva medios propios no personificados o con la colaboración de empresarios particulares
cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en las letras a), c), d) y e) del apartado anterior, o
cuando, en el supuesto definido en la letra b) de este mismo apartado, el ahorro que pueda obtenerse sea
superior al 20 por 100 del presupuesto del suministro o pueda obtenerse una mayor celeridad en su ejecución.
Se exceptúan de estas limitaciones aquellas fabricaciones de bienes muebles que, por razones de defensa o de
interés militar, resulte conveniente que se ejecuten por la Administración.
3. La prestación de servicios se realizará normalmente por la propia Administración por sus propios medios.
No obstante, cuando carezca de medios suficientes, previa la debida justificación en el expediente, se podrá
contratar de conformidad con lo establecido en el Capítulo V del Título II del Libro II de la presente Ley.
4. Cuando, de conformidad con los apartados anteriores de este artículo, la ejecución de las obras o la
fabricación de los bienes muebles se efectúe en colaboración con empresarios particulares, el régimen
jurídico aplicable a estos contratos será el previsto para los contratos de obras o de suministro en la presente
Ley. La selección del empresario colaborador se efectuará por los procedimientos de adjudicación
establecidos en el artículo 131, salvo en el caso previsto en la letra d) del apartado 1 del presente artículo. En
los supuestos de obras incluidas en las letras a) y b) del apartado 1 del presente artículo, la contratación con
colaboradores no podrá sobrepasar el 60 por ciento del importe total del proyecto.
5. La autorización de la ejecución de obras y de la fabricación de bienes muebles y, en su caso, la aprobación
del proyecto, corresponderá al órgano competente para la aprobación del gasto o al órgano que determinen las
disposiciones orgánicas de las Comunidades Autónomas, en su respectivo ámbito. Lo dispuesto en el párrafo
anterior también resulta de aplicación a los encargos a medios propios personificados regulados en los
artículos 32 y 33.

Artículo 31. Potestad de auto organización y sistemas de cooperación pública vertical y horizontal.
1. Las entidades pertenecientes al sector público podrán cooperar entre sí de alguna de las siguientes formas,
sin que el resultado de esa cooperación pueda calificarse de contractual:

a) Mediante sistemas de cooperación vertical consistentes en el uso de medios propios personificados en el
sentido y con los límites establecidos en el artículo 32 para los poderes adjudicadores, y en el artículo 33
para los entes del sector público que no tengan la consideración de poder adjudicador, en el ejercicio de su
potestad de auto organización, mediante el oportuno acuerdo de encargo.
b) Mediante sistemas de cooperación horizontal entre entidades pertenecientes al sector público, previa
celebración de los correspondientes convenios, en las condiciones y con los límites que se establecen en el
apartado 1 del artículo 6.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, las entidades pertenecientes al sector público podrán en
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todo caso, acordar la realización conjunta de contrataciones específicas.
3. Cuando un procedimiento de contratación se desarrolle en su totalidad de forma conjunta en nombre y por
cuenta de varias entidades, estas tendrán la responsabilidad conjunta del cumplimiento de sus obligaciones.
Ello se aplicará también en aquellos casos en que una sola entidad administre el procedimiento, por cuenta
propia y por cuenta de las demás entidades interesadas. Cuando un procedimiento de contratación no se
desarrolle en su totalidad en nombre y por cuenta de las entidades interesadas, estas solo tendrán la
responsabilidad conjunta por aquellas partes que se hayan llevado a cabo conjuntamente. Cada entidad será
única responsable del cumplimiento de sus obligaciones con respecto a las partes que lleve a cabo en su
propio nombre y por cuenta propia.

Artículo 32. Encargos de los poderes adjudicadores a medios propios personificados.
1. Los poderes adjudicadores podrán organizarse ejecutando de manera directa prestaciones propias de los
contratos de obras, suministros, servicios, concesión de obras y concesión de servicios, a cambio de una
compensación tarifaria, valiéndose de otra persona jurídica distinta a ellos, ya sea de derecho público o de
derecho privado, previo encargo a esta, con sujeción a lo dispuesto en este artículo, siempre y cuando la
persona jurídica que utilicen merezca la calificación jurídica de medio propio personificado respecto de ellos
de conformidad con lo dispuesto en los tres apartados siguientes, y sin perjuicio de los requisitos establecidos
para los medios propios del ámbito estatal en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector
Público. El encargo que cumpla dichos requisitos no tendrá la consideración de contrato.
2. Tendrán la consideración de medio propio personificado respecto de una única entidad concreta del sector
público aquellas personas jurídicas, de derecho público o de derecho privado, que cumplan todos y cada uno
de los requisitos que se establecen a continuación:

a) Que el poder adjudicador que pueda conferirle encargos ejerza sobre el ente destinatario de los mismos
un control, directo o indirecto, análogo al que ostentaría sobre sus propios servicios o unidades, de manera
que el primero pueda ejercer sobre el segundo una influencia decisiva sobre sus objetivos estratégicos y
decisiones significativas. En todo caso se entenderá que el poder adjudicador que puede conferirle
encargos ostenta sobre el ente destinatario del mismo un control análogo al que ejerce sobre sus propios
servicios o unidades cuando él mismo o bien otro u otros poderes adjudicadores o personas jurídicas
controlados del mismo modo por el primero puedan conferirle encargos que sean de ejecución obligatoria
para el ente destinatario del encargo por así establecerlo los estatutos o el acto de creación, de manera que
exista una unidad de decisión entre ellos, de acuerdo con instrucciones fijadas unilateralmente por el ente
que puede realizar el encargo. La compensación se establecerá por referencia a tarifas aprobadas por la
entidad pública de la que depende el medio propio personificado para las actividades objeto de encargo
realizadas por el medio propio directamente y, en la forma que reglamentariamente se determine,
atendiendo al coste efectivo soportado por el medio propio para las actividades objeto del encargo que se
subcontraten con empresarios particulares en los casos en que este coste sea inferior al resultante de
aplicar las tarifas a las actividades subcontratadas. Dichas tarifas se calcularán de manera que representen
los costes reales de realización de las unidades producidas directamente por el medio propio.
b) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo se lleven a cabo en el
ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por el poder adjudicador que hace el encargo y que lo
controla o por otras personas jurídicas controladas del mismo modo por la entidad que hace el encargo. A
estos efectos, para calcular el 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo se tomarán
en consideración el promedio del volumen global de negocios, los gastos soportados por los servicios
prestados al poder adjudicador en relación con la totalidad de los gastos en que haya incurrido el medio
propio por razón de las prestaciones que haya realizado a cualquier entidad, u otro indicador alternativo de
actividad que sea fiable, y todo ello referido a los tres ejercicios anteriores al de formalización del encargo.
Cuando debido a la fecha de creación o de inicio de actividad del poder adjudicador que hace el encargo, o
debido a la reorganización de las actividades de este, el volumen global de negocios, u otro indicador
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alternativo de actividad, de acuerdo con lo establecido en el párrafo anterior, no estuvieran disponibles
respecto de los tres ejercicios anteriores a la formalización del encargo o hubieran perdido su vigencia,
será suficiente con justificar que el cálculo del nivel de actividad se corresponde con la realidad, en especial
mediante proyecciones de negocio.
c) Cuando el ente destinatario del encargo sea un ente de personificación jurídico-privada, además, la
totalidad de su capital o patrimonio tendrá que ser de titularidad o aportación pública.
d) La condición de medio propio personificado de la entidad destinataria del encargo respecto del concreto
poder adjudicador que hace el encargo deberá reconocerse expresamente en sus estatutos o actos de
creación, previo cumplimiento de los siguientes requisitos:

1.º Conformidad o autorización expresa del poder adjudicador respecto del que vaya a ser medio propio.
2.º Verificación por la entidad pública de que dependa el ente que vaya a ser medio propio, de que cuenta
con medios personales y materiales apropiados para la realización de los encargos de conformidad con
su objeto social. Los estatutos o acto de creación del ente destinatario del encargo deberá determinar: el
poder adjudicador respecto del cual tiene esa condición; precisar el régimen jurídico y administrativo de
los encargos que se les puedan conferir; y establecer la imposibilidad de que participen en licitaciones
públicas convocadas por el poder adjudicador del que sean medio propio personificado, sin perjuicio de
que, cuando no concurra ningún licitador, pueda encargárseles la ejecución de la prestación objeto de
las mismas. En todo caso, se presumirá que cumple el requisito establecido en el número 2.º de la
presente letra cuando haya obtenido la correspondiente clasificación respecto a los grupos, subgrupos y
categorías que ostente.

3. El apartado 2 del presente artículo también se aplicará en los casos en que la persona jurídica controlada,
siendo un poder adjudicador, realice un encargo al poder adjudicador que la controla o a otra persona jurídica
controlada, directa o indirectamente, por el mismo poder adjudicador, siempre que no exista participación
directa de capital privado en la persona jurídica a la que se realice el encargo.
4. Tendrán la consideración de medio propio personificado respecto de dos o más poderes adjudicadores que
sean independientes entre sí aquellas personas jurídicas, de derecho público o de derecho privado, que
cumplan todos y cada uno de los requisitos que se establecen a continuación:

a) Que los poderes adjudicadores que puedan conferirle encargos ejerzan sobre el ente destinatario del
mismo un control conjunto análogo al que ostentarían sobre sus propios servicios o unidades. Se entenderá
que existe control conjunto cuando se cumplan todas las condiciones siguientes:

1.º Que en los órganos decisorios del ente destinatario del encargo estén representados todos los entes
que puedan conferirle encargos, pudiendo cada representante representar a varios de estos últimos o a
la totalidad de ellos.
2.º Que estos últimos puedan ejercer directa y conjuntamente una influencia decisiva sobre los objetivos
estratégicos y sobre las decisiones significativas del ente destinatario del encargo.
3.º Que el ente destinatario del encargo no persiga intereses contrarios a los intereses de los entes que
puedan conferirle encargos. La compensación se establecerá, por referencia a tarifas aprobadas por la
entidad pública de la que depende el medio propio personificado para las actividades objeto de encargo
realizadas por el medio propio directamente y, en la forma que reglamentariamente se determine,
atendiendo al coste efectivo soportado por el medio propio para las actividades objeto del encargo que se
subcontraten con empresarios particulares en los casos en que este coste sea inferior al resultante de
aplicar las tarifas a las actividades subcontratadas. Dichas tarifas se calcularán de manera que
representen los costes reales de realización de las unidades producidas directamente por el medio
propio.

b) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo se lleven a cabo en el
ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por los poderes adjudicadores que lo controlan o por
otras personas jurídicas controladas por los mismos poderes adjudicadores. El cálculo del 80 por ciento se
hará de acuerdo con lo establecido en la letra b) del apartado 2 de este artículo.
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c) Que cumplan los requisitos que establece este artículo en su apartado 2 letras c) y d).
5. (Suprimido)
6. Los encargos que realicen las entidades del sector público a un ente que, de acuerdo con los apartados
segundo, tercero o cuarto de este artículo, pueda ser calificado como medio propio personificado del primero
o primeros, no tendrán la consideración jurídica de contrato, debiendo únicamente cumplir las siguientes
normas:

a) El medio propio personificado deberá haber publicado en la Plataforma de Contratación
correspondiente su condición de tal; respecto de qué poderes adjudicadores la ostenta; y los sectores de
actividad en los que, estando comprendidos en su objeto social, sería apto para ejecutar las prestaciones
que vayan a ser objeto de encargo.
b) El encargo deberá ser objeto de formalización en un documento que será publicado en la Plataforma de
Contratación correspondiente en los supuestos previstos del artículo 63.6. El documento de formalización
establecerá el plazo de duración del encargo.
c) Los órganos de las entidades del sector público estatal que tengan la condición de poder adjudicador en
virtud de lo dispuesto en el artículo 3.3 de esta Ley, necesitarán autorización del Consejo de Ministros
cuando el importe del gasto que se derive del encargo, sea igual o superior a doce millones de euros. La
autorización del Consejo de Ministros a que se refiere el párrafo anterior deberá obtenerse antes de la
suscripción del encargo por el órgano competente. Una vez obtenida la autorización, corresponderá a los
órganos competentes la aprobación del gasto y suscripción del encargo, de conformidad con lo dispuesto
en las respectivas normas. A efectos de obtener la citada autorización, los órganos competentes deberán
remitir al menos los siguientes documentos: el texto del encargo; el informe del servicio jurídico; así como
el certificado de existencia de crédito o, tratándose de poderes adjudicadores con presupuesto estimativo,
los documentos equivalentes que acrediten la existencia de financiación. Requerirán igualmente la previa
autorización del Consejo de Ministros las modificaciones de encargos autorizados por el Consejo de
Ministros, cuando superen el 20 por cien del importe del encargo. La autorización que otorgue el Consejo
de Ministros será genérica para la suscripción del encargo, sin que en ningún caso implique una validación
de los trámites realizados, ni exima de la responsabilidad que corresponda a las partes respecto de la
correcta tramitación y realización del encargo.

7. A los negocios jurídicos que los entes destinatarios del encargo celebren en ejecución del encargo recibido
de conformidad con el presente artículo, se le aplicarán las siguientes reglas:

a) El contrato quedará sometido a esta Ley, en los términos que sean procedentes, de acuerdo con la
naturaleza de la entidad que los celebre y el tipo y valor estimado de los mismos y, en todo caso, cuando el
medio propio no sea un poder adjudicador se le aplicarán las normas contenidas en el Título I del Libro
Tercero de la presente Ley.
b) El importe de las prestaciones parciales que el medio propio pueda contratar con terceros no excederá
del 50 por ciento de la cuantía del encargo. No se considerarán prestaciones parciales aquellas que el medio
propio adquiera a otras empresas cuando se trate de suministros o servicios auxiliares o instrumentales
que no constituyen una parte autónoma y diferenciable de la prestación principal, aunque sean parte del
proceso necesario para producir dicha prestación. No será aplicable lo establecido en esta letra a los
contratos de obras que celebren los medios propios a los que se les haya encargado una concesión, ya sea
de obras o de servicios. Igualmente no será de aplicación en los supuestos en los que la gestión del servicio
público se efectúe mediante la creación de entidades de derecho público destinadas a este fin, ni a aquellos
en que la misma se atribuya a una sociedad de derecho privado cuyo capital sea, en su totalidad, de
titularidad pública. Tampoco será aplicable a los contratos que celebren los medios propios a los que se les
haya encargado la prestación de servicios informáticos y tecnológicos a la Administración Pública con el
fin de garantizar la compatibilidad, la comunicabilidad y la seguridad de redes y sistemas, la integridad,
fiabilidad y confidencialidad de la información, así como a los que celebren los medios propios cuyas
funciones sean el fomento de las telecomunicaciones, el desarrollo de la sociedad de la información y
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sociedad digital. Excepcionalmente podrá superarse dicho porcentaje de contratación siempre que el
encargo al medio propio se base en razones de seguridad, en la naturaleza de la prestación que requiera un
mayor control en la ejecución de la misma, o en razones de urgencia que demanden una mayor celeridad
en su ejecución. La justificación de que concurren estas circunstancias se acompañará al documento de
formalización del encargo y se publicará en la Plataforma de Contratación correspondiente conjuntamente
con éste. Se modifican los apartados 2 y 4 y se suprime el 5 por la disposición final 40.1 de la Ley 11/2020, de
30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-41 y se modifica el párrafo tercero de la letra b) del apartado 7
por la disposición final 5.1 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17340#df-5

Se modifica el apartado 7 por la disposición final 44.1 de la Ley 6/2018, de 3 de julio. Ref. BOE-A-2018-9268#df-45

Artículo 33.
Encargos de entidades pertenecientes al sector público que no tengan la consideración de poder adjudicador a
medios propios personificados.
1. Las entidades del sector público que no tengan la consideración de poder adjudicador podrán ejecutar de
manera directa prestaciones propias de los contratos de obras, suministros, servicios, concesión de obras y
concesión de servicios a cambio de una compensación valiéndose de otra persona jurídica distinta a ellos,
previo encargo a esta, con sujeción a lo dispuesto en este artículo, siempre y cuando la persona jurídica que
utilicen merezca la calificación jurídica de medio propio personificado respecto de ellos, de conformidad con
lo dispuesto en el apartado siguiente. El encargo que cumpla estos requisitos no tendrá la consideración de
contrato.
2. Tendrán la consideración de medio propio personificado respecto de una entidad perteneciente al Sector
Público que no tenga la consideración de poder adjudicador, aquellas personas jurídicas, de derecho público o
de derecho privado, que cumplan todos y cada uno de los requisitos siguientes:

a) Que el ente que hace el encargo ostente control, directo o indirecto, en el sentido del artículo 32.2.a),
primer y segundo párrafos de esta Ley, sobre el ente destinatario del mismo.
b) Que la totalidad del capital social o patrimonio del ente destinatario del encargo sea de titularidad
pública.
c) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo se lleven a cabo en el
ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por la entidad que realiza el encargo y que lo controla o
por otras personas jurídicas controladas del mismo modo por la entidad que realiza el encargo.

3. El apartado 2 del presente artículo también se aplicará en los casos en que una entidad del Sector Público
estatal realice un encargo a otra del mismo sector, siempre que la entidad que realiza el encargo y la que lo
reciba estén controladas, directa o indirectamente, por la misma entidad de dicho sector y, además, la
totalidad del capital social o patrimonio de la entidad destinataria del encargo sea de titularidad pública. En
este supuesto, el requisito del apartado 2.c) anterior, cuya acreditación deberá reflejarse en la forma dispuesta
en él, se entenderá cumplido por referencia al conjunto de actividades que se hagan en el ejercicio de los
cometidos que le hayan sido confiados por la entidad que realiza el encargo, por la entidad que controla
directa o indirectamente tanto a la entidad que realiza el encargo como a la que lo recibe, así como por
cualquier otra entidad también controlada directa o indirectamente por la anterior. En estos casos, la
compensación a percibir por la entidad que reciba el encargo deberá ser aprobada por la entidad pública que
controla a la entidad que realiza el encargo y a la que lo recibe, debiendo adecuarse dicha compensación y las
demás condiciones del encargo a las generales del mercado de forma que no se distorsione la libre
competencia. La posibilidad que establece el párrafo anterior también podrá ser utilizada por las
Comunidades Autónomas y Ciudades Autónomas dentro de cada uno sus respectivos sectores públicos.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 40.2 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-41 Se modifican los
apartados 2 y 3 por la disposición final 8 del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo. Ref. BOE-A-2020-4832#df-8

CAPÍTULO II Libertad de pactos y contenido mínimo del contrato
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Artículo 34. Libertad de pactos.
1. En los contratos del sector público podrán incluirse cualesquiera pactos, cláusulas y condiciones, siempre
que no sean contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico y a los principios de buena administración.
2. Solo podrán fusionarse prestaciones correspondientes a diferentes contratos en un contrato mixto cuando
esas prestaciones se encuentren directamente vinculadas entre sí y mantengan relaciones de
complementariedad que exijan su consideración y tratamiento como una unidad funcional dirigida a la
satisfacción de una determinada necesidad o a la consecución de un fin institucional propio de la entidad
contratante.

Artículo 35. Contenido mínimo del contrato.
1. Los documentos en los que se formalicen los contratos que celebren las entidades del sector público, salvo
que ya se encuentren recogidas en los pliegos, deberán incluir, necesariamente, las siguientes menciones:

a) La identificación de las partes.
b) La acreditación de la capacidad de los firmantes para suscribir el contrato.
c) Definición del objeto y tipo del contrato, teniendo en cuenta en la definición del objeto las
consideraciones sociales, ambientales y de innovación.
d) Referencia a la legislación aplicable al contrato, con expresa mención al sometimiento a la normativa
nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos.
e) La enumeración de los documentos que integran el contrato. Si así se expresa en el contrato, esta
enumeración podrá estar jerarquizada, ordenándose según el orden de prioridad acordado por las partes,
en cuyo supuesto, y salvo caso de error manifiesto, el orden pactado se utilizará para determinar la
prevalencia respectiva, en caso de que existan contradicciones entre diversos documentos.
f) El precio cierto, o el modo de determinarlo.
g) La duración del contrato o las fechas estimadas para el comienzo de su ejecución y para su finalización,
así como la de la prórroga o prórrogas, si estuviesen previstas.
h) Las condiciones de recepción, entrega o admisión de las prestaciones.
i) Las condiciones de pago.
j) Los supuestos en que procede la modificación, en su caso.
k) Los supuestos en que procede la resolución.
l) El crédito presupuestario o el programa o rúbrica contable con cargo al que se abonará el precio, en su
caso.
m) La extensión objetiva y temporal del deber de confidencialidad que, en su caso, se imponga al
contratista.
n) La obligación de la empresa contratista de cumplir durante todo el periodo de ejecución de contrato las
normas y condiciones fijadas en el convenio colectivo de aplicación.

2. El documento contractual no podrá incluir estipulaciones que establezcan derechos y obligaciones para las
partes distintos de los previstos en los pliegos, concretados, en su caso, en la forma que resulte de la
proposición del adjudicatario, o de los precisados en el acto de adjudicación del contrato de acuerdo con lo
actuado en el procedimiento, de no existir aquellos. Se modifica la letra d) del apartado 1 por el art. 5.1 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a5 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria tercera del citado Real Decreto-ley.

CAPÍTULO III Perfección y forma del contrato

Artículo 36. Perfección de los contratos.
1. Los contratos que celebren los poderes adjudicadores, a excepción de los contratos menores y de los
contratos basados en un acuerdo marco y los contratos específicos en el marco de un sistema dinámico de
adquisición a los que se refiere el apartado 3 de este artículo, se perfeccionan con su formalización.
2. Los contratos subvencionados que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de esta Ley, deban
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considerarse sujetos a regulación armonizada, se perfeccionarán de conformidad con la legislación por la que
se rijan. Las partes deberán notificar su formalización al órgano que otorgó la subvención.
3. Los contratos basados en un acuerdo marco y los contratos específicos en el marco de un sistema dinámico
de adquisición, se perfeccionan con su adjudicación.
4. Salvo que se indique otra cosa en su clausulado, los contratos del sector público se entenderán celebrados en
el lugar donde se encuentre la sede del órgano de contratación.

Artículo 37. Carácter formal de la contratación del sector público.
1. Las entidades del sector público no podrán contratar verbalmente, salvo que el contrato tenga, conforme a
lo señalado en el artículo 120.1, carácter de emergencia.
2. Los contratos que celebren las Administraciones Públicas se formalizarán de acuerdo con lo previsto en el
artículo 153, sin perjuicio de lo señalado para los contratos menores en el artículo 118.
3. Los contratos que celebren los poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administraciones
Públicas cuando sean susceptibles de recurso especial en materia de contratación conforme al artículo 44
deberán formalizarse en los plazos establecidos en el artículo 153.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 13

1. Según lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios que comprendan la ejecución de obras y la 
explotación de servicio tendrán una duración máxima, incluidas prórrogas, de:

A) 10 años.

B) 20 años.

C) 30 años.

D) 40 años.

2. El contrato de servicios de prestación sucesiva tendrán:

A) Siempre una duración máxima de cinco años.

B) Siempre una duración máxima de cuatro años.

C) Una duración máxima de cinco años, aunque la Ley 9/2017 prevea alguna excepción.

D) Una duración máxima de seis años, aunque la Ley 9/2017 prevea alguna excepción.

3. El artículo 29 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, señala la obligatoriedad 
de prórroga para el empresario, siempre que su preaviso se produzca al menos con dos meses de antelación a 
la finalización del plazo de duración del contrato. Quedan exceptuados de la obligación de preaviso de 
prórroga los contratos cuya duración sea inferior a:

A) Seis meses.

B) Dos meses.

C) Un mes.

D) Quince días.
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4. De conformidad con lo establecido en el artículo 35 de la Ley de Contratos del Sector Público, los 
documentos en los que se formalicen los contratos que celebren las entidades del sector público no podrán 
incluir.

A) La acreditación de la capacidad de los firmantes para suscribir el contrato.

B) Estipulaciones que establezcan derechos y obligaciones para las partes distintos de los previstos en los 
pliegos.

C) La identificación de las partes.

D) Las condiciones de pago.

5. Conforme al art. 29.4 LCSP los contratos de suministros y de servicios de prestación sucesiva tendrán un 
plazo máximo de duración, incluyendo las posibles prórrogas, de:

A) Cinco años

B) Tres años

C) Un año

D) Todas son incorrectas

6. La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP) establece que la contratación 
verbal:

A) Está prohibida en todo caso.

B) Sólo se permite cuando el contrato tenga carácter de emergencia.

C) Es obligatoria con carácter general.

D) Se utiliza en los contratos de suministro.

7. Según el artículo 29 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, los contratos 
menores:

A) Podrán tener una duración superior a seis meses y podrán prever una prórroga.

B) No podrán tener una duración superior a un año y no podrán ser objeto de prórroga.

C) Podrán tener una duración superior a un año y podrán prever una prórroga.

D) No podrán tener una duración superior a dos años y no podrán ser objeto de prórroga.

8. Indique cuál de las siguientes respuestas es correcta:

A) Las entidades del sector público podrán contratar verbalmente, salvo que el contrato tenga, conforme a lo 
señalado en el artículo 120.1, carácter de emergencia.

B) Las entidades del sector público no podrán contratar verbalmente, salvo que el contrato tenga, conforme a lo 
señalado en el artículo 120.1, carácter de emergencia. (artículo 37.1 LCSP)

C) Las entidades del sector público no podrán contratar verbalmente, salvo que el contrato tenga, conforme a lo 
señalado en el artículo 120.1, carácter privado.

D) Ninguna respuesta es correcta.

9. Según el artículo 29.8 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/
UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, los contratos menores definidos en el apartado primero del 
artículo 118:

A) Podrán tener una duración superior a seis meses y podrán prever una prórroga.

B) No podrán tener una duración superior a un año ni ser objeto de prórroga.

C) Podrán tener una duración superior a un año y podrán prever una prórroga.

D) No podrán tener una duración superior a dos años ni ser objeto de prórroga.
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10. Los contratos que celebren los poderes adjudicadores, a excepción de los contratos menores y de los 
contratos basados en un acuerdo marco y los contratos específicos en el marco de un sistema dinámico de 
adquisición, se perfeccionan:

A) Con la adjudicación.

B) Con su formalización.

C) Con la solicitud.

D) Con la ejecución.

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 B · 4 B · 5 A · 6 B · 7 B · 8 B · 9 B · 10 B

Te quedan 57 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 13, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 14

La llei 19/2014, del 29 de desembre, de transparència, accés a la 
informació pública i bon govern. El Govern obert: concepte i principis 
informadors. Mesures per garantir la transparència i el bon govern en 

l'actuació municipal de Sant Cugat. Dades obertes: concepte, principis, 
beneficis i format. El govern obert de l'Ajuntament de Sant Cugat.

Ley 19/2014 transparencia de Cataluña

L19-2014-CAT · BOE-A-2015-470 · arts. 1 a 44 · arts. 46 a 95 — 95 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. La presente ley tiene por objeto:

a) Regular y garantizar la transparencia de la actividad pública.
b) Regular y garantizar el derecho de acceso de las personas a la información y documentación públicas.
c) Establecer los principios y obligaciones de buen gobierno de acuerdo con los que deben actuar los altos
cargos, el personal al servicio de la Administración y las demás personas a las que es de aplicación esta ley.
d) Aplicar el gobierno abierto y fomentar la participación y colaboración ciudadanas.
e) Regular el régimen de garantías y responsabilidades por el incumplimiento de los deberes y obligaciones
establecidos por esta ley.

2. La finalidad de la presente ley es establecer un sistema de relación entre las personas y la Administración
pública y demás sujetos obligados, fundamentado en el conocimiento de la actividad pública, la incentivación
de la participación ciudadana, la mejora de la calidad de la información pública y de la gestión administrativa
y la garantía de la rendición de cuentas y de la responsabilidad en la gestión pública.

Artículo 2. Definiciones.
A los efectos de la presente ley, se entiende por:
a) Transparencia: la acción proactiva de la Administración de dar a conocer la información relativa a sus
ámbitos de actuación y sus obligaciones, con carácter permanente y actualizado, de la forma que resulte más
comprensible para las personas y mediante los instrumentos de difusión que les permitan un amplio y fácil
acceso a los datos y faciliten su participación en los asuntos públicos.
b) Información pública: la información elaborada por la Administración y la que esta tiene en su poder como
consecuencia de su actividad o del ejercicio de sus funciones, incluida la que le suministran los demás sujetos
obligados de acuerdo con lo establecido por la presente ley.
c) Derecho de acceso a la información pública: el derecho subjetivo que se reconoce a las personas para
solicitar y obtener la información pública, en los términos y condiciones regulados por la presente ley.
d) Buen gobierno: los principios, obligaciones y reglas sobre la calidad de los servicios y el funcionamiento de
la Administración, y los principios éticos y buenas prácticas de acuerdo con los que deben actuar los altos
cargos de la Administración, los cargos directivos y demás personal al servicio de la Administración, con el
objetivo de que esta funcione con la máxima transparencia, calidad y equidad, y con garantía de rendición de
cuentas.
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e) Gobierno abierto: las medidas para establecer una relación y un diálogo permanentes y bidireccionales
entre la Administración y las personas al definir y aplicar las políticas públicas, y para introducir y desarrollar
instrumentos de participación y colaboración ciudadana en los asuntos públicos.
f) Administración pública: las administraciones públicas y los organismos, entes públicos y entes
instrumentales del sector público y entidades vinculadas con la Administración a los que se refiere el artículo
3.1.a, b, y c, y los otros organismos e instituciones públicas comprendidos en el artículo 3.1.b.
g) Grupos de interés: las personas físicas o jurídicas de carácter privado que realizan actuaciones de
participación activa en políticas públicas o en procesos de toma de decisiones en Cataluña con la finalidad de
influir en la orientación de dichas políticas en defensa de un interés propio o de terceros, o de un interés
general.
h) Sujetos obligados: todas las personas físicas o jurídicas respecto a las que la presente ley impone deberes y
obligaciones.
i) Publicidad activa: el deber de los sujetos obligados de hacer públicos, de oficio, los contenidos de
información pública que determina el capítulo II del título II.

Artículo 3. Ámbito de aplicación.
1. La presente ley es de aplicación:

a) A la Administración de la Generalidad y los entes que integran la Administración local en Cataluña.
b) A los organismos y entes públicos, las sociedades con participación mayoritaria o vinculadas, las
fundaciones del sector público, las entidades de derecho público dependientes o vinculadas con las
administraciones a las que se refiere la letra a, las entidades de derecho público que actúan con
independencia funcional o con una autonomía especial reconocida por ley que ejercen funciones de
regulación o supervisión externa sobre un determinado sector o actividad, las instituciones de la
Generalidad a las que se refiere el capítulo V del título II del Estatuto de autonomía, los colegios
profesionales y las corporaciones de derecho público en lo que afecta al ejercicio de sus funciones públicas
y los consorcios u otras formas asociativas y sus entes vinculados y sociedades mercantiles en que participa
de forma mayoritaria alguna de estas administraciones.
c) A las universidades públicas de Cataluña y los entes que dependen de ellas o están vinculados o
participados, incluidas las sociedades mercantiles, fundaciones y otros entes instrumentales.
d) A las personas físicas o jurídicas que ejercen funciones públicas o potestades administrativas, que
prestan servicios públicos o que perciben fondos públicos para funcionar o para llevar a cabo sus
actividades por cualquier título jurídico.
e) A las personas físicas o jurídicas que realizan actividades calificadas legalmente como servicios de
interés general o universal.
f) A los grupos de interés, en los términos establecidos por el título IV.

2. En los casos del apartado 1.d y e, el cumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente ley debe
hacerlo efectivo la Administración responsable. A tal efecto, las personas y entidades privadas deben informar
a la Administración de las actividades directamente relacionadas con el ejercicio de funciones públicas, la
gestión de servicios públicos y la percepción de fondos públicos, y de las actividades que permanezcan dentro
de la supervisión y el control de la Administración en el caso de servicios de interés general o universal.
También deben informarla de las retribuciones percibidas por los cargos directivos si el volumen de negocio
de la empresa vinculado a actividades realizadas por cuenta de las administraciones públicas supera el
veinticinco por ciento del volumen general de la empresa.
3. Los municipios pueden cumplir sus obligaciones de transparencia y las que derivan del derecho de acceso a
la información pública, de forma asociada o mediante fórmulas de cooperación establecidas con los entes
locales supramunicipales o con la Administración de la Generalidad, si por razones de capacidad o eficacia no
pueden cumplirlas directamente.
4. Las obligaciones de transparencia establecidas por el título II también son de aplicación a los partidos
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políticos, a las asociaciones y fundaciones vinculadas, a las organizaciones sindicales y empresariales y a las
entidades privadas en los siguientes supuestos:

a) Si perciben subvenciones o ayudas públicas de más de 100.000 euros anuales.
b) Si al menos el cuarenta por ciento de sus ingresos anuales procede de subvenciones o ayudas públicas,
siempre que esta cantidad sea de más de 5.000 euros.

5. Los contratos del sector público deben incluir las obligaciones de los adjudicatarios de facilitar información
establecidas por la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones de transparencia.
6. Cada sujeto obligado es responsable de la información que incluye en su portal de transparencia y de la que
incorpora en el Portal de la Transparencia, en cumplimiento de lo establecido por la presente ley.

Artículo 4. Responsables de la aplicación de la presente ley.
1. Los responsables del cumplimiento de los deberes y obligaciones establecidos por la presente ley son los
altos cargos al servicio de la Generalidad y de la Administración local de Cataluña y el personal al servicio de la
Administración pública, en el ámbito general, así como las personas que determina la presente ley con
relación a ámbitos específicos.
2. A los efectos de la presente ley, tienen la condición de altos cargos:

a) Al servicio de la Generalidad, los que establece la ley reguladora del régimen de incompatibilidades de
los altos cargos al servicio de la Generalidad.
b) Al servicio de la Administración local, los representantes locales y los titulares de los órganos superiores
y directivos, de acuerdo con lo establecido por la legislación de régimen local.
c) Al servicio de los demás organismos públicos a los que se refiere el artículo 3, los titulares o miembros de
los órganos de gobierno y los cargos directivos de dichos organismos.

3. Para los demás responsables, la normativa reguladora de la organización administrativa debe determinar
con claridad y precisión las autoridades y los órganos responsables del cumplimiento de los deberes y
obligaciones establecidos por la presente ley.

TÍTULO II De la transparencia

CAPÍTULO I Transparencia en la actividad pública

Artículo 5. Disposiciones generales.
1. Los sujetos obligados deben adoptar las medidas necesarias para facilitar a las personas el conocimiento de
la información pública. La información sujeta al régimen de transparencia debe hacerse pública en las sedes
electrónicas y los sitios web de los sujetos obligados, de forma clara, estructurada y en formato reutilizable.
2. A los efectos de lo establecido por el apartado 1, los sujetos obligados deben garantizar la transparencia de la
información pública mediante un sistema integral de información y conocimiento en formato electrónico,
cuyo diseño debe fundamentarse en el uso preferente de los sistemas de gestión de documentos públicos,
como facilitadores de datos y documentos auténticos, en el marco de interoperabilidad del sector público.
3. El sistema integral al que se refiere el apartado 2 debe permitir a las personas un acceso fácil y gratuito a la
información pública, con el fin de fomentar su conocimiento y de facilitar la participación y colaboración
responsable en los asuntos públicos.
4. El sistema se fundamenta en el Portal de la Transparencia, que es el instrumento básico y general de gestión
de documentos públicos para dar cumplimiento y efectividad a las obligaciones de transparencia establecidas
por la Ley, y en las sedes electrónicas o sitios web correspondientes. El Portal de la Transparencia debe incluir
el Registro de grupos de interés, regulado por el título IV, y los canales de participación y los procedimientos
participativos en trámite.
5. El Portal de la Transparencia está organizado y gestionado por la Administración de la Generalidad, y
también integra la información de las administraciones locales y de las administraciones y entidades incluidas
en el artículo 3.1.a, b, c, d y e. Las administraciones locales y el resto de administraciones y entidades pueden
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crear sus propios portales de transparencia, el acceso a cuyo contenido debe facilitarse desde el Portal de la
Transparencia de la Generalidad, de forma interconectada y que facilite la integración. Todos los portales
deben disponer de un buscador que permita un acceso rápido, fácil y comprensible a la información y que
incorpore mecanismos de alerta sobre los datos que se han actualizado.
6. El Portal de la Transparencia y los portales que eventualmente se creen de acuerdo con lo establecido por el
apartado 5 deben configurarse como una plataforma electrónica de publicidad activa en internet, deben ser
fácilmente identificables y deben contener el enlace de las sedes electrónicas de las administraciones públicas
o entidades correspondientes. También deben cumplir las recomendaciones de la Iniciativa de Accesibilidad
Web para facilitar su acceso a las personas con discapacidad.
7. Los sujetos a los que se refiere el artículo 3.1.d y e deben cumplir sus obligaciones de transparencia en los
términos establecidos por el artículo 3.2.

Artículo 6. Obligaciones de transparencia.
1. Para hacer efectivo el principio de transparencia, los sujetos obligados deben adoptar las siguientes
actuaciones:

a) Difundir la información pública de interés general de forma veraz y objetiva, para que las personas
puedan conocer la actuación y el funcionamiento de la Administración pública y ejercer el control de dicha
actuación.
b) Garantizar que la información a la que se refiere la letra a se difunde de forma constante y se actualiza
permanentemente, con la indicación expresa de la fecha en que se actualizó por última vez y, si es posible,
de la fecha en que ha de volver a actualizarse.
c) Organizar la información de forma que sea fácilmente accesible y comprensible para las personas y que
facilite una ágil y rápida consulta mediante instrumentos de búsqueda dotados de las características
técnicas que lo garanticen.
d) Ordenar temáticamente la información para que su localización sea fácil e intuitiva. Dicha ordenación
debe realizarse, como mínimo, con criterios temáticos y cronológicos, siguiendo el cuadro de clasificación
documental corporativo –si se dispone de él– e incorporando índices o guías de consulta.
e) Facilitar la consulta de la información con el uso de medios informáticos en formatos fácilmente
comprensibles y que permitan la interoperabilidad y la reutilización.

2. Las obligaciones de transparencia establecidas por la presente ley son mínimas y generales, y se entienden
sin perjuicio de las que pueda establecer de forma más detallada y específica la legislación aplicable.
3. Los sujetos obligados deben establecer procedimientos basados en indicadores objetivos para evaluar el
cumplimiento de las obligaciones de transparencia. En los procedimientos de evaluación debe garantizarse la
participación de expertos independientes y de los ciudadanos.

Artículo 7. Límites a las obligaciones de transparencia.
1. Los límites aplicables a las obligaciones de transparencia son los mismos que el título III establece para el
derecho de acceso a la información pública, especialmente los relativos a la protección de datos de carácter
personal.
2. El principio de transparencia debe interpretarse y aplicarse en todos los casos de forma preferente.
Cualquier limitación en la aplicación del principio de transparencia debe fundamentarse en un límite o una
excepción expresamente establecidos por una norma con rango de ley.

CAPÍTULO II Publicidad activa

Artículo 8. Información sujeta al régimen de transparencia.
1. La Administración pública, en aplicación del principio de transparencia, debe hacer pública la información
relativa a:

a) La organización institucional y la estructura administrativa.

Temario en formato ley · Profesor/a de secundaria (Especialidad violín) (parte general) · Organi 239

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



b) La gestión económica, contable, presupuestaria y patrimonial.
c) Las decisiones y actuaciones de especial relevancia jurídica.
d) La plantilla, la relación de puestos de trabajo y el régimen retributivo.
e) Los procedimientos administrativos relacionados con el ejercicio de sus competencias.
f) Los contratos y convenios.
g) Las convocatorias y el otorgamiento de las subvenciones y ayudas públicas.
h) Los informes y estudios.
i) Los planes, programas y memorias generales.
j) La información estadística.
k) La información geográfica.
l) Las materias y actuaciones cuya publicidad se establezca por norma.
m) Cualquier materia de interés público, y las informaciones solicitadas con más frecuencia por vía del
ejercicio del derecho de acceso a la información pública.

2. La información pública relativa a las materias a las que se refiere el apartado 1 debe comprender todos los
datos y documentos con el alcance y la precisión que determinan los artículos 9 a 15. La información debe ser
congruente con la finalidad de conocimiento prevista en cada caso y debe ser adecuada y completa en cuanto
al contenido informativo que determina la Ley.

Artículo 9. Transparencia en la organización institucional y la estructura administrativa.
1. La información relativa a la organización institucional y la estructura administrativa que la Administración
debe hacer pública en aplicación del principio de transparencia debe incluir:

a) La descripción de la organización de la Administración y de los organismos y entes públicos vinculados o
dependientes, así como de las sociedades, fundaciones públicas y consorcios de que forma parte la
Administración, con la inclusión de un organigrama actualizado.
b) La estructura organizativa interna de la Administración y de los organismos y entidades a los que se
refiere la letra a, con la identificación de los responsables de los distintos órganos y su perfil y trayectoria
profesionales.
c) Las funciones que tienen atribuidas la Administración y los organismos y entidades a los que se refiere la
letra a, con indicación del ente, entidad u órgano que las ejerce en cada caso.
d) La relación de puestos de trabajo del personal funcionario, laboral y eventual, y la plantilla y la relación
de contratos temporales y de interinajes no vinculados a ningún puesto de trabajo de dicha relación de
puestos.
e) Las convocatorias y los resultados de los procesos selectivos de provisión y promoción del personal.
f) La relación de altos cargos.
g) Las listas que eventualmente se creen para acceder a los procesos de formación y promoción.
h) La relación de los puestos ocupados por personal adscrito por los adjudicatarios de contratos firmados
con la Administración que, en virtud del contrato, realice una actividad, un servicio o una obra con
carácter permanente en una dependencia o un establecimiento público, así como el régimen de dedicación
y el régimen retributivo de dicho personal y las tareas que realiza.
i) Los convenios, acuerdos y pactos de naturaleza funcionarial, laboral y sindical.
j) El catálogo de los servicios prestados, las cartas de servicios existentes y la información sobre los
resultados de las evaluaciones de calidad y de la incidencia social de las políticas públicas.
k) Los acuerdos relativos a la creación, la participación y el funcionamiento de los entes públicos, las
sociedades y fundaciones públicas, los consorcios y demás entidades vinculadas a la Administración
pública.
l) La información relativa a los canales de participación y los procedimientos participativos en trámite, de
acuerdo con lo establecido por la presente ley y la Ley de consultas populares no referendarias y de otras
formas de participación ciudadana, para hacer difusión y facilitar la participación ciudadana.
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m) Las resoluciones dictadas por el órgano competente, en aplicación de la normativa sobre el régimen de
incompatibilidades de los altos cargos, con la forma y las condiciones que se determinen por reglamento.
n) Las infracciones cometidas y las sanciones aplicadas a los altos cargos de la Administración de la
Generalidad y al personal directivo de su sector público, en los términos del artículo 90 bis.

2. La información organizativa debe incluir el número de liberados sindicales que hay en el ámbito de la
Administración y los entes que dependen de ella, con la indicación de los sindicatos correspondientes, los
costes que las liberaciones generan a la Administración y el número de horas sindicales utilizadas.
Se añade la letra n) por el art. 48.1 de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-953

Artículo 10. Transparencia en las decisiones y actuaciones de relevancia jurídica.
1. La información relativa a las decisiones y actuaciones con relevancia jurídica que la Administración debe
hacer pública en aplicación del principio de transparencia debe incluir:

a) Las normas aprobadas por la Administración pública –de las cuales tienen que estar disponibles las
versiones en el formato originario y, en el caso de las normas que hayan sido modificadas, las versiones
consolidadas– y los datos relativos a la evaluación de la aplicación de las normas.
b) Las directivas, instrucciones, circulares y respuestas anonimizadas a consultas planteadas que tengan
especial incidencia sobre la interpretación y la aplicación de las normas.
c) Los procedimientos normativos en curso de elaboración, con la indicación del estado de tramitación en
que se encuentran.
d) Las memorias y los documentos justificativos de la tramitación de los proyectos o anteproyectos
normativos, los distintos textos de las disposiciones y la relación y valoración de los documentos originados
por los procedimientos de información pública y participación ciudadana y por la intervención de los
grupos de interés, en su caso.
e) El catálogo actualizado de todos los procedimientos administrativos, con la indicación de los que están
disponibles en formato electrónico, el sentido del silencio administrativo y los recursos que pueden
interponerse con relación a las resoluciones que ponen fin a los mismos.
f) Los actos administrativos, las declaraciones responsables y las comunicaciones previas que puedan tener
incidencia sobre el dominio público o la gestión de los servicios públicos, y aquellos otros en que lo
aconsejen razones de especial interés público.
g) Los actos que hayan sido objeto de un procedimiento de revisión en vía administrativa.
h) Las resoluciones administrativas y judiciales que puedan tener relevancia pública y las resoluciones
judiciales definitivas que afecten a las personas obligadas al cumplimiento de la presente ley, por razón del
ejercicio de las funciones y responsabilidades que les atribuye.
i) Los dictámenes de la Comisión Jurídica Asesora y de los demás órganos consultivos.

2. En el caso de las letras c y d del apartado 1, la información también debe incluir los documentos que, de
acuerdo con la normativa aplicable, deben ser sometidos a un período de información pública durante la
tramitación, y también el contenido íntegro de los textos de los anteproyectos de ley y de los proyectos de
reglamento.
3. En el caso de las letras f, g, h, e i del apartado 1, la información no debe incluir datos o referencias
personales.

Artículo 11. Transparencia en la gestión económica, contable, presupuestaria y patrimonial.
1. La información relativa a la gestión económica y presupuestaria que la Administración debe hacer pública
en aplicación del principio de transparencia debe incluir:

a) El presupuesto, con la descripción de las partidas presupuestarias anuales y los datos de su ejecución –de
forma que pueda conocerse el grado de ejecución con carácter trimestral– y de su liquidación, así como el
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
b) Las retribuciones, indemnizaciones y dietas, las actividades y los bienes de los miembros del Gobierno,
de los altos cargos de la Administración pública y del personal directivo de los entes públicos, las
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sociedades, las fundaciones y los consorcios, y las indemnizaciones que han de percibir al dejar de ejercer
su cargo.
c) Las cuentas anuales completas preceptivas y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización de
los órganos de control externo que las hayan emitido.
d) Las resoluciones dictadas por el órgano competente para instruir y resolver los expedientes relativos a
las declaraciones de actividades, patrimoniales y de intereses de los altos cargos y a la inscripción en los
registros correspondientes, en aplicación de la normativa sobre incompatibilidades de los altos cargos.
e) La información general sobre las retribuciones, indemnizaciones y dietas percibidas por los empleados
públicos, agrupada en función de los niveles y cuerpos.
f) El coste de las campañas de publicidad institucional, desglosando los distintos conceptos de la campaña
y el importe contratado a cada medio de comunicación.

2. La información relativa a la gestión patrimonial debe incluir:
a) La información sobre los datos más relevantes del inventario general del patrimonio en lo relativo a los
bienes inmuebles de dominio público y patrimoniales y a los bienes muebles de especial valor.
b) La información económica relativa a la gestión del patrimonio.

Artículo 12. Transparencia en materia de planificación y programación.
1. La Administración debe hacer públicos, en aplicación del principio de transparencia, los planes y
programas anuales y plurianuales, de carácter general o sectorial, que establecen las directrices estratégicas
de las políticas públicas. Asimismo, deben publicarse las auditorías internas y externas de evaluación de la
calidad de los servicios públicos.
2. La información a la que se refiere el apartado 1 debe incluir, como mínimo, las actuaciones que deben
realizarse, los medios que deben utilizarse para ejecutar los planes y programas, sus plazos de cumplimiento,
la memoria económica y los estudios e informes técnicos justificativos.
3. La información pública a la que se refiere el apartado 1 debe incluir los criterios y la metodología para
evaluar el cumplimiento de los planes y programas y el resultado de su evaluación, una vez ejecutados.
4. La Administración debe hacer públicos el plan territorial general, los planes territoriales parciales, los
planes directores territoriales, los planes territoriales sectoriales, los planes directores urbanísticos, los planes
de ordenación urbanística municipal, el plan de espacios de interés natural y los demás planes y programas
que deban elaborarse en cumplimiento de una norma con rango de ley y los planes que deben publicarse con
carácter obligatorio.
5. La Administración debe hacer públicas las modificaciones de los planes y programas y la información
económica, geográfica y urbanística, de elaboración propia o externa, que haya utilizado para elaborarlos y
para evaluar su ejecución.

CAPÍTULO III Transparencia en la gestión administrativa

Artículo 13. Transparencia en la contratación pública.
1. La transparencia en el ámbito de los contratos suscritos por los sujetos obligados es aplicable a todos los
contratos, incluidos los patrimoniales y los menores. La información pública relativa a los contratos debe
incluir:

a) La información sobre las entidades y los órganos de contratación, con la indicación de su denominación
exacta, el teléfono y las direcciones postales y electrónicas.
b) La información sobre las licitaciones en trámite, que debe comprender como mínimo el tipo de contrato,
su objeto, el contenido económico, los pliegos de cláusulas administrativas y las condiciones de ejecución.
c) La información sobre los contratos programados.
d) Los contratos suscritos, con la indicación de su objeto, el importe de la licitación y de adjudicación, el
procedimiento utilizado para contratar y la identidad del adjudicatario, la duración, el número de
licitadores, los criterios de adjudicación, el cuadro comparativo de ofertas y sus respectivas puntuaciones,
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así como los acuerdos e informes técnicos del proceso de contratación. Esta información debe estar
actualizada y referirse, como mínimo, a los últimos cinco años.
e) Las modificaciones contractuales, las prórrogas de los contratos, las licitaciones anuladas y las
resoluciones anticipadas.
f) Los datos del registro público de contratos y del registro oficial de licitadores y empresas clasificadas.
g) Los acuerdos y criterios interpretativos de los órganos consultivos de contratación.
h) Una relación anonimizada de las preguntas y respuestas más frecuentes en las consultas en materia de
contratación.
i) Las resoluciones de los recursos especiales, de las cuestiones de nulidad y de las resoluciones judiciales
definitivas en materia de contratación, así como los actos de desistimiento, renuncia y resolución de
contratos.

2. La información en materia de contratación pública debe constar en un espacio diferenciado del Portal de la
Transparencia, configurado como una plataforma electrónica de publicidad específica en este ámbito.
3. La Administración pública debe dar publicidad de forma constante y actualizada a los datos estadísticos
sobre los porcentajes y el volumen presupuestario de los contratos adjudicados de acuerdo con cada uno de los
procedimientos establecidos por la legislación de contratos del sector público. También debe dar publicidad al
volumen presupuestario contratado por los distintos adjudicatarios en los últimos cinco años.
4. En los contratos de gestión de servicios públicos y de concesión de obras públicas, deben hacerse públicos
los siguientes datos para facilitar su conocimiento a los usuarios:

a) Las condiciones y obligaciones asumidas por los gestores con relación a la calidad, el acceso al servicio y
los requisitos de prestación del servicio.
b) Los derechos y deberes de los usuarios.
c) Las facultades de inspección, control y sanción que puede ejercer la Administración con relación a la
prestación del servicio.
d) El procedimiento para formular quejas o reclamaciones.

Artículo 14. Transparencia en los convenios de colaboración.
1. La transparencia en el ámbito de los convenios de colaboración es aplicable a todos los convenios y
encargos de gestión suscritos entre los sujetos obligados y las personas privadas y públicas.
2. La información pública relativa a los convenios de colaboración debe incluir, como mínimo:

a) La relación de los convenios vigentes, con la indicación de la fecha, las partes que los firman, el objeto,
los derechos y las obligaciones de cualquier tipo que generen y el período de vigencia.
b) Las eventuales modificaciones de cualquiera de los parámetros a los que se refiere la letra a, y la fecha y
la forma en que se hayan producido.
c) La información relativa al cumplimiento y la ejecución de los convenios.

3. Las obligaciones de publicidad establecidas por el presente artículo deben hacerse efectivas mediante el
Registro de convenios de colaboración y cooperación de la Generalidad, que debe integrarse en el Portal de la
Transparencia.

Artículo 15. Transparencia en la actividad subvencional.
1. La información relativa a las subvenciones y ayudas públicas que los sujetos obligados deben hacer pública
en aplicación del principio de transparencia debe incluir:

a) Una relación actualizada de las subvenciones y otras ayudas que los sujetos obligados tengan previsto
convocar durante el ejercicio presupuestario, con la indicación de su objeto o finalidad y la descripción de
las condiciones para ser beneficiario de ellas.
b) Los objetivos, a efectos de utilidad pública o social, que pretende alcanzar la subvención o la ayuda y los
efectos que la medida de fomento puede producir en el mercado, en su caso.
c) Las subvenciones y ayudas públicas otorgadas, con la indicación de su importe, objeto y beneficiarios.
Esta información debe incluir las subvenciones y ayudas, debe estar actualizada y debe referirse a los
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últimos cinco años. También debe incluir las subvenciones y ayudas otorgadas sin publicidad y
concurrencia si estos requisitos se han exceptuado, en los casos establecidos legalmente. En el caso de
subvenciones y ayudas públicas otorgadas por motivos de vulnerabilidad social, debe preservarse la
identidad de los beneficiarios.
d) La información relativa al control financiero de las subvenciones y ayudas públicas otorgadas.
e) La justificación o rendición de cuentas por parte de los beneficiarios de la subvención o ayuda otorgada.

2. Las bases reguladoras de la concesión de subvenciones y ayudas públicas que puedan otorgarse por un
importe superior a 10.000 euros deben incluir la obligación de los beneficiarios, si son personas jurídicas, de
comunicar a los sujetos obligados la información relativa a las retribuciones de sus órganos de dirección o
administración, al efecto de hacerlas públicas. En los supuestos legales en que no se aplique un proceso de
concurrencia para otorgar las subvenciones o ayudas, esta obligación debe incluir el correspondiente acto o
convenio.

CAPÍTULO IV Reutilización de la información pública

Artículo 16. Reeutilización de la información.
1. Los sujetos obligados deben facilitar a las personas el acceso a la información pública en formato
reutilizable, para mejorar la transparencia, generar valor en la sociedad y promover la interoperabilidad entre
las administraciones, dentro de los límites establecidos por la normativa sobre reutilización de la información
del sector público.
2. La información pública puede ser reutilizada con cualquier objetivo lícito, especialmente la reproducción y
divulgación por cualquier medio de los datos objeto de información pública y la creación de productos o
servicios de información con valor añadido basados en estos datos.

Artículo 17. Condiciones y modalidades para reutilizar la información.
1. La reutilización de la información pública es libre y no está sujeta a restricciones, excepto en los supuestos
en que, por vía reglamentaria, se someta a la obtención de una licencia de reconocimiento de creative
commons, por razón de la tutela de otros derechos o bienes jurídicos, o a la solicitud previa del interesado.
2. El Portal de la Transparencia debe especificar el tipo de reutilización aplicable a la información que
contiene, y también debe incluir un aviso legal sobre las condiciones de la reutilización.
3. Debe garantizarse que en el proceso de reutilización no se altera el contenido de la información reutilizada
ni se desnaturaliza su sentido, y también debe citarse la fuente de los datos e indicar la fecha de la última
actualización.

TÍTULO III De la información pública

CAPÍTULO I Acceso a la información pública

Artículo 18. Derecho de acceso a la información pública.
1. Las personas tienen el derecho a acceder a la información pública, a la que se refiere el artículo 2.b, a título
individual o en nombre y representación de cualquier persona jurídica legalmente constituida.
2. El ejercicio de este derecho no está condicionado a la concurrencia de un interés personal, no queda sujeto
a motivación y no requiere la invocación de ninguna norma.
3. El derecho de acceso a la información pública puede ejercerse a partir de los dieciséis años.

Artículo 19. Información pública.
1. El derecho de acceso a la información pública incluye cualquier forma o soporte en que esta información
haya sido elaborada o en que se conserve.
2. Las administraciones públicas deben adoptar las medidas organizativas necesarias para garantizar el
cumplimiento del derecho de acceso a la información pública, de acuerdo con lo establecido por el presente
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título.
3. Las administraciones públicas, con el mismo fin al que se refiere el apartado 2, deben establecer un sistema
de gestión de documentos, información y datos integrado que permita la interoperatividad entre las
administraciones, la localización de cualquier documento o información y la vinculación automática de cada
documento o conjunto de datos a su régimen de acceso y publicidad.

CAPÍTULO II Límites y acceso parcial a la información pública

Artículo 20. Principios generales.
1. El derecho de acceso a la información pública se garantiza a todas las personas, de acuerdo con lo
establecido por la presente ley. El derecho de acceso a la información pública solamente puede ser denegado o
restringido por las causas expresamente establecidas por las leyes.
2. Las limitaciones legales al derecho de acceso a la información pública deben ser aplicadas de acuerdo con
su finalidad, teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso concreto, deben interpretarse siempre
restrictivamente en beneficio de este derecho y no pueden ampliarse por analogía.
3. Para aplicar límites al derecho de acceso a la información pública, la Administración no dispone de potestad
discrecional y debe indicar en cada caso los motivos que lo justifican. En la motivación debe explicitarse el
límite aplicado y razonar debidamente las causas que fundamentan su aplicación.
4. Los límites al derecho de acceso a la información pública deben aplicarse de acuerdo con los principios de
igualdad y de interdicción de la arbitrariedad.
5. El derecho de acceso a la información pública se garantiza de acuerdo con lo establecido por la presente ley,
y específicamente mediante los instrumentos establecidos por el capítulo IV de este título.

Artículo 21. Límites al derecho de acceso a la información pública.
1. El derecho de acceso a la información pública puede ser denegado o restringido si el conocimiento o
divulgación de la información conlleva un perjuicio para:

a) La seguridad pública.
b) La investigación o la sanción de las infracciones penales, administrativas o disciplinarias.
c) El secreto o la confidencialidad en los procedimientos tramitados por la Administración pública, si el
secreto o la confidencialidad están establecidos por una norma con rango de ley.
d) El principio de igualdad de las partes en los procesos judiciales o la tutela judicial efectiva.
e) Los derechos de los menores de edad.
f) La intimidad y los demás derechos privados legítimos.
g) El secreto profesional y los derechos de propiedad intelectual e industrial.

2. El derecho de acceso a la información pública también puede ser denegado o restringido si la información
tiene la condición de protegida y así lo establece expresamente una norma con rango de ley.
3. Tiene la condición de protegida, en todos los casos, la información relativa a los menores de edad cuyo
conocimiento o divulgación puede condicionar el libre desarrollo de su personalidad en el futuro. El acceso a
la información puede ser denegada en este supuesto, salvo que pueda garantizarse su carácter anónimo, y sin
perjuicio de lo que establecen los artículos siguientes.

Artículo 22. Proporcionalidad y temporalidad.
1. Los límites aplicados al derecho de acceso a la información pública deben ser proporcionales al objeto y la
finalidad de protección. La aplicación de dichos límites debe atender a las circunstancias de cada caso
concreto, especialmente la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso a la
información.
2. Los límites del derecho de acceso a la información pública son temporales si así lo establece la ley que los
regula, y se mantienen mientras perduran las razones que justifican su aplicación.

Artículo 23. Datos personales especialmente protegidos.
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Las solicitudes de acceso a la información pública deben ser denegadas si la información que se desea obtener
contiene datos personales especialmente protegidos, como los relativos a la ideología, la afiliación sindical, la
religión, las creencias, el origen racial, la salud y la vida sexual, así como los relativos a la comisión de
infracciones penales o administrativas que no conlleven la amonestación pública al infractor, salvo que el
afectado lo consienta expresamente mediante un escrito que debe acompañar la solicitud.

Artículo 24. Protección de datos personales.
1. Se debe dar acceso a la información pública si se trata de información directamente relacionada con la
organización, el funcionamiento o la actividad pública de la Administración que contenga datos personales
meramente identificativos salvo que, excepcionalmente, en el caso concreto tenga que prevalecer la
protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos.
2. Si se trata de otra información que contiene datos personales no incluidos en el artículo 23, se puede dar
acceso a la información, previa ponderación razonada del interés público en la divulgación y los derechos de
las personas afectadas. Para realizar dicha ponderación deben tenerse en cuenta, entre otras, las siguientes
circunstancias:

a) El tiempo transcurrido.
b) La finalidad del acceso, especialmente si tiene una finalidad histórica, estadística o científica, y las
garantías que se ofrezcan.
c) El hecho de que se trate de datos relativos a menores de edad.
d) El hecho de que pueda afectar a la seguridad de las personas.

3. Las solicitudes de acceso a la información pública que se refieran solamente a datos personales del
solicitante deben resolverse de acuerdo con la regulación del derecho de acceso establecido por la legislación
de protección de datos de carácter personal.

Artículo 25. Acceso parcial a la información y a la documentación públicas.
1. Si es de aplicación alguno de los límites de acceso a la información pública establecidos por los artículos
anteriores, la denegación de acceso solamente afecta a la parte correspondiente de la documentación, y debe
autorizarse el acceso restringido al resto de los datos.
2. Si la restricción de acceso o la ocultación parcial de datos dificulta la comprensión de la información, el
interesado puede solicitar audiencia a la Administración para aclarar su interpretación. La Administración
puede aportar las aclaraciones contextuales necesarias siempre que no revelen la información que ha sido
legalmente ocultada.
3. En el caso de acceso parcial a la información pública, la Administración debe garantizar, por los medios más
adecuados, la reserva de la información afectada por las limitaciones legales.

CAPÍTULO III Ejercicio del derecho de acceso a la información pública

Artículo 26. Requisitos de las solicitudes de información pública.
1. Las solicitudes de acceso a la información pública pueden realizarse por cualquier medio que permita tener
constancia de:

a) La identidad del solicitante.
b) La información precisa a la que se desea tener acceso, sin necesidad de indicar un documento o
expediente concretos.
c) La forma o el formato en que se prefiere tener acceso a la información.
d) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, que sirva para las comunicaciones entre el
solicitante y la Administración.

2. El solicitante puede exponer, con carácter potestativo, los motivos que justifican el ejercicio del derecho de
acceso a la información pública. La ausencia de motivación en ningún caso puede ser causa de denegación de
la solicitud.
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Artículo 27. Presentación de las solicitudes.
1. Las solicitudes de acceso a la información pública pueden presentarse por cualquier medio, incluidos los
electrónicos, siempre que permitan dejar constancia de los requisitos a los que se refiere el artículo 26.
2. Las solicitudes presentadas por medios electrónicos deben poder tramitarse con la utilización de la firma
electrónica, mediante un formulario electrónico sencillo y fácilmente accesible que el Portal de la
Transparencia debe poner a disposición de los ciudadanos, o por cualquier otro medio que se establezca por
reglamento.
3. Las solicitudes deben dirigirse a la entidad o el órgano administrativo que disponga de la información. Si la
solicitud de información se dirige a un órgano que no la tiene a su disposición o se dirige genéricamente a una
administración, es aplicable lo establecido por el artículo 30.
4. La Administración debe establecer sistemas para integrar la gestión de las solicitudes de información en el
ámbito de su organización interna.
5. Una vez presentada la solicitud, debe notificarse al solicitante la recepción de la misma indicando el día de
la recepción, el órgano responsable de resolverla, la fecha máxima para resolver y la persona responsable de la
tramitación.

Artículo 28. Solicitudes imprecisas.
1. Si una solicitud de acceso a la información pública se ha formulado en términos imprecisos o demasiado
genéricos, la Administración debe comunicarlo al solicitante y pedirle que concrete la información a la que
desea tener acceso. Este trámite suspende el plazo para resolver.
2. La Administración debe prestar asesoramiento y asistencia al solicitante para que pueda concretar la
petición a la que se refiere el apartado 1.
3. Si el solicitante no cumple el trámite al que se refiere el apartado 1 dentro del plazo establecido, que no
puede ser inferior a diez días, se considera que ha desistido del procedimiento y tiene que archivarse el
expediente, siempre que la Administración haya puesto a disposición de los ciudadanos los instrumentos
adecuados para la búsqueda de la información.
4. El archivo del expediente de solicitud de acceso a la información pública no excluye el derecho a presentar
una nueva solicitud que cumpla los requisitos establecidos por la presente ley.

Artículo 29. Inadmisión de solicitudes.
1. Son inadmitidas a trámite las solicitudes de acceso a la información pública en los siguientes supuestos:

a) Si solicitan notas, borradores, resúmenes, opiniones o cualquier documento de trabajo interno sin
relevancia o interés público.
b) Si para obtener la información que solicitan es necesaria una tarea compleja de elaboración o
reelaboración. En tal caso, se puede dar la información de forma desglosada, previa audiencia del
solicitante.
c) Si la información que solicitan está en fase de elaboración y debe hacerse pública, de acuerdo con las
obligaciones de transparencia del título II, dentro del plazo de tres meses.

2. Son inadmitidas a trámite las solicitudes de información consistentes en consultas jurídicas o peticiones de
informes o dictámenes, sin perjuicio de los supuestos de consulta u orientación establecidos por la legislación
general de procedimiento administrativo y por las leyes sectoriales que se soliciten de acuerdo con la
normativa correspondiente.
3. La inadmisión de solicitudes debe ser motivada y comunicada al solicitante.

Artículo 30. Derivación de las solicitudes.
1. En el supuesto de que la solicitud de acceso a la información se dirija a una entidad u órgano administrativo
que no disponga de la información, este debe derivarla a la entidad o al órgano que disponga de ella, si lo
conoce, o a la oficina responsable de la información pública que corresponda, en un plazo de quince días
naturales, y comunicar al solicitante a qué órgano se ha derivado la solicitud y los datos para contactar con él.
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2. Si la entidad o el órgano administrativo competente pertenece o depende de una administración distinta a la
que se ha dirigido la solicitud, debe informarse de ello al solicitante, por vía electrónica si es posible, e
indicarle cuál es la Administración a la que se ha derivado su solicitud para que pueda ejercer el derecho de
acceso a la información pública.

Artículo 31. Afectación de derechos o intereses de terceros.
1. Si la solicitud de información pública puede afectar a derechos o intereses de terceros, de acuerdo con lo
establecido por la presente ley, en caso de que los posibles afectados estén identificados o sean fácilmente
identificables se les debe dar traslado de la solicitud, y tienen un plazo de diez días para presentar alegaciones
si estas pueden resultar determinantes del sentido de la resolución.
2. El trámite de alegaciones al que se refiere el apartado 1 suspende el plazo para resolver.
3. El traslado de la solicitud debe indicar los motivos de la solicitud, si se han expresado, pero no es obligatorio
revelar la identidad del solicitante.
4. Se debe informar al solicitante del traslado de la solicitud a terceros y de la suspensión del plazo para dictar
resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para presentarlas.

Artículo 32. Competencia para resolver.
La competencia para resolver las solicitudes de acceso a la información pública corresponde:
a) En el caso de las solicitudes dirigidas a la Administración de la Generalidad, a los órganos superiores
jerárquicos de los servicios o unidades que disponen de la información, de acuerdo con lo establecido por las
normas reguladoras de la organización administrativa.
b) En el caso de las solicitudes dirigidas a la Administración local, a los órganos que determinan las normas
organizativas propias y, en su defecto, al alcalde o el presidente, o el órgano en que estos deleguen.
c) En el caso de las solicitudes dirigidas a organismos autónomos, entidades de derecho público, sociedades y
fundaciones públicas, consorcios y universidades públicas, a su órgano de dirección y de gobierno.
d) En el caso de las solicitudes dirigidas a otras instituciones y organismos a los que se refiere el artículo 3.1, a
sus órganos de representación o dirección.

Artículo 33. Plazo para resolver.
1. Las solicitudes de acceso a la información pública deben resolverse en el plazo de un mes, a contar desde el
día siguiente al de la recepción de la solicitud.
2. El plazo al que se refiere el apartado 1 puede prorrogarse, si lo justifican el volumen o la complejidad de la
información requerida, hasta un plazo igual a la mitad del inicial. La prórroga y las causas que la motivan
deben ser comunicadas al interesado.
3. En el plazo al que se refiere el presente artículo debe resolverse la solicitud y notificar la resolución al
interesado.
4. El plazo al que se refiere este artículo solamente puede quedar en suspenso en los casos establecidos
expresamente por la presente ley y por la legislación general sobre régimen jurídico y procedimiento
administrativo.

Artículo 34. Resolución.
1. La resolución debe formalizarse por escrito y debe notificarse al solicitante y, en su caso, a los terceros
afectados que hayan comparecido en el expediente. Si la solicitud de información se ha realizado por vía
electrónica, la notificación de la resolución también puede realizarse por medios electrónicos.
2. La resolución debe ser estimatoria de la solicitud, salvo que sea de aplicación alguno de los límites
establecidos por la presente ley. En este último caso, debe estimar parcialmente la solicitud, a ser posible, o
desestimarla íntegramente.
3. Si la resolución es estimatoria de la solicitud y ha existido oposición de terceros, el acceso a la información
solamente puede hacerse efectivo una vez ha transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso-
administrativo sin que se haya formalizado o, en el supuesto de que se haya presentado este recurso, si no se
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ha acompañado de petición de medidas cautelares de suspensión o se ha resuelto este incidente manteniendo
la ejecutividad del acto administrativo.
4. Deben ser motivadas las siguientes resoluciones:

a) Las que desestiman total o parcialmente la solicitud.
b) Las que estiman la solicitud pese a la oposición de terceros.
c) Las que establecen como forma de acceso a la información un formato diferente al solicitado.

5. Excepcionalmente no es obligatorio que las resoluciones sean motivadas si la mera indicación de la
existencia o no de los datos puede conllevar incurrir en alguna de las limitaciones del derecho de acceso a la
información pública. En tal caso, la resolución debe hacer constar esta circunstancia.
6. Si el acceso a la información pública es denegado como consecuencia de la aplicación de los límites
derivados de la protección de los derechos de propiedad intelectual o industrial, la motivación de la resolución
debe incluir la referencia a la persona titular de estos derechos, si es conocida.
7. La notificación de la resolución debe indicar las vías específicas de recurso y reclamación establecidas por la
presente ley.
8. Si se estima la solicitud y no se ha producido oposición de terceros, la resolución puede ser sustituida por
una comunicación por la que se indica al interesado que puede acceder a la información, o bien se le pueden
facilitar los datos directamente.

Artículo 35. Silencio administrativo.
1. Si la Administración no resuelve y notifica dentro del plazo establecido, la solicitud se entiende estimada,
salvo que una norma con rango de ley establezca expresamente un efecto desestimatorio, total o parcial, con
relación a una determinada información.
2. No se puede adquirir por silencio administrativo el derecho de acceso si concurre alguno de los límites
establecidos por esta u otras leyes para tener acceso a la información pública.
3. En el caso de silencio administrativo estimatorio, la Administración está obligada a facilitar el acceso a la
información pública en el plazo establecido por el artículo 36, a contar desde el momento en que el solicitante
lo pide.
4. La denegación de acceso a la información habiéndose producido silencio administrativo estimatorio puede
dar lugar a la exigencia de responsabilidad, de acuerdo con lo establecido por el título VII.

Artículo 36. Acceso a la información.
1. Si una solicitud es estimada total o parcialmente, el órgano competente debe suministrar la información al
interesado, en el formato en que la haya solicitado, en el plazo de treinta días.
2. La Administración puede suministrar la información en un formato distinto al solicitado en los siguientes
casos:

a) Si existe una alternativa más económica, siempre que no dificulte al solicitante el acceso a los datos.
b) Si la información ya ha sido difundida o publicada provisionalmente en otro formato y se puede acceder
fácilmente a ella. En tal caso, debe indicarse al solicitante la fuente de información.
c) Si se considera razonable utilizar un formato distinto al solicitado, siempre que se justifique.
d) Si el formato en el que se ha solicitado la información puede conllevar la pérdida del soporte que la
contiene o puede dañarlo.
e) Si técnicamente no es posible realizar una copia en el formato en que se ha solicitado la información.
f) Si el formato en que se ha solicitado la información puede afectar los derechos de propiedad intelectual.

3. Las resoluciones estimatorias deben incluir la consideración de que la información puede ser suministrada
en un formato distinto al solicitado, de acuerdo con lo establecido por el apartado 2, e indicar los formatos
alternativos posibles.

Artículo 37. Gratuidad y contraprestaciones.
1. El acceso a la información pública es gratuito si los datos son consultados en el lugar donde se encuentran
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depositados, o bien si existen en formato electrónico, en cuyo caso deben ser entregados por correo
electrónico.
2. La expedición de copias y la transposición a formatos distintos al original pueden quedar sujetos a
contraprestación económica, la cual no puede exceder el coste de la operación.

CAPÍTULO IV Garantías del derecho de acceso a la información pública

Artículo 38. Recurso administrativo.
Las resoluciones expresas o presuntas dictadas de acuerdo con lo dispuesto por el presente título pueden ser
objeto de recurso potestativo de reposición ante el órgano que las ha dictado.

Artículo 39. Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública.
1. Las resoluciones expresas o presuntas en materia de acceso a la información pública y, en su caso, las que
resuelvan el recurso de reposición pueden ser objeto de reclamación gratuita y voluntaria ante la Comisión de
Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública, encargada de velar por el cumplimiento y las
garantías del derecho de acceso a la información pública que regula el presente título.
2. La Comisión debe cumplir sus funciones con plena independencia orgánica y funcional, sin sumisión a
instrucciones jerárquicas de ningún tipo.
3. La Comisión debe ejercer sus funciones mediante actos y acuerdos de carácter técnico-jurídico, que en
ningún caso pueden ser motivados por criterios de oportunidad o de conveniencia.

Artículo 40. Composición y designación.
1. La Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública está integrada por un mínimo de
tres miembros y un máximo de cinco, designados por mayoría de tres quintas partes de los diputados del
Parlamento de Cataluña, entre personas que acrediten el cumplimiento de los requisitos establecidos por el
presente artículo.
2. Al efecto de lo establecido por el apartado 1, previamente a su designación los candidatos deben
comparecer ante la comisión parlamentaria correspondiente para ser evaluados con relación a las condiciones
requeridas para el cargo.
3. Los miembros de la Comisión deben ser juristas especialistas en derecho público y técnicos en materia de
archivos o gestión documental, elegidos entre expertos de reconocida competencia y prestigio y con más de
diez años de experiencia profesional.
4. Los miembros de la Comisión deben ejercer su cargo bajo el régimen de dedicación exclusiva y les son
aplicables las normas sobre incompatibilidades del personal al servicio de las administraciones públicas. Sus
retribuciones deben fijarse anualmente en la Ley de presupuestos de Cataluña.

Artículo 41. Organización y funcionamiento.
1. La Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública debe ser adscrita al departamento
de la Generalidad que el Gobierno determine por decreto. El Gobierno debe dotar la Comisión de los medios
personales y materiales necesarios para el ejercicio de sus funciones, siempre respetando su independencia
orgánica y funcional.
2. La organización y el funcionamiento de la Comisión deben establecerse por reglamento. El Gobierno debe
remitir el proyecto al Parlamento antes de su aprobación por decreto, de acuerdo con lo establecido por el
artículo 149 del Reglamento del Parlamento. El Parlamento debe pronunciarse sobre la propuesta presentada
por el Gobierno y, en su caso, puede formular recomendaciones con relación al texto. Las recomendaciones
relativas a la garantía de la independencia orgánica y funcional de la Comisión son vinculantes para el
Gobierno.

Artículo 42. Procedimiento de reclamación.
1. Las reclamaciones a las que se refiere el artículo 39.1 deben interponerse en el plazo de un mes a contar
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desde la notificación de la resolución, desde el momento en que ha finalizado el plazo para resolver en el
supuesto del artículo 35.2 o, en su caso, desde la desestimación del recurso de reposición.
2. Las reclamaciones pueden tramitarse mediante un procedimiento de mediación o un procedimiento
ordinario con resolución.
3. En caso de reclamaciones en que la denegación del acceso a la información pública se ha producido por
motivos derivados de derechos de terceros, debe darse traslado de la correspondiente reclamación a los
terceros para que puedan participar en el procedimiento.
4. La Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública debe informar a las partes
afectadas sobre el procedimiento de mediación. La Administración no puede oponerse a aplicar este
procedimiento si las demás partes lo aceptan. El procedimiento de mediación suspende el plazo para resolver.
5. El acuerdo fruto de la mediación debe ser aprobado por el reclamante, por la Administración afectada y, en
su caso, por los terceros que hayan comparecido en el procedimiento. Este acuerdo pone fin al procedimiento
y en ningún caso puede ser contrario al ordenamiento jurídico.
6. Si no se acepta la mediación o no se alcanza un acuerdo en el plazo de un mes desde su aceptación, la
reclamación debe tramitarse mediante un procedimiento con resolución de la Comisión, de acuerdo con las
normas reguladoras de los recursos administrativos.
7. La Comisión, de oficio o a instancia de parte, puede solicitar los informes o los datos que considere
necesarios para facilitar el procedimiento de mediación o para fundamentar la resolución.
8. Si la denegación se ha fundamentado en la protección de datos personales, la Comisión debe solicitar
informe a la Autoridad Catalana de Protección de Datos, el cual debe ser emitido en el plazo de quince días.
9. Si en el plazo de dos meses desde la presentación de la reclamación no se ha dictado y notificado la
resolución, esta puede entenderse desestimada. Este plazo puede ser ampliado por la Comisión hasta un
máximo de quince días más, en el caso de que se haya hecho uso de lo que establecen los apartados 7 y 8, lo
cual debe ser notificado a todas las partes antes de que concluya el plazo para resolver.
10. Las resoluciones de la Comisión ponen fin a la vía administrativa y se pueden impugnar ante la jurisdicción
contenciosa-administrativa.

Artículo 43. Ejecución de los acuerdos de mediación y de las resoluciones.
1. Si se alcanza un acuerdo en el procedimiento de mediación, este debe establecer el plazo de cumplimiento
y, en su caso, las condiciones en que debe hacerse efectivo el acceso a la información pública.
2. Si la Administración no cumple el acuerdo al que se refiere el apartado 1 en el plazo establecido, el
interesado puede comunicarlo a la Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública para
que esta requiera su cumplimiento.
3. La desatención del requerimiento al que se refiere el apartado 2 puede dar lugar a la exigencia de
responsabilidad, de acuerdo con lo establecido por el título VII.
4. Las disposiciones establecidas por los apartados anteriores también son de aplicación a las resoluciones
dictadas por la Comisión que reconozcan el derecho de acceso a la información pública.
5. La Administración debe comunicar a la Comisión las actuaciones realizadas para ejecutar los acuerdos de
mediación y para dar cumplimiento a las resoluciones dictadas por la Comisión.

Artículo 44. Publicidad de las resoluciones y memoria de la Comisión.
1. Las resoluciones de la Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública deben
publicarse en el portal de la Comisión, previa disociación de los datos personales, y señalar las resoluciones
que establecen criterios generales para la resolución de futuras solicitudes.
2. La Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública debe elaborar una memoria anual
de sus actividades, que debe ser presentada al Parlamento y al organismo evaluador al que se refiere el título
VIII.

TÍTULO IV Del registro de grupos de interés
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Artículo 46. Principios generales.
1. El Registro de grupos de interés debe ser público, y los datos que contenga deben estar disponibles mediante
el régimen de transparencia establecido por la presente ley.
2. El establecimiento y el funcionamiento del Registro deben respetar los principios de proporcionalidad,
igualdad y no discriminación.
3. La creación del Registro no puede impedir ni restringir el ejercicio de los derechos que legalmente
corresponden a las autoridades o a los cargos públicos o a los que son inherentes al mandato parlamentario o
de los cargos electos.

Artículo 47. Personas y actividades incluidas en el registro.
1. Deben inscribirse en el registro de grupos de interés:

a) Las personas y organizaciones que, independientemente de su forma o estatuto jurídico, en interés
propio, de otras personas o de organizaciones realizan actividades susceptibles de influir en la elaboración
de leyes, normas con rango de ley o disposiciones generales o en la elaboración y aplicación de las políticas
públicas.
b) Las plataformas, redes u otras formas de actividad colectiva que, a pesar de no tener personalidad
jurídica, constituyen de facto una fuente de influencia organizada y realizan actividades incluidas en el
ámbito de aplicación del Registro.

2. El ámbito de aplicación del Registro incluye todas las actividades realizadas con la finalidad de influir directa
o indirectamente en los procesos de elaboración o aplicación de las políticas y la toma de decisiones, con
independencia del canal o medio utilizado, incluyendo los contactos con autoridades y cargos públicos,
diputados, funcionarios y personal al servicio de las instituciones, así como las contribuciones y la
participación voluntarias en consultas oficiales sobre propuestas legislativas, normativas, actos jurídicos u
otras consultas. Redactado el apartado 1.a) conforme a la corrección de erratas publicada por DOGC núm.
6846, de 8 de abril de 2015. Ref. DOGC-f-2015-90359 .

Artículo 48. Personas y actividades excluidas del Registro.
Quedan excluidas del Registro de grupos de interés las actividades relativas a la prestación de asesoramiento
jurídico o profesional vinculadas directamente a defender los intereses afectados por procedimientos
administrativos, las destinadas a informar a un cliente sobre una situación jurídica general, las actividades de
conciliación o mediación realizadas en el marco de la ley, o las actividades de asesoramiento realizadas con
finalidades informativas para el ejercicio de derechos o iniciativas establecidos por el ordenamiento jurídico.

Artículo 49. Contenido del Registro.
1. El Registro de grupos de interés debe incluir:

a) Una relación, ordenada por categorías, de personas y organizaciones que actúan con el fin de influir en
la elaboración y aplicación de las políticas públicas, y la sede de su organización.
b) La información que deben suministrar las personas y organizaciones a las que se refiere la letra a,
especialmente con relación a las actividades que realizan, a su ámbito de interés y a su financiación.
c) Un código de conducta común.
d) El sistema de control y fiscalización, que debe establecer los mecanismos de denuncia de aplicación en
el caso de incumplimiento de lo establecido por la presente ley o el código de conducta al que se refiere la
letra c.

2. El Registro debe dar publicidad de las actuaciones de los grupos de interés, especialmente de las reuniones y
audiencias celebradas con autoridades, cargos públicos, miembros electos o diputados, y de las
comunicaciones, los informes y otras contribuciones con relación a las materias tratadas.

Artículo 50. Obligaciones de los declarantes.
1. La inscripción en el Registro de grupos de interés conlleva las siguientes obligaciones:

a) Aceptar que la información proporcionada se haga pública.
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b) Garantizar que la información proporcionada es completa, correcta y fidedigna.
c) Cumplir el código de conducta.
d) Aceptar la aplicación del régimen de control y fiscalización y las medidas correspondientes, en caso de
incumplimiento del código de conducta o de lo establecido por la presente ley.

2. Los declarantes deben informar a las instituciones de las actividades que realizan, de los clientes, personas
u organizaciones para los que trabajan y de las cantidades económicas que reciben, en su caso, y los gastos
relacionados con su actividad como grupo de interés.

Artículo 51. Contenido mínimo del código de conducta.
El código de conducta al que se refiere el artículo 49.1.c debe incluir, como mínimo:
a) El nombre y los datos del declarante que lo suscribe.
b) La entidad u organización que representa o por la que trabaja el declarante, y los intereses, objetivos o
finalidades que persiguen sus clientes.
c) El compromiso del declarante de no obtener ni tratar de obtener la información o influir en la toma de
decisiones de forma deshonesta.
d) El compromiso del declarante de proporcionar información actualizada y no engañosa en el momento de la
inscripción en el Registro y de mantenerla actualizada posteriormente.
e) El compromiso de no incitar, por ningún medio, a autoridades, cargos públicos, diputados o funcionarios a
infringir la ley o las reglas de comportamiento establecidas por el código de conducta.
f) El compromiso de aceptar y cumplir las medidas adoptadas en caso de incumplimiento de las obligaciones
establecidas por la presente ley o por el código de conducta.

Artículo 52. Medidas de aplicación en caso de incumplimiento.
1. El incumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente ley o por el código de conducta puede dar
lugar a la suspensión temporal de la inscripción en el Registro de grupos de interés o, si el incumplimiento es
grave, a la cancelación de la inscripción.
2. La suspensión y la cancelación de la inscripción en el Registro conllevan la denegación de acceso a las
oficinas y los servicios de las instituciones y los organismos públicos de las personas afectadas y, en su caso, de
las organizaciones a las que pertenecen y la publicación de la sanción en el Registro.
3. Cualquier persona está legitimada para presentar una denuncia fundamentada en hechos materiales, si
sospecha que las personas o las organizaciones comprendidas en este título incumplen las obligaciones
establecidas por la Ley o por el código de conducta.
4. El procedimiento de tramitación de las denuncias y de investigación debe ser realizado por los responsables
del Registro y debe garantizar la audiencia del afectado.

Artículo 53. Desarrollo normativo de este título.
La clasificación de las personas y las organizaciones que deben inscribirse en el Registro de grupos de interés,
la información requerida a los declarantes, el contenido detallado del código de conducta y el procedimiento
de investigación y tramitación de las denuncias debe ser regulado por reglamento.

TÍTULO V Del buen gobierno

CAPÍTULO I Código de conducta de los altos cargos

Artículo 54. Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones del presente capítulo son aplicables a los altos cargos de la Administración de la
Generalidad, de la Administración local y de los demás organismos e instituciones públicas incluidos en el
artículo 3.1.
2. A los efectos del presente título, tienen la consideración de altos cargos las personas que determina el
artículo 4.2.
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Artículo 55. Principios de actuación.
1. Los altos cargos deben actuar de acuerdo con los siguientes principios éticos y reglas de conducta:

a) El respeto a la Constitución, el Estatuto de autonomía y el principio de legalidad.
b) El respeto y la protección a los derechos fundamentales y las libertades públicas y a los derechos
estatutarios.
c) La transparencia de las actividades oficiales, de los actos y decisiones relacionados con la gestión de los
asuntos públicos que tienen encomendados y de su agenda oficial, a efectos de publicidad del Registro de
grupos de interés, establecido por el título IV.
d) La imparcialidad en la toma de decisiones, con garantía de las condiciones necesarias para una
actuación independiente y no condicionada por conflictos de intereses.
e) La igualdad de trato de todas las personas, evitando cualquier tipo de discriminación y arbitrariedad en
la toma de decisiones.
f) El ajuste de la gestión y la aplicación de los recursos públicos a la legalidad presupuestaria y a los fines
para los que se han concebido.
g) La rendición de cuentas y la responsabilidad por las actuaciones propias y de los órganos que dirigen.
h) El ejercicio del cargo con dedicación absoluta, de acuerdo con lo establecido por la legislación sobre
incompatibilidades.
i) El ejercicio del cargo en beneficio exclusivo de los intereses públicos, sin realizar ninguna actividad que
pueda entrar en conflicto.
j) La utilización de la información a la que tienen acceso por razón del cargo en beneficio del interés
público, sin obtener ninguna ventaja propia ni ajena.
k) El compromiso general y directo por la calidad de los servicios bajo su responsabilidad y el
cumplimiento de los derechos de los usuarios.
l) La buena fe.
m) La exclusión de cualquier obsequio de valor, favor o servicio que se les pueda ofrecer por razón de su
cargo o que pueda comprometer la ejecución de sus funciones.
n) El deber de abstenerse de intervenir en los asuntos de su competencia cuando concurra alguno de los
supuestos de abstención que establece la Ley.
o) Mantener la debida reserva respecto a los hechos o informaciones conocidos por razón del ejercicio de
sus competencias.

2. Las administraciones y los organismos comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente ley deben
incluir, en los pliegos de cláusulas contractuales y en las bases de convocatoria de subvenciones o ayudas, los
principios éticos y las reglas de conducta a los que deben adecuar su actividad los contratistas y las personas
beneficiarias, y deben determinar los efectos de un eventual incumplimiento de dichos principios.
3. El Gobierno, los entes locales y los demás organismos e instituciones públicas incluidos en el artículo 3.1
deben elaborar un código de conducta de sus altos cargos que concrete y desarrolle los principios de actuación
a los que se refiere el apartado 1, establezca otros adicionales, en su caso, y determine las consecuencias de
incumplirlos, sin perjuicio del régimen sancionador establecido por la presente ley.

Artículo 56. Incompatibilidades y declaraciones.
1. Los altos cargos están sujetos al régimen de incompatibilidades y a las obligaciones de declaración de
actividades, de bienes patrimoniales y de intereses establecidos por la legislación específica.
2. El Registro de declaraciones de actividades es público. El acceso a los registros de las declaraciones de los
bienes patrimoniales y de intereses se rige por su normativa específica, sin cuyo perjuicio debe hacerse
pública una declaración que indique la situación patrimonial de los altos cargos, que no debe incluir los datos
de localización ni los que sean necesarios para salvaguardar la privacidad y seguridad de los titulares.

Artículo 57. Publicidad de las condiciones de acceso.
1. La Administración, las instituciones públicas y los organismos incluidos en el artículo 3.1 deben dar a
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conocer los criterios de acuerdo con los que se designa a una persona para que ocupe un alto cargo. A tal
efecto, deben hacer público el currículum con los méritos profesionales y técnicos de la persona nombrada.
2. Los nombramientos de altos cargos deben realizarse atendiendo a criterios de competencia profesional,
entre personas con cualificación y experiencia en puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada.

CAPÍTULO II Derecho a una buena administración y a unos servicios públicos de calidad

Artículo 58. Principios generales.
Las personas tienen derecho a una buena Administración, y al acceso y uso de unos servicios públicos de
calidad reconocidos, con carácter general, por la legislación de régimen jurídico y procedimiento de las
administraciones públicas de Cataluña y, específicamente, por las leyes reguladoras de las distintas actividades
públicas.

Artículo 59. Sistemas de gestión de la calidad de los servicios públicos.
1. La Administración pública debe garantizar que los servicios de su competencia se prestan en condiciones
mínimas y razonables de calidad, y debe incluir cartas de servicio en el marco regulador de los servicios
públicos finalistas que gestiona directamente.
2. En el caso de los servicios que se prestan a través de redes, pueden aprobarse cartas base de los servicios
que fijen los estándares mínimos de calidad de servicio comunes a todos los centros que la integran. A los
efectos de esta ley se entiende por red el conjunto de dos o más unidades que prestan un mismo servicio en
régimen de descentralización funcional o desconcentración.
3. La existencia de cartas base no excluye que puedan aprobarse cartas propias de uno o algunos centros de la
red a fin de declarar estándares de calidad más exigentes que los establecidos en la carta base.
4. Las cartas de servicio deben tener, como mínimo, el siguiente contenido:

a) La organización del servicio.
b) La identificación de los responsables de la gestión.
c) La relación de servicios que se prestan.
d) Los estándares mínimos de calidad del servicio desglosados, en su caso, por categorías de prestaciones,
y los indicadores para evaluar su aplicación.
e) Las condiciones de acceso a los servicios.
f) Las medidas de reparación o corrección en caso de incumplimiento de los estándares mínimos
establecidos en las cartas.
g) Los derechos y deberes de los usuarios.
h) El régimen económico aplicable, con indicación de las tasas y los precios públicos que sean aplicables,
en su caso.
i) La forma que tienen los usuarios de los servicios de presentar quejas y sugerencias.
j) Las vías que pueden utilizar los usuarios para obtener información y orientación con relación al servicio
público.

5. Los estándares mínimos de calidad declarados en las cartas de servicio son exigibles para la Administración
cuando el servicio se presta en las condiciones normales para las que se establecieron y sin perturbaciones
ajenas que alteren su funcionamiento. Si concurren razones excepcionales sobrevenidas que afecten a su
funcionamiento de manera extraordinaria, pueden suspenderse temporalmente uno o algunos de los
estándares mínimos de calidad declarados en la carta y los derechos directamente derivados de esta. En el
ámbito de la Administración de la Generalidad, la suspensión se hace efectiva mediante resolución motivada
del titular del departamento o departamentos que aprobaron la carta. La resolución de suspensión debe
determinar la causa que la motiva, el alcance y las consecuencias de la suspensión. La duración de la
suspensión en ningún caso puede extenderse más allá de la causa excepcional que la motiva y, en su caso, del
plazo estrictamente necesario para remover los obstáculos o afectaciones ocasionados.
6. En el ámbito de la Administración de la Generalidad y su sector público institucional, las cartas de servicios
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se aprueban por resolución de los titulares de los departamentos competentes de los servicios objeto de las
cartas, previo informe favorable de la unidad departamental competente en materia de calidad. Los consejos
comarcales, los municipios de gran población y los consejos de veguería deben aprobar las cartas de los
servicios de competencia municipal que gestionen, de acuerdo con lo que determina la legislación de régimen
local. Las cartas de servicio y sus actualizaciones entran en vigor a partir de su publicación en los
correspondientes diarios oficiales.
7. En el ámbito de los servicios públicos prestados mediante gestión indirecta, el aseguramiento de la calidad
del servicio se hace efectivo a través de los mecanismos concretos de control de la ejecución que establece la
legislación aplicable con relación a los medios de control y garantía de la calidad.
Se modifica por el art. 179.1 de la Ley 5/2020, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2020-5569

Redactado conforme a la corrección de erratas publicada en DOGC núm. 8135, de 18 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5901

Artículo 60. Evaluación permanente de los servicios públicos.
1. Los usuarios tienen el derecho a ser consultados periódicamente y de forma regular sobre su grado de
satisfacción en cuanto a los servicios públicos y las actividades gestionadas por la Administración pública.
2. La Administración responsable del servicio objeto de consulta debe establecer los indicadores de acuerdo
con los que deben elaborarse las encuestas y la periodicidad de las consultas.
3. Las consultas a las que se refiere el presente artículo deben realizarse preferentemente a los usuarios del
servicio, sin perjuicio de que puedan tener alcance general en el caso de los servicios básicos, garantizando
siempre el anonimato de los participantes.
4. El instrumento que debe utilizarse con carácter general para realizar la encuesta a la que se refiere el
presente artículo y para recibir las opiniones de los usuarios es el Portal de la Transparencia. A tal efecto, el
Portal debe contener un espacio específico, al que debe darse publicidad en general y, específicamente, en los
centros y espacios donde se presta el servicio. El Portal de la Transparencia debe publicar el resultado de las
encuestas.

Artículo 61. Derecho a formular propuestas y sugerencias.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a realizar propuestas de actuación o mejora y sugerencias con relación al
funcionamiento de los servicios públicos.
2. Las propuestas y sugerencias pueden formularse mediante el Portal de la Transparencia, con el
correspondiente mecanismo de interacción vinculado al catálogo de los servicios públicos al que se refiere el
artículo 9.1.j, o por cualquier otro medio que escojan los ciudadanos.
3. La Administración pública debe dar a conocer de forma anonimizada las propuestas y sugerencias
recibidas, y debe reconocer y hacer públicas las iniciativas ciudadanas cuya aplicación conlleve una mejora
sustancial de los servicios públicos.

CAPÍTULO III Mejora de la calidad normativa

Artículo 62. Principios generales.
1. La Administración pública debe ejercer la iniciativa normativa de forma que el marco normativo resultante
sea previsible, lo más estable posible y fácil de conocer y comprender para los ciudadanos y los agentes
sociales.
2. La iniciativa normativa solamente debe promoverse si existe una causa de interés general que lo justifique.
3. Las iniciativas normativas deben referirse a finalidades o sectores materiales homogéneos, y deben ser
claras y coherentes con el resto del ordenamiento jurídico.
4. Las iniciativas normativas deben dar prioridad a las medidas menos restrictivas para los derechos de las
personas, siempre que permitan obtener el mismo resultado para el interés general.
5. Los principios regulados por el presente artículo son aplicables al ejercicio de la potestad reglamentaria, a
las normas con rango de ley aprobadas por el Gobierno y a la elaboración de proyectos de ley.
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Artículo 63. Simplificación y consolidación normativa.
1. La Administración pública debe ejercer la iniciativa legislativa de forma que la aprobación de una nueva
norma conlleve, como regla general, una simplificación del ordenamiento jurídico vigente.
2. La Administración, para facilitar el conocimiento del derecho vigente, debe elaborar textos consolidados de
las normas cuando se hayan modificado. Los textos consolidados tienen valor informativo y deben indicar
claramente su naturaleza y qué normas consolidan.

Artículo 64. Mejora de la regulación.
1. La Administración pública, para la elaboración de las memorias de evaluación e impacto que pueden
producir las normas, debe utilizar los instrumentos de análisis más adecuados para evaluar los efectos de la
nueva regulación y evitar que se generen obligaciones o gastos innecesarios o desproporcionados con respecto
a los objetivos de interés general que se pretenden alcanzar.
2. La Administración pública debe desarrollar mecanismos para evaluar la aplicación de las normas, para
verificar su grado de cumplimiento, su necesidad y su actualidad y, en su caso, la conveniencia de modificarlas
por razón de nuevas necesidades económicas o sociales sobrevenidas.
3. Debe garantizarse la participación de los ciudadanos en la elaboración de las memorias de evaluación e
impacto, así como en el proceso para evaluar la aplicación de las normas.
4. La Administración pública puede promover pruebas piloto previas a la aprobación de las nuevas medidas
reguladoras para verificar su idoneidad. Estas pruebas piloto deben aplicarse mediante convenios suscritos
con las entidades representativas de los sectores afectados, con los efectos y condiciones que determine el
convenio.

TÍTULO VI Del gobierno abierto

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo 65. Principios e impulso del gobierno abierto.
1. El gobierno abierto se fundamenta en los siguientes principios:

a) El diálogo permanente entre la Administración pública y los ciudadanos.
b) La toma de decisiones públicas teniendo en cuenta las necesidades y preferencias manifestadas por los
ciudadanos.
c) La participación y colaboración ciudadana en la definición de las políticas públicas más relevantes, de
carácter general y sectorial.
d) La transparencia y la información pública como marco de referencia para hacer posible la efectividad
del gobierno abierto.
e) La mejora continua de la calidad de los servicios.
f) La evaluación permanente de la gestión administrativa y de los procesos de participación, mediante
indicadores objetivos en cuyo establecimiento es necesario garantizar la participación de expertos
independientes y de los ciudadanos.
g) La rendición de cuentas y la asunción de responsabilidad ante los ciudadanos derivada de las decisiones
adoptadas.

2. La Administración pública debe impulsar el gobierno abierto mediante mecanismos e instrumentos que
permitan la interrelación con los ciudadanos, preferentemente con el uso de medios electrónicos y las
tecnologías de la información y la comunicación.

Artículo 66. Medidas de fomento del gobierno abierto.
1. Los ciudadanos pueden intervenir, de forma individual o colectiva, mediante entidades de carácter
representativo, en la definición y la aplicación de las políticas públicas.
2. La Administración pública debe fomentar la participación y colaboración ciudadanas en la toma de
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decisiones públicas y en el seguimiento y la evaluación de la aplicación de dichas decisiones.
3. Los instrumentos y formas de participación y colaboración ciudadanas deben darse a conocer mediante el
Portal de la Transparencia y los demás canales de difusión para permitir que su conocimiento sea lo más
generalizado posible.
4. Los instrumentos de participación y colaboración deben dirigirse al conjunto de la ciudadanía, y la
Administración debe poner a su disposición las herramientas de formación pertinentes para que pueda
dominar su uso. También pueden destinarse a los sectores de la ciudadanía y de entidades directamente
afectados por las políticas públicas.

Artículo 67. Garantías para la efectividad del gobierno abierto.
1. El gobierno abierto permite a los ciudadanos y a las entidades, con carácter general, hacer llegar a la
Administración pública propuestas, sugerencias y opiniones sobre cualquier asunto de su competencia. La
Administración tiene la obligación de darles una respuesta motivada.
2. La Administración pública debe establecer procedimientos de participación y colaboración ciudadana en la
elaboración de planes y programas de carácter general y en la definición de las políticas públicas más
relevantes.
3. En los supuestos a los que se refiere el apartado 2, la Administración debe cumplir las siguientes
obligaciones:

a) Dar información, con suficiente antelación, sobre las propuestas sometidas a la consideración de los
ciudadanos.
b) Suministrar de forma adecuada, sistemática y comprensible la información relativa a las propuestas que
sea necesaria para poderlas valorar adecuadamente.
c) Valorar el resultado del proceso participativo en el momento de la toma de decisión.
d) Informar a los ciudadanos que han participado en el proceso sobre las decisiones adoptadas y los
motivos que las justifican.

4. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de los apartados 2 y 3 las siguientes actuaciones:
a) Las que se tramitan o se aprueban con carácter de urgencia.
b) Las que tienen como único objetivo la seguridad pública.
c) Las que pueden dar lugar a la aplicación de los límites de acceso a la información pública establecidos
por la presente ley.

Artículo 68. Instrumentos de participación y colaboración ciudadanas.
Los procedimientos de participación y colaboración ciudadanas son los establecidos, con carácter general, por
la legislación de régimen jurídico y procedimiento administrativo, por la legislación de régimen local y por la
normativa sobre participación ciudadana, sin perjuicio de los que puedan establecerse por ley, con carácter
específico, con relación a una determinada actuación o decisión política.

CAPÍTULO II Participación ciudadana en la elaboración de disposiciones generales

Artículo 69. Participación ciudadana en la elaboración de las normas.
1. Las personas tienen el derecho a participar, mediante la presentación de propuestas y sugerencias, en las
iniciativas normativas que promueve la Administración pública. Este derecho puede ejercerse con relación a
las iniciativas normativas en que, por su importancia o por la materia que regulan, la Administración pública
considera pertinente abrir este proceso participativo desde el inicio de la tramitación del procedimiento
administrativo.
2. Los órganos encargados de tramitar el procedimiento administrativo, para facilitar la participación
ciudadana, deben publicar en el Portal de la Transparencia la iniciación de la tramitación, la versión inicial del
proyecto normativo y la documentación complementaria que la acompaña, y deben dar información sobre el
estado de la tramitación. Siempre que sea posible debe incentivarse la participación ciudadana mediante la
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comunicación a las entidades representativas de los colectivos directamente afectados por la iniciativa.
3. Las personas pueden remitir sus propuestas y sugerencias con relación a las iniciativas normativas que
corresponda antes del trámite de audiencia e información pública. El solo hecho de participar en una
iniciativa normativa no atribuye a los ciudadanos la condición de interesados, pero la Administración debe
realizar una valoración general de las contribuciones, que debe publicarse en el Portal de la Transparencia.
4. Lo establecido por el presente artículo se entiende sin perjuicio de los trámites de audiencia y de
información pública determinados por la legislación de régimen jurídico y de procedimiento administrativo y
la legislación de régimen local.

Artículo 70. Derecho a proponer iniciativas normativas.
1. Las personas legitimadas para promover la iniciativa legislativa popular tienen el derecho a presentar a la
Administración pública propuestas de iniciativa normativa de carácter reglamentario.
2. Las propuestas deben referirse íntegramente a competencias de la Administración pública a la que se
dirigen, y no pueden corresponder a materias excluidas por la ley reguladora de la iniciativa legislativa
popular.
3. Las propuestas deben cumplir los requisitos que se establezcan por reglamento y tener el apoyo de, como
mínimo, quince mil firmas para las iniciativas que se presentan ante la Administración de la Generalidad. Las
que se presentan ante la Administración local se rigen por su legislación específica.
4. El órgano competente para iniciar el procedimiento administrativo debe valorar la propuesta en lo que se
refiere a la necesidad de la norma, los costes que conllevaría, la oportunidad de la regulación para el interés
público y los efectos que produciría sobre el sector y los intereses concernidos, y debe adoptar una decisión en
el plazo de tres meses. Si en este plazo no se adopta y notifica la resolución, la propuesta debe entenderse
desestimada por silencio administrativo.
5. La resolución debe exponer los motivos por los que la propuesta es aceptada o rechazada, y debe ser
comunicada a los proponentes.
6. La decisión sobre la propuesta solamente puede ser objeto de recurso fundamentado en la vulneración de
los elementos reglados aplicables al ejercicio del derecho, pero no en lo que concierne a la oportunidad de la
decisión de iniciar o no la tramitación de la iniciativa.

TÍTULO VII Sistema de garantías

CAPÍTULO I Recursos y reclamaciones

Artículo 71. Recursos.
1. Contra los actos de la Administración pública que vulneran los derechos reconocidos por la presente ley
pueden interponerse los recursos administrativos establecidos por la legislación de Cataluña sobre régimen
jurídico y procedimiento administrativo y por la legislación local aplicable a los entes locales.
2. También pueden interponerse recursos contra las omisiones imputables a la Administración pública que
conllevan el incumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente ley. Al efecto de recurso, la
omisión se imputa al órgano responsable del cumplimiento de la obligación.
3. Los recursos de alzada, en el caso de actos u omisiones imputables a órganos que, por su naturaleza, no
ponen fin a la vía administrativa, deben interponerse ante el titular del departamento competente en materia
de Administración pública.
4. Contra los actos que ponen fin a la vía administrativa o que resuelven los recursos administrativos puede
interponerse recurso contencioso-administrativo, de acuerdo con lo establecido por la legislación reguladora
de la jurisdicción contenciosa-administrativa.

Artículo 72. Reclamaciones con relación al derecho de acceso a la información pública.
1. Las resoluciones expresas o presuntas dictadas con relación al derecho de acceso a la información pública
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pueden ser objeto de reclamación, en los términos que establece el capítulo IV del título III.
2. Los actos dictados por la Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública son
impugnables en vía contenciosa-administrativa.

Artículo 73. Reclamaciones contra actuaciones u omisiones de entidades de derecho público, sociedades 
y fundaciones públicas y consorcios.
1. Contra los actos y omisiones de las entidades y organismos de derecho público, las sociedades y fundaciones
públicas y los consorcios a los que se refiere el artículo 3.1.b realizados en el ejercicio de funciones públicas o
sometidos a tutela administrativa, puede formularse una reclamación directamente ante el órgano competente
bajo cuya autoridad se ejerce la actividad.
2. La reclamación se debe resolver y notificar en el plazo de tres meses, y la resolución agota la vía
administrativa.
3. En el caso de actos u omisiones que afectan al derecho de acceso a la información pública, debe aplicarse lo
establecido por el capítulo IV del título III.

Artículo 74. Reclamaciones contra actuaciones u omisiones de otros organismos públicos.
1. Contra los actos y omisiones de las instituciones y organismos incluidos en el artículo 3.1.b y c, salvo a los
que se refiere el artículo 73, pueden interponerse los recursos o las reclamaciones que determinan sus
respectivas normas reguladoras.
2. Si la normativa a la que se refiere el apartado 1 no lo determina, puede formularse una reclamación ante el
órgano superior responsable de la institución o el organismo y, una vez agotada esta vía, un recurso
contencioso-administrativo de acuerdo con lo establecido por la ley reguladora de la jurisdicción contenciosa-
administrativa. El plazo para formular la reclamación inicial y para resolverla es el establecido por la
legislación de régimen jurídico y de procedimiento administrativo para el recurso de alzada.
3. En el caso de actos u omisiones que afectan el derecho de acceso a la informació pública, puede aplicarse el
sistema de garantías establecido por el capítulo IV del título III si las instituciones y los organismos a los que se
refiere el presente artículo y la Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública lo
establecen por convenio.

Artículo 75. Actuación del Síndic de Greuges, de la Sindicatura de Cuentas y de la Oficina Antifraude de 
Cataluña.
1. El Síndic de Greuges, la Sindicatura de Cuentas y la Oficina Antifraude de Cataluña deben velar por el
cumplimiento de las obligaciones y los derechos establecidos por la presente ley, de acuerdo con las funciones
que tienen atribuidas.
2. Sin perjuicio de los recursos y reclamaciones que puedan interponerse contra los actos expresos o presuntos
que impidan o limiten, total o parcialmente, los derechos reconocidos por la presente ley o las omisiones
producidas derivadas de obligaciones establecidas por la Administración pública, las personas afectadas
pueden dirigir una queja al Síndic de Greuges o dirigirse a la Oficina Antifraude de Cataluña, de acuerdo con lo
que determinan las leyes reguladoras de dichas instituciones.
3. La intervención del Síndic de Greuges o de la Oficina Antifraude no suspende los plazos para la
interposición de los recursos o reclamaciones administrativos o contencioso-administrativos procedentes.

CAPÍTULO II Régimen sancionador

Artículo 76. Principios generales.
1. El incumplimiento de los deberes y obligaciones establecidos por la presente ley por parte de las personas
responsables conlleva la aplicación del régimen sancionador regulado por este capítulo.
2. El régimen sancionador del presente capítulo no se aplica si los hechos pueden ser constitutivos de
infracción penal y tampoco si, de acuerdo con la ley, puede ser aplicable otro régimen de responsabilidad
administrativa o de naturaleza jurisdiccional, siempre que se dé también identidad de sujeto y fundamento.
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3. En todo aquello no determinado por el presente capítulo son de aplicación los principios y reglas generales
sobre el ejercicio de la potestad sancionadora y el procedimiento sancionador, establecidos por la legislación
básica y por la legislación de la Generalidad en materia de régimen jurídico y procedimiento administrativo
común.

Artículo 77. Infracciones muy graves.
1. Son infracciones muy graves en materia de transparencia:

a) Incumplir las obligaciones y los deberes de publicidad establecidos por los capítulos II y III del título II
aplicando de forma manifiestamente injustificada los límites a los que se refiere el artículo 7.
b) Incumplir, las personas físicas o jurídicas, las obligaciones a las que quedan sujetas de acuerdo con lo
establecido por el artículo 3.2 y 4.

2. Son infracciones muy graves con relación al derecho de acceso a la información pública:
a) Dar información parcial, u omitir o manipular información relevante con el objetivo de influir en la
formación de la opinión ciudadana.
b) Impedir u obstaculizar deliberadamente el acceso a la información en el caso de resolución estimatoria y
en los casos establecidos por los artículos 35.1 y 43.
c) Facilitar información relativa a los datos personales comprendidos en el artículo 23 sin el
consentimiento, expreso y por escrito, de las personas afectadas.
d) Ocultar la existencia de información pública para impedir su conocimiento y acceso.

3. Son infracciones muy graves en materia de buen gobierno:
a) Tomar decisiones o adoptar medidas manifiestamente contrarias a la Constitución o al Estatuto de
autonomía.
b) Cometer actos u omisiones que vulneren el contenido esencial de los derechos y las libertades públicas.
c) Tomar decisiones, llevar a cabo actuaciones o cometer omisiones con finalidad discriminatoria, por
razón de cualquier circunstancia personal o social.
d) Incumplir de forma pública y manifiesta las funciones inherentes al cargo.
e) Incumplir los principios éticos y reglas de conducta a los que se refiere el artículo 55.2.
f) Incumplir, las personas y organizaciones que tienen la condición de grupos de interés, las obligaciones
establecidas por la presente ley o por el código de conducta que les sea de aplicación, de acuerdo con lo que
determina el título IV. Redactado el apartado 1.b) conforme a la corrección de erratas publicada por DOGC
núm. 6846, de 8 de abril de 2015. Ref. DOGC-f-2015-90359 .

Artículo 78. Infracciones graves.
1. Es una infracción grave en materia de transparencia incumplir, total o parcialmente, los deberes y
obligaciones establecidos por el título II y los que establecen expresamente otras leyes, siempre que el
incumplimiento no sea una infracción muy grave.
2. Son infracciones graves con relación al derecho de acceso a la información pública:

a) Dar información incompleta o parcial, siempre que no esté justificado con el objeto de hacer compatible
el derecho de acceso a la información pública con otros derechos.
b) Facilitar intencionadamente información sometida a la aplicación de los límites establecidos por la
presente ley, salvo los mencionados por el artículo 77.2.c, en perjuicio de terceros.
c) Omitir el trámite de audiencia de los terceros afectados por las solicitudes de acceso a la información
pública, si los terceros están claramente identificados.
d) Desestimar sin motivación las solicitudes de acceso a la información pública.
e) Facilitar deliberadamente la información en un formato o unas condiciones que impidan o dificulten
manifiestamente su comprensión.
f) Condicionar el acceso a la información al pago de una contraprestación en los supuestos de acceso
gratuito.
g) Exigir una solicitud previa o la obtención de una licencia tipo para reutilizar la información pública si
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este requisito no es exigible.
h) Incumplir los plazos establecidos para facilitar la información solicitada sin que exista una causa legal
que lo justifique.
i) No resolver las solicitudes de acceso a la información de forma expresa y motivada dentro del plazo
preceptivo.

3. Son infracciones graves en materia de buen gobierno:
a) Adoptar acuerdos manifiestamente contrarios al ordenamiento jurídico con perjuicio grave para la
Administración, los interesados o los ciudadanos.
b) Adoptar decisiones o intervenir en asuntos si existe el deber de abstenerse o si se dan las circunstancias
legales de conflicto de intereses.
c) No informar sobre los criterios seguidos para la designación de los altos cargos.
d) Incumplir los requisitos establecidos por la ley para el nombramiento de los altos cargos.
e) Rechazar sin motivación las propuestas de iniciativa normativa que cumplen los requisitos legales.
f) Cometer actos u omisiones que vulneren los derechos y las libertades fundamentales y los derechos
estatutarios, siempre que no constituyan una infracción muy grave de acuerdo con el artículo 77.3.b.
g) Incumplir los principios de buena conducta establecidos por las leyes y los códigos de conducta, siempre
que no constituyan una infracción muy grave.

4. Son infracciones graves en materia de gobierno abierto:
a) Suministrar información parcial o incompleta sobre las propuestas sometidas a la consideración de los
ciudadanos, de forma que ello pueda alterar el sentido o el resultado del proceso participativo.
b) Suministrar la información con la voluntad de dificultar su comprensión o valoración.
c) No valorar el resultado del proceso participativo en la toma de la decisión final.
d) No aplicar mecanismos e instrumentos de gobierno abierto si son preceptivos por ley.

5. Es una infracción grave no facilitar al Síndic de Greuges la información que ha solicitado de acuerdo con lo
establecido por el artículo 93.3. Se entiende que no se ha facilitado la información si esta no se ha entregado
en el plazo de seis meses desde la petición formulada por el Síndic de Greuges.

Artículo 79. Infracciones leves.
1. Son infracciones leves los actos y omisiones que constituyen descuido o negligencia en el cumplimiento de
las obligaciones establecidas por la presente ley y en la atención a los ciudadanos cuando ejercen los derechos
que les garantiza la norma.
2. La reincidencia en la comisión de infracciones leves en el plazo de dos años conlleva la aplicación de las
sanciones establecidas para las infracciones graves.
3. Es una infracción leve demorar el envío de la información solicitada por el Síndic de Greuges de acuerdo
con lo establecido por el artículo 93.3. Se entiende que existe demora si la información no se ha entregado en
el plazo de tres meses desde la petición formulada por el Síndic de Greuges.

Artículo 80. Sujetos responsables de las infracciones.
1. Son responsables de las infracciones tipificadas por este capítulo:

a) Los altos cargos y el personal al servicio de la Administración y de las instituciones y los organismos
públicos a los que es aplicable la presente ley a los que es imputable una acción u omisión tipificada como
infracción, de acuerdo con las funciones y competencias que tengan atribuidas.
b) Las personas físicas y jurídicas a las que se refiere el artículo 77.1.b y 3.e y f.

2. La Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública puede emitir informes con
relación a los conflictos de atribuciones que puedan suscitarse a los efectos establecidos por el apartado 1, de
acuerdo con el procedimiento que establece el reglamento de dicho órgano.

Artículo 81. Sanciones aplicables a los altos cargos.
1. Las sanciones que pueden aplicarse a los altos cargos son las siguientes:
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a) Por la comisión de infracciones muy graves:
1.º La destitución del cargo.
2.º Una multa entre 6.001 y 12.000 euros.
3.º La pérdida de la pensión indemnizatoria a la que tengan derecho en el momento de cesar en el cargo.
4.º La inhabilitación para ocupar un alto cargo durante un período entre un año y cinco años.

b) Por la comisión de infracciones graves:
1.º La suspensión del ejercicio del cargo entre tres y seis meses.
2.º Una multa entre 600 y 6.000 euros.
3.º La pérdida o reducción de hasta el cincuenta por ciento de la pensión indemnizatoria a la que puedan
tener derecho en el momento de cesar en el cargo.
4.º La inhabilitación para ocupar un alto cargo durante un período máximo de un año.

c) Por la comisión de infracciones leves:
1.º La amonestación.
2.º La declaración de incumplimiento con publicidad.

2. Para cada supuesto de infracción puede imponerse una o más de las sanciones establecidas por las letras
correspondientes del apartado 1. Los criterios aplicables para determinar el alcance de la sanción son los
establecidos por la legislación de régimen jurídico y procedimiento administrativo. También se valora la
existencia de perjuicios para el interés público, la repercusión de la conducta en los ciudadanos y, en su caso,
los daños económicos o patrimoniales producidos.
3. No son aplicables a los altos cargos electos las sanciones establecidas por los apartados 1.º y 4.º de las letras a
y b del apartado 1.

Artículo 82. Sanciones aplicables al personal al servicio de las administraciones públicas.
1. Las sanciones aplicables al personal al servicio de las administraciones públicas por la comisión de
infracciones tipificadas por la presente ley son las establecidas por la legislación de la función pública con
relación a las faltas disciplinarias.
2. Si el supuesto de infracción puede quedar incluido en alguna de las infracciones disciplinarias establecidas
por la legislación de la función pública, se aplica esta última legislación.

Artículo 83. Regímenes específicos.
1. En caso de incumplimiento de las obligaciones a las que se refiere el artículo 55.1.f, relativas a la gestión y
aplicación de los recursos públicos, es de aplicación la normativa reguladora de la responsabilidad contable y,
en su caso, la legislación específica reguladora de esta materia.
2. El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades o declaraciones que deben realizar los altos
cargos al servicio de la Generalidad es sancionado de acuerdo con el régimen específico establecido por la
legislación sobre el régimen de incompatibilidades de los altos cargos.

Artículo 84. Sanciones aplicables a otras personas por incumplimiento de las obligaciones establecidas 
por la presente ley.
1. Las sanciones que pueden aplicarse a las personas físicas o jurídicas que no tienen la condición de altos
cargos o de personal al servicio de las administraciones públicas son las siguientes:

a) Por la comisión de infracciones muy graves:
1.º Una multa entre 6.001 y 12.000 euros.
2.º La suspensión para poder contratar con la Administración, durante un período máximo de seis meses.
3.º La inhabilitación para ser beneficiarios de ayudas públicas, durante un período entre un año y cinco
años.
4.º La cancelación definitiva de la inscripción en el Registro de grupos de interés.

b) Por la comisión de infracciones graves:
1.º Una multa entre 600 y 6.000 euros.
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2.º La inhabilitación para ser beneficiarios de ayudas públicas, durante un período máximo de un año.
3.º La suspensión, durante un período máximo de un año, de la inscripción en el Registro de grupos de
interés.

c) Por la comisión de infracciones leves:
1.º La amonestación.
2.º La declaración de incumplimiento con publicidad.

2. Los criterios aplicables para determinar el alcance de la sanción son los establecidos por la legislación de
régimen jurídico y procedimiento administrativo. También se valora la existencia de perjuicios para el interés
público, la repercusión de la conducta en los ciudadanos y, en su caso, los daños económicos o patrimoniales
producidos.
3. La competencia para incoar, instruir y resolver el expediente sancionador corresponde al titular del
departamento de la Generalidad competente en materia de Administración pública, al alcalde o presidente del
ente local o a los cargos a los que se refiere el artículo 86.e y f.

Artículo 85. Procedimiento sancionador.
1. El procedimiento sancionador de aplicación es el establecido por la legislación de régimen jurídico y
procedimiento aplicable a las administraciones públicas.
2. El procedimiento sancionador por las infracciones tipificadas por la presente ley puede iniciarse de acuerdo
con lo establecido por la normativa a la que se refiere el apartado 1.
3. En caso de denuncia, el órgano competente debe incoar el procedimiento sancionador si los hechos
denunciados presentan indicios mínimamente consistentes o creíbles de infracción.

Artículo 86. Órganos competentes para ordenar la incoación del procedimiento sancionador.
Son competentes para ordenar la incoación del procedimiento sancionador:
a) El Gobierno, en el caso de altos cargos con la condición de miembros del Gobierno, del secretario del
Gobierno, del portavoz del Gobierno y de los secretarios generales.
b) El titular del departamento competente en materia de Administración pública, en el caso de otros altos
cargos.
c) El alcalde o el presidente de los entes locales o el pleno, en el caso de altos cargos al servicio de la
Administración local.
d) Los órganos competentes en materia de función pública, en el caso del personal al servicio de la
Administración.
e) El rector, en el caso de las universidades públicas.
f) Los titulares o los órganos rectores colegiados, en el caso de las instituciones y los organismos a los que se
refiere el artículo 3.1.b.

Artículo 87. Incoación del procedimiento a instancia del Síndic de Greuges, la Sindicatura de Cuentas y el 
director de la Oficina Antifraude de Cataluña.
1. Si, en el ejercicio de sus funciones, el Síndic de Greuges, la Sindicatura de Cuentas o la Oficina Antifraude de
Cataluña tienen conocimiento de hechos que pueden constituir una infracción tipificada como muy grave o
como grave por la presente ley, pueden instar a los órganos competentes a los que se refiere el artículo 86 a
incoar el procedimiento sancionador.
2. Si el órgano competente decide no incoar el procedimiento, la resolución debe ser expresa y motivada.

Artículo 88. Competencia para instruir el procedimiento sancionador.
La competencia para instruir el procedimiento sancionador corresponde a los siguientes órganos:
a) El órgano del departamento competente en materia de Administración pública que se determine por
reglamento, en caso de que el responsable de la infracción sea un alto cargo.
b) Los órganos que determina la legislación de la función pública, en caso de que el responsable de la
infracción sea personal al servicio de la Administración.
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c) El órgano que corresponda de acuerdo con la normativa de régimen local, en el caso de infracciones
cometidas en el ámbito de la Administración local.
d) Los órganos correspondientes que se determine en el caso de las instituciones y organismos a los que se
refiere el artículo 3.1.b y c.

Artículo 89. Competencia para resolver el procedimiento sancionador.
1. El órgano competente para resolver los procedimientos sancionadores que afectan a los altos cargos a los
que se refiere el artículo 86.a es el Gobierno.
2. En el caso de los demás altos cargos al servicio de la Generalidad, la resolución del expediente corresponde
a un órgano colegiado integrado por la persona titular del departamento competente en materia de
Administración pública, un representante de la Comisión Jurídica Asesora y dos juristas de reconocido
prestigio designados por el Parlamento de Cataluña, no vinculados a ninguna Administración ni institución
pública, salvo las universidades. Este órgano colegiado es designado al inicio de cada legislatura, ejerce sus
funciones durante la misma y hasta nueva designación, y puede solicitar informes a la Comisión Jurídica
Asesora.
3. Si el responsable de la infracción es personal al servicio de la Administración, se aplica lo establecido por la
legislación de la función pública.
4. La competencia para resolver el procedimiento sancionador en el ámbito local corresponde al pleno si se
trata de altos cargos, y al órgano que corresponda de acuerdo con la legislación aplicable a los entes locales si
se trata de personal al servicio de la Administración local.
5. En el caso de los altos cargos a los que se refiere el artículo 86.a y de los cargos electos locales, la propuesta
de sanción o, en su caso, el archivo del expediente debe ser informado previamente por el órgano al que se
refiere el apartado 2.
6. En el caso de las universidades públicas, el órgano competente para resolver el procedimiento sancionador
es el rector.
7. En el caso de las instituciones y organismos a los que se refiere el artículo 3.1.b, el órgano competente para
resolver el procedimiento sancionador es su titular o el órgano rector colegiado.

Artículo 90. Prescripción de las infracciones y sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescriben al cabo de tres años; las infracciones graves, al cabo de dos años, y
las infracciones leves, al cabo de un año.
2. Las sanciones por la comisión de infracciones muy graves prescriben al cabo de tres años; por la comisión
de infracciones graves, al cabo de dos años, y por la comisión de infracciones leves, al cabo de un año.

Artículo 90 bis. Publicidad de las infracciones y sanciones.
1. Las infracciones cometidas y las sanciones aplicadas a los altos cargos de la Administración de la
Generalidad y al personal directivo de su sector público son públicas.
2. A efectos de lo establecido por el apartado 1, la Administración de la Generalidad y las entidades de su
sector público deben publicar en el Portal de la Transparencia la parte dispositiva de las resoluciones firmes
que ponen fin a los expedientes sancionadores incoados contra altos cargos de la Administración de la
Generalidad y personal directivo de su sector público con motivo de las infracciones cometidas reguladas por
este capítulo.
Se añade por el art. 48.2 de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-953

TÍTULO VIII Evaluación de la aplicación de la ley

Artículo 91. Evaluación de la Ley.
Quedan sujetas a evaluación el cumplimiento de las obligaciones de transparencia establecidas por el título II,
las disposiciones relativas al derecho de acceso a la información pública establecidas por el título III, los
deberes derivados del Registro de grupos de interés regulado por el título IV, las obligaciones y medidas de
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buen gobierno y gobierno abierto establecidas por los títulos V y VI y la aplicación del sistema de garantías
establecido por el título VII.

Artículo 92. Competencia para evaluar.
1. La competencia para evaluar el cumplimiento de la presente ley, de acuerdo con lo que determina el
artículo 91, corresponde al Síndic de Greuges.
2. El organismo evaluador debe establecer los indicadores objetivos que han de servir como referencia para
realizar la tarea evaluadora.
3. La evaluación establecida por el presente artículo se entiende sin perjuicio de la evaluación interna de la
aplicación de las reglas sobre la transparencia a las que se refiere el artículo 6.3.

Artículo 93. Informes de evaluación.
1. El Síndic de Greuges debe elaborar anualmente y presentar al Parlamento un informe general de evaluación
de la aplicación de la presente ley. En el informe debe evaluarse de forma específica la aplicación del régimen
sancionador establecido por el capítulo II del título VII.
2. El Síndic de Greuges puede elaborar informes específicos de evaluación con relación a las entidades y los
organismos incluidos en el ámbito de aplicación de la presente ley o en ámbitos materiales concretos. Los
informes específicos deben ser entregados al Parlamento y, mientras se elaboren, debe darse audiencia a la
entidad o el organismo afectado para que pueda presentar alegaciones, las cuales deben incorporarse al
informe.
3. Las autoridades y el personal al servicio de las administraciones, las entidades y los organismos
comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente ley tienen el deber de colaborar con el Síndic de
Greuges en la elaboración de los informes de evaluación.
4. La elaboración de los informes de evaluación debe realizarse, en su caso, de acuerdo con las directrices o el
plan de trabajo que determine el Parlamento.

TÍTULO IX Aplicación de la ley

Artículo 94. Medidas generales de aplicación de la Ley.
1. La Administración de la Generalidad debe establecer un programa de apoyo a las entidades locales,
especialmente a las que dispongan de menos recursos y capacidad técnica y operativa, para aplicar la presente
ley. Este programa debe incluir apoyo económico y financiero, que debe consignarse anualmente a los
Presupuestos de la Generalidad de Cataluña, y asesoramiento tecnológico y jurídico. La Administración de la
Generalidad puede suscribir convenios de colaboración con las entidades locales de ámbito supralocal y con
las asociaciones representativas de los municipios para alcanzar la aplicación de la Ley en el ámbito de los
entes locales.
2. La Administración de la Generalidad debe prestar asesoramiento jurídico y tecnológico a las entidades para
las que la Ley establece unas obligaciones específicas de transparencia para la percepción de fondos públicos.
La Generalidad debe facilitar a estas entidades protocolos para el cumplimiento de dichas obligaciones. En las
convocatorias de subvenciones o en los convenios suscritos pueden preverse medidas específicas de apoyo
económico o técnico para poder hacer efectivas estas obligaciones.
3. La Administración de la Generalidad debe prestar asesoramiento jurídico y tecnológico al resto de
instituciones y entidades obligadas por la presente Ley.

Artículo 95. Plan estratégico.
El Gobierno debe aprobar un plan estratégico para la aplicación de la presente ley y debe evaluar anualmente
su grado de cumplimiento. Debe especificarse el calendario y el presupuesto que se imputa a cada objetivo a
cumplir. Tanto el plan como la evaluación del grado de cumplimiento deben publicarse en el Portal de la
Transparencia.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 14

1. ¿En cuántos ejes se articula el IV Plan de Gobierno Abierto en España?

A) Cinco ejes.

B) Veinte ejes.

C) Cien ejes.

D) Cincuenta y tres ejes.

2. ¿Cuántos compromisos contiene el IV Plan de Gobierno Abierto en España?

A) Cinco compromisos.

B) Diez compromisos.

C) Cien compromisos.

D) Cincuenta y tres compromisos.

3. Según el artículo 1 de la Orden HFP/134/2018, de 15 de febrero, por la que se crea el Foro de Gobierno 
Abierto, el Foro de Gobierno Abierto dependerá de:

A) Secretaría de Estado de Hacienda.

B) Secretaría de Estado de Función Pública.

C) Secretaría de Estado para la Agenda 2030.

D) Secretaría de Estado de Derechos Sociales.

4. En España, ¿qué plan de Gobierno Abierto está actualmente vigente y cuál es su plazo de vigencia?

A) El I Plan de Gobierno Abierto en España, vigente desde el 2011 hasta 2031.

B) El II Plan de Gobierno Abierto en España, vigente desde el 2015 hasta 2025.

C) El III Plan de Gobierno Abierto en España, vigente desde el 2021 hasta 2026.

D) El IV Plan de Gobierno Abierto en España, vigente desde el 2020 hasta 2024.

5. El próximo otoño de 2025 tendrá lugar la IX Cumbre Global de la Alianza para el Gobierno Abierto en 
España, que organizará por primera vez un evento de esta organización. ¿En qué ciudad se celebrará?

A) Vitoria-Gasteiz.

B) Madrid.

C) Valencia.

D) Barcelona.

6. ¿Cuál de las siguientes opciones se incluye en el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley 37/2007, de 16 de 
noviembre, sobre reutilización de la información del sector público?

A) Las sociedades mercantiles pertenecientes al sector privado que actúen como operadores de servicio público.

B) Los organismos y entidades del sector público institucional creados para satisfacer necesidades de interés 
general, que tengan carácter industrial o mercantil.

C) Las sociedades mercantiles pertenecientes al sector público institucional que actúen como armadores 
comunitarios que cumplen obligaciones de servicio público.

D) Los organismos y entidades del sector público institucional creados para satisfacer necesidades de interés 
particular, que no tengan carácter industrial o mercantil.
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7. ¿Qué deben cumplir los conjuntos de datos de alto valor según la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre 
reutilización de la información del sector público?

A) Estarán disponibles previo pago de la tasa correspondiente.

B) Se suministrarán en fichero.pfx por enlace de descarga.

C) Se suministrarán a través de interfaz de programación de aplicaciones (API).

D) En ningún caso se proporcionarán en forma de descarga masiva.

8. Señale cuál de los siguientes NO es un compromiso del IV Plan de Gobierno Abierto de España:

A) Participación de los jóvenes en políticas públicas.

B) Protección de denunciantes.

C) Huella normativa.

D) Reforma del marco regulatorio.

9. ¿Qué es la Alianza para el Gobierno Abierto?

A) Una comisión sectorial para la coordinación, colaboración y debate entre las administraciones públicas 
españolas en materia de Gobierno Abierto.

B) Un foro de participación y el diálogo sobre Gobierno Abierto en el que están representados la sociedad civil y 
las administraciones estatal, autonómica y local.

C) Un comité de la Unión Europea para la coordinación y colaboración en materia de Gobierno Abierto.

D) Una organización multilateral integrada por gobiernos nacionales y locales y por la sociedad civil para el 
diálogo y debate en materia de Gobierno Abierto.

10. El IV Plan de Gobierno Abierto de España 2020-2024 se articula en 5 ejes y recoge 10 compromisos. ¿Cuál 
de los siguientes compromisos permite a cualquier persona conocer el proceso de elaboración de las normas 
desde el inicio hasta su aprobación?

A) Plan de Mejora de la Participación.

B) Observatorio de Gobierno Abierto.

C) Huella normativa.

D) Sistemas preventivos de integridad pública.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 B · 4 D · 5 A · 6 C · 7 C · 8 A · 9 D · 10 C

Te quedan 4 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 14, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 15

Els empleats públics: classes i règim jurídic. Els instruments 
d'organització del personal: plantilles i relacions de llocs de treball. 

Els instruments reguladors dels recursos humans: l'oferta d'ocupació 
pública, els plans d'ocupació i altres sistemes de racionalització.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 1 a 13 · arts. 69 a 77 — 22 incluidos

TÍTULO I Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Estatuto tiene por objeto establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios
públicos incluidos en su ámbito de aplicación.
2. Asimismo tiene por objeto determinar las normas aplicables al personal laboral al servicio de las
Administraciones Públicas.
3. Este Estatuto refleja, del mismo modo, los siguientes fundamentos de actuación:

a) Servicio a los ciudadanos y a los intereses generales.
b) Igualdad, mérito y capacidad en el acceso y en la promoción profesional.
c) Sometimiento pleno a la ley y al Derecho.
d) Igualdad de trato entre mujeres y hombres.
e) Objetividad, profesionalidad e imparcialidad en el servicio garantizadas con la inamovilidad en la
condición de funcionario de carrera.
f) Eficacia en la planificación y gestión de los recursos humanos.
g) Desarrollo y cualificación profesional permanente de los empleados públicos.
h) Transparencia.
i) Evaluación y responsabilidad en la gestión.
j) Jerarquía en la atribución, ordenación y desempeño de las funciones y tareas.
k) Negociación colectiva y participación, a través de los representantes, en la determinación de las
condiciones de empleo.
l) Cooperación entre las Administraciones Públicas en la regulación y gestión del empleo público.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Este Estatuto se aplica al personal funcionario y en lo que proceda al personal laboral al servicio de las
siguientes Administraciones Públicas:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla.
c) Las Administraciones de las entidades locales.
d) Los organismos públicos, agencias y demás entidades de derecho público con personalidad jurídica
propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas.
e) Las Universidades Públicas.

2. En la aplicación de este Estatuto al personal de investigación se podrán dictar normas singulares para
adecuarlo a sus peculiaridades.
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3. El personal docente y el personal estatutario de los Servicios de Salud se regirán por la legislación específica
dictada por el Estado y por las comunidades autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias y por lo
previsto en el presente Estatuto, excepto el capítulo II del título III, salvo el artículo 20, y los artículos 22.3, 24 y
84.
4. Cada vez que este Estatuto haga mención al personal funcionario de carrera se entenderá comprendido el
personal estatutario de los Servicios de Salud.
5. El presente Estatuto tiene carácter supletorio para todo el personal de las Administraciones Públicas no
incluido en su ámbito de aplicación.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3 de la Ley 17/2022, de 5 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14581#df-3

Artículo 3. Personal funcionario de las Entidades Locales.
1. El personal funcionario de las entidades locales se rige por la legislación estatal que resulte de aplicación, de
la que forma parte este Estatuto y por la legislación de las comunidades autónomas, con respeto a la
autonomía local.
2. Los Cuerpos de Policía Local se rigen también por este Estatuto y por la legislación de las comunidades
autónomas, excepto en lo establecido para ellos en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad.

Artículo 4. Personal con legislación específica propia.
Las disposiciones de este Estatuto sólo se aplicarán directamente cuando así lo disponga su legislación
específica al siguiente personal:
a) Personal funcionario de las Cortes Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
b) Personal funcionario de los demás Órganos Constitucionales del Estado y de los órganos estatutarios de las
comunidades autónomas.
c) Jueces, Magistrados, Fiscales y demás personal funcionario al servicio de la Administración de Justicia.
d) Personal militar de las Fuerzas Armadas.
e) Personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
f) Personal retribuido por arancel.
g) Personal del Centro Nacional de Inteligencia.
h) Personal del Banco de España y del Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito.

Artículo 5. Personal de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos.
El personal funcionario de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos se regirá por sus normas específicas y
supletoriamente por lo dispuesto en este Estatuto. Su personal laboral se regirá por la legislación laboral y
demás normas convencionalmente aplicables.

Artículo 6. Leyes de Función Pública.
En desarrollo de este Estatuto, las Cortes Generales y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas
aprobarán, en el ámbito de sus competencias, las leyes reguladoras de la Función Pública de la Administración
General del Estado y de las comunidades autónomas.

Artículo 7. Normativa aplicable al personal laboral.
El personal laboral al servicio de las Administraciones públicas se rige, además de por la legislación laboral y
por las demás normas convencionalmente aplicables, por los preceptos de este Estatuto que así lo dispongan.
No obstante, en materia de permisos de nacimiento, adopción, del progenitor diferente de la madre biológica,
de lactancia y parental, el personal laboral al servicio de las Administraciones públicas se regirá por lo
previsto en el presente Estatuto, no siendo de aplicación a este personal, por tanto, las previsiones del texto
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores sobre las suspensiones de los contratos de trabajo que, en
su caso, corresponderían por los mismos supuestos de hecho.
Se modifica el párrafo segundo por el art. 2.1 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741
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Se modifica por el art. 3.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3

TÍTULO II Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Clases de personal

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos.
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al
servicio de los intereses generales.
2. Los empleados públicos se clasifican en:

a) Funcionarios de carrera.
b) Funcionarios interinos.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 9. Funcionarios de carrera.
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una
Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.
2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio
de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones
Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo
de cada Administración Pública se establezca.

Artículo 10. Funcionarios interinos.
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un
máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 4.
b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.
c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años,
ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este
Estatuto.
d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho
meses.

2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, rigiéndose en todo caso
por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura
inmediata del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de funcionario de carrera.
3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por
cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin derecho a compensación
alguna:

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.
b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados.
c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento.
d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario
interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad
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previstos en la normativa de cada Administración Pública. No obstante, transcurridos tres años desde el
nombramiento del personal funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante
solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso selectivo
quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino.
Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente,
siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar
desde la fecha del nombramiento del funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en
el artículo 70 del TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que
su cese dé lugar a compensación económica.
5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en
cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su
nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera. Se modifica por
el art. 1.1 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1 Véase, en cuanto a los efectos, lo
establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-
ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido
en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 11. Personal laboral.
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las
modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por
las Administraciones Públicas. En función de la duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo
indefinido o temporal.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto establecerán los criterios para la
determinación de los puestos de trabajo que pueden ser desempeñados por personal laboral, respetando en
todo caso lo establecido en el artículo 9.2.
3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los
principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por
el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia. Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1
Téngase en cuenta que este apartado 3 ya fue añadido por el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Véase, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se añade el apartado
3 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 12. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo
a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo
se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán
públicas.
3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.
4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la
promoción interna.
5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen
general de los funcionarios de carrera.
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CAPÍTULO II Personal directivo

Artículo 13. Personal directivo profesional.
El Gobierno y los órganos de gobierno de las comunidades autónomas podrán establecer, en desarrollo de este
Estatuto, el régimen jurídico específico del personal directivo así como los criterios para determinar su
condición, de acuerdo, entre otros, con los siguientes principios:
1. Es personal directivo el que desarrolla funciones directivas profesionales en las Administraciones Públicas,
definidas como tales en las normas específicas de cada Administración.
2. Su designación atenderá a principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo
mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia.
3. El personal directivo estará sujeto a evaluación con arreglo a los criterios de eficacia y eficiencia,
responsabilidad por su gestión y control de resultados en relación con los objetivos que les hayan sido fijados.
4. La determinación de las condiciones de empleo del personal directivo no tendrá la consideración de materia
objeto de negociación colectiva a los efectos de esta ley. Cuando el personal directivo reúna la condición de
personal laboral estará sometido a la relación laboral de carácter especial de alta dirección.

TÍTULO V Ordenación de la actividad profesional

CAPÍTULO I Planificación de recursos humanos

Artículo 69. Objetivos e instrumentos de la planificación.
1. La planificación de los recursos humanos en las Administraciones Públicas tendrá como objetivo contribuir
a la consecución de la eficacia en la prestación de los servicios y de la eficiencia en la utilización de los
recursos económicos disponibles mediante la dimensión adecuada de sus efectivos, su mejor distribución,
formación, promoción profesional y movilidad.
2. Las Administraciones Públicas podrán aprobar Planes para la ordenación de sus recursos humanos, que
incluyan, entre otras, algunas de las siguientes medidas:

a) Análisis de las disponibilidades y necesidades de personal, tanto desde el punto de vista del número de
efectivos, como del de los perfiles profesionales o niveles de cualificación de los mismos.
b) Previsiones sobre los sistemas de organización del trabajo y modificaciones de estructuras de puestos de
trabajo.
c) Medidas de movilidad, entre las cuales podrá figurar la suspensión de incorporaciones de personal
externo a un determinado ámbito o la convocatoria de concursos de provisión de puestos limitados a
personal de ámbitos que se determinen.
d) Medidas de promoción interna y de formación del personal y de movilidad forzosa de conformidad con
lo dispuesto en el capítulo III del presente título de este Estatuto.
e) La previsión de la incorporación de recursos humanos a través de la Oferta de empleo público, de
acuerdo con lo establecido en el artículo siguiente.

3. Cada Administración Pública planificará sus recursos humanos de acuerdo con los sistemas que establezcan
las normas que les sean de aplicación.

Artículo 70. Oferta de empleo público.
1. Las necesidades de recursos humanos, con asignación presupuestaria, que deban proveerse mediante la
incorporación de personal de nuevo ingreso serán objeto de la Oferta de empleo público, o a través de otro
instrumento similar de gestión de la provisión de las necesidades de personal, lo que comportará la obligación
de convocar los correspondientes procesos selectivos para las plazas comprometidas y hasta un diez por cien
adicional, fijando el plazo máximo para la convocatoria de los mismos. En todo caso, la ejecución de la oferta
de empleo público o instrumento similar deberá desarrollarse dentro del plazo improrrogable de tres años.
2. La Oferta de empleo público o instrumento similar, que se aprobará anualmente por los órganos de
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Gobierno de las Administraciones Públicas, deberá ser publicada en el Diario oficial correspondiente.
3. La Oferta de empleo público o instrumento similar podrá contener medidas derivadas de la planificación de
recursos humanos.

Artículo 71. Registros de personal y Gestión integrada de recursos humanos.
1. Cada Administración Pública constituirá un Registro en el que se inscribirán los datos relativos al personal
contemplado en los artículos 2 y 5 del presente Estatuto y que tendrá en cuenta las peculiaridades de
determinados colectivos.
2. Los Registros podrán disponer también de la información agregada sobre los restantes recursos humanos de
su respectivo sector público.
3. Mediante convenio de Conferencia Sectorial se establecerán los contenidos mínimos comunes de los
Registros de personal y los criterios que permitan el intercambio homogéneo de la información entre
Administraciones, con respeto a lo establecido en la legislación de protección de datos de carácter personal.
4. Las Administraciones Públicas impulsarán la gestión integrada de recursos humanos.
5. Cuando las Entidades Locales no cuenten con la suficiente capacidad financiera o técnica, la Administración
General del Estado y las Comunidades Autónomas cooperarán con aquéllas a los efectos contemplados en este
artículo.

CAPÍTULO II Estructuración del empleo público

Artículo 72. Estructuración de los recursos humanos.
En el marco de sus competencias de autoorganización, las Administraciones Públicas estructuran sus recursos
humanos de acuerdo con las normas que regulan la selección, la promoción profesional, la movilidad y la
distribución de funciones y conforme a lo previsto en este capítulo.

Artículo 73. Desempeño y agrupación de puestos de trabajo.
1. Los empleados públicos tienen derecho al desempeño de un puesto de trabajo de acuerdo con el sistema de
estructuración del empleo público que establezcan las leyes de desarrollo del presente Estatuto.
2. Las Administraciones Públicas podrán asignar a su personal funciones, tareas o responsabilidades distintas
a las correspondientes al puesto de trabajo que desempeñen siempre que resulten adecuadas a su
clasificación, grado o categoría, cuando las necesidades del servicio lo justifiquen sin merma en las
retribuciones.
3. Los puestos de trabajo podrán agruparse en función de sus características para ordenar la selección, la
formación y la movilidad.

Artículo 74. Ordenación de los puestos de trabajo.
Las Administraciones Públicas estructurarán su organización a través de relaciones de puestos de trabajo u
otros instrumentos organizativos similares que comprenderán, al menos, la denominación de los puestos, los
grupos de clasificación profesional, los cuerpos o escalas, en su caso, a que estén adscritos, los sistemas de
provisión y las retribuciones complementarias. Dichos instrumentos serán públicos.

Artículo 75. Cuerpos y escalas.
1. Los funcionarios se agrupan en cuerpos, escalas, especialidades u otros sistemas que incorporen
competencias, capacidades y conocimientos comunes acreditados a través de un proceso selectivo.
2. Los cuerpos y escalas de funcionarios se crean, modifican y suprimen por ley de las Cortes Generales o de
las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
3. Cuando en esta ley se hace referencia a cuerpos y escalas se entenderá comprendida igualmente cualquier
otra agrupación de funcionarios.

Artículo 76. Grupos de clasificación profesional del personal funcionario de carrera.
Los cuerpos y escalas se clasifican, de acuerdo con la titulación exigida para el acceso a los mismos, en los
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siguientes grupos: Grupo A: Dividido en dos Subgrupos, A1 y A2. Para el acceso a los cuerpos o escalas de este
Grupo se exigirá estar en posesión del título universitario de Grado. En aquellos supuestos en los que la ley
exija otro título universitario será éste el que se tenga en cuenta. La clasificación de los cuerpos y escalas en
cada Subgrupo estará en función del nivel de responsabilidad de las funciones a desempeñar y de las
características de las pruebas de acceso. Grupo B. Para el acceso a los cuerpos o escalas del Grupo B se exigirá
estar en posesión del título de Técnico Superior. Grupo C. Dividido en dos Subgrupos, C1 y C2, según la
titulación exigida para el ingreso. C1: Título de Bachiller o Técnico. C2: Título de Graduado en Educación
Secundaria Obligatoria.

Artículo 77. Clasificación del personal laboral.
El personal laboral se clasificará de conformidad con la legislación laboral.

Decreto Legislativo 1/1997 función pública Cataluña

FP-CAT · DOGC-f-1997-90001 · arts. 1 a 3 · arts. 10 a 15 · arts. 25 a 33 — 18 incluidos

TÍTULO 1 Del objeto de la Ley, principios en que se inspira y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto y principios de la Ley.
1. El objeto de la presente Ley es la ordenación y la regulación de la función pública de la Administración de la
Generalidad en ejercicio de las competencias fijadas por el Estatuto de autonomía de Cataluña.
2. La función pública es uno de los instrumentos para la gestión y la realización de los intereses públicos que
tiene encomendados la Administración y se ordena de acuerdo con los principios de legalidad, objetividad,
economía, eficacia y eficiencia.
3. A efectos de la presente Ley, la función pública está constituida por el conjunto de personas que prestan
servicios en la Administración de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, mediante una relación de
servicios profesional, retribuida y de carácter especial por razón de los servicios públicos a desarrollar y
regulada por la normativa administrativa o laboral.
4. El personal, en el desarrollo de sus funciones, para cumplir los objetivos asignados, y dentro de los citados
principios organizativos, actuará en todo momento con diligencia, profesionalidad, imparcialidad y
sometimiento a la institución, el Estatuto de autonomía, las leyes, los reglamentos que las complementan y el
derecho en general.
5. Con la finalidad de satisfacer los intereses generales, la Administración dispone de potestades
autoorganizativas que la facultan, de acuerdo con el ordenamiento jurídico, para estructural la función pública
adecuadamente a la prestación del servicio público, regular su régimen jurídico y dirigir y fijar los objetivos de
las actuaciones de su personal.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. El ámbito de aplicación de la presente Ley se extiende a todo el personal sujeto al régimen funcionarial que
presta servicios a la Administración de la Generalidad.
2. La presente Ley se aplica también:

a) Al personal laboral de la Administración, sólo en los casos en que se refiere expresamente a este.
b) Al personal de las universidades, respetando la autonomía universitaria.
c) Al personal al servicio de las corporaciones locales situadas en el territorio de Cataluña, en los términos
que establece la legislación sobre función pública local.
d) Al personal al servicio del Consejo Consultivo, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley reguladora de dicho
órgano.

3. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de la presente Ley:
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a) El personal al servicio del Parlamento de Cataluña y del Síndic de Greuges.
b) El personal al servicio de la Sindicatura de Cuentas, que se rige por lo dispuesto en sus normas
reguladoras.
c) El personal que presta servicios en las entidades de derecho público sujetas al derecho privado, que se
rige por su normativa especifica. Las leyes de creación de las citadas entidades determinarán, en su caso, el
régimen a que debe sujetarse el personal funcionario adscrito o cedido a estas.

Artículo 3. Normas específicas de aplicación.
En aplicación de la presente Ley, el órgano competente puede dictar normas específicas para adecuarla a las
peculiaridades del personal docente, el personal sanitario, el personal investigador, el personal penitenciario,
los bomberos, los agentes rurales y los mozos de escuadra. Mientras no se aprueben dichas normas, se aplican
las normas vigentes, interpretadas de acuerdo con las bases del régimen estatutario.

TÍTULO 3 De la estructura y organización de la función pública

CAPÍTULO 1 Del personal al servicio de la Administración de la Generalidad

Artículo 10. Clases de personal.
1. Es personal al servicio de la Administración de la Generalidad el integrado en los departamentos de la
Generalidad, en sus organismos autónomos administrativos, en las entidades gestoras de la Seguridad Social y
en las entidades autónomas de carácter comercial, industrial y financiero, de acuerdo con sus normas de
creación.
2. El personal se clasificará en:

a) Funcionarios.
b) Personal eventual.
c) Personal interino.
d) Personal laboral.

Artículo 11. Funcionarios.
Serán funcionarios aquellos que, en virtud de nombramiento y bajo el principio de carrera, mediante relación
profesional sujeta a derecho público, se incorporen al servicio de la Administración de la Generalidad y
ocupen plazas dotadas en los presupuestos de ésta o se encuentren en alguna de las situaciones que la
presente Ley determina.

Artículo 12. Personal eventual.
Es personal eventual el formado por quienes en virtud de libre nombramiento del presidente o de los
consejeros en régimen no permanente, ocupan un puesto de trabajo considerado de confianza o de
asesoramiento no reservado a funcionarios y que figura con este carácter en la correspondiente relación de
puestos de trabajo.

Artículo 13. Personal interino.
Es personal interino el que presta servicios con carácter transitorio en virtud de un nombramiento sujeto al
derecho administrativo y ocupa plazas dotadas presupuestariamente que, de acuerdo con la relación de
puestos de trabajo, están reservadas a funcionarios de carrera.

Artículo 14. Personal laboral.
Se considerará personal laboral el formado por quienes, en virtud de contrato de naturaleza laboral, que
deberá formalizarse en todo caso por escrito, ocupen puestos de trabajo clasificados como tales.

Artículo 15.
Personal laboral no permanente. Excepcionalmente, dado el carácter temporal de determinadas tareas a
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realizar, o por razones de urgencia que deberán ser debidamente motivadas, la Administración podrá
contratar personal laboral con carácter no permanente, de conformidad con la legislación laboral vigente. El
contrato deberá formalizarse necesariamente por escrito.

CAPÍTULO 4 De la oferta de empleo público

Artículo 25. Contenido de la oferta.
1. Las necesidades de recursos humanos que no puedan ser cubiertas con los efectivos de personal existentes
pueden ser objeto de oferta de empleo público.
2. Las vacantes correspondientes a las plazas incluidas en las convocatorias para ingreso de nuevo personal no
precisarán de la realización de concurso previo entre quienes ya tuvieren la condición de funcionario.
3. La oferta de empleo público determinará las plazas vacantes que, a propuesta de los departamentos, se
consideren necesarias para el adecuado funcionamiento de los servicios y deban ser provistas por personal de
nuevo acceso dentro del ejercicio presupuestario, clasificadas por cuerpos, escalas o categorías laborales.
4. Para garantizar el adecuado funcionamiento de los servicios, el Gobierno puede autorizar, sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 7.4.b), la aprobación sucesiva de ofertas parciales de empleo público dentro del mismo
ejercicio presupuestario.

Artículo 26. Promoción del acceso de personas discapacitadas.
El Gobierno de la Generalidad promoverá las condiciones necesarias para facilitar el acceso a la función
pública de personas discapacitadas en igualdad de condiciones que los demás aspirantes.

Artículo 27. Reserva de plazas en la oferta de empleo público.
El desarrollo del artículo 26 se efectuará a través del reglamento general de selección o provisión de puestos de
trabajo, que en cualquier caso:
a) Debe regular, con la finalidad de poder lograr que el 2 por 100 de la plantilla sea cubierto por personas
discapacitadas que tengan reconocida la condición legal de disminuidas, una reserva de hasta un 5 por 100 de
las plazas incluidas en las ofertas de ocupación pública.
b) Establecerá condiciones personales de aptitud para el ejercicio de las correspondientes funciones, que se
acreditarán, en su caso, mediante un dictamen vinculante expedido por el equipo multiprofesional
competente, que debe emitirse antes del comienzo de las pruebas selectivas de forma que pueda garantizarse
el cumplimiento de las funciones de los diferentes puestos de trabajo y la prestación del consiguiente servicio
público.
c) Garantizará que se realicen las adaptaciones que sean necesarias, indicadas por los equipos
multiprofesionales, para la realización de las pruebas.
d) Garantizará el derecho preferente para escoger las vacantes, en su caso, en el turno respectivo, de quienes,
en consideración de su condición legal de disminuidos, acceden a la condición de funcionario por la vía de
reserva, en el caso de que la asignación de puestos se realice, de conformidad con el artículo 81.1, por el orden
de puntuación obtenido en el sistema selectivo.
Se modifica el apartado a) por el art. 17.1 de la Ley 4/2000, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2000-11470 .

CAPÍTULO 5 De la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo

Artículo 28. Plantilla de personal.
La plantilla de personal estará formada por las plazas que figuran dotadas en los presupuestos, clasificadas en
grupos de cuerpos y, dentro de los grupos, de acuerdo con las escalas de cada cuerpo. Incluirá igualmente al
personal eventual y laboral.

Artículo 29. La relación de puestos de trabajo.
La relación de puestos de trabajo es pública y debe incluir todos los puestos de funcionarios, laborales y
eventuales existentes en la Administración de la Generalidad. El contenido de las relaciones de puestos de
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trabajo será, al menos, el siguiente:
a) La denominación y las características esenciales de los puestos.
b) Los requisitos esenciales para ocuparlos.
c) El complemento de destino y, en su caso, el especifico, si son puestos de personal funcionario.
d) El grupo, la categoría profesional y el régimen jurídico aplicable para los puestos de carácter laboral.
e) La forma de provisión de los puestos y, para los casos determinados en el artículo 50, los sistemas de acceso.
f) Los requisitos que deben cumplir los funcionarios de otras administraciones para poder acceder a los
puestos de trabajo mediante la correspondiente convocatoria de provisión.

Artículo 30. Puestos de trabajo ocupados por personal laboral.
En el ámbito de la Administración de la Generalidad los puestos de trabajo serán ocupados, con carácter
general, por funcionarios públicos. Como excepción, pueden ser ocupados por personal en régimen laboral:
a) Si se trata de puestos de naturaleza no permanente o de carácter periódico y discontinua.
b) Si se trata de desarrollar actividades propias de oficios.
c) Si se trata de puestos de carácter instrumental correspondientes a las áreas de conservación y
mantenimiento de edificios, equipos e instalaciones, de artes gráficas, de encuestas, de protección civil, de
comunicación social, de expresión artística de servicios sociales o de protección de menores y no existe
ningún cuerpo o escala con las funciones adecuadas.
d) Si se trata de desarrollar actividades que requieran unos conocimientos específicos o técnicos
especializados y no existe ningún cuerpo o escala con la preparación pertinente para el adecuado desarrollo
de las funciones propias del puesto.
e) Si se trata de puestos de investigación.
f) Si se trata de puestos docentes que, por razón de su especificidad, no puedan ser ocupados por funcionarios
de los cuerpos y las escalas docentes.

Artículo 31. Competencias para aprobar las relaciones de puestos de trabajo.
Corresponde al Gobierno a propuesta conjunta del Departamento de Economía y Finanzas y del departamento
competente en materia de función pública:
a) La asignación de los niveles de los complementos de destino y de los complementos específicos
correspondientes a los nuevos puestos de trabajo de las relaciones de puestos de trabajo.
b) Las modificaciones producidas por la variación del número de puestos y las modificaciones del grupo, del
complemento de destinación y del complemento específico de los puestos de trabajo incluidos en las
relaciones iniciales. El Gobierno puede delegar en la Comisión Técnica de la Función Pública la aprobación y
la modificación de las normas de valoración de puestos de trabajo, de la relación de puestos de trabajo y de la
valoración y la clasificación de estos puestos, y puede establecer asimismo las condiciones que considere
pertinentes para el ejercicio de las competencias atribuidas. No obstante lo anterior, el Gobierno, a propuesta
conjunta del departamento competente en materia de función pública y del Departamento de Economía y
Finanzas, puede delegar en los departamentos, en las condiciones que determine, la aprobación y la
modificasen de las relaciones de puestos de trabajo, incluida la valoración de puestos que no suponga
incremento del gasto. El departamento competente en materia de función pública ejercerá las facultades de
inspección, evaluará la capacidad de gestión y fijará los criterios para el ejercicio de las competencias
atribuidas.
Se modifica la letra b) por el art. 31 de la Ley 7/2004, de 16 de julio. Ref. BOE-A-2004-16713 .

Artículo 32. Objetivos de la relación de puestos de trabajo.
1. La creación, la modificación, la refundición y la supresión de puestos de trabajo se realizarán en todo caso
mediante la relación de puestos de trabajo.
2. Para proveer un puesto de trabajo, es preciso que conste en la correspondiente relación, salvo que deban
realizarse temporalmente tareas urgentes, mediante personal con contratos laborales de duración
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determinada, para la realización de los programas de inversiones a cargo de los créditos destinados a esta
finalidad.

Artículo 33. Valoración y clasificación de los puestos de trabajo.
1. Todos los puestos de trabajo de la Administración de la Generalidad deberán figurar, de conformidad con lo
establecido en el articulo 29, en la relación de puestos de trabajo 2. Los puestos reservados a funcionarios se
clasifican en treinta niveles. 3. Para llevar a cabo la clasificación a que se refiere el apartado 2 se procederá a la
valoración de cada puesto de trabajo, atendiendo al criterio de titulación, especialización, responsabilidad,
competencia y mando. 4. Los niveles superiores asignados a un cuerpo o escala pueden coincidir con los
inferiores de otro cuerpo o escala para el ingreso en los cuales se exige una titulación de nivel superior. 5. El
complemento de destino determinado en el artículo 103.1.a) está en función del que resulta de la clasificación
en treinta niveles.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 89 a 92 · arts. 103 a 104 — 9 incluidos

TÍTULO VII Personal al servicio de las Entidades locales

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 89.
El personal al servicio de las entidades locales estará integrado por funcionarios de carrera, contratados en
régimen de derecho laboral y personal eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento
especial.

Artículo 90.
1. Corresponde a cada Corporación local aprobar anualmente, a través del Presupuesto, la plantilla, que
deberá comprender todos los puestos de trabajo reservados a funcionarios, personal laboral y eventual. Las
plantillas deberán responder a los principios de racionalidad, economía y eficiencia y establecerse de acuerdo
con la ordenación general de la economía, sin que los gastos de personal puedan rebasar los límites que se
fijen con carácter general.
2. Las Corporaciones locales formarán la relación de todos los puestos de trabajo existentes en su
organización, en los términos previstos en la legislación básica sobre función pública. Corresponde al Estado
establecer las normas con arreglo a las cuales hayan de confeccionarse las relaciones de puestos de trabajo, la
descripción de puestos de trabajo tipo y las condiciones requeridas para su creación, así como las normas
básicas de la carrera administrativa, especialmente por lo que se refiere a la promoción de los funcionarios a
niveles y grupos superiores.
3. Las Corporaciones locales constituirán Registros de personal, coordinados con los de las demás
Administraciones públicas, según las normas aprobadas por el Gobierno. Los datos inscritos en tal Registro
determinarán las nóminas, a efectos de la debida justificación de todas las retribuciones.

Artículo 91.
1. Las Corporaciones locales formarán públicamente su oferta de empleo, ajustándose a los criterios fijados en
la normativa básica estatal.
2. La selección de todo el personal, sea funcionario o laboral, debe realizarse de acuerdo con la oferta de
empleo público, mediante convocatoria pública y a través del sistema de concurso, oposición o concurso-
oposición libre en los que se garanticen, en todo caso, los principios constitucionales de igualdad, mérito y
capacidad, así como el de publicidad.
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CAPÍTULO II Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera

Artículo 92. Funcionarios al servicio de la Administración local.
1. Los funcionarios al servicio de la Administración local se rigen, en lo no dispuesto en esta Ley, por la Ley
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, por la restante legislación del Estado en
materia de función pública, así como por la legislación de las Comunidades Autónomas, en los términos del
artículo 149.1.18.ª de la Constitución.
2. Con carácter general, los puestos de trabajo en la Administración local y sus Organismos Autónomos serán
desempeñados por personal funcionario.
3. Corresponde exclusivamente a los funcionarios de carrera al servicio de la Administración local el ejercicio
de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o
en la salvaguardia de los intereses generales. Igualmente son funciones públicas, cuyo cumplimiento queda
reservado a funcionarios de carrera, las que impliquen ejercicio de autoridad, y en general, aquellas que en
desarrollo de la presente Ley, se reserven a los funcionarios para la mejor garantía de la objetividad,
imparcialidad e independencia en el ejercicio de la función.
Se modifica por el art. 1.24 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se deroga, con el alcance establecido en la disposición final cuarta, por la disposición derogatoria única.e) de la Ley 7/2007, de 12 de abril. Ref.
BOE-A-2007-7788#ddunica

Artículo 92 bis. Funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional.
1. Son funciones públicas necesarias en todas las Corporaciones locales, cuya responsabilidad administrativa
está reservada a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional:

a) La de Secretaría, comprensiva de la fe pública y el asesoramiento legal preceptivo.
b) El control y la fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, y la
contabilidad, tesorería y recaudación. No obstante, en los municipios de gran población se tendrá en
cuenta lo dispuesto en el Título X de la presente Ley y en los municipios de Madrid y de Barcelona la
regulación contenida en las Leyes 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid y
1/2006, de 13 de marzo, por la que se regula el Régimen Especial del municipio de Barcelona
respectivamente.

2. La escala de funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional se subdivide en las
siguientes subescalas:

a) Secretaría, a la que corresponden las funciones contenidas en el apartado 1.a) anterior.
b) Intervención-tesorería, a la que corresponden las funciones contenidas en el apartado 1.b).
c) Secretaría-intervención a la que corresponden las funciones contenidas en los apartados 1.a) y 1.b).

3. Los funcionarios de las subescalas de Secretaría e Intervención-tesorería estarán integrados en una de estas
dos categorías: entrada o superior.
4. El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especialidades de la creación, clasificación y supresión de
puestos reservados a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional así como las
que puedan corresponder a su régimen disciplinario y de situaciones administrativas.
5. La aprobación de la oferta de empleo público, selección, formación y habilitación de los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional corresponde al Estado, a través del Ministerio de
Hacienda y Administraciones Públicas, conforme a las bases y programas aprobados reglamentariamente.
6. El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especialidades correspondientes de la forma de provisión
de puestos reservados a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional. En todo
caso, el concurso será el sistema normal de provisión de puestos de trabajo. El ámbito territorial de los
concursos será de carácter estatal. Los méritos generales, de preceptiva valoración, se determinarán por la
Administración del Estado, y su puntuación alcanzará un mínimo del 80% del total posible conforme al
baremo correspondiente. Los méritos correspondientes a las especialidades de la Comunidad Autónoma se
fijarán por cada una de ellas y su puntuación podrá alcanzar hasta un 15% del total posible. Los méritos
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correspondientes a las especialidades de la Corporación local se fijarán por ésta, y su puntuación alcanzará
hasta un 5% del total posible. Existirán dos concursos anuales: el concurso ordinario y el concurso unitario,
que tendrá naturaleza supletoria. El concurso unitario será convocado por la Administración del Estado. Las
Corporaciones locales con puestos vacantes aprobarán las bases del concurso ordinario, de acuerdo con el
modelo de convocatoria y bases comunes que se aprueben en el real decreto previsto en el apartado anterior, y
efectuarán las convocatorias, remitiéndolas a la correspondiente Comunidad Autónoma para su publicación
simultánea en los diarios oficiales. Excepcionalmente, en las Entidades Locales incluidas en el ámbito
subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales,
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, así como las Diputaciones Provinciales, Áreas
Metropolitanas, Cabildos y Consejos Insulares y las ciudades con estatuto de autonomía de Ceuta y Melilla, los
puestos de trabajo con funciones reservadas a funcionarios de administración local con habilitación de
carácter nacional se podrán cubrir por el sistema de libre designación entre funcionarios de la subescala y
categoría correspondiente. También se podrán cubrir por este sistema los puestos de trabajo de los titulares de
los órganos directivos a los que se refiere el artículo 130 de esta Ley, a los que no correspondan aquellas
funciones reservadas. En los supuestos de cese de aquellos funcionarios que tengan asignadas las funciones
contenidas en el apartado 1 de este artículo y que hubieran sido nombrados por libre designación, el acuerdo
del cese deberá ser comunicado al órgano competente de la Administración General del Estado en materia de
Función Pública. Esta comunicación deberá incluir la correspondiente motivación del cese referido al
desempeño profesional del funcionario. Acordado el cese en un puesto de libre designación, la Corporación
local deberá asignar al funcionario cesado un puesto de trabajo de su mismo grupo de titulación.
7. Las Comunidades Autónomas efectuarán, de acuerdo con la normativa establecida por la Administración
del Estado, los nombramientos provisionales de funcionarios con habilitación de carácter nacional, así como
las comisiones de servicios, acumulaciones, nombramientos de personal interino y de personal accidental.
8. Los funcionarios deberán permanecer en cada puesto de trabajo, obtenido por concurso, un mínimo de dos
años para poder participar en los concursos de provisión de puestos de trabajo o ser nombrados con carácter
provisional en otro puesto de trabajo, salvo en el ámbito de una misma Entidad Local. Excepcionalmente,
antes del transcurso de dicho plazo, se podrán efectuar nombramientos con carácter provisional por el
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, siempre que existan razones y circunstancias que
requieran la cobertura del puesto con carácter urgente por estos funcionarios, y la imposibilidad de efectuar
un nombramiento provisional conforme a lo establecido en el párrafo anterior. Reglamentariamente se
establecerán las circunstancias excepcionales que justifiquen la solicitud de un nombramiento provisional,
debiendo tenerse en cuenta, en todo caso, el posible perjuicio o menoscabo que se generaría en la Entidad
Local en la que se ocupe el puesto en el momento de la solicitud.
9. En el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas existirá un Registro de funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional integrado con las Comunidades Autónomas, donde
se inscribirán y anotarán todos los actos que afecten a la vida administrativa de estos funcionarios.
10. Son órganos competentes para la incoación de expedientes disciplinarios a los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional los siguientes:

a) El órgano correspondiente de la Corporación donde el funcionario hubiera cometido los hechos que se le
imputan, cuando pudieran ser constitutivos de falta leve.
b) La Comunidad Autónoma respecto a funcionarios de corporaciones locales en su ámbito territorial,
salvo cuando los hechos denunciados pudieran ser constitutivos de faltas muy graves tipificadas en la
normativa básica estatal.
c) El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas cuando los hechos denunciados pudieran ser
constitutivos de faltas muy graves, tipificadas en la normativa básica estatal. El órgano competente para
acordar la incoación del expediente lo será también para nombrar instructor del mismo y decretar o alzar
la suspensión provisional del expedientado, así como para instruir diligencias previas antes de decidir
sobre tal incoación. La instrucción del expediente se efectuará por un funcionario de carrera de cualquiera
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de los Cuerpos o Escalas del Subgrupo A1 de titulación, incluida la Escala de Funcionarios con Habilitación
de carácter nacional, que cuente con conocimientos en la materia a la que se refiera la infracción.

11. Son órganos competentes para la imposición de sanciones disciplinarias a los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional los siguientes:

a) El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, cuando la sanción que recaiga sea por falta muy
grave, tipificada en la normativa básica estatal.
b) La Comunidad Autónoma, cuando se trate de imponer sanciones de suspensión de funciones y
destitución, no comprendidas en el párrafo anterior.
c) El órgano local competente, cuando se trate de imponer sanciones por faltas leves. La sanción impuesta
se ejecutará en sus propios términos, aun cuando en el momento de la ejecución, el funcionario se
encontrara ocupando un puesto distinto a aquel en el que se produjeron los hechos que dieron lugar a la
sanción. La sanción de destitución implicará la pérdida del puesto de trabajo, con la prohibición de obtener
destino en la misma Corporación en la que tuvo lugar la sanción, en el plazo que se fije, con el máximo de
seis años, para las faltas muy graves, y de tres años para las faltas graves. La sanción de suspensión de
funciones tendrá una duración máxima de seis años, para las faltas muy graves, y de tres años para las
faltas graves.

Se modifica el apartado 6 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 13/2026, de 2 de junio. Ref. BOE-A-2026-11848#df .

Se modifica el apartado 2 por el art. 3 del Real Decreto-ley 10/2015, de 11 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-9801 .

Se añade por el art. 1.25 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

CAPÍTULO V Del personal laboral y eventual

Artículo 103.
El personal laboral será seleccionado por la propia Corporación ateniéndose, en todo caso, a lo dispuesto en el
artículo 91 y con el máximo respeto al principio de igualdad de oportunidades de cuantos reúnan los
requisitos exigidos.

Artículo 103 bis. Masa salarial del personal laboral del sector público local.
1. Las Corporaciones locales aprobarán anualmente la masa salarial del personal laboral del sector público
local respetando los límites y las condiciones que se establezcan con carácter básico en la correspondiente Ley
de Presupuestos Generales del Estado.
2. La aprobación indicada en el apartado anterior comprenderá la referente a la propia Entidad Local,
organismos, entidades públicas empresariales y demás entes públicos y sociedades mercantiles locales de ella
dependientes, así como las de los consorcios adscritos a la misma en virtud de lo previsto en la legislación
básica de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y de las fundaciones en las que concurra alguna
de las siguientes circunstancias:

a) Que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de las entidades citadas en este
apartado.
b) Que su patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté formado en más de un 50 por 100
por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades.

3. La masa salarial aprobada será publicada en la sede electrónica de la Corporación y en el Boletín Oficial de
la Provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial en el plazo de 20 días.
Se añade por el art. 1.27 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 104.
1. El número, características y retribuciones del personal eventual será determinado por el Pleno de cada
Corporación, al comienzo de su mandato. Estas determinaciones sólo podrán modificarse con motivo de la
aprobación de los presupuestos anuales.
2. El nombramiento y cese de estos funcionarios es libre y corresponde al Alcalde o al Presidente de la entidad
local correspondiente. Cesan automáticamente en todo caso cuando se produzca el cese o expire el mandato
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de la autoridad a la que presten su función de confianza o asesoramiento.
3. Los nombramientos de funcionarios de empleo, el régimen de sus retribuciones y su dedicación se
publicarán en el «Boletín Oficial» de la Provincia y, en su caso, en el propio de la Corporación.

Artículo 104 bis. Personal eventual de las Entidades Locales.
1. Las dotaciones de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual en los Ayuntamientos
deberán ajustarse a los siguientes límites y normas:

a) Los Municipios de población entre 2.000 a 5.000 habitantes podrán excepcionalmente contar con un
puesto de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual cuando no haya miembros de la
corporación local con dedicación exclusiva.
b) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 5.000 y no superior a 10.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de uno.
c) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 10.000 y no superior a 20.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de dos.
d) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 20.000 y no superior a 50.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de siete.
e) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 50.000 y no superior a 75.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de la mitad de concejales de la Corporación local.
f) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 75.000 y no superior a 500.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder del número de concejales de la Corporación local.
g) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 500.000 habitantes podrán incluir en sus
plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá exceder al 0,7 por ciento del
número total de puestos de trabajo de la plantilla de las respectivas Entidades Locales, considerando, a
estos efectos, los entes que tengan la consideración de Administración pública en el marco del Sistema
Europeo de Cuentas. Estos Ayuntamientos, si lo fueran del Municipio de mayor población dentro de un
Área Metropolitana, podrán incluir en sus plantillas un número adicional de puestos de trabajo de personal
eventual, que no podrá exceder del siguiente número: – Seis, si el Municipio tiene una población entre
500.000 y 1.000.000 de habitantes. – Doce, si el Municipio tiene una población entre 1.000.001 y 1.500.000
habitantes. – Dieciocho, si el Municipio tiene una población de más de 1.500.000 habitantes. Téngase en
cuenta que el segundo párrafo, añadido por la disposición final 19 de la Ley 48/2015, de 29 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11644#dfdecimanovena . entra en vigor el 1 de enero de 2016.

2. El número de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual en las Diputaciones
provinciales será el mismo que el del tramo correspondiente a la Corporación del Municipio más poblado de
su Provincia. En el caso de los Consejos y Cabildos insulares, no podrá exceder de lo que resulte de aplicar el
siguiente criterio: en las islas con más de 800.000 habitantes, se reduce en 2 respecto al número actual de
miembros de cabildo, y, en las de menos de 800.000 habitantes, el 60% de los cargos electos en cada Cabildo o
Consejo Insular.
3. (Anulado).
4. (Anulado).
5. Las Corporaciones locales publicarán semestralmente en su sede electrónica y en el Boletín Oficial de la
Provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial el número de los puestos de trabajo
reservados a personal eventual.
6. El Presidente de la Entidad Local informará al Pleno con carácter trimestral del cumplimiento de lo previsto
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en este artículo. Se declaran inconstitucionales y nulos los apartados 3 y 4 en la redacción dada por la Ley
27/2013, de 27 de diciembre, por Sentencia del TC 54/2017, de 11 de mayo. Ref. BOE-A-2017-6850 Se añade el
segundo un párrafo al apartado 1.g), con efectos de 1 de enero de 2016, por la disposición final 19 de la Ley
48/2015, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11644#dfdecimanovena . Se añade por el art. 1.28 de la Ley 27/2013,
de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta para la aplicación de las limitaciones referidas
al número de personal eventual con dedicación exclusiva, la disposición transitoria décima de la citada Ley.

RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local

TRRL · BOE-A-1986-9865 · arts. 126 a 130 · arts. 176 a 177 — 7 incluidos

TITULO VII Personal al servicio de las Entidades locales

CAPITULO I Disposiciones generales

Artículo 126.
1. Las plantillas, que deberán comprender todos los puestos de trabajo debidamente clasificados reservados a
funcionarios, personal laboral y eventual, se aprobarán anualmente con ocasión de la aprobación del
Presupuesto y habrán de responder a los principios enunciados en el artículo 90.1 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril. A ellas se unirán los antecedentes, estudios y documentos acreditativos de que se ajustan a los
mencionados principios.
2. Las plantillas podrán ser ampliadas en los siguientes supuestos:

a) Cuando el incremento del gasto quede compensado mediante la reducción de otras unidades o capítulos
de gastos corrientes no ampliables.
b) Siempre que el incremento de las dotaciones sea consecuencia del establecimiento o ampliación de
servicios de carácter obligatorio que resulten impuestos por disposiciones legales. Lo establecido en este
apartado será sin perjuicio de las limitaciones específicas contenidas en leyes especiales o coyunturales.

3. La modificación de las plantillas durante la vigencia del Presupuesto requerirá el cumplimiento de los
trámites establecidos para la modificación de aquél.
4. Las relaciones de los puestos de trabajo, que tendrán en todo caso el contenido previsto en la legislación
básica sobre función pública, se confeccionarán con arreglo a las normas previstas en el artículo 90.2 de la Ley
7/1985, de 2 de abril.

Artículo 127.
Una vez aprobada la plantilla y la relación de puestos de trabajo, se remitirá copia a la Administración del
Estado y, en su caso, a la de la Comunidad Autónoma respectiva, dentro del plazo de treinta días, sin perjuicio
de su publicación íntegra en el «Boletín Oficial de la Provincia», junto con el resumen del Presupuesto.

Artículo 128.
1. Las Corporaciones locales aprobarán y publicarán anualmente, dentro del plazo de un mes desde la
aprobación de su Presupuesto, la oferta de empleo público para el año correspondiente, ajustándose a la
legislación básica del Estado sobre función pública y a los criterios que reglamentariamente se establezcan en
desarrollo de la normativa básica estatal para su debida coordinación con las ofertas de empleo del resto de las
Administraciones Públicas.
2. No podrá nombrarse personal interino para plazas que no se hayan incluido en la oferta de empleo público,
salvo cuando se trate de vacantes realmente producidas con posterioridad a su aprobación. El personal que
ostentare la condición de interino cesará automáticamente al tomar posesión como funcionarios de carrera
los aspirantes aprobados en la respectiva convocatoria. Sólo podrá procederse al nombramiento del nuevo
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personal interino para las plazas que continúen vacantes una vez concluidos los correspondientes procesos
selectivos.

Artículo 129.
1. Corresponde al Gobierno, a propuesta del Ministro de Administración Territorial:

a) Establecer los límites máximos y mínimos de las retribuciones complementarias de los funcionarios de
Administración Local.
b) Establecer límites de carácter general a los gastos de personal de las Entidades locales, sin perjuicio de
los que puedan establecerse en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado o en otras Leyes.
c) Establecer las normas básicas específicas de la carrera administrativa, especialmente en cuanto se
refiere a la promoción y movilidad.
d) Aprobar los demás proyectos de normas básicas de aplicación a la función pública local que deban
revestir la forma de Real Decreto.

2. Corresponde al Ministerio de Administración Territorial:
a) Establecer las normas con arreglo a las cuales hayan de confeccionarse en las Entidades locales las
relaciones de puestos de trabajo, la descripción de puestos de trabajo tipo y las condiciones requeridas para
su creación.
b) En relación con los funcionarios con habilitación de carácter nacional: 1.° El desarrollo de su régimen
legal general. 2.° La convocatoria de las pruebas selectivas para el acceso a los cursos para la obtención de
la habilitación y la aprobación de las bases y programas correspondientes. 3.º La expedición de los títulos
acreditativos de la habilitación de carácter nacional a quienes superen los cursos de formación. 4.° El
establecimiento de las normas básicas de los concursos para la provisión de las plazas reservadas a
funcionarios con habilitación de carácter nacional, incluyendo los méritos generales de preceptiva
valoración. 5.º (Derogado) 6.° (Derogado) 7.° Las acumulaciones y comisiones de servicio de funcionarios
con habilitación de carácter nacional, cuando excedan del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma.
8.º Acordar la destitución del cargo o la separación del servicio de los funcionarios con habilitación de
carácter nacional previo expediente instruido al efecto en la forma prevista en los artículos 149 y 150 de
esta Ley.

3. Corresponde a los órganos de la Corporación local, según la distribución de competencias prevista en la Ley
7/1985, de 2 de abril, las restantes competencias en materia de personal a su servicio y, en particular, las
siguientes:

a) La aprobación de plantillas y relaciones de puestos de trabajo y sus modificaciones.
b) El establecimiento de escalas, subescalas y clases de funcionarios y la clasificación de los mismos.
c) La determinación del procedimiento de ingreso en las Subescalas de Administración Especial. Los
acuerdos de las Corporaciones que versen sobre estas materias deberán ser comunicados al Ministerio de
Administración Territorial, y al órgano competente en materia de régimen local de la Comunidad
Autónoma, dentro del plazo de treinta días, a partir del siguiente a la fecha de su adopción, y sin perjuicio
del deber general de comunicación de acuerdos a que se refiere el artículo 56.1 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril.

Se modifica el apartado 2.b).7º por el art. 64.2 de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1994-28968

Se modifica el apartado 2.b).7º por el art. 2.1 del Real Decreto Legislativo 2/1994, de 25 de junio. Ref. BOE-A-1994-14961 Se derogan los apartados
2.b).5º y 6º por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 10/1993, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1993-10455

Téngase en cuenta que estos apartados ya estaban derogados parcialmente por la Ley 31/1991, de 30 de diciembre. Se derogan los apartados 2.b).5º
y 6º en la forma indicada por la disposición adicional 8.5 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1991-30903

CAPITULO II Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera

Artículo 130.
1. Son funcionarios de la Administración Local las personas vinculadas a ella por una relación de servicios
profesionales y retribuidos, regulada por el Derecho Administrativo.
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2. Son funcionarios de carrera de la Administración Local los que, en virtud de nombramiento legal,
desempeñen servicios de carácter permanente en una Entidad local, figuren en las correspondientes plantillas
y perciban sueldos o asignaciones fijas con cargo a las consignaciones de personal del presupuesto de las
Corporaciones.

CAPITULO V Personal eventual y laboral

Artículo 176.
1. El personal eventual se rige por lo establecido en el artículo 104 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
2. Los puestos de trabajo reservados a este tipo de personal deberán figurar en la plantilla de personal de la
Corporación.
3. Podrán ser desempeñados por personal eventual determinados puestos de trabajo de carácter directivo,
incluidos en la relación de puestos de trabajo de la Corporación, de acuerdo con lo que dispongan las normas
que dicte el Estado para su confección. En estos supuestos, el personal eventual deberá reunir las condiciones
específicas que se exijan a los funcionarios que puedan desempeñar dichos puestos.
4. En ningún caso el desempeño de un puesto de trabajo reservado a personal eventual constituirá mérito para
el acceso a la función pública o a la promoción interna.

Artículo 177.
1. La selección del personal laboral se rige por lo establecido en el artículo 103 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
2. La contratación laboral puede ser por tiempo indefinido, de duración determinada, a tiempo parcial, y
demás modalidades previstas en la legislación laboral. El régimen de tales relaciones será, en su integridad, el
establecido en las normas de Derecho Laboral.
3. Será nulo el contrato laboral por tiempo indefinido celebrado por una Entidad local con persona incursa en
alguna de las causas de incapacidad específica que sean de aplicación a los funcionarios y al personal interino.

Text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (DL 2/2003)

TRLMRLC · DOGC-f-2003-90008 · arts. 282 a 285 · art. 300 · arts. 304 a 306 — 8 incluidos

TÍTULO XX Del personal al servicio de los entes locales

Artículo 282. Clasificación.
1. El personal al servicio de las corporaciones locales está formado:

a) Por los funcionarios de carrera.
b) Por el personal interino.
c) Por el personal laboral.
d) Por el personal eventual.

2. Los funcionarios de carrera pueden ser funcionarios con habilitación nacional. A los funcionarios de
carrera se les reservan funciones determinadas por la normativa básica del Estado y las otras que establecen
las normas que la despliegan.
3. El personal laboral puede ser de carácter permanente o de carácter no permanente.

Artículo 283. Plantillas y relaciones de puestos de trabajo.
1. Los entes locales tienen que aprobar anualmente, mediante su presupuesto, las plantillas, las cuales tienen
que comprender todos los puestos de trabajo reservados a cada clase de personal.
2. Los entes locales tienen que formar la relación de puestos de trabajo de su organización, de acuerdo con lo
que establece la legislación básica del Estado y de desarrollo de la Generalidad.
3. La relación de puestos de trabajo puede atribuir, excepcionalmente, a alguno o a algunos de estos puestos la
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condición de polivalente, de acuerdo con las necesidades especiales del ente local. En este caso, tienen que
determinarse los periodos temporales correspondientes, y las condiciones generales de selección tienen que
comprender los requisitos exigibles para ejercer las diferentes funciones asignadas al puesto de trabajo.
4. Tiene que enviarse copia de la plantilla y de la relación de puestos de trabajo al Departamento de
Gobernación y Relaciones Institucionales en el plazo de treinta días desde la aprobación, y tienen que
publicarse íntegramente en el BOP y en el DOGC.

Artículo 284. Registro de personal.
1. Los entes locales tienen que constituir también un registro de su personal, en el cual tiene que inscribirse
todo el personal a su servicio y tienen que anotarse exclusivamente los actos que afectan a la vida
administrativa de éste. El registro tiene que determinar, además, las nóminas, a efectos de la debida
justificación de retribuciones, las cuales tienen que estar coordinadas con las de los demás ente públicos.
2. Cada miembro del personal de los entes locales puede acceder libremente a su expediente individual.
3. En el ejercicio de sus funciones de cooperación y sin perjuicio de las funciones que corresponden a la
Generalidad, las comarcas tienen que cooperar en la constitución del registro de personal de sus municipios.

Artículo 285. Ofertas de ocupación.
1. Las corporaciones locales tienen que formular públicamente sus ofertas de ocupación, de acuerdo con lo
que se establece reglamentariamente.
2. En la oferta pública se tiene que hacer constar, en su caso, la aplicación de lo que establece el artículo 286.4.

Artículo 300. Régimen estatutario de los funcionarios.
1. El régimen estatutario de los funcionarios locales en lo que concierne a la adquisición y la pérdida de la
condición de funcionario, las situaciones administrativas, los derechos sindicales y de participación, las
vacaciones, las licencias y los permisos, los deberes y las responsabilidades, y el régimen disciplinario tienen
que ser idénticos a los de los funcionarios de la Administración de la Generalidad. Todo ello sin perjuicio de la
aplicación por la autoridad local correspondiente del mencionado régimen o por la Administración del Estado
en el caso de destitución del cargo o separación del servicio de un funcionario con habilitación nacional.
2. Los funcionarios que tienen que prestar servicios en organismos autónomos creados por la misma
corporación mantienen la situación de servicio activo, a menos que se integren en la función pública propia de
los organismos mencionados.

Artículo 304. Personal eventual.
1. El número, las características y la retribución del personal eventual son determinados por el pleno de cada
corporación, al empezar el mandato. Estas determinaciones sólo pueden modificarse con motivo de la
aprobación de los presupuestos anuales.
2. El nombramiento y la separación de estos funcionarios son libres y corresponden al alcalde o al presidente
del ente local correspondiente. Cesan automáticamente cuando se produce el cese o la expiración del mandato
de la autoridad para la cual presta la función de confianza o de asesoramiento.
3. Los nombramientos de los funcionarios eventuales, el régimen de sus retribuciones y su dedicación se
publican en el BOP, en el DOGC y, en su caso, en el propio de la corporación.
4. La prestación de servicios en calidad de personal eventual nunca puede ser considerada como mérito para
el acceso a la condición de funcionario ni para la promoción interna.

Artículo 305. Régimen del personal eventual y el interino.
1. Al personal eventual y al personal interino, se aplica por analogía el régimen estatutario de los funcionarios
de carrera, de acuerdo con la condición respectiva.
2. No puede nombrarse personal interino para puestos no incluidos en la oferta de ocupación pública, a
menos que se trate de vacantes producidas posteriormente a la aprobación de la oferta.

Artículo 306. Personal directivo.
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1. El nombramiento de personal directivo de entidades locales y la formalización del correspondiente contrato
laboral de alta dirección, de acuerdo con lo establecido en esta ley, son competencia de la presidencia de la
entidad, que debe dar cuenta de ello al pleno en la primera sesión que tenga.
2. La denominación y determinación de los puestos directivos debe llevarse a cabo mediante un instrumento
de ordenación diferenciado del de la relación de puestos de trabajo, cuya aprobación corresponde al pleno, a
propuesta de la presidencia de la entidad local, excepto en los municipios de gran población, que es
competencia de la junta de gobierno local.
3. Los miembros de la corporación no pueden ser nombrados personal directivo. El personal directivo está
sujeto a las causas de incapacidad e incompatibilidad establecidas para los miembros de la corporación.
4. Los procedimientos de selección y provisión de personal directivo deben exigir en todos los casos una
formación específica de grado o de posgrado, deben regirse por los principios de mérito, capacidad,
publicidad y libre concurrencia y deben asegurar la idoneidad de los aspirantes en relación con los puestos
objeto de la convocatoria. En los procedimientos debe acreditarse y verificarse que los aspirantes están en
posesión de las competencias profesionales exigidas.
5. El personal directivo nombrado tiene derecho a la inamovibilidad en el puesto de trabajo, siempre que los
resultados de la evaluación de la gestión llevada a cabo sean satisfactorios, y a permanecer en el cargo hasta
que, una vez finalizado el mandato en que haya sido nombrado, cese el presidente o presidenta de la
corporación que lo había nombrado. El nuevo presidente o presidenta de la entidad local puede,
discrecionalmente, prorrogar el período de ejercicio de las funciones directivas para otro mandato, o bien
convocar un nuevo procedimiento de selección y provisión del puesto de trabajo.
Se modifica por el art. 102.2 de la Ley 5/2020, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2020-5569 Redactado el apartado 4 conforme a la corrección de erratas
publicada en el DOGC núm. 8135, de 18 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5901

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 15

1. Las disposiciones del Estatuto Básico del Empleado Público sólo se aplicarán directamente cuando así lo 
disponga su legislación específica al siguiente personal: (señale la incorrecta).

A) Personal funcionario de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.

B) Personal retribuido por arancel.

C) Personal del Centro Nacional de Inteligencia.

D) Personal investigador.

2. En relación con el artículo 4 del TREBEP, indique la afirmación correcta:

A) Incluye al personal de las Universidades Públicas como personal con legislación específica propia.

B) No cita al personal de las Universidades Públicas.

C) Incluye al personal estatutario de los Servicios de Salud como personal con legislación específica propia.

D) Este artículo no se refiere a personal con legislación específica propia.

3. En cuanto a los funcionarios de la administración local con habilitación de carácter nacional.

A) La competencia para su selección corresponde en la mayoría de las Comunidades Autónomos al Estado.

B) La competencia para su selección corresponde siempre a cada Comunidad Autónoma

C) La competencia para su selección corresponde a cada Administración Local

D) La competencia para su selección se reparte entre el Estado y la Comunidad Autónoma.
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4. Según el Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
del Estatuto Básico del Empleado Público —TREBEP— los empleados públicos se clasifican en:

A) Funcionarios de carrera y funcionarios interinos.

B) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o 
temporal y el personal eventual.

C) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos y personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o 
temporal.

D) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos y personal eventual.

5. Según el artículo 70 del TREBEP, ¿en qué plazo máximo deben convocarse los procesos selectivos para las 
plazas comprometidas?

A) 5 años

B) 3 años

C) 2 años

D) 1 año

6. Conforme el artículo 8 del Real Decreto Legislativo 5/2015 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público (TREBEP), los empleados públicos se clasifican en: (Señale la respuesta incorrecta).

A) Funcionarios de carrera.

B) Funcionarios interinos.

C) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.

D) Personal directivo.

7. Señale de la respuesta errónea. Los empleados públicos locales se clasifican en:

A) Funcionarios de carrera.

B) Funcionarios interinos.

C) Personal laboral.

D) Personal de confianza.

8. Según el artículo 10 del TREBEP, una de las circunstancias en las que se puede nombrar personal interino 
es:

A) La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por funcionario de carrera por un 
máximo de cinco años en los términos previstos en el apartado 4.

B) La sustitución transitoria de los titulares durante el tiempo máximo de 3 años.

C) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de 9 meses dentro de un período de 18 meses.

D) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a 5 años 
ampliable hasta 12 meses más por las Leyes de la Función Pública que se dicten en el desarrollo de este Estatuto.

9. El plazo previsto, conforme a los art. 91 LRL y 128.1 TR 86 para que las Corporaciones Locales aprueben y 
publiquen anualmente su oferta de empleo es:

A) 3 meses

B) 1 mes

C) 6 meses

D) Todas son correctas
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10. El personal laboral

A) Se clasificará de acuerdo con la normativa aplicable a cada administración pública

B) Se clasificará de acuerdo con la normativa laboral

C) Se clasificará de acuerdo con la normativa que especifiquen las plantillas de personal

D) Ninguna de las anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 A · 4 B · 5 B · 6 D · 7 D · 8 C · 9 B · 10 B

Te quedan 244 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 15, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 16

Accés a l'ocupació pública. Sistemes selectius. Adquisició i pèrdua de 
la relació de servei. Règim d'incompatibilitats del personal al servei de 

les administracions públiques. Règim disciplinari.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 55 a 68 · arts. 93 a 98 — 20 incluidos

TÍTULO IV Adquisición y pérdida de la relación de servicio

CAPÍTULO I Acceso al empleo público y adquisición de la relación de servicio

Artículo 55. Principios rectores.
1. Todos los ciudadanos tienen derecho al acceso al empleo público de acuerdo con los principios
constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, y de acuerdo con lo previsto en el presente Estatuto y en el
resto del ordenamiento jurídico.
2. Las Administraciones Públicas, entidades y organismos a que se refiere el artículo 2 del presente Estatuto
seleccionarán a su personal funcionario y laboral mediante procedimientos en los que se garanticen los
principios constitucionales antes expresados, así como los establecidos a continuación:

a) Publicidad de las convocatorias y de sus bases.
b) Transparencia.
c) Imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección.
d) Independencia y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección.
e) Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o tareas a desarrollar.
f) Agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procesos de selección.

Artículo 56. Requisitos generales.
1. Para poder participar en los procesos selectivos será necesario reunir los siguientes requisitos:

a) Tener la nacionalidad española, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.
b) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de las tareas.
c) Tener cumplidos dieciséis años y no exceder, en su caso, de la edad máxima de jubilación forzosa. Sólo
por ley podrá establecerse otra edad máxima, distinta de la edad de jubilación forzosa, para el acceso al
empleo público.
d) No haber sido separado mediante expediente disciplinario del servicio de cualquiera de las
Administraciones Públicas o de los órganos constitucionales o estatutarios de las Comunidades Autónomas,
ni hallarse en inhabilitación absoluta o especial para empleos o cargos públicos por resolución judicial,
para el acceso al cuerpo o escala de funcionario, o para ejercer funciones similares a las que
desempeñaban en el caso del personal laboral, en el que hubiese sido separado o inhabilitado. En el caso
de ser nacional de otro Estado, no hallarse inhabilitado o en situación equivalente ni haber sido sometido a
sanción disciplinaria o equivalente que impida, en su Estado, en los mismos términos el acceso al empleo
público.
e) Poseer la titulación exigida.

2. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, deberán prever la selección de
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empleados públicos debidamente capacitados para cubrir los puestos de trabajo en las Comunidades
Autónomas que gocen de dos lenguas oficiales.
3. Podrá exigirse el cumplimiento de otros requisitos específicos que guarden relación objetiva y
proporcionada con las funciones asumidas y las tareas a desempeñar. En todo caso, habrán de establecerse de
manera abstracta y general.

Artículo 57. Acceso al empleo público de nacionales de otros Estados.
1. Los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea podrán acceder, como personal funcionario,
en igualdad de condiciones que los españoles a los empleos públicos, con excepción de aquellos que directa o
indirectamente impliquen una participación en el ejercicio del poder público o en las funciones que tienen
por objeto la salvaguardia de los intereses del Estado o de las Administraciones Públicas. A tal efecto, los
órganos de gobierno de las Administraciones Públicas determinarán las agrupaciones de funcionarios
contempladas en el artículo 76 a las que no puedan acceder los nacionales de otros Estados.
2. Las previsiones del apartado anterior serán de aplicación, cualquiera que sea su nacionalidad, al cónyuge de
los españoles y de los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea, siempre que no estén
separados de derecho y a sus descendientes y a los de su cónyuge siempre que no estén separados de derecho,
sean menores de veintiún años o mayores de dicha edad dependientes.
3. El acceso al empleo público como personal funcionario, se extenderá igualmente a las personas incluidas en
el ámbito de aplicación de los Tratados Internacionales celebrados por la Unión Europea y ratificados por
España en los que sea de aplicación la libre circulación de trabajadores, en los términos establecidos en el
apartado 1 de este artículo.
4. Los extranjeros a los que se refieren los apartados anteriores, así como los extranjeros con residencia legal
en España podrán acceder a las Administraciones Públicas, como personal laboral, en igualdad de condiciones
que los españoles.
5. Sólo por ley de las Cortes Generales o de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas podrá
eximirse del requisito de la nacionalidad por razones de interés general para el acceso a la condición de
personal funcionario.

Artículo 58. Acceso al empleo público de funcionarios españoles de Organismos Internacionales.
Las Administraciones Públicas establecerán los requisitos y condiciones para el acceso a las mismas de
funcionarios de nacionalidad española de Organismos Internacionales, siempre que posean la titulación
requerida y superen los correspondientes procesos selectivos. Podrán quedar exentos de la realización de
aquellas pruebas que tengan por objeto acreditar conocimientos ya exigidos para el desempeño de su puesto
en el organismo internacional correspondiente.

Artículo 59. Personas con discapacidad.
1. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior al siete por ciento de las vacantes para ser
cubiertas entre personas con discapacidad, considerando como tales las definidas en el apartado 2 del artículo
4 del texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social,
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, siempre que superen los procesos
selectivos y acrediten su discapacidad y la compatibilidad con el desempeño de las tareas, de modo que
progresivamente se alcance el dos por ciento de los efectivos totales en cada Administración Pública. La
reserva del mínimo del siete por ciento se realizará de manera que, al menos, el dos por ciento de las plazas
ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que acrediten discapacidad intelectual y el resto de las plazas
ofertadas lo sea para personas que acrediten cualquier otro tipo de discapacidad.
2. Cada Administración Pública adoptará las medidas precisas para establecer las adaptaciones y ajustes
razonables de tiempos y medios en el proceso selectivo y, una vez superado dicho proceso, las adaptaciones en
el puesto de trabajo a las necesidades de las personas con discapacidad.

Artículo 60. Órganos de selección.
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1. Los órganos de selección serán colegiados y su composición deberá ajustarse a los principios de
imparcialidad y profesionalidad de sus miembros, y se tenderá, asimismo, a la paridad entre mujer y hombre.
2. El personal de elección o de designación política, los funcionarios interinos y el personal eventual no
podrán formar parte de los órganos de selección.
3. La pertenencia a los órganos de selección será siempre a título individual, no pudiendo ostentarse ésta en
representación o por cuenta de nadie.

Artículo 61. Sistemas selectivos.
1. Los procesos selectivos tendrán carácter abierto y garantizarán la libre concurrencia, sin perjuicio de lo
establecido para la promoción interna y de las medidas de discriminación positiva previstas en este Estatuto.
Los órganos de selección velarán por el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades entre sexos.
2. Los procedimientos de selección cuidarán especialmente la conexión entre el tipo de pruebas a superar y la
adecuación al desempeño de las tareas de los puestos de trabajo convocados, incluyendo, en su caso, las
pruebas prácticas que sean precisas. Las pruebas podrán consistir en la comprobación de los conocimientos y
la capacidad analítica de los aspirantes, expresados de forma oral o escrita, en la realización de ejercicios que
demuestren la posesión de habilidades y destrezas, en la comprobación del dominio de lenguas extranjeras y,
en su caso, en la superación de pruebas físicas.
3. Los procesos selectivos que incluyan, además de las preceptivas pruebas de capacidad, la valoración de
méritos de los aspirantes sólo podrán otorgar a dicha valoración una puntuación proporcionada que no
determinará, en ningún caso, por sí misma el resultado del proceso selectivo.
4. Las Administraciones Públicas podrán crear órganos especializados y permanentes para la organización de
procesos selectivos, pudiéndose encomendar estas funciones a los Institutos o Escuelas de Administración
Pública.
5. Para asegurar la objetividad y la racionalidad de los procesos selectivos, las pruebas podrán completarse con
la superación de cursos, de periodos de prácticas, con la exposición curricular por los candidatos, con pruebas
psicotécnicas o con la realización de entrevistas. Igualmente podrán exigirse reconocimientos médicos.
6. Los sistemas selectivos de funcionarios de carrera serán los de oposición y concurso-oposición que deberán
incluir, en todo caso, una o varias pruebas para determinar la capacidad de los aspirantes y establecer el orden
de prelación. Sólo en virtud de ley podrá aplicarse, con carácter excepcional, el sistema de concurso que
consistirá únicamente en la valoración de méritos.
7. Los sistemas selectivos de personal laboral fijo serán los de oposición, concurso-oposición, con las
características establecidas en el apartado anterior, o concurso de valoración de méritos. Las
Administraciones Públicas podrán negociar las formas de colaboración que en el marco de los convenios
colectivos fijen la actuación de las organizaciones sindicales en el desarrollo de los procesos selectivos.
8. Los órganos de selección no podrán proponer el acceso a la condición de funcionario de un número
superior de aprobados al de plazas convocadas, excepto cuando así lo prevea la propia convocatoria. No
obstante lo anterior, siempre que los órganos de selección hayan propuesto el nombramiento de igual número
de aspirantes que el de plazas convocadas, y con el fin de asegurar la cobertura de las mismas, cuando se
produzcan renuncias de los aspirantes seleccionados, antes de su nombramiento o toma de posesión, el
órgano convocante podrá requerir del órgano de selección relación complementaria de los aspirantes que
sigan a los propuestos, para su posible nombramiento como funcionarios de carrera.

Artículo 62. Adquisición de la condición de funcionario de carrera.
1. La condición de funcionario de carrera se adquiere por el cumplimiento sucesivo de los siguientes
requisitos:

a) Superación del proceso selectivo.
b) Nombramiento por el órgano o autoridad competente, que será publicado en el Diario Oficial
correspondiente.
c) Acto de acatamiento de la Constitución y, en su caso, del Estatuto de Autonomía correspondiente y del
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resto del Ordenamiento Jurídico.
d) Toma de posesión dentro del plazo que se establezca.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1.b) anterior, no podrán ser funcionarios y quedarán sin efecto las
actuaciones relativas a quienes no acrediten, una vez superado el proceso selectivo, que reúnen los requisitos
y condiciones exigidos en la convocatoria.

CAPÍTULO II Pérdida de la relación de servicio

Artículo 63. Causas de pérdida de la condición de funcionario de carrera.
Son causas de pérdida de la condición de funcionario de carrera:
a) La renuncia a la condición de funcionario.
b) La pérdida de la nacionalidad.
c) La jubilación total del funcionario.
d) La sanción disciplinaria de separación del servicio que tuviere carácter firme.
e) La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público que tuviere carácter
firme.

Artículo 64. Renuncia.
1. La renuncia voluntaria a la condición de funcionario habrá de ser manifestada por escrito y será aceptada
expresamente por la Administración, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente.
2. No podrá ser aceptada la renuncia cuando el funcionario esté sujeto a expediente disciplinario o haya sido
dictado en su contra auto de procesamiento o de apertura de juicio oral por la comisión de algún delito.
3. La renuncia a la condición de funcionario no inhabilita para ingresar de nuevo en la Administración Pública
a través del procedimiento de selección establecido.

Artículo 65. Pérdida de la nacionalidad.
La pérdida de la nacionalidad española o la de cualquier otro Estado miembro de la Unión Europea o la de
aquellos Estados a los que, en virtud de tratados internacionales celebrados por la Unión Europea y ratificados
por España, les sea de aplicación la libre circulación de trabajadores, que haya sido tenida en cuenta para el
nombramiento, determinará la pérdida de la condición de funcionario salvo que simultáneamente se adquiera
la nacionalidad de alguno de dichos Estados.

Artículo 66. Pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público.
La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta cuando hubiere adquirido firmeza la sentencia que la
imponga produce la pérdida de la condición de funcionario respecto a todos los empleos o cargos que tuviere.
La pena principal o accesoria de inhabilitación especial cuando hubiere adquirido firmeza la sentencia que la
imponga produce la pérdida de la condición de funcionario respecto de aquellos empleos o cargos
especificados en la sentencia.

Artículo 67. Jubilación.
1. La jubilación de los funcionarios podrá ser:

a) Voluntaria, a solicitud del funcionario.
b) Forzosa, al cumplir la edad legalmente establecida.
c) Por la declaración de incapacidad permanente para el ejercicio de las funciones propias de su cuerpo o
escala, o por el reconocimiento de una pensión de incapacidad permanente absoluta o, incapacidad
permanente total en relación con el ejercicio de las funciones de su cuerpo o escala.

2. Procederá la jubilación voluntaria, a solicitud del interesado, siempre que el funcionario reúna los requisitos
y condiciones establecidos en el Régimen de Seguridad Social que le sea aplicable.
3. La jubilación forzosa se declarará de oficio al cumplir el funcionario los sesenta y cinco años de edad. No
obstante, en los términos de las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto, se podrá
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solicitar la prolongación de la permanencia en el servicio activo como máximo hasta que se cumpla setenta
años de edad. La Administración Pública competente deberá de resolver de forma motivada la aceptación o
denegación de la prolongación. De lo dispuesto en los dos párrafos anteriores quedarán excluidos los
funcionarios que tengan normas estatales específicas de jubilación.
4. Con independencia de la edad legal de jubilación forzosa establecida en el apartado 3, la edad de la
jubilación forzosa del personal funcionario incluido en el Régimen General de la Seguridad Social será, en
todo caso, la que prevean las normas reguladoras de dicho régimen para el acceso a la pensión de jubilación
en su modalidad contributiva sin coeficiente reductor por razón de la edad.

Artículo 68. Rehabilitación de la condición de funcionario.
1. En caso de extinción de la relación de servicios como consecuencia de pérdida de la nacionalidad o
jubilación por incapacidad permanente para el servicio, el interesado, una vez desaparecida la causa objetiva
que la motivó, podrá solicitar la rehabilitación de su condición de funcionario, que le será concedida.
2. Los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas podrán conceder, con carácter excepcional, la
rehabilitación, a petición del interesado, de quien hubiera perdido la condición de funcionario por haber sido
condenado a la pena principal o accesoria de inhabilitación, atendiendo a las circunstancias y entidad del
delito cometido. Si transcurrido el plazo para dictar la resolución, no se hubiera producido de forma expresa,
se entenderá desestimada la solicitud.

TÍTULO VII Régimen disciplinario

Artículo 93. Responsabilidad disciplinaria.
1. Los funcionarios públicos y el personal laboral quedan sujetos al régimen disciplinario establecido en el
presente título y en las normas que las leyes de Función Pública dicten en desarrollo de este Estatuto.
2. Los funcionarios públicos o el personal laboral que indujeren a otros a la realización de actos o conductas
constitutivos de falta disciplinaria incurrirán en la misma responsabilidad que éstos.
3. Igualmente, incurrirán en responsabilidad los funcionarios públicos o personal laboral que encubrieren las
faltas consumadas muy graves o graves, cuando de dichos actos se derive daño grave para la Administración o
los ciudadanos.
4. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá, en lo no previsto en el presente título, por la
legislación laboral.

Artículo 94. Ejercicio de la potestad disciplinaria.
1. Las Administraciones Públicas corregirán disciplinariamente las infracciones del personal a su servicio
señalado en el artículo anterior cometidas en el ejercicio de sus funciones y cargos, sin perjuicio de la
responsabilidad patrimonial o penal que pudiera derivarse de tales infracciones.
2. La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo con los siguientes principios:

a) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y sanciones, a través de la predeterminación normativa o,
en el caso del personal laboral, de los convenios colectivos.
b) Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las
favorables al presunto infractor.
c) Principio de proporcionalidad, aplicable tanto a la clasificación de las infracciones y sanciones como a su
aplicación.
d) Principio de culpabilidad.
e) Principio de presunción de inocencia.

3. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de
criminalidad, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal. Los hechos
declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a la Administración.

Artículo 95. Faltas disciplinarias.
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1. Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves y leves.
2. Son faltas muy graves:

a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Estatutos de Autonomía de
las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio de la función pública.
b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones,
discapacidad, edad, orientación sexual, identidad sexual, características sexuales, lengua, opinión, lugar de
nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así como el acoso
por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual,
expresión de género, características sexuales, y el acoso moral y sexual.
c) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que
tienen encomendadas.
d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la Administración o a los
ciudadanos.
e) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido
acceso por razón de su cargo o función.
f) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por Ley o clasificados como tales, que
sea causa de su publicación o que provoque su difusión o conocimiento indebido.
g) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o funciones
encomendadas.
h) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en procesos electorales
de cualquier naturaleza y ámbito.
i) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que constituyan infracción
manifiesta del Ordenamiento jurídico.
j) La prevalencia de la condición de empleado público para obtener un beneficio indebido para sí o para
otro.
k) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
l) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.
m) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga.
n) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una situación de
incompatibilidad. ñ) La incomparecencia injustificada en las Comisiones de Investigación de las Cortes
Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
o) El acoso laboral.
p) También serán faltas muy graves las que queden tipificadas como tales en ley de las Cortes Generales o
de la asamblea legislativa de la correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el
caso de personal laboral.

3. Las faltas graves serán establecidas por ley de las Cortes Generales o de la asamblea legislativa de la
correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el caso de personal laboral,
atendiendo a las siguientes circunstancias:

a) El grado en que se haya vulnerado la legalidad.
b) La gravedad de los daños causados al interés público, patrimonio o bienes de la Administración o de los
ciudadanos.
c) El descrédito para la imagen pública de la Administración.

4. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto determinarán el régimen
aplicable a las faltas leves, atendiendo a las anteriores circunstancias.
Se modifica la letra b) del apartado 2 por la disposición final 16.9 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 96. Sanciones.
1. Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones:
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a) Separación del servicio de los funcionarios, que en el caso de los funcionarios interinos comportará la
revocación de su nombramiento, y que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves.
b) Despido disciplinario del personal laboral, que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves y
comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo contrato de trabajo con funciones similares a las
que desempeñaban.
c) Suspensión firme de funciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, con una duración
máxima de 6 años.
d) Traslado forzoso, con o sin cambio de localidad de residencia, por el período que en cada caso se
establezca.
e) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria.
f) Apercibimiento.
g) Cualquier otra que se establezca por ley.

2. Procederá la readmisión del personal laboral fijo cuando sea declarado improcedente el despido acordado
como consecuencia de la incoación de un expediente disciplinario por la comisión de una falta muy grave.
3. El alcance de cada sanción se establecerá teniendo en cuenta el grado de intencionalidad, descuido o
negligencia que se revele en la conducta, el daño al interés público, la reiteración o reincidencia, así como el
grado de participación.

Artículo 97. Prescripción de las faltas y sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses;
las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los
dos años y las impuestas por faltas leves al año.
2. El plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que se hubieran cometido, y desde el cese
de su comisión cuando se trate de faltas continuadas. El de las sanciones, desde la firmeza de la resolución
sancionadora.

Artículo 98. Procedimiento disciplinario y medidas provisionales.
1. No podrá imponerse sanción por la comisión de faltas muy graves o graves sino mediante el procedimiento
previamente establecido. La imposición de sanciones por faltas leves se llevará a cabo por procedimiento
sumario con audiencia al interesado.
2. El procedimiento disciplinario que se establezca en el desarrollo de este Estatuto se estructurará atendiendo
a los principios de eficacia, celeridad y economía procesal, con pleno respeto a los derechos y garantías de
defensa del presunto responsable. En el procedimiento quedará establecida la debida separación entre la fase
instructora y la sancionadora, encomendándose a órganos distintos.
3. Cuando así esté previsto en las normas que regulen los procedimientos sancionadores, se podrá adoptar
mediante resolución motivada medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final
que pudiera recaer. La suspensión provisional como medida cautelar en la tramitación de un expediente
disciplinario no podrá exceder de 6 meses, salvo en caso de paralización del procedimiento imputable al
interesado. La suspensión provisional podrá acordarse también durante la tramitación de un procedimiento
judicial, y se mantendrá por el tiempo a que se extienda la prisión provisional u otras medidas decretadas por
el juez que determinen la imposibilidad de desempeñar el puesto de trabajo. En este caso, si la suspensión
provisional excediera de seis meses no supondrá pérdida del puesto de trabajo. El funcionario suspenso
provisional tendrá derecho a percibir durante la suspensión las retribuciones básicas y, en su caso, las
prestaciones familiares por hijo a cargo.
4. Cuando la suspensión provisional se eleve a definitiva, el funcionario deberá devolver lo percibido durante
el tiempo de duración de aquélla. Si la suspensión provisional no llegara a convertirse en sanción definitiva, la
Administración deberá restituir al funcionario la diferencia entre los haberes realmente percibidos y los que
hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos. El tiempo de permanencia en
suspensión provisional será de abono para el cumplimiento de la suspensión firme. Cuando la suspensión no
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sea declarada firme, el tiempo de duración de la misma se computará como de servicio activo, debiendo
acordarse la inmediata reincorporación del funcionario a su puesto de trabajo, con reconocimiento de todos
los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de suspensión.

Decreto Legislativo 1/1997 función pública Cataluña

FP-CAT · DOGC-f-1997-90001 · arts. 34 a 58 · arts. 113 a 121 — 34 incluidos

TÍTULO 4 De la adquisición y pérdida de la condición de funcionario

CAPÍTULO 1 De la condición de funcionario

Artículo 34. Adquisición de la condición de funcionario.
La condición de funcionario de la Generalidad se adquirirá mediante el cumplimiento sucesivo de los
siguientes requisitos:
a) Superar los procesos selectivos.
b) Nombramiento por parte de la autoridad competente.
c) Juramento o promesa de cumplir las leyes vigentes en el cumplimiento de las funciones atribuidas.
d) Toma de posesión del puesto de trabajo en el plazo reglamentario,

Artículo 35. Pérdida de la condición de funcionario.
La condición de funcionario de la Generalidad se perderá:
a) Por renuncia escrita del interesado.
b) Como consecuencia de sanción disciplinaria que suponga la separación del servicio.
c) Por pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público.
d) Por pérdida de la ciudadanía española.
e) Por jubilación forzosa o voluntaria.
f) Por defunción.

Artículo 36. Efectos de la renuncia.
La renuncia a la condición de funcionario no inhabilitará para nuevo ingreso en la función pública de la
Generalidad.

Artículo 37. Efectos de la separación.
La pérdida de la condición de funcionario por separación del servicio tendrá carácter definitivo.

CAPÍTULO 2 De la jubilación

Artículo 38. Jubilación forzosa.
1. La jubilación forzosa se declara de oficio cuando el funcionario cumple la edad determinada legalmente.
2. Se podrá asimismo declarar la jubilación forzosa, bien sea de oficio o a petición del funcionario y previa
instrucción del correspondiente expediente, cuando se halle en situación de incapacidad permanente para
cumplir sus tareas o en estado de inutilidad física o de debilitación de sus facultades que le impidan ejercer
correctamente sus funciones. En el caso de que el funcionario se halle acogido al Régimen General de la
Seguridad Social, se estará a lo que se determine para estos casos en dicho sistema de previsión.
3. El personal funcionario puede solicitar la prolongación de la permanencia en el servicio activo hasta, como
máximo, los setenta años de edad. El órgano competente para declarar las jubilaciones debe resolver de forma
expresa y motivada el otorgamiento o la denegación de la prolongación de la permanencia en el servicio
activo, de acuerdo con alguna de las siguientes causas:

a) La aptitud para el cumplimiento de las tareas y funciones propias del puesto de trabajo que se ocupa.
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b) La conducta profesional, el rendimiento o la consecución de objetivos.
c) Las circunstancias derivadas de la planificación y racionalización de los recursos humanos. Asimismo, el
órgano competente puede resolver de forma motivada la finalización de la prolongación autorizada. Sin
perjuicio de lo establecido por este apartado, se otorga la prolongación de la permanencia en el servicio
activo siempre y cuando sea necesario completar el tiempo mínimo de servicios para causar derecho a la
pensión de jubilación, de acuerdo con los requisitos y las condiciones establecidos en el régimen de
seguridad social aplicable. Lo dispuesto por este apartado no es aplicable a los funcionarios que tengan
normas de jubilación específicas.

Se modifica por el art. 96.1 y 2 de la Ley 5/2012, de 20 de marzo. Ref. BOE-A-2012-4730 .

Artículo 39. Jubilación voluntaria.
La jubilación voluntaria se declara a instancia del funcionario, de acuerdo con lo que se establezca por
reglamento.

Artículo 40. Jubilación anticipada incentivada.
El Gobierno de la Generalidad puede aprobar planes específicos para incentivar la jubilación anticipada, los
cuales determinarán su ámbito de aplicación, los incentivos y las condiciones y requisitos que deben
cumplirse para poder solicitarla. En cualquier caso, la concesión de la jubilación anticipada incentivada queda
condicionada a las necesidades del servicio. La declaración de jubilación anticipada incentivada impide
ocupar puestos de trabajo en el sector público bajo ningún tipo de relación funcionarial o contractual, ya sea
de naturaleza laboral o administrativa.

Artículo 41. Adecuación de la forma de prestación de servicios a las condiciones físicas o psíquicas.
Si se trata de funcionarios pertenecientes a cuerpos o escalas de la Administración de la Generalidad que
ocupan puestos de trabajo cuyo desempeño requiere especiales condiciones físicas o psíquicas, siempre que
no les corresponda la jubilación o la incapacidad, se reglamentarán los mecanismos y efectos para que puedan
prestar otros servicios, preferentemente entre los propios de su cuerpo o escala o en puestos pertenecientes a
otros cuerpos o escalas, en la misma localidad y que se adecuen a su nivel de titulación, de formación y de
conocimientos.

CAPÍTULO 3 De la selección del personal

Artículo 42. Principios de la selección.
Conforme a los principios enunciados en el artículo 103.1 de la Constitución, la Administración de la
Generalidad seleccionará la totalidad de su personal con criterios de objetividad, en función de los principios
de igualdad, mérito y capacidad de los aspirantes, y mediante convocatoria pública. En el proceso de selección
deberá acreditarse el conocimiento de la lengua catalana en su expresión oral y escrita.

Artículo 43. Adecuación del sistema de selección al contenido del puesto de trabajo.
En la selección del personal se tendrá en cuenta en especial la adecuación del sistema selectivo al contenido
de los puestos de trabajo que deban ocuparse, de forma que se analicen los méritos y la experiencia de los
aspirantes y su capacidad e idoneidad para el desempeño de las funciones públicas. En este sentido, pueden
incluirse en los procedimientos selectivos valoraciones sobre las experiencias alcanzadas y los conocimientos
teóricos, pruebas médicas o físicas, tests psicotécnicos o profesionales, entrevistas, pruebas prácticas y, en
general, otros instrumentos que ayuden a determinar de forma objetiva los méritos, la capacidad y la
idoneidad de los aspirantes en relación con el contenido de los puestos de trabajo que deban ocupar.
Asimismo, pueden establecerse pruebas alternativas dentro de un mismo cuerpo o escala en relación con las
correspondientes especialidades de los puestos de trabajo que deban proveerse.

Artículo 44. Competencias de la Escuela de Administración Pública en materia de selección.
1. Para aplicar los criterios fijados en el articulo 42, la Escuela de Administración Pública de Cataluña se
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ocupará del apoyo técnico de los tribunales en la realización de las pruebas selectivas para funcionarios y,
entre las otras funciones que le corresponden, realizará estudios previos sobre los procesos selectivos e
impartirá cursos de formación, de acuerdo con los distintos niveles y necesidades de formación, o intervendrá
en estos en el ámbito de su competencia, y cursos de capacitación y reciclaje para la recolocación del personal.
2. La Escuela de Administración Pública de Cataluña puede establecer convenios para la realización de
actividades de formación.

Artículo 45. Requisitos para la admisión a los sistemas de selección.
Para poder ser admitido a las pruebas de selección de funcionarios se precisará:
a) Ser ciudadano español de conformidad con las leyes vigentes. No obstante, los ciudadanos de los estados
miembros de la Unión Europea pueden acceder a la función pública de la Administración de la Generalidad,
de acuerdo con los requisitos que se determinen en la normativa específica. En idénticas condiciones pueden
acceder a la función pública de la Administración de la Generalidad los ciudadanos de los estados a los que, en
virtud de tratados internacionales suscritos por la Unión Europea y ratificados por España, les sea aplicable la
libre circulación de trabajadores, en los términos en los que esta se halla definida en el Tratado constitutivo de
la Comunidad Europea.
b) Haber cumplido dieciocho años, o tener la edad que la convocatoria establezca como mínima, antes del
plazo de presentación de instancias, y no exceder de la edad establecida como máxima para el ingreso en un
cuerpo o escala.
c) Poseer la titulación suficiente, o estar en condiciones de obtenerla en la fecha en que termine el plazo de
presentación de solicitudes para tomar parte en las pruebas selectivas.
d) Cumplir los requisitos para ejercer las funciones que dentro del cuerpo y escala puedan serle
encomendadas conforme a lo previsto reglamentariamente.
e) No estar inhabilitado para el ejercicio de las funciones públicas ni estar separado, mediante expediente
disciplinario, del servicio de cualquier Administración pública.

Artículo 46. Sistemas de selección.
El acceso a los cuerpos y escalas de funcionarios o a las categorías laborales se realiza a través de los
procedimientos de oposición, concurso oposición o concurso y, en su caso, los cursos de formación o la fase
de prueba que determine la convocatoria.

Artículo 47. Selección por oposición.
1. La selección por oposición consiste en la realización por el opositor de las pruebas que establezca la
convocatoria orientadas a determinar la idoneidad de los aspirantes.
2. Las pruebas de selección deberán establecerse de manera que puedan manifestarse las condiciones de
aptitud y conocimientos de los candidatos que se consideren necesarias según la naturaleza de la función.
3. Los programas de las pruebas de selección y, en su caso, de los cursos de formación deberán procurar
especialmente que las materias exigidas se correspondan con el desarrollo posterior de las tareas a cumplir.

Artículo 48. Contenido de la oposición.
Si las características de la oposición lo requieren, las pruebas escritas se leen ante los órganos
seleccionadores, que están facultados para realizar preguntas a los aspirantes sobre las cuestiones objeto de la
prueba. La correspondiente convocatoria puede establecer una entrevista al candidato para evaluar su
idoneidad respecto a las funciones genéricas del cuerpo o escala o de los posibles puestos de trabajo a ocupar.

Artículo 49. Selección por concurso oposición.
1. La selección por concurso oposición consistirá en la superación de las pruebas correspondiente y, en su
caso del curso selectivo de formación, así como en la posesión previa, debidamente valorada,de determinadas
condiciones de formación méritos o niveles de experiencia.
2. En la fase de oposición serán de aplicación los criterios previstos en los artículos 47, 48. 51 y 52.
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3. La valoración de la fase de concurso no puede significar más de un cuarenta por ciento de la puntuación
total del conjunto del proceso selectivo de concurso oposición.
Se añade el apartado 3 por el art. 47.1 de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-953

Artículo 50. Selección por concurso.
Carácter excepcional. La selección por concurso consistirá en la valoración de los méritos, conforme al
baremo incluido en la correspondiente convocatoria, que, en todo caso, deberá ser pública y libre. El sistema
de concurso sólo puede utilizar se para adquirir la condición de funcionario con carácter excepcional y sólo si
se trata de proveer plazas especiales de los grupos A y B que, por razón de sus funciones y características y de
la tecnificación requerida para su desarrollo, deban ser provistas con personas de relevantes méritos y
excepcionales condiciones. Estas plazas especiales para poder ser provistas por concurso de méritos,
figurarán especificadas en un anexo del presupuesto de la Generalidad, así como en la relación de puestos de
trabajo.

Artículo 51. Cursos de formación y fase de prueba.
1. En la respectiva convocatoria puede establecerse cursos de formación y, si procede, una fase de prueba, que
pueden tener carácter selectivo.
2. Se regularán por reglamento la situación, derechos y deberes que pueden corresponderá a los aspirantes
que realicen los cursos de formación y la fase de prueba.

Artículo 52. Formación complementaria a la oposición.
Para el acceso a los cuerpos que requieran curso selectivo de formación en la Escuela de Administración
Pública de Cataluña, la oposición se efectuará para poder realizar dichos cursos selectivos de formación. El
curso selectivo no incluirá, en todo caso, materias propias de la titulación requerida como requisito previo,
salvo cuando sea necesario conocerlas con mayor profundidad que la que normalmente se exige para obtener
el título. Excepcionalmente, si lo requiere la efectividad del proceso selectivo y se precisan determinados
conocimientos específicos o técnicas administrativas para el buen funcionamiento de los servicios, la Escuela
de Administración Pública puede realizar, mediante convocatoria, fases de formación previas a la selección,
de acuerdo con lo que se determine por reglamento. A efectos del presente artículo, la Escuela de
Administración Pública puede establecer convenios con otros centros para la realización de estas fases de
formación.

Artículo 53. Fase de prueba.
1. Si la convocatoria lo determina, los aspirantes superarán un periodo de prueba, cuya duración se fijará en
función del cuerpo o la escala donde se pretende ingresar.
2. Durante este periodo, bajo la tutoría inmediata de funcionarios, se velará para que la persona adquiera la
formación práctica que requiere el ejercicio de la función pública y se evaluará su capacidad de aprendizaje.
3. Una vez analizado este periodo, emiten un informe sobre este los funcionarios encargados del candidato y el
jefe o los jefes de las unidades orgánicas en las que el funcionario ha cumplido el periodo de prueba. Todos
estos informes se dan a conocer al interesado, que puede formular las alegaciones que considere oportunas.
Toda esta documentación se incluye en su expediente personal y se remite al órgano competente.

Artículo 54. Los tribunales y órganos técnicos de selección.
1. El Gobierno de la Generalidad reglamentará la composición y el funcionamiento de los tribunales u órganos
técnicos de selección, de forma que se garantice la idoneidad y la profesionalidad de sus miembros, en cuanto
al conocimiento del contenido funcional de los puestos que se convocan, de las técnicas de selección y de las
materias objeto de las pruebas, y de forma que se agilicen los procesos selectivos.
2. Se garantizará la presencia en los tribunales u órganos técnicos de selección de funcionarios con
conocimientos especializados sobre el contenido de los puestos de trabajo que se seleccionan. También
pueden establecerse órganos permanentes de selección, en los cuales se garantizará igualmente la presencia
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de funcionarios idóneos.
3. En todos los órganos encargados de la selección habrá un miembro en representación de la Escuela de
Administración Pública, así como un representante del órgano competente en materia de normalización
lingüística, en calidad de asesor, con voz pero sin voto. No pueden formar parte de los órganos de selección los
funcionarios que han impartido cursos o trabajos para la preparación de aspirantes a pruebas selectivas en los
dos años anteriores a la publicación de la correspondiente convocatoria.

Artículo 55. Adecuación del número de aspirantes a las bases de la convocatoria.
Ningún tribunal ni órgano técnico puede declarar superado el proceso selectivo por un número de aspirantes
que exceda el número de plazas que han sido objeto de la convocatoria. Las propuestas de aspirantes
aprobados que contravengan esta limitación son nulas de pleno derecho.

Artículo 56. Contenido de las convocatorias subsiguientes a la oferta.
1. Las convocatorias de las pruebas selectivas para proveer las plazas vacantes incluidas en la oferta de empleo
público pueden incluir un 10% de plazas adicionales, como máximo.
2. Hasta la resolución de las correspondientes convocatorias, no pueden amortizarse, transformarse ni
modificarse substancialmente las plazas que hayan sido convocadas, salvo en cumplimiento de las normas de
procedimiento administrativo.

Artículo 57. Promoción del acceso de personas necesitadas de reinserción social.
Con el fin de promover una política de reinserción social, el Gobierno deberá establecer programas
experimentales de acceso a puestos de trabajo no permanentes, en condiciones especiales que permitan el
acceso a personas necesitadas de reinserción social.

Artículo 58. Condiciones de acceso.
1. Las condiciones de acceso a los puestos de trabajo no permanentes podrán ser excepcionales, pero en
ningún caso podrán modificarse las condiciones de titulación, y deberá demostrarse la capacidad suficiente
para desarrollar las tareas correspondientes.
2. Podrán establecerse los convenios necesarios con los organismos e instituciones de todo tipo que tienen a su
cargo personas marginadas con el fin de garantizar la viabilidad mínima a los programas que se establezcan.

TÍTULO 7 De los derechos y deberes de los funcionarios de la Administración de la Generalidad

CAPÍTULO 4 De los deberes y de las responsabilidades

Artículo 113. Responsabilidad disciplinaria.
El incumplimiento de las obligaciones propias de los funcionarios, si implica la comisión de hechos u
omisiones constitutivos de falta, da lugar a las correspondientes sanciones, independientemente de las que,
según los casos, puedan derivarse de las responsabilidades civiles o criminales.

Artículo 114. Tipos de faltas.
Las faltas se clasificarán en:
a) Muy graves, que podrán dar lugar a la separación del servicio.
b) Graves.
c) Leves.

Artículo 115. Faltas muy graves.
Se considerarán como faltas muy graves:
a) El incumplimiento del deber de fidelidad a la Constitución o al Estatuto en el ejercicio de la función pública.
b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de raza, sexo, religión, lengua, opinión, lugar de
nacimiento o vecindad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
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c) El abandono de servicio.
d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales, que causen grave perjuicio a la Administración o a los
ciudadanos.
e) La publicación o la utilización indebida de secretos declarados oficiales por ley, o calificados como tales.
f) La notoria falta de rendimiento que conlleve inhibición en el cumplimiento de las tareas encomendadas.
g) La violación de la neutralidad o independencia políticas, utilizando las facultades atribuidas para influir en
procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito.
h) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades.
i) La obstaculización del ejercicio de las libertades públicas y de los derechos sindicales.
j) La realización de actos dirigidos a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.
k) La participación en huelgas a quienes la tengan expresamente prohibida por la ley.
l) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios mínimos que se fijen, en caso de huelga, para
garantizar la prestación de servicios que se consideren esenciales.
m) La realización de actos encaminados a limitar la libre expresión del pensamiento, las ideas y las opiniones.
n) El hecho de causar por negligencia grave o por mala fe daños muy graves al patrimonio y los bienes de la
Generalidad.
o) Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas graves en el período de un año.
p) El incumplimiento, por los responsables de los registros de Actividades y de Bienes Patrimoniales y de
Intereses y por el personal que tenga acceso a los mismos, del deber de reserva profesional respecto a los
datos e informaciones que conozcan por razón de su función, establecido por la Ley de incompatibilidades de
los altos cargos al servicio de la Generalidad.
Se añade la letra p) por la disposición adicional 3 de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2006-1769 .

Artículo 116. Faltas graves.
Se consideran faltas graves:
a) El incumplimiento de las órdenes que provienen de los superiores y las autoridades que pueda afectar a la
tarea del puesto de trabajo, dentro de los límites señalados en el artículo 108.2.b).
b) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo.
c) La falta de consideración hacia los administrados o hacia el personal al servicio de la Administración en el
ejercicio de sus funciones.
d) Originar enfrentamientos en los centros de trabajo o tomar parte en ellos.
e) La tolerancia de los superiores respecto a la comisión de faltas muy graves o graves de sus subordinados.
f) Las conductas constitutivas de delito doloso relacionadas con el servicio o que causen un daño a la
Administración, a los administrados o a los compañeros.
g) El incumplimiento del deber de reserva profesional, en lo que se refiere a los asuntos que conoce por razón
de su cargo, si causa perjuicio a la Administración o se utiliza en beneficio propio.
h) La intervención en un procedimiento administrativo existiendo motivos de abstención establecidos
legalmente.
i) La negativa a desempeñar tareas que se le ordenan por los superiores para satisfacer necesidades de urgente
cumplimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 108.2.b) y 4.
j) La emisión de informes, la adopción de acuerdos o la realización de actuaciones manifiestamente ilegales, si
causa perjuicio a la Administración o a los ciudadanos y no constituye falta muy grave.
k) El causar daños graves en los locales, los materiales o los documentos del servicio.
l) El atentado grave contra la dignidad de los funcionarios o de la Administración.
m) El ejercicio de actividades compatibles con el desarrollo de sus funciones sin haber obtenido la pertinente
autorización.
n) La falta de rendimiento que afecte al funcionamiento normal de los servicios, si no constituye falta muy
grave.
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o) El incumplimiento injustificado de la jornada y el horario de trabajo que, acumulado, suponga un mínimo
de diez horas por mes natural.
p) La tercera falta injustificada de asistencia al trabajo en un período de tres meses, si las dos anteriores han
sido sancionadas como faltas leves.
q) Las acciones u omisiones dirigidas a evadir los sistemas de control de horarios o a impedir que se detecten
los incumplimientos injustificados de la jornada y el horario de trabajo.
r) La perturbación grave del servicio.
s) En general, el incumplimiento grave de los deberes y las obligaciones derivados de la función encomendada
al funcionario.
t) La reincidencia en faltas leves.
u) La realización de actos de acoso sexual o de acoso por razón de sexo, tipificados por el artículo 5.tercero de
la Ley del derecho de las mujeres a erradicar la violencia machista, y de actos que puedan comportar acoso
por razón de sexo o acoso sexual y que no sean constitutivos de falta muy grave.
Se añade la letra u) por la disposición adicional 3 de la Ley 5/2008, de 24 de abril. Ref. BOE-A-2008-9294 .

Artículo 117. Faltas leves.
Se considerarán faltas leves:
a) El retraso, negligencia o descuido en el cumplimiento de sus funciones.
b) La ligera incorrección hacia el público o hacia el personal al servicio de la Administración.
c) La falta de asistencia al trabajo injustificada de un día.
d) El incumplimiento de la jornada y el horario sin causa justificada, si no constituye falta grave.
e) Las faltas repetidas de puntualidad dentro del mismo mes sin causa justificada.
f) La negligencia en la conservación de los locales, del material y de los documentos del servicio, si no causa
perjuicios graves.
g) El incumplimiento de las normativas relativas a incompatibilidades, siempre que no presupongan la
realización de tareas incompatibles o que requieran previa compatibilización.
h) El incumplimiento de los deberes y obligación del funcionario, siempre que no constituya falta muy grave o
grave.

Artículo 118. Principios del procedimiento disciplinario y órganos competentes para la imposición de las 
sanciones.
1. El procedimiento para determinar la responsabilidad disciplinaria y la imposición de sanciones, si
proceden, debe establecerse por reglamento, el cual debe garantizar los principios de legalidad, contradicción,
audiencia, presunción de inocencia y proporcionalidad y dando cuenta de los expedientes disciplinarios a los
órganos de representación colectiva. La duración máxima del expediente es de ocho meses, salvo que la
Administración justifique una prórroga expresa o haya una conducta dilatoria del inculpado.
2. Los órganos competentes para imponer las sanciones son:

a) En el caso de faltas leves, los secretarios generales, directores generales o asimilados, respecto al
personal que de ellos dependa, mediante un expediente disciplinario sumario que garantizará en todos los
casos la audiencia previa al interesado.
b) En el caso de faltas graves, el secretario general del departamento en el que presta servicios el inculpado
o del que depende el organismos o la entidad en la que presta servicios de acuerdo con el procedimiento
que se establezca por reglamento. En la tramitación del expediente, el inculpado puede disponer de
asistencia letrada.
c) En el caso de faltas muy graves, el titular del departamento en el que presta servicios el funcionario
responsable o del que depende el organismo o la entidad en que presta servicios, mediante el expediente
disciplinario que se determine por reglamento. En la tramitación del expediente, el funcionario
responsable puede disponer de asistencia letrada.
d) No obstante lo establecido en los apartados anteriores, puede determinarse por reglamento el órgano
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competente para la resolución de los expedientes para los casos en los que los funcionarios inculpados
presten servicios en diferentes departamentos o pertenezcan a colectivos con especificaciones propias.
e) La sanción de separación del servicio requiere en todos los casos el informe previo de la Comisión
Técnica de la Función Pública.

Se modifica el apartado 1 por el art. 103.2 de la Ley 5/2020, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2020-5569

Artículo 119. Tipos de sanciones.
1. Las sanciones que pueden imponerse son:

a) Separación del servicio.
b) Suspensión de funciones, con pérdida de retribuciones.
c) Traslado de puesto de trabajo con cambio de residencia.
d) Destitución del cargo de mando.
e) Traslado de puesto de trabajo dentro de la misma localidad.
f) Revocación del nombramiento de interino.
g) Amonestación.
h) (Derogado) .
i) Pérdida de uno a tres grados personales.

2. La separación del servicio, la suspensión de funciones por más de un año y menos de seis y el traslado de
puesto de trabajo con cambio de residencia sólo pueden imponerse por faltas muy graves.
3. La destitución del cargo de mando y la rescisión del nombramiento de interino pueden imponerse por faltas
graves o muy graves. Las sanciones citadas imposibilitan, por un período máximo de tres años, la obtención de
un nuevo cargo de mando o de un nuevo interinaje, respectivamente, en la Administración de la Generalidad.
4. El traslado de puesto de trabajo dentro de la misma localidad y la suspensión de funciones por más de
quince días y hasta un año sólo pueden imponerse por faltas graves.
5. La suspensión de funciones hasta quince días y la amonestación se imponen por faltas leves.
6. (Derogado) .
7. La suspensión de funciones por más de quince días puede conllevar la pérdida del puesto de trabajo, que
será determinada, en función de las circunstancias y de la falta cometida, por el órgano competente para
resolver el expediente, a propuesta, en su caso, del instructor.
8. El traslado de puesto de trabajo conlleva la imposibilidad de volver a concursar, por un período máximo de
dos años.
9. La pérdida de grados personales se impone por faltas graves o muy graves.
10. No pueden imponerse sanciones que consistan en la reducción de la duración de las vacaciones u otra
minoración de los derechos de descanso del funcionario o en una multa de haberes. La sanción en ningún
caso puede conllevar violación del derecho a la dignidad de la persona o de otros derechos fundamentales. Se
derogan los apartados 1.h) y 6 por la disposición derogatoria 4.a) de la Ley 5/2012, de 20 de marzo. Ref. BOE-
A-2012-4730 .

Artículo 120. Criterios de graduación de faltas y sanciones.
Para graduar las faltas y las sanciones, además de lo que objetivamente se haya cometido u omitido, actuando
bajo el principio de proporcionalidad, se tendrá en cuenta:
a) La intencionalidad.
b) La perturbación en los servicios.
c) Los daños producidos a la Administración o a los administrados.
d) La reincidencia.
e) La participación en la comisión u omisión.

Artículo 121. La prescripción y la inscripción de faltas y sanciones.
1. Las faltas muy graves prescriben a los seis años, las graves a los dos años y las leves a los dos meses.
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2. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescriben a los seis años, las impuestas por faltas graves
prescriben a los dos años y las impuestas por faltas leves prescriben a los dos meses.
3. Las faltas cometidas y las sanciones impuestas se inscribirán en el Registro General de Personal.
4. Las inscripciones de faltas y sanciones en el Registro General de Personal se cancelan de oficio, o a petición
del funcionario, una vez transcurrido un período equivalente al de la prescripción de la falta, si durante ese
período no ha habido ninguna sanción. La cancelación produce los efectos pertinentes, incluidos los relativos
a la apreciación de reincidencia.

Text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (DL 2/2003)

TRLMRLC · DOGC-f-2003-90008 · arts. 286 a 292 — 7 incluidos

TÍTULO XX Del personal al servicio de los entes locales

Artículo 286. Selección del personal.
1. El acceso a la condición de funcionario de carrera o de personal laboral de las corporaciones locales tiene
que hacerse de acuerdo con la oferta pública de ocupación, mediante una convocatoria pública y los sistemas
de concurso, concurso oposición u oposición libre, en los que tiene que garantizarse el cumplimiento de los
principios constitucionales de igualdad, de mérito y de capacidad.
2. Los anuncios de convocatorias de pruebas de acceso a la función pública local y de concursos para proveer
puestos de trabajo tienen que publicarse en el BOP y en el DOGC.
3. La selección tiene que hacerse de acuerdo con las reglas básicas, los programas mínimos y la titulación
contenidas en la normativa básica del Estado y de desarrollo de la Generalidad de Cataluña. El pleno de la
corporación tiene que aprobar las bases.
4. Si lo acuerda el pleno de la corporación local, la selección de su personal puede encomendarse a la
Generalidad, mediante la Escuela de Administración Pública de Cataluña. En este caso, la Generalidad aprueba
las bases y hace la convocatoria y el proceso de selección, en el marco de lo que establece el apartado 3.

Artículo 287. Determinación de cuerpos, escalas, plazas y categorías.
1. Corresponde a los entes locales determinar los cuerpos, las escalas, las plazas y las categorías de sus
funcionarios, los cuales tienen que agruparse de acuerdo con los grupos de titulación establecidos por la
normativa básica del Estado y de desarrollo de la Generalidad de Cataluña. El ejercicio de esta facultad tiene
que ajustarse a los criterios de coordinación y de homologación establecidos para garantizar la movilidad
funcionarial.
2. De acuerdo con sus ofertas de ocupación pública, las entidades locales tienen que seleccionar al personal
por medio de convocatoria pública y de los sistemas de concurso, oposición y concurso oposición libres, en los
cuales tienen que quedar garantizados los principios de igualdad, de mérito, de capacidad y de publicidad. En
el proceso de selección, tiene que acreditarse el conocimiento del catalán y, en los entes locales de Era Val
d’Aran, también del aranés, tanto en la expresión oral como en la escrita, en el grado adecuado a las funciones
propias de las plazas de que se trate.

Artículo 288. Oposición.
La selección por oposición consiste en superar las pruebas teóricas y prácticas exigidas en la convocatoria
pública, adecuadas al ejercicio de la función y también, si procede, en superar un curso selectivo de formación
en la Escuela de Administración Pública de Cataluña cuando se trata de proveer plazas de los grupos A y B.
Para los funcionarios de los grupos C, D y E los cursos de formación de la Escuela de Administración Pública
de Cataluña, en los casos en que se establezcan, no tienen carácter selectivo.

Artículo 289. Concurso oposición.
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1. La selección por concurso oposición consiste en superar las pruebas correspondientes y, en su caso, los
cursos selectivos de formación, y también en poseer determinadas condiciones debidamente valoradas de
formación, de méritos o de grados de experiencia.
2. La valoración de estos méritos o niveles de experiencia no puede significar, en relación con las pruebas
selectivas, más de la tercera parte de la puntuación máxima asumible en el conjunto del concurso oposición.
Con la finalidad de asegurar la debida idoneidad de los candidatos, éstos tienen que superar, en la fase de
oposición, la puntuación mínima que se ha establecido para las pruebas selectivas respectivas.
3. Cuando la fase de concurso es previa a la oposición, no puede tener carácter eliminatorio.

Artículo 290. Concurso.
1. La selección por concurso consiste en valorar los méritos, de acuerdo con el baremo incluido en la
convocatoria correspondiente, la cual tiene que ser en todos los casos pública y libre.
2. El sistema de concurso sólo puede utilizarse para adquirir la condición de funcionario con carácter
excepcional cuando se trata de proveer puestos de trabajo correspondientes a plazas singulares pertenecientes
a los grupos A y B que, en razón de las características y de la tecnificación, tienen que ser provistas con
personal de méritos relevantes y condiciones excepcionales.
3. Las dotaciones para proveer plazas por el sistema de concurso tienen que figurar debidamente especificadas
en un anexo al presupuesto.

Artículo 291. Personal interino y laboral.
1. El personal interino y el personal laboral no permanente son seleccionados mediante convocatoria pública
y por el sistema de concurso, salvo en los casos de máxima urgencia.
2. A los efectos del apartado 1, el ente local puede convocar un único concurso anual, donde tiene que
establecerse el orden de preferencia para proveer las vacantes que se produzcan durante el año.
3. En el caso de máxima urgencia, el nombramiento del funcionario o la contratación de personal tienen que
publicarse en el BOP y en el DOGC, y tiene que darse conocimiento al pleno en la primera sesión que tenga.

Artículo 292. Tribunales de selección.
1. Los miembros de los tribunales o de órganos similares tienen que ser designados por la corporación de
acuerdo con las normas siguientes:

a) Un tercio está integrado por miembros y/o funcionarios de la misma corporación.
b) Otro tercio está integrado por personal técnico.
c) El otro tercio está integrado por representantes de la Escuela de Administración Pública de Cataluña, a
propuesta de la misma Escuela.

2. En los tribunales u órganos similares tiene que garantizarse la presencia de funcionarios, pero en ningún
caso tienen que ser constituidos mayoritariamente por miembros en activo del mismo cuerpo o la misma
escala para la cual tiene que hacerse la selección. El personal técnico y el funcionario tiene que tener la
idoneidad necesaria en relación con el tipo de plazas a proveer.
3. El presidente de la corporación o un miembro de ésta en quien delegue preside los tribunales u órganos
similares.
4. El nombramiento del tribunal o de un órgano similar corresponde al órgano del ente local competente para
el nombramiento de los funcionarios de que se trate.
5. Los concursos para proveer puestos de trabajo tienen que ser resueltos motivadamente por el pleno de la
corporación, a propuesta del tribunal o de un órgano similar designado a estos efectos. 6 La regulación de la
composición y el funcionamiento de los tribunales o de órganos similares es la que se establezca
reglamentariamente. 7 Los actos del tribunal pueden ser impugnados frente al órgano convocante mediante
recurso de altura.
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Ley 53/1984 de Incompatibilidades del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas

LIncompat · BOE-A-1985-151 · arts. 1 a 20 — 20 incluidos

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo primero.
1. El personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley no podrá compatibilizar sus actividades con
el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo puesto de trabajo, cargo o actividad en el sector
público, salvo en los supuestos previstos en la misma. A los solos efectos de esta Ley se considerará actividad
en el sector público la desarrollada por los miembros electivos de las Asambleas Legislativas de las
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, por los altos cargos y restante personal de los
órganos constitucionales y de todas las Administraciones Públicas, incluida la Administración de Justicia, y de
los Entes, Organismo y Empresas de ellas dependientes, entendiéndose comprendidas las Entidades
colaboradoras y las concertadas de la Seguridad Social en la prestación sanitaria.
2. Además, no se podrá percibir, salvo en los supuestos previstos en esta Ley, más de una remuneración con
cargo a los presupuestos de las Administraciones Públicas y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas
dependientes o con cargo a los de los órganos constitucionales, o que resulte de la aplicación de arancel ni
ejercer opción por percepciones correspondiente a puestos incompatibles. A los efectos del párrafo anterior,
se entenderá por remuneración cualquier derecho de contenido económico derivado, directa o
indirectamente, de una prestación o servicio personal, sea su cuantía fija o variable y su devengo periódico u
ocasional.
3. En cualquier caso, el desempeño de un puesto de trabajo por el personal incluido en el ámbito de aplicación
de esta Ley será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, público o privado, que
pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o
independencia.

CAPÍTULO II Ámbito de aplicación

Artículo segundo.
1. La presente Ley será de aplicación a:

a) El personal civil y militar al servicio de la Administración del Estado y de sus Organismos Públicos.
b) El personal al servicio de las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de los Organismos de
ellas dependientes, así como de sus Asambleas Legislativas y órganos institucionales.
c) El personal al servicio de las Corporaciones Locales y de los Organismos de ellas dependientes.
d) El personal al servicio de Entes y Organismos públicos exceptuados de la aplicación de la Ley de
Entidades Estatales Autónomas.
e) El personal que desempeñe funciones públicas y perciba sus retribuciones mediante arancel.
f) El personal al servicio de la Seguridad Social, de sus Entidades Gestoras y de cualquier otra Entidad u
Organismo de la misma.
g) El personal al servicio de entidades, corporaciones de derecho público, fundaciones y consorcios cuyos
presupuestos se doten ordinariamente en más de un 50 por cien con subvenciones u otros ingresos
procedentes de las Administraciones Públicas.
h) El personal que preste servicios en Empresas en que la participación del capital, directa o
indirectamente, de las Administraciones Públicas sea superior al 50 por 100.
i) El personal al servicio del Banco de España y de las instituciones financieras públicas.
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j) El restante personal al que resulte de aplicación el régimen estatutario de los funcionarios públicos.
2. En el ámbito delimitado en el apartado anterior se entenderá incluido todo el personal, cualquiera que sea la
naturaleza jurídica de la relación de empleo. Se modifican las letras a) y g) por la disposición final 3.1 de la Ley
7/2007, de 12 de abril. Ref. BOE-A-2007-7788

CAPÍTULO III Actividades públicas

Artículo tercero.
1. El personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley sólo podrá desempeñar un segundo puesto
de trabajo o actividad en el sector público en los supuestos previstos en la misma para las funciones docente y
sanitaria, en los casos a que se refieren los artículo 5.º y 6.º y en los que, por razón de interés público, se
determine por el Consejo de Ministros, mediante Real decreto, u órgano de gobierno de la Comunidad
Autónoma, en el ámbito de sus respectivas competencias; en este último supuesto la actividad sólo podrá
prestarse en régimen laboral, a tiempo parcial y con duración determinada, en las condiciones establecidas
por la legislación laboral. Para el ejercicio de la segunda actividad será indispensable la previa y expresa
autorización de compatibilidad, que no supondrá modificación de la jornada de trabajo y horario de los dos
puestos y que se condiciona a su estricto cumplimiento en ambos. En todo caso la autorización de
compatibilidad se efectuará en razón del interés público.
2. El desempeño de un puesto de trabajo en el sector público, delimitado en el párrafo segundo del apartado 1
del artículo primero, es incompatible con la percepción de pensión de jubilación o retiro por Derechos Pasivos
o por cualquier régimen de Seguridad Social público y obligatorio. La percepción de las pensiones indicadas
quedará en suspenso por el tiempo que dure el desempeño de dicho puesto, sin que ello afecte a sus
actualizaciones. Por excepción, en el ámbito laboral, será compatible la pensión de jubilación parcial con un
puesto de trabajo a tiempo parcial.

Artículo cuarto.
1. Podrá autorizarse la compatibilidad, cumplidas las restantes exigencias de esta ley, para el desempeño de un
puesto de trabajo en la esfera docente como Profesor universitario asociado en régimen de dedicación no
superior a la de tiempo parcial.
2. Al personal docente e investigador de la Universidad podrá autorizarse, cumplidas las restantes exigencias
de esta ley, la compatibilidad para el desempeño de un segundo puesto de trabajo en el sector público sanitario
o de carácter exclusivamente investigador en centros de investigación del sector público, incluyendo el
ejercicio de funciones de dirección científica dentro de un centro o estructura de investigación, dentro del área
de especialidad de su departamento universitario, y siempre que los dos puestos vengan reglamentariamente
autorizados como de prestación a tiempo parcial. Recíprocamente, a quienes desempeñen uno de los
definidos como segundo puesto en el párrafo anterior, podrá autorizarse la compatibilidad para desempeñar
uno de los puestos docentes universitarios a que se hace referencia. Asimismo a los Profesores titulares de
Escuelas Universitarias de Enfermería podrá autorizarse la compatibilidad para el desempeño de un segundo
puesto de trabajo en el sector sanitario en los términos y condiciones indicados en los párrafos anteriores.
Igualmente, podrá autorizarse la compatibilidad para el desempeño de un segundo puesto de trabajo o
actividad a tiempo parcial en el sector público cultural, cumplidas las restantes exigencias de esta ley, salvo la
prohibición establecida en el artículo 16.1, al personal funcionario y laboral de las administraciones locales de
las enseñanzas establecidas en el artículo 45 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación y al
profesorado perteneciente a los Cuerpos de Catedráticos y Catedráticas y Profesores y Profesoras de
Enseñanzas Artísticas Profesionales o de Enseñanzas Artísticas Superiores que preste servicio en los centros
públicos que impartan dichas enseñanzas.
3. La dedicación del profesorado universitario será en todo caso compatible con la realización de los trabajos a
que se refiere el artículo 11 de la Ley de Reforma Universitaria, en los términos previstos en la misma.
4. Asimismo, podrá autorizarse al profesorado de los Cuerpos de Catedráticos y Profesores de Enseñanza
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Secundaria, al de Profesores Especialistas en Sectores Singulares de Formación Profesional, al del Cuerpo a
extinguir de Profesores Técnicos de Formación Profesional, así como al restante profesorado de formación
profesional, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 95 de la Ley Orgánica 2/2006 de 3 de mayo, de
Educación, la compatibilidad para el desempeño de sus funciones, a tiempo parcial y cumpliendo las restantes
exigencias de esta Ley, salvo la prohibición establecida en el artículo 16.1, en los centros de titularidad pública
con oferta integrada, impartiendo todas las modalidades del sistema de formación profesional de conformidad
con su perfil académico y profesional, y siempre que reúnan los requisitos para impartir los módulos incluidos
en los títulos, cursos de especialización, certificados profesionales, certificados de competencia y
acreditaciones parciales de competencia correspondientes, así como en acciones formativas de las otras
modalidades del ámbito del sistema de la formación profesional.
Se modifica el apartado 2 y se añade el 4 por la disposición final 1.1 y 2 de la Ley 1/2024, de 7 de junio. Ref. BOE-A-2024-11613#df

Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1 de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2023-7500#df

Redactada conforme a la corrección de erratas publicada en BOE núm. 87, de 12 de abril de 2023. Ref. BOE-A-2023-9044

Se modifica el párrafo primero del apartado 2 por la disposición final 1.1 de la Ley 14/2011, de 1 de junio. Ref. BOE-A-2011-9617 .

Se añade el párrafo 4 al apartado 2 por la disposición adicional 12 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1996-29117

Artículo quinto.
1. Por excepción, el personal incluido en el ámbito de aplicación de esta Ley podrá compatibilizar sus
actividades con el desempeño de los cargos electivos siguientes:

a) Miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, salvo que perciban
retribuciones periódicas por el desempeño de la función o que por las mismas se establezca la
incompatibilidad.
b) Miembros de las Corporaciones locales, salvo que desempeñen en las mismas cargos retribuidos en
régimen de dedicación exclusiva.

2. En los supuestos comprendidos en este artículo sólo podrá percibirse la retribución correspondiente a una
de las dos actividades, sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones o asistencias que correspondan por la otra.
No obstante, en los supuestos de miembros de las Corporaciones locales en la situación de dedicación parcial
a que hace referencia el artículo 75.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen
Local, se podrán percibir retribuciones por tal dedicación, siempre que la desempeñen fuera de su jornada de
trabajo en la Administración, y sin superar en ningún caso los límites que con carácter general se establezcan,
en su caso. La Administración en la que preste sus servicios un miembro de una Corporación local en régimen
de dedicación parcial y esta última deberán comunicarse recíprocamente su jornada en cada una de ellas y las
retribuciones que perciban, así como cualquier modificación que se produzca en ellas.
Se modifica por el art. 39 de la Ley de 14/2000, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2000-24357

Artículo sexto.
1. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 4. 3, excepcionalmente podrá autorizarse al personal incluido en el
ámbito de esta ley la compatibilidad para el ejercicio de actividades de investigación de carácter no
permanente, o de asesoramiento científico o técnico en supuestos concretos, que no correspondan a las
funciones del personal adscrito a las respectivas Administraciones Públicas. Dicha excepción se acreditará por
la asignación del encargo en concurso público, o por requerir especiales calificaciones que sólo ostenten
personas afectadas por el ámbito de aplicación de esta ley.
2. El personal investigador al servicio de los Organismos Públicos de Investigación, de las Universidades
públicas y de otras entidades de investigación dependientes de las Administraciones Públicas, podrá ser
autorizado a prestar servicios en sociedades creadas o participadas por los mismos en los términos
establecidos en esta ley y en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, por el
Ministerio de la Presidencia o por los órganos competentes de las Universidades públicas o de las
Administraciones Públicas.»
Se modifica por la disposición final 1.2 de la Ley 14/2011, de 1 de junio. Ref. BOE-A-2011-9617 .
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Artículo séptimo.
1. Será requisito necesario para autorizar la compatibilidad de actividades públicas el que la cantidad total
percibida por ambos puestos o actividades no supere la remuneración prevista en los Presupuestos Generales
del Estado para el cargo de Director General, ni supere la correspondiente al principal, estimada en régimen
de dedicación ordinaria, incrementada en: – Un 30 por 100, para los funcionarios del grupo A o personal de
nivel equivalente. – Un 35 por 100, para los funcionarios del grupo B o personal de nivel equivalente. – Un 40
por 100, para los funcionarios del grupo C o personal de nivel equivalente. – Un 45 por 100, para los
funcionarios del grupo D o personal equivalente. – Un 50 por 100, para los funcionarios del grupo E o personal
equivalente. La superación de estos límites, en cómputo anual, requiere en cada caso acuerdo expreso del
Gobierno, órgano competente de las Comunidades Autónomas o Pleno de las Corporaciones Locales en base a
razones de especial interés para el servicio.
2. Los servicio prestados en el segundo puesto o actividad no se computarán a efectos de trienios ni de
derechos pasivos, pudiendo suspenderse la cotización a este último efecto. Las pagas extraordinarias, así como
las prestaciones de carácter familiar, sólo podrán percibirse por uno de los puestos, cualquiera que sea su
naturaleza.
Se deroga el apartado 3 por la disposición derogatoria única.k) del Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio. Ref. BOE-A-1994-14960

Artículo octavo.
1. El personal incluido en el ámbito de aplicación de esta Ley que en representación del sector público
pertenezca a Consejos de Administración u órganos de gobierno de Entidades o Empresas públicas o privadas,
sólo podrá percibir las dietas o indemnizaciones que correspondan por su asistencia a los mismos,
ajustándose en su cuantía al régimen general previsto para las Administraciones Públicas. Las cantidades
devengadas por cualquier otro concepto serán ingresadas directamente por la Entidad o Empresa en la
Tesorería pública que corresponda. No se podrá pertenecer a más de dos Consejos de Administración u
órganos de gobierno a que se refiere el apartado anterior, salvo que excepcionalmente se autorice para
supuestos concretos mediante acuerdo del Gobierno, órgano competente de la Comunidad Autónoma o Pleno
de la Corporación Local correspondiente.

Artículo noveno.
La autorización o denegación de compatibilidad para un segundo puesto o actividad del sector público
corresponde al Ministerio de la Presidencia, a propuesta de la Subsecretaría del Departamento
correspondiente, al órgano competente de la Comunidad Autónoma o al Pleno de la Corporación Local a que
figure adscrito el puesto principal, previo informe, en su caso, de los Directores de los Organismos, Entes y
Empresas públicas. Dicha autorización requiere además el previo informe favorable del órgano competente de
la Comunidad Autónoma o Pleno de la Corporación Local, conforme a la adscripción del segundo puesto. Si
los dos puestos correspondieran a la Administración del Estado, emitirá este informe la Subsecretaría del
Departamento al que corresponda el segundo puesto.

Artículo diez.
Quienes accedan por cualquier título a un nuevo puesto del sector público que con arreglo a esta Ley resulte
incompatible con el que vinieran desempeñando habrán de optar por uno de ellos dentro del plazo de toma de
posesión. A falta de opción en el plazo señalado se entenderá que optan por el nuevo puesto, pasando a la
situación de excedencia voluntaria en los que vinieran desempeñando. Si se tratara de puestos susceptibles de
compatibilidad, previa autorización, deberán instarla en los diez primeros días del aludido plazo de toma de
posesión, entendiéndose éste prorrogado en tanto recae resolución.

CAPÍTULO IV Actividades privadas

Artículo once.
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º,3, de la presente Ley, el personal comprendido en su ámbito de
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aplicación no podrá ejercer, por sí o mediante sustitución, actividades privadas, incluidas las de carácter
profesional, sean por cuenta propia o bajo la dependencia o al servicio de Entidades o particulares que se
relacionen directamente con las que desarrolle el Departamento, Organismo o Entidad donde estuviera
destinado. Se exceptúan de dicha prohibición las actividades particulares que, en ejercicio de un derecho
legalmente reconocido, realicen para sí los directamente interesados.
2. El Gobierno, por Real Decreto, podrá determinar, con carácter general, las funciones, puestos o colectivos
del sector público, incompatibles con determinadas profesiones o actividades privadas, que puedan
comprometer la imparcialidad independencia del personal de que se trate, impedir o menoscabar el estricto
cumplimiento de sus deberes o perjudicar los intereses generales.

Artículo doce.
1. En todo caso, el personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley no podrá ejercer las
actividades siguientes:

a) El desempeño de actividades privadas, incluidas las de carácter profesional, sea por cuenta propia o bajo
la dependencia o al servicio de Entidades o particulares, en los asuntos en que esté interviniendo, haya
intervenido en los dos últimos años o tenga que intervenir por razón del puesto público. Se incluyen en
especial en esta incompatibilidad las actividades profesionales prestadas a personas a quienes se esté
obligado a atender en el desempeño del puesto público.
b) La pertenencia a Consejos de Administración u órganos rectores de Empresas o Entidades privadas,
siempre que la actividad de las mismas esté directamente relacionada con las que gestione el
Departamento, Organismo o Entidad en que preste sus servicios el personal afectado.
c) El desempeño, por sí o por persona interpuesta, de cargos de todo orden en Empresas o Sociedades
concesionarias, contratistas de obras, servicios o suministros, arrendatarias o administradoras de
monopolios, o con participación o aval del sector público, cualquiera que sea la configuración jurídica de
aquéllas.
d) La participación superior al 10 por 100 en el capital de las Empresas o Sociedades a que se refiere el
párrafo anterior.

2. Las actividades privadas que correspondan a puestos de trabajo que requieran la presencia efectiva del
interesado durante un horario igual o superior a la mitad de la jornada semanal ordinaria de trabajo en las
Administraciones Públicas sólo podrán autorizarse cuando la actividad pública sea una de las enunciadas en
esta Ley como de prestación a tiempo parcial.
Véase la disposición adicional 24 de la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril Ref. BOE-A-2007-7786 , sobre las limitaciones establecidas en el
apartado.1 b) y d).

Artículo trece.
No podrá reconocerse compatibilidad alguna para actividades privadas a quienes se les hubiere autorizado la
compatibilidad para un segundo puesto o actividad públicos, siempre que la suma de jornadas de ambos sea
igual o superior a la máxima en las Administraciones Públicas.

Artículo catorce.
El ejercicio de actividades profesionales, laborales, mercantiles o industriales fuera de las Administraciones
Públicas requerirá el previo reconocimiento de compatibilidad. La resolución motivada reconociendo la
compatibilidad o declarando la incompatibilidad, que se dictará en el plazo de dos meses, corresponde al
Ministerio de la Presidencia, a propuesta del Subsecretario del Departamento correspondiente; al órgano
competente de la Comunidad Autónoma o al Pleno de la Corporación Local, previo informe, en su caso, de los
Directores de los Organismos, Entes y Empresas públicas. Los reconocimientos de compatibilidad no podrán
modificar la jornada de trabajo y horario del interesado y quedarán automáticamente sin efecto en caso de
cambio de puesto en el sector público. Quienes se hallen autorizados para el desempeño de un segundo puesto
o actividad públicos deberán instar el reconocimiento de compatibilidad con ambos.
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Artículo quince.
El personal a que se refiere esta Ley no podrá invocar o hacer uso de su condición pública para el ejercicio de
actividad mercantil, industrial o profesional.

CAPÍTULO V Disposiciones comunes

Artículo dieciséis.
1. No podrá autorizarse o reconocerse compatibilidad al personal funcionario, al personal eventual y al
personal laboral cuando las retribuciones complementarias que tengan derecho a percibir del apartado b) del
artículo 24 del presente Estatuto incluyan el factor de incompatibilidad al retribuido por arancel y al personal
directivo, incluido el sujeto a la relación laboral de carácter especial de alta dirección. Téngase en cuenta que
esta última actualización del apartado 1 establecida por la disposición final 3 del texto refundido de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11719#dftercera . producirá efectos en cada Administración Pública a partir de la entrada en vigor
del capítulo III del título III con la aprobación de las leyes de Función Pública de las Administraciones Públicas
que se dicten en desarrollo de este Estatuto, según establece su disposición final 4. Redacción anterior: "1. No
podrá autorizarse o reconocerse compatibilidad alguna al personal que desempeñe puestos que comporten la
percepción de complementos específicos o concepto equiparable, y al retribuido por arancel."
2. A efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la dedicación del profesorado universitario a tiempo
completo tiene la consideración de especial dedicación.
3. Se exceptúan de la prohibición enunciada en el apartado 1, las autorizaciones de compatibilidad para
ejercer como Profesor universitario asociado en los términos del apartado 1 del artículo 4.º, así como para
realizar las actividades de investigación o asesoramiento a que se refiere el artículo 6.º de esta Ley, salvo para el
personal docente universitario a tiempo completo.
4. Asimismo, por excepción y sin perjuicio de las limitaciones establecidas en los artículos 1º.3, 11, 12 y 13 de
la presente Ley, podrá reconocerse compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas al personal que
desempeñe puestos de trabajo que comporten la percepción de complementos específicos, o concepto
equiparable, cuya cuantía no supere el 30 por 100 de su retribución básica, excluidos los conceptos que tengan
su origen en la antigüedad. Se modifica el apartado 1 por la disposición final 3 del texto refundido de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11719#dftercera . Esta modificación producirá efectos en cada Administración Pública a partir de
la entrada en vigor del capítulo III del título III con la aprobación de las leyes de Función Pública de las
Administraciones Públicas que se dicten en desarrollo del citado Estatuto, según establece su disposición final
4. Se modifica el apartado 1 por la disposición final 3.2 de la Ley 7/2007, de 12 de abril. Ref. BOE-A-2007-7788
Téngase en cuenta la disposición final 4.2 para su aplicación.
Se añade el apartado 4 por el art. 34 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1991-30903

Artículo diecisiete.
1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, en relación al personal de los servicios
periféricos de ámbito regional, y los Gobernadores civiles respecto al de los servicios periféricos provinciales,
ejercerán las facultades que esta Ley atribuye a los Subsecretarios de los Departamentos respecto del personal
de la Administración Civil del Estado y de sus Organismos autónomos y de la Seguridad Social.
2. Las referencias a las facultades que esta Ley atribuye a las Subsecretarías y órganos competentes de las
Comunidades Autónomas se entenderán referidas al Rector de cada Universidad, en relación al personal al
servicio de la misma, en el marco del respectivo Estatuto.

Artículo dieciocho.
Todas las resoluciones de compatibilidad para desempeñar un segundo puesto o actividad en el sector público
o el ejercicio de actividades privadas se inscribirán en los Registros de Personal correspondientes. Este
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requisito será indispensable, en el primer caso, para que puedan acreditarse haberes a los afectados por dicho
puesto o actividad.

Artículo diecinueve.
Quedan exceptuadas del régimen de incompatibilidades de la presente Ley las actividades siguientes:
a) Las derivadas de la Administración del patrimonio personal o familiar, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 12 de la presente Ley.
b) La dirección de seminarios o el dictado de cursos o conferencias en Centros oficiales destinados a la
formación de funcionarios o profesorado, cuando no tenga carácter permanente o habitual ni supongan más
de setenta y cinco horas al año, así como la preparación para el acceso a la función pública en los casos y
forma que reglamentariamente se determine.
c) La participación en Tribunales calificadores de pruebas selectivas para ingreso en las Administraciones
Públicas.
d) La participación del personal docente en exámenes, pruebas o evaluaciones distintas de las que
habitualmente les correspondan, en la forma reglamentariamente establecida.
e) El ejercicio del cargo de Presidente, Vocal o miembro de Juntas rectoras de Mutualidades o Patronatos de
Funcionarios, siempre que no sea retribuido.
f) La producción y creación literaria, artística, científica y técnica, así como las publicaciones derivadas de
aquéllas, siempre que no se originen como consecuencia de una relación de empleo o de prestación de
servicios.
g) La participación ocasional en coloquios y programas en cualquier medio de comunicación social; y h) La
colaboración y la asistencia ocasional a Congresos, seminarios, conferencias o cursos de carácter profesional.

Artículo veinte.
1. El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores será sancionado conforme al régimen
disciplinario de aplicación, sin perjuicio de la ejecutividad de la incompatibilidad en que se haya incurrido.
2. El ejercicio de cualquier actividad compatible no servirá de excusa al deber de residencia, a la asistencia al
lugar de trabajo que requiera su puesto o cargo, ni al atraso, negligencia o descuido en el desempeño de los
mismos. Las correspondientes faltas serán calificadas y sancionadas conforme a las normas que se contengan
en el régimen disciplinario aplicable, quedando automáticamente revocada la autorización o reconocimiento
de compatibilidad si en la resolución correspondiente se califica de falta grave o muy grave.
3. Los órganos a los que competa la dirección, inspección o jefatura de los diversos servicios cuidarán bajo su
responsabilidad de prevenir o corregir, en su caso, las incompatibilidades en que pueda incurrir el personal.
Corresponde a la Inspección General de Servicios de la Administración Pública, además de su posible
intervención directa, la coordinación e impulso de la actuación de los órganos de inspección mencionados en
materia de incompatibilidades, dentro del ámbito de la Administración del Estado, sin perjuicio de una
recíproca y adecuada colaboración con las inspecciones o unidades de personal correspondiente de las
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones locales.

Ley 21/1987 de incompatibilidades del personal al servicio de la 
Administración de la Generalidad

L21-1987-CAT · BOE-A-1987-28478 · arts. 1 a 24 — 24 incluidos

CAPÍTULO PRIMERO Objeto y ámbito

Artículo 1.
1. El objeto de la presente Ley es la determinación del sistema de incompatibilidades de las personas que estén
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comprendidas en el ámbito de la misma.
2. La presente Ley se aplicará a las actividades de los siguientes colectivos, sea cual fuere su relación jurídica
de trabajo:

a) (Derogada)
b) El personal de la Sindicatura de Cuentas y del Consejo Consultivo.
c) El personal al servicio de la Administración de la Generalidad de Cataluña y de los Organismos, Entes y
Corporaciones de derecho público que dependan de la misma, así como el personal de las Entidades
gestoras de la Seguridad Social.
d) El personal al servicio de las Corporaciones locales y de los Entes, Organismos y Empresas que de ellas
dependan.
e) El personal que pertenezca a Empresas públicas catalanas, cuyo capital esté constituido en más de un 50
por 100 por ingresos procedentes de alguna Administración pública.
f) El personal al servicio de Entidades y Corporaciones de derecho público, cuyos presupuestos se doten en
más del 50 por 100 por las Administraciones públicas.
g) El personal de las instituciones de finanzas públicas dependientes de las Administraciones públicas
catalanas.
h) El resto de personal comprendido en el ámbito de aplicación de la Ley 17/1985, de 23 de julio, de la
Función Pública de la Administración de la Generalidad.

3. A los solos efectos de la presente Ley, y para el personal incluido en su ámbito de aplicación, se considerará
actividad en el sector público la desempeñada por los miembros electivos de las Corporaciones locales, y de
las asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas, por los altos cargos y por el resto del personal de
los órganos constitucionales y estatutarios, y de todas las Administraciones públicas, incluida la
Administración de Justicia, y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas dependientes, incluidas las
Entidades concertadas y colaboradoras de la Seguridad Social en la presentación sanitaria.
Se deroga el apartado 2.a) por la disposición derogatoria de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2006-1769 .

CAPÍTULO II Actividades compatibles

Artículo 2.
No se considerarán sujetas a incompatibilidades las siguientes actividades:
a) Las derivadas de la administración del patrimonio personal o familiar, salvo lo determinado por el artículo
11.
b) La participación en seminarios, cursos o conferencias celebrados en centros oficiales destinados a la
formación de funcionarios, siempre que no tengan carácter permanente o habitual y no superen las setenta y
cinco horas anuales.
c) La participación en tribunales u órganos de selección para el ingreso en las Administraciones públicas.
d) La participación en exámenes, pruebas o evaluaciones efectuadas por el personal docente, en el caso de que
fueran distintas de las que habitualmente le correspondan, en la forma que se determinará
reglamentariamente.
e) El ejercicio del cargo de Presidente, Vocal o miembro de las Juntas Rectoras de Mutualidades o Patronatos
de funcionarios, siempre que no sea retribuido.
f) La producción y la creación literarias, artísticas, científicas y técnicas, así como la colaboración en las
publicaciones de ellos derivadas, siempre que no se originen como consecuencia de una relación de trabajo o
de prestación de servicios.
g) La participación ocasional en coloquios y programas en cualquier medio de comunicación social, así como
la colaboración y asistencia ocasional en congresos, seminarios, conferencias o cursos de carácter profesional,
siempre que no se originen como consecuencia de una relación de trabajo o de prestación de servicios.
h) La realización de trabajos de carácter científico, técnico o artístico, así como la intervención en los cursos
de especialización a que se refiere el artículo 11 de la Ley Orgánica 11/1983, de Reforma Universitaria.
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Artículo 3.
1 El personal incluido en el ámbito de la presente Ley podrá compatibilizar sus actividades con el ejercicio de
los siguientes cargos electivos:
a) Miembro del Parlamento de Cataluña, salvo que el propio Parlamento estableciera su incompatibilidad.
Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad del apartado 1.a), en cuanto omite el requisito establecido en la norma básica, por
Sentencia del TC 73/1997, de 11 de abril. Ref. BOE-T-1997-10327 . b) Miembro de las Corporaciones locales, salvo que en las mismas ocupara
cargos retribuidos periódicamente y tuviera dedicación exclusiva. 2. En cualquier caso, sólo podrán percibir la retribución correspondiente a una
de la actividades sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones o asistencias que correspondan a la otra actividad.

Se declara la inconstitucionalidad del apartado 1.a), en cuanto omite el requisito establecido en la norma básica, por Sentencia del TC 73/1997, de
11 de abril. Ref. BOE-T-1997-10327 . Se levanta la suspensión de la vigencia y aplicación del apartado 1.a) por Auto del TC de 12 de julio de 1988.
Ref. BOE-A-1988-18141 . Se suspede la vigencia y aplicación del apartado 1.a) desde el 4 de marzo de 1988 para las partes del proceso y desde el 30
de marzo de 1988 para los terceros, por providencia del TC de 17 de marzo de 1988 que admite a trámite el recurso de inconstitucionalidad núm.
399/1988. Ref. BOE-A-1988-8349 .

CAPÍTULO III Actividades públicas

Artículo 4.
1. El personal comprendido en el ámbito de aplicación de la presente Ley sólo podrá ocupar un segundo
puesto de trabajo o ejercer una segunda actividad en el sector público si así lo exigiera el interés del propio
servicio público.
2. Podrá autorizarse, una vez cumplidas las prescripciones de la presente Ley, la compatibilidad para ocupar
un puesto de trabajo como Profesor universitario asociado en régimen de dedicación a tiempo parcial y con
una duración determinada.
3. Podrá autorizarse, una vez cumplidas las prescripciones de la presente Ley, la compatibilidad de los
Catedráticos y Profesores titulares de Universidades y de los Catedráticos de Escuelas Universitarias para
ocupar un segundo puesto de trabajo en el sector público sanitario o de carácter exclusivamente de
investigación, en centros públicos de investigación, en el área de especialidad de su departamento
universitario, siempre que los dos puestos estuviesen autorizados como de prestación a tiempo parcial.
4. Los que ocupen un cargo de los definidos como segundo puesto por el apartado 3 podrán ser autorizados
para compatibilizar uno de los puestos docentes universitarios a que se refiere.
5. Los profesores titulares de escuelas universitarias de enfermería podrán ser autorizados a compatibilizar un
segundo puesto de trabajo en el sector público sanitario, en los términos y condiciones indicados por los
apartados 3 y 4.
6. En general, se considerará que este interés público se da si se trata de un segundo puesto de trabajo
directamente relacionado con las tareas docentes que sean objeto del puesto de trabajo principal. Se
presupondrá asimismo el interés público si la función docente objeto de la segunda actividad estuviera
directamente relacionada con la función o actividad que se considera principal.
7. En principio se considerará asimismo de interés público la realización habitual de funciones docentes para
la formación, selección o perfeccionamiento del personal en centros de formación de funcionarios.
8. Se considerará asimismo que existe interés público para ejercer un segundo cargo o actividad si así lo
determina el Consejo Ejecutivo.
9. En los supuestos señalados por los apartados 6, 7 y 8, corresponderá al Consejo Ejecutivo determinar la
existencia de interés público que será condición necesaria para la concesión de la autorización de
compatibilidad. Los departamentos interesados elevarán al Consejo Ejecutivo las propuestas correspondientes
a fin de que éste declare la posible existencia de interés público.

Artículo 5.
1. Las remuneraciones totales que podrán percibirse como consecuencia de las autorizaciones concedidas en
virtud del artículo 4 no podrán superar en ningún caso las remuneraciones máximas establecidas en los
Presupuestos Generales del Estado para el cargo de Director general, o la que, en su caso, determine a tal
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efecto el Presupuesto de la Generalidad. Tampoco podrá superarse la retribución que le corresponda por la
actividad principal, estimada en régimen de jornada ordinaria, incrementada de acuerdo con los siguientes
porcentajes:

a) Un 30 por 100, los funcionarios del Grupo A o personal del nivel equivalente.
b) Un 35 por 100, los funcionarios del Grupo B o personal del nivel equivalente.
c) Un 40 por 100, los funcionarios del Grupo C o personal del nivel equivalente.
d) Un 45 por 100, los funcionarios del Grupo D o personal del nivel equivalente.
e) Un 50 por 100, los funcionarios del Grupo E o personal del nivel equivalente.

2. La superación de estos límites retributivos, en cómputo anual, requerirá un acuerdo expreso del Consejo
Ejecutivo o del pleno de las Corporaciones locales, y únicamente podrá concederse en base a razones de
especial interés para el servicio.
3. En el ámbito de la presente Ley, se entenderá por remuneración cualquier derecho de contenido económico
derivado directa o indirectamente de una prestación o de un servicio personal, tanto si la cuantía es fija o
variable, como si se acredita periódica u ocasionalmente.

Artículo 6.
Los servicios prestados en el segundo puesto o actividad que se autorice no podrán computarse a efectos de
trienio, de derechos pasivos o pensión de la Seguridad Social, y podrán suspenderse o adecuar su cotización a
efectos de derechos pasivos o de pensión de la Seguridad Social. Las gratificaciones extraordinarias y la ayuda
familiar sólo podrán percibirse por uno de los puestos, sea cual fuere su naturaleza.

Artículo 7.
1. El personal incluido en el ámbito de la presente Ley que, por razón del cargo o por designación o
nombramiento, pertenezca a consejos de administración o a órganos de gobierno de entidades o empresas
públicas o privadas en representación del sector público puede percibir únicamente las dietas e
indemnizaciones derivadas de su asistencia en la cuantía establecida en el régimen general de dietas e
indemnizaciones de la Generalidad de Cataluña o de la corporación local de que se trata.
2. No puede pertenecerse a más de dos consejos de administración o a órganos de gobierno fijados por el
apartado 1, salvo que esta pertenencia lo sea en virtud del cargo o bien esté determinada por el Gobierno o por
el pleno de la corporación local de que se trate.
3. El Gobierno, a propuesta del Departamento de Economía y Finanzas, o el pleno de la corporación deben
determinar el importe de las dietas o indemnizaciones a percibir por la pertenencia a los órganos de gobierno
de las entidades o empresas públicas o privadas a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, así como su
régimen de control. También lo deben determinar para los casos de pertenencia a cualesquiera otros órganos
colegiados de esta Administración o de otra.
4. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, el importe de las dietas o indemnizaciones que por
cualquier concepto se perciban no pueden ser superiores en términos anuales al 30 % de las retribuciones
brutas que la persona afectada deba recibir por este período. El porcentaje puede ser modificado por la ley de
presupuestos.
Se modifica por el art. 34 de la Ley 7/2004, de 16 de julio. Ref. BOE-A-2004-16713 .

Artículo 8.
1. Corresponderá al Consejo Ejecutivo o, en su caso, al Pleno de la Corporación local determinar con carácter
general los puestos del trabajo del sector público que puedan desempeñarse en régimen de prestación a
tiempo parcial.
2. El Consejo Ejecutivo podrá determinar los puestos que sean incompatibles con las profesiones o actividades
privadas que puedan comprometer la imparcialidad o la independencia del personal, impedir o menoscabar el
estricto cumplimiento de sus deberes o perjudicar el interés general, y deberá hacerlo constar en la relación
pública de puestos de trabajo.
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Artículo 9.
1. El Consejero competente o el Pleno de la Corporación local en su caso, en atención a las especiales
calificaciones del personal que de él dependa, excepcionalmente podrá autorizar el ejercicio de actividades de
investigación, de carácter no permanente, o de asesoramiento para supuestos concretos.
2. En ningún caso podrán autorizarse dichas actividades si la persona afectada tuviera el puesto de trabajo en
el Departamento que tenga encomendadas aquellas tareas.

Artículo 10.
1. Quien accediera por cualquier título a un nuevo puesto de trabajo del sector público que de conformidad
con lo dispuesto por la presente Ley sea incompatible con los que ocupe en aquel momento deberá optar por
uno de ellos antes de la toma de posesión.
2. Si no ejerciera en el plazo señalado la opción detallada en el apartado 1, se entenderá que opta por el nuevo
puesto, y queda en el otro en la situación administrativa correspondiente.
3. Si el nuevo puesto pudiera ser declarado compatible, dentro de diez días contados desde el inicio del plazo
de toma de posesión, deberá solicitarse su autorización. Este plazo se entenderá prorrogado hasta que se
resuelva la solicitud de compatibilidad.
4. Si el órgano a quien corresponda la resolución apreciara que las actividades o puestos de trabajo declarados
resultan incompatibles, y el interesado no hubiese efectuado la opción que se detalla en el apartado 1, dicho
órgano deberá notificárselo para que antes de quince días efectúe la opción que estime conveniente. Si
transcurrido este plazo no ejerciera este derecho se entenderá que opta por el nuevo puesto, y que queda en el
otro en la situación administrativa correspondiente.
5. El plazo de quince días antes citado no podrá ser ampliado salvo que se trate de un caso de fuerza mayor
debidamente probado, a juicio de la Administración.

CAPÍTULO IV Actividades privadas

Artículo 11.
Podrá autorizarse al personal incluido en el ámbito de la presente Ley para el ejercicio de actividades privadas
en los términos establecidos por el artículo 12, salvo los siguientes casos:
a) El ejercicio de actividades privadas, por sí o mediante sustitución, incluidas las de carácter profesional, sean
por cuenta propia o bajo dependencia o al servicio de Entidades o particulares, que se relacionen directamente
con las que lleve a cabo el Departamento, Organismo, Entidad o Empresa pública en que preste sus servicios.
Se exceptuarán de esta prohibición las actividades particulares que se ejerzan en virtud de un derecho
legalmente reconocido y que realicen para sí los directamente interesados. No podrán ser objeto de
compatibilidad las actividades profesionales que deban prestarse a personas a las que se esté obligado a
atender en el ejercicio del cargo público.
b) La pertenencia a Consejos de Administración o de órganos rectores de Empresas o Entidades privadas, si la
actividad de las mismas estuviera directamente relacionada con las que lleve a cabo el Departamento,
Organismo, Entidad o Empresa pública en que preste sus servicios el personal afectado y sin perjuicio de lo
establecido por el artículo 7.
c) El ejercicio de actividades privadas, incluidas las de carácter profesional, ya sea por cuenta propia o bajo
dependencia o al servicio de Entidades o de particulares, en los asuntos en que intervenga o haya intervenido
en los dos últimos años o en los que deba intervenir por razón del puesto público.
d) El ejercicio, por sí o por personas interpuestas, de cargos de cualquier orden en Empresas o Sociedades
concesionarias, contratistas de obras, servicios o suministros, arrendatarias o administradoras de monopolios
o con participación o aval del sector público, sea cual sea su configuración jurídica.
e) La participación superior al 10 por 100 del capital de las Empresas o Sociedades a que se refiere la letra d).

Artículo 12.
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1. Podrá reconocerse la compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas en los siguientes casos:
a) Si se ocupa un solo puesto de trabajo en el sector público en régimen de jornada ordinaria y no se supera
el límite establecido por el apartado 2.
b) Si el cargo ocupado en el sector público requiere la presencia efectiva del interesado en la
correspondiente Administración pública durante un horario igual o superior a la mitad de la jornada
ordinaria, sólo cuando este cargo tenga la consideración de prestación a tiempo parcial.
c) Si se tiene autorizada la compatibilidad de un segundo puesto o actividad públicos y no superasen entre
ambos la jornada máxima de la Administración.

2. Sin perjuicio de lo establecido por el número 1 del presente artículo, en ningún caso la suma de jornadas de
la actividad pública principal y la actividad privada podrá superar la jornada ordinaria de la Administración
incrementada en un 50 por 100.

Artículo 13.
El personal a que se refiere la presente Ley no podrá invocar o hacer uso de su condición pública para el
ejercicio de ninguna actividad mercantil, profesional o industrial.

Artículo 14.
No podrá autorizarse ni reconocerse compatibilidad al personal que ocupe los puestos de trabajo que
comporten la percepción de un complemento específico por el factor de incompatibilidad o por concepto
equiparable. Se levanta la suspensión de la vigencia y aplicación de este artículo por Auto del TC de 12 de julio
de 1988. Ref. BOE-A-1988-18141 . Se suspede la vigencia y aplicación de este artículo desde el 4 de marzo de
1988 para las partes del proceso y desde el 30 de marzo de 1988 para los terceros, por providencia del TC de 17
de marzo de 1988 que admite a trámite el recurso de inconstitucionalidad núm. 399/1988. Ref. BOE-
A-1988-8349 .

Artículo 15.
1. La percepción de pensión por jubilación o retiro por derechos pasivos o por cualquier régimen de seguridad
social público y obligatorio será incompatible con el ejercicio de las funciones de puestos de trabajo en el
sector público correspondientes a Diputados del Parlamento de Cataluña, a miembros de las Corporaciones
locales, a altos cargos y al resto del personal de las Administraciones públicas catalanas, de los Entes y
Organismos públicos de Cataluña, incluidas las entidades colaboradoras y las concertadas de la Seguridad
Social en la prestación sanitaria.
2. La percepción de las pensiones antes mencionadas quedará en suspenso por el tiempo que se permanezca
en dicho puesto de trabajo, sin que ello afecte a sus actualizaciones.
3. En el ámbito laboral será compatible la pensión de jubilación parcial con un puesto de trabajo a tiempo
parcial.

CAPÍTULO V Procedimiento

Artículo 16.
Quien desee ejercer otra actividad u ocupar un puesto de trabajo público o privado deberá formular
previamente la correspondiente declaración de actividades, según el modelo establecido reglamentariamente.

Artículo 17.
1. El ejercicio de un segundo puesto de trabajo o actividad pública o privada requiere, en todos los casos,
autorización expresa previa.
2. Transcurrido el plazo previsto reglamentariamente desde la presentación de la solicitud de autorización de
compatibilidad en el registro del órgano competente para resolverla sin que se haya dictado y notificado
resolución expresa, se entiende desestimada la solicitud de autorización de compatibilidad de las actividades
declaradas en la solicitud.
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Se modifica por el art. 104 de la Ley 5/2020, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2020-5569

Artículo 18.
Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 10, en caso de que el interesado no haya hecho constar por cual de
las actividades o puestos de trabajo declarados opta como principal deberá procederse de la siguiente forma:
1. Se considerará actividad principal la ejercida en el sector público con jornada y horario ordinarios, en los
casos que la presente Ley determina.
2. Si se ejercieran dos cargos o actividades públicas compatibles a tiempo parcial, se considerará principal la
que tenga la jornada más larga. En caso de ser ambas de igual duración se considerará principal la de nivel y
retribución más altos, y en caso de ser ambas asimismo iguales en estos aspectos se considerará principal la
de más antigüedad.

Artículo 19.
1. Para poder otorgar la compatibilidad de un segundo puesto o actividad públicos será necesario un informe
en relación con los puestos de carácter público, el órgano competente de la correspondiente Administración
pública, Director del Organismo, Ente o Empresa pública.
2. Únicamente será de carácter vinculante el informe desfavorable emitido por el órgano competente.

Artículo 20.
Si se ejercieran varios cargos o actividades públicos declarados previamente compatibles, la solicitud de
compatibilidad para una actividad privada se efectuará en relación con todos los puestos declarados
compatibles.

Artículo 21.
1. Los reconocimientos de compatibilidad no podrán modificar la jornada de trabajo ni el horario del
interesado, y quedarán automáticamente sin efecto en caso de cambio de puesto en el sector público o de
modificación en las condiciones del puesto de trabajo.
2. Asimismo, la autorización de compatibilidad estará condicionada al estricto cumplimiento de la jornada y
del horario en los puestos de carácter público.

Artículo 22.
1. En el ámbito de la Generalidad, las declaraciones de compatibilidad corresponderán:

a) Al Consejero de Sanidad y Seguridad Social, respecto al personal sanitario que ejerza la actividad
principal adscrito a su Departamento, Organismos o Entidades que de él dependan.
b) Al Consejero de Enseñanza, respecto al personal docente que ejerza la actividad principal adscrito a su
Departamento, Organismo o Entidades que de él dependan. En el ámbito universitario dicha competencia
será ejercida por el Rector de la Universidad.
c) Al Consejero competente en materia de función pública, respecto al resto de personal que ejerza su
actividad principal en la Administración de la Generalidad, en los Organismos, Entes, Corporaciones de
derecho público y Empresas que de ella dependan. Si la actividad principal se desarrolla en las
universidades catalanas, esta competencia es ejercida por el correspondiente rector.

2. En el ámbito de las Corporaciones locales, la competencia para efectuar las declaraciones de compatibilidad
corresponderá al Pleno de la Corporación. Se añade el inciso final a la letra c) del apartado 1 por la disposición
adicional 22 del Decreto Legislativo 1/1997, de 31 de octubre. Ref. DOGC-f-1997-90001 . Téngase en cuenta que
este inciso ya fue añadido por la Ley 9/1994.
Se añade el inciso final a la letra c) del apartado 1 por el art. 74 de la Ley 9/1994, de 29 de junio. Ref. BOE-A-1994-18447 .

CAPÍTULO VI Régimen disciplinario

Artículo 23.
El incumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley en relación al régimen de incompatibilidades deberá ser
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sancionado disciplinariamente, sin perjuicio de la ejecutividad de la incompatibilidad en que se hubiese
incurrido.

Artículo 24.
1. Los órganos a quienes corresponda la dirección, inspección o mando de los diferentes servicios deberán
encargarse, bajo su responsabilidad, de prevenir o corregir, en su caso, las incompatibilidades en que pudiera
incurrir el personal.
2. Especialmente, la Inspección General de Servicios de Personal deberá vigilar y corregir de oficio todo
cuanto se refiera a materia de incompatibilidades en el ámbito de la Administración de la Generalidad. El
Pleno de las Corporaciones locales deberá determinar, en su caso, en función del número de personal del que
disponga cada Corporación, la conveniencia de establecer un órgano con responsabilidad específica a tal
efecto.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 16

1. El personal comprendido en el ámbito de aplicación de la Ley 53/84 de Incompatibilidades del personal al 
servicio de las Administraciones Públicas, NO podrá realizar:

A) Colaboración y asistencia ocasional a congresos, seminarios, conferencias o cursos de carácter profesional.

B) Actividades privadas que se relacionen directamente con los asuntos sometidos a control del Departamento 
al que se esté adscrito.

C) Participación ocasional en coloquios y programas en cualquier medio de comunicación social.

D) Actividades de preparación para el acceso a la función pública con dedicación igual o inferior a 75 horas 
anuales.

2. Sobre la responsabilidad del personal laboral (Art. 93.4 TREBEP):

A) El personal laboral se rige por el régimen disciplinario del TREBEP y, subsidiariamente, por el convenio 
colectivo que les sea de aplicación.

B) El personal laboral se rige por el régimen disciplinario previsto en el convenio colectivo y, en aquello no 
previsto, por la legislación laboral vigente.

C) El personal laboral se rige por el régimen disciplinario previsto en el TREBEP y por las normas de la 
comunidad autónoma o administración local correspondiente.

D) El personal laboral se rige por el régimen disciplinario del convenio colectivo, pero le son de aplicación las 
faltas muy graves y las sanciones de los artículos 95 y 96 del TREBEP.

3. Dentro del régimen disciplinario del personal funcionario, la negligencia en la custodia de documentos que 
dé lugar a su difusión o conocimiento indebidos:

A) Es una falta grave.

B) Es una falta muy grave.

C) Es una falta leve.

D) No constituye falta.

4. De conformidad con la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de 
las Administraciones Públicas, los reconocimientos de compatibilidad, en caso de cambio de puesto en el 
sector público:

A) Deberán ponerse en conocimiento del nuevo responsable de personal.

B) Seguirán vigentes, siempre que no se modifique la jornada de trabajo.

C) Seguirán vigentes, previa manifestación expresa del trabajador.

D) Quedarán automáticamente sin efecto.
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5. La condena en virtud de sentencia firme por un delito doloso relacionado con el servicio se considera:

A) Falta muy grave.

B) Falta leve.

C) Falta grave.

D) Delito propiamente dicho y, por tanto, no includible en la tipología de las faltas administrativas.

6. Es causa de pérdida de la condición de funcionario de carrera, que establece el R. D. 5/2015 de 30 de 
octubre (artículo 63):

A) La pérdida de la vida.

B) La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público que tuviere carácter 
firme o provisional.

C) El ingreso en prisión.

D) La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público que tuviere carácter 
firme.

7. Por la presunta comisión de una falta se ordena la incoación de expediente disciplinario a uno de los 
funcionarios del organismo. Si la falta era muy grave, ¿cuál de las siguientes sería según el TREBEP?

A) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la Administración o a los 
ciudadanos.

B) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo.

C) Las conductas constitutivas de delito doloso relacionadas con el servicio o que causen daño a la 
Administración o a los administrados.

D) No guardar el debido sigilo respecto a los asuntos que se conozcan por razón del cargo, cuando causen 
perjuicio a la Administración o se utilice en provecho propio.

8. De conformidad con lo establecido en el artículo 67 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, la jubilación de los funcionarios podrá ser:

A) Voluntaria.

B) Forzosa.

C) Por la declaración de incapacidad permanente para el ejercicio de las funciones propias de su cuerpo o 
escala.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

9. Según el Estatuto Básico del Empleado Público, ¿cuáles serán, por regla general, los sistemas selectivos de 
funcionarios de carrera?

A) Oposición y libre designación

B) Libre designación y concurso

C) Concurso y oposición

D) Oposición y concurso-oposición
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10. Según el artículo primero de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al 
servicio de las administraciones públicas, el personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley:

A) No podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo 
puesto de trabajo, cargo o actividad en el sector público, salvo en los supuestos previstos en la misma.

B) Podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo puesto 
de trabajo, cargo o actividad en el sector público.

C) No podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un tercer puesto 
de trabajo, cargo o actividad en el sector público, salvo en los supuestos previstos en la misma.

D) Podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un tercer puesto de 
trabajo, cargo o actividad en el sector público, salvo en los supuestos previstos en la misma.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 B · 4 D · 5 A · 6 D · 7 A · 8 D · 9 D · 10 A

Te quedan 287 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 16, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 17

La Llei d'igualtat efectiva de dones i homes: objecte i finalitats, 
principis d'actuació dels poders públics; funcions dels ens locals de 
Catalunya; mecanismes per a garantir el dret a la igualtat efectiva de 
dones i homes en el sector públic. El Pla d'Igualtat de l'Ajuntament de 

Sant Cugat.

Ley 17/2015 de igualdad efectiva de mujeres y hombres de Cataluña

L17-2015-IGCAT · BOE-A-2015-9676 · art. 1 · art. 3 · art. 6 · arts. 10 a 17 — 11 incluidos

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y finalidades.
1. El objeto de la presente ley es establecer y regular los mecanismos y recursos para hacer efectivo el derecho
a la igualdad y a la no discriminación por razón de sexo en todos los ámbitos, etapas y circunstancias de la vida.
2. Las finalidades de la presente ley son:

a) Eliminar las discriminaciones, las desigualdades y la invisibilidad, generadas por el carácter patriarcal
de la sociedad, que han sufrido históricamente las mujeres.
b) Reconocer y tener en cuenta el papel social y económico de los trabajos familiar, doméstico y de cuidado
de personas, que tradicionalmente han desempeñado las mujeres.
c) Favorecer una distribución corresponsable entre mujeres y hombres del trabajo de mercado y del trabajo
doméstico y de cuidado de personas, en el marco de un modelo de sociedad sostenible.
d) Propiciar un marco favorable para que el papel de las mujeres aporte todo su potencial al progreso y a la
transformación social y económica.
e) Garantizar que las políticas públicas:

1.º Remuevan los obstáculos impuestos por razón de sexo, que dificultan el pleno ejercicio de los
derechos de las personas.
2.º Contribuyan a erradicar los estereotipos culturales que perpetúan las diferencias de género.
3.º Aseguren el libre desarrollo de la autonomía y las capacidades de las personas, y el ejercicio efectivo
de la plena ciudadanía desde el respeto a la diversidad y la diferencia.
4.º Permitan que mujeres y hombres, desde la diversidad, participen en condiciones de igualdad efectiva
en la vida familiar, política, social, comunitaria, económica y cultural.
5.º Afirmen y garanticen la autonomía y la libertad de las mujeres para que puedan desarrollar sus
capacidades e intereses y dirigir la propia vida.
6.º Establezcan las condiciones para eliminar cualquier tipo de discriminación de las mujeres y
promover su empoderamiento.
7.º Integren la perspectiva de género en todos los ámbitos.

f) Abordar, prevenir y erradicar, de acuerdo con lo dispuesto por la normativa vigente en la materia, todo
tipo de violencia machista contra mujeres y niños.
g) Reconocer el derecho de las mujeres al propio cuerpo, el derecho al libre desarrollo de la identidad y
orientación sexuales, y los derechos sexuales y reproductivos, garantizando la libre decisión de las
personas en el momento de su ejercicio.
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h) Impulsar políticas públicas destinadas a reparar el déficit histórico que sufren las mujeres en la
redistribución de la riqueza, priorizando la adopción de medidas para combatir la feminización de la
pobreza, con especial atención a las situaciones de mayor vulnerabilidad.
i) Potenciar un modelo de relaciones entre personas igualitario y que erradique las relaciones de dominio y
explotación de género impuestas por el sistema patriarcal.
j) Apoyar a las familias, en la medida en que son un instrumento eficaz para la corrección de desigualdades.
k) Regular un sistema de permisos parentales que asegure una distribución equitativa entre hombres y
mujeres de las responsabilidades con relación a los hijos.

Artículo 3. Principios de actuación de los poderes públicos.
En cumplimiento del principio de perspectiva de género a que se refiere el artículo 41 del Estatuto de
autonomía y para lograr la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, sin ningún tipo de discriminación por
razón de sexo o de género, la interpretación de las disposiciones de la presente ley y todas las políticas y
actuaciones de los poderes públicos deben regirse por los siguientes principios: Primero.–Transversalidad de
la perspectiva de género y de las políticas de igualdad de género: los poderes públicos deben aplicar la
perspectiva de género y la perspectiva de las mujeres en sus actuaciones, a todos los niveles y en todas las
etapas, reconociendo el valor que aportan mujeres y hombres y aplicando de forma positiva los cambios
necesarios para mejorar la sociedad y responder a las realidades, oportunidades, necesidades y expectativas
de ambos sexos. Segundo.–Equilibrio entre el trabajo de mercado y el trabajo doméstico y de cuidado de
personas y corresponsabilidad en el trabajo: los poderes públicos deben garantizar el cumplimiento de los
principios de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en el trabajo y de no discriminación debido
a embarazo o maternidad, y deben reconocer la valía del trabajo doméstico y de cuidado de personas con el
objetivo de alcanzar un nuevo equilibrio en la distribución del tiempo de trabajo y un reparto equitativo y
corresponsable entre mujeres y hombres de los trabajos de mercado y doméstico y de cuidado de personas.
Tercero.–Erradicación de la violencia machista: los poderes públicos deben garantizar que se afronten de
forma integral todas las formas de violencia machista, especialmente la violencia contra las mujeres y los
actos sexistas, misóginos y discriminatorios. Cuarto.–Empoderamiento de las mujeres: los poderes públicos
deben apoyar a las mujeres en el proceso de fortalecimiento de su potencial y autonomía, mejor conocimiento
de sus capacidades y participación activa en la superación de los obstáculos que se encuentran en la base de la
infravaloración que históricamente han padecido. Quinto.–Democracia paritaria y participación paritaria de
mujeres y hombres en los asuntos públicos: los poderes públicos deben promover la participación de los
grupos y las asociaciones que defienden los derechos de las mujeres en la elaboración y evaluación de las
políticas públicas, así como la representación paritaria en la composición de los órganos colegiados, de
dirección, de participación, de representación, consultivos, técnicos y científicos, en los tribunales y en los
espacios de toma de decisiones. Sexto.–Perspectiva de las mujeres: los poderes públicos han de valorizar las
aportaciones de las mujeres en la construcción, mantenimiento y transformación de la sociedad; visibilizar y
reconocer las diferencias, singularidades y particularidades territoriales, culturales, étnicas, religiosas,
personales, de edad, estado de salud, socioeconómicas y de orientación e identidad sexuales de mujeres y
hombres sin exclusiones; reconocer a las mujeres como sujetos sociales, económicos y políticos, y destacar las
experiencias vitales tanto de mujeres como de hombres. Séptimo.–Justicia social y redistribución de la riqueza:
los poderes públicos deben garantizar la distribución equitativa de los recursos y el correcto ejercicio de
derechos y deberes, con políticas correctoras y distributivas que fomenten la prevención y actúen contra la
explotación y exclusión social de las mujeres. Las políticas públicas deben proteger principalmente a las
mujeres con hijos a cargo y priorizar en la distribución de la riqueza la lucha contra la feminización de la
pobreza. Octavo.–Uso no sexista ni estereotipado del lenguaje: los poderes públicos definidos en el artículo 2.ª
deben hacer un uso no sexista del lenguaje, que evite la expresión de concepciones sexistas de la realidad y los
usos androcéntricos y con estereotipos de género, y deben promover un lenguaje respetuoso con las mujeres,
con las minorías y con todas las personas en general en la atención personal y en toda su documentación
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escrita, gráfica y audiovisual. Los poderes públicos deben formar a su personal en el uso respetuoso e
inclusivo de la lengua.

CAPÍTULO II Competencias y organización administrativa

Artículo 6. Funciones de los entes locales de Cataluña.
1. En el ámbito territorial respectivo, y en el ejercicio de las competencias que le atribuye el ordenamiento
jurídico, corresponden a los municipios y a las demás entidades locales, en materia de políticas de igualdad de
género, las siguientes funciones:

a) Estudiar y detectar las carencias y necesidades de las mujeres, para cumplir las finalidades de la presente
ley en su ámbito territorial, contando con la colaboración de las asociaciones de mujeres.
b) Sensibilizar a la población sobre las causas de la violencia machista y, en el marco de la normativa
vigente, impulsar actuaciones y campañas de prevención, poniendo a disposición de la población los
servicios de atención necesarios para las personas que sufren las diversas manifestaciones de la violencia
machista.
c) Atender, informar y orientar a las mujeres sobre programas y recursos para facilitar el ejercicio efectivo
de sus derechos, y sensibilizar a hombres y mujeres en términos de igualdad de derechos y deberes.
d) Crear y adecuar los mecanismos necesarios para la integración de la transversalidad de la perspectiva de
género en sus actuaciones políticas.
e) Establecer las condiciones de formación y capacitación del personal a su servicio.
f) Elaborar, aprobar, ejecutar y evaluar los planes de igualdad de mujeres y hombres destinados al personal
a su servicio a que se refiere el artículo 15.
g) Diseñar, aprobar, ejecutar y evaluar los planes de igualdad a que se refiere la presente ley que afectan a
los entes locales.
h) Fomentar la autonomía personal y económica de las mujeres e impulsar el empleo femenino.
i) Fomentar la presencia de mujeres en los órganos de participación y en los espacios de toma de
decisiones.
j) Apoyar a los grupos feministas y a las entidades de defensa de los derechos de las mujeres, e impulsar su
participación en el diseño, elaboración, desarrollo y evaluación de las políticas de igualdad y
transversalización de género.
k) Adecuar y mantener estadísticas actualizadas que permitan un conocimiento de la situación diferencial
de mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención local.
l) Diseñar y aplicar políticas destinadas a erradicar las desigualdades y las explotaciones de las mujeres en
todos los ámbitos locales de intervención.
m) Cumplir cualquier otra función que le atribuya la legislación vigente.

2. La Generalidad debe complementar la suficiencia financiera de los municipios con relación a las funciones
que la presente ley les atribuye, sea con la transferencia de fondos de otras administraciones sea con recursos
propios, sin perjuicio de que los municipios y las demás entidades locales consignen en sus presupuestos las
dotaciones necesarias para la financiación de dichas funciones, mediante contratos programa al efecto.
3. La Administración de la Generalidad debe facilitar programas de capacitación y formación específica al
personal técnico y a los miembros electos de los entes locales para garantizar el cumplimiento de sus
funciones con relación a lo que establece la presente ley.

CAPÍTULO III Mecanismos para garantizar el derecho a la igualdad efectiva de mujeres y hombres

Artículo 10. Contratación del sector público.
1. Los poderes adjudicadores de Cataluña que a los efectos de la legislación de contratos del sector público
tienen la consideración de Administración pública, por medio de sus órganos de contratación, deben procurar
incluir cláusulas sociales en las bases de la contratación con el fin de promover la igualdad de trato y de
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oportunidades de mujeres y hombres en el mercado laboral. A tal fin, de acuerdo con la normativa vigente en
materia de contratación pública, deben:

a) Incorporar la perspectiva de género en las ofertas de contratación pública.
b) Incluir condiciones de ejecución de los trabajos objeto del contrato, por las que el adjudicatario deba
adoptar medidas tendentes a la promoción de la igualdad de mujeres y hombres.
c) Indicar en los pliegos de cláusulas administrativas particulares los baremos de puntuación adicional
para las empresas que dispongan de planes de igualdad, en el caso de que no estén obligadas por ley, y para
las que dispongan del distintivo catalán de excelencia empresarial en materia de igualdad a que se refiere el
artículo 35 o adopten medidas destinadas a lograr la igualdad de oportunidades que perduren en el tiempo
y mantengan su efectividad, según lo que se establezca por reglamento.

2. Los poderes adjudicadores a que se refiere el apartado 1 deben consultar la información de las empresas
inscritas en el Registro Público de Planes de Igualdad, a que se refiere el artículo 36.5, a efectos de facilitar las
actuaciones que establece el presente artículo.
3. Los poderes adjudicadores deben establecer mecanismos de evaluación y seguimiento que aseguren el
cumplimiento efectivo de las medidas valoradas en la oferta de contratación.

Artículo 11. Ayudas públicas.
1. Las administraciones públicas de Cataluña y sus organismos y entidades dependientes deben denegar el
otorgamiento de subvenciones, becas o cualquier otro tipo de ayuda pública a las empresas y entidades
solicitantes sancionadas o condenadas por haber ejercido o tolerado prácticas laborales consideradas
discriminatorias por razón de sexo o de género, sancionadas por resolución administrativa firme o
condenadas por sentencia judicial firme. A tal efecto, las empresas y entidades solicitantes deben presentar,
junto con la solicitud de la ayuda, una declaración responsable del hecho de no haber sido nunca objeto de
sanciones administrativas firmes ni de sentencias firmes condenatorias.
2. Las bases reguladoras de subvenciones, becas y cualquier otro tipo de ayuda pública que convoquen las
administraciones públicas de Cataluña deben tender a incluir la valoración del mejor medio para lograr la
incorporación de la perspectiva de género.
3. En materia de becas, las bases reguladoras deben incluir la indicación específica del derecho de los
beneficiarios a ausentarse por motivos de maternidad o de paternidad, durante todo el tiempo que dure el
permiso de acuerdo con la legislación aplicable en esta materia, y sin que ello implique la pérdida de la
condición de persona beneficiaria. Los requisitos para hacer efectivo este derecho deben determinarse en las
correspondientes convocatorias.

Artículo 12. Representación paritaria en los órganos colegiados de las administraciones públicas.
1. Las administraciones públicas deben atenerse al principio de representación paritaria de mujeres y
hombres en los nombramientos y designaciones para la composición de todo tipo de órganos colegiados,
teniendo en cuenta lo que regula la disposición transitoria primera y sin perjuicio de lo establecido por el
apartado 2.
2. Las medidas de representación paritaria no tienen efecto para los órganos constituidos para la promoción
de los derechos e intereses de uno de los dos sexos.

Artículo 13. Planes de igualdad y actuación transversal.
Las políticas públicas en materia de igualdad de mujeres y hombres se articulan mediante la actuación
transversal de la perspectiva de género en las competencias asumidas por la Generalidad, y también mediante
los siguientes planes de igualdad:
a) Plan estratégico de políticas de igualdad de género del Gobierno de la Generalidad, de acuerdo con lo
establecido por el artículo 14.
b) Planes operativos o programas de actuación departamentales que desarrollan y ejecutan el Plan estratégico
de políticas de igualdad de género del Gobierno de la Generalidad.
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c) Planes de políticas de igualdad de género de las administraciones locales de Cataluña, de acuerdo con lo
establecido por el artículo 14.4.
d) Planes de igualdad de mujeres y hombres destinados al personal que presta servicios en el sector público de
Cataluña, de acuerdo con lo establecido por el artículo 15.
e) Plan para la igualdad de género en el sistema educativo, de acuerdo con la Ley 12/2009, de 10 de julio, de
educación, y el artículo 21.3 de la presente ley.
f) Plan de acción de apoyo a las empresas destinado al fomento de la igualdad de trato y de oportunidades de
mujeres y hombres en el trabajo, de acuerdo con lo establecido por el artículo 34.
g) Los demás planes y programas en materia de igualdad que establece la normativa.

Artículo 14. Plan estratégico de políticas de igualdad de género del Gobierno de la Generalidad.
1. El Plan estratégico de políticas de igualdad de género del Gobierno de la Generalidad a que se refiere el
artículo 3.d de la Ley 11/1989, del 10 de julio, de creación del Instituto Catalán de la Mujer, establece los
objetivos y medidas de carácter transversal que deben aplicarse para garantizar la igualdad efectiva entre
mujeres y hombres en el ámbito de la Administración de la Generalidad.
2. El Instituto Catalán de las Mujeres, con la colaboración de los correspondientes departamentos y la
participación de los agentes sociales y económicos implicados y de las entidades, asociaciones y colectivos de
defensa de los derechos de las mujeres de toda Cataluña, es el órgano encargado de diseñar, coordinar e
impulsar la elaboración de los planes estratégicos de políticas de igualdad de género de la Administración de la
Generalidad, así como de llevar a cabo su seguimiento y evaluación.
3. El Gobierno debe aprobar el Plan estratégico de políticas de igualdad de género de la Administración de la
Generalidad.
4. El Gobierno debe incentivar la Administración local y darle el apoyo necesario para que pueda elaborar y
aprobar los planes en materia de políticas de igualdad de género que correspondan. La elaboración de dichos
planes debe contar con la participación de los agentes sociales y económicos implicados y de las entidades,
asociaciones y colectivos de defensa de los derechos de las mujeres del ámbito territorial que corresponda.

Artículo 15. Planes de igualdad de mujeres y hombres del sector público.
1. Las instituciones de la Generalidad, la Administración de la Generalidad y los organismos públicos
vinculados o dependientes, así como las entidades, públicas y privadas, que gestionan servicios públicos,
deben aprobar, en el plazo de dos años a partir de la entrada en vigor de la presente ley, un plan de igualdad de
mujeres y hombres destinado al personal que presta servicios, que ha de definirse en el convenio colectivo o
en el acuerdo de condiciones de trabajo, con el objetivo de garantizar la aplicación efectiva del principio de
igualdad de trato y de oportunidades de mujeres y hombres y eliminar la discriminación por razón de sexo con
relación al acceso al trabajo remunerado, al salario, a la formación, a la promoción profesional y a las demás
condiciones de trabajo.
2. Los entes locales que tienen órganos específicos de representación del personal a su servicio deben aprobar
un plan de igualdad de mujeres y hombres, que debe estar definido en el convenio colectivo o en el pacto o
acuerdo de condiciones de trabajo.
3. La Generalidad debe velar por que las administraciones corporativas, organizaciones empresariales y
sindicales, entidades sin ánimo de lucro, consorcios y todo tipo de entidades que gestionen servicios públicos
dispongan de planes de igualdad.
4. Los planes de igualdad de mujeres y hombres del sector público deben cumplir los siguientes requisitos:

a) Fijar, previa elaboración de un diagnóstico de la situación, los objetivos concretos de igualdad efectiva a
alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su consecución, así como el establecimiento de sistemas
eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos fijados.
b) Tener en cuenta, entre otros, los ámbitos de actuación relativos a la representatividad de las mujeres,
acceso, selección, promoción y desarrollo profesionales, condiciones laborales, conciliación de la vida
personal, laboral y familiar, violencia machista, prevención de riesgos laborales con perspectiva de género,
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comunicación inclusiva y uso de un lenguaje no sexista ni androcéntrico, así como la estrategia y
organización interna del organismo.
c) Incluir medidas específicas para su adecuación, en cada caso, a las peculiaridades del personal docente,
sanitario, investigador y penitenciario, así como de bomberos, agentes rurales y cuerpos y fuerzas de
seguridad.
d) Tener en cuenta a los representantes de los trabajadores en su elaboración y aprobación.
e) Regular en el articulado la propia evaluación, que debe ser cuatrienal.
f) Formar parte como anexo del convenio colectivo o pacto de condiciones de la correspondiente
Administración pública o de los organismos autónomos, empresas públicas, consorcios, fundaciones y
otras entidades con personalidad jurídica propia en que sea mayoritaria la representación directa de la
Generalidad o de las administraciones locales.

Artículo 16. Políticas de igualdad efectiva de mujeres y hombres en la función pública.
1. El departamento competente en materia de función pública, en colaboración con el Instituto Catalán de las
Mujeres, debe fijar los criterios generales sobre igualdad efectiva de mujeres y hombres que los
departamentos, organismos autónomos y entidades públicas deben observar para la elaboración de las bases
de las convocatorias de acceso al empleo público.
2. Las administraciones públicas de Cataluña deben impulsar la representación paritaria de mujeres y
hombres en la composición de los tribunales u órganos técnicos de selección.
3. Los temarios para el acceso al empleo público deben incluir los contenidos relativos a la normativa sobre
igualdad efectiva de mujeres y hombres y sobre violencia machista que deben aplicarse en la actividad
administrativa y en el desarrollo de las políticas de igualdad efectiva.
4. Los poderes públicos deben adoptar medidas para una formación básica, progresiva y permanente en
materia de igualdad de mujeres y hombres, dirigida a todo el personal e impartida por personal experto, con el
fin de hacer efectivas las disposiciones de la presente ley y garantizar suficiente conocimiento práctico para
permitir la integración efectiva de la perspectiva de género en las actuaciones públicas.
5. Los poderes públicos deben elaborar periódicamente un análisis de puestos de trabajo para valorar el grado
de cumplimiento del principio de igualdad de retribución de mujeres y hombres, y tomar las medidas
correctoras para erradicar las diferencias salariales.

Artículo 17. Leyes de presupuestos.
1. Los departamentos de la Generalidad, organismos autónomos, sociedades y organismos públicos vinculados
o dependientes deben incorporar en las memorias de los programas presupuestarios que se integran en los
presupuestos de la Generalidad las actuaciones e indicadores asociados para adecuar el gasto a las necesidades
específicas de mujeres y hombres con el fin de avanzar en la erradicación de las desigualdades. En este
sentido, han de hacer visible el impacto diferenciado de los presupuestos sobre los hombres y las mujeres, e
integrar los objetivos propios de la perspectiva de género en los objetivos de los presupuestos orientados a
resultados.
2. La Administración de la Generalidad, para velar por la incorporación del impacto de género en las
memorias de los programas presupuestarios que se integran en los presupuestos de la Generalidad, debe
impulsar la realización de auditorías de género sobre el cumplimiento de los objetivos incorporados en las
memorias en los departamentos, organismos y entidades del sector público dependientes al final de cada
ejercicio presupuestario.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 17

1. En virtud de lo establecido en el artículo 51 de la Ley 3/2007, de 22 de marzo para la Igualdad efectiva de 
mujeres y hombres. Las Administraciones Públicas deberán:

A) Facilitar la conciliación de la vida familiar y laboral.

B) Facilitar la conciliación de la vida familiar y laboral articulando medidas a través de la negociación colectiva.

C) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral sin menoscabo de la promoción profesional.

D) Establecer medidas efectivas para facilitar la conciliación de la vida personal y laboral.

2. De conformidad con el art. 51 de la LO 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres: «las Administraciones públicas en el ámbito de sus respectivas competencias y en aplicación del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres, deberán»: (señale la opción incorrecta).

A) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la promoción profesional.

B) Establecer un cupo del 3% de plazas en cada convocatoria destinada específicamente a mujeres en situación 
de maltrato.

C) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección y valoración.

D) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.

3. Según la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, señale la 
respuesta correcta en relación con las medidas de igualdad en el empleo para la Administración General del 
Estado y en los organismos públicos vinculados o dependientes de ella:

A) Cuando el periodo de vacaciones coincida con una incapacidad temporal derivada del embarazo, parto o 
lactancia natural, o con el permiso de maternidad, o con su ampliación por lactancia, la empleada pública 
tendrá derecho a disfrutar las vacaciones en fecha distinta, siempre y cuando no haya terminado el año natural 
al que correspondan.

B) La aprobación de convocatorias de pruebas selectivas para el acceso al empleo público deberá acompañarse 
de un informe de impacto de género, salvo en casos de urgencia y siempre sin perjuicio de la prohibición de 
discriminación por razón de sexo.

C) Se otorgará preferencia, durante dos años, en la adjudicación de plazas para participar en los cursos de 
formación a quienes se hayan incorporado al servicio activo procedentes del permiso de maternidad o 
paternidad.

D) El Gobierno aprobará anualmente un Plan para la Igualdad entre mujeres y hombres en la Administración 
General del Estado y en los organismos públicos vinculados o dependientes de ella.

4. ¿Cuál de las siguientes disposiciones organizativas no se corresponden con las contempladas en el Título 
VIII de la L.O. 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres?

A) Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres y hombres.

B) Comisiones paritarias de representación laboral.

C) Las Unidades de Igualdad.

D) Consejo de Participación de la Mujer.
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5. Según la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, con el fin de 
facilitar la promoción profesional de las empleadas públicas y su acceso a puestos directivos en la 
Administración General del Estado y en los organismos públicos vinculados o dependientes de ella, en las 
convocatorias de los correspondientes cursos de formación ¿qué porcentaje se reservará de las plazas para su 
adjudicación a aquéllas?

A) Al menos un 20% de las plazas.

B) Al menos un 30% de las plazas.

C) Al menos un 40% de las plazas.

D) Al menos un 50% de las plazas.

6. De acuerdo con el artículo 51 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres, las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias y en aplicación del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres, tiene una serie de obligaciones. Entre ellas no se encuentra:

A) Fomentar la formación igualdad, tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera 
profesional.

B) Remover los obstáculos que impliquen la permanencia de cualquier tipo de discriminación con el fin de 
ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el acceso al empleo público y en el 
desarrollo de la carrera profesional.

C) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, mediante la reducción de la promoción 
profesional.

D) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección y valoración.

7. ¿Qué Título de la LO 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, trata sobre el 
principio de igualdad en el empleo público?

A) Título II.

B) Título IV.

C) Título V.

D) Título VI.

8. Según la Ley Orgánica de igualdad, todos los tribunales y órganos de selección del personal de la 
Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de ella 
responderán al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y 
objetivas, debidamente motivadas. A tal efecto se entiende presencia equilibrada cuando el número de 
miembros de cada Tribunal por cada sexo no sea inferior al:

A) 35%

B) 40%

C) 45%

D) 50%

9. Según el artículo 51 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, las Administraciones públicas deberán fomentar la formación en igualdad:

A) Solo en el acceso al empleo público.

B) Solo en la promoción interna.

C) Solo en puestos directivos.

D) Tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera profesional.
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10. Según el artículo 22 de la LOIMH, con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiempos entre 
mujeres y hombres, las corporaciones locales podrán establecer:

A) Planes supramunicipales de conciliación laboral y familiar en la ciudad

B) Planes Municipales de conciliación laboral y familiar

C) Planes Municipales de organización del tiempo de la ciudad

D) Ninguna de las otras respuestas es correcta

SOLUCIONES 1 C · 2 B · 3 B · 4 B · 5 C · 6 C · 7 C · 8 B · 9 D · 10 C

Te quedan 20 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 17, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 18

L'ètica en l'administració pública. Codi de conducta dels empleats 
públics i principis del bon govern. El Codi de conducta dels membres 

electius i del personal directiu de l'Ajuntament de Sant Cugat del 
Vallès. El pla d'integritat com a mesura antifrau.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 52 a 54 — 3 incluidos

TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO VI Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos.
Código de Conducta. Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan
asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y del resto del
ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad,
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia,
ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y
medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los
empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.
Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del régimen
disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.
1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento
jurídico.
2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en
consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro
factor que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que
puedan colisionar con este principio.
3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que presten sus
servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.
4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda
actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género,
sexo, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones,
opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda actividad privada
o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público.
6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones
patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses
con las obligaciones de su puesto público.
7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de
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personas físicas o entidades privadas.
8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del
interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.
9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en
ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su
entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.
10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán
dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.
11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de
conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el
ejercicio de los servicios públicos.
12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 16.6 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 54. Principios de conducta.
1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.
2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma diligente y
cumpliendo la jornada y el horario establecidos.
3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan una
infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en conocimiento
de los órganos de inspección procedentes.
4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilitarán
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
5. Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos en provecho propio
o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación.
6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos
habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus
posteriores responsables.
8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación.
9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.
10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos
se podrá prever la creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las
propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio.
11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio.

Ley 19/2014 transparencia de Cataluña

L19-2014-CAT · BOE-A-2015-470 · arts. 54 a 57 — 4 incluidos

TÍTULO V Del buen gobierno

CAPÍTULO I Código de conducta de los altos cargos

Artículo 54. Ámbito de aplicación.
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1. Las disposiciones del presente capítulo son aplicables a los altos cargos de la Administración de la
Generalidad, de la Administración local y de los demás organismos e instituciones públicas incluidos en el
artículo 3.1.
2. A los efectos del presente título, tienen la consideración de altos cargos las personas que determina el
artículo 4.2.

Artículo 55. Principios de actuación.
1. Los altos cargos deben actuar de acuerdo con los siguientes principios éticos y reglas de conducta:

a) El respeto a la Constitución, el Estatuto de autonomía y el principio de legalidad.
b) El respeto y la protección a los derechos fundamentales y las libertades públicas y a los derechos
estatutarios.
c) La transparencia de las actividades oficiales, de los actos y decisiones relacionados con la gestión de los
asuntos públicos que tienen encomendados y de su agenda oficial, a efectos de publicidad del Registro de
grupos de interés, establecido por el título IV.
d) La imparcialidad en la toma de decisiones, con garantía de las condiciones necesarias para una
actuación independiente y no condicionada por conflictos de intereses.
e) La igualdad de trato de todas las personas, evitando cualquier tipo de discriminación y arbitrariedad en
la toma de decisiones.
f) El ajuste de la gestión y la aplicación de los recursos públicos a la legalidad presupuestaria y a los fines
para los que se han concebido.
g) La rendición de cuentas y la responsabilidad por las actuaciones propias y de los órganos que dirigen.
h) El ejercicio del cargo con dedicación absoluta, de acuerdo con lo establecido por la legislación sobre
incompatibilidades.
i) El ejercicio del cargo en beneficio exclusivo de los intereses públicos, sin realizar ninguna actividad que
pueda entrar en conflicto.
j) La utilización de la información a la que tienen acceso por razón del cargo en beneficio del interés
público, sin obtener ninguna ventaja propia ni ajena.
k) El compromiso general y directo por la calidad de los servicios bajo su responsabilidad y el
cumplimiento de los derechos de los usuarios.
l) La buena fe.
m) La exclusión de cualquier obsequio de valor, favor o servicio que se les pueda ofrecer por razón de su
cargo o que pueda comprometer la ejecución de sus funciones.
n) El deber de abstenerse de intervenir en los asuntos de su competencia cuando concurra alguno de los
supuestos de abstención que establece la Ley.
o) Mantener la debida reserva respecto a los hechos o informaciones conocidos por razón del ejercicio de
sus competencias.

2. Las administraciones y los organismos comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente ley deben
incluir, en los pliegos de cláusulas contractuales y en las bases de convocatoria de subvenciones o ayudas, los
principios éticos y las reglas de conducta a los que deben adecuar su actividad los contratistas y las personas
beneficiarias, y deben determinar los efectos de un eventual incumplimiento de dichos principios.
3. El Gobierno, los entes locales y los demás organismos e instituciones públicas incluidos en el artículo 3.1
deben elaborar un código de conducta de sus altos cargos que concrete y desarrolle los principios de actuación
a los que se refiere el apartado 1, establezca otros adicionales, en su caso, y determine las consecuencias de
incumplirlos, sin perjuicio del régimen sancionador establecido por la presente ley.

Artículo 56. Incompatibilidades y declaraciones.
1. Los altos cargos están sujetos al régimen de incompatibilidades y a las obligaciones de declaración de
actividades, de bienes patrimoniales y de intereses establecidos por la legislación específica.
2. El Registro de declaraciones de actividades es público. El acceso a los registros de las declaraciones de los
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bienes patrimoniales y de intereses se rige por su normativa específica, sin cuyo perjuicio debe hacerse
pública una declaración que indique la situación patrimonial de los altos cargos, que no debe incluir los datos
de localización ni los que sean necesarios para salvaguardar la privacidad y seguridad de los titulares.

Artículo 57. Publicidad de las condiciones de acceso.
1. La Administración, las instituciones públicas y los organismos incluidos en el artículo 3.1 deben dar a
conocer los criterios de acuerdo con los que se designa a una persona para que ocupe un alto cargo. A tal
efecto, deben hacer público el currículum con los méritos profesionales y técnicos de la persona nombrada.
2. Los nombramientos de altos cargos deben realizarse atendiendo a criterios de competencia profesional,
entre personas con cualificación y experiencia en puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada.

Ley 19/2013 transparencia y buen gobierno

LTBG · BOE-A-2013-12887 · art. 26 — 1 incluidos

TÍTULO II Buen gobierno

Artículo 26. Principios de buen gobierno.
1. Las personas comprendidas en el ámbito de aplicación de este título observarán en el ejercicio de sus
funciones lo dispuesto en la Constitución Española y en el resto del ordenamiento jurídico y promoverán el
respeto a los derechos fundamentales y a las libertades públicas.
2. Asimismo, adecuarán su actividad a los siguientes:

a) Principios generales:
1.º Actuarán con transparencia en la gestión de los asuntos públicos, de acuerdo con los principios de
eficacia, economía y eficiencia y con el objetivo de satisfacer el interés general.
2.º Ejercerán sus funciones con dedicación al servicio público, absteniéndose de cualquier conducta que
sea contraria a estos principios.
3.º Respetarán el principio de imparcialidad, de modo que mantengan un criterio independiente y ajeno
a todo interés particular.
4.º Asegurarán un trato igual y sin discriminaciones de ningún tipo en el ejercicio de sus funciones.
5.º Actuarán con la diligencia debida en el cumplimiento de sus obligaciones y fomentarán la calidad en
la prestación de servicios públicos.
6.º Mantendrán una conducta digna y tratarán a los ciudadanos con esmerada corrección.
7.º Asumirán la responsabilidad de las decisiones y actuaciones propias y de los organismos que dirigen,
sin perjuicio de otras que fueran exigibles legalmente.

b) Principios de actuación:
1.º Desempeñarán su actividad con plena dedicación y con pleno respeto a la normativa reguladora de
las incompatibilidades y los conflictos de intereses.
2.º Guardarán la debida reserva respecto a los hechos o informaciones conocidos con motivo u ocasión
del ejercicio de sus competencias.
3.º Pondrán en conocimiento de los órganos competentes cualquier actuación irregular de la cual tengan
conocimiento.
4.º Ejercerán los poderes que les atribuye la normativa vigente con la finalidad exclusiva para la que
fueron otorgados y evitarán toda acción que pueda poner en riesgo el interés público o el patrimonio de
las Administraciones.
5.º No se implicarán en situaciones, actividades o intereses incompatibles con sus funciones y se
abstendrán de intervenir en los asuntos en que concurra alguna causa que pueda afectar a su objetividad.
6.º No aceptarán para sí regalos que superen los usos habituales, sociales o de cortesía, ni favores o
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servicios en condiciones ventajosas que puedan condicionar el desarrollo de sus funciones. En el caso de
obsequios de una mayor relevancia institucional se procederá a su incorporación al patrimonio de la
Administración Pública correspondiente.
7.º Desempeñarán sus funciones con transparencia.
8.º Gestionarán, protegerán y conservarán adecuadamente los recursos públicos, que no podrán ser
utilizados para actividades que no sean las permitidas por la normativa que sea de aplicación.
9.º No se valdrán de su posición en la Administración para obtener ventajas personales o materiales.

3. Los principios establecidos en este artículo informarán la interpretación y aplicación del régimen
sancionador regulado en este título.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 18

1. El art. 52 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia 
las tareas que tengan asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la 
Constitución y del resto del ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios:

A) Objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, transparencia, 
ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez.

B) Objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio 
público, transparencia, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez.

C) Objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio 
público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez.

D) Objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio 
público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, eficacia, honradez.

2. ¿Los deberes establecidos en la Ley de Estatuto Básico del Empleado Público, en el capítulo: «Deberes de 
los empleados públicos Código de conducta» informarán la interpretación y aplicación?

A) Del régimen disciplinario de los empleados públicos

B) Del régimen sancionador de los empleados públicos

C) Del régimen retributivo de los empleados públicos

D) Del régimen ético de los empleados públicos

3. Los empleados públicos deben ajustarse a los siguientes principios de conducta:

A) Cumplir con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán dentro 
de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.

B) Actuar de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia.

C) Observar las normas sobre seguridad y salud laboral.

D) Vigilar la consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.
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4. Según lo dispuesto en el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, el 
contenido del artículo 6 de dicho Código hace referencia

A) Las cuestiones de carácter confidencial de que tengan conocimiento los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley se mantendrán en secreto, a menos que el cumplimiento del deber o las necesidades de la justicia 
exijan estrictamente lo contrario.

B) Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley asegurarán la plena protección de la salud de las 
personas bajo su custodia y, en particular, tomarán medidas inmediatas para proporcionar atención médica 
cuando se precise.

C) Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrá usar la fuerza sólo cuando sea estrictamente 
necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus tareas.

D) Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no cometerán ningún acto de corrupción. También se 
opondrán rigurosamente a todos los actos de esa índole y los combatirán.

5. Según el artículo 54 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 5/2015, indique cuál es un principio de conducta de los empleados públicos:

A) Mantener la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan 
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros.

B) Actuar de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilar la consecución del interés 
general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.

C) Tratar con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.

D) Respetar la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento jurídico.

6. ¿Cuáles de los siguientes principios de conducta no es un deber de todos los funcionarios públicos según el 
artículo 54 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público:

A) Tratar con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.

B) Obedecer las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, aunque constituyan una infracción 
manifiesta del ordenamiento jurídico.

C) Informar a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilita el 
ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

D) Poner en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren 
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados.

7. Cuál de los siguientes fundamentos de actuación no está recogido en el art. 1.3 del Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre:

A) Negociación colectiva

B) Sometimiento pleno a la ley y al derecho

C) Parcialidad en el servicio

D) Igualdad de trato entre mujeres y hombres

8. Entre los deberes de los funcionarios están:

A) Participar en todos los concursos de traslados que se convoquen

B) Rechazar cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos 
habituales, sociales y de cortesía

C) Tener su domicilio en el mismo ayuntamiento en el que estén trabajando

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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9. El artículo 53.2 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, establece que los empleados públicos en su 
actuación, perseguirán la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en 
consideraciones objetivas orientadas hacia:

A) La eficiencia y la jerarquía administrativa.

B) La imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro factor que exprese posiciones personales, 
familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que puedan colisionar con este principio.

C) La equidad y la buena fe en las relaciones con los administrados.

D) La mejora de la calidad de los servicios públicos y el ahorro presupuestario.

10. Son deberes de los funcionarios:

A) El cumplimiento del ordenamiento jurídico vigente en el ejercicio de sus funciones

B) El trato correcto con los administrados, facilitándoles el máximo de ayuda en la gestión de sus asuntos ante la 
Administración

C) Cumplir estrictamente la jornada y el horario de trabajo establecido

D) Todas las anteriores son correctas

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 C · 4 B · 5 C · 6 B · 7 C · 8 B · 9 B · 10 D

Te quedan 22 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 18, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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